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ACCIDENTES DEL TRABAJO. 
Relación entre el siniestro y el trabajo. 

1. La muerte del ol.rero orurridii al dejar sus tarca., y ocasio- 
nada por el desequilibrio pro-lueido a con «rueño i a de su 
estado de salud v de las condiciones del trabajo que realizaba, 
debe «er considerada un acídente del trabajo inderanizable 
conforme a lo dispuesto en la ley 96SS. Página 489. 

Indemnización. 

2. El tratado celebrado el 20 do marzo de 1920 entre la Repú- 
blica Argentina y el Reino de Italia, aprobado por la ley 
11.120. no tuvo otra finalidad que modificar la última parto 
del art. 14 de la ley OtiSS para hacer extensivos loa benefi- 
cios de esta a los sucesores resideutes en Italia, sin acordarles 
un derecbo mejof que el reronoeido a los residentes en el 
país ni. por lo tanto, autorizarles para cobrar directamente 
la indemnización prescindiendo del .sistema establecido por 
el art. 9 de la citada ley 9Ü88. Página 480. 

ACCI02S CIVIL. 

Influencia de la sentencia crimina!. 

Sobreseimiento. 

El sobreseimiento definitivo del procesado en una causa cri- 
minal no impido que, deducida la acción de mdeimuzacion 
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ante la justicia civil, 66 inaagne *n oí inicio respectivo si ha 
mediado de su parte culpa civil, qur es distinta en grado y 
naturaleza a la tulpa pemil. Púgina 207. 

ACTOS ADMIXISTRA TI VOS. 

1. El decreto del Poder Ejecutivo posterior a la ley 11.584, 
y no oh^ervnJo por la Contaduría General de^ In Nación, 
por el cual ^e acuerda la jubilación con sueldo íntegro pre- 
visto en el art. \" de la ley 4226. tiene fuerza de cosa juzga- 
üa; por lo cual dicho Iwneticio no puede ser válidamente dis- 
minuido por otro decreto. Página 85. 

2. Si bien una resolución administrativa que re<onoee el derecho 
a una pensión no puede ser derogada por otra de igual na- 
turaleza, la derogación es procedente cuando sobreviene una 
lev que ordena la revisión de acuella resolución, como ocurro 
con el nrt. ü' de la ley 12.Ü13. Páyinn 200. 

ACTOS JVMlilCOS. 

Lo que no es posible hacer directamente a causa de una pro- 
hibición legal, tampoco puede hacerse indn-cctnmcnte. Pá- 
gina 350. 

ADÜAXA. 
Importación. 

Libre de derechos. 

1. El importador que Introdujo libre de dere-luts aduaneros 
papa semilla COÜ el correspondiente certificado expedido por 
la oticinn sanitaria de importación y exportación de plan- 
tas, a que se relieve el art. 1* del decreto de octubre 8 de 
ID.tti. no es responsable del perjuicio originado ni Fisco por 
la circunstancia de que los compradores de esa semilla hayan 
nlterado su detino poniéndola cu venta para el consumo. 
Página Hitó. 

2. I^os accesorio^ y materiales introducidos con destino a DO fri- 
porííico y utilizados en él se hallan comprendidos en la li- 
beración de derechos establecida por el art. 3" de la ley 
11.588, siendo improcedentes las objeciones hechas en cuanto 
a los repuesto* y fundadas en el nrt. 28 de la ley 11.281. 
Página 37». 

3. Los arts. 27 de la ley 11.2R1 y 4 y Muñientes del decreto re 
¡•lamenta rio. no rigen el supuesto en que la Aduana lia per- 
ecido derecho* do importación respecto de mercaderías exen- 
tas de ellos, cuyo destino puede ser probado, a los efectos de 
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repetir el pago, por las medidas autorizadas por las leyes 
que rigen el procedimiento en juicio. Página 378. 

4. La* constancias do la documentación aduanera y de los ex- 
pedientes administrativos en que ae reclama la devolución de 
los derechos de importación indebidamente cobrados a mer- 
caderías lilires de ellos, concordantes con las anotaciones de 
las libros de comercio del introductor llevados en forma legal, 
constituyen prueba suficiente del payo de esos gravámenes. 
Página 378. 

5. A los efectos de obtener en juicio la devolución de los de- 
rechos aduaneros cobrados por el Fisco respecto de merca- 
der! ns libres de aquellos por razón de su destino, c*ste debe 
considerarlo probado, conforme a lo dispuesto en el art. 04 
del Código de Comercio, mediante las constancias de los libros 
del introductor llevados con los requisitos exigidos por aquel 
código y de acuerdo a las normas técnica* de la materia, de 
manera que permitan informar con certeza acerca de la in- 
troducción y consumo dé cada articulo, cuya* anotaciones 
concuerdan con la respectiva documentación aduanera y ad- 
ministrativa y no aparecen desvirtuadas \nr otras pruebas. 
Página 378. 

6. Los accesorios y materiales introducidos con de-tino a un 

frigorífico y utilizados en él se bailan comprendidos en la 
liberación de derechos establecida por el art. 3* de lft ley 
11.588. Página 422. 

7. Las leyes 12345 y 12.674 no fon aclaratorias sino modifica- 
torias de la ley 11.588, por lo l ual no procede aplicarlas con 
efecto retroactivo. Página 422. 
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Mercnderítifi en ti *ito. 

8. El art. 847, inc. 4'. de las Ordenanzas de Aduana, modificado 
por el art. 34 de la ley 11.281, no M refiere únicamente a 
'as operaciones de importación, sino que comprende también 
lo» casos do mercaderías en tránsito, pues en el manifiesto 
general debo declararse toJn la cama, cou forme al art. 838 
do las Ordenanzas citadas. Página 240. 

infracciones. 
Alteración del destino. 

9. El importador míe introdujo libre de dere-hos aduaneros 
papa para semilla con el correspondiente certificado expe- 
dido por la oficina stnitaria de importación y exportación 
do plantas, a que se refiere el nrt. I o del decreto de octubre 
8 do 193(1, no es responsable del periuicio originado al Fisco 
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por 1a ««constancia de que los compradores de esa semilla 
hayan alterado su destino poniéndola en venta para el con- 
sumo. Página 335. 

Puridades. 

10. La embarcación utilizada para realizar el contrabando y per- 
teneciente a terceros ajenos n &>te que ignoraban el uso ile- 
gítimo que se hacia de aquella por su arrendatario, no está 
afectada al pago de las multas o penalidades impuestas a los 
que participaron en la comisión del delito. Página 223. 

APREMIO. 

Kl apremio administrativo no es necesariamente incompati- 
ble con la garantía de la inviolabilidad de la defensa en 
juicio. Página 308. 

AUTARQUIA. 

Si bien la Nación no es distinta de las reparticiones admi- 
nistrativas autárquiras, éstas se diferencian de aquella en 
cuanto n la manera de gobernarse, al alcance de sus faculta- 
des! a la jurisdicción a qne están sometidas en sus litigios 
y a la personalidad y representación con que achían en 
ellos; por lo cual la Corte Suprema lia declarado que cuando 
ellas litigan, la Nación no es parte directa en el juicio y no 
procede la tercera instancia ordinaria. Página 20. 
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BANCO DE IA XACION. 

1. La exención establecida en el nrt. 17 de la ley 4507 a favor 
del Banco de la Nación, no comprende a los gravámenes mu- 
nicipales. Página 20. 

2. El cobro do los servicios municipales de alumbrado, barrido 
y limpieza al Banco de la Nación no entorpece el regular y 
eficaz desenvolvimiento del mismo; y a falta de exención 
legal, no procede la acción de repetición de lo pagado en ese 
concepto. Página 20. 

3. Las ta^as da inspección de instalaciones mecánicas y de ins- 
cripción e inspección de casa* de departamentos, cobradas al 
Banco de la Nación Argentina por la Municipalidad de Bue- 
no* Aires, no se hallan comprendidos en la exención estable- 
cida en el art. 17 de la ley 4607 ni importan un entorpeci- 
miento a la marclia regular de aquél. Página 53. 
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CAJA NACIONAL DE AHORRO POSTAL. 

1. La finalidad de la ley de creación de la "Caja Nacional da 
Ahorro Postal" es cimentar hábitos de moralidad en el in- 
dividuo, apnrtándolo de las fuentes del vicio y augurándole 
un porvenir tranquilo al convertir su trabajo en un capital 
productivo. Página 1M. 

2. El privilegio de la inembargabilidad e intransferibilidad da 
los fondos depositados en la Caja Nacional de Ahorro Postal, 
se refiere sólo a los adquiridos lícitamente y no a los prove- 
nientes de un delito. Página 194. 

CAMARA FEDERAL. 

1. El art. 15 de la ley 4055 confiere a cada cámara federal 
la facultad y la obligación de nombrar anualmente su pre- 
sidente sin precisarle orden de turno, antigüedad u otra cir- 

f cun.stancin, salvo ln implícita mayoría de sus miembros y la 
regularidad de los procedimientos necesarios para la elección. 
Página 113. 

2. El reglamento de la Cámara Federal de Paraná no establece 
el turno de sus miembros para el desempeño de su presiden* 
«in, por lo que nada legal impide que el tribunal elija al efec- 
to uno u otro de sus miembros y los reelija tantas veces cuan- 
tas lo estime conveniente. Página 113. 

3. La elección de presidente de una Cámara Federal es «na 
cuestión de orden interno de Ib misma librada a su exclusivo 
criterio, cuya revisión es extraña a la función de superinten- 
dencia de tí Corte Suprema. Página 113. 

COMERCIO 1NTERPROV1NCIAL. 

1. El poder del Congreso para reglar las comunicaciones In- 
tcrprovineíalea es tan extenso y absoluto, que se convierte en 
el deber de vigilar que el intercambio entre las provincias f 
la transmisión de ideas por cualquier medio, desde el correo 
a caballo hasta la telefonía, no sean obstruido» o estorbado- 
de un modo innecesario por la legislación local. Página 360. 

2. La facultad de la Nación para intervenir en todo lo referente 
a la instalación de líneas y reglamentación de los servicios te- 
lefónicos es incuestionable y no puede ser interferida, obs- 
truida ni obstaculizada por las autoridades provinciales. Pá- 
gina 360. 
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3. La exigencia de la previa automación por una autoridad lo- 
cal para la publicación de un aviso en la guía telefónica de 
una empresa sujeta n la jurisdicción nacional — como la que 
eontienen los art*. 34 de la ley 2287 de Santa Pe y U de 
su reglamentación— interfiere la facultad exclusiva del Go- 
bierno Nacional para reglar el comercio y las comunicaciones 
interprovincialea y es repugnante al art. 07, ines. 12 y 13, de 
la Constitución Xocional, en virtud del cual se han dictado las 
leyes federales 750 Vz y 4408 y el decreto 91.608 de octubre 
5 de 103o, reglamentario del servicio telefónico público, a 
los cuales deben sajelarse las provincias conforme al oxt. 31 
de la Constitución. Página 350. 

COMPENSACION. 

El recliozo de la eompcnsnción de la indemnización debida 
por el patrón a su empicado despedido, con un crédito de 
aquél contra éste vencido con posterioridad a la canción de 
la ley 11.278, a cuyo art. 4 remite el art. 157, inc. 7', del 
Código de Comercio modificado por la ley 11.729, no 
comporta la violación de derecho adquirido alguno del patrón 
amparado por la Constitución Nacional. Página 73. 

COMPRAVENTA. 

%. El vendedor que cumplió las obligaciones que le incumbían 
con arreglo al pliego do bases y condiciones de la respectiva 
liquidación, tiene derecho a exigir el pago del precio estipu- 
lado. Página 112. 

2. Hallándose de acuerdo el expropiador y el expropiado en la 
adquisición por el primero do todo el campo designado en la 
ley correspondiente, poseído por el segundo en toda la ex- 
tensión que arroja la mensura efectuada conforme a lo dis- 

' puesto en el respectivo decreto del P. E. —mayor que la ex- 
presada en el titulo do propiedad— do la cual se dió la po- 
sesión al actor, carece de trascendencia jurídica decidir si se 
trata o no de una compraventa ad-corpns, pero correspondo 
reservar a la orden del juzgado el precio correspondiente a ln 
superficie no comprendida en el título, hasta que el deman- 
dado justifique su dominio respecto de ella. Página 241. 

3. El transcurso del plazo para el pago del precio fijado en las 
cláusulas impresa* en las facturas remitidas por el vendedor 
a la Dirección General de Correos y Telégrafos de la Naeión 
no basta para constituirla en mora. Para ello se requiere que 
haya habido interpelación. Página 300. 
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CONSTITUCION NACIONAL, 
principios generales. 
Contralor por el Poder judicial. 

1. El contribuyente que Ua pasudo la tasa mínima de las esta- 
blecidos por In ordenanza municipal respectiva, carece de 
intíTcs para impugnarla como violatoria de la igualdad fun- 
dado en que el monto do la tasa que se cobra a loa vecinos 
no es igual para todos. Página 130. 

2. La circunatoncin de que la multa establecida por una ley in- 
cc.istitui-iona!, no haya sido impuesta a la compañía telefo- 
nan que editó la guía donde apareció el aviso penado por 
aquélla sino al avisador, no es óbice pora que la Corte Su- 
prema se pronuncie aceren do la invalidez de dicha ley en el 
recurso extraordinario interpuesto por el multado. Púg. 350. 

Constitucionathlud e ¡nenmtitucionalidad. 
Leyes nacionales. 
Jubilaciones. 

3. La circunstancia de que el estatuto de los operarios do em- 
presas cuya naturaleza ha requerido una legislación especial 
—como la ley 11.110, en el caso— sea distinta del de- 
recho común — In ley 11.729— no constituye violación del 
principio constitucional de la igualdad. Página 108. 

4. El nrt. 62 de la ley 11.110 en cuanto dispone que el juez 
en lo civil debe pronunciarse sin otra* pruebas que las que 
resulten del expediente administrativo o las que naga traer 
para mejor proveer, no ch violu torio del art. 18 de la Consti- 
tución Nacional. Página 220. 

Decretos nacionales. 

5. El art. 78, inc. b) 2<* párrafo, de la Reglamentación de ln> 
Leyes de Enrolamiento y Servicio Militar, en cuanto esta- 
blece que los que fugasen del cuartel antes de ln "alta defi- 
nitiva" deben ser acusados como infractores al llamado dé la 
clase, no ha podido ampliar el concepto de la ley respectiva 
sin violar el art. 80, inc. 2«, de la Constitución Nacional. 
Página 11. 

6. El art 63 del decreto reírlaroentario de las leyes 11.682 y 
11.683 — T. O.— que confiere a las delegaciones de la Direc- 
ción del Impuesto a los Róditos facultades para resolver so- 
bre estimaciones de oficio, monto, pago y ejecución del im- 
puesto y aplicación y cobro de multas, ha sido dictado dentro 
de las facultades conferidas ai P. E. por el art. 5> do dichas 
leyes. Página 229. 
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Resoluciones administrativos y judiciales. 

7. Es inadmisible la inconstitucional i dad del art. 2, ine. a) 
del «dicto vigente sobre seguridad pública, fundada en la falta 
da facultades del Jefe de Policía de la Capital Federal para 
dictarlo y determinar y sancionar contravem-íones dentro de 
de los límites establecidos en el ait. 27 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. Página 81. 

8. La reglamentación de los derechos individuales por edictos 
de policía que se concretan a encauzar el ejercicio de aquello* 
dentro de limitaciones razonables — como lo es, en el caso, la 
que prohibe que medinnte el ejercicio del dereeho de reunión 
se menoscabe la investidura de los representantes extranjeros 
acreditados ante nuestro gobierno — *in suprimir ni menos- 
cabar las garantías aseguradas |mr lo Constitución Nacional, 
no es susceptible do reparo constitucional. Página 81. 

Leyes provinciales. 
De orden administrativo. 
0. El nrt. 4* de la ley 604 de la Provincia de San Juan, que 
limita a cinco horas la jomada de los Silbados, no es viola- 
torio de lo dispuesto en el nrt. 1° de la ley 11.544 ni, por 
consiguiente, en los nrts. 31 y 07, ine. 11, de la Constitu- 
ción Nacional, y. por el contrario, concuerda con los arta. 
2» y 5» do la ley 11.640 dictada para Capital Federal y 
los territorios nacionnles. Página 131. 

10. Los arfe. 3» de la ley C04, de la Provincia de San Juan y 
9 del decreto reglamentario de la ley sobre descanso domi- 
nical de julio 28 de 1011, en cuanto establecen el descanso 
compensatorio pnra los obreras que trabajen los sábado* y 
domingos, no contrarían lo dispuesto en el art. 5* del la ley 
nacional 11.544. ni por lo tanto, en los arta. 31 y 67, ine. 
11, de la Constitución National. Página 131. 

11. Las leyes de la Provincia de San Juan referente» al sábado 
inglés y al descanso dominical no se bailan en colisión con 
las leyes 4661 y 11.640 que sólo rigen en la Cenital Federal 
y territorios nacionales, y han podido ser válidamente dic- 
tadas por la legislatura en ejercicio del poder de policía. 
Página 131. 

12. La prohibición de los juego* de azar no es violatoria del 
art. 19 de la Constitución Nacional. Página 240. 

13. La exigencia de la previa autorir-neión por una autoridad 
local para In publicación de un aviso en la guía telefónica 
do una empresa sujeta a la jurisdicción nacional — como la 
que contienen los arts. 34 de la ley 2287 Ce Santa Fe y 11 
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do su reglamentación — interfiere la facultad exclusiva del 
Gobierno Nacional pora reglar el comercio y las comunica- 
ciones interprovinciales y es repugnante al art. 67, inca. 
12 y 13, de la Constitución Nacional, en virtud del cual ae 
han dictado las leyes federales 750 Y 2 y 4408 y el decreto 
91.698 de octubre 5 de 1936, reglamentario del servicio te- 
lefónico público, n los cuales deben sujetarse las provincias 
conforme al nrt. 31 do lu Constitución. Página 350. 



De orden impositivo. 

14. I-a aplicación de una multa prevista en la ley de sellos de 
una provincia por presentar en juicio documentos en in- 
fracción, ordenada y mantenida con audiencia del infractor 
por el tribunal que entiende en la causa, no es violatoría de 
la disposición del art. 18 de U Constitución Nacional que 
prohibe aplicar i>ena sin juicio previo. Página 418. 

15. La aplicación de una multa do dicx pesos por cada nno de 
los firmantes de los documentos en infracción, establecida 
jK>r una ley provincial de sellos, no es violatoría del art. 17 
de In Constitución N'aoioiml aunque por la reiteración de 
las infracciones se llegue a una suma mucho mayor. Pá- 
gina 418. 

De orden procesal. 

16. El apremio administrativo no es necesariamente incompa- 
tible con la garantía de la inviolabilidad de la defensa en 

juicio. Pagine 308. 

Decretos provinciales. 

17. El decreto del P. E. de la Provincia de Buenos Airea de 26 
de enero de 1939, aprobado por ley de 14 de septiembre del 
mismo año, en cumplimiento del cnal se efectuaron descuen- 
tos en los haberes de los cx-magistmdoa judiciales de aque- 
lla provincia no es violatorio de los arte. 14 y 17 dt la 

' Constitución Nacional. Página 359. 

Ordenanzas municipales. 

18. Si bien el pago de las tasas finen en una contraprestaeión 
aproximad nrm-n te equivalente al costo del servicio prestado* 
no es. posible fijar este con exactitud para cada caso par- 
ticular; por lo cual se establecen contribuciones aproxima- 
das y equitativas que, mientras no sean extorsivaa ni absor- 
bentes del bien o de su renta — como no lo es, en el caso, 
el derecho de inspección a los terrenos baldíos cobrado al 
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W h «i virtud de las ordenanzas 6496, 7296 y 8174 
de la .Municipal* iad de Buenos Aires— do corresponde, ca- 
li:., arias ¿t eoníiseatorias. Pagina 139. 
La elasálicación de baldíos a los efectos del cobro de la tasa 
de inspección de lo? mismos, a que >e refieren las ordénan- 
os», 7J96 r 8174 de la Municipalidad de la Cindad de 
res, es consecuencia del ejercicio de una facultad 
por la doctrina y la jurisprudencia norteameri- 
cana y argentina qnc no imjKirta alterar la igualdad asegu- 
rada por la Constitución Na.-ionaL Página 139. 



TOS. 

A falta de convenio expreso respecto dei lugar de eumpli- 
nuento de nn contrato, corresponde examinar si et 
de ia naturaleza de la obügacióu. Página 76. 



COXTRATO DE TRABAJO. 

1. El art 1' de la lev 11344 ha modificado el Código Civil, 
en cnanto fija un máximo a la jornada de trabajo cual- 
quiera sea el acuerdo de las partes contratantes. Pág. 131. 

2_ El fcrt. 4* de la ley 604 de la Provincia de San Juan, que 
limita a cinco horas la jomada de los sábados, no es viola- 
torio de lo dispuesto en el art. 1* de la ley 11344 ni, por 
consiguiente, en los arts. 31 y 67, inc. 11. de la Constitu- 
ción Nacional, y, por el contrarío, concuerda con los arte. 
p y 5* de la ley 11.640 dictada para la Capital Federal y 
los territorios nacionales Página 131. 

Los arta. 3* de la ley 604, de la Provincia de San Juan y 
9 del decreto reglamentario de la ley sobre descanso do- 
de julio ¿3 de 1911, en cuanto establecen el des- 
eo» pensalu rio para los obreros que trabajen los sá- 
y domingos, no contrarían lo d. puesto en el art 5* 
de la ley nacional 11344, ni por lo tanto* en los arta. 31 y 
67, inc. II, de la Constitución Nacional. Página 131. 

leyes de la Provincia de San Juan referentes al sábado 
y al descanso dominical no se hallan en colisión con las 
4661 y 11.640 que m'iIo rigen en la Capital Federal y 
territorios nacionales, y han podido ser válidamente dictadas 
por la legislatura en ejercicio del p ,1er de policía. Pág. 131. 
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CORTE SUPREMA. 

1. La elección do presidente do una Cámara Federal es ana 

cuestión de orden interno <le la misma librada a sn exclusivo 
criterio, cuya revisión es extraña a la función de superin- 
tendencia üe la Corte Suprema. Página 113. 

2. Las cuestiones referentes n la actuación de las juntas electo- 
rales son ajenas a la jurisdicción de la Corte Suprema. Pá- 
gina 113. 

3. Las cuestiones referentes a la invalidez de la intervención de 
una municipalidad decretada por el gobernador de un te- 
rritorio nacional, es ajena a la jurisdicción de la Corte Su- 
prema. Página 483. 

COSA JUZGADA. 

1. El decreto del Poder Ejecutivo posterior a la ley 11.684, 
v no observado por la Contaduría (¡eneral de la Nación, 
por el cual se acuerda la jubilación con aneldo íntegro 
previsto en el art 1» de la ley 4226, tiene fuerza de coaa 
juzgada; por lo cual dicho beneficio no puede ser válida- 
mente disminuido por otro decreto. Página 85. 

2. Si bien una resolución administrativa que reconoce el dere- 
cho a una pensión no pue-lc ser derogadn por otra de igual 
nuturaleza, la derogación es procedente cuando sobreviene 
una ley que ordena la revisión de aquella resolución, como 
ocurre con el art. Gí> de la ley 12.613. Página 260. 

COSTAS. 

Desarrollo del litigio. 
Desistimiento. 

Las costas del recurso extraordinario dclnm ser satisfechas 
en el orden causado, aun cuando el interesado desista del 
recurso. Página 19. 



D 

DAÑOS Y PERJUICIOS. 

Responsabilidad del Estado y de las personas jurídicas. 

1. El Estado es responsable por los dañas producidos por loe 
hechos imputables a sus agentes en el desempeño de sus 
tareas. Página 207. 

2. El Estado es responsable de los daños y perjuicios ocasio- 
nados a un acreedor por la venta del inmueble de ra deudor, 
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efectuada por ¿ate no obstante U inhibición correctamente 
anotada a pedido de aquél, si la enajenación se hizo sobro 
la base de un certificado del Registro de la Propiedad según 
el cual no existía inhibición por el nombre que el escribano 
solicitante —poniendo una í en lugar de una i/— indicaba 
como correspondiente al dueño del campo que se pretendía 
vender y aceña de cuyo dominio y condiciones del mismo 
también pedía — a ese efecto— que se certificara. Pág. 345. 

Responsabilidad indirecta. 

3. No habiendo probado el actor —a quien como tal incum- 
bía liaccrlo— la culpa civil del conductor del vehículo de 
la, provincia demandada que lo atropello, corresponde recha- 
zar In acción do indemnización promovida contra ella. Pá- 
gina 207. 



Prueba. 

4. Xa habiendo probado el actor —a quien como tal incumbía 
hacerlo— la culpa civil del conductor del vehículo de la pro- 
vincia demandada que lo atropello, corresponde rechazar la 
acción de indemnización promovida contra ella. Página 207. 

VECRETOS NACIONALES. 

El decreto del Poder Ejecutivo posterior a la ley 11.584, 
y no observado por la Contaduría General de la Nación, 
por el cual se ncuerdn la jubilación con sueldo íntegro pre- 
visto en el art. V de la ley 422B, tiene fuerza de cosa juz- 
gada; por lo cual dicho beneficio no puede ser válidamente 
disminuido por otro decreto. Página 85. 

DEMASDA. 
Requisilos. 

* Documentos. .„ , . 

Los documentos que según el art. 10 de ln ley 50 deben ser 
presentados con ln demanda, son aquellos en que se funda 
el derecho del actor y no los que sólo sirven para compro- 
barlo. Página 378. 

DERECHOS Y GARANTIAS COSSTITÜCIOXALES. 

^Tl^nltacion de los derechos ¡ndivid uales ¡Mi i|¡M 
de voücm que se concretan u encauzar el ejercicio de .qué 
líos dentro do limitaciones raamabla -«orno lo » « e 
la que prohibe que mediante el ejercicio del derecho 
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de reunión se menoscabe la investidura de ¿os representan- 
te.* extranjeros acreditados anue nuestro gobierno— sin su- 
primir ni menoscabar las garantía* aseguradas por la Cons- 
titución Nacional, no cu «Beéftfbla ¡4* reparo constitucio- 
nal. Página «1. 

Dercclio de propiedad. 

2. La circunstancia de que el contrato de concesión en virtud 
del cual explota su negocio el empleador sea anterior a la 
vigencia de la ley 11.729 y de que no se hayan previsto 
en ¿1 los desembolso* a que se re! ¡ere dicha ley, no le con- 
fiere derecho adquirido alguno amparado por la Constitu- 
ción National para privnr n sus empleados de la indemni- 
/ju'iún por despido. Página 73. 

3. El rechazo de la compensación de la indemnización debida 
por el patrón a su empleado despedido, con un crédito de 
uijuél contra í-ste vencido cou posterioridad a la Bancíón de 
la ley 11578, a cuyo art. 4 remite el art. 157, inc 7», 
del Código de Comercio modificado por la ley 11.720, no com- 
porta la violación de derecho adquirido alguno del patrón 
amparado por In Constitución Nacional. Página 73. 

4. Si bien el pago de las tasaa finca en una eontraprestaeión 
aproximadamente equivalente al costo del servicio pres- 
tado, no es posible fijar éste con exactitud para cada caso 
particular; por lo cual se establecen contribuciones apro- 
ximadas y equitativas que, mientras no sean ex tora ¡vas ni 
absorbentes del bien o de su renta — como no lo ea, en el 
enso, el derecho de inspección a los terrenos baldíos cobrado 
al recurrente en virtud de las ordenanzas G498, 7296 y 8174 
de la Municipalidad de Iluonos Aire*— no corresponde ca- 
lificarlas de eonfiscatorias. Página 139. 

5. La jubilación y la pensión no nacen de un contrato entre el 
Estado y su beneficiario; su monto no es nn bien definitiva- 
mente incorporado al patrimonio y puedo Ber disminuido 
para lo sucesivo.de ncuerdo a las exigencias de una política 
regulnrizadora, si bien ninguna ley podría hacer caducar 
ni herir substancial y arbitrariamente al beneficio, cuyo ca- 
rácter se rige tan sólo por normas provinciales. Pag. 350. 

6. Las multas establecidas en las leyes de sellos para loa casos 
de infracción de bus disposiciones, son sanciones fiscales in- 
timidatorias, de carácter penal, respecto de tas cuales no ri- 
gen los principios que determinan el carácter confiscatorio 
de los impuestos y la consiguiente invalide» de loa muraos- 
Página 418. 
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7. La circunstancia de qnc el estatuto de loe operarios de em- 
presas cuva naturaleza ha requerido una legislación espe- 
cial —como la ley 11.110, en el caso— sea distinta de) 
derecho común —la ley 11.729— no constituye violación 
del principio constitucionol de la igualdad. Pagina 108. 

8. La igualdad establecida en la Constitución Nacional como 
base del impuesto no requiere normas inflexibles ni impide 
la formación de categorías, siempre que la clasificación de 
las persona» o de los bienes afectados repose sobre alguna 
base razonable que autorice su discriminación en grupos dis- 
tintos y que baste para alejar toda idea de hostilización o 
íavorecimiento arbitrario de determinados contribuyentes. 
Página 130. 

0. La clasificación de baldíos a los efectos del cobro de la 
U\ia de inspección de los mismos, a que se relicren las orde- 
nanzas 6498, ?29C y 8174 de la Municipalidad de la ciudad 
de Buenos Aires, es consecuencia del ejercicio de una facul- 
tad reconociila por la doctrina y la jurisprudencia norteame- 
ricana y argentina que no importa alterar la igualdad ase- 
gurada por la Constitución Nacional. Página 139. 

imwoJabüittad de la defensa en juicio. 
Principios generales. 

10. La violación de la defensa en juicio presupone necesaria- 
mente la privación o restricción substancial de la defensa. 
Página 240. 

11. Pora que proceda el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la defensa en juicio, debe resultar de los autos 
que ha existido privación o restricción substancial de aqué- 
lla. Página 308. 

Intervención de las partes. 

12. La denegación de audiencia al cónyuge demandado por ali- 
menta* en el procedimiento sumario tendiente a fijarlos, no 
vulnera el art. 18 do la Constitución Nacional. Página 189. 

Procedimiento y sentencia. 

13. El art. 62 de la ley 11.110 en cuanto dispone que el juea 
en lo civil debe pronunciarse sin otras pruebas que las que 
resulten del expediente administrativo o las que haga traer 
pnra mejor proveer, no es violatorio del art. 18 de la Consti- 
tución Nacional. Página 226. 

14. La decisión de cuestiones referentes a la oportunidad, co- 



otas kc ion 



•a 



rrección o validez do la notificación de una resolución con- 
denatoria dictada por el Administrador de Impuestos In- 
ternos de la Nación es ajena al recurso extraordinario, que 
tampoco puede fundarse en la violación de la garantía de la 
defensa en juicio por falta de notificación, si de los autos 
resulla que el medio utilizado para la notificación —una 
carta certificada— no ha dificultado la defensa del apelante, 
que ha tenido noticia del fnllo y ha podido ocurrir en 
termino a la justicia federal. Página 237. 

15. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el ejercicio do facultades judiciales por el Intendente Mu- 
nicipal —intimación de pago, embargo y citación de remate 
administrativos— viola el art 18 de la Constitución Na- 
cional, si do los autos resulta que después de esos trámites 
lia intervenido la justicia, que ha oído al recurrente, ha reci- 
bido la prueba ofrecida por el mismo y lia examinado en U 
sentencia la totalidad de las cuestiones planteadas. Pági- 
na 308. 

16. El apremio administrativo no es necesariamente incompa- 
tible con la garantía de la inviolabilidad de la defensa en 
juicio. Página 308. . ¿ i 

17. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
falta de título de apremio y en que la atribución adminnv 
trativa judicialmente irrevisible de determinar la existencia 
de aquél coarte la defensa sin ley que lo autorice, ai la 
sentencia apelada llega a la conclusión de que existe titulo 
suficiente para el apremio, fundada en la interpretación de 
normas de derecho común y local que la Corte Suprema no 
podría revisar en el caso, por no resultar manifiesto de loa 
autos que la decisión sea insostenible y constituya el medio 
arbitrado para frustrar el derecho federal invocado por el 
recurrente. Página 308. 

» 

Instancias. 

18. La garantía de la defensa en juicio no requiere la doble 
instancia judicial. Página 240. 

DESERCION. 

La fuga posterior a la presentación del conscripto que está 
a la espera de ser conducido al cuerpo a que ha sido dea- 
tinado, no constituye la falta de incorporación prevista en 
el art. 71 de la ley 4707. Página IL 



ttt EJERCITO NACIONAL 

DOMICILIO. 

1. A los efectos de establecer la juri-dieción sobre un juicio 
sucesorio, no eorresjionde considerar como último domicilio 
del causante el lugar en que falleció accidentalmente sino 
aquel en que, según la* manifestaciones hechas por él en 
escrituras públicas de fecha próxima a la de su fallecimiento 
y las declaraciones claras, precisas y concordantes de varios 
testigos que le conocían, había constituido realmente bu do- 
micilio edificando la casa en que vivía. Página 252. 

2. La circunstancia de que una persona que ha vivido conti- 
nuamente durante tres años en su importante establecimiento 
de campo, con casa y haciendas, vinculado a todas las activi- 
dades fie In zona, ^e traslado n un pequeño establecimiento 
rural de exiguo valor situado "n otra provincia, donde sólo 
había un encargado y lo estrictamente necesario para residir 
en forma transitoria, en el cual le sorprendió la muerte al 
poco tiempo, no basta ¡tara preseuniir que ha existido un 
cambio de domicilio. Página 2Ó2. 



B 

EJERCITO NACIONAL, 

1. Los arts. 10 y 71 de la ley 4707 se refieren a la fecha 
fijada para el cumplimiento de la obligación militar sin 
distinguir entre la incorporación deiintiva y la provisional, 
habiéndose empleado el verbo "incorporarse" impropiamente 
en el sentido de presentarse ante la autoridad militar en la 
fecha do la convocatoria. Página 11. 

2. La faga posterior a la presentación del conscripto que está 

a la espera de ser conducido ni cuento a que ha sido des- 
tinado, no constitnve la falta de incorporación prevista en el 
art- 71 de la ley 4707. Página 11. 

3. El art. 78, inc. b) 29 párrafo, de tn Reglamentación de lns 
Leyes de Enrolamiento y Servicio Militar, en cuanto esta- 
blece que los que fugaren del cuartel antes de la "alta de- 
finitiva" deben ser acusados como infractores al llamado 
de la clase, no ha podido ampliar el concepto de la ley 
respectiva sin violar el art. 80, inc. 2^ de la Constitución 
Nacional. Página 11. 
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EMBARCO. 
Biene$ embargable$. 

El privilegio do la incmbnrgabilidad e intransfcribilidad do 
los fondor depositados en la Caja Nacional de Ahorro Pos- 
tal, se refiero sólo n las udquiridos licitamente y no a lot 
provenientes de uu delito, l'úginn 1Ü4. 

EMOCIOS VIOLENTA, 

Procede condenar tomo autora del delito de homicidio en 
estado de emoción violenta a la madre que dió muerte por 
asfixia a mi hijita recién nacida n, no obstante la defi- 
ciencia de los informes mediros producidos en infracción 
ni nrt. 338 del Código de Procediimeiitos en lo Criminal, las 
circunstancias de la causa permiten afirmar que la proce- 
sada ha turado en aquel estado ocasionado por la liebre 
puerperal y la psicosis eonsecu'iva. Página 117. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

1. La circunstancia de que el contrato de concesión en virtud 
del cual explota su negocio el empleador sen anterior a la 
vigencia do la ley 11.729 y de que no se luiyan previsto 
en él los desembolsos n que se refiere diclia ley, no le 
confiere derecho adquirido alguno amparado por la Cons- 
titución Nacional para privar a sus empicados de la indem- 
nización por despido. Página 73. 

2. El rechazo do In compensación de la indemnización debida 
por el patrón a su empleado despedido, con un crédito de 
aquél contra éste vencido con posterioridad a la sanción de 
la ley 11.278, a cuyo art. 4 remite el art. 157, inc 7», 
del Código de Comercio modificado por la ley 11.729, no 
comporta la violación de derecho adquirido alguno del pa- 
trón amparado por la Constitución Nacional. Página 73. 

EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES. 

La circunstancia de que el estatuto de los operarios de 
empresas cuya naturaleza ha requerido una legislación es- 
pecial — como la ley 11.110, en el caso — sea distinta del 
derecho común —la ley 11.729— no constituye violación 
del principio constitucional de la igualdad. Página 108. 

EMPLEADOS PVRLJCOS. 
Nombramiento. 

1. El nnevo nombramiento de nn empleado efectuado varios 
años después de su cesantía y como reintegro de funcione», 
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no le da derecho a exigir el pago de los sueldos correspon- 
dientes al período comprendido entre su separación del cargo 
que desempeñaba y su nueva designación. Página 436. 

Relaciones con el Estado. 

2. La suspensión aplicada a un profesor de enseñanza secun- 
daria, fondada en nochera de indisciplina comprobados y en 
los arta. G f inc. del Reglamento de la Inspección General 
de Enseñanza Secundaria; 43, inc. 5'- f 126, inc. 2», del 
Reglamento |mm colegios nacionales, y 19 y 21 del Acuerdo 
General de Ministras de enero U¡ de 1013, trae aparejada 
la pérdida del sueldo por todo el tiempo de su duración, 
aun cuando la ju¡-tieia linya ^ubrcíeído definitivamente en 
la causa respectiva por no estar proliado «iue los hechos en 
cuestión constituyeran el delito de disparo de arma por el 
cual se le procesaba. Página 9S. 

3. La jubilación y la pensión no nacen de un contrato entre 
el Estado y su beneficiario; su monto no es un bien defi- 
nitivamente incorporado al patrimonio y puede ser disminuido 
para lo Bneadvo de acuerdo a las exigencias de una polí- 
tica retfularizadora, si bien ninguna ley podría hará caducar 
ni herir rabtUncial y arbitrariamente al beneficio, cuyo ca- 
rácter so rige tan sólo por normas provinciales. Página 359. 

4. Las relaciones entre el empleado público y el Estado no se 
hallan regidas por el derecho privado sino por el derecho 
constitucional y el administrativo. Página 4<i6. 

5. El ejercicio por el P. E. de la facultad constitucional de 
nombrar y remover a los empleados de la Administración, 
no se lialln sujeto a la revisión de los jueces ni lesiona de- 
rechos privados susceptibles de repamción por intermedio 
de los tribunales de justicia. Página 436. 

Bmootén. 

6. El decreto del P. E. que si bien reconoce la ilustración, ca- 
pacidad y virtudes privadas de un funcionario, declara va- 
cante el cargo desempeñado por el mismo, importa su exone- 
ración o cesantía, y, como consecuencia, la privación del 
sueldo correspondiente. Página 436. 

7. El nuevo nombramiento de un empleado efectuado varios 
años después de su cesantía y como reintegro de funciones, 
no le da derecho a exigir el pago de los sueldos correspon- 
dientes al período comprendido entre su separación del cargo 
que desempeñaba y su nueva designación. Página 436. 
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EMPRESTITOS. 

El gobierno que emitió un empréstito no puede suspender vá- 
lidamente el pago de los fenicios correspondientes a los 
títulos del mismo que, por haberse dejado sin efeeto res- 
pecto a ellos la denuncia formulada por quien decía haber- 
tos perdido, volvieron a la circulación y fueron adquiridos 
por el actor. Página 366. 

Eh'RIQÜECIMlEXTO SIN CAUSA. 

ta circunstancia de que lo.s servicios prestados por el actor 
a la provincia demandada- y aprovechados por esta hayan 
sido contratados por el Poder Ejecutivo de la misma exce- 
diendo sus facultades, por no estar autorizados en la ley de 
presupuesto ni otra alguna, no exime a la provincia de la 
obligación de retribuirían en el grado en que haynn sido 
aprovechados por ella, n cuyo efecto corresponde que el 
Tribunal fije la suma que delierá pagarse a la adora con 
interesa a contar desde la fecha de notificación de la de- 
manda. Página 152. 



ESTADO 

Cuando celebra contratos rn su carácter de persona jurídica, 
el Estado se baila sujeto a las mismas obligaciones que los 
individuos, por lo que le alennzan las disposiciones del Có- 
digo Civil sobre ln inora. Página 399. 

EXCEPCIONES. 

Clases. 
Falta de personería. 

La excepción dilatoria de falta de personería no puede 
fundarse en la falla de acción, sino tan silo en la carencia 
o el defecto del poder del procurador o en la incapacidad de 
la parte para estar en juicio. Página 485. 

EXPROPIACION, 
indemnización. 

1. Hallándose de acuerdo el expropiador y el expropiado en 
la adquisición por el primero de todo el campo desando 
en la ley correspondiente, poseído por el segundo en toda .a 
extensión que arroja la mensura efectuada conforme a j° 
dispuesto en el respectivo decreto del P. E. —mayor que la 
expresada en el título de propiedad— de" la cual se dió la 
posesión al actor, carece de trascendencia jurídica decidir 
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si se trata o no de ana compraventa ad-corpus, per -orres- 
poode reseñar a la orlen del juzgado el precio corres- 
pondiente a la superficie no comprendida en el título, hasta 
que el demandado justifique su dominio respecto de ella. 
Página 241. 

2. La sola circunstancia de que el tribunal de apelación con- 
sidere, .sin indicar razones, un tanto exagerada la suma 
determinada por el juez de primera instancia como indem- 
nización por la expropiación de un bien y fundada en el 
análisis minucioso de los elementos de juicio reunidos en 
los autos y en la inspección ocular realizada por aquél, que 
aproxima dicha cantidad a la que señala el perito tercero, 
no es suficiente para modificar aquella estimación. Pág. 241. 

3. IJabiendo mediado motivos para que la pnrte demandada 
en un juicio sobre expropiación, baya tenido que valerse 
de letrado y procurador y no apare iendo justificada la di- 
ferencia entre la suma ofrecida y la que fija la sentencia, 
corresponde aplicar las costas al expropiador. Página 241. 



F 

FALTA DE ACCION. 

Ln defensa de falta de acción sólo puede ser considerada 
al dictar la sentencia definitiva de la causa. Página 485. 

FERROCARRILES. 

1. El transporto de loa materiales destinados por los Ferroca- 
rriles del Estado a la construcción de sus vías férreas, de- 
be ser aforado ]>or las empresas ferroviarias particulares 
en el 50 % de las tarifas ordinarias. Página 171. 

2. Corresponde aplicar la franquicia establecida en el art. 
10 de la ley 5:115, al transporte por ferrocnrril nacional de 
empleados de Yacimientos Petrolíferos Fiscales que viajan 
en cumplimiento de órdenes do servicio o con motivo del 
empleo que desempeñan. Púgiua 414. 

FERROCARRILES DEL ESTADO. 

1. Los Ferrocarriles del Estado son de propiedad de la Na- 
ción y están amparados por el fuero federal; a lo cual no 
es óbice la relativa autonomía que su ley orgánica les acuer- 



IMPUESTOS 

da para facilitar el ejercicio de la industria del transporta 
por el Estado. Página 171. 

El transarte de lus materiales destinados por los ferroca- 
rriles del Esta«lo a la construcción de bus vías férreas, de- 
ben ser aforados por las empresas ferroviarias parüculare» 

en el 50 % de las tarifas ordinarias. Página 17L 



H 

HOMICIDIO. 

El propósito de ocultar la deshonra es esencial para la ea- 
Hfiración legal de infanticidio que re-sulta, así, excluida 
l>or la falta de ese elemento. Página 117. 



IMPUESTOS. 

Principios generales. 

íi En la República Argentina existen tres categorías de gra- 
vámenes fiscales según el origen del poder, autoridad o ju- 
risdicción de que procedan: nacionales, provinciales y mu- 
nicipales. Página 20. 

2. No es posible confundir o identificar impuestos nacionales 
o provinciales con gravámenes municipales, por la circuns- 
tancia de que éstos se hallen autorizndoa por leyes nacionales 
o provinciales, y el Poder Legislativo y el Judicial no han 
incurrido en tal confusión. Página 20. 

Igualdad. 

3. La igualdad establecida en la Constitución Nacional como 
basé del impuesto no requiere normas inflexibles ni im- 
pide la formación de categorías, siempre que la clasifica- 
ción de las personas o de los bienes afectados repose so- 
bre alguna base razonable que autorice su discrimmnción 
en grupos distintos y que baste para alejar toda idea de 
hosttlizaeión o favorecimiento arbitrario de determinado» 
contribuyentes. Página 139. 

4. La clasificación de baldíos a los efectos del cobro de la tasa 
de inspección de los mismos, a que se refieren las orde- 
nanzas 6498, 7296 y 8174 de la Municipalidad de la Gradad 
de Buenos Aires, es consecuencia del ejercicio de una facul- 
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tad reconocida por ln doctrina y la jurisprudencia norte- 
americana y argentina que no importa alterar la igualdad 
asegurada por la Constitución Nacional. Página 130. 

IMPUESTO A LOS REDITOS. 
Principios generales. 

1. Las categorías de contribuyentes han sido establecidas en 
la ley 11.082 sobro la base del origen de la renta imponible! 
cotí presidencia de la profesión do aquellos. Página 407. 

2. La asimilación a comerciantes del contribuyente de primera 
categoría que lleve libras y documentación en forma, no va- 
ría el régimen del impuesto ni el carácter de las obliga- 
ciones de aquél pnra con el fisco; sólo le da la facilidad 
de presentar un balance de acuerdo con sus libros y la fs 
que datos pueden merecer. Página 407. 

Aplicación. 

Exencionen. 

3. Los inmuebles BUSOeptibles de producir renta, cedidos gra- 
tuitamente en uso a tercero-s, se bailan exentos de gravamen 
sobre la renta presunto de los mismos. Página 90. 

Deducciones. 

4. Para determinar la renta neta producida ion anterioridad 
al l 9 de enero de 1940 por los inmuebles edificados com- 
prendidos en la primera categoría de réditos, no procede 
deducir suma alguna en concepto de amortización de aqué- 
llos por agotamiento, desgaste y destrucción. Página 90. 

5. El impuesto a la herencia del* ser deducido de la renta 
bruta del beredero, a las efectos de calcular el impuesto a 
los réditos que le corresponde pagar sobre su renta neta. 
Página 90. 

6. La ley ll.r>S2 autoriza a deducir la amortización de inmue- 
bles solamente en la tercera categoría de réditos. Pág. 407 

7. La ley 11.GS2 no autoriza a deducir la amortización de in- 
muebles al contribuyente de la primera categoría asimilado 
a comerciante. Página 407. 

Infracciones y penas. 

8. La multa establecida en el nrt. 18 de la ley 11.683 — T. 
O.— es de carácter penal, por lo que el pago del impuesto 
no hace desaparecer la infracción cometida ni enerva la 
respectiva acción j>enal, que sólo se extingue por la pres- 
cripción o por la imposición de la pena. Página 229. 
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La mulla establecida en el art, 18 de la ley 11.083 — T. 
O— puede ser aplicada con posterioridad al pago del im- 
puesto efectuado por el infractor y recibido sin observa- 
ciones por las autoridades respectivas, conforme a la nueva 
liquidación del mismo efectúa Ja por ellas «1 tener conoci- 
miento de ln infracción. Pagina 229. 

Procedimiento y recursos. 

10 El art. 53 del decreto reglamentario de las leyes UM 
v j, 083 _T. O.— que confiere a las delegaciones de la 
dirección del Impuesto a los Réditos facultades para re- 
solver sobre estimaciones de oficio, monto, pago y cjecu- 
rffo del impuesto y aplicación y cobro de multas, Su* sido 
dictado dentro «le las facultades conferidas al P. B. por 
el nrt. 5* de dichas leyes. Página 220. 

IMPUESTOS IXTEfiXOS. 

Régimen represivo. 

1 La lev 11-585 no se refiere a Ins penas privativas de la li- 
bertad, sino tan sólo a la prescripción de la acción para 
el cobro de multas y de la pena de multa impuesta. Pag. 183. 

2. No es requisito indispensable para la existencia de la in- 
fracción prevista en el art. 82, inc. e) del texto ordenado 
de las leyes de impuestos internos, la fabricación T?™*£ 
del alcobol por parte de los tenedores del mismo. P6g. ¿1». 

3 El nrt. V de la ley 4295 en cuanto dispone que será consi- 
derado como uno de los casos de grave defraudación U 
elaboración clandestina de alcoholes, o sea, la efectuada am 
la autorización o intervención de la Administración respec- 
tiva que según el caso hubiera correspondido, reproducido 
en el art. 82 del T. O. de las leyes de impuestos internos, 
ha sido implícitamente derogado por el art. 35 de ta W 
12.148. dentro de cuyo sistema eaiwc de razón do ser. 

4. VA^Lu .segundo del art. 35 de la ley 12.148 (T. O 82) 
es inaplicable cuando —según lo declara la sentencia «pa- 
lada en forma ¡previsible por lu vía IM«M# 
nano— se ha omitido investigar la cantidad de aleono! ela- 
borado. Página 236, 

impuesto a los alcohole». 

5. Xo es requisito indispensable para la existencia de la , in- 
fraeción prevista en el art. 82, inc. e) del texto ordenado 
de las leves de impuestas internos, la fabricación persoMi 
del alcohol por parte de los tenedores del mismo. Pág. £V>. 
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IMPUESTOS MUNICIPALES. 

1. Si bien el Congreso ha establecido las materins o ramos 
■obre los cuales pueden crearse gravámenes municipales, 
según la ley orgánica corresponde al Concejo Deliberante 
fijarlo», eontrner empréstitos hasta cierto monto y enaje- 
nar Ins propiedades de la Municipalidad, con la correlativa 
facultad de sancionar su presupuesto. Página 20. 

2. Ko es posible confundir o identificar impuestos nacionales 
o provinciales eon gravámenes municipales, por la circuns- 
tancia de que estos se hallen autorizados por leyes nacio- 
nales o provinciales, y el Poder Legislativo y el Judicial 
no hun incurrido en tnl confusión. Páírina 20. 

3. La exención establecida en el art. 17 de la ley 4507 a 
favor del Banco de la Nación, no comprende a los gravá- 
menes municipales. Página 20. 

4. El cobro de los servicios municipales de alumbrado, ba- 
rrido y limpieza al Banco de la Nación no entorpece el re- 
gular y eficnr, desenvolvimiento del mismo; y a falta de 
exención legal, no procede la acción de repetición de lo 
pagad" en ese concepto. Página 20. 

6. Las tasas de inspección de instalaciones mecánicas y de 
inscripción o inspección de ca>as do departamentos, co- 
bradas al Banco de la Xnción Argentina por ln Municipa- 
lidad de Buenos Aires, no se hallan comprendidas en la 
exención establecida en el nrt. 17 de la ley 450/ ni importan 
un entorpecimiento a ¡a marcha regular de aquél. Página 53. 

IMPUESTOS KACIOXALES. 

No es posible confundir o identificar impuestos nncionales o 
provinciales con gravámenes municipales, |»or la circuns- 
tancia de que ésto.-* ?e hallen nutoriz-ados por leyes naciona- 
les o provinciales, V el Poder Legislativo y el Judicial no 
han incurrido en tal confusión. Página 20. 

IMPUESTOS PROV1 SCI ALES. 

No es posible confudir o identificar impuestos naciona- 
les o provinciales con gravámenes municipales, por la cir- 
cunstancia do qnc éslos se hallen autorizados por leyes 
nacionales o provinciales, y el Poder Legislativo y el Ju- 
dicial no lian incurrido en tal confusión. Página ' . 
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IMPUTABILIDAD. 

La ley no exime de responsabilidad penal a quien no ha 
sufrido la anublación de su conciencia ni la pérdida de sn 
volunUd. Página 117, 

iNTBBBSES, 

Procedencia del cobro. 
Intereses moro torios. 

1. La circunstancia de. que los servicios prestados por el actor 
a la provin ia demandada y aprovcchndos por ésta hayan 
sido contratados por el Poder Ejecutivo de la misma exce- 
diendo sus facultades, por no estar autorizados en la ley 
do presupuesto ni otra alguna, no exime a la provincia de 
la obligación de retribuirlos en el grado en que liayan sido 
aprovechados por ella, a cuyo efecto corresponde que el 
Tribunal fije la suma que deberá pairar-* a la adora con 
intereses a contar desde la fecha de nulificación de U 
demanda. Página 152. 

2. El deudor moroso debe ni acreedor los daños y perjuicio» 
causados por el retardo, o los intereses si se tratare do 
obligaciones de dar sumas do dinero, aunque nada se hu- 
biere estipulado al rcsin-cto. Página 399. 

Mora. 

3. I*n cláusula del contrato de suministros segón la cual el 
paso del material ce realizará dentro de los 45 días a con- 
tar desde la fecha del certificado de recepción del mismo 
en el punto de entrega establecido y por total de cada 
entrega parcial convenida, no tiene otro al anee que el 
de establecer un plazo prudencial pora la realización de 
los trámites administrativos necesarios para efectuar el 
pago, a partir del cual el acreedor queda en libertad par» 
exigirlo si el deudor no lo hubiera hecho. Por consiguien- 
te, no autoriza a considerar a este último en mora por el 
simple transcurso del ttrmino, si no ha mediado una inter- 
pelación cxtrajudicial o judicial. Página 112. 

4. Cuando contratan en el carácter de personas jurídicas, 1* 
Nación y las provincias se hallan sujetas en sus relaciones 
contractuales a los preceptos de la legislación común y, por 
consiguiente, rigen respecto do ellas los arta. 508 y 609 
del Código Civil. Página 112. 

5. La reclamación administrativa tendiente a obtener de U 
Nación In devolución de un impuesto indebidamente co- 
brado no la constituye en mora ni le impone, por consi- 
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guíenle. la obligación de pagar desde entonces intereses 
monitorio*, los cuales sólo corren a partir de la interpe- 
lación judicial. Página 422. 

Liquidación. 

Tipo de los intereses. 

6. No procede considerarse estipulado por las partes el interés 
moratorio del 10 % lijado en las cláusulas impresas en la 
fnctura remitida por el vendedora la Dirección General de 
Correos y TeU'vratVs de |» Nación, que omitió toda manii es- 
tación de voluntad al respecto. Página 31)9. 

7. A taita de estipulación acerca de la tasa de los intereses 
nraratorKHj debe admitir-e la que el Hrnco de la Nación 
cobra corrientemente en sus pti'stumos. Página 399. 



J 

JVB1LACIOX. 

1. Es improcedente la acumular ión de una jubilación nacio- 
nal a otra provincial otorgada n la misma persona. Pág. 205. 

2. El decreto del P. E. de la Provincia de Buenos Aires de 20 
de enero de ÍOÜ'J, aprobado por ley de 14 de setiembre del 
misaio año. en cumplimiento del cual ?e efectunron descuen- 
tos en los hal>crc¿ de los ex-magistrados judiciales de aquel'* 
provincia, no es violatorin <le los nrts: 14 y 17 de la Consti- 
tución Nacional. Página 369. 

JUBILACION DÉ EMPLEADOS BASCAMOS. 
Fondos de h Cuja. 

1. Constituye sueldo computable, a los efectos de In jubila- 
ción, lu bonüí ación de cinco pesos mensuales establecida 
por el art. ¡ty inc. d) de la lev 12.637 sobre los sueldos o 
salarios, por cada bijo menor de dieciséis años. Pág. 200. 

Devoluci/m de aportes. 

2. La circunstancia de que el director de una institución ban- 
caria elegido por uu perfódo determinado no baya sido re- 
ele; tOj no e(|iiivulp a la declaración de cesantía prevista en 
el arl. 57 de la ley U.. r V7r> ni le autoriza a exigir la devolu- 
ción de los aportes efectuado* a la Caja de Jubilaciones de 
Empleados líancnrios. Página 357. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Principios generales. 

1. Es improcedente U acumulación de una jubilación nacio- 
nal a otra provincial otorgada a la misma persona. Pág. 265. 

2. La excepción establecida en ol Bit 35 de la ley *U Q en 
favor del profesorado, no puede interpretaree extensivamen- 
te en el sentido de que permite acumular dos jubilaciones, 
lo cual no es lo mismo que mejorar el monto de una jubilación. 
Página 265. 

JUBILACIONES DE EMPLEADOS PARTI CULA RES. 

Jubilaciones. 

Cómputo de servicios. 

El empleado que retiró sus uporles de la Caja de la ley 
11.110 fundado en que -us servicios no serían compu- 
tadles por haber sido desatibada la empresa en que loa 
prestaba, tiene derecho para reintegrar a la Caja median- 
te el reintegro de la suma recibida y a que los servicios 
respectivos sean computado-* o los efectos de lo» beneficios 
establecidos en la ley. Página 223. 

JUBILACION DE MAGISTRADOS. 

1. El art. V> de la ley 4226 no establece una jubilación, pen- 
sión o retiro graciables, sino una jubilación especial, dis- 
tinta de las que prevé la ley 41149, con carácter general 
para todos lo* funcionarios de las categoría-* que indica- 
que estén en Ins condiciones exigidas por aquélla. Pág. 85. 

2. La» rebajas progresivas e-tablecidus por el art. 13 de la 
ley 11.584 no rigen respecto de !us jubilaciones previstas 
en el art 1« de la ley 4220. Página 85. 

JUBILACION DE OBRERAS DEL ESTADO. 

El otorgamiento por decreto del Poder Ejecutivo de la Na- 
ción de la jubilación prevista en la ley 11.471, a partir de 
la fecba en que fué solicitada por quien bahía dejado pres- 
cribir su acción para reclamarla, no da carácter civil a la 
obligación reconocida i>or el Estado ni, por consiguiente, 
da derecho al beneficiario para exigir el pago de la jubi- 
lación desde la fecba en que dejó de prestar servicios. Pá- 
gina 275. 

JUEGOS DE AZAR. 

La prohibición de los juegos de asar no es violatoria del 
art 19 de la Constitución Nacional. Página 240. 
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JUICIO EJECUTIVO. 
Intimación y embargo. 

1. La omisión o deficiencia del mandamiento de pago no es 
necesariamente causa do invalidez de las ejecuciones. Pá- 
gina 308. 

Xutidad de procedimientos. 

2. La omisión o deficiencia del mandamiento de pago no es 
necesariamente causa de invalidez do las ejecuciones. Pá- 
gina 303. 

JURISDICCION. 

Principios generales. ■ 

1. Las cuestione* referentes a la actuación de las juntas elec- 
torales son ajenas a la jurisdicción de la Corte Suprema. 
Página 113, 

2. Las cuestiones referentes a la invalidez de la interven- 
ción do una municipalidad decretada por el gobernador 
de un territorio nacional, es ajena a la jurisdicción de la 
Corte Suprema. Página 4S3. 

Prórroga de jurisdicción. 

3. Prorroga la jurisdicción el demondado que, si bien con- 
testó la demanda con reserva tic lo que se decidiese en la 
contienda de competencia que planteó por inhibitoria, no 
vuelve a presentarse en el incidente respetivo, y, en vez 
de solicitar la suspensión de los trámites en el juicio prin- 
cipa!, prosigue interviniendo en él sin salvedad alguna, 
consintiendo Bit apertura a prueba, pidiendo diversas me- 
didas probatorias, tomando parte en la realización de otras 
propuestas por el actor y absolviendo posiciones. Púg. 152. 

Conflictos entre jueces. 

4. Planteada entro dos jui e 8 una situación contradictoria que 
no pueile ser resuelta dentrt ..o las organ ¡/.aciones judi- 
ciales de que aquéllos forman parte, procede la inter- 
vención de la Corte Suprema de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 9 de la ley 4055. Página 257. 

6. La preeminencia reconocida por el art. 38 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal a la justi' ia federal no es 
óbice para que las autoridades de los diversos estados que 
forman la Nación so presten recíproca ayuda para la re- 
presión de los delitos. Página 3J0. 
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6. El juez federal requerido por uno de provincia para obte- 
ner la comparencia de un re»' proce-ado ante el primero 
a afecto de lomarle decía ra eiúu indagatoria en la causa que 
por otro delito instruye el segundo, debe cumplir la ro- 
gatoria tan pronto como se haya realizado la diligencia 
qáe lo impedía —en el caso la proscripta por el art. 41 del 
Código Penal. Página 340, 

JurittKcrión orttjiiiaria. 
Principios peñérales. 

7. Las informaciones posesorias tendientes a acreditar ln po- 
sesión treintañal del dominio de un bien raíz situado en 
una provincia, deten tramitar anto los tribunales de la 
misma. Página 435. 

Embajadores, ministros, etc. 

8. Ln Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer ori- 
ginariamente en las causas de naturaleza criminal en que 
no interviene efectivamente como adora o demandada, una 
persona eon carácter diplomático. Página 4S0. 

!). Habiendo cesado en sus fondones diplomáticos el quere- 
llante por injurias, la Corte Suprema carece de jurisdieo- 
ción para continuar entendiendo en la causa. Página 486. 

Causas en que es parto una provincia. 
Cau-as civiles. 

10. La provincia qne promueve una demanda ante la Corte 
Suprema fundada en la distinta vecindad del demandado, 
debe acreditar esta circunstancia. Página 20. 

11. Corresponde conocer originariamente a la Corte Suprema 
en la causa civil sobre cobro de servicios profesionales pro- 
movido contra una provincia por un vecino do ot-a. PA- 
gíná 163. 

32. La jurisdicción originaria de la Corte Suprema en una 
causa civil contra una provincia es improcedente cuando 
en el contrato cuestionado figura una cláusula por la cual 
el actor fija su domicilio en la provincia demandada, para 
el cumplimiento de las obligaciones. Página 485. 

13. La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer ori- 
ginariamente de la demanda contra una provincia sobro 
re I>c lición de multas, fundada en que éstas han sido cobra- 
das eon violación de la Constitución Nacional y de las nor- 
mas locales. Pagina 485. 
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Cuostioues constitucionales. 

14. Corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte Supre- 
ma el juicio promoviilo contra una provincia, en el cual 
se impugna la validez de un decreto del poder ejecutivo de 
la misma como contrario a la Constitución Nacional. Pá- 
gina 359. 

Fuero federal. 
Por la materia. 

Constit ución, leyes nacionales y tratados. 

15. li« justicia federal es incompetente para conocer |»or razón 
dé la materia, en la demanda que, si bien se funda en pri- 
mer término en los arta. 14 y Í9 de la Constitución Xa- 
eional. no está especialmente regida por ellos, pues tiene 
por objeto obtener la anulación de los decretos del Poder 

Ejecutivo denegatorios de la personalidad jurídica solici- 
tada por los actores y la declaración de que la asociación 

proyectada por ellos puede funcionar legalmente bajo el 
régimen de los estatutos desaprobado* por organizar una 
asoemeion civil sobre la base do las normas de funciona- 
miento que riux-n para tas sociedades anónimas, aunque 
sin propósitos de lucro; materia regida directamente por 
el derecho coman. Página 111. 

16. Compete a la justicia federal el conocimiento de una causa 
criminal instruida contra los componentes de una asocia- 
ción cuyo proposito consiste en substituir el régimen institu- 
cional argentino por una dictadura militarizada, perma- 
nente o transitoria, mediante procedimientos ilegales y vio- 
lentos. Púgiua ICO. 

17. Los Ferrocarriles del Estado son de propiedad de la Xn- 
ción y están amparados por el fuero federal; a lo el 1 no 
es óbice la relativa autonomía que su ley orgánica los acuer- 
da para facilitar el ejercicio de la industria del transporto 
por el Estado. Página 171. 

18. La circunstancia de que en la demanda se baya expresado 
que el recargo del 15 % ¿obre la tasa del servicio de obras 
sanitarias establecido para los deudores morosos por decre- 
tos de mayo 15 de 1925 y abril 20 de MZ8 baya sido per- 
cibida ••¡lesralinente", no basta para excluir In competencia 
de la justicia federal por razón de la materia, si de la 
lectura do aquella no resulta que se haya querido fundar 
cuestión alguna de carácter local distinta de la invalidez 
de los decretó! citados por ser .'¡obitorios de los arts. 18 y 
19 de la Constitución Nacional. Página 100. 
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19. N'o compete a la justicia federal sino n la ordinaria, el co- 
nocimiento de una demanda sobre indemnización de daños 
Aiüdadtt en (|ue no obstante ]¡i disolución de una sociedad 
constituida por dos personas, el demandado, a cuyo cargo 
quedó el activo y el pasivo, continuó usando la razón so ~ 
cial formada por los apellidas de ambos, ron perjuicio do 
la compañía actor» constituida después por el socio sa- 
liente v utraa persona» ba jo una denominación en la que 
figura d nombre y apellido de aquél Página 387. 

Por las persona? 1 . 
Principios generales. 

20. La jurisdicción por razón de Jas personas es válidamente 
renunciable por aquel a favor de quien ha sido establé- 
ela, sin que a ello se oponga consideración alguna de or- 
den público. Página 4S5. 

Distinta nacionalidad. 

21. Siendo irrevisiblc por medio del recurso extraordinario la 
conclusión de la sentencia apelada según la cual está pro- 
bada la nacionalidad extranjera del endosante «le los docu- 
mentos invocados por *'l actor como fundamento; de su 
acción, y establecida la nacionalidad extranjera de la so- 
ciedad anónima demandada, no procede el tuero federal 
por razón de las personas invocado por esta última. Pá- 
gina K¡4. 

22. El demandado extranjero que invoca d fuero federal por 
razón de distinta nacionalidad, debe probar que tanto el actor 
como el endosante de los documentos en que se funda la acción 
son argentinos. Página 164. 

Distinta vecindad. 

23. Siendo irrevisibUj por medio del recurso extraordinario !s 
conclusión de la sentencia apelada según la cual está pro- 
bada la nacionalidad extranjera del endosante do loa docu- 
mentos invocados por el actor como fundamento de su 
acción, y establecida la nacionalidad extranjera do la so- 
ciedad anónima demandada, no procede el fuero federal 
por razón de las persona» invocado por eat* última. Pá- 
gina 164. 
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Fuero ordinario. 

Leyes comunes. 
En general 

24. I-a justicia federal es incompetente pora conocer por razón 
de In materia, en la demando que, si bien so íun la un pri- 
mer término en loa mis. 14 y lí> de la Constitución Na- 
elonal, no c-tú especialmente regida por ellos, pues tiene 
por objeto uíihsaor la anulación de lo* de retes Poder 
Ejevuti\o denegatorios de In personalidad jurídico solici- 

ta la por lo* adores y la ilcvlarai-ióil de que la BOocmeion 

proyectada por ellos puede funcionar legalmente bujo el 

régimen de los estatutos dosapruhadi s por or-anizar una 
asociación eívil sobre la baso de lu- norma-i do funciona- 
miel. tu que rigen para las sociedades anónimas, aiimpie 
sin propósitos de lucro; materia regida diré, lamente por 
el dereeho román. Página 111. 

25. Ln circunstancia de que los oojetos gruvndis con prenda 
agraria hayan sido vendidos en virtud de lo dispuesto cu 
un jliició -obre cobro de alquileres, no es óbice para que * 
el importo así obtenido —y la rosa misma, si la subasta 
ha sillo anulada por falta de integración del pierio por 
parte del comprador — tó» puesto a dispoición del juez 

de la ejecución, prendario para que resuelva si el acreedor 
por alquileres tiene o no dereelio para cobrar con prefe- 
rencia al prendario. Página 257. 
2G. KI juez nnte quien tramita la ejecución prendaria es el 
competente para resolver las cuestiones sobre prelercin-in 
en el pago de los créditos «pie se susciten entre el acreedor 
prendario y los que se mencionan en el arl. 14 de lo ley 

0G4& Página J")T. 

27. No competo a la justicia federal sino a la ordinaria, el co- 
nocimiento de uno demanda sobre indemnización de daños 

fondada en que no obstante la disolución do una sociedad 

constituida por do» jiersonas, el demandado, n enyo cargo 

quedó el activo >' el pasivo, continuó usando la razón so- 
cial formada por loa apellidos de nmbi a, con ihtjuícío de 
la compañía adora constituida después por el socio sa- 
liente y otras personas bajo una denomina» iún en lu que 
figuro el nombre y apellido de aquél. Página :i87. 

28. Las informaciones posesorias tendientes a acreditar la pose- 
sión treintañal del dominio de un hien raíz situado en una 
provincia, debe tramitar ante los tribunalca de la misma. Pá- 
gina 435. 
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Acción personal. 

29. El juez competente para conocer en loa juicios en i¡ue se 
ejercen acciones personales es, pon pMÍeJWMáa «1 del do- 
micilio del demandado, el del lugar convenido para el cum- 
plimiento de la obÍigae¡ÓD¿ Página 71S. 

30. A taha de awvenio expreso respecto del lugar de cumplí- 
miento de un contrato, corresponde examinar *i el mismo 
resulta de la naturaleza de la obligación. Pagina 70. 

31. El lugar «le cumplimiento del contrato de locación de ser- 
vñio» es nqnél en que &toa fueron prestados. Pagina 76. 

32. A falta do convenio expreso de las partea, el juez compe- 
tente para conocer cu una demanda wrfire cobro de la in- 
demnización por despido prevista en la ley 11.729, es 
el del lugar donde se prestaron los servicios, en ln época en 

que ocurrieron los hechos cll (pie se funda la demanda, aun 
manilo el contrato se hayn Celebrado >' haya tenido un 
breve comienzo de ejecución en el lugar del domicilio del 
demandado. Página 7ü. 

33. A lo» efectos de establecer la jurisdicción sobre un juicio 
sucesorio, no corresponde considerar como último domici- 
lio del causante el lugar én que falleció act-ídentalmeiito 
sino aquel en que. según las manifestaciones hechas por él 
en escrituras públicas de fecha próxima a la de su falle- 
cimiento y ln< derla raciones claras, precisas y concordantes 
de vario/ lestñro* que le conoeían, batía constituido real- 
mente su domicilio edificando la casa en que vivía. Pá- 
gina 252. 

Incidentes y cuestiones conesa*. 

34. El tercer poseedor debe hacer valer SUS derechos ante el 
juez que conoce en la ejecución de la prenda agraria. Pá- 
gina 19. 

Fuero de atracción. 
Concurso civil. 

35. El juicio de concurso civil atrae n la ejecución hipoteea- 
ria aunque esta se halle en estado de ejecución de sentencia. 
Página 79. 

JURISDICCION NACIONAL Y PROVINCIAL. 

1. El poder del Congreso para reglar las eomnnicaciones in- 
terprovinciales es tan extenso y absoluto, que se convierte 
en el deber de vigilar que el intercambio entre las pro- 
vincias y la transmisión de ideas por cualquier medio, daa- 
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de el correo a caballo liasta la telefonía, no seau obstrui- 
dos o estorbados de ud modo innecesario por la legislación 
local. Página 350. 

2. Por regla general el poder de policía corresponde a las pro- 
vincia^-. La Nación lo ejerce en el territorio de ellas sólo 
cu la» clisos en que le ha sido expresamente conferido o es 
una consecuencia forzosa de otras facultades constitucio- 
nales. Página 350. 

3. La facultad de la Nación para intervenir en todo lo refe- 
rente a la instalación de lineas y reglamentación de los ser- 
vicios telefónicos es incuestionable y no puede ser intcrte- 
rido, obstruida ni obstaculizada por las autoridades pro- 
vinciales. Página 350. 

4. La exigencia de la previa autorización por una autoridad 
local para la publicación de un aviso en la guía telefóni- 
ca de nna empresa sujeta a la jurisdicción nacional — co- 
mo la que contienen los nrts. 3-* de la ley 2287 de Santa Fe 
y 11 do su reglamentación — interfiere la facultad exclu- 
siva del Gobierno Nacional para reglar el comercio y las 
comunicaciones interprovinciale.s y es repugnante ni art. 07, 
inca. 12 y 13, de la Constitución Nacional, en virtud del cual 
so lian dictado las leyes federales 750 l /o y *i08 y el de- 
creto 01.698 de octubre í> de 1930, reglamentario del servicio 
telefónico público, a los cuales deben sujetarse las provin- 
cias conforme al art. 31 de la Constitución. Página 350. 

JURISPRUDENCIA. 

Si bien la autoridad de loa precedentes no es siempre de- 
cisiva, cuando no resulta claramente el error y la inconve- 
niencia de las decisiones anteriormente recaídas sohre la 
cuestión jurídica en debate, la solución del caso del» bus- 
caren en la doctrina de aquéllas. Páginn -114. 
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Principé generales. 

1, Lo que no es posible hacer directamente a causa de una 
prohibición legal, tampoco puede hacerse indirectamente. 
Página 350. 

Interpretación y aplicacián. 

2. Ln primera regla de interpretación de las leyes es dar ple- 
no efecto a la intención del legislador. Página 183. 
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3. Las consideraciones .octrinnrias no bastan para apartarse 
del pensamiento legislativo «-raramente espuesto en la ley y 
en los antecedentes de su aanrióu. Página 183. 

LEYES ACLARATORIAS. 

1. La ley 12.613 es aclaratoria de la ley 11.412, ha sido vá- 
lidamente dictada por el Congreso y ripe pnrn los rasos de 
pensiones acordadas por el Poder Ejecutivo con anterioridad 
a su sanción. Pagina 260. 

2. Las leves 12.345 y 12.574 no son aclaratorias sino modifi- 
catorias d<* la ley 11.583, pnr lo cual no procede aplicarlas 
con efecto retroactivo. Página 422. 

LIBROS DE COMERCIO. 

Valor probatorio. 

A los efectos de obtener en juicio la devolución de los derechos 
aduaneros cobrados por el Fisco respecto de mercaderías li- 
bres de aquéllos por razón de su destino, este debe conside- 
rarse probado, conforme a lo dispuesto en el art. 64 del Có- 
digo de Comercio, mediante las constancias «le los libros del 
introductor llevados con los requisitos exigidas por aquel 
código y de acuerdo a las normas técnicas de la materia, 
de manera que permitan informar con certeza acerca de la 
introducción y consumo de cada artículo, cuyas anotaciones 
concuerdan con la respectiva documentación aduanera y ad- 
ministrativa y no aparecen desvirtuadas por otras pruebas. 
Pápina 378. 

LOCACION DE SERVICIOS. 

1. El lu^ar de cumplimiento del contrato de locación de servi- 
cios es aquel en que éstos fueron prestados. Página 76. 

2. La circunstancia de que, los servicias prestados por el actor 
a la provincia demandada y aprovechados por ésla hayan sido 
contralados por el Poder Ejecutivo de la misma exeedicnc*- 
BQs facultades, por no estar autorizólo* en la ley de pre- 
supuesto ni otra alguna, no exime a la provincia de la 
obligación de retribuirlos en el prado en que hayan sido 
aprovechados por ella, a cuyo efecto corresponde que el 
Tribuna! fije la suma que deberá pacarse a la actora con 
intereses n contar desde la fecha de notificación de la de- 
manda. Pápina 152. 
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MARCAS DE FABRICA. 
Kequisiloa. 

1. La ley 3975 no faculta al comisario de mimas para lmcer 
privar un pregunto interés ¿el ronsumidor sobre una roa- 
nil'e»tnii'»n concreta del propietario de lu marfil en el .-en- 
tido de autorizar el registro de otra seiiiejautc o parecida 
a la suya. Página 200. 

2. Si bien basta que exista la mas mínima posibilidad de 

confusión eon la marca registrada para que el comí-ario 

rechncu la Loscripeion de la marea mu a, este criterio c3 

inaplicable cuando el titular de aquélla expresa su confor- 
midad con el registro de la marca nueva. Páginas 200 y 3&4. 

3. Ll derecho del solicitante de una mana enteramente nueva 
no es equiparable al de quien tenia resistradn una marca 
durante veinte años y continuó u-ándola cuando ln soli- 
citó por teñera vez "alanos días de.spués de extinguido 
su registro. Página 391. 

4. La circunstancia de que "na marca cuyo registro se ha ex- 
tinguido, se preste a contusión con otra con la cual ha 
coexistido durante veinte años, no autoriza para deuee^r 
el registro de aquélla soli ¡lado cuarenta días después do 
vencido el plazo legal para la renovación. Página 301. 

5. La jurisprudencia lia interpretado uniformemente la ley 
3075 en el sentido de que procede rechazar el registro de 
una marca nueva cuando puede confundirse directa o indi- 
rectamente ton otra registrada, solución que no perjudica ni 
solu-itante de aquélla, aun no acreditada en el comercio, cuyo 
derecho en expectativa debe ceder ante el derecho adquirido 
del titular de la marca registrada. Púgiua 391. 

Oposición. 

6. Las sociedades extranjeras que. sin tei ,tt sucursal o agen- 
cia estnhleeida en la República Argentina, comercian con 
ésta y son públicamente COFOCÍdB8 en la misma, tienen de- 
recho a la protección de su nombre, a oponerle n su regV 
tro como mar. a por quien no lo usó anteriormente en el 
pafc y a obtener ln nulidad de ln que se hubiese conce- 
dido en esas eondiciuiics. Página 451. 
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Nulidad. 

7. Las sociedades extranjeras que, sin tener sucursal o agen- 
cia establecida en la República Argentina, comercian con 

és.a y son públicamente conocidas en la mUum, tienen de- 
recho a la protección de mi nombre, a oponerse a su regis- 
tro romo marca por quien no lo usó anteriormente en el 
país y a obtener la uulidad de la quo se hubiese conce- 
dido en esas condiciones, Página 451. 

8. I-a marca constituida por el nombre de una sociedad ex- 
tranjera que comercia con la República Argentina, don- 
de es publicamente conocida y en la cual dicho nombre 
no ha sido anteriormente usado ¡>or el tercero que lo re- 
gistró en ella romo marca, es nula y no habilita a éste 
para perseguir usurpaciones de la misma. Página 468. 

Delitos. 

9. Incurro en el delito previsto por el art. 48, inc. 4fi, de la 
ley 3976, quien a sabiendo» pone en venta artículos de 
una clase con una mana registrada por otro para produc- 
tos de otra oíase con los cuales son confundible aquello». 
Página 423. 

10. La marca constituida por el nombre de una sociedad ex- 
tranjera quo comercia con la República Argentina, don- 
de es públicamente conocida y en la cual dicho nombre 
no bu sido anteriormente usado por el ten-ero quo lo ie> 
gL-tní en ella romo marca, es nula y no habilita a cate 
para perseguir usurpaciones de la misma. Página 468. 

HEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Las medidas para mejor proveer derretidas por la Corte 
Suprema no son Misceptib. •* de recurso. Página 415. 

MORA. 

1. Cuando contratan en el carácter de personas jurídicas, la 
Nación y las provincias se hnllan sujetas en sus relacione» 
contractuales a los preceptos de la legislación común y, por 
consiuniiente, ricen respecto do ellas los arta. 508 y 609 
del Código Civil. Página 112. 

2. La cláusula del contrato de suministros según la enal el 
Pftfi del material se realizará dentro de los 45 días a contar 
desde la lecha del certificólo de re-eprim del mismo en el 
punto de entrega establecido y por el total de rada entrega 
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parcial convenida, no tiene otro alcance que el de estable- 
ar un plazo prudencial para la realización de los trámite» 
administrativos necesarios para efectuar el pago, a partir 
del cual el acreedor queda en libertad para exigirlu si el 
deudor no lo hubiera hecho. Por consiguiente, no autoriza 
• considerar a este último en mora por el simple trans- 
curso del término, si no ha mediado una interpelación ex- 
trajudicial o judicial, Página 112. 

3. Cuando celebra contratos en su carácter de persona jurí- 
dica, el Kstudo se halla sujeto a las mismas obligaciones 
que los Individuos, por lo que le alcanzan las disposiciones 
del Código Civil aobre la mora. Página 399. 

4. El t ran -curso del plazo para el pago del precio fijado en 
las cláusulas impresas en las fncturaa remitidas por el 
fvadedor a la Dirección General de Correos y Telégrafos 
de ¡a Nación no bftftta para constituirla en moro. Par» ello 
se rcr|uicre que haya habido inte rpcl ación. Página 399. 

5. La interpelación extrujudicial, sea cual fuere nu forma, con 
tnl que importe un requerimiento de pago de la obligación, 
constituye en mora al deudor. Página 399. 

6. El deudor moroso debe ni acreedor loa dañas y perjuicios 
causados por el retardo, o los intereses si se tratare de 
obligaciones de dar sumas de dinero, aunque nada se hu- 
biere estipulado ul respecto. Página 399. 

MULTAS. 
Carácter. 

1. La distinción entro multas de carácter pennl — tendientes 
a prevenir y reprimir la . elución de las disposiciones Je- 
gnles y Ue carácter reparutorio — establecidas con el objeto 
de indemnizar el daño causado por lu infracción — ha sido 
reiteradamente hecha por la Corte Suprema. Página 229. 

2. I-a multa establecida en el art 18 de la ley 11.683 — T. O. — 
es de carácter penal, |n>r lo que el pago del impuesto no 
hace desaparecer la infracción cometida ni enerva la res- 
pectiva acción penal, que sólo se extingue por la prescrip- 
ción o por la ira|»osición de la pena. Página 229. 

3. La multa establecida en el art. 18 de la ley 11.ÜS3 — T. O.— 
puedo ser uplicadu con posterioridad ul pago del impuesto 
efectuado por el infractor y recibido sin observaciones por 
las autoridades respectivas, conforme a la nueva liquidación 
del mismo efectuada por ellas al teuer conocimiento de la 
infracción. Página SfJ9. 
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4. Laa mullas establecidas en las leyes de sellos para lo» caso» 
du infracción de BUS disposiciones, son sanciones fiscales 
¡ntimiibitorias, de carácter pemil, respecto de las cuales no 
rigen los principios que determinan el carácter confisca- 
torio do los impuestos y la consiguiente invalidez de lo» 
mismos. Pá K ¡na 418. 

Aplicación. 

ft. Las resoluciones dictadas por los jueces federales en Jos 
cosos previmos en el art. i) du In ley 12.591, —cuya consti- 
tucionalidnd en la parto que atribuye ni I'. K. la facultad 
de imiNíiuT multas ni en la que declnrn que las decisiones 
así adoptadas son apelables "ni solo efecto devolutivo, por 
ante el Juez que corresiMmda", no lia sido cuestionada en el 
caso— son innpelubles pora unto las Cámaras Federales. 
Página 213. 

(i. La aplicación do una multa de diez pesos por cada uno 
de los lirinautes de los documentos en infracción, estable- 
cida por una ley provincial de sellos, no es violatoria del 
urt. 17 de la Constitución Nacional aunque por la reitera- 
ción do las infracciones se llegue n una suma mucho mayor. 
Página 418. 

i'rcscripcitm. 

7. La ley 11.585 no se refiere a las penas privativos de la 
libertad, sino tan sólo a In prescripción de U acción para 
el cobro de multas y de la pena de multa impuesta. Pá- 
gina 183. 

MIUXidPÁLWAD. 

Principios genérate». 

1. Ln Municipalidad de la Capital Federo! no es un poder; 
ni una de las entidades autónomas que integran el sistema 
republicano, representativo, federal adoptado por la Cons- 
titución Nacional. Página 20. 

2. El ded»to de 2 de setiembre de 1852 emanado del Direc- 
torio de la Confederación Argentina menciona la palabra 
pmícr referida al régimen municipal que eren, en el sentido 
de potestad locnl dentro de los poderes constitucionales del 
Kstado y cqniparndo ni poder paternal de familia, y tanto 
los antcl-edcntrs históricos como las referentes a In saneión 
de la ley orgánica do la Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires, demuestran que ésto no es ni hn sido uno 
simple repartición administrativa nacional. Página 20. 
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Facultad t*. 

3. Si bien el Congreso lia establecido las materias o ramos 
sobre I03 cuales pueden crearse gravámenes municipales, se- 
gún la ley orgánica corresinuide al Concejo Deliberante fi- 
jarlos contraer empréstitos hasta cierto monto y enajenar 
las propiedades de la Municipalidad, con la correlativa fa- 
culta.! de sancionar su presupite,to. Página 20. 
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TtACWS. 

1. Si bien i't N'aciún no es di-tinta de las repnrti. it nes admi- 
nistrativa* autárquicas, estas se diferencian de iquélla en 
cuanto a la manera de gobernarse, ni alcance de .-us facul- 
tades, n lu jurisdicción a rjne retan sometidas en su. litigios 
y a la personalidad y representación con que ndúan en 
ellos; por lo cual la Corte Suprema lia declarado que 
cuando ellas litigan, la Nación no es parte directa en al 
juicio y no procede la tercern instancia ordinaria. !Yig. 20. 

2. Cuando contratan en el cunícler de personas jurídicas, la 
Nación y las provincias se bailan sujetas en sus relaciones 
contractuales a los preceptos de la leiri-lnción común y, por 
consiguiente, rigen respecto de ellas los urts. 50S y íiO» del 
Código Civil. Página 112. 

XACIOXAIJDAD. 

Habiéndose decidido en la sentencia recurrida que la do- 
mandada es una sociedad anónima organizada y constituida 
rn Inglaterra con capitales británicos, gobernada por un 
directorio con residencia en Londres, donde también se 
reúnen sus asambleas, y siendo éstus conclusiones irrevisi- 
bles por la Corte Suprema en el ejercicio de su jurisdi - 
ción extraordinaria, debe concluirse que dicha sociedad es 
de nacionalidad extranjera. IVigina 16*. 

NOMBRE. 

1. La ley 3975 distingue entre el nombre de la marca, que 
requiere su registro para oponerse ni rciri-tro o uso (lo 
otra igual o semejante, y el nombre de la fábrica, comercio 
o ramo de la agricultura, que no lo necesita, pues basta el 
uso del mismo para oponerle a que otro pueda usarlo pos- 
teriormente. Página 292. 
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2. El derecho a oponerse al uso del nombre de la fábrica, co- 
mercio o ramo de la agricultura pur un terrero, se pierdo 
por el transcurro de un año desde que éste lo usó sin recla- 
mo del titular, y en tal cuso ambos nombres pueden coexistir. 
Página 292. 

3. Quien durante más de un nño oró su npellido como nombre 
de su comercio tíd oposición de su es *> io y hermano, que 
en su negocio QSflha su nombre y apelliJo conjuntamente, 
ha adquirido el derecho a dicho nombre y puede oponer» 
al uso del mismo por .su hermano, que sólo podrá usar su 
npellido en forma visiblemente distinta n ia que emplea la 
casa del actor. Página 292. 

4. Las sociedades extranjeras que, sin tener sucursal o agen- 
cia establéenla en la República Argentina, comercian con 
ésta y son públi-amente conocidas en la misma, tienen de- 
recho a la protección tic su nombre, a oponerse a su ■egis- 
tro como marca por quien no fo usó anteriormente tu el 
país y a obtener la nulidad de la que sé hubiere conce- 
dido en esas condiciones. I Vigilia 45L 
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OBLIGACIONES NATURALES. 

El otorgamiento por dccrel del Poder Ejecutivo de la Na- 
ción de la jubilación prevista en la ley 11.471, a partir de 
la fecha en que lúe solicitada por quien halda dejado pres- 
cribir su acción para reclamarla* no da carácter civil a la 
oblación reconocida por el Estado ni, por consiguiente, da 
derecho al benelit iariu para exijrir el pap> de la jubilación 
desde la fecha en que dejó de prestar servicios. Pág. 275. 
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PAGO. 

Principios generales. 

1 Las constancias de la documentación aduanera y de loa expe- 
dientes administrativos en que se reclama la devolución de 
los derechos de ¡mportn-ión indebidamente cobrados a mer- 
caderías libres do ellos, concordantes con las anotaciones do 
los libros de comercio del introductor llevados en forma le- 
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gal, constituyen prueba suficiente del pago de esos gra- 
vámenes. Página 378. 

Pago con proteja, 
Korma. 

2. Es suficiente y eficU la protesta por el pago de derechos 
do importación indebidamente cobrado- por la Aduana so- 
mbre mercaderías libros de ellos, consistente en una nota di- 
rigida al Administrador en la cual se hace referencia u la 
soliritud de liberaiíóii denegada, at dopacho aduanero co- 
rrespondiente y a la disposición legal eu que se tunda la 
franquicia. Pagina 378. 

PEXSIOXES. 

Prin cip toa y cu i ral es . 

1. Si bien el derecho a una pensión legal es inalterable admi- 
nistrativamente una vez comedido, la solución puede variar 
cuando por razones de un orden superior se dicta una 
nueva ley uju*luudo, reorganizando o reconstruyendo la ins- 
titución. Página ¿t>0. 

2. Si bien una resolución administrativa que reconoce el de- 
recho a una peasión no puede ser derogada por otra de 
igual naturaleza, la derogación es procedente cuando sobre- 
viene una ley que ordena la revisión de aquella resolución, 
como ocurre con el art. de la ley 12.613. Página 2UU. 

3. Líi jubilación y la pensión no nacen de un contrato entro 
el Estado y su beneficiario; su monto no es an bien del ila- 
tivamente incorporado ul patrimonio y puede ser dismi- 
nuido pura lo sucesivo de acuerdo a los exigencias de una 
política regulurizadora, ti bien ninguna ley podría hacer 
caducar ni herir substnnciul y arbitrariamente al benefi- 
cio, cuyo carácter se rige tan sólo por normas provinciales. 
Página 350. 

Graciable. 

4. La pensión graciable no reviste el carácter de una propie- 
dad incorporada al patrimonio; el poder que la discierne 
puedo libremente disminuirla o hacerla cesar o someterla 
a nuevos condiciones. Página 2<>0. 

5. La ley 12.613 es aclaratoria de la ley 11.412, ha sido váli- 
damente dictada por el Congreso y rijje pnra los casos de 
pensiones acordadas por el Poder Ejecutivo con anteriori- 
dad a su canción. Página 2l¡0. 

6. Desdo la canción de la ley 3195 las pensiones o favores pe- 
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ciiniarios que el Congreso Nacional acuerda a solicitud del 
interesado o por inicial iva de algún legislador, se hallan 
subordinadas a la condición do que el benctieiado enrezca 
de los medios indispensables para vivir según la posición 
social «leí caígante, y de parientes que se hallen en situa- 
ción do Suministrarlos con arreglo a la ley civil. Púg. 281. 

7. La sanción y promulgación de la ley que acuerda una pen- 
sión graciable no es Óbice para que el P. K. la deniegue y 
de cuenta de ello al Congrio si, con motivo de los trámites 
establecidos en el decreto de setiembre 13 de 1!KJ4, se com- 
probase que la pergeña beneficiada no carece de los medios 

indispensables para vivir con arreglo a La posición social 
del causante. Página 281. 

8, Quien ijoseu lo i medios indispensables para vivir con arre- 
glo a la posición social del causante, no licué derecho para 
exigir el puyo *lo la pensión graciable acordada por ley pro- 
mulgada por el P. li. y posteriormente denegada |H>r el 

mismo con arreglo a la ley 3105 y ul decreto de setiembre 
i:i de 1034 sin que el Congreso, en convencimiento de ello, 
haya insistide en conceder el beneficio ni haya incluido bu 
Importo en la ley de presupuesto siguiente, Página 281. 

• 

PERSONAS JURÍDICAS* 

Cuando celebra contratos en W carácter de persona jurí- 
dica, el Estado se halla sujeto a Ins mismas obligaciones 
que los individuo*, por lo que le alcanzan la.s disposiciones 
del Código Civil sobre la mora. Pigra» 399. 

PODER VE POLICIA. 

1. Es inadmisible la incmistitueionalidnd del art. 2, inc. a) del 
edicto vigente sobre seguridad pública, fundada en la falta 
de facultades del Jefe do Policía de la Capital Federal para 
dictarlo y determinar y sancionar contravenciones dentro de 
los límites establecidos en el nrt. 21 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, Página 81. 

2. La reglamentación de los derechos individuales por edictos 
de policía <mc se concretan n encauzar el ejercicio de aqué- 
llos dentro do limitaciones razonables — como lo es, en el 
caso, la que prohibe que mediante el ejercicio del derecho 
da reunión se menoscabe la investidura de los representantes 
pxtranjeros acreditados ante nuestro gobierno — sin su- 
primir ni menoscabar las garantías aseguradas por la Cons- 
titución Nacional, no es susceptible de reparo constitucio- 
nal. Página 81. 
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3. I*a leyes de la Provincia da San Juan referentes al sábado 
inglés y ni descanso doaiitiú-ul no se hallan en coliMÓn con 
bj leyes 4001 y 11.040 que .-úlo rigen en L Capital Federal 
y territorial nacionales, y uan podido ara validamente dic- 
tadas por la legislatura en ejercicio del poder tío policía. 
Página 131. 

4. Kl poder «leí Congreso para reblar las comunica- iones ¡nter- 
provineudes es tan extenuó y absoluto, «pie te convierte en 
el deber de vigilar que el intercambio entre la.s provincias 
y la transmisión ilc ideas por cualquier medio, desda el co- 
rreo u cabullo liarla la telefonía, no sean obstruidos o estor- 
bador do un nioJo innecesario por la lcri.-dación local. Pá- 
gina 3Ó0. 

."». I'itr regla gerrrnl el poder de policía corresponde a las pro- 
vincias. La Nación Jo ejerce en el territorio de ellas sólo 
en los casos en que le lia nido expresamente conferido o es 
una consecuencia forzosa «V otras facultades constitucio- 
nales. I Muiría ü'iO. 

(i. La facultad de la Nación para intervenir en todo lo refe- 
rente a la instalación de líneas y reglamentación do los ser- 
virios telefónicos es incuestionable y no puede ser interfe- 
rida, obstruida ni obstaculizada por las autoridades pro- 
vinciales. Pagina x»o. 

7. La exigencia de la previa antorirar-iou por una autoridad 

local para la publicación dé un aviso en la guia telefónica 
do una empresa sujeta n la jurisdicción nacional — como 
la que contienen los nrK "I de la ley '2'2*7 de Santa Ve 
y II de mi reglamentación— interfiere la Incubad exclusiva 
del (Hiliierno Nacional para reglar el comercio y las comu- 
nicaciones ¡ntcrprovineinles y es repugnante ni art. 07. inca. 
1- y I.'I, de In Constitución Nacional, en virtud del cual 
se lia dictado las leyes federales T.'»" 1 ^ y 4 l«*S y el decreto 
01,008 de octubre 5 de l!Ktf¡, reglamentario del servicio tele- 
fónico público, a las cuales deben sujetarse las provincias 
conforme al art. 31 de la Coi^titin ión. Página 'Íó0. 

PODKU LEGISLATIVO. 

1 . Kl poder del Concreso para reglar las comunicaciones in- 
terproVíneiatea es tan extenso y absoluto, que se convierte en 
el deber de Vigilar que el intercambio entre la.s provincias 
y la transmisión de ideas por cualquier medio, desde el co- 
rren a caballo Insta la telefonía, no sean obstruidos o estor- 
bados de un modo innecesario por la legislación local. Pá- 
gina 350. 

2. La facultad de la Nación para intervenir en todo lo refe- 
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rente a la instalación do líneas y reglamentación de los ser- 
virán telefónicos es facuestioaofaia y no puede sor interfe- 
rida, obstruida ni obstaculizada por loa autoridades provin- 
cialcv. Pagina :tóu. 

^. La exigencia <le la previa autorización por una autoridad 
I" al parn la publicación de un aviso cu la guía telefónica 
de una empresa sujeta n la jurisdic. -ión nacional —como la 
. 10 contienen los arts. 34 de la ley 2-_'S7 de Santa Fe y U 
*!o *u reglamentación— inirniere la facultad exclusiva del 
Gobierna N'nrwnaJ para reglar el comételo y la» comonica)- 
oiones ¡nici provinciales y es repugnante al árt. ii7, Inés. 12 
y 13. de la Constitución Ñacloual, en virtud del cual *e han 
dictado bu leyes federales 750*4 y -HOS y el decreto 91.608 
de oetabro 5 de IKM, reglamentario del'scrvieio telefónico 
publico, a los cantea deben sujetarse 1»* provincias coofo me 
al nrt. ol de la Constitución. Página 350. 

PBENDA AGUAMA. 

L. El juez nnte quien tramita la ejecución prendaria es el 
competente para resolver bu cuestiones sobre preferencia 
cu el pa-o de lis créditos que se susciten entre e! acreedor 
prendario y los que so mencionan en el art 14 de la ley 
PW4. Pagina 1*57. 

'J. La circunstancia do que los objetos ernvado* con prendo 
agraria hayan sido rendidos en virtud de lo dispuso en 
un jlüVio sobre cobro do alquileres, no es Óbice para quo 
el importe asi obtenido —y la rosa misma, si la subasta ha 

sillo anulada por falta de int.'u-ra. ¡ón del precio por parte 
del Comprador— sen piic-to a dis|K>s¡eión del juez de la 
ejecución prendaria para que resuelva *¡ el acreedor por al- 
quileres tiene o no derecho para cobrar con preferencia 
al prendario. Pagina 297. 

interrupción, 

1. El otorgamiento por decreto del Poder Ejecutivo de la Na- 
ción .le la jubilación prevista en la ley 11.471, n partir de 
la fecha en que fué solicitada por quien había dejado pres- 
cribir su acción para reclamarla, no da carácter civil n la 
obligación reconocida por el I>tado ni, por consiguiente, 
da derecho id beneliciario para exigir el pa™o de ln jubi- 
la- ión desde la fecha en que dejó de prestar servicios. Pá- 
gina 275. 

2. Íji -ola presentación «le la demanda basta para ¡nterrum 
pír la prescripción Página .190. 
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Prescripción adquisitiva. 



Treintañal. 

3. Opuesta por oí demnndndo. en un juicio reivindica torio, la 
excepción de prescripción treintañal para hacer respetar su 
derecho y recluitada )n acción, es improcedente ol pedido 
formulado a título de cumplimiento de cent em-ia, de que 
se ordeno lu inscripción del dominio a favor do aquél. Pá- 



Acciones prescriptibles. 

4. I<n acción da repetición de los sumas indebidamente descon- 
tabas por aplicación de la rebaja establecida en la ley 
1X684 ft una jubilación do la ley 4220, prescribe a los cinco 
años. Página 85. 

5. La prescripción establecida en el arl. 403Q del Código Civil 
es inaplicable n la resolución por la cual el Poder Kjecu- 
livo, en cumplimiento «le la ley 12.013, declara la caducidad 
de una pensión anteriormente acordada, fundado eu que el 
caso no encuadra en los requisitos exigidos por aquella 
ley. Página 200. 

6. Iji pres ri|»ción quinquenal establecida en el nrt. -1027 del 
Código Civil, o* aplicable n los intereses monitorios, aun 
cuando en la demanda se reclame su pago como una suma 
global, correspondiente ni período compn'iidido entre la Te- 
dia en que el comprador demandado debió pagar el precio 
y aquella en que electivamente lo pagó con retardo. Pá- 
gina 399. 

7. Siendo procedente la prescripción quinquenal opuesta por 
el demnndndo, la liquidación de los intereses monitorios cuyo 
cobro constituye el único objeto de la demanda, debe efec- 
tuarse a contar desde cinco año-i antea di; la fecha de pre- 



sentación de la demanda hasta el día del pago de la mer- 
cadería. Página 399. 

Leyes especiales. 

8. Lo ley 11.685 no se refiere a las penns privativo* de la li- 
bertad, sino tan sólo a la prescripción de la acción para 
el cobro de multas y de la pena de multa impuesto. Pag. 183. 
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Prescripción <te ficciones en 
Civil. 



particular. 
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PROViSCIAS. 
Vrin- ¡iiios generales. 

1. Cuando contratan en el carácter de personas jurídicas, U 
Nación y la.s provincias se liallnn sujetas cd sus relaciones 
contractuales a los preceptos de la legislación común y, por 
consiguiente, rigen respecto de ellas los arts. 508 y 509 del 

Código Civil. Piginp 112. 

Poder de ¡i/iUcía. 

2. 1-a.s leyes de la Provincia de San -Tuan referentes al sá- 
bado ingles y ni descanso dominical no se liallan en colisión 
con las leyes 4601 y 11.640 que sólo rigen en la Capital 
Federal y territorios nacionales, y han .podido ser válida- 
mente dictadas por la legislatura en ejercicio del poder de 
policía. Página 131. 

Contratos. 

3. I*a circunstancia d» que los servicios prestados por el actor 
a la provincia demandada y aprovechados por esta hayan 
sido contratados por el Poder Ejecutivo de la misma exce- 
diendo sus facultades, por no estar autorizados en la ley 
de presupuesto ni otra alguna, no exime a la provincia de 
la obligación de retribuirlos en el prado en que hayan sido 
aprovechados por ella, a cuyo efecto correspondo que el 
Tribunal fije la suma que deberá pagarse a la actora con 
intereses a contar desde la fecha de notificación de la 
demanda. Página 152. 

PRUEBA. 
Principios ¡jeuernlcs. 

1. Los arts. 27 de la ley 11.281 y 4 y siguientes del decreto 
reglamentario, no rigen el supuesto en que la Aduana ha 
percibido derechos de importación respecto de mercade- 
rías exentas de ellos, cuyo deslino puede ser probado, a 
los electos de repetir el pago, por las medidas autorizadas 
jwr las leyes que rigen el procedimiento en juicio. Pá- 
gina 378. 

Instrumentos. 

2. Las constancias de la documentación aduanera y de loa ex- 
pedientes administrativos en que se reclama la devolución 
de los derechos de importación indebidamente cobrados a 
mercaderías libres de ellos, concordantes con las anotaciones 
do los libros de comercio del introductor llevados en forma 
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legal, constituyen prueba sutícicntc del pago Je esos gro- 
vintenes, Página :(78. 



A los electos de obtener en juicio |a devolución de los de- 
rechos aduaneros cobrado- por el Ki.-co u-pocto de moren- 
dertaa librea de aquéllos por razón de su destino, este debe 
coosidoraroe probado^ conformo a lo düpnetto on el art. 04 
del (Volido de Comercio, me liante las constancias de los li- 
bros del introductor llevador con lo- reqnisilofl exigidos 
por aquel código y de acuerdo a las nomias tvenieaa de la 
materia, de mum-iu que |kertnitnn informar con certeza 
áceres de la introducción y consumo de cada artículo, cuyas 
anotaciones eoneuerdan con la rcapoetiva documentación 
atinan era y administra I iva y no npan-ecu desvirtuadas por 
otras prueba*. I'áginn ;í~-S. 



R 

RECURSO DE NULIDAD.. 
Principio* genérale*. 

1. Nb procede tomar en considera" ¡fui el recurso do nulidad 
que uo aparece >u>lcntadu en el trÜiunal para ante el euul 
se interpuso, Fagina 436. 

Sentencian. 

2. El hecho de que en la sentencia no se haya lomado en 
Consideración una cito fegtf o un argumento aducido por 
las partea no constituyo una causal «le nulidad de aquélla. 
Página 260. 

RKCVRSO EXTRAORDINARIO. 
Principia* genérales. 

1. Debe desestimarse, por falta de interés, el recurso extra- 
ordinario deducido por quien solicitó sin éxito la habilita- 
ción ilel feriado de lo-, tribunales y reculó al juez de turno, 
si la tcmiimieión de aquél lia lomado inútil para la tutela 
del derecho que pudiera asistirle, cualquier pronunciamiento 
Merca de las peticiones que formula en el recurso. Pá- 
gina II. 

2. El contribuyente que lia pagado In tasa mínima de las es- 
tablecidas por ia ordenanza municipal respectiva, • carece 
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de interús pura impugnarla .-orno vinlatoria de la igualdad 
fundado ni qoo el monto do la tasa que se cobra a loa ve- 
cinos no es igual para todos. Página 139. 

3. I-a circunstancia da que la muita ostableeida por una ley 
inconstitucional, no haya sido impuesta a la compañía tele- 
fónica «pie editó la guia donde apareció el aviso penado 
por aquella sino al avisador, no es Óbice pora que la Corle 
Suprema se pronuncia acerca de la invalidez de dicha ley 
en el recurso extraordinario interpuesto por el multado. 
Página 'MÍO. 

4. No procedí» el recorto extraordinario contra decisiones pa- 
ramente administrativas. Página 483. 

5. Kl recurso extraordinario sólo procede re-pedo de resolu- 
ciones emanadas de tribunales de justicia, y, excepcional- 
niente, contra las dictadas por organismos administrativos 
en ejercicio de facultades judiciales atriWuí.las por ley, sin 
recurso para anle los primeros, a los cuales hallante equi- 
parados ü los electos del recurso extraordinario. Pág. 483. 

Sentencia definitiva. 

6. Iji sentencia que decide un incidente en juicio sumario de 

alimento* n« es definitiva ni puede equipararse a tal sino en 
circunstancias especiales de las que resulte qué causa agravio 
constitucional imposible de ser reparado en otra oportuni- 
dad. Página 18i*. 
7- La resolución dietndu en el juicio sumario de alimentos 
que, en virtud de lo dispuesto en la ley procesal local, de- 
cide que la negativa del marido a pasar alimentos a la es- 
pora t'undadu en el nrt. Íi3 de la ley de matrimonio civil 
debe ser discutida en juicio ordinario, no es sentencia defi- 
nitivo a los efectos del recurso extraordinario, ni basta para 
atribuirle tnl carácter el perjuicio patrimonial que ello 
pueda ocasionarle al recurrente. Página 1S9. 

8. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia condenatoria dictada en juicio ejecutivo sobre cobro de 
pavimentos si de autos no resulta que el agravio causado 
]Mir aquella seo insusceptiblo de reparación por medio del 
juicio ordinario, ni que el pago del gravamen exigido pueda 
ser considerado ruinoso ni que se trate do un caso anómalo, 
claramente excedente de! ejercicio normal de los íacultudes 
de la Municipalidad. Página 212. 

9. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dic- 
tado por el jupz federal en juicio do apremio que. interpre- 
tando la ley federal 11.683, declara operada la prescripción 
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de la acción tendiente a cobrar el impuesto a los rédito*. 
Página 239. 

10. Es improcedente, por no existir Bcntenein definitiva, el re- 
curso extraordinario interpuesto contra una providencia que 
se limita n rechazar el pedido de lcvantnniicnto de un em- 
hnn^i trabado en rentas del Fisco Nacional, por entender 
qUfi el punto debería ser considerado al pronunciarse sobro 
la citación de remate, a cuyo efecto se había emplazado an- 
teriormente al representante del Fisco para ijue opusiera 
excepciones, como en efecto lo hizo sosteniendo que no pro- 
cedía el embargo ni la ejecución de las rentas de la Na- 
ción. Página 'tU2. 

11. Procedo el recurso extraordinario deducido contra la sen- 
tencia que. rechazando la defensa fundada por el repre- 
sentante Bacal en que sc¡*ún el nrt. 7 de la ley federal .19T>2 
tanto el embargo trabado *obre rentas del Fisco como la 
ejecución seguida contra el mismo, .son impro edentes, or- 
dena pru c^uir el apremio basta que el acreedor se hagu 
íntegro pago de la suma que reclama con intereses y costas. 
Pájrina 302. 

Cuestión federal. 
Concepto. 

12. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que declara la eoni|>etene¡a de la ju-ticia federal para co- 
nocer en la causa. Página 80. 

13. La interpretación inconstitucional de leyes comunes y locales 
puede constituir fundamento bastante del recurso extraor- 
dinario cuando la cuestión planteada al respecto no es tri- 
vial y obviamente ineficaz para modificar el pronuncia- 
miento recurrido. Página 108. 

Casos. 
Constitución Nacional. 

14. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dene- 
gatoria del derecho fundado por el apelante en disposicio- 
nes de la Constitución Nacional y de la ley nacional 4507. 
Páginas 20 y 53. 

15. Es procedente el recorso extraordinario fundado en que, 
como lo han sostenido los recurrentes en su primera presen- 
tación al proceso loepo de recobrar su libertad, el edicto 
policial, que les ha sido aplicado, cuya validez admite la 
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sentencia del juez corrección a!, es viola torio do la Consti- 
tución Nacional. Página 81. 

16. La interpretación inconstitucional de leyes comunes y loca- 
les puede constituir fundamento bastante del recurso extra- 
ordinario cuando la cuestión plumeada al respecto no es 
trivial y obviamente ineficaz pura modificar el pronuncia- 
miento recurrido. Página 106. 

17. Procedo el recurso extraordinario fundado en que la inter- 
pretación de los leyes 11.729 y 11.110 en que se apoya 
la >cntcncin apelada es lesiva de la igualdad en detri- 
mento del apelante, en cuanto lo niega un derecho que le 
acuerda la ley común y exoneni a la demandada de un 
gravamen que pesa sobre los demás empleadores. Pág. 109. 

18. Procedo el recurso extraordinario contra la sentencia dene- 
gatoria del tuero federal por razón de la materia fundado 
por el recurrente en In Constitución Nucionnl. Página 100. 

19. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
declara la valide/, de una ley provincial impugnada como 
violatoria de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. 
Página 418. 

Tratados. 

20. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que des- 
conoce el derecho fundado por el recurrente en el art 4 
del tratado celebrado el 2ti de marzo de 1920 entre la Re- 
pública Argentina y el Reino do Italia, aprobado por la 
ley 11.120. Página 489. 

Leyes del Congreso. 

21. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dene- 
gatoria del derecho fundado por el recurrente en la ley 
nacional 4707. Página 11. 

22. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dene- 
gatoria del derecho fondado por el apelante en disposiciones 
de la Constitución Nacional y de la ley nacional N« 4607. 
Páginas 20 y 53. 

23. No incumbe a la Corte Supremo decidir por la vía de la ape- 
lación extraordinaria ni del recurso de queja cuestiones 
procesales, aun cuando las leyes que rijan el procedimiento 
sean federales, porque In interpretación de estos no oferta 
al art. 31 de la Constitución Nacional. Página 104. 

24. La cuestión de procedimiento referente a la forma en que 
ha debido notificarse la resolución por la cual se declara 
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]ii incompetencia de In justicia federal para conocer en la 
demanda contenciosa preví>ta t*ii el ¿ni. 42, inc. a) de la 
ley 11.683, no [Hiede servir de fundamento al recurso ex- 
traordinario. Página 139. 
25. Procede el reeur.-o ex Irn ordinario contra la sentencia defi- 
nitiva del juez de primera ia*tflncifl, inapelable para nnte la 
cámara respectiva por razón de su monto, que deniega el 
derecho fundado por el recurrente en la ley nacional 5:11!}. 
P <gina 171. 

2G. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia defi- 
nitiva qne deniega el derecho fondado i*>r el recurrente en 
la ley federal 11.137. Página IM. 

27. Procede el recurso extraordinario contra Ir sentencia defi- 
nitiva (pie dcmio.ru el derecho fundado por el recurrente 
en la ley nacional 31)75. Página 200. 

28. El art. O de la ley 12.501 no reviste carácter común o local 
sino nacional y su interpretación constituye una cuestión 
federal susceptible de autorizar el recurso extraordinario. 
Página 213. 

29. La decisión de cuestiones referentes a la oportunidad, co- 
rrección o validol ilc la notificación do ana resolución con- 
denatoria dictada |>nr el Administrador de Impuestos In- 
ternos de la Nación es ajena al reeur.-n extraordinario, que 
tampoco puede fundarse en la violación de la garantía ile 
la defensa en juicio por fnlta de notificación, si de lo* autos 

resulta qne el medio utilizado para la notificación — una 
carta certificada — no lia dificultado la defensa dé] apa- 
Innte, que ha tenido noticia del fallo y ha podido ocurrir 
en termino a la justicia federal. Página 237. 

30. La interpretación de las disposiciones de la ley 11.863 no 

constituye una cuestión federal cu los CátM en que. con- 
forme a la ley I2.3(¡». aplica a la percepción de la pa- 
tente creada por éstn con carácter local. Página 2S9. 

31. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra 
la sentencia dictada por los tribunales ordinarios de la Ca- 
pital en on juicio de apremio soltre cobro de una patente, 
y fundado en que «eirán el art. 00 de la ley 11.083 iquilla 
dehió condenar en costas al contribuyente vencido. PAg. 289. 

32. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia defi- 
nitiva que desconoce el dereclio fundado j>or el recurrente 
en la ley federal 12.5S1. Pagina 115. 

33. Procede el recurso extraordinario contra la .sentencia que 
desestimó* el derecho fundado en la ley federal 3975. Pá- 
gina 461. 
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Oportunidad de plantearla. 

34. Las cuestiones planlenilus por primera vez en el escrito de 
intrrp.>si.mii dól recurso extraordinario, que han podido 
ser introducidas en el jiiú in ron la anticipación suficiente 
para que el tribunal de la 'mam l» s decidiera, no p¡efa« 
tomadas en consideración por la Corto Suprema. Pag. 289. 

Relación directa. 

35. Ut interpretación «Inda n un edicto policial por los tribu- 
nales locales es irrevisible por vía del reeOMp extraordina- 
rio, a ciivo efecto no basta la invocación del nrt. 18 de la 
Constitución Nacional. Página 81. 

36. No procede el recurso extraordinario rondado en cuestiones 
manifiestamente iiiconsislentes y excluidas de toda contro- 
versia seria por reiteradas y uniformes decisiones do la 
Corte Suprema. Pagina 5240. 

37. Tara (pie proceda el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la defensa en juicio, debe resultar de los ñutos 
(pie lin existido privación o restricción sustancial do aque- 
lla. Pagina 308. 

38. Es improcedente el recurso extraordinario t'undndo en que 
el ejercicio de facultades judiciales por el Intendente Mu- 
nicipal — intimación de pago, embargo y citación de remate 
administrativos— viola el art. 18 de la Constitución Nacio- 
nal, si do los autos resulta que después ole esos tramites ha 
intervenido la ju>ticin, (pie lia 6130 al recurrente, ha reci- 
bido la prueba ofrecida por el mismo y ha examinado en la 
sentencia la totalidad «le las cuestiones planteadas, Pag. 308. 

39. Es improcedente el recurso extraordinario fondado en la 
falta de título de apremio y en que la atribución adminis- 
trativa judicialmente irrevisil.le de determinar la existencia 
do aquél coarte la defensn sin ley que lo autorice, si la sen- 

. tem-iu apelada lleca a la conclusión de que existe título su- 
ficiente para el apremio, fundada en la interpretación de 
normas de derecho común y local que la Corto Suprema no 
podría revisar en el <nso. por no resultar manifiesto de los 
autos que la decisión sen insostenible y constituya el medio 
arbitrado para frustrar el derecho federal invocado por el 
recurrente. Pagina 308. 

40. Ks improcedente el recurro extraordinario fundado en la pri- 
vación de la propiedad sin previa i ndemn ¡ración, contra la 
sentencia que por razones de hecho y de derecho común irre- 
visibles en el recurso extraordinario, resuelve qne la fracción 
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en discusión no debe ser expropiada porque pertenece al 
dominio público; de modo que las garantía* constituciona- 
les invocadas no tienen relación directa ron la materia del 
pronunciamiento. Página 37Ü. 

Materia ajena. 
Principios generales. 

41. La decisión de cuestiones referentes a la oportunidad, co- 
rrección o validez de la notificación de In sentencia defini- 
tiva dot loperior tribunal do la cansa, es ajena a la juris- 
dicción extraordinaria na la Corte Suprema; salvo que 1- 
resuelto al respecto constituyera, manifiestamente, el medio 
arbitrado para fru-trur el ejercicio de aquella jurisdicción. 
Página 104. 

42. No procede tener por acreditado el propósito do frustrar lu 
jurisdicción extraordinaria do la Corte Suprema mediante 
la notificación por nota de la sentencia oefin'tíva apelada, 
si lia mediado una negligencia cierta del recurrente al no 
comparecer ante el tribunal de apelación no obstante habér- 
sele noli tiendo la concesión de los recintos interpuestos 
para ante el mismo. Página 104. 

43. La sola invocación de la garantía de la inviolabilidad de la 
defensa en juicio no bosta jura autorizar a la Corte Su- 
prema a revisar por vía del recurso extraordinario las con- 
clusiones ile la sentencia apelada en materia de derecho co- 
mún y local. Página 308. 

44. Ias cuestiones referentes n la interpretación de las cláusu- 
las de una concesión otorgada por autoridades locales y a su 
compatibilidad con normas también locales son extrañas al 
recurso extraordinario y no bastan para sustentarlo. Pá- 
gina 308. 

45. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
«1 desconocimiento de la exención do impuestos que se pre- 
tendo otorgada por una concesión municipal afecta el de- 
recho patrimonial del recurrente y viola el art. 17 de la 
Constitución Nacional, si no se ha invocado circunstancia 
alguna suficiente para otorgar a ese derecho el carácter 
de adquirido y sólo se invocan actos emanados de autorida- 
des locales cuya interpretación no aparece hecha en la sen- 
tencia en forma arbitraria ni fundada solamente en la vo- 
luntad del jucji que la lia dictado. Página 308. 

46. Las circunstancias referentes a la conveniencia de exone- 
rar de impuestos a la empresa recurrente, n la demora con 
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que la municipalidad ha procedido a exigir el pago da 
aquéllos o a la existencia de juicios seguidos contra ella 
por la empresa, no lineen surgir cas» federal alguno suscep- 
tible do autorizar el recurso extraordinaria Página 308. 

47. Las cuestiones referentes a la invalidez de la intervención 
do una municipalidad decretada )wr el gobernador de un 
territorio nacional, es ajena a la jurisdicción de la Corte 
Suprema. Página 483. 

Leyes comunes. 
Civiles. 

48. Es improcedente el recurro extraordinario fundado en la 
privación de la pffopícdftd sin previa indemnización, contra 
la sentencia que por razones de hecho y de derecho común 
iirev libias en el recurso extraordinario, resuelve que 1« 
fracción en discusión no debe ser expropiada porque perte- 
nece ni dominio público; de modo que las garantías cons- 
titucionales invocadas no tienen relación directa con la ma- 
teria del pronunciamiento. Página 376. 

Comerciales. 

49. La interpretación do las leyes 11.729 y 11.110 no basta 
parn sustentar el recurso extraordinario, dado el carácter 
de ley común que reviste lo primera y el alcance local que 
en el caso tiene la segunda. Página 10R. 

Constituciones y leyes lócale?. 
Administrativas. 

50. La interpretación dada a un edicto policial por los tribu- 
nales lóenles es irrevisible por vía del recurso extraordina- 
rio, a cuyo efecto no basta lu invocación del art. 18 de la 
Constitución Nacional. Página 81. 

61. La interpretación de las leyes 11.729 y 11.110 no basta 
para sustentar el recurso extraordinario, dado el carácter de 
ley común que reviste la primera y el alcance local que en 
<■! caso tiene lo segunda. Página 108. 

Impositivas. 

52. Ia dilucidación de si los gravámenes en litigio son tasas 
o impuestos, así como el alcance de las facultades de la 
Municipalidad de la Capital para el establecimiento de los 
segundos, son cuestiones, cuya resolución depende de la 
aprei-inrión de los hecbos analizados por el fallo y de 1* 
interpretación de la ordenanza impositiva y de In* ley»> 
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orgánicas de ln Capital, que la Corte no puede revisar 
en la Instancia extraordinaria, mientras no se alegue, en 
cuanto n las segundas, que están en conflicto ron la Consti- 
tución y leyes nacionales. Es, a-í, ajena al recurso extra- 
ordinario la cuestión referente n la ilegalidad de las orde- 
nanzas 640», 72UÜ y SI74 de la Municipalidad de la Ciudad 
do linenos Aires. Pagina KiÜ. 

53. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
quo, interpretando leyes y ordenanzas locales, desestiinn 
la demanda sobre repetición fundada por el recurrente en 
la desaparición «le la cansa que originó el cobro del gra- 
vamen. Página 10L 

54. La ¡nterpretarión de las disposic iones do la ley 11.683 no 
constituyo una cuestión federal en los casos en que, con- 
forme a l¡i ley 12360, so aplica a la pettopejóo de la pa- 
tente creada por ésta con carácter local. Página Ü8D. 

55. Es improcedente el reenno extraordinario deducido con- 
tra la sentencia dictada por los trüiumiles ordinarios de 
la Capital en un juicio de apremio sobre cobro de ana 
patente, y fondado en que según el nrt. ti» de la ley 
11.683 aquélla debió condenar en costas al contribuyento 
vencido. Página L'H9. 

Procesales. 

56. No incumbe a la Corte Suprema deeiilir por ln vín de la 
apelación extraordinaria ni del recurso de queja cuestio- 
nes procesales, aun cuando las leyes que rijan el procedi- 
miento sean federales, porque la interpretación de estas no 
afecta al a rt. .'¡I de la Constitución Nacional. Página 104. 

57. I* decisión de cuestiones referentes n la oportunidad, co- 
rrección o validez ile la notificación de la Sentencia defi- 
nitiva del superior tribunal de la raima, es ajena n ln ju- 
rístuecion ext aordinariu de la Corte Suprema; salvo que 
lo resuello al respecto constituyera, manifiestamente, el me- 
dio arbitrado para frustrar el ejercicio de aquella jnris- 
dicciOD. Página 104. 

Cuestiones do beelio y prueba. 
53. La dilucidación do si los gravámenes en litigio son tasas 
o impuestos, oaí como el alcance de las facultades de la 
Municipalidod de la Capital para el establecimiento de los 
segundos, son cuestiones cuya resolución depende de la 
apreciación do los bachos analizado* por el fallo y de la 
interpretación de ln ordenanza impositiva y de las leyes 
orgánicas de la Capital, que ln Corte no" puede revisar 
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en la instancia extraordinaria, mientras no so alegue, en 
cuanto u las segundas, que están en vuntlictn con la Consti- 
tm-ión y leyes nacionales. Ks, así, ajena al recurso extra- 
ordinario la cuestión referente a la ilegalidad de las orde- 
nanza 0408, 720*1 y 8174 de ta Municipalidad de la Ciudad 
de Buenos Aira. Página 130. 

59. No procede revisar por la vía del recurso extraordinario 
la conclusión asertiva de la realización del servicio de 
inspección de terrenos baldíos, fundada por el superior tri- 
bunal de la causa en la apreciación de h prueba producida 
por las partes. Página 130. 

60. Habiéndose decidido en In sentencia recurrida que la de- 
mandada es una sociedad anónima organizada y constitui- 
da en Inglaterra «on capitales hritán¡"os, guliernada por 
un directorio con residencia en Londres, donde también se 
reúnen sus asambleas, y siendo estas conclusiones irrevisi- 
bles por la forte Suprema en el ejercí- ¡o de su jurisdic- 
ción extraordinaria, debe concluirse que dicha sociedad es 
do nacionalidad extranjera. Página lól. 

61. Siendo irnívisihle por medio del reeirso extraordinario la 
conclusión de la BCDloneui a peluda según la cual está pro- 
bada la nacionalidad extranjera del endosante de los docu- 
mentos invocada por el actor como fundamento do su ne- 
eión, y establecida la nacionalidad extranjera de la socie- 
dad anónima demandada, no procede el tuero federal por 
razón de las personas invocado por esta última. Página 164 

62. No procede el recurso extraordinario fundado en el carác- 
ter confisca torio del gravamen impugnado por el recurren- 
te, contra la sentencia que rechaza esa objeción por falta 
de prueba al respecto. Página 1!H. 

63. Por referirso a una cuestión de hecho y prueba es irre- 
visíblo por la Corte Suprema en el ejercicio de su juris- 
dicción extraordinaria, la conclusión de la sentencia apela- 
da según la cual determinada suma de dinero depositada 
en In Paja Xneinnnl de Ahorro Postal proviene de delitos 
de carácter criminal definitivamente juzgados. Página 194. 

64. La cuestión referente a saber sí Ins compraventas de valores 
han sido hedías por la adora como nuevas inversiones de su 
capital — en cuyo caso su mayor valor no estaría grava- 
do por el impuesto a los réditos — o como medio hahitnal 
de lucro, en forran que puedan calificarse como profesión 
o comercio —en el cual lo estarían las utilidades— es de 
hecho y prueba, ajena a la interpretación de la ley, y no 
puede constituir fnndnraento suficiente del recurso extraor- 
dinario. Página 270. 
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C5. La enastila referente a la posibilidad de confusión entre 
dos marro, es extraña al recurso extraordinario. Pág. 391. 

(í«. La cuestión re! érente al objeto de los viajes realizados por 
empleado! nacionales dependientes de Yacimientos Petro- 
lífero. Fiscales es de hecho y prueba ; por lo emú -son irre- 
vniblcs en el recurso extraordinario las respectivas eonolu 
alones de la sentencia. Página 414. 

Ü7. Las eue>t iones de hecho y prueba que sirven de base a las 
sentencias de primera y segunda Instancia no pueden ser 
revisadas por la Curte Suprema cu el recurso extraordi- 
nario. Página 451. 

Resolución. 

tíS. La prescripción «pie se pretenda cumplida durante el trá- 
mite del recurso extraordinario no puede ser objeto de pro- 
nunciamiento alguno .le ta Corte Suprema, no obstante la 
naturaleza ¡tenal del juicio, porque el art. 14 de la ley 48 
sólo le atribuye jurisdicción apelada respecto de las cuestio- 
nes federales eiicstinnada-s en ella y resuellas por el fallo 
recurrido. Pagina 20. 

60. Rerocada por la Corte Suprema lu sentencia recurrida por 
apelación extraordinaria en lo (pie lia sido materia de ésta 
y existiendo otras cuestiones que es menester resolver a los 
efectos de la solución de la causa, corresponde devolver el 
expediente al juzgado de origen para que falle de aupen 
el caso. Página 229. 

Costa». 

70. las costas del recurso extraordinario deben ser satisfe- 
chas en el orden causado, aun cuando el interesado desista 
de] recurso. Página 19. 

71. río corresponde a la Corte Suprema en el recurso extraor- 
dinario, sino ni tribunal Superior de la causa, el pronun- 
ciarse acerca de la* costas aplicadas por este al litigante 
que ha resultado ganancioso en definitiva. Páginu 359. 

RECURSO orwrXAK/O DE APELACION. 
Principia* generales. 

1. Lns resoluciones dictadas por los jueces federales en los 
casos previstos en el art. 9 de la ley 12.591, —cuya eonsti- 
tadonalldtd en la parte que atribuye al P. E. ta facultad 
de imponer multas ni en la que declara que las decisiones 
así adopta dos son apelables "al solo efecto devolutivo, por 
auto el Juez que corresponda", no ha sido cuestionada en el 
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roso — son inapelables para nnle las Cámaras Fedérale». 
Página 213. 

Casos. 

Juit-ios en que fa Nación es parte. 

2. SÍ bien la Nación no es distinta de las reparticiones admi- 
nistrativas ntitúrquiais, éstas se diferencian do aquélla en 
cuanto n la manera de gobernarse, al alcance de sus fa- 
cultades, u la jurisdicción a (pie están sometidas en MH 
litigios y a la per-onalnlad y re prc.-cnt ación con que ac- 
túan en ellos; por lo cual la Corto Suprema ha declarado 
que cuando ella-, litigan, la Nación no es parto directa en 
el juicio y no procede la tercera instancia ordinaria. Pá- 
gina '20. 

3. Son procedentes loa recursos de apelación y nulidad inter- 
puestos contra la sentencia definitiva pronunciada en nn 
juicio tendiente a obtener, ln anulación de una estimación 
de oficio practicada por la Dirección General del Impuesto 
a 16a Héditos y l n multa impuesta por la mismo, sin que 
sea óbice el carácter criminal que pueilu corres|ionder a la 
causa, porque el ort. 4 de la ley 7055 no rige respecto de 
los sentencias dictadas —como la recurrida — por las cá- 
maras federales compuestas de tres miembros. Página 378. 

Causas criminales. 

4. Habiendo-c interpuesto ante el juez letrado de la cansa, 
- una vez devueltos los autos, el recurso ordinario de apela- 
ción previsto en el nrt. 3*, ine. 5°, de la ley 4055, por el 
reo condenado por la respectiva Cámara Federal a pri- 
sión perpetua sin que su defensor, a quien fué notificada 
la sentencia apelara de ella, corresponde que el jnez envíe 
el expediento a ln Cámara para quo ésta se pronuncie sobre 
dicho recurso. Página 152. 

5. Son procedentes los recursos de apelación y nulidad inter- 
puestos contra la sentencia definitiva pronunciada en un 
juicio tendiente a obtener la anulación de una estimación 
do oficio practicada por la Dirección General del Impuesto 
a los Réditos y ln multa impuesta por ln misma, sin que 
sea óbice el carácter eriminal que pueda corresponder a la 
causa, i»rque el art. 4 de la ley 7065 no rige respecto de 
los sentencias dictadas — como la recurrida — por las ma- 
maras federales compuestas de tres miembros. Página 378. 
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REMISION DE ACTOS. 

No procede la remisión a la Corle Suprema de una causa 
civil en que uu juez federal luí hecho lupir a !a excepción 
do incojnpetaieia por entender que el conocimiento de aqué- 
lla corresponde originariamente u dii-lio tribunal. Pagina 375. 

RETRO ACTIVIDAD. 

Leyes tiflmintetrutico*. 

1. Iji ley 12.613 es aclaratoria de la ley 11.412, ha sido vá- 
lidamente dictada por el Congreso y rige para los caso* 
de pensiones acordadas por el Poder Ejecutivo con ante- 
rioridad a -su sanción. Página 200. 

Leyes civües y comerciales. 

2. I't circunstancia de que el contrito de concesión en virtud 
del cual explota su negocio el empleador sea anterior a la 
vigencia de la ley 11.729 y de que no se hayan previsto 
en él los desembolsos a que se refiera dicha ley, no le con- 
fiere derecho udquHdn alguno amparado por la Constitu- 
ción Nacional para privar a mus empleados de la indemni- 
zanjón por despido. I'ágina 7a. 

Leyes impositivas. 

3. Liis leyes 12.345 y 12.574 no son aclaratorias sino modifi- 
catorias de la ley 11.5SS, jnir lu cual no procede aplicarlas 
con electo retroactivo. Página 4*2*2. 



s 

SENTENCIA. 
Ejecución. 

Opuesta por el demandado, en un juicio reivindicatorío, la excep- 
ción de prescripción treintañal para hacer respetar su 
derecho y rechazada la acción, es improcedente el pedido 
formulado a título de cumplimiento de sentencia, de que t* 
ordene la inscripción del dominio a favor de aquel. Pág. 435. 

SERVICIO MILITAR. 

1. Los arte. 16 y 71 de la ley 4707 se refieren a la fecbn 
fijada para el cumplimiento de la obligación militar sin 
distinguir entre la incorporación definitiva y la provisio- 
nal, habiéndole empleado el verbo "incorporarse" impro- 
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píamente en el sentido de presentarse ante ln nutoridud 
militar en la fecha do la convocatoria. Página U. 

2. La foga posterior a la presentación del conscripto que está 
a lu espera de ser conducido al cuerpo a que lia sido desti- 
nado, no constituye la inlia de incorporación prevista eu el 
art. 71 de lu ley 4707. Página 11. 

3. El uit. 7.H, inc. b> 2 V piirrnio, de la Kcglamcntación de 
la* Leyes de Enrolamiento y Servicio Militar, en cuanto 

eslnbleio que lus que luga.-cii ilel cuartel antes de la "alta 
definitiva" deben s, ' r acusados romo in tractores al Huma- 
do de lu alase, no ha podido ampliar el concepto de la ley 
respectivo sin violar el nrt. 80, ine. 2% de la Constitución 
N'arional. Página 11. 

SOCIEDADES ANÓNIMAS. 

Habiéndose decidido en ln sentencia recurrida que ta de- 
mandada es una sociedad anónima orgnniiadn y eonstituí- 
du en Inglaterra con capitales británi os, gobernada por 
un directorio con residencia en Londres, donde también 
se reúnen mis asambleas, y afondo estas conclusiones irre- 
visüde.s por la Corte Suprema en el ejercicio de su juris- 
dicción extraordinaria, debe concluirse que dicha sociedad 
es de nacionalidad extranjera. Página 1W. 

SUPERINTENDENCIA. 

1. El art 15 de la ley 4055 confiere a cada cámara fede- 
ral la facultad y la obligación de nombrar anualmente su 
presidente »in precisarle orden de turno, antigüedad u otra 
circunstancia, salvo la implícita mayoría de sus miembros 
y la regularidad «le los procedimientos necesarios para ln 
elección. Página 113. 

2. El reglamento de I» Cámara Federa! de Paraná no esta- 
blece el tumo de sil* miembros para el desempeño de su 
presidencial por lo que nada legal impido que ■ I tribunal 
elija al efecto uno u otro de sus miembros y los reelija 
tontas veces cuantas lo estime conveniente. Págínn 113. 

3. La elección de presidente de una Cámara Federal es una 
cuestión de orden interno de la mismn librada a su exclu- 
sivo criterio, cuya revisión es extraña a ln función de supe- 
rintendencia do la Corte Suprema. Página 113. 

4. Lea euest iones referentes a ln actuación de las juntas elec- 
torales son ajenas a la jurisdicción de la Corte Suprema. 
Página 113. 
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TARIFAS. 
Ferrocarriles. 

1. El transporte de los materiales destinados por los Ferroca- 
rriles del Estado a la construcción de sus vías férreas, de- 
be ser aforado por las empresas ferroviarias particulares 
en el 50 % de las Inri fas ordinarias. Página 171. 

2. Corresponde aplicar la franquicia establecida en el art. 10 
de la ley 5315, al transarte por ferrocarril nacional día 
empleadas de Yacimientos Petrolíferos Fiscales que viajan 
en cumplimiento de órdenes de servicio o con motivo del 
empleo que desempeñan. Página 414. 

TASAS. 

Si bien el pago de las tasas finca en una contra prestación 
aproximadamente equivalente al costo del servicio presta- 
do, no es posible fijar éste con exactitud para cada caso 
particular; por lo cual se establecen contribuciones apro- 
ximadas y equitativas que, mientras no sean extorsivaa ni 
absorbentes del bien o de su renta — como no lo os, en el 
caso, el derecho de inspección a los terrenos baldíos cobra- 
do al recurrente en virtud do las ordenanzas (MUS, 7290 y 
8174 de la Municipalidad de Buenos Aires — no corresponde 
calificarlas do contisentorias. Página 139. 

TERCERIA. 

El tercer poseedor debe liacer valer sos derechos ante el 
juez que conoce en la ejecución de la prenda agraria. Pá- 
gina 19. 

TESTIMONIO. 

No obstante tratarse de un acto otorgado por otros funcio- 
narios, procede que el Secretario de la Corte Suprema ex- 
pida testimonio del decreto dictado por el Poder Ejecu- 
tivo de la provincia demandadn y destinado a sor presen- 
tado ante aquel tribunal en calidad de transacción judicial. 
Página 19. 

TITULOS AL PORTADOR. 

1. No habiéndose demostrado que la adquisición de los cu- 
pones por el actor baya sido hecha de mala fe ni con 



YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES 



Violación de las disposiciones lógalos, procede la demanda 
sobre CObro del importe de loa que lian vencido, aun cuan- 
do correspondan a título*» canjeadas por la provincia si 
aquéllos no aparecen ioatilúadoa ni so lin demostrado su 
fa lsedad y ¡as publicaciones en salvaguardia de la respon- 
sabilidad de la provincia fueron efert midas con posterio- 
ridad a la fecha del vencimiento <lo los cupones y de au 
adquisición por el actor. Página 308. 
2. El gobierno que emitió un empréstito no puede suspender 
válidamente el pago de las .servicios correspondientes a los 
títulos del mismo que, por liabemc dejado sin erecto res- 
pecto a ellos la denuncia formulada por quien decía haber- 
loa perdido, volvieron a la circulueión y fueron adquiridos 
por el actor. Página .'(lili. 



Y 

YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES. 

Corresponde aplicar la franquicia establecida en el art. 30 
de la ley 5315, al transporte por ferrocarril nacional de 
empleados do Yacimientos Petrolíferos Fiscales que viajan 
en cumplimiento de órdenes do servicio o con motivo del 
empleo que desempeñan. Página 414. 
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ACUERDOS de la CORTE S U PREMA 



DfiSIGKACIQS DE CONJUECBS DE LA CORTE SU- 
I'HBMA Y DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 
DE F,A CAPITAL PARA EL ASO 1M2 

líii Ruónos Aires » veintiuna tn» tlías del roes <Sc diciembre 
del ¡mu ii.il BówwieJilOK cuamita y uní», reunidos vn m Sala 
de Acuerdos el señor Prudente 4c 14 Orle Suprema de Jiis- 
t»-ia Ae la Xacioii. doctor d«u Hnhwln Repetir» J Ion señores 
Ministros, doptorja don Amonio SaRurna, ilon Luis tuiwre* 
ttgn Finito A. NnMí AMhoroUíi y don Francisco Ufliuw Alejwi 

cotí el «hielo ile formar pátá el «ño mil novwk'Hlos mamila y 

d»< (a lisia ife vonjtieem pMú M¿ Corté SupíOtt» » q«fi w j 

refier» el iirtícnlo wintilrés «le la ley de pimluMirnloft y « 
¡m-i*.. tercero; articulo primoro de ln ley número mu tro mi 
«tentó fieMóto Y dos, la cual es extensiva a la Cámara >ed.-rnl 
d<» Áftriatfott ñfl la Cairital. átenlo lo dtópWMto en cj inciso 
te retro, artículo sesmído de 1» citada ley eualro mil ewmtO 
.vviil.1 y M pmetim la respeclivn inwillaeiún, «fflít 
tftndo ilesiuiimlrts los doctores: 

CTodoiniiW ZAvalla, DifiM» (¡oiiy/ik-z (imrland. Itmiiuln S. 

SsÓU Caries Mnyer. H*l'> n M «•'«>• «»■"'■>»"««• Mora y «Uniedo. 

Carliw Suared r ji Lamas. Donato OouB&Ick Litard». Manuel Cnr- 
I.^sí 1-Vlis Miirliii y Herrera. «arw?V¡«ó Bacalada, Salvador 
r\.rn i. •!«••«. Tiviums A*. f> Hrrton. •?. Umior-rt SHelWíra. Fausti- 
no Legón. Alejnmlr'i Rayees, -luán C. Rfbora. Ricardo (?. Aldao. 
jar?* A. Saii?.i\ Guillermo LfRWizrtmó». Knn->lu Padilla, íofr 
pro «le la torre, <ÍaaB 1*. Uame*. Attjtcl Bañ^a Kl¡« y Al- 
Wrtn Padilla. > . 

T»do 1» Cual dispusieron y inundaron, ordenando W |"> 
MieW y wnisti** *n el libro corrapomlrcíilr. por ñute mí 
i!.' t\W? doy fe. — Rnhirln li* pettn — Ahíww SujnrM — F.uis 

Unnm — B. j£ .Yo-íir .-twí/irt-n un — l\ Hamos flffjía. — 
Ante mí; Ramón T. M'-mleí. 



MIAOS DE DA CORTE SUrKKMA 



DESICXACIOX DB COXjm'BS DE LAS «'AMARAS 
FEDEIiALES JWUA EL ASO IMS 

En Buenos Aires, a veinticuatro dias del me* de diciemhr" 

<lrl año mil novecientos eoawatt y mío. reunidos en m Sala dt> 

Acuerdos -el señor Presidente de la Oírle Sqprenu) de .lus- 
twria de la Nación, doctor ilon Roberto Rcpetto y los señores 
Ministro*, doctores don Antonio S»i-anin, do» UuÑj Linarex, 

don iv-itili» A. Nuzitr Awliorpn» y don Franeisen Baños Mcjia. 

con el objeto de formar para el año mil novecientos cuarenta 

y A», ?a Ií- S '¡* <Ñ ewijueees ihifh bu cámaras federales de 

apelación ■1>> La PlélA. Bahía IHancu, Panuiá. Córdoba. Ro- 
sario, Mendoza y Tiieunián a que se refiere el inciso cuarto, 
articulo segundo de la ley núnvro «nutro mil ciento sesenta y 
Un*, s** |*r¡!ctie»í la respectiva íima«ijiHcú'm. resultando desig- 
nados: 

P.VBA LA CÁMAHA Fr.OKR U, 1»F. í.\ Pl-ITA : 

Doctores Saimirí) K. Alsíiin. Julio P_ Ammhnni. Knri (pu- 
lí ¡varóla (!t >. .1 «lío C. D'u-hl. BDiíojúci Galli, David I^wano, 
Julio Hall ¡na Hcníle/. Luis fi. Qnijmio. Francisco Orion* e 

Ismael Erricst. 

P.\BA l.A ÍMmaKV l'*EI>EIt.\I. DB B.UIÍa líl-ANTA; 

Pocioreít riorfntimí Aislarán, «TitatB E. Corrcjre. lEmíl 
E^he^oy". Franeixeo Serví n¡. -luán 0, Pastarían. Marrúi -T. 
Esandi. Adriano P¡IM<>. F-'rroin Ilnrrio¿, Raúl K. Bastir y 
Arnaldo Lejnrraga. 

RÁMA LA I ' ÍM AHA PE0ER.ii. HK P-tKAXÍ: 

Doctores Humberto P»-traneni, Arlnm S, <.¡ii/.itHÍn, Ra- 
món C. Ft-rrcira. Filem-tin lííax de Vivar. Amndeo Pon*. Max 
Consolí. (V-sar B. PÉwft f'<»Iinaii. Altraham Hari«>lino Ferro, 
Daniel Alhorma y Miguel J. Siiárez. 

Para l\ Í'Xmvrv Fedeiíai. dk Córdoba: 

Doctores F¿IÍx Sarria. Julio Echejjaray. Pedro .7. Frías, 
Miguel líeutmi. Pablo Mariconde, Francisco lteltráfl Posse. Car- 

ios r. m.io, mim a. m<*m m * y 

A. ftgte. 

P.vitA l\ Cámara Keoehal »e Rotuno; 

Doctores .Juan Manuel Baneidari. Rnfae! Bielsa. Alwalún 
D- Cusas, Juan Coloiubo Perra, Ricardo Foster, Fermín 
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Lejana. Ernesto Marquart, Quintín Muaucc, Horacio Ricardo 

Tfaédy y Jos* V. de la Vega. 

Para W Cámara Ff3)KitAí. ue Mílmwjza; 

Doctores Mario Arenas. Carlos K. Aguinaya, Arberto C. 
Can», li«j«!olfo Coréwmas Spetir». Kilmumlo Correas. Alberto 
A. Dny, liamon Morey, jóse K. rodena, Salvador b. Reta y 
Luis R Silveli. 

Para, u Cámara Fkohíal pe Tvciwto* 

Doctores Adolfo 15. Colambres, Manuel Páe» de la Torre» . 
Miguel -M. Campero, Ij«in líousrrs. Adolfo Piossck, Eudoro E. 
Ará*>*. Uolwrto M. Bttfcft Carlos M. SautHlán, Miguel P. 
Día? v EntóSto II. del Moral. 

Todo lo cual dispusieron j mandaron, ordenando se pu- 
Uica* y wgistMM ín ol libro correspondiente, por ante mí 
«uc doy fe. — Roberto Repelió — Antonia Sagarna — Luis 
¿ÚiañS — B. i. A'ow ÁRcfiorcna — F. Ramos JEcjh» — 
Ante mí : Ramón T. Méndez. 



DESIGNACION DE fcOS ABOGADOS QUE DEBEN" 8TT- 
PIjI U EN SUS FUNCION ES A LOS .1 UECES PED ERALES 
LEGALMENTE IMPEDIDOS Y RECUSADOS 

En Buenos Aires, a veinticuatro días del mes do diciem- 
bre del año mil novecientos cuarenta y uno, reunidos en m 
Sala ile Acuerdos el señor Presidente de la Corte Suprema de 
.Justicia de la Xaeión, doctor don Rolierto Repetto. y loa se. 
ñores Ministros, doctores don Antonio Sagarna. don Luía Li- 
nares, don Benito A. Níntar Aurlmrena y don Fracisco Ramoa 
MHia, acordaron formar la lisia de abosados, <|ue con arreglo 
a la ley de veinticuatro de septiembre de mil ochocientos se- 
tenta y och©> deben suplir en el niío mil novecientos cuarenta 
v dos "a los jncees federales de »£»tfB, legalmente impedidos 
o recusados y ejercer las f unciónos de fiscales ad hoc: 

Paka ios jBIflABOS i>e la Capital Federal: 

Doetores Rodolfo J. Clua-llatí, Osvaldo Rocha, Jorae H. 
Frías, Enrique García Menm. Manuel B. de Ancborcna, San- 
tiago Baque. Horacio Bcecar Várela, Víctor D. Goytío, Luis 
Maguan ini y Mario Vernengo Lima. 



-v. ■'■ 
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Pasa La Plata : 

Doctore* Eduardo J. BitlMpli, Jorf María Abanen Suris. 
Kusa'biii Góiuoz. Manuel Orüs, Raúl fíimíncz Fauvetv. Julio 
M. E«c6bar, Aníbal Martínez Sosa, Julin Aurelio Anublo. 
Roberto H, UI>os. y Kspipiitióii sárieltez. 

Parv B aiiía Blanca : 

Dorton-s FnncUco Scrvini' Rafll E. Bntr-r. Rodolfo J. 
DÜlon, Angel Argaflaraz, Mario Ühi.-ir^ui. Boraar<to Vila, 
Joaquín bópes .F¿ur.'siii, Julw <\ Marh'lla. Robertoi Saboree y 
AroaWo bejarraca, 

Para MateeDGs : 

Doctores (iiiillormo AiMiíía Amnrena. Simtintío L. Balado, 
Uoracin l'ánleuas, Hmnrivrto 3. Úriosso, íí¡e;rri)<> Cirio Baúl 
Lnseano. J. Klmrneio í>rtiz. .luán M. Pisaiio. Víetor E Riva- 
rola .v UiiilL-rrao San Murlíu. 

Paka Rt>s,utio; 

Doi-lores Eisriqiti 1 KW|. .Jnari tV*ÍHln. Aiiffol Orli* liru- 

giio-t. Jch<£ N. Amelo. Efernaado bVjana Maeliain. PraneiMO 
A. Agogliáj Rafael Rübfn Scíinmi», Héctor M. Kuz. Pedro u¡- 

ro¿n.v. Meló y Romeo C. Crovetto. 

Pama Sinta PEj 

Doctores FtajefefiO It. Caminos. ManuH (i. del *a*tre. 
Alvaro <¡;nzñ\vz. Sisto liay.-r. Aiulivs Malhuriii. üliuto Á. 
Pin.Ma. .luán & Rueda, Moisés I. ¿íoriimo. Conrado Di»-/ 
Rodrigo* .v Francia J. Gsclnvind. 

PAR\ I v : 

.IWtorvs JobÚ U-mis. Miciu-I M; Suárw. Kiluanlo 
Bo\-in.-j:.i. Conrado tVi-rcira. Pedro (¡lutuu'm Flenüfofcft Va- 
IfUIíii (Siena, Jtipwl .1. linfa. Emilio X. CaM.-lltorf. .Iuau M.i- 
nurl Mir>«-r. Jntf Domíu^m./ Reriiord. 

Paka (>in< ■i:ifi«'is di:i. I/ri-utaa-; 

Doctores Europio ('««lina, -luán K. I.aeav.*.. Abel L,'.|n-7 Sal- 
vatíerra ; Hnrrníoni.- Julio Onrcío, IMi» Punían, T. Danle De- 
voto, Iwetw B. Sáuwti Pnbiic B. L.'>p*« M-ycr, Jos.- Ilaerio y 
PiMro 1, Mas. 

Para CoKrtn:VTE9: 

DwtorM Kn.loro Varciw (!6me*. Augusto Míltiu. Diowe- 
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ÚÓti G. líoluTto (íhisi íniii. Illas Iti-iijainin d<* la Vopa, 

Julio 0- Izapuirre, Ernesto í(. Moal», R lloiiigno Murliuez, 

Para Córdoba: 

Doctores .ínsí A.ntoiiio Alioné, SnlltiáRo IMtráu, Satitíúgo 
¡Haz. Pablo Losada EidvMitojw, Enrique Martínez Paz 
Alirrtln l)ru:u. Lilis .1. IW'. EnriqUó J. Sai'íivia. HoritílO 
VaXÜet y Mauricio Yadarola. 

Para IIku, Vli.e.E: 

DóetOMS Lmifi A. Ajfiiow Xieio, Julio S. AJíBfiB Orort<«rai, 

Tomás TPi Altalcts. riialtfo Ik-ripillu Andiade. Guslavo (Javier, 
.Vwro (tetH Ptídiiíe. I[«jr« (.«Hnielli. Emilio i'. Magjii. UÉ> 
uiou Ortiz Soria y Uiull-nuo Eduardo Iícniiy. 

Para liío Ci'arto: 

Dwtor-ps Al f mío J. Alomo, i Vlavio CjiiwIi'víIm. AIIhtUi M. 
Díaz, líii-.ir.ln Ooraílc? (h.), Jultím Maidaim. Juan P. Remedí, 
Kduardo Itúro ImiIi-u. Horacio Timk-ra. Juan Vázquez Cañas 

y Julio A. V.,ivn\n. 

PaKA SaXTIAíio 0OL EstíJíO: 

Ductores Víctor M. ¿bolos, Asustin AruibH.v. l'cdru P. ¿r- 
nodo. AnUwiio CaAtigUone, MamnJ Km-Niin* C'áwn-s. Ortavio 

Ai FVntfimlra, ¿lfreífo Garyaro, M¡" E. G'omálO, Vtoor S. 

(¡u/iiiaii y Juan Claudio Zanoni. 
Para Ti'cumÁn i 

Doetorr* Juan 3t. TVrñii. Arturo de la Vtígu, Mario Colorn- 
hriN üjiNiii'ndia. fínoael Sosa, Roque li. Arspon, Carlos B. Uri> 
buril. Jtomn tlr Zavnlíii. Romtíii A. Aren. Kiluarclo Martínez 
Zuvalia y Eduardo Frías Silva. 

Para San laolst: 

l)f>i't(in's Jiihu Oírlos San, líicanlo Xavaln Orlií* Alejan- 
dro (¡:ircia (¿ni raga, (¡níiriri Arce Ituivía. Julián Iíarroso Jto- 
dr&ucfti Gilberto Sosa Layóla, Marcial llfHlríeuca (h.) ( Dq- 

uiiii';» Plores. Nicolás Joír¿ y Alfredo Znvalu Orliü. 
Para 5Ii:si«ka ¡ 

[)m-toivs Alfjfiinlr*» Antcqneda l&feBSÓQj Julio Alberto 

Civil. Mi'lt-lior I, Chafarrín, floraciu l)»y, Jíobprto Esliv-Ua, 
ÁvjivX K Km>es, AHu-rto l>. (¡a viola. Nicolás íiuiiíaz» Sícardi, 
Emilio J. Ónloanó y Carlos Rniz Villanueva. 
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Pa«a San JtArAn.: 

Doc1n.rM Manlio II. Afiü«ó. Luí* Julián AgiVro. Anpel B. 
Biislelo. .Jo*- N. Cisuwnw, Alfredo lí. QfflirtffCT, Pascual F. 
Ganrinlo, Francisco .1. Gallardo, Ci<vmonlc Mnnoliado. -Tuun 
B. Tílale Nocirá y Kmilio J. Kryriaud. 

Paiia San .rt-AN : 

Doctores SWwifiüán E. Alvo. .Tns¿ Grano. Luis M. Mn- 
llfailv, -tosí- A, Moreno, limli-lfo Qiiimsa E^Cgflr«y, Mariano 
Ramos Mejfa. Pnbln A. Tlniiiella. Rubín D. Sarmiento. Euri- 
iliie A. Stolbizrr y E-lio TVIio <¿nírog«. 

Paiia La Ki-O-Ia: 

Doctores «iranio Wra Valle jo. Tomás Wra Barros. Enri- 
( ( m- ÓliitóMtB. An^el N. Agaw Hiu-b-. OmAp X, Wra 
Barros. Miguel A. í"¡irrifO Pernee. Sesiindo C. Aviljt. Tsaae B. 
Cnrroona Valcnlini, Jos5 I. Hernández dnl Moral y Wences- 
lao Frí:is. 

Par* Catamarca; 

IlrtHor^s Oclavio Xav.1r.r0, Ern<*to Aniña. Ramón C. 
Ahumada. Osvaldo Gónioz Rndrijíuez. Luís A. Ahumada. Al- 
fon*" M. d<* la Voira. Armandn Apuña. Guillermo Franco, Ju- 
lio (V->%ar ICodrí^in'z y Sinfoiiauo Herrero. 

PvKV fí.U.T\: 

Doctor*-* Guillermo Vilb-cns Oliva, diian Carlos rribuxu, 
Alilio Cnrin'jo. Arlun» S. Tnrlim. Man-os AUiun. &mti«fío 
FlenmiL'. Krnesto T. Rechcr, David M. W¡iravi¡». Vicente Ta- 
ma)-.» y (Joñ Krneslo F. «avio. 

Para JWICT i 

Doctores Pedro Bu i t raso. Héctor CiirriR". Daniel Gon- 
zález Pérez. Damián PimJi. H-'crnr M. <l«mzález !.larain*are«. Ar- 
turo Polis,» Mujiv». T-V.filn Snnchcx de liusi.-imniito. Guillcr- 
no «ivas. Greyorio II. fluznián y Mario Romano. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, orden rindo se pu- 



£uÜ r.'narrí. — «. .1. tf«Mr ^«eftor^Mfl. — F. fíanos , 
Ante mí: rtm»ó n T. Méndez. 
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ERNESTO A. ALMIIÍOX 



RECUIiSO E\IRAOItl)/.\.\UIO: l>i,*ai„. n wrnaVx. 

Del* desestiumrs.'. |K»r falla <Je intcrós, el recurso i-xtra- 
onlinari* deducido p<fr qnim solicita f>iu i'-süo 1h habilita' 
ción de) feriado de los tribunales y recusó ni juez de lur- 
Wi si I* í'-niiimiciOii de aquél Im tornado inútil para I» 



:mmdamj<»i)u* jiuvica de las [«-¡ieioiKs qu« foruiiia en el 
recurso <•>. 



RECVRSO FXTIÍAOieiUXAfílO; CneslÍS,n fcbral. Ca-ot>. l.'uct 
del CoH'jwtK. 

Procede o\ reeurso i-xtraordinario cintra la sentencia de- 

negatoríB del dera-liu [andado por el recurrente en la ley 

nacional 4707. 
EJERCITO XACIOXAI.. 

nÉmicio militar 

I-ds nrls. 16 y 71 de la ley N - ' 4707 se refieren a la fecha 
fijada para el cumplimiento de la obligación militar sin 

<i) F«ba del fallo; forero i ¿o lUt Ver Kaltra: 189, 245; 




JOSE RECUZZO 



190, 



lí fallos ih: la corte m:pke»a 

distingo:- entre la incorporación definitiva y la provisio- 
nal, hac ¿ndose empicado el verbo ••incorporar?»" impro- 
piamente en el sentido do presentarse on*c Ih autoridad! 

militar en la fecha de la convocatoria. 

EJERCITO XACIOXAL. 

SEhViClO MILITAR. 

I.a fujra posterior a ta presentaeión del conscripto mu es- 
tá a Ja esjwra de ser conducido id cuerpo a <|ue ha 8¡do dea- 
tinado, no constituye la falta de ineor|ioracióii prevista 
en el art. 71 de la ley JJ» 4707. 

COXST1TVC1QX XACJOXAL: CoxtfitHrionaUA^ * incoMn'lurio- 
EJERCITO XACIOXAL. 

sHrieio MILITAR. 

El art. 1$, ine. b) 2* párrafo, de l:i Fíenla mentación de 
las Leyes d* Enrolamiento y Servicio Militar, en cuanto 
establece «op los que fufasen del rnnrtel antes «le la "alto 
definitiva" deben ser acusados como infractores al Ha- 
minio d«' la cías.-, no li» pedido ampliar ol eoneepto de la 
ley mpocfiva sin violar el art. 86. ine>. 2', de Ja ColMti- 
tuVicín Xacional. 



Sentencia oki, Jcej: F-edeb.u, 

Rosario, m-tul.re 10 de 1941. 

Vista la prewnte causa forreeeioiiiil por infracción al art. 
16 <Jc la, ley 471)7. seguida a inslafleia fiscal contra Jtwó Re 
cumo. arfeiilím», de 22 añas, sopero, jornalero, con instruc- 
ción, próécsa'tlo anteriormente y domiciliad*» en el Ptóajfe San- 
toa Diimont N» 12M. 

Y Considerando, «pie : 

Primero: El señor procurador fiscal n fs. 2 inicio acu- 
sación contra .-I ciudadano -Ic*é KcMiz» por no habers* pre- 
sentado a cumplir en la feelia fijada por las autoridades mili- 
tare*, el servicio militar i«e le enrrespondió por sorteo. 
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Segando ! El acusado que debió presentarse a las filos del 
ejército entre el 18 ftl 29 dé diciembre de 1939 (informe d« 
secretaría de fs. ló vta.). no pndte hacerlo por hallarse en esa 
época, detenido a disposición dri señor jues del crimen 

<h. 10). 

De «a detección tenía cotiociraient* el I>. M. 33 (informe 
de fa. 12, punto 1*) y por dicha causa consideraba al •'cau- 
sante como no presentado por causa justificada". 

Tercero: El acusado" w presenta espontáneamente al Re- 
gimiento 11 de Infantería el día 13 de junio (fs. 8) pírioa- 
neeiendo inc«]>orado cu calidad de agrega-do hasta el día de 
su fuga. 

El <lía 17 de jimio <f«. 12. punto $•>), dice el D. 31 S3 que 
Recuezo fue remitido al líegi míenlo 11 de InfnnteTía ''para 
su reconoe ¡miento médico". 

El día 25 de junio (fs. 12, punto 4'), el Regimiento 11 de 
Infantería comunica que "rebulló apto para todo servicio". 

El día 27 de junio el D. M. 33 solicita, al Comando de la 
3* Región Militar el destino para la incorporación de Reeur». 
El día 2 de julio se 1c destino al Ser. Batallón de tapadores 
Pontoneros (Gualcpruarchúí- El día 7 del mismo mea se le 
informó al jefe de esa unidad que* el acusado ftecuzzo se bo- 
llaba a su disposición en el Regimiento 11 de Infantería. 

El día » de julio, Recura» salió con licencia del Regimiento 
11 de Infantería no regresando al término de la misma. 

Cuarto: Con los anU-ccdentes relacionados se realiza con 
fecha 8 de setiembre- último a fs, 14-15 la audiencia de sen- 
sación y defensa. El señor procurador fiscal manifiesta en es» 
oportunidad que Recuzzo w íngó antes de ser incorporado a 
la unidad a qne fuera destinado y dado de "alta efectiva." 

r dicha causa, y encoadrando t\ caso en el apartado 78 toe. 
del R. Sff. L. N» 1, fui deducida esta querella a instancia 
de las autoridades militares, para las cuales el prevenido no 
es desertor. Acusa a José K cao» por infracción al arfc 16 de 
ta ley 4707 y solicita se le condene a un año de servicio mili- 
tar, fnera del que le correspondió por sorteo. El aefior defen- 
sor oficial, "por au parte, sostiene que su defendido no es in- 
fractor sino* desertor. Deja planteado el caso de interpreta- 
ción a la ley 4707 en el sentido expuesto. 

Quinto: En esta situación ae haee indispensable consi- 
derar previamente la\ calidad qw investía el ciudadano en d 
momento de su fuga, qne sefrún cuál sea, corresponderá o no 
la aplicación de la ley 4707. El aportado N* 78 inc, b) del B. 
h. 31, N» 1, dice textualmente i "Las unidades eoruñderartn eo- 



1 



u fallos u coim: scrnou 

mo "alias efectivas" a los conacriplos declarados apto* definiti- 
varoeiite, y *e entenderá que ¿ato* quedan sometidos a la* leyes 
—a vez terminada la incorporación. I*os que se 



Jos por l« 



mil ilares como infractores al Uauind» de la « 
rceni placados inmediatamente". Como Sé ib deben conside- 
rarse alia» efectiva* Ion conscriptos declarados aptos defini- 
tivamente y el procesado quedó en tules condiciones el 25 de 
junio de 1941. E! caso de Itttót no es de aquellos que necesiten 
esperar la terminación de la incorporación, porque esa última 
parto de la reglaoieiitaciún trunsc-ripla. se refiere n la ineor- 
peñeita t--enerat de conscriptos, que comúnmente se realiza 
en Ion me»* de enero de eada «ño. 

La circunstancia de haber quedado liecuzzo desde la fe- 
cha de su revisnción hasta el día ti de julio del corriente año 
en Ja unidad depósito, por disposiciói» de las autoridades, no 
pílele <*n niiurún. easo implicar <\w el ciudadano no se hallaba 
sometido a las leyes militares, desde que ti había hecho cuanto 
estaba en sti maní* para incorporarse ni ejército y se hallaba 
4'ii condiciones físicas de servir en el mismo. Hería argumentar 
al BAÍttVO de la realidad sostener que el procesado no estaba a 
disposición de las ¡ruloridades militares* y matclido a sus leyes 
y rejilaini'iit'^. porque la projoiuiiición de SU permanencia en 
¡a unidad dnp¿sito. pudría retrasar haftta el h'-raiina de su ser- 
vicio la incorporación a las filas «leí ejercito y en tal caso se 
tendría vi jiliMirdo de un ciudadano que cumple su* obliga- 
ciones militares fin babor e^tad» nunca ineorporfido ¿; por 
lo tanto, no sometido tampoco a leyes de ese carácter. 

Rn .-1 t. 4:1, páf!. 4ü:í de J urÍspt'HtltncÍa Arfttiilina, se ha- 
lla resuelto un caso por el señor juez federal Dr. Axtipueta, 
enn.firm.iido por la Ciimara Federal de T*a Plata, donde se dice; 
"Su futra, en tal cus-), sin haberse llenado ese requisito (se 
refiere al traslado a la unidad de destino) por parte de la 
aiitnridnd militar, podría ser motivo de una sanción discipli- 
naria, per. no la del art. 71 de la tff 4707, que ;»r su carác- 
ter pCRal, debe interpretarse en forma restrictiva para, aque- 
llos vitlilatlanos que no se presenten a ineor]>oro.rse en la feclia 
en que han sido convocados". Asi piensa igualmente el sus- 
cripto, 

por estas consideraciones y no obstante lo solicitado por 

el señor procurador fistr«l, fallo: abwhrfendfl a Jorf Hecuzzo 
de la presente querella. — Raúl F. Cepeda. 



V-''.: 
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Sentencia de la Cámara Febebal 

Kowario, iiovH'mbre 3 de VJil. 

VUlm y comidera nd© que: 

Triim-ro: La deserción supone, uecesnriamenlo, «1 cons- 
cripto i'ii aeVviéíb, y éthUi a su vez, depende de) reconocimiento 
definitivo de mi aptitud y de mi incorporación a un cuerpo 
ti* terminal.! o. yólo entonces puede decirse que tiene lugar su 
alta efectiva, y que el ciudadano queda sometido a la juris- 
dicción militar. 

Segundo: lin el presente caso, consta que .losó ltecuzzo 
no pudo incorporarse con su ch»se por hallarse recluido en la 
cárcel de esta ciudad en cumplimiento do Ifl pena derivad» 
de un delito común; que, presentado después de sit libertad, 
fué remitido al Regimiento X» 11 di* lufautería [«ira su reco- 
nocimiento médico y '[lio. vn ow examen, resultó apto para 
todo servicio; «uc, requerido el Comalido de la 3» Repión mi- 
litar para que decidiera el "destíim dé incorporación ', orde- 
nó que fuera juicsto a dÍBpo&íeiafi del Batallón X* 3 do Zapa- 
dores Pontoneros destacado en (Jualccuayi'lin. para ser dado 
de alta: que ese cuerpo fué informado de la orden superior; 
pero, -que ante» de que ella pudiera hacen-e efectiva, líceuzzo. 
que liíibía salido franco, no represó al cuartel del ÜepimieK'o 

11 de Infantería, hiwta que fué aprehendido v depositado 
nuevamente eu esa unidad por orden del señor 'juez federal 
(informe de fs. V2). 

Tercero: IV lo expuesto resulta que el procesado, que, 
por una causa justificada, no pudo incorporarse con su clase, 
ni Mr examinado en Ini fecha reglamentaria por la junta de 
reconoeim ientos medico», en el "centro" respectivo, fué reco- 
nocido en e! Regimiento N* 11 de Infantería, y que nllí se lo 
mantuvo en depósito hasta que fuera trasladado a la unidad 
de su destino, Sólo al ¡apresar a ella debía, pues, ser consi- 
derado como nltn definitiva, según lo expresa claramente el 
ine. b) del párrafo 78 de las disposiciones rcgrlamentariaa rela- 
tivas a la incorporación de- los conscriptos, y solo desdo en- 
tonces, podía incurrir en un conato o en una verdadera deser- 
ción, InfiCUttO de los motivos que pueden constituirlos, sepun 
loa artículos 74 y siguientes del CóVig© de Justicia Militar, 
refieren a la simple ausencia de nn conscripto en depósito, 
sino a la ausencia intencionada de un soldado ya sometido al 
régimen del servicio militar, y a todas sus consecuencias. 
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Cuarto : Por lo demás, parece lógico que si las .« b Laicas 
de la organización <I<cl ejército do han podido ni debido prever 
todos los dotallea relativos at servicio obligatorio, sea ln auto- 
ridad militar la que deba hacerlo, dictando las reclamen tacio* 
n«* jx-i-liní utM y | ireseTÍbinulo va ellas todo el mecanismo 
relativo al enrolamiento; al sorteo, altas y bajas de los cons- 
criptos, y al móntenlo cu <¡u«* ellos d< l bnn e*n •íidfHrs» defini- 
tivamente rcalixadañ. 

Esta coiisideraeiñn disipa, :i juicio ñé ln Cántara, ln« ar- 
gumento* explanado* por el señor defensor oficial en su ex- 
poNÍciiiit de fs. 14-15, acerca ilel val'i-r <le. los reglamentos Vi- 
gentes, y explico a !» vez que ella, *in desmedro dé su potes- 
tad, se atenga pri»i«hl lilimente a BU 4 preiéptw para ealifÍMP 
la verdadera sitnaeitín del procesado, -en el momento de ans«n- 
larse del cuartel del IViíimK'ntn N° 11 <le Infantería. 

De- conformidad fiscal. *c resuelve : 

Revocar la sentencia apelada. ..Iiralll^ n Ft. 1E-17, y WB- 
llenar |1 ciudadano José ReVtHSQ, como infractor ni artículo 
If. de ln ley N» 4707. a prestar un uño ife servicia continuado 
en las films del ojéreito. además del que por sorteo le ha correa, 
pomlido. — JnJio Miro. — Sanio* fíartOñi. — Jotgt Pttri. 
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Ruónos A i ros, feltrero fi do 1Ü4Í?. 
V Vistos: VA recurso extraordinario, deducido por 

el «flor defensor oficial do .!«.«<* Rectuao contra l» ¡-en 

teucia do la Kxcma. Cámara Federal de Ai>claci.óu del 
Rosario <|ih> eomtona a sn defendido a prestar un año 

cjórcilo, ailcmúa 




Que José Rwuíifo, oldigado ¡ti spi-vk-Ío militar, de- 
bió presentarse ni Repimk'nto U de Infantería, General 
Las lleras, entre los áíaft 18 y W de dioiemhw de 1U39 





DT. JC-STICfA DE LA NACIÓN " 

señor Juez del Crimen del Rosario, el Distrito Militar 
lo consideró "no presentado por causa justificada". 
En libertad el 11 de abril de* 11*41 se; presentó al rep¡> 
míenlo, ¡Mira su reconocimiento medico, el 17 de junio 
sjiruícnte, y declarado apto para todo servicio se solici- 
tó ni Comando de la 3* Región Militar el destino de in- 
corporación, el ojue ordenó «I 2 de julio de líM! que 
fuera puesto a disposición del Batallón X* 3 de Zapa- 
dores Pontoneros para ser dudo de ulta. En tales con- 
diciones, el 8 de julio Recuzzo, qué permanecía incor- 
porado en calidad do alegado en el eitndo Kegimionto 
N* 11, salió franco y no regresó, siendo detenido en agos- 
to y procesado por infracción al art. 16 de la ley X* 4707. 

Que el señor defensor lia sostenido en el juicio ijue 
la soln presentación de áu defendido lo coloca fuera de 
toda responsabilidad como infractor al servicio militar, 
y Que al salir franco y no regresar sólo lia incurrido en 
deserción, planteando el caso federal de- interpretación 
de la ley X o 4707, y como la sentencia recurrida resuel- 
re que sólo el ingreso a la unidad do destino puede ser 
considerado como altn definitiva y lo condena, interpone 
recurso extraordinario Cpio lo ha sido concedido. 

Quo euostinnaiidoso ln interpretación do «na ley 
nacional y siendo la resolución contraria al derecho en 
cuyo apoyo lia sido invocada, el recurso extraordinario 
corresponde. Art. 14, ine. .T, loy X* 48. Art. &, ley 
N* 4055. Fallos: 184, 5; 18S, 115; 1ÍW, 130. 

QnQ toda la cuestión se reduce a establecer en qaé 
momento so produce, en el concepto do U ley, la íticor- 
po ración del conscripto a quien lo ha cor respondido, por 
s-orteo, el servicio de un año en el ejército permanente. 
El art. 1G de la ley $» 4707 establece ln forma en que 
serán reemplazados los conscriptos que no se incorpo- 
rasen "en ln fecha para la enal fueron convocados", 



JALLOS I)E LA CWITE SCPBflU a 



sin perjuip.'n do las ■peimlidades establecidas para el in- 
fractor, y el art. 71 al establecer la pena lo liacc pata el 
conscripto t|iic no se incorpore, sin causa justificada, 
"en la fecha fijada paro pfcclunr su wervU'io". Coma 
so ve Biabas disposiciones, «pie se coi n plomen tan, so re- 
fieren a !a fci'hu fijada para el cumplimiento de la obli- 
gación militar, siu ilUtiiiguir Mitro incorporación defi- 
nitiva i acarpo raei*m provisoria. Kn realidad lia em- 
pleado el veri» incorporarse en forma impropia, como 

si fuera sinónimo de presentarse, cuando Ib obligación 

que tni|Hine la ley es la de comporeeor ante la autoridad. 
)iu litar en la feelia de Jn convocatoria, seyún rom de 
los cnrtól«8 que se publican al efecto <|"° deberán con- 
tener, entro otras cmiiiei.iciones, el día y hora do pre- 
sentación, punto de emUrquo, de. BegÍnmentoeI6n de 
Loyes do Enrolamiento y Servicio Militar, 70, inc. d), 
pÓg. 169 Gil de ÍÜ39. 

QQ£ v¡ fl¡ esto se agreiía <|uo» se (rata de mu» dispo- 
sición de carácter penal y, por lo tanto, de interpreta- 
ción restrictiva, cuya aplicación sólo delie hacerse al ca- 
so exprésame n le previsto, resulta claro cjWé la fflga pos- 
terior a la presentación del conscripto «¡no está ¡i la 
espera do ser emulando al cuerpo a 0,06 lia sitio di.-sü- 
nailo, lio roustihiye la falla de ineorporaciún preeista 
por el art. 71 do ia ley .V- 4707. 

Qító la ilisposición lie la Keudaniciitaeión do I,eyes 

do Enrolamiento y Servido Militar al establecer — K*78» 
ino. h), l" párrafo— que las que fugasen del cuartel 
antes ile la "alta definitiva'* sean acusados como in- 
fmetmvs al llamado ele la elase, haya o no *i<Io Apretada 
por tleei-c-to dd V. V,., no lia podido nmpliar el concepto 
de la ley sin extraliniitar la facultad reala mentaría y 
violar el art. 86, ine. 2" ríe Ía Constitución Nacional. 




DE JUSTICIA HE LA NACION 



General de la Noción, se revoca la sentencia recurrida 
de 2'2 en cuanto lia podido ¿éi* innlciia del recurso. 

líotiííqnese v deTuélvaso yl tribunal de origen. 

Asiwio Sagauxa — lí. A, Na- 
zar Anchohkna. — h\ Ra- 
mos Mkjía. 



MAliTIX JÁGOBI5 *>, PRÓVIX'GU DE BUENOS AIRES 



Ke obstante tratarse fy üit seto Atoado por otTos ínti- 
eionario*. procede QOfl pt ¡Seciftiirin <Jc ta Corte Suprema 

expida testimoiiiij del dwwto dictado por el Poder Eje- 
cutivo de la provincia demandada y destinado a ser pre- 
sentado mié aquel tribunal en calidad de t micción ja- 
dicifil ('). 



TALUS'A I.AEVAI'HIKrs v. .ll'Rl KAT.LASTE 

COSTAS: Prftrrollfí ,I<-1 UH{t¡". /Ji*>í*fr*i 

XErVItitO RKTltACHiMSAllW: 

Las costas del r-mirso extraordinario deben ser sotisíe- 
elms en el orden causado, aun cuando el interesado desuda 
del recurso (=). 



JURISfíJCClOX: iarírfmfat y tnnliéiu» r-jijeias. 
TERCERIA. 

El tercer poseedor debe hacer valer sus derechos- ante 
Oí juez que conoce ca In ejecución de la preuda agrá- 

nn ( ) . 



(H Fm-Ii* <W (a1l«: febrero «le )M& 

1 i 



180. 3S1. 



ru.MK i«: r..i wmr. m.tkkíma 



SAXTLVGO MAlíCIAL CERRCTTI 
XBGVltSO h'XTfíAonruXARHh ffrtobwAfe. 

La ptvscri|it:iim ■|ii< > »■ prvU-inlf cumplida durante *l trá- 

iniu* drl rmirw» • , slr¡n»nlÍii»TÍ"i pe puedo M * ol»j*io do 

lirnnum-inmü'iilo alguno de la ("orlo Suprema, no ohs- 
iito 1» nnlitral*)» pwinl df»l juicio, porque H ar!. 14 
> ia N* 48 s"ln atribuye juríwliwión nielada res- 
«!« I«8 rm-slimir* redórale* «wtfiimri» cu «Ha y 
(tan por él fallo recorrido ('). 



PROVINCIA DE 



HO'i t>tnriniit. í'«rn.f<i* rtVi/rf. 

La provincia que niflWtt*TC min 
áuffróáfli fundada éri )¡i distinta v 

ia <*) ? 



v. LUIS A. MOLINA 




la Corte 
mUdó, 



BANCO PE LA NACION ARGENTINA v. MCNICIPALI- 
DAI» DB LA. CIUDAD DE RI ENOS AIRES 

RRCVBSO f-XTflAOBDIXARtO: rwífWii ftJcrot. Caaos. Com- 

lilmim A'nf»«Hif. — /.rw* tfH Cwjrrtí, 

Procetle el recurso extraordinario contra Ia sentencia de- 
nrgatoria de! doredm fundad» pOT ei nprlfinte» «n dispo- 
siciones tlí- la Constitución S'aeiotial y do la !«>• nacio- 
nal N> 4.-.07. ! 



{i> ftcft* J«J fílta: fehrern 11 <k« 1942. *V<k tW*0>í 11B, 
lfl?. 2S¡ ITS, 231; 1*0, H*j J' «Wttín. á-' Finí*.: ir-», 53; 
13;' 1»; SI. 





|»K JirSTWtA DE t.\ x.veiíw 

¡MJTKSJOS: /'nne«j>iW tjintralti. 

Kn la UepiíMion Argentina existen irvs 

muniei pales. 

AUTARQVtA. 
XÁCÍOS. 

REVI USO tíajytÜAXm VE A¡'EI.ACtOX: ¿W. JnWM CU GW 

Si lúon la XaeifMi no ps distinta t!e las reparticiones admi- 
nistrativas nutá rrjiiíciis, fctns se diferencian de aquflla cu 
cimillo a ln manera dé solie-Tnnn*. ni alcaucí* de sus fa- 
cultada, a ln jitrÍKlieci'111 a que están sometidas en sos 
litigios v a la personalidad y representación con Cju? ac- 
túan en ello*: por l'i chíiI ln Corte Suprema lia declarado 
que cuando ''lias litigan, ta Vacii-n im es parte directa en 
el juicio y lio proivdc Ir tercera Sustancia ordinario. 

Mt.\H'ri'AJ.ll>Al)K<: Prhwipib» &áfíiffltj¡i> 

r<n ifiiiiícipnliiUul (TC la Capital Federal no n un poder ¡ 
ni una líe las entidades «fonemas que inteirran el sistema 
republicano. represen! a t i vo, federal ailoptudo por |n Com- 
titm-ióii Nacional. 

Ki d«r«fl <ii> 2 dó B9Íierabni cié Í852 MoHnédo del Direc- 
torio' d« íl t"niife.loracii'm Argentina menciona I» palabra 
l*»ht referida «I résiiiien municipal que croa. oit el «'ti- 
tulo de poresta.1 local «lentrn «fo lo* pacieres eoiislitneio- 
imIm del Estftdn y equiparada al jVNtor paternal di» fitnii- 
lia, y tanto lo-; anteceden trs iiislr»ric(»s como lo* referentes 

:i ra nfieiun de la ley arjgfoíía ft* !a Jlutiivipaüditíl de la 
Ciudad, de Tíñenos Aires, demuestran epu- esta no « ni 
hit sida- tina simple r* , p.irtipi5n ntliiiiuisirntivn une' 



MHTSTOS mtSKfPA LES. 

3ri:\lCtt>Ai.WAI'E*: F«r»ítadrt. 

Si hieil el Oniireso lia cslafcW-ielo la* materias o ramos 
üohr» l«« cuales puHen ¿reftrse |rrnvi'iiiieiws «mili 
CTtrún la ley or^ánicn corresponde al €on«Í0 l»eli 
fijarlos, «m.raer emprentas l.asía ckrlo monto y 



unr las propiedades de ln Municipalidad, con I 

facilitad U-c Miirioiiar ni pn'siijmcslo. 

lAU'rKSTOS; l'rim-ipk* 

lUM'KSTOS XA CWX-AZK8. 
lUM'KSTOS' Z'/iOl'I.XCIALÜS. 

X© es posible confundir o identificar impuestos 
Iims o ptomiciales con pravúinencs municipales, por 
^'instancia «1* ípii 1 ó-dos se hallen autoriza ' 
ii.icionnlc* o provine*, es. y el Poder Lej-UI 
«lieial no han incurrido en tal confusión. 

La exención establecida en oí art. 17 de la fe> N'" 4507 a 
favor del Üiinrn de la Nació», nn coniprfinle :i Uw prnvá- 




BASCO T>R LA XACIOX. 

istf'l 7RSTQS Htm&IMLBtí; 

El polín» A» Ioa servirlos municipales de alumbrado, ba- 
rrido y l!mj.!.vn ni (tañen de- ln Nnvi.'.n no entorpece el re- 
bullir y eficaz dése nvol vim ionio del mismo; y a falta d« 
exención leiral. DO procede |:i acción de repetición de lo 
pagado en ese concepto. 



Sentencia dei. Juez Feperal 

Buenos Aires, junio 30 de 1939. 

Y Visto*: B*tos autos rnrnCuladoa "Raneo de la Xaeión 
Arpentina contra Municipalidad de la Capital sobre repetición 
di» pafco", do cuyo estudio rcsultn: 

1* A) Que a fa. 2, se presenta 5t¡cucl Grané, por el Banco 
de la Xaeión Argentina, de-mandando a la Municipalidad d« 
la Capital por repetición de la suma de pesos 1.220.550.66 
m'narional indebidamente cobrada a su mandante. 

B) Espone: que la Municipalidad, por ante el Juzgado 
a mi corno, y wcre»aría actuaría inició juicio de apremio por 
éofero "del impuesto de alumbrado, barrido v limpieza" con 



de justicu i*: la xaciún 



más IghR mullas corras noiid ¡cutes. Intimado de pateo el 

coiisiptn'i. bajo iwotcéta y haciendo reserva <te sus nceiones, 

ln suma demamlads. jwr cava razón inicia ahora este jui*w 

ordinario «pie funda eu los aris. 7S4. 7y* y concordantes del 

Código Civil, 

C> Sostiene que la exención del impuesto cobrado le co- 
rresponde ii uu mandante, de ftt&érda Mi el art. 17 den ley 
4507. Y rilo jvor dos motivos: el primero, porque los tributos, 
imptieslos y conlvibuc iones que pírcibe la Municipalidad de la 
Ciudad de* Buenos Aires son iia-cionoles, j-a que "ln Cspfctal 

Federal no es .lentso dol Estado Ar«fentino una entidad dis- 
tinta al Gobierno Federal", aris. 3", 67. ine. 27 y 66. inc. 3" 
de la Constitución y rilo s»« demuestra también jwp cuanto el 

tríbulo percibido no resulla lanío de un neto impositivo del 
poder municipal cuanto de su ley orgánica que lo autoriza 
al incluirlo entre la* fuentes de recursos; y el secundo, porque 
al hablar Ib ley de iinpnWtM o contribuí? ionw ahnrea no sólo 
los impuestos propiamente db-lios sino también las retribuciones 
de servicios o sea loa comúnmente llamados tasas. Funda oslas 
aserciones en folio* de ln Supremn Corte que declararon al 
Bnneo exento del papa de papel sellado^- ú> la oontritoKión 

Gacdt *í ffOT», t. i 10, náir. 115. 

DI Afirma que aun cuando no existiera la ley. la exención 
resultaría para el ltanco de las disposiciones constitucionales. 
Comienza ¡tor establecer el carácter npic inviste el Banco. Cita 
en extenso un fallo de la Corte registrado en el t 18, páp. 162, 
donde se estudió con detenimiento sus privilegios y sus facul- 
tades que resultan ele su enráeter de institución public-a^Afir- 
ni a también que el Banco de la Nación es 
"cjue forma liarte integrante del Gobierno rctierai y 
capital y bienes que están en su patrimonio son de 
do la Nación; que el Banco es por tanto un ftWnfl 
no, al que "amparan todas las exenciones, del 
ri«i que frente a cualquier poder exlrafio son 
Estado Nacional, salvo las limitaciones que en tal sentido puede 
imponerle el Poder Federal, que es quien lo eren. . . . 

E) Entiende que no puede el Estado Federal en «ua 
propiedades ser materia de impuestos en las provincias o las 
municipalidades, de acuerdo a lo que establee* el art. 31 de 
la Constitución, y robustece esta aserción con la cita de la ju- 
mprudencia y doctrina norteamericanas que entiende termi- 
nantes en este sentido. Considera que la Suprema Corte Ka- 



24 »: Ui OOKns aura-cu* 

lío al ofeeto los fallu* del t. is. pégs. 340 ¥ Stó v t. 23. pag. 560. 

F> Dice qoo h .1 principio citado so aplica considerando 
a la Mutm-ipaliiln.l eoiab un ..riranisriin <iif emito ul Poder Fe- 
deral, tanto más debe r^-rir >i w considera a lít Municipalidad 

en .«.ii verdadero MirAcier. que (?■ el de parle de ese poder ya 
*t "*■ ,A ■wtwmpowctóíi m. puede .-..n-iiiiiir W crilrrin de una 
j»lftí«A riiuiiicnTn ni ncept:irse por im|tíiWfiéÍ8¡ y s[ sólo en 
lew cjisos «pie indiseiitiblemout.' so eneitontren ilKluúloa en la 
Consl itm iún y en la ley. 

G) De re.snlt¡n d<' l<> expiu-it» saCl ¡n ciHU-lutiiiin fpit» fun- 
damenta «d dictamen del Procimulor General «lo la Nación, 
do ana. eomTietcs di esta naturales im inexplicables y que 
debería ri'M Iv»t1<k dír&Qtamuilfl el Poder Kjecutívo eonio n- 
presenfaut- de la mi ni i libración púMira. 

IJ) t Concluye haciendo resaltar (pie aun cuntido no era 
necesario, se ha nitifícado en di^CTSftS leyes el criterio cons- 
titucional a! eximir al Ilanco de impuestos v ta*as; recuerda 
(|iie fu Municipalidad no cobrú minen tal» "cont ribueioiws ni 
lu? Iin cobrado a la* oficinas públicas nacionales, y luego de 
fo¡ nular un resumen do l¡i demanda, enneínye solio, itand-o su 
prt» -reso en tcwlntt sus parteé c«u intereses y'eostas, 

i" gafar nda la nimpi-lfiirut del .Iti;.tra(to y corrido tras- 
lado .-e la demanda, lo evacúa n fs. 24. Jos,' María Moreno (h.), 
«ta representación do ln ileuniidada. 

A) So formula observación uinenna en cuanto se refiere 

al eapitulo da los bochas eamVnidos en el werito de demanda. 

B> Afirma qufl el arf. 17 tío la líy l")t)7 no exonero al 

«anón de I» "lasa ignorar de alumbrado, barrido y limpien 
que 1(9 cobrara su nu-iinrante. lóenla para sustentar esta opi- 
Jiiñii lix imlei-prionlm I ¿ata di r-n dUpatición v tranwrihe 
diversos peajes de la disensión parlamentaria habida en la Cá- 
mara de Diputados y ¡\c la (mal rendía que na oJ»t*nle haber 
tcuñb» presente la Cámara ln facilitad de ex«mrar (te Ion ira- 
pHMtos y eOfllribuíioDw UHtiiiwiwh-s. un apeptí este criterio, 
limitando <'l privilegio de la éxonwátiiéa a loa na¿i(róslca v 
ptovíñciat««. 

e) Sostione que -estíi f*lu<riwi es tanto imus iuii^i-tante 
«llalli» n'lr a la IWIia <Io la disensión parlnnienti.rU la Supre- 
ma Corto había n-snolt.*, falle», t. 2S f pfig. 265; que fl Bnneo 
no se óqcóntrabn exont<i ríe! um do |»apél Srlledo «'» sus pentio- 
msjudieinles. ralifieand" 1 ifinpo después PS fe eriterío. Fallos, 
t. !>.">. páff. 9; pjoh los cnales fallos la .iun.s|»rml»nc!a rilada po el 
emérito .le demanda vino a njoedar dehegttda; Y ou ln díscirsi.'ín 
parUmeiitaña K prtjwtó formular al art. 17 Ao la lev 4307 



DE JUSTICIA HE LA XaCIÓK 2S 

un Hiíropailo eximiendo ni Bango (le la Nación del ns* de papel 
sellado cu tus provincias, el cual fué votado con resultado 
negativo-. 

1>) Entiende qii<- la expresi.m omlribucióii o impuesto 
contenida en la U>y 531 y repeliila (>n la 4.W7. tiene un sólo sig- 
nificad».. <'l de impuesto, y que l;i alternativa, so ha utilizado can 
el útiieo proj Mísito de (pie un se entendiera, de usar sólo el tér- 
mino "contribución", limitadn la exención a las "contribucio- 
nes directas' ' provistas por fll Ja*. T del nrt. 67 de la Consti- 
tneiÓn. 

K) Cambuto los nr«iimentns expuestos por el actor para 
aostciier el enráeier de nacionales de lo» tributos que percibe la 
Municipalidad fió la Capital >- sostiene que cuando una ley ha 
querido comprender cuín.* las exencione^ a los impuestos muni- 
cipales los hit incluido ex presumen! e. como sucede por ejemplo 
en el eiis» del art. 8* de la ley 5315 sobre ferrocarriles. 

F) Considera que la ley 'sólo lia tenido en «nerita los im- 
puestos excluyendo la.s tasas y contribreionos de mejoras y sos- 
time «pie la cotijíuieivii "o" empleada per el art. IT discutido, 
constituye M mejor prueba de lo afirmado. 

0) Entinta 'ine Iti disensión constitucional iraida a cola- 
ción por la nctorn no puede ser tomada en cuenta, por cuanío 
el privilegio de exenrióu deriva de la ley y ésta es la .,tic debe 
inti-rpretarsf. S[ así no fuera,, no entiende qué sentido corres- 
pondería acordar i todas las fliatíbsic iones, que eontcnirlas en 
leyes que eitsi, exoneran de un modo exprest» «I Banco de la Na- 
ción de cierto* impuestos <> tura-luis. 

II) Recuerda K interpretación restrictiva que corresponde 
acordar a toda ley que wineione privilegias y luc¡ro de trans- 
cribir disposiciones <le las nrd<-nan?ns municipales y analizar 
la situación en que ie eiietu'ntnm Otras r.'parlieimu'(? eqoipara- 
hles id Brinco, concluye solicitando el redus» de l.i demanda, 
etiii usías. 

3' Pecl arada In cuestión de puro dorei-lin a fs. y., y eva- 
cuado )Mir las partes a fs. 3Í) y fs. 47 rl nuevo traslado que en 
eortsectirneia se les corriera, tpiedó la can*» con lu*i para de- 
finitiva a fe M v., y 

Considerando: 

19 Que aun cuando la competencia del miwripto- no lia sido 
forma bm-nt- puesta en tola de juicio, algunas expresiones del 
mismo netor en fin <<3t*riln> de iieiu:iiula paroeeu usiintair dudas 
sobre el particular, como cuando considera "que no pueden dos 



26 falu* !>r: i.a í'híti: st'iVKrj.v 

reparticiones del Estado compelerse entre sí pitra el papo de 
deuda*. Que es «i definitiva ta tesis nuc sostengo, . . ". Por ello 
el suscripto eslima oportuno rpfirutiir su com > >etcnvin ¡-.m en- 
tender en el juicio, la que hace derivar 110 sólo *lo las leyca quo 
Ib úVleroiinn ii sino taiiihi'-u di-I reciente pronunciamiento e in- 
terpretación i!e ln Suprema Corte —vor Folios, t. lfiO. pl(f. 
59. febrero ¿:l di* 1935 — domlc esuuliamln la posición de la 
Caja de Ferroviarios — ■ equiparada eX|iresiin«"iittf [ior el Tribu- 
nal al Raneo d<* la Nación Arpcuiinn y al Ilaiico Hipotecario 
Nacional, w afirmalm, que teniendo la Caja un patrimonio 
propio con el qüfl dffhs cumplir rícrtos fines "la interpreta- 
ción de tas leyes tpip afreten ese patrimonio no está, pues supe- 
di taita a la opinión o resolución del 1*. K. . . . ; la Cnja tacne el 
dcrceln» y l¡i obligación estricta .te actuar en justicia en res- 
piwrdo de sia patrimonio svnsi Id emente afectadn por el cobro de 
una ta«i de certificadas. . . ". En mérito a todo lo cunl se de- 
claró expresamente la coiiipett'iiem do la justicia federal paro 
entrar al análisis de la cuestión planteada. 

2* ül </i"V del njiiinto rc*íde. i-n el raso de autos, en la de- 
terminación d'-l derecho o falta de derecho» que pudiere haber 
la Municipalidad de la Cantad df Buenos Aires, para cobrar 
del Banco de la Nación Argentina el "impuesto" — nrt. 65, 
incJ*. 6* y fi* de ln ley Vitó* — de alumbrado,, barrido y limpieza. 

La parle adora o m-ü el Maneo de I* Nación, «firma sil 
exención, primero en el testo de la ley Í.Í07, art. 17, y luc«o cu 
la Constitución. 

Pitra es-tiidinr ordenadamente el caso entiende d suscripto 
que corresponde analizar: 

A) Si la exención le corres[>oilde al Banco de ta "Nación 
en virtud de la Iry, v dentro de e;*te tema peneral: a) qué sig- 
nifica ln locución " impuestos o contribuciones'' contenida en el 
texto dfl art. 17 de la ley 4307; b) sí están o rto comprendidos 
dentro de los impuestos nacionales y provinciales a los que se 
reitere la exención, lew municipales; el que carácter revisten 
los iinpii< -im o eoiit ribueiimes de la Municipalidad de la Ciu- 
dad de liu<-nos Am-s. 

B) Si la exención no correspondiera por ley. cumpliría 
analizar fí puede afirmársela por interpretación constitucional, 
loque importaría tambión determinar en concreto el verdadero 

carácter institucional del Banco, ile la Nación. 

.1* Sin [K'rjuiein del onLm establecido en el considerando 
flntpeedmitp. eKtini» el suierinlo, para mayor claridad, conTe* 
niente descartar desde ya uno dé los argumentos que expone 
el actor: a'iuel en ti* 'muía .i idealidad del irniramcn que 



i son empleados como sinónimos o 
' Xaeional — nrt*. 4\ 17, 67, inca. 



debió abonar, por In situación de dcsisuaUlad reuuiinante a la 
Oonslituciúii —orí, 16 — en «al gravamen I" coloca, frente 
a otra* repurticiones Hol Kstailo que lio figuran como obligadas 

al TOi*nm. Y entiende el suseri nto deber recliazar este argumento, 
con independein-ia de «!"«' situación denunciada fuere o no 
real, por el hivlm .ir linter ya la Suprema Corte fijado mt«- 
radamenie —ver Faltot, 1. 122. pÑtf. 73¡ t. 132. pftfr. 101, de- 
que H principio ennstitucionnl tic la igualdad «ule la ley cons- 
tituye unn g*rniití« para los particulares frente a la acción 

de los poderes públicos, {jas entidad™ artmiimtratiYas autár- 
quieu* son maturas legales que esisie u en la medida y con el 
aluantr ipn* lu ley determina, de modo que ningún recurso » la 
Constitución, o mejor dicho, al principio de igualdad que £sta 

establece, puede derivarsí di la oireunatancií d* que a una se 

conceda y a otra niegue un deu-rmi nado privilegio. 

4* Kutrando al examen del término "implícalos o Contri- 
buciones" empleado por e| arl. 17 do In l*y 4507, llega él sus- 
eriplo n la* «¡¿filien tes etme¡«iú(nies; 

1» v o'— síti que en oportunidad do discutirse o adoptarse osos 
térramiw w liaya Pxpresado salvedad o distinción ' 

el termino contribución se Jo hn «til» I ,-, 
. .mpiicsto en todas lu leyes locales do. . 
territon 1. <¡wr también dielin* t-énmnos ffifriirnn como cquiva- 
lentes Un el arr. S T de In Ky Mitri' de ferrocarriles (N» M15) 
dtetada tan sólo tr*s años después de la que. aquí nos ocupa. 
Que nnaudo por ley 10.657 se quiso except uar Mas empresas de 

gravámenes i-omo lo* que son objeto do este litigio, se los desi? no 
con sil nombre da 1 'tasas y retribuciones de servicios". Y « 
ley, como lo h« 
sino flitipliutorin de Ifl 

O Que Ai-BERoi. en su Sistema rcnlhtim: Montes de 
Oca, en su Ihrfrko msIUucíomL fe 1'. p3ff. 400; Toare, en su 
0*rró rf' fímorMf, año lSits. pá n . 460; Joaquín V. Oonzauz, 
Co»*l¡fnei¿n Árgaxlim. 1S!>7 pátrs. 4G1 y siíítc-*. han utili- 
zado también estas palabras como sinónimas, sin que conside- 
rasen comprendidas en su acepción fl IrtS tASAB. 

di Que la conjunción "o" utiiúad* cu la redaeción del 
art. 17. implica idea de equivalencia entre los términos que 
vinculo. 

e) Que el nrt. 50 de In ley 12.1") dictada para el Banco 
Central, contiene también lu exención de todo "impuesto o 
coutribueiún'' no s¿1o nacional y provincial sino también mu- 
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nieipal. Ello 110 olfr.li 111 re. el proyecto del artículo otinteiiia de 
un modo expreso la cxeneióit del |»a|icl scliíido o tnsu de justi- 
cia — vi-r Diario de SesKwes de la. Cámara de Imputados, año 
19:14. 1. IX. pa^r. 4."»—. Al discutirse el nrlu-ol-t en particular 
— t. IX. pá¡í. ¡(17— *1 diputado üodoy pi.líó la <l«r>oj¡aí ión de 
esa parto del articulo ]>or considerarla improcedente y así se 
resolvió. Con lo «puesto n> comprueba que Qnitttá pa-oyeelaron 
el artículo coiueuicmlo de un modo rx preso la exi-iición de la 
lasa de papel .«.-liado judicial y «diuLnistralivo, consideraron 
nut- la misma no quedaba involucrada on ln exeneióii de "lodo 
¡DlpliestA contribución" n que Imcin r íereueia la primera 
parte df la U-y; y que quienes la suprimieron conMiferarnu tam- 
bién qu« por <•] s«|o lieclm de hacerlo y sin modificur la n-dup- 
ciiin del articulo en m primera parte, d llnneo quedaría obli- 
gado al pOgO de ta la^a correspondiente. 

f) Que el Hecho dt que Id e\ei«-¡ón *é nÉfft*0 W el íOtf. 
1" de la ley 4">0~ no sólo a las operaciones del Banco sino 'V. ln 
ttíÜ de propiedad «¡el Haneo y RUfl sneursides'*. 110 implica la 
exención de la t-as» municipal general (pto no prava a la casa 
en sí o |'i)r la nmin*»iiiiiei¡i fíe rnnjsjdcrarlíi Mpíj im|wmibie, tal 
romo I" haee la Contribución Territorial, sino (pie lni\ea tnu 
svlo obtener I» retribución de »n servicio j|ué presta, 

«1 Por lo ileuiil". Iratándo-e de lasas, o si-a. retri luiciones 
de wrvieio. Oul[ji4dj* ¡1 fimnlar con íl mismo rilin-mn de pro- 
porcionalidad, su «-obro n*i rebulla tanto rl.'l ejereíei'» de ln pura 
fa«>iill:ir| impaMlira d»l Eyt.nlo — *en níOÍonBl. prnviuriíil o C?. 
nmnat— sin» a.l.'má* de una é»nceh> de relación contractual do 
dcrerlin fnifiijifeó, qtíp «íMi-m n RRoñlnr 1» referid» prnirnTrioiia- 
lidad y jnit<»ri/a a repetir -í *-l sérwéwJ no -se liiilii-ra prestado. 
Por e*n. trnlítmlrw il« latai. la ^xenriún por ley i> favor de 
un ins'ituii* público o de una ornpresa efe utilidad pública hnpli- 
ph i»ilirert:m:eiiti' yravar a ipiien delie iirt^lar el servirin. ya 
Que no nndrá dejar *? líaccrlfr por estar inh-rcsida Ui seguridad 

oía hL'ién-- <h- l.i poMm'iit», y un tendrá ¡1 quien rnlu-nrln. 

Por es<» rl t'oiiír.Sí» lia sido siimaini-iHe pnren en 1¡> exon- 
eii'ii (fe f;!>asy cuando las lia acordado, mían pnr i-.Í'iii|»lo por 
la i'-y Ki'».""-". tuve por fin corlar l«w tüfüsoi existente* defi- 
ní' adn qil/f servirías podrían ¡iupc-ners-- y por tanto rohrarse, 
pc-iiM'-iiieiiie por ser loi únicos iítifex y dejmnilQ -icnipre el c*t& 
po abierto par» futuro id dis[«m-T — »r1. '2'— que "esta» 
tSen»**H'ii<'* ii" c"iiipi*eniU-n l:i-i unen' tasas y rctrilmcinnes de 
servici<" muití«i|>ale« que puerta» erearse en. <-l l'iitnvn, en i-nanlo 
.ofycjen a las táWÓfiWé BPfewaos de las cm¡uv Sa .s y myo uicaito 
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«a aumptibLc Jo «É y equivalga a la compensación exacta 
del servició". 

n) También contribuyo a inclinar el criterio del suscripto 
ea t-l sentido qiw viene exponiendo, la opinión del doctor 

Repello emitida como juez de {tronera instancia en lo Civil — 
l'ullos <le h Suf>r<m<i Vortf, t. 127. pif. 21)1 ! «Eri la necesi- 
dad de que lii tasa corresponda siempre a una eontrapresta- 
ción represen! ¡ida jvor un servicio ileterminndo w hulla cabal- 

mente el medio de evitar el abaso impositivo en que puedan in- 
currir Itta municipalidades en detrimento de la» «ttprUU, ya 

SuC n» sería posible a «quilla* inventar servicios con el fin 
o simular impuestos valiéndose de las tasas". 

i) Como conclusión de todo lo expuesto en c] presente 
considerando 4», lleca el suscrito n la conclusión de que el tér> 

minn "impuestos o contribuciones" empleado cu el art. 17 <t& 
la ley V l">07 no «barca a las It«n4 <fr» representan oentrapres- 
taeínnes correspondientes n servicios prestado* efectivamente- y 

que ello se finida en H»¿H lógicas, apropiadas a nuestro sis- 

temn iiislituvionnl. 

3* Aun prescindiendo de !«dm lo expuesto en el conside- 
rando que antecede, vuelve a plantearás la cuestión sobre ai lo» 
termino* nacional y provincial son i no- comprensivos de raooi- 
cípal. lin efecto, la ley exceptúa de impuesto* o contribuciones 
nacionales v provinciales, y la tusa o contribución «obrada en 
el caso de Btltoa es per sYi n¡ituraleza y per el poder que la 
percibió, de orden municipal. 

Sobre Míe particular olwervu el suscrito; 
a) Que cada res que el Congreso ha deseado extender laa 
exenciones basta el cju»|m> del poder municipal. lo lia estable- 
cido de una manera expresa v »o simplemente implícita — arts. 
8* de la lev JS» @>3Í5 r 50 .le la N* 12.135 (Raneo Central). Que 
en eamhio la ley N* H.fifiJí ile Yacimientos Petrolíferos Fisca- 
les limita la exención única mente a los impuestos nacionales 
— nrt. i"i — . v la lev N" Íi737 de Ferrocarriles del Estado, ea 
su art. 19, exceptúa precisamente de l a exención a las: tasas 
municipales, 

h) Que interpretando la Suprema Corte que el Raneo de 
la Xaeiúu se encontraba exento del uso de |W[>cl sellado al 
aduar unte la** autoridades Judiciales de la Capital Fedeml, 
ha Uceado a la conclusión de que ln exención deriva de la ley 
IocíiI (le sellos, cx|io»iendo que la exención cpie esta eonsapra 
do se explimría si aquélla resultara direetamente de la ley 
orfrániea del Banco. Lo que equivale tanto romo afirmar que 
en ausencia de ln disposición mencionada en la ley de sellos, el 
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Banco no oslaría exento de ta) gravamen — Palios, 10 d* agosto 

c> QUé interpretando fu Suprema Corte, en un caso muy 
similar al auios, e| alcance qni> correspondía fijar a 1» «ten- 
ción acordada por «•! iirt, 2."> de In !•■>• del 5 d« noviembre 

üv 1^7-*, uut'-vítlciiic iiuir.diiitu ile in que «Imcn nos ocupa, de- 
claró <Nit.'j:órieaiii"iite — Fallo*, i. ¡l."i, [«'iij. ]¡J — : "(jue la ■ 

neión de inipvieslos provinciales nordada al Uatwo 

por el art. 2."». en s:i earñrUT (le diSposiei&ri excepci 
aer iulerprvtndo eslricliimeiilc y iipiitaiNtf Um «tito en su ( 
secuencia n tai coulrihuanint foéófos </«( por gravitar se 
ta* op*wfa*'* prvpw *UI fí-tiu», tr tm'fvzarn rn trabas a (« 
minuta enervando la acción ilc una institución nacional creada 
para filies de nfili«Sa.| j-eneral", 

d) ijne autorizada la creación .leí líam-o por el ine. 5* del 
art. 67 de la ConsiitneU'in, A primer proyeeln úe |py oreániea 
fué el prawtitnle id Honorable &nado rn el afín 1871 — ver 
Diario ile Uniones, vis. ltfl— • en el t- mi» I un w delerniítiiilKin de 
un modo expreso los prívileijíos ¿fe exención fiscal de «¡ik- R-oza- 
ríj. Uueg» el proyecta «0 repite ni año ^miento en la Cámara 
ilo Di pala. los. llegándose a sancionar en «-so niisnm año la ley. 
El :irt. 2.1 de la misma ley vi\ym léniiinm ropílc exactamente 
el 17 «le In ley N* -ir*)", venía proyectad" por la Comisión en 
forma de contener la exoneraran i de "dula eoiitribneiüii o im- 
puesta n,..-Íonnl. provincial y ii>iiníe¡|<al". Kl diputado d«* la 
Vega, «1 ilwirtirw en part trillar ni nrtftftJlp, Itmní la palabra 
para pedir se suprimiese' de In exoneración a lis impuesuw utu- 

nieip¡ilc\ «pie n'S|ifinden n serrinos de In rnmuuidacl y que 
hasta «•! Poder Ejecutivo los p*$tt .— Diario Ae Sesiones. Cámara 
de Diputados, año 1S72. p:i» SU). La Cámara. Kin dificultad 
nlunnu nce-pló la iHodifieaciiíii propuesta. Fuera o no exacto el 
hívlio invoe.ido de (pW basta el l\ E. ;ttimi.iH>a estas servii-iis 
niuiiicipalfs, el hcelio indutlíiMe «pie la intPiicióii ,]ol le^islu- 
dor «¡íif tnirditiiye un precioso rlementn ije interpretar ¡ón. en 
casos dudosos «romo ol presen te. w manifiesta rl a ramearte »n el 
«•nlitlo de no exceptuar al II miro de estos servicirw W Ot itlu ii a 
la ['onviverieia urbana. 

O Que rd volvere.' u disentir el punta cuando «¡o dictó 
la ley aetn:d. so eoutemsiló t.-imbión la posibilidad de exceptuar 
do inijmesliis iitii!ii«'ipal-'í y ello no obstante no w» iufiilíl'te« d 
testo 4d artículo «le la ley anterior, es «íecir. se eoiBflfrá tan 
tólo la c!í.-iic¡.'.ti de lo» tueiftlirilM y provinein!.^. En efecto, el 
diputado r.uro. fundando c| despacho de la Comis.ióu —Diario 

do Sesión.*. Cámara do Diputad**, año HHU. pfifc J50— . tslfl- 
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establece la lev fundamental ¿A 1n libertad. "^inRiín habitan- 
te de la naei¿ii está obligado a hior lo que. la ley no man- 
da. Y I» ley sHo puede inundar de acuerdo a las decla- 
racione*, direchñ* y garantías <ine <\stah>Ieceit el resguardo 
de esa libertad Ha orden a asej-nrar ta diimidail de la persona, 
por pie de lo contrario no serían ley* dictadas en cousecnen- 
o¡n — nrl. Ül— - fino en infracción de la Onwtit lición, f con 
sujeción al orden f ndarucntal de la justicia, cuya altersc:6n. 
lejos de nimnzarla. la destruiría en contradicción <Iel propó- 
sito de l«ts Constituyentes. fllarairtWtlc «presado «a el 
Preámbulo, 

Pero el centro de autoridad de] nial emanan las leyes no 
es uno sino múlliplf, o prccisniido mejor, triple: la Xacióu. las 
provincias y la* ">»•> iéi¿*JidSd** 'i'" 1 *wtt actuar «da una -en 
Hit esfera y con una personalidad propia. T »*í «amo la det- 
truceión del répimen provincial afectaría nuestra forma de po- 
Wwno. la dtttracción »M rifcimm municipal eu parte algnna 

de la Ifiepúliliea produciría el mismo afreto, autorizando para 
su resta likvimiento la intervención del poder Central — nrtu. 5* 
y G* de la Constitución. Ton exeei>cióii de los territorios nacío- 
hnles sometido* por razones Abrios a mi reputen especial, es 
evidente ipw? la orpaiti/nción «institucional arpen tina, resulta del 
jiiejro adecuado y nrmónico tic lo« tres poder** órgano* <le la 
autoridad. Kn esta deseentralisaoión reside otra »lc las paran- 
tías más íficaeci de In Hartad. 

b) Pero si lo expuesto precedentemente aparece como cía- 
ra fin reine ión ni territorio de las prnvinotlLs, no stitede lo mis- 
mo- r-*|*ertoi al de la Capital de la Nación. Kl art. 3" de la 
(ViiKlitueiúii al hablar del territorio "<iiie hnyn do fnleruii- 
zarse"; —el 17, ine. 27— al aenrdar al Conpreso la facultad de 
ejercr "una legislación eni'dxivíi en lodo el territorio de la 
Ca-pHal de la Xseión. y el Sfi_ ine. ¡K al conferir al Presidente 
de In Nación In enlidnd do " jnfp inmediato y local de la Capital 
.le la Nación", parecerían eoiisaixrar la existencia de una sola, 

finita iinlnridad sobre la Camila», ejercida i«r el fiobii-rno de 
la N'ai'ión. 

Considera el suscrito «tW <*1a tesis que « la que afirma 
en el presente juicio) el «tor, »0 puede sostenerse. I,o que la 
Constitución e*tnhle*¡ú caii claridad y lo que «e wineiffnio des- 
nuAtfíe tantas luchan y fricciones-, fin- la emanci paeit'm del terri- 
torio donde reside el Gobierno de la Kacióli. de teda mUariñlad 
provincial. o,ue itudiern por rl ejercicio de mB podares dificul- 
tar. Influir n en cnnlqnicr Uianefit tralwr la acción ñfi nqu6l, 
rcatíndlotc *u necesaria independencia. Pero ello na implica en 
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manera aípíñ! 



id Naciftiiii 



dcscmpfiin f*n el tori-Üorio 



iMitiu' y 



de la Capital el poder intermedio, H que cjerw» laa prtviñcttfl 
sobre mis territorio* y IirtUilant*-*. y lo desempefm directamente 

por -'I Presidente de ia Sm-uw y por el Conjrre» Xavionai 

posibilidad de roxnmionto ilosfiparcco entonce 
uten imiiiieipnl es .iIi*o de tól liabiíanlrs 
podrían Mí despojados sin d'-^medro de i 

bierim republicana y federal. 

c) r^i iiiterpretncíóii oiitfntíca do lo ton se hn venido 
cxp-mu-rid» ln lia ncordu.1» h, misma Conrtittljrenle cuando 
volcí ln lev orgánica OjO© debía aplicarse n 1» Capital de la 
Nación —¿esióit del TS (te atoll ile — ta Comisión se ex- 
pidió" al respecto en estos li'rminos njllC resultan interesantes en 
exin-mo para el tasa en ncauien: "KI sistema municipal, pa- 
lañen del piníireso mnteriid y de ln bUMM pnlicía de las ciu- 
dades «¡ de esperar qtie & extienü» n ladli I» R-Ppílhlieil y (pie 
sea c^^mO en ln* carta*» pr«kv¡ni'ialcs. l*o r esta rnzAn 
rcpemiend» !a CoTiiUión a V. II. una atención especial a la 
ley referida acompañada en proyecto, pura que alcance U 
pérfceeít'm posible. pWftfO qitc piwluiUJi'ini'nto servirá ile mo- 
deln para establecer muiiiei pal ¡dude* en Inda la CoiifederB- 
e¡¿n". No s-'.lrt entendiera» Ira Í^HUrjffentW Í«W dictar 
uim lev nrsfinim municipal para la Capital, sino que además 
' ra lie nádelo a toda* las mim ¡cipa-lúladca de 





Por e«i también el nrt. 2» de la ley 102Ü Cfitt 
"todo* los establecimientos y edifici»* públicos ai tiiftd 
iñuilkípip í*n» preexistó» n ln N'nciñil y ft la provi 
darán baj» la jurisdieri/iii de la >íaeinii. .*»« c/hp 
íes jii-nlnn jwr fw» fu ermíefír". 

rl> Ksia di*tiuci.'m mure fmbirrnn poKÉft» * n'irimen 
municipal de la Capital TWeml, la aefptmi l« fltM autorías- 
,Ie la materia y la ha eonsaermtn la jnris- 
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0O**Ht**Í9Ml, ed. HHO, t. 1*, 
mente, citando las jmi' dirás de! sonador |Vllej¡rínl en el ije- 

bnte de 18*2. Ver también tW mismo autor J?c'.,!„ini t*wmh 
paf de f-t Gepüd, f/íía- í<f <Víi.*/íV»^íV;». fferJV/tf (W ÍVafrt 

aV kétvéiani^ <ft> 'Deh&óí mo raDS. pfiff. ífiSf STosJbb i>b 
Oca. AVncfcrt Gmiaf&weitjHUl, t. 1?, 224: .Toaim-K- V. Oos- 
í.U.kz. De&nrfes ea«W»f.nefeNofftr ¿ t. 2\ pács. Ü y ti«te*. etc.; 
ver lafAlfótt artíeuln «le .losfi OaiÁÉ&i, titulado /í^ñaen mim- 
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WCÍfMK en la Rttnsta Juri<li>->1 •/ tfa f'ÚHriiti Soeiaifs, entrega 
de uovieiiibre-díeieinhjv di- l:'2U. en e-speeiaF, páirü. y *ifítcs. 
y J. JL Silva liú&Tttt, El piitler tnk*¡eípai, en la lít'rista de 
¡a Facullaa «/> Derteie, t. '«', p6y, 552 ; n«ia de DÍAS i>t; <lut- 
jaüro. J. ,1. t. 45, 123; Cum. Civil & J. A., t 24, 

pfiK- 573: t. 48; pá B . ?.:i2. 

e> !>.• todo lo expii—i.*. i-n <1 pr.-s.-inv i-nmidi-ramlo. ex- 
tra»- i-l snsiTirn Li .'oii.Iiisi.oi r|e ,,»|.- el r-riium mil iiicip.il d>, 
la Capital (fe la Kaéíúif, prpv&to nún en la misma ('«mstitia. 
cióii \n.-ional .-.iy.1 ,,r\. >1 Imbla del " l'ivsidi'iili' de la HIhiij- 

cipalrdiul si liicn i-uanhmdn su-, r:i!nrtpn*.tiras limpia* aecí- 
deiifaV-. no ddVre ii i tíi'ii.- p«r «pi<' diferir cm-iicÍii linmti' (ti) 
los ii'yím.'iifs niiiiiii-íriil.'s * |tn- |fl niiftña CáftstrlifciCn ha din- 
pue-üo *o .Mnhlei-temi en lodos los territorios <W | TovillcÍHA 
7* í.a Suprema Corte, en lili fallo rreieute, t. 156, 
327 y 82», ba rrfiniiadn wto* prineipiffi a la vra que 
intentado iinii ilÍM'rimiiiar¡i'iii tfe las mipiI»m'Iiis que ern- responde 
w dvj-u lilwnlas ii la CÜfcra d.ri frufór Mimii-ipal i "ta jidmi- 
nlstraáán, i-I gobierna o regiineu inunieipal qué los (Vnstitu- 
yi-ntcs rexiiiíaoíeroii romo haw iwiWia] di' 1» or»am;mc¡óii po- 
lítica írfniiiW. ¿'I «•miK¡.irr«rl.» tumo requisito de I» antono- 

iiiííi nrovíiHinl cwiwtte rn la adttifiiWtraffifoi ite Kittettas ma- 
terias t\w i-min-n-n iuii.-ai.irHl,- M I«* ImUitailIrs ile mu dis- 
trito o Ingnr p«riiriiiar, -m ipic rtfíclc díreaumcnlc a !■ 

N'aeion en su Nmfnntn y. por In tanto, (lefcé estar invi-stido d-e 
la Capacidad nm-Kiriii para fijar la* imnii;K ilo Imetm vmn- 

dad. «irniln. higiene, vialidad. iii'»raliilad, ele., do la conm- 

nn... 1¡¡ |mtí<T rfjr lejri^chín excl nairn que mnfierv al Con> 

BTe»9 i*«ni'i |f'_'isln.|or WmI bic. 1*7 d**l *-irt. f¡7. lio '-s incoik- 

pilinlili- nni ra íainliiid r^BlaiiiiwTuría ik o*r$etPi> municipal 

pu In Ca-pilal F'-i|.'ral. wno no U» i 1 ** e| poder de lí-trisln'-íón 
l»riiv íiu-j¡il. tvcnlínvidfl por hH ariv. Iil'i y mi¡. ihid la nhliüa- 
Cfeill ile yaraiitir el r-^iiil'-ri iidinifijutl ijif eoiasagFa ol 

nrt. .v..." fcoiiFroijiír ■!. V. (¡iixzíi.ka, Umnil >U l,i Con* 
t&jMá4 A*g> "''"■». [••'i , r í. iis.'i, \' BT:li. 

I),- ullo dixln.é». ¡i«e »im eiiuAdto s--« d;id<. h las pro- 

THMiaS p^r su-; p<t.l,T«'s ■•••.••sltit ¡ v<w o n l.t NS«eí&n |>i»r el Con- 

ureso fij:ir fl táttinwil UUttici|viL I» qi» ha llevado a la Kuprí-- 
ni» i Viri»" ¡i declarar 'i'"' '^s Dinii^ipHÍrdnkfs son (h'leíafione» 
■(II* In-i lÚiitníflSl pnd^rrá pIViHIll-iali-S. — Fallns: t. f>7. pájr. 46; 
t. 111. pñff. 2SÍ.; t. 12:t. i-itL-. S13-T, <^ cvideni.- que en el 
pjw-iiia df tal pwtér no pllPílfin ui la Wí^ii ui la^ provin- 
íin«. 90 | M-itji de i-oneirl.-ar la C<n»titwi6n, anidar el régimen 

nutnii'ípal i'sliveliamln Eiw ni r¡blU!kutpfl nasla privarlo, por 
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ejemplo, de disponer e ¡Htervenir «R los raíaos más fuiu 
tales de lilpíchc, M^nridad y luoralklaÜ. l'ara la X¡ ' 
provincias, »>| o-stnltleciratciito 



lo del nVimon municipal, _ 
que sí- diiVre pop razone* do; <-"t.-.l»l¡<lad y unidad, pero 

e» lo ciml ato puedon obrar discroeiunal si»» " raeionai mentó, 
coustiltfin.il». :uiii> finio, "I fin y í»s medio* del instituto. 

Y CfifO equivale a afirmar que si la determinación de las 
atrilme iones municipal*? obra »lc precisión juridie», el acor- 
nar los iii«iüiis Decenario* j>;é ra cumplir esa* atribuciones, 't$ 
prMeptb «U- mcti»dad jurídica. V ■ «*. urdios aunque directa 
o iiidirrclanieiilo w eiiciUMilritii .i«'t»riii»nitl<w en la ley nacio- 
nal ii provinria! orgánica de la o de las niniiHripálidadtfS, 
— sesún so »rtt* «le Sa Municipalidad de Im Capital r>ü»ral o 
de las municipalidad*-* do provincia— v no dejan dé ser i>or su 
esencia. modín*, rocnrsos n tributas municipales — confrontar 
sobro e-I pnrlieiilnr. Iío^zái^fjí C'.ujh:si'i:c. Trntuilo, i. IH, 
5SIj Ai.ukuih, Dsrteíto piblito /invinf-Mj pune 1* eajp, 
TV. párrafi» Vil; IlicusA. DtrtThn >i.liiiiniiirativu, fís. As., 
1929. t. 1". pá(_'. 29.1 y priitcípütí *hl rrtjiiuen mnt»iri¡/»f, 
m, M. VXH). púff. 1117. donde po'Utf fie innni Tieslo la prepmi- 

dénmein de ln t»*a como rwnróe adecuado al rfyíujer. mu. 

Hilo os plica qfw en un do mucbfl importar»? in por 
sn Miiiilitud pani la Miliicitf» del presente, la Supivnia Corte 

estebWiorá —Pajlosj r, -17, intir. 4&-, qm imu ciiainln i-l 

art. .>.. do Isa ley S** »815 declaraba ;i las empresas de ferroca- 
rril os exentas ilo todo íinjui'-sto nm-íonal. tul cvuciún iw com- 
prendía a tos impuestos iiniiiK'ip¡»le< de lia Capital de I: ( Re- 
pública. 

Por (o 'aillo, y ji mi vM eoiiio conclusión do este consiile- 
randa, afirma el suscrito q«C Mili cuntid» loa ■ . :■ irsm (le la 
Mtlineipolidnd do la Capital liara» ajdo determinados y ñuto- 
nzadoa por ley do la Nació», elln no basto pura < pie 'tos iin- 
puestos y tasas que o» su coHsoi-nend» w csraldoícan, soan 
considerados comió naeioiialrs. 

_ Y con 1 odiólo expuesto oti los otuisiile raudos 4*. -»\ IV> y 1°, 
oiiti^itdr IjiihIiíi'h oí sihcrito dclrr llr«ar a la eoin-lusián de 
qnc Ua d¡*p*wÍo¡«nos de In ley orjfiuiiwe del Baiifo de la Nación 

no le «ciionlaii la PspiKióli do la u*a imiiiiciiuil <|iu« por alnm- 

lirado. Iiarrido y limpieza coltra la M»i-iicipalidad de la Ciudad 

de Jlneiins Airra. 

8* Aiirninonla landtiéu la parto aotora. ««toniondo que 
aun ciutmlo In eñx^fóñ un In i-nrrí^pnndn por ftit loy Or/áni- 
ca. cumple declaíarCa on virtud do formar parte "' 



del Oogenia <!«* I» Nación y «r principio •!«• *¡f?ecbp público 
urgcOt-iu©, ?1 q 1 1«- no puntan las prwiittiM >> mwtieípim gravar 

Ins ¡nWUnHutos por los <i'i*' y» binrnn el Poder <«-ntral. 
Siilm.' «-I p;iri¡inilíir nlwrA'a «•! irrito: 

ni Q&ff reiteradamente I» Suprema Orle lia «'slableei- 

rio qiiff las Ptí] idxdfK ;mt:in|»it':ix no timsihu.vni fl GobicíM 
(le la ^faieiÓO ni te* alranáiii ti*lns los priviU-!.-ios qtw ¡i •*-! Je 
«irrosi léüi mí fii lo [|iift liací n la ttwaidad do la ven» 

hwhlnfivn riiirit demandarlo j n la procedencia iM recurso 
— ver -iiir.> otas Pailón. ÜVp. forl»-: t. 10Ü. |ui«. 16; t. 110, 
pág. 1Ü¡(¡ i. "I. i»«iir. i. sT. pá> 210; e. 102. pié. 237; 
t. lli". zm : i. íffi. pa» I4*í t. M¡3. pig. Ufe t 381, 
pito, .jimio 32 úv W>5 1. 17$ i'áif- lg& en «-social eón- 
siik'!'¡iinlo o'' í*>otiibn< '*0 do ÜKI6), i*tt. 

10 (¿no «o exU-lc repiaiíiianeiu l'umlameiital oa quó una 

entibad niiUwtttea a lw fín^ dv tifia iaftio* «mtniiilulMl u 

oíros iMiiil'-"'|iiii"ra. abrtM) impne*los como si 80 trillara (Se un 
párficiilar Qü* «M Po&cr CeOlrnl tí«W flfeMpM la farnitad 
tic «wptnárla por la- lo*» co-iteipoiidfentéa —ver Cooi-by, 

i. II, parra fr( fí.>*. P«-n> ftfoulo IflS fflHÁlllM 
unirás c rene ¡«mes leíales, la mclidn de su «apandad y. de sn* 
.lPl. ri»¡»H.la , av la voluntad *H IfciKlnilop. 

el Que menos muí apanve rt-piimianU* <pic tales enp> 
il?iili"-; alionen no ya ¡mpucmn* sino retribuciones de servicio* 

que reeíhan y «i»'* «*! ño abonar ¡iieidírían dirnfcuafenta sobre 
rl n*tin di* la inmunidad. K*t> es lo que explica fjM traían- 
(!"«■ <le rVrroearrib's del Ivslndn. el i'oiif-reso ninnifeatnra ein* 
Lv.rii'.inu'!ii<* su opinión «-ti el *fnititlo indicado; «*n efecto, al 
discutirse la |t*y nr-íáiiirn N* ¡tVC. nnt.'PrtU'iiIo da ln aornal 
r>7,"»7 y «iyo ari. ls (pw 1 nenpa ili' los impiwsios no <"i sino 
I:« i'sjii-tu *ivfdif¡.'.B del r* ? df 1» anirrior, s.- partió MW »u 
cóhsidfraclún «le la hav- da.la por un proyecto del PoiW F.'¡v- 
cntivu- i'tiyn art. ti j di-i'iiiiíii a^e loa «taidoa íorr-waiTÍIes •'««■ 
tatrSnu «XcntCO «l*- I""!" impai^to «acinnal. provÍiii'¡al o muni- 
cipal viy- iilo n ipi<- en *•! ftiluro m- ér«are. . . La Comisión 
dn la Cananra ite Í*pimmIoiw« »u«linV«> oí teíte éa <-l wn lirio 
de r»blicar n ln* (^micarrllcfl a abonar las in*¡»s eoiiVCRpon- 
dicñfM a sórvíeiOT mnofclpata y ean imcyn r^liicoíón 
B|in»l»t'- >in discitliTW' — ver Diario do Kí^innwt de] Senado, 
año léütfi p;W. SíS. Titmhi.'n lin deelavadn ln Snpri'inn í'orte 
qUP (as l.Vrr.«('.nn-iSM «-slán nMí-íadov a abonar ol srllndr» de 
aetnacuía < n b« provincial* — Fnllm. t. pá¡r. 7ÍI íseptir-m- 
l.n- l'I de lMfilí i. IOS. p^ií. C C"««yo 1t *> 19^). 

Á) Qii-' «wriofi **asos ile r.-trilMic¡H>u r|a «ervieioi no se 



órtWiti» v\ wllsro «i,- trábame lis o|ieraekmes del úi-gano de po- 
hlmo. |Mirn no mn las oneraífotta H objeto del K ravim.en m 
esixtv **" jvalittiul tal evavmncii. l*a*ra la procedencia *lr> la 

ewnekto cío algo que n» ca ana la rfltriwitíffii «V «■» wrvicio 

mt¡« i a i'in un» il&pttgfcíAl íSpKWi. Por cjtó y fundada CU 

Rilé no s.» í^lientrai dentro (te l«* olribiicionrs de los tnbuimks 
el hac** esCcpeioBéi*. suprema Corto dectatí —Palios 
mk'. mú> nfl C8t*ttil¿ la .MiiMÍvi¡iali<lad tx«*piuada «pfffc 

W»# m n*trt «le papvi «etíado, W éiW^ltftfiÉ «Migada al 

.o (Sote .üsiíiiuis wik-íchh-* acm-dadas en otroa rubros 
al nñfinxRi ln Nación — pft»l &W<í, BwrtribfltMn tcr^toriol. 
r.-tiilic-. I« lia» »Wo por leyes AcpMM* del Con»** W 
©Sww sobre il lerritftrSfl de ln Capital ew fníersiyuio 
r«u¡vnlo»t« ni <!«■ ln* Ireisiatuiws provhieinks y al tfO* *e ¡nana 

referencia «mi ooDSidíratKlra «ite&kiitéa. Ra natwia <le 
monicii-aies seria iambién necesaria una exención 
urbano eDÉrtaponitirntr -sobirrw» anunieinal— <» del mismo 
Cnriervsf» éÜ SU e*S©i v a*í pam-iá etitetub'rift el pRHUti Banco 

al «a» rilarla — vrr rmolueiún lid Cfflu&áO Delibcriotc, N" 48+» 
,Ip« 3(1 * jante ó* » , . . . . 

ib la MnníclrtáHiUcl. El feo» jú no cobrar m> eif*fit« »» <"">*• 
tiuivlílu!» afean» » fiivar «M flVndw. pcrmftiSndüte i '» «ti*» 

amparar*.' en 1:1 ih< IV'tioi pW&eripéifini 

I s or nulo ln rxpiirsii». falto el pítente. r&baBUjflá Ir o> 
maiuta entablada sin Costas «) atencíOn h l« natural»» y nove- 
ilail iW cfl>ft — Brfttírtífl Sarmiento, 




V ViMW: CniMHlr raíalo: 

£i QHf «■! demntTantP, ¡avaenrófe l» .lomean- en el art 
17 de la l-y X* 4.MI7 — liiodifU-alnri» .!«• hii f*tat«Ui Wg*nK6 
(fey N* 2^11) — sHstieiif luibi-r pootido ín<M»i«lHiH'-i>to a ln ile- 
nia'iulatla. «n concepto de únpw^o de ¡ibmibnuln. barrido y 
rfofíti, la Minio (tey Í>SSfc550¿66 m/q., eu> a dévoHíeion r«elflma ; 
v naélla orinaa, pura pedíi el rwbaío de e-.tr rPckmt», »|iie la 
reH-i-jíla .lis|K.sieÍi*.n legal no tsonerfl i<l aeici; (|d oí loa 

nieiicion;wlf.A impuesto*». es. en síiitwis, libiv <1" arguinen- 
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taemncn accos-oriiis ipie ambas itarle» ftirmiif nn ex i ensarnen te. la 
eu<"stióu a resolver en ft\6 litigio. 

!í* Que i'l ¡irj. IT de I» l.y VM'O" prescribe textualmente: 
' ' l>n MS* He propiedad del H M m -o y de sin Míen i-siilo*, n-í como 
las o |n- rae iones ham-nrlas míe roilk-ü estarán e-wm as éf> truja 
contribución o impuesta nacional y provincial, y »ns créditos 
lio podrán ser ¡iiPerLnrrs en relación a los dé «■ual<|níe-r otro 
estábil-?! miento J.< 11» neo mitoriwido por leyes dé l« fó&oO o 
do las provincias. 1 '. Como M ve, ni míe «le manera trfhtsiin, en 
términos une no permiten ninguna diuln. » "lodn c'Ontríbueién 
o impuesto tía rio nal ti ¡iravincinl'' ■ y ni supliera en forma irn- 
plieila. según hubiera |hkü<!o hare-p-* por rtíiA breve enumera- 
ción ciiuiiciietiva. n contri bm-l.'n. miJífeslO " municipal. 

9* Qi* de aeuerdo con esto, resulta indiscutible la inpxis- 
tent'ia ile la exención legal ijiie pretendo tener la purte «clora, 
en virtud ilel estatuto invoeado aceren del |in¡>o de los impues- 
tos, coiiirilnieionrs ó tosas — cualq niera Fnére ta denominación 
del gravamen — wiK«rf //í«í«-,f »)-■ «pH" se trata. 

4* (¡tío no se iinpiiyni'I n noto* ta Yaiidcz coits-tittUMonnl, 
ni lc«nl. «It'l <>statulo oi^Aníeo (ley X" 12(50), «lo sus compte- 
menta rÍAii y modificatorios. . de l;«s respectiva* ordenanzas, en 
cuyo mérito (a ilein¿in<l¡iil,i puede cobrar y percibir leiritinut- 
mciité loa inencioaadoM Impuestos y tasas; y es nsi inobjetable, 
en ral s-niido. i'l tímlo riv-d ¡lorio mu t|ue cxl^íii al netor. como 
importo de «qnellos ^ae¿men#* «*l pajro do ln mnin «pie motiva 
la pivwni» eontirtidn «Are repetición del mismo. 

•V <íue. por otra pRite, «-l establecí ni i-ontn bain-ario netor 
«H una instil lición aisliiniiiicn. b> rjt» lOlttpoeO se oiiesiioua : ,V 

»e«'"i la repetid* y abanuann jiirí*pruih-»i-ia di ja í'«rfe Su- 
preña «e muenta en el «wii&idrrando «rtaY« •)■') fallo pe- 
enrrido, n«i puede MeñtlnísrM*, nwiitrt felpéela a ««te «santo 
y n fin i-\i»iir>.> «li-l m^pl <I:- fcs Íinpu,-HiH discniilos «m el 
E>i¡nlo N"aeie.iiiil. 

«• t"*r último, ¡o PsptieslO («isla pura .K-i.lir la 

snerté íW HrieiA en Hinfrñ «!.• las pSn4eñ«4n«á del ^'Rttm^uit^j 
y háw inneecwa^io, en eonUMtpiieia, ífcíénef?» «"n la d ilneüiaeión 
los (Ifniáa arpéelos de la ?i>»itien«|j,. no otKtante In osplieaUlo 
«tfprñsn«n j| prolijidnel con qiw i..* partos l<>s b.iu estiulimlo én 
las exp<W«íet)ee efí ambas ¡ristancins. 

Por n eoii-'iiN'raeíiini's. y por fiimlaiH-'nios éoneor* 
liante*, vonfrrmase i-I follra npe4ado <fc» " ,! *- <p' rt S8 ilrso». 

lima h demanda. íjta rÓRtna de i--t!t instniieía. tninbiéi) en el 
ordi-n eaiimna. — Í*:r./N».í «6 f)t»«* — r.trt™ .lr¡ r.t»,,,it!t¡ 
- #7. IW.r /v/„r»v, - ./. .1. &u,jfa tWmi,, (Kn dÍHÍden. 



de justicia ra: la sació* 



Vis..«ylWJera.i<l»; 

I'-' Iijl fittStiftl primordial iilaulvudii en «■ «N> «* W 
es la de sahcr *i la Municipalidad d* la Capital lia po-lulc y 



poní* i. .tilucimml y Icpilmcnlv cobrar I 1" cusa central y 
■«encía* ,H «anco di- I* Nación de esta CÍttdM los impuestos, 

iwnlrtbtieionw o gravámenes mmAmm llamados & alum- 
brado, barrida v limpieza "Ir íjue Wjllí se trata; toda ve/. <pae 
el árf. 17 dk la Irv N* 4507 Uk oi^ini^rión del Banco de a 
Nación i. establ -ce i|iH': "U «asa de propiedad del Banco y de 
«tu sneimnlcs, «á romo las «ir-racimu-s ramearía* que realice, 
estarán exentas de toda eontribneión o impuesta imemnal y 
pmviueiitl v sn* nftlitm no podrán wr inferlwffl en prelaaon 

a los d<- cualquier olm e*taMccim¡eatO d« Banco autorizado por 
feym de la Nación O de las provincia?", L« «tcusidn y el desa- 
rrollo qu<- da él Bañen a la demanda de f*- - pMW de reheve 
la triiM-oiiflrneia positiva una él atribuye a esta, cuestión, asi 

eom el largo escrito de fs. '-'4. contestando la Municipalidad 

la deiinmda. X refleja el wpreiul interé* -i".- ***** tiene en el 
«sumo I* sentencia apelada de fs. 5», que rechaza la demanda 
drl Banco, es asimismo demostrativa de la importancia jurídica 
v práotiwi AH*twi»eiliehaene*t¡.>ii.y cala ('amara, por au parte, 

ta a dedioarlf toda fe atención \\w metiee. 

2' I'or considerar desde y« es» cuestión d**de un punto 
de viNtJi iris) ¡i tirio» al firme y éonovnlo, en doctrina y en ¿nris- 
jmMl<*n<-in. es prcenó comenzar por rechazar completamente el 
q«e influye ni el señor Jura '/n«. ni atener en su sentencia 
do te, -"if qw "ri centro d«- autoridad del cual emanan las leyes 
un es uño. nina múltiple, n, pirrisimlo mejor, triple : la Nación, 
las provincias y las munieipalida de.8, ipie deben act nar cada una 
en »u i">IWa y" ron una pvréonalMfld propia" (f*. 117 íh fine). 
Kste raciocinio. " mejor dicho, esta base de raeioeinio. conduce 
iiahtraliiK-nte. n la courlitsii'm (fc íflM (nicd.- rrisrir eii nuestro 
r>'".'¡iiH'ii institucional "mi poder municipal", con atribuciones 
(» facultades iulti ¡fules, frrnlc al pífler recorvado de las pro- 
vincia* y id poder drizado del (¡obiemo Pédéral. Xo es asf, 
si» embarco, v menos todnvín en Iralaade^e 0f\ K"¿imen intini- 
Hpal de ln l'.ñ|ii'jil de la Nació». Bien es cierto que las Ooiisti- 
fnyeritó» de 1^.»¡t dieron a r-'iríiii'n municipal notable sír- 
iiifieaeióu. y ln lev onránic-a drl (i ile mayo de ct*o año — san- 
Cieilftda |aor ellas ñ lo» anco días d v hsher eirmndo la Consti- 
lucíón Nacional en Vigor— evidencia su afán de crear una Mu- 



owípjiliilail i-lft-iiva y aiitáuoins iwra 1¡i Capital Federal, poro 
ilrnint del nnUu m! miáis', mfivn laii tfáfi, riwrvniidn p:ir:i el 

Cniiiír.'^» y para ''I l'ivstdutli' <-J :,lr.. '-ci'!""*™» ]in|¡t¡..," de 

la rai-itia. cuutA l« denuifttftttii l«s iac M nri. «7 y del 
ari. mí. I»c fiiitn thMúern.w eontwih'Metóíi ¡ñt«r«*4«ntni; »I>'mU- 
Iiuítm. I.; ilr ijifc •ri 1 1 l \i ¡■ii:t I tic l:i .Yacida lio })»>■ más 
pmíttco'* ifue ■•! <W Goliifnift r'wlc^iit irifuijo la Mitiiú-hoiiiliiil 
ttff lo miaña) riiiiiíiHifinv una i¡il,ninhirnih¡H, «mi rüneionrs ex- 

pvWfii-as •M<-<mi¡!is |.nr 1» |<-y oriráiiRM, ik>ntni (te muí esfvra 

|ht <'-.t;i dcifrrairwda y i'trciiiiariiiia. U jttri&ltafón Mciwial 
tH alli txefvsSra, tanto .-h i-uauio tilo m «Apacidadi parjB taucr 

l¡i t«y podo en eiiaiiU) ni nlcmiep w 1.-1 M. v¡i lu dijo i:i Cww 

Kuproma ci| III) ftdl.. .1,- liar.- «l-iin tfrntpo: Si <-s ¿ferió íl 

(. '»!iirrc^i rstñ iiivr^titlu exclmíVHnwiito par los anteriora ar- 

tfen|ÓS «V '-(.kU. -I p»,J.T 1-síWaliv,," Ih Capital .1c la Xa- 
riuii, un punir mtIo alli haya mm. puníoe ¿Manon el ttfiar 
l^ativa .01 Comrñso -Ir «r éirr/iMii-» pura ser .om- 

purtMli. coii .| .rirn, "rMu jmb'lWlb ,V J„ Xm.¡„„ m 0l n-rri- 
loruwlo ln <'a|n'al — a»n-¡.-n la CWe — es ahmUUi t int0auai. 
Cflftfc .' HIh rin i-siíi dividida nn |« .tVpartaiiH'iiim iVsistatívo. 
cjeciilivoy judicial 'Ule forman el <r«.l>i,rim. sino ifOH, por él 

Koiitrario. i¡j N¡n-iñri ta cji-m» por im*diÁ il« w\< iliveruis departa- 
nu-ntos. . . •*. "[VmI.- laesfl aceprar que om» ¡water puede «t- 
teoder mi autoridad u la Oipiúl ifc la Nan.'n. n ampiar la M- 

«n«(en.'ia <I" des poilww, wt aceptar ¡m,H,¡H,H <t mprrium. 03 

herir Iñ inií"_'ri«l¡Hl ilc tan prfvili^tibl Milwaniii ronforidA « la 
Nnrión M,i.n. c»c (erriiwio" Í!. til. pife U'Uil; üauo.. -I- la 

3» |.a C'iiimIhI .1- la Nai'i.'.n. |»>r vnn<.¡t;iii..||t*'. nj R)l Miini- 
ci|»atidnd. lá'ii-' ha | „*|,.|v* ¡ufa n «ti* fc#¿c-gfa$n las prorl»- 
tía& m pwde«wlrii.«rw .pie h'ORn ir«l>"Tuo propio cuRM Hqoc- 
lia*. Iji MnmoiHi.Ia.l tU |n f^ftflal t ¡,.,„. ...^ ;itr¡l,,icM.«cfl 
ni mas jiiriMlfreMn '(»■' la-. nuá&>rí<l«a > r¡,r-<ti«i' »/»• n Hln rwr 
fl ■ r>««Tí h 'a d" Iji Nlíi-ióil Il|is|i:iii1^ la hy «rúánii'a, cnuTnriiif ni 
in<*. 27 (Id «ji. 17 .I-- la Coiisiiiiirión. KM.- r-. mi principio, i«>r 
01» parlo, .-[.'inmilal m dív^a yiiU'm, ¡í.I.tmo. Kftnt j.im-in- 
cial v inimtrififll, iiu'ihril.i.-ii«lr. nni«áairnt<< al poder It-aislativo 
(lt-l IM.idn ili'liHiilar ln «nnpi'l.'iu-iü *>onf..r¡,la ni r/¡-Ím«'n ^/»r.'- 
imtr.ilñ-„ cannnal. "Kl Coutírv^i — «t^ía l'rt.,-nra.lor flo- 
IK»l7d. lím-lnr SfótfpUjB^- pil.'-l.' .l;ir o nnihir im.,!,.^ n 1,, 
nicipahda-l df! I» < 'apilal. ^-.nin 1.- par»wa PoHvcnioiile. y 
pmMo IS'-trilt^ir Ins ipn- |c amento lm>la ol irradn que rstiiae 
jiKto y op..rtim..": y la (Vrt.- Kn|, W iiia «-x|.r.V. su nnn-nlo 
con |n s»sl.«ni«lo por a<pl-l fii>i<>!<.narÍo |t. U2. p&gs. 101-^: 
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'1 



Compañía S.nisin.-ii.'i (\iriie** ÍVi !■,;<• badas v. Municipalidad 

dr Ih ('npiinli. Todas las íin-iilhiilcs ü aSpiitn^Kiin's mío pueda 
cj'*v«!r*r vdaiiH-uie la* ti»-m' pur expresa «Iclejíaeinn legislativa 
tCuriv Suprwas, i. I."i4. |i.-íi!. 25: ¡Uiiufciwliilatl de (lencrid 
l'nrynv.U-.n v. Sociedad Jo*key Club lite Mar «leí Pinta). 

•t' La ley X' 405S declara '*iÍnpHl<f¡tQS y rentas" de la 

Municipalidad de l» Capital: "-.....i* Kl impuesto (le alum- 
brad». .. '¡' Kl impuesto (lo tarrido y limpieza**. Es cportutio 
hacer notar <|u<- esta lev lia mu ¡inpürsfg* a los gravámenes fis- 
calía qoc ios citados ilición prevén, si» cuidarse- s»s autores, 

como & Tí. df hacer las ilistiucinnps <t el»siric:tciorios conO- 
CulRfl eá In técnica financiera < imput-stos <» (^itribucioiics, usas 
o n-trilitieiom-s ti.' OTívirids, píe;), Por mi harte, la ti-y X* 4.»07, 
como i|in-t|ii itii-ho. i'\iitH' de toda en itr ¡Inició» o impuesto 
nacional y pcivíucinl. it la «'asa de propiedad del Haneo y de 
sus sucursales" (jrf. 17). Xo es pusíld" aceptar la tesis (lo 
la demandada ríe tpie la ley st'il-n lia iciiiilo cu viMa " impues- 
tos '. excluyendo las lusas y «<inti'ilmciuucs tic mejoras, pues 
seria, absurdo suponer i|Hi- d l'nu»rc«í> liaya croad"» mi po- 
íTcnisn ñ linimento del c"' 1 '»''"!"* FÑIerid, Muñó es ei flaneo de 
1m Xueión. eonfi rió ii dolo ta» amplias funciones y privilegios 
pitra facilitar el Injjro i|o sus alias finalidades, y a la vez lo 
dejo al aléanos de 3a^ facultades, impositivas ele otra autoridad 
púMioa. f'n.-nt. In el ort. 1? <k l« ley X* -I."*!* exime ni Hunco 
"de toda cmtrilnicíóu o impuesto uneómid o provincial 1 si 
se trata de l.t casa contra! tli>| Itnnei* y de siis sucursales en la 
Capilíd, precisamente o* cu-nnlíi procedo interpretar ese t«"xto 
legal -rti c! sentido <le que comprende también los yrajvámonos 
do orden municipal. pnr«juo podría llenarse a la jriisurcla situa- 
ción de rpie estuvieran las sucnrsalcs de aquél en la* provincias 
eil ÚnJiOrís ondieioiies. o ipic ""islínra .'il resp-elo u i IV ¡"'i teína 
inexplicables para Roa* v otras anlo el fisco local, en cada 
caso. 

5"* Ivl friricn de la Xm-ión os uno de Esliólo, y lo *-rcó 
el Coii-res" en ejercicio iM ikmVt es«*|ifíí v o i|in* k' conrede 
el inc. "»" del nrl. 07 ele lu Constitución, Como instrumento, 
njreneia il órgano del «¡obienni Federal está excito <]*■ |od.a 
interterearia impositiva de ¡«.s L-nliierons y udm i híkI raciones lo- 
«ales, Cnrn-s|M.ii(le n*]ti| reironlar en pqrla ÍHiMlaiiiciital de 
nticstin (icni'lio pi'ililicn. t|iM' esta Cámara y la (V>rte ¡Suprema 
a]dicnmu r'ci'"ii)cme»t'." en c| phso i\r\ Ttnnct» i]$ In Provincia 
(Ve Itiieiwc* Aires con <>| Piseo X;«i*ÍminI (Kir iueonslitiicionnli- 
d;id Jel impuesto a los réditos en cnanto se pretendió con- 
cernirle. Oijo entonces <-sla f'ámani : " Bs ya nutiglin ln jnria- 



]iriiili-iietii, runo vii .iíi frecuento nn-nte. IUí establece como siormn 
raern-inl qué ni -*l poder ptoMací*! i local) puede impedir o 

osto.rW «-1 U'«Íriiiio i'j.<riM»'í» (fel poder nacional, ni éste puede 

Impedir u estorbar el IfjcitiBW ejcn-Hn de aquél, Cuino bien 
H ha dfcbo. |Mi.l»-r «ti- imponer II. -vado n U\ praetlta puede 
srr iihiIh inénoa qiw¡ i - l pwter <te Ucaínllr'' (ae^iteucia de la 
(Táatora eñ «1 «'«su vitad», nn'vioiujbrc 2* «!*• U'üm. Y d<-spii*»i 
tlr eiiar (nilón de la C'orte Suprema ^wtonlant^ ron esta da> 
iriua. ln Cámara ugnv&: "Esin norma ine-.eiiK»lile do nnes- 
lr.i den-rl» piiblieu ¡unitivo resulta <!<' la imiimtleva y fina* 
lülad peditit-a ipie lien* Kstudu n-derativii ortrantzailo por 

lu Cuiistitiicióii. ilciiint «li-l «-mil cwsifilai y funrioniin d-g» 
órtlriics distinto* de iíobi<-riio. con mi' (todero* pefcutSnrea y ron 
esferas «le Bceimi propina". I*a jurisprudencia de la Corte Su- 
prema «(.' fóúfltM l'nidos. nbniid»ti1<>moiile invocada en el 

eMQ BH-iiiHMHHle. rntyBtftló sin iluda, ¡il^inm, dicha doctrina 
sn-ncuída p"r <-*ta Cámara, v hririt-ilí* rrtHwt a ello se remite 
altura. l,n C»rtt SttüttUW tfc I" Nwifri la *|myó ampliamente, 
con esta* iuilal.ro* interpiversablvx. entre «tras, de su intere- 

Wlitr sénlcnrm: "liña iiistnimetuns. medios y npvrariuiira a 
través ilc los mnles ,-l (hibierno Xarioinil ejercita >»>s pudere*, 
ralin i-xhiIím ile impiirahi |mr lm Ksindns. y loa iustrniurutos, 
medio* y operaciones de .pie « raileii las proviueia» para ojer- 
citar m |K*lrr>S gu* |- 'ríen ven, e>túii exente» df Wñ- 

pWSstOS por rj (Jobii-rro Nsciritml. oit vírlild doi principio ¡«1- 

plínin da la independencia ilt-l (¡nlñVnm ú> la Nm-i-'m y dé ion 
Estados dentro tte su* respectivas ísferaa, Solo ¡mí podrán rea- 
lizarse la* dfapwnfioav* de la t Wiinn-tón que tienden ni 
mailfrnílH'ieijtn de la doblo distribui-nni de lo* podorvs (lí><3 l". 

S.. Sífl)", fallo de nrórzo i:i d.- 111 m. 

ti' Si, cíiiim st- ¡li'ü I di* vt*r, un ]K»dcr l^i^lotivo pro- 
vini'ird lid pll«!p imüVüp enn infiltPAtiM n 4'oiitrilmciniu^ n un 
in-irutin nio. :i<r«'i!cía. i'trfiañn n o|icrari(tn dd fiohieroo Peáe- 
rol. M furlitiri tío \mfrk hnpérto Utt« Miniiciimliilad. M> pri'K'Xto 

de -i'*** w* privilegios «le qw a<qu^l(M irowm no dcíxin ser 
RXtvniliilw J«r iniplieiiiiciii á por iwB inlerprehieiún- pomo 
lo pivn-n.lt- «n et easna«-tml l.i <li'iimn.tndft. Xo pUíd* n-solverse 
miri )-ii><vlióii tan Íi)i|iorl;ii)1e pñrá el (iobiiTiin Keiloral. rnruo 
esUi |>t:ni(< , :iilii por el Hítlieo. éOi| el diñliauta rrilfnn ilt" una 
siniple iiif-Tpn-tni'Mi i ¡,fffllBflt««! ii Irnvnnlaal debate judicial 
alfrunaH «prnimira d<- kw K"c»lodo*eii C|W intervñt¡e»oii opOrto- 
imni.'iit.» en la ffóbWfj&l |wrl¡iiitenlanji. I'nnndtv »•! art, 17 de Ifl 
lev V nu7 .'Xoh.tíi a la cn*a ventral ílei Banca y tt ñlH «neur- 
t»ül» "de roda ,-onthlnu-ió» .1 imfW^ ruwioiwl y pmvin- 
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es |)or'|iic ha qiiprí.io «pie. ^ instrumento, «peneia u 

SITO del t-obiemo Kiileral e*r.'> libre de Inda tributación 
.-«l f puesto <iwe »l imiilar "ib loda cwUJibueiúH n impuesto 
naeiomi I o provinria!" luí ■•nmprondulo de tal manera a tollos 

im pwkto» im|>osii¡vo, (¡ ih> |mivíI-mi fiineimwr m iiuetiiro i 

nieri institucional, ya que "ti"- iiuinii-ipalidiides no son ti 
delegaciones de los potfíK* proviofiiilefl, cimmsvriptfl* n 
v límite* administrativo*, mío la C«n*t>tu««i¿B ha previsto 



eni ¡dude* d>*l régimen provinria! (tatilj v snji-ias a su propia 
iridación g«£ 5» >l* ln Constitución Sjwional), para lo cual 
ejercen tuBiliivn la* tv.diades ¡iBfWMtiréa v cwalrnaivaa fn la 

imite de poder «pie par* <se nhje-to l«a aeñerden ln* cotwlitu- 

etotwty |f,vm pnrviiirinUV' K'orte Suprema, t. 11+, píg. 282; 
t. 123. iiáir. 315). Seria ineóiieeMWe, además, une el Consn»!» 
|K>r iidii |oy hubiera críjidfl ni Banco (le I» N'aciún, como ins- 
truniento, Mine i* u Órsaiio del Gobierna Federal, ntribuvé-n- 
•lok/ancionw de alta fjiiai.w y «V rvpnlación di Ia economía 

naHoiiid. rodeándolo de fíraitdes privilc-rios y parnmtías para 
posibilitar ln consecución do j-ti-i finrs, y qiic, por «ira ley —o 
mejor dk-lm. en enimvuenem de otra ley del mismo <"nnjiret«i>— 
se 1.. dUmímiy»ra cat.-fft.rio. Bfl k minjesfn los privilegios 
otorgados y se le obligara al pa«n do araváanvurs o,ne ¡neidirfin 
en -sus aprnicimu-w. l,a ley que flHlórkó" n tu Municipalidad de 
la «'api tal para establecer lot iut)im»lnf (dice así ln N* 405$) 
«le alumbrado, barrólo y limpie™ es Inn '"ley nacional" cnuio 
la «|iu' ron el ,V» 4-ífl" rt'tirffani/.ó <•! Tlam-o der la N'aeión: la 
fuente n origen de jumImis e* rj nn*?no, «] Uima nnliffnloría 
e* itrtial dentro de la Capital, una y erra lian sillo sancionadas 
l>nr fi í'oi>«reso <ft la líe/publica en ejercicio dp muí espepíftta 
función de la soberanía nacional. Como bien w» dice en la 
d*'iiian.!a de- K i», k¡ (n *:si-T(« , itfk» di' I» í'ap"i!íi| liare de la 
Coiisfim ¡i'i)i. .si fin' i-reada p< t una lev iiac-ímud. sancionada a 
cntisMwneiá de una expresa dfcp«tti«?6n rón^iUtci-ofiai, fi sh 
poltiiTim lo cji-ii'.' »'l Poilcr K.K'i'iit¡vo Xaein-nul enmo jefe 
ininediíito y local, y si| leffislíini'íll ilvpriidr« tinira j- exi'llisiv-a- 
nienii- riel Confpretio XacionaJ. no te iilcauai a Góñpréntier en 
virtud de «¡u/- ooiKirtH-i-iún jnríd¡*-¡t p^lría í".striirrsf ijiic el 
cobro ilo fniiiiiesln-í. t'aeiiltad cuyo ^-roicío <■* de la osencia 

rTMeñila ftí otra tm iju* del rjercieio do po- 



lie ln M.lii'raiiía 
ilcr"s r<vlera-lrs. 



•V Dedúcese obvinnieido de ln expuexln pñ Iik proowipn- 
les c ni isiden nidos nut* es iiaprnenlciite el cobro ilr bis ffriiváiiic- 
ru^ ri*c:ilcH liattÉtíti [mpiH^tíVl iiniiiicí (i:il*<v; de ¡iIiinibnuK ba- 
rrido y Bffiltfata ni Hani-o de ia Nación por ata casas en la 



rmoa w u coste wrhbma 



Capital; ora poriiiie el principio (fe la l» intcrfereMia fis*nl 

de oír» poder ínferé h* iiwlrntui iiti^. ««n-iieias » érgimíH del 

Gobierno Federal Iti impiiK wn pontuv no pwedr ]«'.¿» :i!ii<-nif 

aceptarse vi mi-iiio poder («■! ChuplVÜ»») qiie BKíí Sos pri- 

vitesios del liaim» It-'O" Knish) l«¡ ÍñWh»#ii «le vivi-mii-!"*. w 

obstimlcsii pro p''*i «««€181 de Ii.-k-t1i's .-fu-i.-nh*. '-KI Hunco 
— bn ilichn la Corte Huprcma— ha >id<> Breacto v n r Iw «M 
C*npix-*». cu virm-l .1- unloriwifión *S|.r«sa do ln l."«nstil«- 
ciún v pnni fiW? ífc adniiiiiMrai'ión p»blira y i!c prosiiwíttoü 

general: pfir MIS ra*ón tifia* .-I carador d<- una ¡mtiffttifa 

nafii'iml. sujeta rwliRíraiiKiitc a la jurMw'ivu d*- ln* Wüo- 

rielad*-* imcóonalos y fm-ra del tiU-atu-.» «li> lti jurisdicción de Ins 
pruvim- ifis ; la facultad qiK iiKlUil;.l'I« l m"iiI»' tienen ralM pnra 
imponer CtftfrmMekuiDS limitn a tod» acuello (toa existe 
bajo -Mi anlwitlad o qttt) tSÍ dr mu |»rO|>ía en-arión, jtrrn un pitóle 
exlrmltTN- h los olijí-tAS *• ilist ililciom-s autor ¡«idas por el 

Congreso (inni) mcóikn n prepósito para vi rjMtkVo de \»¡ po- 
deros ««Hf-vido* id póWéfiio general ; leí dispuesto en la k-y 
orgánica linm-». ps^iraido a. Bt¿ estaihlminiriiin jilo loria, 

eontrílMieiÓ» <» impuesto, ¿fia nacional n provjii.-i¡il. no es más 
ano mi» mnsn-ueneia dr ]m priiwípim i\M premien" (Cork 
Suprema, t. ls. paje. :l«M.">; coac. t. 123; pú¿. SfiÚ I 

Por estas, ámenlos, revGea*" ln «'iM-Micill aprfjíila 'I*' 
Ti*. »!'. so haeo tusar a hi demanda dr fs. 2. y W rondana 'a 
Miinieipalidail ñV l;i í'apilnl a ilrvnlver ni Hastio de ln N'üCWp 
ln oan!ida<l do* 1.220.."iiW) ni n. más sus ¡iilcrs-sos ilcsde d día 
úV ln iiolifieaeióu rtjff la rtenmnriii a cstil- de 1^ 0|OC eoblW <\ 
mismo Itiineo, u»l« *!i-nlrn tl*i dftíB ilins di- la pros.'» t«* sonleiieia 

Cewtn'* i»nr su nrdrn ni.-ntn 1» nalnwíeM (le la caestiún dt-ba- 
tifla. — .1. GimsMti CatícrSir, 



Dictamen i»ki. Procprabob Okkf.ra-l 

Kl Uciin-iiu.' I¡i X"nei<'«ii Ai'-'t-iíliiui doiiintuhí ti ln Mil 
niíMVJiÜ.lu.l de ln <':i|iit;il K.mIctíiI |n»r (lorojUL'íoil «lo 
$ Í320.^i.GÜ ni ii. |ia-_'a«liw l»ajo prc)Ícs1a> t>ll co»«v\do 
tk* sorvi< i"> iTc aluiiiln-iiiln, barrido y |iui|i¡i>7:i. tiiñs los 

ri'caii'tw riM|H'rliv(is Viw*Bwfo t'l lili-'io sfllire l¡i ¡IV- 
íerpretflclúil ile l«s ¡iris. 17 «fe h» 4.V(7 y H!. .11 
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y 157, ¡lie, di- la Cfiislil lición Xaetomil. es admisible 
i-I nv-:n-sii rvlraonliiiano Liiínfo Wñie V. 10. 

Aceren rit»l fondo del asintió, alégase c-n primor tér- 

mili" la evoiiornciún de impuestos establecida a fa- 
vor del lia uro rK» la N'ariúii 011 el art. 17 cío la loy 
4507, so lofim ^ol¡Lm-'iilt: a loa nacionales y provin- 
cialcí, y no iiK-luyi' lasas do ea meter municipal. Sobro 
este punto la jj. rlc nei.ira liu desarrollado mi.-t intensa 
ariciiim>iiÍar-iiHi. eiiyi. óÍ>jctiB <-s demostrar rpio la Muni- 
cipalidad de la Capital so llalla cu situación e^pecialísi- 
nm y ilislinlii *io ln qBC enriick-ma a los niunicípios (3o 
las provincias. A mi modo de ver, existen diferencias 
do estructura entre a>piclla y éstos, y la principal de 1o- 
iliis ilorivji ili» ln* prescripciones eo!isl¡sncioimli>íi ipíe lin- 
ooni dol I*. E. el jefe inmediato y local do la Capital de 
ln Xnt'ióii Oír!. SC, ino. ¡í), y oiicoHiicndaii ni Congreso 
ejorepi' lesi-dacmn exclnsífa eik dicho territorio (art. <>7, 
¡no. 2") ; poro sean cuales fueren los alcances teóricos do 
osas dilVren»ms, no encuentro puedan influir práct ¡en- 
tílenlo oii la decisión judicial a ipil bizcada, desdo (pío 
las onlonarizas materia dol ilolmlo emanan dv ln altilU- 
cipaiidnd do la Capital, on ejercicio de paleros delega- 
dos souieja ules a los que <le ordiiuirio ejereilan las mu- 
nicipalidades de provincia ron ai rólo n bis leyes nrjea- 
nicas dictadas por las respectiva* Ic&isliiturris, Pard- 
eóme insostenible dclmn reputarse impuestos naciona- 
les, las sumas i j no la Municipalidad do linonos AipM per- 
cibe do los vecinos como rctrihueüm de servicios muni- 
eipnles, fumas «|»e no ingresan al tesoro federal, ni 
n»nríiit en los presupuestos ¡tímales do ln Xnoión. Ea 
cierto (pie «-l citado art. 17 menciona además de los im- 
puestos, Ins co)itr¡i,nci<i<n:*, vocablo (pie a juicio dol ac- 
tor involucraría las tfflft pero si la ley BjHHjeé sol»- 



metíto Je Krav.íiiH'iii'S nacionalis y proviiu-iales, l¡is ta- 
sa* Je cnri&er rootópal M iiwitirí:m excluida.*. 

Alégase, además, «i"*" ! "i uí Sl * ,ril,il tU ' " ,la i,l>tilu " 
rión oficial que «oza de todo* 16» rmVilosíos inUerttrtoa 
al Gélaeriwi rYdentl, y no pn-de Mr o*ti>rhtL<l¡i CU su 
frttcioiwmK'ñta la Muniei|^l|*la»l. Es el ¡u^iuk-i»- 
lo qno desarrollo « I I'- K. <>n su fleerétti de ««hlhre 20 
de lOi* ni tfcfcrf al mnui«i|)io & Sfariln déwelio pa- 
ro exigirle doscinlmlso altillo por concepto de -""-1- 
cíoh l«-«l<* (»¿ "/'''.. & !>Ftó) í doctrina mantenida 
por t&mto <l«* dieioml.rr -'» «I' 1 ,í,;Ji " <#í; 
N» 13.0*0), y más tarde por dberolq «le abril 2"» íe 15^9 
(8>-t. Úffc¿ X"' WAV*), osla vez invoca ndo otro iincu- 

manto, e^i^ttefité iiplivnUc al mj$tf¡*0 ,il '"Vi- 
tal Moral; íl nri. 1 1, bwr. d. >U- la ley nacional X* 11.285* 
Psinio del p«|¿ii .1" c.minl.uciñn dirwta a las piopie<Ju- 
des tinmiripiik*. ««8 pr^fim* reciprocidad. 

fió lodos lo* ra*»* i-n qiW les robra i-I precio justo 
v vquil»tivo tío servicios ¡mlUpcnsalaY* ; nl.stiicoliza ¿ - 

ewflrianiOHto I* MmiH'ipalMnd u los **¡»sirui»''>ttas del 

(¡«.l.iorno Xaeioiuil" «-I emnpl ¡miento «le *us fines e*MMC 
litacionnlesl ÉiwucRtro difícil sustentar una sy!u- 
ñún aiirmaliva. uwxAra* fliiílio precio no exceda a lo 

que el r.ohiunm Xaeiinial Iiul.iern Iciiido «i» 1 ' desem- 
bolsar si la Muiiic¡|mlidad no lo* prestase. ;i'xvÁ\ si-ría 
la whiaeióii. si olili»:ul;i :i snininiidia rlo> deja di" Ihi«t- 
1„ |Mir falta de recursos. I-;» persona jnridlCS Ksifido 
Nacional r ihv una prestación de la priMoia jurídica 
Mnnmpali...»<l .fe Hiwtto* Airo*. |pOT qrjé I"' lw 'I'' I»»' 
gar stl iíriR&riei hK«cra ocurrir .pie la Municipalidad 
creando lasas exorbitantes y dospmlNireionadas ol.stn- 
C*1Í<0 el <\¡oivicio de las funciones atribuidas a los pndo- 



■ 



■ 
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nccliü y ajena ail dchatc, pues en nulos no so atribuyo 
a la tasa eolmidn el carácter de excesiva. 

liedla .si» t'inliar^o en este ¿asó, una circunstancia 
especial: la -M imk i |mli<hi<l de Buenos Aires cNPi'vm ¿él 
I»iW> alumbrado, barrido y limpíe/ji a Ins propieda- 
des ik'l ^oliicrn-o Xneiniial wnpadns ¡WÍ siis oficinas 
públicas • y es claro r-iitam-cs que si el Banco reviste cale 
último carácter, quedará exonerado. Bajo latí concepto, 

y lutria donde ta exone ración alcance, i'l áetof tendría 

dorcelio a que so le devuelva lo pairado, pues como lo 
expresa ti fe, S vin. on su escrito do demande, tanto 
Sil eupHal Cómo los bienes cuie ostáti cu su patrimonio 
son ilo propiedad exclusiva do In Nación, lía (lo perai- 
tiniK' \. K. reproduzca ul ¡runos párrafos de un dtcln- 
meii que a tal respoí-to eXftMlf en cxpedirMe adminis- 
trativo ffibras í'ñWeiis , !HU7-lM<J3<i) ron feelia 26 de 

eetnbw de i ii:¡u_ Dijo entonces: 

"•Si el capital del Banco fué integrada latnlmcntfi 
por Ja Nación, y ha acrecido pOHHM Ó8Í* dodíró :t lal 
efecto parle de sus utilidades; si pvácfíenmenle, ella 
resulta sor él úníefl neeionUtu; sí nombra al directorio- 
y rcglamcntu las condiciones a «pie OSO cuerpo lia de BU- 
.iélal' los prestamos; si dispone, por ley, en qué- lian dé 
invertirse la totalidad do las ¡,'anaticias; si ro>|H»mio por 
Jos depósitos; y por fin, si Je si i sola voluntad uepuntte 
clausurar el OStabicfiniiento cotí el misino ¡neiicdiona- 
íilo derecho eon mu» lo abrió al pú hijeo, pn roerme tan 
difícil sostener (pie el Banco (lo la Nación un jwTtoiiezca 
Q la Nación, como rpie los Kcnwnn'ile* del Estado no 
son rlol listado, o que Yacimientos Petrolíferos Kisuale* 
«o son fiscales. 

*'Tani|ioeo encuentro a-jicdaljla n nuestro sistema 
jurídico, que la Nación sen dueña del Banco, pero no de 
sus liiones. 4'iuuitas. reces esos Ilíones fueron objeto da 



rol* n rtefiaiuInHoii, «litis L-inta» el dlwwtotío nowMó 
a ln iusiifift redera! pidténdóic uu amparo bihc pre*n- 
ponía l.-si.'.n .H pítrfiiMniio del Ffcfta Nm*n-a Corto 

Suprema tiene vt'Mu-lto qOC les «anpLwulos ílél Ha» 1 -*» 
"elelieii s«t Ronsiiierniüjs eu«M» et»l»lcailos páMicos 
fwBcifinarjnfl pfihlftoa '¡ue evieJotUan i^mloie* «le ñu to ¿ 
t-o líe Ksla<l«. «li- «-uya BolvenMa fr« reftponsfttta la 
««n'* (112: ti); y f«ml>ü>H, .pie u ltó cinpléJKlWI y *"ar- 
gna Raneo «l.-'la NíH-ióii tlolien wr CfrasitlcnMtoa B*> 
mu euii'ieail'.s y «arna- <lel (Suliiorno, qtte !í«JUin del !>«'- 

iiuW-'M de la rebuja del 5b <; de los torito? 1 (170; 
Dijóraw, pues, aplitubje al ¡Janea «» ftfgB.men.to »iuc 

formuló el misino fritan»! ao&W '!«' l'Vrn>.-arr¡l.'s del 

Estado (14:t: 29) : **m> m posible ÍHÉcrir de las disposi- 
ciones dé la ley oruáiiiea el ini»i H'slio de desViuclitaT a 
diebOá feri-m-ariiU-s dol piilrimomo tle !n Xneiúii, KinO 
xohiueiili- utorgnrlcfl muí relativa imUmomín, indíapen- 
snMe para él ejpréieio «!«' la industria de los liiiiis|)or- 

tes M . A--T«V ; bs,. ¡» pilo, anee! ftii 438 «le la tey N- 
mniplemnitavia pffiaíWuUl» prttm^m*a 9*- 
donado, 19.19), oliligu a los luimos oficiales a someter 
aiuialiie-ule siw |>iVsiipu..'sl<w ¡d gol)term> mieimuil, y el 
art. 137 UO liare distingos tíSÜit las diversas onliduiles 
niitánp?H*as «iiii 1 trabajan e«« enpitial ■ L*-l Iv-tado, ora 
teiitiati mráeiar ^imu-reíal, industrial o iiatn'ar»r\ 

Kn coiifccúcÍKria, y í-onrí-ptuaiulet inHiiíii-'ienro la fe* 
í#hK\U .leí ir C. pi de f'-'-i"' ft* ¿o «le 1933 <fs. 8, 
i'Xji. apremio) |«ra dejar S¡il efecto la exoneración ¡i<.or- 
ila-la a l'rivor del ffoWorri© ii;t<i»i>al v*"" ordenanzas an- 
teriores, pu-nso (|iu- debe revocar.-e el Pallo de la 0¡ínM- 
ni PMcTOl obrante a I'-. y li.-i.-er ktgfer a la de- 

manda, üueiios Aires, «liric-inluv 11 de> IÍMO. — ,1 'aun 
AUareZ. 
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FALLO IiK LA COHTB SIU'HKUA 

Hítenos Aires. I'ehrem Í3 de 

~\ viülfts los autos sobro ret-urso i-xtraonlianrio de* 
dutMo jhm" ol liaiu-o ilc t.'i Xaeión Argentina rontrn la 
sentencia «lo la Cámara Federal de la Capital di fs. 106, 
en Cl juicio sol>re repetición cíe una sania de dinero 
pagada por dicho Hnneo a la Municipalidad do Buenos 
Aires por concepto de impuestos do alumbrado, barrido 
y limpieza, por la «rasa matriá y sucursales «pie el esta- 
blecimiento ti<ue cu esta Cn|iitnl; y 

Considerando ¡ 

Que es imliHluhlv la proecdenriii del recurso acor- 
dado por cuanta, linbióndose puesto en tela de juicio 
las prerrogativas y exenciones m-ordiulas al ¡Janeo do 
la XuciÓn por e| art. 17 di- | rt |ey y* 4507 y por diver.-as 
disisoaicionea constitucionales <|ue »o kan invocado, en- 
tre ellas, la del nrt. ll¡, y siendo la itentencia recurrida 
desfavorable a las exencionen y f?a malina invocadas, o| 
caso cae on la* previsiones del art. 14 de la lev X o 48. 

Ka cuanlo ni Mido del asunto: 

Ka la discusión de la ley K* ÍQfflJ quedaron Wcn 
claramente fijadas las tres cn1e«onas de Rraval nenes 
fiscales q« c existen m _<■! país tegüil el orijreu del poder, 
autoridad a jurisdicción de «pie proceden: nacionales., 
provinciales y nuiuicirHileH (IX de SS. C. de I)D., 
año 1M7, t. pn >, 5 „ ,f42¡ n ,-, VM8/l$, t. VT, 
pílff. 7IÍ1; C. de 8S., aíío 10LS, t. 1', ikíss. :í:¡4 a ti54 ; 
Con!'., ley X* arl. 8* y ley X' tóííj arU. l'v*; 

Corte Suprema, Fallos: l.Síl, m¡ 183, l!»-> y los en* am- 
bos filados). X3 el Poder Legislativo ni el Judicial han 
entendido, pues, que los grnváiiienes creado* o regla- 
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mentad'»* por los i iiumnpi os oViilm d* las constitucio- 
nal o tefét *W *W nntÁteñ |«ra tal efecto, se eou- 

fmuk'ii i ii mi >isiiinYarióii v alfiiuci- w» lo* nntíóttólüB 
o pn.viia-hil. v p..i i] cani.'I.'i' laenlliulis delegadas 
gÓfi ilirlios iv.-iin.-ii.-.s locales ínvisU'll. (•¡.•vliiuu-nU' la 
N'w-ióu im CS ifiSViiííri «le lo» enlidades, ií<t>niÍieiWKW o 
:iiltnitiis¡rii«'i'>!h's ■ |ii<- fitffl i.iini )i»it¡ir(|UÍ;i más o menos 
ex trusa cija lia '*n-adu, como tíi Uaiui» Jo la Nación, ©1 
Hipotecario Xanonal. La DireoeKhl General ilc \'¡u-i nii<-»i- 

fós Pelrplifercw FinsKle* Ja Adut'misiiacUín ác |<w Pe- 

rrocjirrih's «leí K>lado. eti-., |mto SI lia diíVivtir'uu lo es- 
tas in>lihu-ioiH-x o a«liii¡Ht.s1i'a*'ic.iU's (íc la Xurion mu- 
llía en Olíanlo 8 la manera dfi al ñM«» «-1* 
su* facultados, n la jnvlwliwiñn a que <H*tSil Cometidas 
en sil» ÜlLtfio* y a lu personal ¡dad y r.-pivs^iilapión 
iiiii que actúan eo jBtiftf y np'r ew> está Corle Suprema 
lia dwlunido ¡eon^at*ihentfi qné ruando éft&a litigan 
la Xari.ni in» parle directa, desde eso punte (ta vista 
y» pw 1 i* 8 ? "° ' ,,s ctti*i!**p*fl*fe — i ,m ° * in 
contra — la tereeyu instancia ordinaria ti»* ln !«■>- <(Vuf., 
(.'«ríe SaiMvma, Kalium i Mi. 2$t S4, l(K¡; ST¿ -'l»; lUl. 
70: 102, -J::7; IM, &« : 1<«¡. 1'*; 107, 26í>¡ 11">, 109? 133; 
atiíi; 130, 143, 144; I3Í, l.fs. litó; ÍSQ, --'74; 1"), 
ÚliXÚ, :3 14 ; H4. ISO, 24Sí iá, 7¿). 

La MiuiM'¡pjili>l¡ul do la Oipilal Federal no es «n 
poder, no es tampoco Híífl df las entidades soberana* 

o — muís liifu ítieíiú— niiióiimiui» i|úe ¡ntearan fifetiai» 

ri'|nil'lir¡mo. írpresenialieo. federal adoptado por nues- 
tra t'.msiiiiieum Xaeiona3 —¡ais. l v , 3fi y sfguleo- 
ton, 104 y fiijiuk-ul»'*— v la contralto no imkmW falto 
rlrso del orí. ír\ corno i¿tti|MMo lio Bti induce- un poder 
oihirar'ional p""' ln rirrinulauria ílo ésigies^ tamlm-n a 
\üs ^vineias ln ediw&tón primaria eOBW manilo de 
su autoiiumfa. 



AS jrsTitiA m la xa«óx si 
El Directorio de la C'oiifrdt.' ración A r^reiiltiiu, <n m 

úvvivih de 2 rió SéptieiftljU) «i< ■ 1833 uieneírma vir t< ve- 
ces la palflfcrp "poder" referida ni i^Jñe» imniici|vd 

<[tic eren y qtte f en lo fundanionlial, troniologá la ley iio 
4 de iiiiiyu de lS'iií, ruando ya si» liabfa saneiomulo la 
Constitución Nacional, pero lo liace en el sentido de 
potestad local ([«.litro di- lo.- poderes <-onsEÍtu<*Íomilrs «leí 
Bufido y equiparado al poder [W-tcillól de la fHUl¡ÍÍa : 

" Kii la composición di- un Estado — dice — entran 
el Poder Municipal y la Ciudutt Itajo de las inUmas 
relaciones inu- f para la Oi-gRuizaeióíl del Municipio y dv 
la Sociedad, entra el poder paternal y «te In faiaiili» ** ; 
pr>ro el tni>ino acentuado «-nfasis con uUe es nifiiei- -na- 
tío, la repetición varias veces drl poder uiuniei pal, In 
invocación precisa de Ion antecedentes I lisió ricos, en 

do los hombros que latieron In CoitstUu- 

lainentíiles ley»?. or»ánieas ilcl a&i la men- 
ción en la úllitna parte del arl. MI do la Curta Funda- 
mental; los precepto* de la ley orjíánicu X v 12»¡0 y m 
disensión parlitnieiitarin íl>. de SS. de In 0. de ílD., 
1882, t. I. p. 81(1, 842 y síiftes., t. 11, p. Sti4 y si-tes. y 
D. de SS. de la C. de SS„ añ» ¡mi ir 10VÓ) dcuiUfii- 

trau claramente «pie la Municipalidad de Ráenos Aires 
HO es a! lia sido «na simple repartición administrativa 
nacional, a pesar de las modificaciones leales intro- 
ducidas en su redimen por las leyes snhsiiruientes y a 
pesar de las interveneiom-s legislativas o administiati- 
vas de que lia sido objeto 

Que es ei|iiivoeada la manifestación t\whn cu aillos 
referente al poder o nutctruUtd < |U e fija los impuestos 
en la ciudad de Unenos Aires y sólo para *u servieio" 
comunal, afirolándose que es 'el 1'oiitrrcso de la dación 
cu su carácter de legislatura local conforme al nrl. (¡7, 
in*. 27, de la CWtilucidii; id Congreso ha estuWmdo 
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las materias !► ramas boom» los que puedo errarse el iria- 
vjinu'ii — arl, (Kl de íu ley Jjy» r_'t¡o— p^ro |in declarado eu 
el Ri'li 41 ((iic Mwre.$|>t>adt' al (Nuieejw Deliberante y r y*i r 
vMtñ ¡uijtiM'sto*. rniilr¿uT emp>ri*sl ¡tos llajtá ciei-lt» mon- 
to, enajenar su- |»ro piedades (¡n.-s. 1. '2 y ¡í) ron ln 
(IMTrlillívn facilitad tic sancionar su pr»'supuc->1o |iu- 
080 ítj. 1.a llVrtnOHÓltlilJíl »l:is ri<£iti-n>;i u.0 puede lleynr 
a confundir ó í • I< • 1 1 1 i Ti <-n t* "impuestos nncionnles" eftíi 
impuestos ti ta>a* dé aepvfeíos munieipa les. por 1h cír- 
i'iinslant'ia de> estar ratGS atilorizados cu mi 1-nsr poj" 
leyes nacionales y, eomio so luí demostrado i'H conside- 
randos anteriores, ni el l'oiilílesu ni el l'oder Judicial 

los cniifuiulicnm. 

£1 jit't. 17 ile la !«.•>■ X" 4."M)/ sólo ^-xíiiie de tocia con- 
trilnHñ¿n o impuesto uncroitnl y proviiieud a la Gflsá de 

propiedad del Banco Xacioaal y aneursitlos así como a 

las opentcimies liaiK-aría^ ijBC realice; eia el artn-ulo no 
se mencionan 1«khi ni relnlmeionos de ¡servicios; tam- 
j>«eo st- mencionan iiupuc-stojt o contribuciones munici- 
pales ; de la disensión parlamentaria — "jne ]a parle de- 
mandada extraeta eom'i'tnmeidc « fs. VAít vio. y si- 
guientes— j.iii-f;e con claridad qne los líravámones niu- 
nicipales se excluyeron de la exención ; los servicios 
.(lie loi'inüti l.i maioria de ttf&p juicio un pautan ctitorpc- 
eor el reirulrir y eficaz desenvolvimiento del liauco 
M'onl'. 7<¡ 1'. S. 353) t!» WaÜMre's»: sí n 1<>dns las ndini- 

iiislr¡iciiiii.-> anfáfqDfraa ite W* declarara escutas de 

pajrnr los servicios elementales i|iie. en resguardo di» la 
higiene ele., presta la MniÉ¡'-ipalNlad —y por simple cs- 

lunsinii de textos legatos ana un los meoéionan— se 

causaría injusto agravio al vecindario que, i'n definiti- 
va, tendría que sufrir el recargo con si unión te o el Ran- 
ea len.lrú. que mii^t ^ireelnaioitU', por sus propios 
inedias, eso-* «wrYídáa indisiR-nsahlos. 



i t&tim « w (Mi » 

Kii sil uu'-rili» y |mr (i's i'<ti<<-<ii(l;iiiifs t'un<liiiiiPhli»s 
ili- lo* fallos di- |n*iiH'T¿i y -.'j-timU instancia, 01VU1 rl se- 
ñor 1'nn'CinKtor ( irm-rnl. se t»nfi*l«tt la ftenícneifl OjW- 
liuln en CUillita ¡nulo ser malaria <lcl recurso. 

AXTOSlO ¡Saiíakna — IS. A. Xa- 
?.\n Axcuobrsa — K. Ha- 
moa Mkjía. 



BANCO DE i,A NACION* AÍWKXTIXA v. MÜNICIPAM- 
DA» DE LA Ciri>AD DE BUENOS AIRES 

itFcritso Kxrit.uwMXMiio: ív*ií-;,i /«m. c*w Gm- 

1'roeede n recurso extraordinario contra. ln seideiieia dc- 
ii4*[riitnria del derecho funtl-iidii por el Oficiante cu dispo- 
de la {.'onstifia-ión Nacional y d-e la ley nacional 




XACtOS. 

LlS las'is di 1 iii!f|A a i*L'ióii d*' instalmrjciws mecánii-n* y de 

inscripción »' inspección di* casas <le departamentos, co- 
hrndas al BaQtQ nc la ¡Saeit'ti Ai'WiiliiHi pos h Mmiipipft- 
lidiid de l*-in')ios Aire», no se Itallini comprendidas en la 
exención rstahJepiila en el srt. IT de ta le\- N' 4507 fli 
importan un ontor|ioeÍinii ntn a In mu relia rípidnr de aquél. 



Si:\tk>tu m. JqBC Fkhekai, 

Unenos Aire*, lebrero 14 de 1!>«. 

Y Vistos: PftW p-solver eil definitiva \0 autos «MtoU- 
dtesi «Bsnfto de ta Xici&n Ameutina «Ultra Municipalidad 
<3e la Capital - **»re cubra di» 



K<— tilfim>lo= 

(¿m- |mr I:» - * «* «lw-i«»in-«t Im'i'Íih y "Ir i|t-ri'>*li«i iiivoraiílM 
«■■i In <I<*iiiiiiult. no ii«*''¡«nii fu •■■■'.'!.: I:a Miihú'i|'alula<l por 
rp|*'t !»'!<*!. I" - i t-íiT"- iinMm|ns •'l'ffliiiuliiN |»Ti»h'-lii, t|(l'* 

n-j , i"inl« , n u la t-anúila»! <fi* 8 967:36 id ii .. «*¿»*m » nrmiitA 
poií ItW ri">p'< - i¡v¡i* »-«>T¡ltiriis y nvíliiv* iie«iin»;i*.ii«1«*. 1*>* vo* 
Itriw pfcellládír* »tirrt*|>f»<Í'*ii n t¡»n por inspot>t'ir.n <!>• instala- 
rion>-s jii'Vi'«nifíi- i\r la t'n*a (Vil t ral y MWiirs.il<'S urnnnns. y 
la trotó ri> iii*'ri|w:-'«n f ¡i»pecei<**i «isas no iti-pa Mámenlos, 
iiplic.iil.'i .1 la ¡ir;"iii'in S" ?>ítn ru ('alian y I^arlu-lniin- Miln*. 
<lorii|i' i*\ísii'n un"* «'tíñalos nVpiLrtamcnlos rx-upaitos por <"in- 
jilfiitln, «••■.'niulí*-^' ■('!" (lidio* «tViii'" Uiiynii sido prestimos 
pót l*i driiuindada. 

furnia In improt-Pi!"iu'iii mitro pih*sIii>i):im». cii la rS* 
tviisi/m v límili"* n'f w I' 1 alrilmyi'ii a la fariillai] inip«»¡1 iva 
f|iu' lotraliiK'iili- cWn*SpWHV n la Mimíripnlíilnil di- la Capital. 
<lrsi'(>niK'í''n'lc" 1 <\<ie rila pm-dn jK-rcitiir «iros ini'pm's'o* mift 
im >i'im los t>spr'^iim«-'ii" aiitori/.ndois por 1»*y nai-wa' ¡ 1 iO 
wirit* ¡»sí d*'l «rt. *K. ín«-. 3*. (le la ('mistíluonVn. éO cnanto de- 
ciara al Pmmiriifc' la S'arión. j*»f«* local o ¡nm*rt!«tO <lf la 
Oiipitiil y tM ari. fi7. int\ 'Ti, qijCé atribuye al ("nii2re«o jiuis- 
diiTÍMii para ejercer muí l«'i:¡slacii'ii exclusiva en Iwdo &\ terri- 
torio •)<* !a Capital. <!•* ilmiili' se ínfiore >|U0 Iji Mtimcipnls'tad 
(¡ene una vida de reflejo sin ipH' «11 oai"í»eidad <if ilorvehft se 
otu-m-iitre determinada pnr las fnealladen »pio se lo huyan de. 
legado. |. i|i«> asi resalla t;imliit'n d> Ins leves 1"?fi0. 40."S y 
10 Sil. son tus -pi- •Ii'tí-riaiii.nn su facultad impositiva. 

S' funda tanaW^it I» owraíntw e» h ua^nrmésa Bmu*o 
dr Rsladn íim«iá* ^1 nHbr, <lo <lon<l.> Éwnlii .pa' s« netívi- 
«la«l !!«■ plK'ifc' WlW inrl>aila 'mi f->nn:» aSjitna por nlra iuslínt- 
eiñu ipi<- nrt fnniif paité int^úraih.tr «Irl (Wiicnw Frilrrirt como 
lo i-, la Muiiíoipali'lad «K* pt4'a riiiilanl. ruya dtst^ncín ilorivn 
una rimplí dHrjraeíún np InetíHaHi*», p»r lo qnip s«- pitcuni' 
Ira r>h n^p-s-t*. al Ilnnro actor. <>a sifiiac-iúu -I.- 4Hw»«lcw:ia ; 
p<*r Mti partí- •» hÍW*B laiiilii-'-n el fiiinlaiiu-tiUi Ii-ujiI PWt»r- 
B#;n4f tli'l íirt lí A» la W' 4."0". acuerda In (*Xf»ct¿a ilc 

rvilfnifrr da*» d* tril-uto q«K m* («ifliPTf ralaildWor: imr t-odo 

(Ó cual consM-ra qw lo »-olira<lo pnr la .lí-monda i>s violnío- 
pírt dr lo» itrls 8(, (Í7. me. T»'. y I I H¿ la í*oiis|¡liicÍ.',n Xar¡.mal. 
il.- las |pjw y Irt-"*; pKÍiftíilow on conclusión fon<K-nc 

ni pa'J". íon illtírv-M-s y costas. 

lfn*> \;i i!«'Hiaii'laib c-oni'^ln afinilandn que lo i-oKrado 
fií". en pfé*lo. p-r ilrtrrfw dé insprcíón alinli<ln por la ac- 
(rtra, pTo *-n oí eoiWplrO A- s.-rvÍ«-Í0K rfWlivnnuMitc pmllWlM 
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tnnv* rt-ii-lti .!<• 1m* «xffcíliwites a«l oiiiiístríil ívik qup film, nc- 
i.».1i.u...t.. c rl ÁrfchiWl t^iH Pal lie la MiniicfifiatklH.l; Mira» 
<•! <l*Ti'.-lu» ili- su BObrO olí U* fti.'iilla.los. rftiiri'rnkíl* a la MUOJ- 
e¡|»li<l:i.E por las i-y.M 4JI-V. 50ÍW y WW4I. y arts. H y 211 ilr 
la (inlon.iwa Ouoral dé ÉHipw»K«5 «o« w*pe«tO a I» ms|»<*c- 
ci.'m <Ítf ••vasíis (I« xooaala.r* *•«>•'« «WÍtíflfi Mili |lK MK llori. 
muí ii- «fisiwwfeifliips iv!i.i¡vh<¿ :i h¡»i-'in' >■ M'iíiiríiliul. oslan 



,u.Uri>»«W«i los iifc'l*. S292, 2SwT -2-J. 4. fi:i4 Sft'wr. 

221S¡ ■*»"'>- etc., llrf Pie*!" Municipal. fior.«lo IojthM» 19-* 
tcri)r.'i:ii-i'»ii - ^l.-nsivii q«p incluyo «i dích* iIi'iiomiiUH'íi'm (le 
"«jMáv-ftp vcÍH'In.t" a la* A- •H»*rt»nmU«s: iW» <t»* 
t-l ftnuow tietor, on su i'rtPil.-I.T «I<- rV|tartÍCÍáll plílilir;i rstv Mll- 

naradQ roeneiiíñ ñlrnín» gü* extányn ln rrtribtteW* tfc «r- 
víeim crMUo los onwttoniit*». |«f fe que pide el rwliflW <!«• lo 
ii.-n.nmfa. ton y 

íonsúlorando: 

V) Qoí M la prow.Ioiic-m Irsat d« l<« «WooIkk co- 
hrtRlm por ln »<inléínlidMl. ••"> rtfl&l (W itocourvnrnnilt. to- 
cha ik las raciÜHdcfl impositivas pW WTO™» ^,,^ r^ , " 
fioAdé ni prtrtw formina, simio la naliiralrni W f»f ««Ug 
««añina* pKvinmwitr si ln MunirftalMad * la Capitel, c*- 
£* o ÑNÍ * P«***J Éte 'W**> «Ir r»pio" para 

«•ciliar ni su juríftriwriou, la materia «felfa* a htffwne y 

pS^^aSn^^P» n-lribiu-ión .lo los mismo» por parto 

Nü^aa. na ii.stii.H-i.'... pwsWMlí » i» » n «■ 

pravineui* >* par («»to tl«t«'l" *> f???*™*? • n1í ^ M " * BM *' 
Baria míe áVbé cumplir sus riñe* públicos, dentro «le IM normas 
tamlm'ii mil -momas ilel d-rwlio mnmripnl. 

El n'-eitoen tntuiicinal e«B«írr«<io parla í'nnstituen'.n, con* 
sislr: ".-a la nclaiinUtrnoma te a-pi.-llas .«almas qm em- 
d.-rnou úni «monte a l«* hatatanlM «lo wn rilo o ln«ar 

,„.,., «f. V. <íon^i. FA IM Pj W». H- olio «e infiere 

„mo el Mntiioipio liria- c*t¡i r iiivo*h«ln díl pa.lor jarmliwional 
,.<w*;irio para fijar par sí tn¡>aiin. las minaa* (fe barita TP- 
•cm.M. omití», bi^en», vinli.laH. moralidad rrci.rsm fmiin- 
oirriw réWpSlÁni onrrm'iniial. oto., oanfanao 1« ha 

niuetra Cnt-te Suprema, (G. S. : 1%3S3; ««W 8i). 

Con ariorto lii*lV>rioo y oonstitutíonal ba «lidio tmiibn-n 
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nuestra Corte Suprema. t|Up la ley qtta wíir* jurisdicción mu> 

" «<iú rniHrianiln u du-mr <-l tvjndaibr. tófo "rija lis 

p-iierales. !ttii|iiiiis. orjríiiiiNis" y «l.-ja al "goblérae 

píos", conw i» Un llamad» la iswlfW Ñtáórica hispano 
eolomnl. la función de traduri* el detall* rr^iajiiontiirio 
Ihh pnv$¡«n«] con.Wttia niyu iiecrsiilad uYti-nniiu ín ostiie- 

rú-neia rn la v'uU pomiiiml" <*\ S. : lftfi, 326). 

I'or ello nttw «firmar <pif, imln ve» qo« b«ya de nfmn. 
tar-' la on-íiuÍ/B.'¡«>ii <M i 
tA«'i»n Je In Conslitwiún 



qoe hicieron de ella una crem-íóu ■ 
(C. S.: 171, TO). 





2*) Que de a-ptclíns principio* e*Uc deducir, nno el en- 
i muiiici|«il de la Capital bVdoral. no cmifiipira eseopoión 

i iloE ivtrimen .-ormin-il mstihií.ln por Ib (Witit lición 

jal. Fnr.daawuíafps *nit la* nutro fte dowelm püWiéo 
nue ¡mpdcn poder MMctier «pie la citriad do Bueno* Aire* 
MTíCc (Ir gobierno mumriinl propio. M oxaminar .'¡ortos 

n*peet<w do orden isistitiiL-tonnl «pie atañen ni desen volvimiento 
de m viiln comnnnl. para nhripnr la d* qiw toda lenta- 

tiTji d* armonizar «l.-nlro de ln tWtrituciAn Xnewnal. el ejer- 

cinn .ir (IrtrrniiriAiio* noto** de nniAt r¡Mncfera y roprwdvo, 

srgr&sr oi "" * * fh " 

So incurre en ermr en muí» se pre&pHflé Méonü^r «ñ el 
npt, f& do ln r.rtK[lt»fl.'ii. el «tipil o in*tittie¡«n do ln muni- 
Milidad «le Cnpif.il. lí:.:-ón tuvo h fWl- Suprema til de- 
án Mi roiieradc* n&ós. ipn?. Rtfl íufli fn.-iv su alcance, 
onrlí.Militii.1 ríjf |«;.ni ja- Cnpilal (O. S. - III. 17-1: 131. CT). 
l-.-i ejclsiencia do U» iimmcípnlí.Ifld do hi ciudad capital 
de I» líepúlilit-a. omíiIiü prcMipuota c» ln Coustipn-ÍÓn do 
1853, por t« i|in- im iiewsiul instituirla exjtrcsmncute. As| pues. 

eiinñdo en ni nn. SI, oran ni/u l«s nkclioét sefiu-idad rés- 
ped» do lo fofTiin y t¡*>»npn oloocí^n itol iSostilrntc y Vk-e- 
pécsMonlo ■!«■ la Kattán. Mumlu tju« lín* de la« lisin* óV lem 
o|celi)« <•« la Capííjll F--il.T:d. Se rpniitan on netWlifl al P*& 
mdoutv «lo la Mnnii-ipalidail. i|UOr¡ondn cón *-tlo sin rtmla nl- 
tfima entrar el<>mrulm thu pseweíalps » la vida &e ln XaenUi, 
o**BW wii l;t» |¡ÁlriK •'<■ ln* i«Wliw |»nra mi priiiHTa Miafi'lniriirJi. 
h un ijihIop n i»-t¡dad ( »rpM-Íii.l«-ut.'. «oqio I» «'.s a la saann la 3Iu- 
niciimlidarl .Ir la Caipita!, 

I>c n» nrowimnór lo* enantlluyeWos la existencia neeosn- 
rin do I» mnni«ipalidnd pn ln oiiidad tfiw » lloábriíéo Capital 
do U II.'púl.liojL no Iml.ría r-h-aul, como custodio o dopo^tario 
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ílisu.-.Si[iiÍ!>K ¡* iiitM ¡iislílii.-it'ii n t-ntidnd do i-xisU'tioia dudosa, 
a una iii-tíliioióit <|iio podía wr «'I propio Presidente do la N'a- 
t-ióii. mino awfítft-io o paítoiio de mi pmudo municipio, sus- 
ecpiíldo de na exisltr. 

Confirma esto principio. *•! hcélw do que la loy 1029, da 
falOTalfeaeiótl de la Ciudad (te Buenos -\¡ro*. expresamente, 
en áu wri. 1" decía» Capital ifc» ln RépfiMtes, no a Iji chillad, 
sino íi) municipio dr ln ciudad. co»N queriendo conferirlo do 
o>tc modo, •>ii|**i , viv-*ueia pnlitien como tal. 

tp) (¿iip se arguya que |« Ciudad (te liumos Aires, ca- 
rece ■ l<- pudor iiniiitoip;il, di- osi-noia vonstilneioiiiil, invocándose 
el ¡Héí :!■ dol ait. Sfi, en cuanto «toclari al Presidente de la Ka- 
eión jefe inmediato y local di* Ira Capital d* lit Nación, y el 
i tu-. 27 (te) itrfc. *¡7. en virtud (le auiorizar id C'oit»reso a ejercer 
lilla kyiOiH'tíll úcdflgiva PB «1 lerrilorio de la Capital 
«3.- la Nación. Ante l»l arpa mentación, cate» afirmar en con- 
trario i\w, dichos preeoptnx* eslán muy tejos do consagrar la 
la«iidoneiii del poder nmuteípal en el iiTriiori» «lo la Capital. 
Í5i íiaí »« fuera, I» facultad yn revnrdada, conferida por el 
nrt. .SI a l.i Municipalidad de la Capital PO forma expresa y 
por Fmit» indvlrjridjp *■ insustilníldo pór «'I Conpreso. por la 
vía <lo legislación ckoIiinívíi qué re rími|ieU\ carecería de todo 
sentido, 

1.a exisioneia y "'ji'tvii-io do los poderes que concurran. 

lo* 'me*, -i y 27 niadus. m fumín aJ¡*uua impiden l¡i antala- 

tenida drl yuliirriu. o poder municipal, sin interferencias o cou- 
flíclo* que jtK lititrmi iiirwtipa: inte**. TfiiiM-'u dice <•] inc. 1* 
elol arf, ^i. qiie ol i*resídeat1e do te N'«<-ión es <•[ jote supremo 
y twñM? ii ni éaí$# la iwltninist radon ¡•■•uernl dd pnis. y sin 

rmtetiT»». no ífcw» ealiida dentro de la Con«.titne¡óii. la aseve- 

ración do que dte |»ur«l;i iriitmrlar la primaría itel poder Eje- 
cutivo, «ilir-- los olraf hodere^ en fm-ma desvirtúo el 
sistema d» itiwlíbrtó y e'tii(r¡i|»o>o do leu »ii*nio-< on que est4 
rstruetnrada toda la l 'Mistituoi»n. Do ¡»ital inniiera oabe sos- 
toiioiv (¡úp, sorel jí'fi' iniiirtliflln y local do la rapilnl y fjer- 
jeer ltiri-la.-i/tn i'S-PlttSiVd cu olla, no qiuoro si^iiifionr t|iio el 
Prcsídnilc nciitntdoa mi fntliritrn itrvsitteiitQrl. 1a ite inlvintetite 
tnuoioipa 1 do l.i oiiidad, y ol íiditrn-^n. a >-ti fiinoiiVn tepixln- 
1iva. I» il>- ciiu-eja (teliliorantc, Anjpliflá y biftl (lifetrncindos 
•íihi pkIMg llíw ptptnpOK «pío on la í*on<ilitiieióii confinaran las 
fjienitadcs do- ¡niloIc fodoi-al o tiarietial y tus cnmuimlóa, Pi- 
ctets fueijltmlrít o la mudación do .-lias, un puo<1on suririr del 
sote roiil'niilo de le* inoí*. ¡í* y 27 ci!a«l««, pues bi-"n hi^^HHPi 
qiio la-i facidlnilos do anitet« email eKpecífiemiiente eonsapTiidas 
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en lo* arls. ti7 y 66 y tle niit^uun »lc mis juraos radica cwwi; 
grad;t <->in r.wiieión «il n'irinii'ti tmutÍL-Í|>a1. i\w >ófco podrá 
a<lnii!ir*' |H>r iñ&Uluctóti eslwviia y nanea por ¡ropíi^Mua, 

Kl |»«l<-r c*M*Frrid» yuru lt>gisliir PXetnsivntuWito Sobre la 
Capital. n« ilesronov ni e.\rluy l;i i , .\¡M''H«'ia (M «l'-nvho autó- 
nomo (\0r nniiiifila rl pn'Mipiti'stn ÍK*rtwrÍo dr In existencia 
flif la Mniiiripiilidsid de liimKW Aire*; 11 este mii/clo tkm 
dicha la i't-r!-* Suprema. i|l|>¡ '*•*! pod*r il* l«>iri*W-¡óii exclnsiv» 

míe ponfier» til CftaíT"?" rano I"2Í*lniurii UkmI d ¡»tc- -~ ¿el 

urt. 67. no es iiiconí-iliaWc eo» la Ih<I ivirlriiii.-nt;iriii «le 

«irúi'l.T RimlMluI M In t'Upitál PVlIvWl, WÚW n<> lo e! po- 
der óV hiredarióii provincial, recmnéídn po? lr« «rw. 10.» y 

w<¡ con la oh.l^ftCiOa de «urauiír rl n-sím-n fiuiojópal que 

i-on-^jitrni art, 5*. I.a ley i-n nmli«w misar "fija I».-* normas 
gvntNtks, amplias. or¡r;ini<ras'' y d-'\i« til ' * j.'ntnVriio tía prn- 
PHk", pruno lo híi llamado In tradieión liKpnn «.colonial, la 

hin,ci«lt tfc inniiit'ir en el detalle nalnmi-iiuirm ]m im'vit*i«nes 

pniicrvlns envn necesidad determina In i-xperieneia de la viilii 
cMuminl" (C. 8.3 156, 326). 

Agilan fa'-nltudes jur¡*dÍeeioiuiles «ti««i para ejercitarse 
iiidi'peiidti'iiteiii'mlc y enn niWliit» prewiinleiii'ia á> leuden, 
eia* ideológicas y 3>»íi1i'Ji-*. I"" áfatCínn ¡i*¡ estnie-turado tiene 
perlWtn piiIiíiIji dentro de la Canslitiwloii. cmnn *e ninipruebn 
en rl onU n provincial, donde mnl-os principios coexisten ar- 
WduieanoiitP, aun en lo* municipios wuút comparten la oin- 

da«l I"-* |"-i>'n'« «•jc-mlivo y leeísdativo eo» In* imiiiipip»lidndca. 

Va.la «lisia. Ita (feao nuestra Corte Suprema. .■ U «Hit* 
venció l-ir¡il y nintt'rial |Ie d«* príntlploa ritrieiulo en afta «*■ 
proiivo- caMpAs líft acción, sin roe.'* ni i'onfliettw ¡rreparaliles 
qnc »n lw hay pniCiMea dentro de In Pmii^ittición, rom» «pitera 
im. v.- Iií.ii ¡iislitntMo eia elln iimVn-s (|^ei¥p«ttej y filClll- 
Ijidis m .ÜM-ordin. miio al conlrnri». rntidádea armón izadas 
p-n h afiiiidaíl nh|>r<«ul '!«■ Id «QHUHMteinU »»ínl y del 
míbir«a. principio y fin d»- In* ins»ít«ei¡onrti púlili.-as qn.« nos 
i. .('. S . jpff. L'IO «aw. 9*1. nií'lm principio es aV enriela 
Wtfitt 00 "I easo .1" í:i >fi.nieipali,lad de I;. Tapilal Fe- 
.l'Tal . 

■l'-'i Qw- <U nrniTilo n lo rxpiirstí» mlir- *oñnlar qne, In 
cxiatjÑtcifl <1' - l poili-r BHiuiciivil antóríoinn en la e!í»la«l <]<• Boe- 
*. rs ln única vi-rdail jnrMí'-:- rnic fcna,> a la ("one- 
>¿ii.-ÍiHial piie-U' jiislifíeíir la «\¡;*Í)>ilMlail de In* eo-nlri- 
w* íiiiposírii-as y ol n-irimen juiititiv» eorri'spondíente. 
ite* por prepifí (lei-ísVui de la antorlclad nmnicipal. Si 
ils(Ílil.'ionnlm.-iite r,ue ilíclin |»K|er anto^ 
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lióniko no existe y «pie sólo corresponde crearse una "ndminís- 

tf«íuti turaunar' rjcreiiada por un delicado del ProidraW 

(h- lii N..i*i>>n. lu primera loiwiLMU'tii-ía constitucional seriu la 
eareiiéia efe . ;.i laiMiHiM para íhipuimt wmrilaieioiies fiscal™ 
y l.i itimcíóu ile sancione* imniiivas. necesarias i>ara r— 
la vida coiauiin), El peder iffipoa*" 
de tíeriaá principio* <,»c *e cubimhm 
.S.. Kft m, <vm. !!»). 

Subido |» i(H-.' los ¡mpti'Mos o «.-nnlrtbueiones pvciiiiiariaa 
m tíí'iHTal, «ú cuanln son aldigaviiuu* unilnreralcfl cxontfla de 
1m (routninM. imposición y Cuerea coBipntaftá constituyen 
Beta ile gótáwTM) y de iw>li-%iad pública. i'M'nt'ialiiH'iite de na- 
turnli'/.i ¡eiríslnliva. A r.sle rrapeclo tiene dicho nuestra forte 
Sii|>n-'iii¡i : c|in* entrp lo* principio* $í*wrale* que preUonihian 
on el régimen repiv-soiítíiiivo republicano de irobierno, ninguno 
«•Kiste rafe ^ni-inl a m uimmileaa y Objeto, qui« la faeultad 
atribuida ti los repre>.en imites «U>1 pueblo para ernar contribu- 
ciones mirt-sarias para f¡s eKiMeneia del estado. Xnda rxicrioika 

más la posesión de la piona Miberiuiin. que «'I ejercicio de 

winella filoultftd ya qw> la Sbw disposición «le lo |iropio, lanío 
en lo particular como on lo público, es «■! rasgo mu» «dicnle 
de la libertad Oivii. (C. K 153. 2!»7, cons. r). 

|,¡i facultad n-cnim fi.lii sin discusión id poder municipal, 

pfeca ¡nsIiSiiir li>s itravj'itii.'ii»^ im'iwsitivw. í|tie «*n forma de 

tasas ivtrilmtivas de M-rvícin. "luffil ns.<rsswrnlá'\ etc., re- 
cluida tknirú tic su jurisdicción y corapclcncífi, sólo pueda 
existir válidaiueute dentro tic ):t Constitución, en tn?M d* la 
misma idea ante en el di-roclio publie». e«tá justi Kefldi dicha 
faenltad. "ii favor Estada General o «le Ins Estad™ Pfirti- 
ndaiw. f,a existencia »]<• dicha potestad imnosiliva o filWB- 
cíith. está justificada, tná* *pie |ior preceptos eoiisiituctonrdcs, 
qik bien |iodrían Uastn silenciarla, por efecto |MtrlÍcUl Ar de la 
¡.i-a del derecho qiW pertenece a la representación popular de 
"éoWfttir los ímr«»M>st<i<.' ? como una nrta ipneral y 0»ÍR*« 
loria ¡Soln* la río ocia privóla (Mayfr ttj Coatf. 4H-, t. H. 
1!W). cmirornie lo lia tlodarado nnrslrn Corle Supr«-iUS. 

ICn virtinl de «-.ta particular natiiiiileza q(ié confienra 
el inii»ucsi.i ru petmral «pie la fneultiid iH'rtiiuiite para crear 
Ü ol.li);aci''ii imi-ositiva, no e* siascc] 
por parte <l.'l noifer eoi» pétente. 

«i In Alunieipnlídad de Ib Capital no existí*™ como- un 
poder autónomo ori¡í¡i*arin y no di-toutara por sí misiim el 
poder i»i|»"MlÍvo, el (Xmgtim Nacional, ni aun dentro de »n 
facultad do lejrUlaciÓn excrnsívn Aenti* de la Ce'pítfli, al or- 
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gaiii/¡)r la MuiiieÍpiil¡<lail. IHi podría (Mtf&flr cil A cWtxfb de- 
lilirnnto. ni Púi vm-rpi» ü!fflHi& Rlcólíií*! *lp t-r>*tir la- Mjnjlri- 
kieíoHi'* *| !«•* Iinv [«'ivili" ln (-miiiiilii. rt'ino IVftllWMj prupiras J" 
por (litfelu K-iins-'m i!-- su*» r:im:ti r"i>r , 'w"iil:it¡v;i«;, ||ti ilii'liii » 
«iliB r«|wto ln í "*» i -i ■ * Sti|»tt*nia "«iii" i-M*i-tiinie»iil«'. -d 1 'oin-r-""' 
no puede (Ifli-tMr «'ti <-l I'<w1.t Kjrtíwihn. «» «*n otra Dppár- 
liiniriili» il' 1 lii AtliníiiKllMii-'-ii. i ■ ■ n! ri^nviiMi' » Ó 

pndrr»-» «pn* lian sido PítptVSa <■ iiiiplú-ilíHiii'iile ennf ■•rulo* . 

TVcvIi 1 lii*itf». ii ■ ■ existí* |>i-r>[iisiiiii'Tit** «W'-_':ic¡i'ii "ini i-mnidrt 
una milrtpidínl íiim>-Iíi|¡i ilt> mi |h«1it rl*-t a-rmí >i;í«I<». lia«T pasjiv 
•*! pjcri'icíii i»-»' poder a oirá autoridad >> pt'rsoiwi. di-scariran- 
dole m>Ihv Hla" ir. S.: 148. -13-11 , 

!>!• c«iforiiVitla«l » p*ÍMÍpí& pr.-v.-r-- lu 

aiMHiti-cTÚi do prosjiornr ln t-'sis qnt» nicsa :i l:i Mtinicipididatl 
•sjRÍMiein íHil.'noma. y nnfiiiiwira eomn una -.uiiptr 

'•ndmt'iivtTítoiiVn mutiu'MKii" «liriyi<i;i por.un rcprirwiifn'M* '''-I 
Pn*i«l«'iii«- t& ln XíciAn ( l.n * , «*ii'»-r íf-m-íi» --tÍíi la 

jiiiposililt- »■ n Í-t i-iicin il«' una iidiiiiUÍ-.ii:ti'i«H sin P-*-iir«i>-. y >m 
fnciill ml<"> parji lo-rrarlrts. W a lo* r.vii liivi.-r» <plo i»lf>- 
vtH'rlos el <"<iivjn-s<i por leyf* osjwvial«-s i|o «Afcufoti y r-snirsos. 
yfl n« |*i<!ri:i lialiliir*" <l* nada tp'w roi-iro-rde rotación 
«Ofl ln «-nlnía-l nnniífipat. pitra ¿Mu *■ trillaría *• un do-pnr- 
tliHK'iilo ¡iihninÍHirnlIvo t-omini. 

IHro IRAnO *'al»* r-iproSíi' 1 «un tv*pn*¡<> a la ''a«-nl I mi de 
errar I»* ^auríoivs r"-pr , ">ivns para 1"* «■'■i»tr;liuyi , iil* - i im i'iv-ott. 
v liis iVmá 1 * snifii'iM-í visfii*""* noei'viir'a* pmíi loírnr rl <l<'!tii|o 
c<iiii|il:inii'Uto i!* 1 Ion fin'-. |)<*il>lii'(t« mi' ini-ut»:i»'ii d '< Muní- 
r-ipaiutiul. Rniiido <í9 i|ii«> ni v\ Í*^kU»MV <Ífi l-t pühl íci ni su 
ilt'li'wi.!»» munlí-ipal. pmírTan «'iv:ir iliVIliH *anrífin's i«r 'V- 
rri'lo. ni RUI) tMf<li;»intit i!-l>'ira«'Í<"itvs i le r¡ifiilnnlt's |f¡-i-lativn-i a 
llili-s fitivs <C, Ü., VA'-. 211.». i-t'ii^. U r y l'l'. piWft ltlinlii''ii "1-1 
pO^Í*^l <•>% n¡ttiiritit*s'a in»li'li-iraltl<». 

Ciiln' f»ii-lnir. ptu-^. Rw la tcSÍ« ^ll* ÍH*W •*xi'¡1*-iii-'!i nri- 
}TMiíitÍ.i.V (JPttWarw " U tftttlit'IMlW**! ln Ciu-ln-l líurnoi 
A>r"'<. v itAf I-i '('i" pri'1"inli' i'iMifuinlír la madTiii •nip'i- 
siliva ntiiniri|íal ei-n ln t\w alflfk" al <¡'ilú«Tu" I'nl^ral. 
nrmniii/:í enri la rMinwtnra p^tílSra «í«* MMftMTn PmWniieiMi, 
cnrri'*ipi'iiilít , inl'' .si^'vikt tn iamhw ^W", U p^t^stíifl iwm i"'"- 

\tit <'ii Ift r>-I;ti¡v.t a )ifanrD> >' B"TWrÍ»l*rt w*dftoftW m "•■•pvi-'Íim 

nilivnailns. y rii la malilla las n"effi|ibulf^ ilc la [inMiciín 

h> ri'i|iii(Tjin. a*¡ W*íno para lijar ht «lililativ a n*lrilMifii'ii <|Ui" 
por lalis iH'iii-n'-iiw fH«-n af'»iu'r l"< n'ln)hiiMni»l«*. r-^iOm 
dr indmtiibh* cxí^lt'n.cifl rnti<i>tiií;k«al. ránvn nrnfVriti pi*"pin 
de la instiuui.'m inuuivipal. 
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5"> Que tle acuerdo :i las ir r minos en oilC li« quedad» 
trabada la lilis «il*> liiiiil'U'ii nwlwr va <*l *Hb-tite si el Ilanc» 
tk* la N'iieloii. •■" mi cnrwh-r Je repartición autür-piiejt. dípcll- 
díent*- <k>( Ksia-I«i Xaewuul, H*n¿ tlereého ile «end^n iiuno- 
siliv;i sobre cit^as «le mi propiciad destinadas a la sede central 
y Mlvursalc-a «M mismo, <•« forma iflre liana iiaiVroecdeme el 
eiilin» de las isi-as iiiiiiiiripjilcs eitesiíonaila.s. que <le igual tuoda 
y en iVrma t--iu-r«1. afectan n los ilemáx iimuiobles partienla- 
rc* de la cuidad tté Iltiencs. Aires. 

év) Que si -el ta$0 plan loado, conforme lo sostiene el 
líam-o. IntbiiTJi wf icinT MtliiL'j''ni dentro lie ln ¡pieftiewM quo 
u mi»'* tlilH acuerda el arl. 17 de la ley Or¡;áiiÍeu N r 4'*07, ín- 
eludableiiieiite negativa i)**- 1 *P p ' n 3*Sfe»fla del misino, HeftdG 
«pie «lielia d*»Hf*Vaetóíi sólo --du prende én Corma expresa, a 
los eonlribueioiies o ímpiH-Mn* nacionales y proviii**ÍHlí*Si, sin 
meiiHoinir en forma aljpimi lo* gravámenes municipales. Ello 
Mirf;»? ad**ni¡is, i-laramerite consiimado lie los antecedentes parla- 
ni<-ui arios ipii- informan la ááneMá d«4 »rt. 1" de la ley X o 4.">07. 
pues la i'xelu-iíóii de los «ravámenes nmnicipalefl, file* déíldídB 
en forma deliberada por el í*oii;»rv*-n de la NaeUwi. 

Ka tales condiciones, «o ÍS |K»ible admitir romo ajustado 
a ln* príneintas .jurMieeioiiales míe delimitan ln potestad mu- 
nicipal cu nmlerín de recursos públicos, destinada a relrdmií 
servicios. «iu>v ítetftrD «Se la exencí-m nacional de la ley N» 4507, 
il«-bn reMtu.ar también por Iniplieaueia la &0WfiOD de láfi 
«-oiilribiK-irnKs comunales. 

Ln Miiiiin'ipiiUdnil en aui««¡lro régimen i-onsliliieicnal. con- 
f orine 1« esp««tfo, n«> sfilo licué existencia, sino (pie es uno 
de U»s poderes de gobtelTlO necesaruts. que inlc¡*raii a la S'ación 
y que di'lie cumplir los fhtfs previste» por mi estatuto orgánico 
éon rutera autonomía, ^i feiíñ es oiertw que el tinhirrno Cen- 
trfll puetle modiíiear lot* poile-n-s eobccdatoi en cimillo a bm 
-•stnietnra iri»nernl (C S., 1'iS. 32í¡>. no es ñWMnl cierto que 
dn tniitA «'Nos sran iiia-nti'iiidos en videncia, la iM-reepción e ia- 
ver*ióil «le lo* reeiirsus propios tle ln MuniciiHilidad. no puetletl 
ser i-nervados por disposiciones I«rnlf^* «pie s«»lo atailí'n al 
orden ii«ek»iml o provineínl. (17 Wfdl. ^22 " l T . S. v. llaltímor* 
v (Hilo lí. I¡. f'o."). 

Kstn eonelii-iión <v,tá inipiiestn por ln mfn'rnlttffl jurídiea 
ra&Sniú ile Ifi lasa, eomii ti|«» d« prnvímfi] EiWíl, pue* en sabido 

(pie ella enrrMpMlde fftéíttfin a una iim'rapre>Unci-iii repr<-sen- 

litda por un SWTÍCÍn ili trr minado ft' w <- * in )' 1" p nI n< * 
ser alionada por rl tant-iícuid-n ("ir ••) mtvícío s*> tniduee en 
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potíbilidad ele riiiniirinr .l.-nm. del umeepiO <U ¡sritaldad y jm- 

ticífl. It) t'll'-til pílHi 1 di' SOpVH'l'i Milpa}*-. 

Los vi-vicins prestados ni aétflr. lej'w dn (•nii>r|HN > «»r su 
fiiILt'ti'iii ti»* uciIhitiu». imitvji'ii la v£iirid:id p-Tsó.i<d •!«• sus 
em-ilr.nl"- y di' mis pr»|-ios rljrulvs n! pnviivi'rlos dr los p*. 
tigros • i ■■•* i'iiiti|">r(uit !'n aparatos «'k-etrims m uso. 

[.¡i vil» y i-hira nVMWÍ«ü ili'l »rt. 17 citado n U«i í ni |%u<*Rl os 
nai'iiMiiili's liare (jW ''I misino Si* iiiliTpivte rV'stne'livjimcnip, 
de min'i'-lo a \n ilii'ho [or nuestra Corta Su|»*<*iiiíi , ni sentar 
ri'ifl» •!*" i m<T|"n- im"i<"n >h* las leyó*, la id* i|iii' tos jue- 
ces ddn.*H Bfenerw al mío de Ifls mtsnma, mundo es claró y 
no «la lucrar » dudas"" (i", I'JH, 397. twvL 4*). 

T') na «hslunli* In i-oiivliisi/iii ppsrcdwitc, el carácter 

ili* ll;iiifn il" l'Nüiflu t(in' inviste i-I de ta Ník-ii'i'i 1 1 1 . S.. !!.», 9), 
olilí en el xub-litt . a examina r ta cuestión, de confnrmidnd n la 
doctrina coi»si¡nic¡nn..al il<' la iiuiiiiiiíil;nt iuipnsjiiva de Uw ins- 
trumentos <!■• u»! tiento, iiiii'iili* >«mo una. c«nit"*|icióii destinada 
a ariiii'iiiciir el lil>r<* desciiviilviinifiitii <t<* !«■- di-linios poderos 
! i' Iti i ■ - furnia n I» rslriietiira central *!*■ In t '«institución 
Naeiotnil, sin 'pn 1 In vi'jeticijt d<* ilíclm iluclriiia pueda wr 

enervad* por dintel.-.» en contrario conimidas por las leyes 

fiscales ros|*-*cliva>», 

l,;t Corte Suprema ile levt Rs-tado* I'iiido-i cN|>lica-ido el 
«r¡ií*'ii ele réto duciriim. dijo: '"tifl do.-tnn-i (di* In n« imposi- 
ción) licué su orijírn i'n la m;1i\tmii úe ipie vi poder impositivo 
puede t'íi cii-ri*** eibtAtt b*p ejercid» de tal niaiem <|iii* destruya 
loa "iiv*>trunictn«>s Dinlianá* I»* iniiifás el pio^érmi jioiie en 
éjróiwWil Mi* ley-oí dmirn de Ims csfaiÚ» '. 6*. Wall. ñ53 "The 
Fii-st Xátipiwi Bsift oí I^uímíII,- v . tromMonvealtii »K K-n- 

tuíliy». 

La CottslitwiÓ!! ii" •"'•M ii'ii'-. «>s|ir«"si In jnr¡spriidi*n**in 
norl<'ann'ri<*iiii:i, siiii'j iin.t líiuhaci'iii i'Xpn's;» al ptulor. ya sea «le 
un cMadn M iM tinUiiTiio Náe'»aiíll, para ftW^W^Í nvfpnu-a- 
ti)**t ■!«'. D ppHVBp mis "Íiis.ll"tnin i iit«»s". t.a il'ii-lriitii tji' i|iifl elló 
i*s iiiki liiuil ¡ivióji iniphVita d< livn ilc "M*- ( iillncli v. Miiry- 
IkikI". I Wtfath 3|6i 4 U. wl, -""•"!» < V. s, SI L. <m1 fi!H ). 

fi'l (¿W le CSIHl'^'C Sf "s-laliUw ■ | n*- i-Í rmiftjHo s«íi- 
IHf SO |«U'ii.!«'a ih-iilm .|t> In t'nttstíliH'ii'ill. por iiilcpí' , l'-'lii , i.i el»' 
lus jiirÍMÍ¡r vii Mies lüiriwiaJ y iii'inivi|';d, pii Fcniiii qiMF |ÍRK fu 
(da. ilc jaii-i» i-I akAiM-r ¡. ¡ iniile'r íl»ipn^tr>'0 (letégúllíi ji! mu* 
nitípio tmiv » In fxfelpttclfl ttff mi e«4ibl«fíiBieñífl ihiM.co ua- 

cíi'iiiil ni|c iI'Ih- xiporiar »-l (travAlMi*)!. 

Xil'-slríl '"'irti* Suprema N*ai-i«iiia| La leniil» <*|«n-innid¡iil 
di* túmkilcrÁr cu H^unmi «ni^oii |d¡iiiU'»di»s. .-I L'-mti-pin y mi 
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exleiiMún de i"* j»»;triiHii'iiit« do yudioriin. y en aquellos se ha 
HDptatln «*l principio ate que n« « infli&ifaló la norma que loa 
iiiliiln- iltf la IViuiidíiil ¡in|ni-iiiv,i ríe lo* KstariiK. y que sol». 

menté tlvbv iidmitirM' mi cx.-i (ció» . vitando Iiis euiítriliucioiics 

enervan y desvirtúan loa finca d<» mi institución, imnidienuo 

vi vj.-rrw-i.» «!<' ÍJh'iill.nltN eotttfitUejOiiiile*. 

Ui jUP^iwtidffHCw t!e la Cotia Suprema es dwíd idamente 

ivNjrii-mn ron resfleetQ al rIi-miuv que deíw N'iHT el principio 
di- rsi-iirii.ii sbkire lo* ¡IHtrUBKntM (lo «nlnenio. y asi dijo que, 
ni eatáblcvvr qiie "' s |""'iicípio inwuiciw© i|u«- las provkl'Gus uo 
pnecléii «rfavnr lo* medios o ¡nsiramento*, <t" qi»\ i«*fa el dos- 
enqn-flo 4|« funciona se viile ol (¡oliicrno Nacional, lo hizo 
por aplicación del ¡KHjdpSo que colisa ¡ira íl árt. ai ilo la C6B8- 
tiiiai..ii a viain.l <|<'| cual la» inMiiiieiiHics provincia estaa 
olil ijadas n i:on r»rmai>f . m> (distante cualquier disposición en 
coBtrario OjUffl conteiqrAw Us leyes « oatiátitttvioiHM provinciales, 

vii que- de. otro, im.li» Wria ilusoria la Mtim>i»avía do la Xa- 
dó.i (C. S. 23^ 300). 

1.a simple iiiíerppelneióii de la sentencia preved«tifo pare- 
eeríu indicar «pie la i£ttiai>íun iuvcrbil, es decir, cuando «ta- 
Viesen t'H jiH-ifú sUNlrlimoitlo-s de l«* jroliirrnns de girovSneiaa 
como en el anb-j**li,-t . F|*nto n un» 1.a- di- la dación, la apli- 
(•¡leión (lo la U'.v «Tía injttriuá por no aiiipnrar a las provincias 
U inmtm invocada «U-l arl. 31. 

W», mi realidad, ¿miein-íi» n^eriows 6V1 mismo tribu- 
nal lian precisado fraile al c»«i rnncn'tn. id olCHlu» «lo est« 

piúiu-ipio do «.-xen-cíón. en loa mW ln supremacía de la N'aeión, 

lia wdido Onttf la t'niyihieión ifc tazón--» «■«eiu-iales inie atañen 

a la MKioiu'ia mUnm da \m Estados locnU 

Ahnlipiiili» a este principio, mugirá Corle Hiipn-inn, que 
ames sostuviera que frente a la norma «id mi, Hl. era absoluta 
la exclusión i!»' líj'aviiiin-ncs impositivos prov¡n<'i:il*-s «obré los 
instriimeiihis de srobii-rno de la N';ii-róii. dijo: "(pie i-s ¡nsos- 
t«uiUe asiiui-mo. que cnahliiieY tnipiiestn |-or nmd«-rad» que 
fue»? (qne pravv) a malifiiRionea nacionutra u fédrtale^ «un 
* caráí-iiT Ndnihnsii-ativn. n ,. n >ii«l¡i por las leyes del Con- 
grres» y somei U las en iodo al imperio de ehfu, iraporfo un en- 
toritccimienlo a ln nnm-lm de «sas institticioiies y *v eneiien- 
in\ por tal «aoiivo, fuera <le (os notíeres ¡teHiñutivós de las 

Lo expivsndo ipiú'-re deeo* que simple. Inrli" 
taeióii de no ÍÍnpNe«tQ WW>W na ii.slnitn^iifo de í 
! Qlite la t'oimilueiÓii. |..r;i invalidar el 




en ttitf3DÍcrkc¡¿!i a qéé .'I importa un entendimiento a la 
marflia A» esas hislilm-iinn-s, ¡>ti«{ iin-esiirm ijnc «se citlor- 

pttün tente *Ní. no ínlaraentv pul. sino vital 011 «I cumplimíeoto 

de !.w fine* ¡mlilú-o-i i ( u<- vi Kstudu Iiaya propuesto con- 
(juíslar ski noción, 

p,uw, PB «i'licíK'i"ii de esto im'íim-íi»!*», toando se fcrttfl 

tEo ln '•xt'iicii'.ii de ¡gravámenes naeíoiiálea y provtneíalies <|iip el 
nrt. 1> I» ley X* «7.»" neii*-i-tl» ¡i lo* Ferrocarriles del Es- 
tado. dijo Iti ( orle: *'*flM ílébd Ser «•slrudniiient,. interpretada 

y ii|»tiv¡n— ion Vd«eii su OMiiM-L'ii'.-iifia a lux cuMribiíoloitfa lo- 

wil.-s, une |«ir -ravilar sobre la éxptotaeiun y el tráfico tW fe- 
rrix-arril Iru.hit-.-n t-ji Imh»* al misriiu, ci|.'i-vaiu|<» la ficción 
deesa empresa étéadn \*>r fll II. Cangrena par» £""»« '1'' UÜHt 
<M ¡■«■«•■ríil. ¡Q quo H0 ocufre t(«II •! iiapnrate |wjm-I sellad», 
euaiido líi tmpn'sa c<mij*mvr a litigar Ante !«« tribunales pro- 

V en el tras» chatio iralábase tic tm instrumento d* po- 

bienio Eiryo ntnírlrr luí lU-Mai-iido la Corte mipitíM cu fnrraa 

reiterada, habiendo citad» también **u mi «poyo, ni ''I voso 

del itim 143¡ i".', el Tullo dé la 8»pntmá Corte de los EK. UU. 

'■Osdwrn v. fila líanfc Oí lia- ir. SS. !l VVh. 7:1»". «a el |« se 
CStoW<*fó y mlmii ió ¡i lo* oteo» imi»o*il¡V(w. ¡a difcreneiS que 
media Alfós la propiedad en sí (3c lo* »R»aw« de f¿ol>¡crao, y la 
Aciúu giíó li» láisW» ili'ijin tlesptrgar ''ii etuuplinSeutO de 
1» ley. 

Kn el vpsX) «imito |inr nuolra Curie. I:i Supinua Corle ile 
te* KK. IT ha «Üvltn "'La propiedad tlf. un agenté del 

(intiiciitn piffili' CrtBr Miijt'l» ¡t iinpirainóii. prro un KMíuIo no 
puedo destruir iinn mnirtimeiimlidad. cañé in*r cjcrapiQ, exi- 
mir mi 

l'V. Tal Pftsa lióos «•iiii'jaalo a na ¡I«pW»«(0 In ,»rfi¡ñchul 

riel 'i o/ni propiedad ihi Battó, sin» un mputstn sobro las 
&pera«eiom« u» lii*lrtim»-nt» <!«■ la l'uióii pañi Hevír a cjv- 
OÍMlón S«¡ pDiletT* (JIc fiillm-h v. Míiryliiihl. IVl. Ifii). 
Esta c* la (Ií«.rini-i.'iti Piltre la própúnlád de ana újroncíii v su 
aceii'in lífel^Mi p. th> Bank of ti». IT. ss. íi Wh. 7:1* >. Y «ta 
(listiitei^H f">' rwonwitiit. The \aií<inal Unnk v. The Comn^i- 
nü^itA of KeniH-ky. !t \V;-'l. áSíí; lívilmnil C. v. IVnwion. 18 

trrfi At-m 

'.'"< ;tnU- láit fila* de iurk|innleiiri¡t «orlen mo tica na 

ili" l-'i*da-- t'M' el Rnne*. ral»- ifp^liKilir la ciiiiiridenre iirii-m.ipiiín 
ilm-t Villar : ii en la at-tualiiLn! ícjoifcttfiml a la (•■•■i-, -i i*|en!.n<l« 
l»or I» Sti|tri-ni.i i'urli* I"* KK VV'.y li »if*trn. 

Asi ;>ii."í. ha A'u-hn \a Pisé* <1# Irtí KK. 11'. í>h I» <ent<»n«í!i 



imt.* citada <M «üo ISfiO, Vil Wj.I1, 353) .pie: "El principio 
(¡itf estamos tratando (de Ui inmunidad impositiva) lione- su 

límit", que «UrB* «I* 1« nwrsidnd cu qtw ao ftiinl» él principio 

mismo, lísn limitación c* qiM> 1»-. a^-in-ia* de Gobierno Federal 
se tallan exentas «le lu ! -«¡dación estadual en tanto cuanto tal 
legislación pueda impedir « ni«*ii«.se«l>«r mi efieieiieia ¡il ejecutar 
las sancione* para hs que haik ¡(ida ereada*. N'inpitna otra 
norma puente transformar un principin fundado solamente en 
la necesidad de as^ífinar ál Eoliiernn de lo* EE. IT. los rae- 
(liiw d«* ¿jrreHffr M.S leg-ítiuins p«tfW, til «nn no autorizada e 
injustifii-anle invasión a loa derechos «le los Estados... En la 
misma, situación se Imllnn los. lia neos. . . Es solamente enando la 
ley estnduid perturba a los Bancos oí cumplimiento de> sus do- 
lieres ron el gobierno "I"'' W** so " inconstitucionales. 

En otros cuso* recientes, el año 1038. ha dicho la Corte que: 

"Ha abara doctrina aceptada que Im haplWla csencifii n la 

imposición federal no se extiende a todas lu* "iRstrumentali- 

dfldoV' i\w un Estado jnzyt»r ronvenientej emplear, la exención 

depende d«* la naturaleza de la empresa; está gobernada por el 

Motivo qtio sustenta n la inferencia" (303 U. 8. 218. 82, ed. 
758 "Helveríng v. Theiwll ¡ HetverSng v. TiinnicliHe; MeLoug- 
hlin v. '"onimt'iHiomT; llelvi'riny v. Kirrilmnii"). 

Snmotida n revisión en el uño 1938 r*>r U Corto esta doe- 
IcÍhm «lo la inmunidad ininnsiimt. tí Tribunal ron sabrá- 

lUM anniiiiciitos la lia confirmado, diciendo: "En tiempos sin- 
R-tilnr izado* por un» constante expansión do las actividad» gu- 
bernativas y la rápida nuil! ipliención de la complejidad do lof 
sistemas ira positivos, o* quizás «ehvíto esperar qtir Itw pronun- 
ciamientos, judiciales al señalarlos límites de la inmunidad es- 
tadunl presenten una pauta eotn píela liiett te lópiM. P#ro «líos 
n« impiden el partir ñV dos principio* básicos y deffinitivamento 
esUblecidao, cu cnanto a ln limitoeié» para hallar la inmunidad 
impositiva de la* ''instrumental idades" estaduales en su fun- 
ción propia. El Dno d#n«id# de ta fnnriún a wr llenada por e! 

Eslado. » en sil interés cecluy«ndn. de la inmunidad activi- 
dades ipie no »■ consideran «sencialrs para el mantenimiento da 
los ^-nlm-riios «"-tadnale*. aaii cuando el impuesto sea, exigido 
pnr el reeandador fi-.nl VA E-lado misino fué prnvndo pnr el 
privilegio de ejercitar eemT*.-;.» «le lieflWS i 10!) S. 437,50 h. 

c-|. Sfll;4 Aun. fas. 73732 V. S. Uífi©.7fl L. 1307): y nn 

impuesto tóbfP lo* réditos de un funcionario ostaclual ocupado 
en l;t adniíiwslriieióri de una rnrfornrioh poseída |*Of ol E'tíldo, 
■I no expl'.t*aha muí Unen fwrrWr, fué V*Ud*dO en ií!»:i V. K. 214.79 
e.1. Sñt, (VoV^ua se MlHÍdrrVl our hs iietividade« pruvadas 
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no eran ¡m!¡s|hii*«I>]*« |.«ni r| niantrnimivnto <kl s«Wcrno est*> 
dual. Rl otrn principio;, Amplificada por «los onsms «n que el 
iiii|>ii»-sln nfil¡i'.-i itfi sobro- los partioularcs nl'tVdihn iil fotado so|a- 
nWnto cuando la efcrffR Ip Til transferid* p«r rl omitriliuyenlo, 
proliilM- vi m-oiiorifiiii'iito (ll! la immiuidud eiiaiidii la «¿rav ila- 
ción («le osa cursa 1 sobro el Kstad» os (jan remota <* incierta 
jiroM w admitiera, i-ohI no-iría r\ pnd*r impositivo federal 
sin tina prntociiii'm propomi'iialiiioiitv «pi i va Ionio ni nobiorno 
esíadnal aun cuando la fuin-iñii fuera considerada. I" silfirien- 
temenlc impórtame coa») para pedir inmunidad ¡i un impuesto 
sobre rl lvs.fn,ln inj'illlo, el 1(0. 110 cS IlíXTSiinaiUl'lUl.' prt*MTVÍKlO 

di- un impuesto «pie l'icii puede »er, en mi mayor parle s en mi 
totalidad, flbwbldo j>or |m piirtunlare*. "*5fc*K*II V. MitvUPll, 
269 IT. S Si 4.79 U. «I. 3*4: «¡Ifettla v. líuim 382 lí. K. 126,75 
U «I. 804.71 A. l j - K. 2«w. R *. 40.-J.S3 i„ «ti, 1437) . 

i") Qno conforme *ur<*o 09 i*» ««spuesm. la «looti-ina tf& 
infnrmó a la jtfrispiiidwwía tfs fcuestra Corte Suprema en osla 
miiteria. fiilictada én las inferna* o.nsidt-raiinnos bechas 
valer |tor I11 Cnrlr ifc I"* EE. ITI?.; ¡i*¡ <•* pw* «irán cu rl raso 
«leí Banco Üidmil para. "I upie sr awptó mi «iráelcr (le instni- 

Rtfnto (le (ííilii'Tiiti. miml m folio Suprema, ostableo-iñ « f ue |io«Ha 

soportar ('¡«ría* con ni Unción i*í directa* impuestas por las pro- 

ríñela*, ya i|»«- "la cxonerarióii ik* ¡npiu-iio» nminetak»*. acor- 

«lia ni Bañ*o Nacional p»r ley «fc mi tttiaéion, (Ivfó ser inter- 
pretada r.^lri»-íi\.itin iit«-. dudo m i'flrfcli-r *-xt-<^H*i»rml. y noli- 
earw lan «61o on su eomoci lonei a. lñs rpi> por irravitar so.br* 
las npcniriniii^ propia* tlel tuneó So tnidn/e:in en Iralwis a las 
mismas finTv.iit.l» la acHíai de una imiitiicióii uai-iiuial croada 

para fior* de ntHidnil ípeifral" 1 C.M. 83,9)). 

(•nns:vu«'ulc mu ftítp pr¡ti«ipijo y p»r tml«ÍTW <!»• cmiiribu- 
tiCmM lUwlsy ^s[oliU.'ir, tmiíl'l-'u la CAr'té <¡iir "l«s provincias 
poctlfu «niviir ron ¡iiip»i"»i(. la* prftple&aidts orítíúoriÉtf ^irim- 
ila« (linUra tl^ ■«! (Í»ÍÍWÍ8;. »^ÜI|NH> !*WIifH«W)lh a UH f.-rro- 
carril ipli" Ma llwfnmwiítO JC ñmwvélo inti-rpruvínnial" (C, 

s. íiíi.fiii: n:i.i.*w. eoí» r S). 

!>•• io.lt» lo ^«úésto pilóle concluir» fine <*l ern. rio res- 
rrfflivfl .pi,- ha iriiía.lo a nu^lia íVílo Snpivma para limitar H 
principio <!<• .'\--o.'i.'n a fjne pnnltii tener deKMlM) l«s Esta «loa 
o *(K r.i-yíiHÍ<riU.< .1.' irí.hi.--r(if>. •'itt'iieifiri s " fnhdiMnnrtto eoos- 
titui'ioiial 1 11 razono» ib* oroen éspeoíal, tfl» alaiVn a la rof- 
XKh;0ria ib-I ííoluerho SVional y rio las próV¡rieia«. 0.11110 paA». 
res tnli-^raiil'-s il.- \n Nik'iúii. y k« al mtvb lireho do la íinp«si- 
«•i'"ii .uravtihieh. 

N'ocsK*istni»to«|U''iina dispoSÍ>ioB irtpoiátlvfl o«cional. pro- 
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viiieial a miiniíi|>íil, prnvr el palrinioiiio di.* mi organismo pú- 
blico, pues en necesario que ln incidencia de la coiitribuciúu 
líravitp nolir* 1 la vida mistiia del organismo o instrumento, en 
furnia !¡il. que tmlutiulo las ftieiiles ett «pie residan sus podares, 

enerven la at*BÍón AntfibBdn « sírvir los hiii-watu públicos. 

En lo* ea&4* examinados de lo* FK. CO. dej Estado y «?1 
líaliro Xaeional, indisentidos instrumentos de cobicriio, los im- 
puestos directos de |»n|»»*l mellado osipidos por las provincia* no 
lian pulido rhulirse porque ellos n«i trababan en tomín al<ruu& 
el ri" r .'iil¡ir d f Sc B viHvilBiéiiló de los mismos, «limpie «ni definitiva, 
1» t^ntribucíúll «nivitara KÁhrC vi pe" i un mi" público de «licllOS 
inslitm-ioiics. 

Las; cireiin-tniieims <|(n- definen el caso *itb Hit «utorbian 
la aplicación de los mismos principios iloetniiarios fjiio sirvieron 
de base rll la solución de los tusos ocíialados iymk'Ii(*¿ por nues- 
tra Corli- ¡Suprema. Xo pnedr sostenerse «jit* el pago de los de- 
recho* municipales di' inspección mi niño n ¡idos pur Ib autoridad 
compílente (|W pagan tojos I«s propietarios de la c iii(lu<], íiu- 
pOrlen tanto como directa ni indirectamente, mi* traba al libro 
ileM'tivolvimii'iiti) ili'l ltam-o de la Nación o interfieran en forma 
alguna I<s fines de gnliicriin umc inspiraron su ereaeió'i, por lo 
que "ii exitriliilidad m' declara procedente a su respecto. 

11 1 (¿Ue con re-«pecto a lai cufstióti especial plnriteada por 
el arto**, por )a t\w desconoce el gravamen n los Jocides-liabila- 
cion expresarlos «-n su demando, si -se time en encuja sti propia 
confesión po>r la «pie reconoce quí efectivamente los mismo» 
están adjudicado, tyi locación, no puede sino declararse impro- 
ccdoiilc su impugnación al respecto. Xo desautoriza psiíi con- 
clnsii'n rl bocho de que la Ordeniiit/n (¡enera] de Impuestos 
aluda a "CaNi de vecindad" y lio "de departamentos" romo se 
proiend"*; la calificación adoptada par la ordenanza debe tener- 
se como denominación ¡•enérirn (¡estirada, n comprender bis 
''rasas-lniliítneióii 1 ' a objeto de ai-írnr^ir n sus morndoivs. Ion 
beneficio* de ln higiene y se-_-nr¡dnd t|iie dicha inspección per- 
sistí e. Vo resiult-i adnnsibl-e J«ntrp de tlívhn inlerpvetiiciíí-n <|iic 
de Hielia previsión pned,in considerarse- excluidas l B s cHa^BQ- 
liit ación implicadas en la dcmiinda. I'or otrji parle, «ibfl tener 
en c*nénfn flplí '"' Bbdcó Netor, 11» Im hvñdado las eircnnslanciais 
de liedlo pfl tpie basa mi iinpiürnaeii'iii. 

_ l:'i §bí en cnanto a i» cuestión <|e bcdio iniplicnirn |H»r 
la litis. e-insi*|ente en el iloscoiioetniiciito efectuado ¡mu- et actor 
de 1 ii efeclivji pr-'staeiitn d- los mtvÍcÍos ]hjc parle de la 5ÍH* 
ni.-i|tHlÍ«lad. caite resolver sobre el partieular. »jue. |K»r no haber 
apormlA 01 mar la pr. h -ba pertin.-nte B S|1 ^rpo, dU>h« consa- 
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dtrnrav ramo |iroH¡wlo (Hrhn lni*!i<», Ii iiw por n*fra pírtf 1 a« 

(•Multa (W*nNili(tÍ<tn ">r *a tl<'iiininlail¡i i*»m lAtt *-X|i--«lí»n[»-s iwlmi- 
iiistrii-uviH iH'iimuUi'l"s p iu forme ili* fs. 61. 

Km virlutl <&■ (imIu h> i*XÍil)t"NtO. "ir ¡U|inM3T(l4'ÍlfÍíl flt ln <le- 

iitmhU r-fii (IduilMiHi-ntr rk'ri''lilntl¡i ( r«nTs|n>mlirii'l«i mi re- 



Pw !¡:¡iio •. r« 'n^ühTiU-ifn^-; pr<-r'>!i*i»tiv* Indi»; I*"M'Mimnr 
lu <l»niitii.í. .'•.hi.-i.ln ]i-r .J líam-o «!•' la N««-i»n An-.-nliiia «'II 
i-*inir:i i!e l;i M un u-^-;iT- it«il tic l;i C;ip¡i¡il_ SilM* rnhni «le pvsoa. 
miii t-tóta* vil 4-1 i»r«l"ii «'ángulo. — IjSmfiÜl f.. <!«n:>ih ;. 



Skvti.m-u i.i: h <\\h.uu Ki:i«i:km. 

Huimum Aitvs oi-tnbre 2."> d« l!HO. 

Y vi-íUv*: 4*on si\li-r¡ni>lu : 

IJin- -i^rán r>-»ii!l¡t ili* ¡mt"-, <l"ii i'iirliis Yillallm ''ii ivprtf- 
vciilat ii'iii <t>-l Üaiii'o ■!>' la Xai'ii'iii Arp'iil ¡na (li'litnixla it I» M»- 
iiK'i|i:i!itl'ul ii»- i.i ( 'H|rifnl a fin ile «hh- ir W com\cvv a devolver 
ln ranliiliitl fli- § !»i¡7;í') in/n. CfMI Sin iuU'tY*:s y costas, siinifl 
íiMlt^S(larav*ntc pnétúlii -ii c»«ci'pin imimrsm*: « i d^reché «le 

itf*r¡pi>i:'.ji ÍHS**I¡«5 W l^Mtilieas ; ¿- b) .1,-p.i-lios <lc ¡IW- 

jvitÍ'*!) il-' pa*H*l «I* 1 <V|>íirt;llM< > iilDK. 

i* 1 ' JiraiT'I'» l<> ali'jjailo, la* eiu**t ¡mws plnuti-Ji'las 

en tjltá si' turnia l:i •Ii-ni.-iiitln «oiitístcii «*h Ins sijriiieiites 

punto»; 

r úv< sol-vil'"* mi»- r.'fi.>r»'ii «-so* inpnefito? no 
Ij.ii snlo iirCWtauUiw por la Miiiiii-ipaliilai!. 

Qiw :itini|Ut- f»lln« s.' lin'iii-ran pr< s-ladn. el pr-'smito 

<li>m>lio ,il cnhni t>ws impHt^i** « riman» di nnl.'iismzii* qup 

son Üi-jwV* 

¡1" (jm* .mu t-ii la lii|>.»1«*sis i|e r||]i' el * , '»lip> k\< w <••«"■» ¡HlJHIeS- 
tns ii|ie<lr.-iiTiiii a una h-y, s-'ría a«imÍMii» iiiii^rofeelcliti* CO» tes- 
l*vu> ;i| |tnnr-a «!<• la NVJÓii &FjftMt>»fri en vlria.l <!o lo < ( iie 

(li-.pi.in- i-I nrl 17 rl« la l.-v Io07. 

Qti(< KSJMWló ni i>rim-T niin'n, inl«.rm»- ijf Ite. "¡I «louiltOfi- 
tra sufí'-icaifiiifiir.' ipi- la .\|uiH«'ipnl»l:iíl «-n n-a1¡tl¡»*l presl«V 
ÍO$ si-rut'ii-s L-rav;i.lr>s cflii «'! íiiipm'Nlo cuya «l.'v«nltK'i/m s<- re- 
rlninr». 

í"¿ i l** en cuanto si la -'!íimi<!.i r^imulUn la sráienüa 

haré uña acértáda ÉjíliMítóií <|* las (Hsjvcfiicionís !•> 



tiri<'iit mu <)■)<' I"" riiiiil*niivii)<»N «U* ln misma huyan snl<» tlCit- 
viriiiitil'ts i'ii i'sl.i instancia. 

Qin- i-h Ia <iit'- m* h.'fí.M'i 1 íil Ii'H'i-i' pimía Trilmnal w 
remito a lo ilWHlirln cu el juicio wyuliln ¡mr las mismas partes 
y filíenlo <t 1.1 <h* si'l ii'itilnv* «l-'l í-ítrrü'iit.' año. 

I'ur ''31o y sus fuiii limu-itlos. iv *^>nfirin¡i ln semencia ii|x*- 
i..- .1 •!'• i». I"" i\w ri'i-lmifn ln |» r* , '*fiil<* tli'lHflrVlá ile*luvi<ln |tftf 
rl liíiiico (le !:■ Sflpfón Ariífiitina wntra la Mim¡ei|ia lulail de 
ln CifpiUl. !>»r Wihfn <|i' p#K& LflK CíKtaK ll<> t^trt i^ÁfiÓClÉ 
tanibüSii :-n vi oitfro pausado. IWii-élvase, — E:n/nUt S. de 
Oh)*». — /'orlo.* ilil (JtíMpulá. — lt¡nte*Io Villar Paivctn. — 

IHsidi nfla 

IZu (•nin.Tiniirta d* I» dotfrinñ jtirídiro-wmsriiiK'ioinil en 
que fe MUvUinlH mi voln ni vi i-a*» iiinnlniilo culrr las misinos 
portó* Ktsuplto |«w «*n Cámara con fMha 1S -lo wtkmbre 
prvtmo [>KUMh) — doririiia pnierim»PiUP nptfcaWe «I jimu-nte— 
y por los fiiiMlaaii-nlns ü>1 f»rrili> tic expresión d« BgrlYtM «le 

t*. lili :i l'i-. i'i-viHJiM- ftiti fírsuin l.i i¿'ftichclfl iprluti (ra fa. 



Dk-tamkn i >ki. Phóci'ittWHe (¡kskkm. 
SiH'r.'hi:i Corle: 

¿íón fioiH» H ili»rw'ho ih' r< ■ i »■ ■ i i i* piorlflK *ninny niw alio- 
nó lt;»jn |>r<il«*--1n » líl Mimi**Íltiili<l:ii:l ili» in l'¡i|>ilnl 

líe i;t>¡ ¡iiMjilfii'iulH's inmíinriís, i¡ (le líls r-;is;is a( ÜPpaf- 

lilltl.llli's .)(»• .Jíi'lio lí;ilK-.i IKi^'l'. Urs.h' llUL'-.». tU-W- 

ili'.-«-¡irl;n-i' eli-l i-«"i'Hi>u i'Xíiiior-liiiiirt» llttffto «nt« V. 
K. ciiHiitci ''"ii''¡"'ii¡i ii ■It i'-iRiiiifir j-i ttv, IBlPstyrw o 
no tales sitvú-ío-. U'tH'slioii tío IntIíi»); y tíiinlii*''». n 
taiil«'ci ! >¡ lii Iry *ir-íjini<-:i de la Munii-i i>uÜ«]¡h] ¡utUni- 
salin r» uo el rolu.i ilU-lios imfífleslo», (Mio.fi a csic til- 



til no r«'s]i*»Hi) m' tratan*!! de I¡i iHierpMat'iáii « apli- 
cación do U-vv* l«.-.tli--¡. lí.-Ma, en .-uii*.> ( -ii<-|i<'¡a. sola- 
mente l«> reíativ* a 1» al^cíá iiirn»siitii.-mn:di<i¡iii do 
los yriiv.'iim-iH's. 

Kn «.-i i-xi»-iii.»u- is, ;>:;, l. d. ¡i .stn-ü.i ,ii> \\ r. 

M-¿rnÍ«3u .-uliv Un misma* parles solw rvp' , < ¡'■'mi de lo 
pagajtu por iNMici'|itn avnitito imiiii<-¡|>¡ilrf- de aluai- 

lirado, ttarriiS'i y limpieza, he C«-tli* ]• t ora>Íéa clp *'X- 

pregar pin* ((110 un- |»!ii'i'i"í¡m iiisnrifii-nirs los arjftiiuvn- 
tos (k-l ««tur. [»!irji dar pin* a«-iv<|ilatla la ¡iiron«ti1»i-io- 
imlldad de l«s «M'<|f nmiítíis t< ^i'i'i-tivjis (diHameu ttó 
«iH'ii'iiiUn 1 11 lie H'4»|. Salva peí |iHi*:ns ilil en- lirias >iw 
n« airela" a Ir» linuhnneiilal. esos mismos n rjrameiiios 
se liaren valer en el .-aso actual; y por «-Un me limitaré 
a ilar por rep rodando lo i\\iv «lije quIoiu$$. liamos 
Aires, l'el.rem 10 «lo $41. — ^«^w .-l/ivn-rr. 



KALU) DEU COUTK M.MíEMA 

Uuenos Air«-s. f.'liivrn M (te i:>42. 

\ vlsio i*l rci-ars<» e*ílraor"¡ naint (htlH^nlM remira, 
la sriiicnHa (fe fs, 171 ib la Cántara l-Vtlrral ifa? la Ca- 
jú tal. en la «tusa se-ruida por v¡\ Ba»ra> dt¡ la *Caeíón 
Ai*u>-uliiui contra la Mitm.'ipalidaW *U- la Capital por clo 
Vlfluoiúlt ik- «Ion i-lnis iiHlrlkiibiiifiilt' rolirailos; y 

(\msiile randa: 

QUo el rt-eurso h¡t siiln jiííjn ponriiliilu |iur maní", 
)iuliii'in|u-r puesto eii lela di' juicio la iiitt'i'pi'L'lai'ión 
y alcaiH'o^ «l«-l art. 17 tic la lev nacional 4."*fi7, la 
sciilriiria (ii'M'omirc i'l (U'irclui tjap sv lia fundado cu 
pila. Que, odeniás, se han ¡hvocíuIo oportun-ina-nto los 
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&£t& "ti y wi íue. 5% de lu poiiat¡taei6n Nacional 

romo íójil ranos al impuesto i-oln-ndo por la Municipali- 
dotá al Banco, siendo la i-»'iitL'iici:i fnvornlile U su vali- 
de?, y subsistencia, l'nr lides motivos el caso está rom. 
prMkilhlu en «I nrl. 14 (le la Iftjr X» 4S qn,- autoriza U 
iiiífi-|iosi<-4Ón dpí recurso. 

QOo trn li> que 80 ri'fit'i-f al Toado del .asunto, se 
(r«(á ■!<•! rolirn Jo im impuesto estuMccido por La Mu- 
nicipalidad de Buenos Aires para compensar los jíaslos 
qtn- esta acidiza «■!) la inspección do las instalaciones 
plectro lunráiiicas, Icniiicnw e ¡ul'luMmliles que sg hacen 
eil el municipio, para verificar las condiciones ile so- 
puridad que reúnen, tanto» para las personas eomo para 
lu propiedad, en el momento de ser habilitadas y eo lo 
sucesivo, mientras se mantienen en servicio, de aoinjr- 
do a ordcimuzas y roKlnmeiitos que lia dictado ¡» Mu- 

uiripalidud en reguardo de la seguridad pública, 

Qj» (?ntri' los delvrew primarios que compete a la 
Municipalidad, sc-#iiu la ley X* litiO, está el de velar 
pD>r la Seguridad publica y así, de aeuordu al art. 47, 
tieno hilerveneióni cu la eonsl ruc-ión de teatros, escue- 
las, Ii inpEos y di-ums edificios donde concurre el pú- 

blico u íin do verificar que en las obras c inslalacionea 

a hacerse, se llenen ciertas eondi<*ioncs que garanta» 
so resalar funciona miento, en resguardo de la salml y 
de la vida de Eos concurren I<es, así romo de?i vecinda- 
rio; debiendo, lógicamente, ejercer osla delicada fun- 
ción por intermedio de un personal téCnlío bien orga- 
nizado y dolado del nefario instrumental. 

Que si esta ruiieión de inspección y contralor la 
ha ejercido la Mnniei|talidad sobre lo* edificios del 
linneo de la N'aeión, como se lia dado por acreditado 
por el informe de fs. til en ta sentencia recurrida, eo- 
rrospomliu que el Banco pagara MlG -«ervicio desdo t|,ue 
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es en BU (wfl&Jffciti y e« s.ei-nridad de mi propia dién- 
tela, como |kií:¡i lo'In el vivinilnrio. Mi* lr¡il¡i de una 
(nsa numii-ipnl de impur1:inei;i mírtinra, tf&> lii.'ii puede 
coiiipri-inli-rsi' en Iré íioui'IIns a .pie se i»fewn el eon- 
mderaiido .V' iH rnllft, tliniO I'i'u'illíl 111, CIKIHliü 

dijo mu* <•* insos-lenil'ie ijUo cu;it<|iiier ¡Hlp&tgdg por 
moderado i|in- Ini-iv 11 inslilncioites federales, ¡roportc 
un Mili'i|-'rimi<'iito a ln mun-lia «V esn.-i hiMilll'-í'ilH'N, 
y se encuentre por IjiI iiiolivo, fuera fij* jHnlen-s 
impositivos do LAS provineins. 

<J<IC s¡ >c Imlii ra ideado <pie el Üaniu» t|e la. ,\uei«>n 
tiene fMt:ain/ailii ima inri] werfÓn técnica H<il»r-- mi- « -r li - 
fieios i\iu- responda o\ mi.-áuo fin, tendría raáoii en uc- 
|rar.-ie ¡i pairar estr ¡HlpOéstO imu' un servicio <|iie h- re- 
sultaría superlluo; p L >r<> nO es eso U> <|ue «parece «te 
los mitos. 

Que OH lo »pie linee al impuesto •(<• inspección a Ins 
ensas «!-■ departamentos t|iu- el Uaneo tiene e&tillilet-idaa 
en íilirniuiM de mi* locales, ser Km razón «ItÚjM- 

railo al "pie la ordenanza, pur razones de Itiriciio v «¡e- 
gnridad. autoriza a c«l>rnr a Jas "casas de vecindad". 
|K»r eiieoiitnir.se en ¡driilicn* condicione* y re-pieiir las 
misónos servicios (nrls. '_'J!»;í, m J~2'M. 1¡'¡J 2*2516, 

2297, Álí'V áílíi S77, pfe del Itfffctfo MnNÍet|»ilj. S¡ el 
lia iir., convierte, ra l'iiln ii en |üiric sus Inrale:. en rasas 
de departamculos o d.« fnílúlíais, aunóme Mi l»-iiefi- 
eio «le su personal, d.-jau «le s.-r en la misma medula 
lóenles ile líaiteii p;u'u confín idh>e c*iii las "casa*, de 
veeiudüd". moIji'i? la* males la Municipalidad liei» una 
rwonu'nd» lile nm¿» de vígilmiem. 

*>\iv, |t..r lo (H»ífe |a« rliesiioiies <ii||sS¡llBÚ(i|iairS 
pin tlVSilns en la demanda y contrslueiÚii, lian tifflto i ra- 
lada* i'.\leti>aineiile en la* sentencias ito primera y si- 
gnada iiMam-út y wuCjWniMlíW, M lo |).¡ueipal poí ttSSa 



Corle on ol fallo <h< ft-ltroro 13 ild afio on curso, en la 
cansa oiürv las mUina» parías p«f repctlciSn ú<- lo pa- 
gado po* .^i-rviiios <]<> Imrri.io, Hni|»ii'Z.i, 

Prti; sus fumín mentor y «U- m-iiordo Con t>| diotiinitMi 
(Id señor lWur*¿6i' (¡iii-nil. ao. ronFimm Iíi senlcii- 
cin ujK'ladn Cíl loilo maulo Iim |H*lillo sor ni:ii<-r¡n del 
recur*o. Xoi¡rí<iiiew y dovHólvauw. 

A Mi IX III S.Mi.\l!NA — R A. Xa- 
Asccm»r^-,> — F. Ra- 
mos Mkjía. 



MKM'EL LOPARHO V OTROS v. W'MliElíTÜ 
1ii:i¡TOI,BTTÍ 

DEilEViins Y f;,líf.l.vr/,I.S roXST/TVCHhYAUiS: /*«c*o 

KMI'LKA r>G¿> DE CÍIMF.IÍCI&. 

RKTItOM Vn iltAli: tfím riritfs. 

La «in>iiiKlnii(*ia do nuo ol rmttrntn iIp emieosiáii on virtud 
ilel oiud oxpl<nn su noyoeio ,-1 óm|íIíadW son amorior a Ja 
vigtfHja do til ley \- LL729 y ilc t\w no xe Imyun provisto 
on «'I los i|rs.-iiilKtlíos ii mu- m- ri-fKTo iliolia h\v. nn lo con- 
fort doroelm adquirido iilirmu» am punido jw la Comiitu- 
eifta Naeional pnm pj-ivar n sus •mpWid»* de I» ¡náéÉU& 
zaeióu por flispido. 

DEfUU tlos Y <;.l/tA.\TiAS COXSTfTl t iOX.II.KX: lírncho 
aV |)'n;uV./a*í_ 

RMfi.HAimJt m n.MEitvio. 

El nvliazo iín la i'Oiii|K'iis»'ii'n <!•• la in.lominjínrióii «leltída 
por "1 |w!r.*»ii n «o Piiiplo:idit ilnpCdjdo, con un cr-'dilo á« 
oqriól conirn «fe VMWno -ofii fiostf rloridud a la sanción <I« 
la l-y X- 1I.2M. « onyo art. -I rfinlitc el Bit 1Ü7. ilic. T«, 
di-I »'ó.|¡l*» tíe ('«mervío iiKNllliraiIn pcir la loy N* 11.729, 
nó *-.>m |»nrt a la violación rt> iN-nvIi» adquirido alguno del 
yjilrón nin parado p«.r la í'onslilm-ión Xncíooal. 



ka [.los ni: U CORTO sreiuiM.i 



lÍHl^MKK Mili VmClOSbOH (ÍKSKirAL 

Suprema Cortas 

!*a si-iili-m-ia tpv mulita el ¡muso, ordelni pasar 

HH'dio m-'s de sueldo a V:ir¡<>* empleados del .-ctHH* II 11)11- 

hcrlo lií'i'Iulelti (htfy su idim'Uivh), por eont't'pto de las 
iniU'iitm/.jiriniH-s rslwMn-idas en la Irv 11.7-!». K«a con- 
dena m ajii^'a a la juríspritdciteín senlad* por V. K. 
en caaos nnlrriores; pero m- la olijt.1t) SO color de 
a<[iií o1rn la situación, por ¡'"¡iones : 

a) existir un contrato cclcliradei por el empleador 
miU'K de la ritrericiii de <U«ba ley, olt <'l que no 
wtaUau previstos tata do*<>nil.ol3os; 

b) haber ella suprimido el derecho t\w asistía al 
cin pica ilt»r para compensar la iniieniEii/arión 

con mi crédito «mira uno do sus empleados 

(Ali¡ÍMc| I-o|tflrdo). 

AmUas cíirttiisUtiicias importarían. a juicio del rc- 
i'iiiTi'iile, violación ile las uaranl¡;i.< von (|Uo tUWStrO 
Kslatulo íundamcnliil ampara los derechos adquiridos. 

Kespvejn d i primer arruínenlo, anotaré mi tra- 
tarse en el suh-jntUtt! uV un conlrnto «ojire salario* «>- 
lirhrad" ••nliv los ctjipk-adui- y el i-nipleadnr sino en- 
tre este y un tercero; <le suerte i|ue ningún ileroelio 

Pinergeríil «niíta aquéllo*. Kl Hüfiwí KnrtoMti, dommi- 

dndo, oMuvo del tVi'iiH-arril al PaWíico, li''-*'. una 
coiii'i'síóu por tres años, partí venia de libró $ y i [¡arios, 
winviiio -pie i'iie prwro£iiil» más (nrtki |air nmros 
aeiu-rdos. Ksn es Lauo: ;róuio admitir que por el sím- 
ple lieelm d«- conocer la rom-esión, periacron 3os em- 
pleados Cl d-reel.o ,le FliMigi-rs - a las dUpusi.-iunos do 
la ley 1 1 .7.*' í 
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Acerca ilel scjíiiimIo argumento delio lmc-er notar 
ip« la existencia ilol |.ri'-suiilii (•n'tHlit eonlrn !,o|mn3o 
Ua sido nepidn jior este, y ijnc», caso de existir, tendría 

focha muy posterior u la vigencia ífe *li<- 1 ■«« ley 11.278 

(documento de fs, 44). Etl su art. 4, previene fila que 
los (Trilitos ¡»or salarios o snrMos no son «"om ju"Hsalilos 

ni <MiilKirüaMt's. !,a lt*y 11.739, dictada más larde, so 
limitó a ratificar »\m> osa disposición anterior continua- 
Ua riiri«'"di> |mra las bidcninizai'irmos. 

Kil cuiiM'i'uiiiria, opiiio t\Ht e«to m-«i>o extraor- 
dinario no pueVto i nospeiiir. — Bueno* Aires, abril 28 
ilt- 1941. — Juan Jlvares. 

K.U.U) DK LA mlíTK SWKKUA 

Unenos Airen, febrero 13 de 1!)42. 

^ vistos: I,o* tlel recurso extraordinario concedido 
a l;l patrio delilnudada en los «utos Lopardo Miguel y 
otros coatra Humberto lícrlolctti por cobro de peso* 
venidos «le la Oáninra < 'omei-eijil de lu Capital. 

Pov los fundamentos adoéidos por el Befio? ^roeu- 
rador (¡eneral a fs. 1S1 se confirma la senlencin <le fs. 
HV2 en cnanto lia pódalo ser materia del recurso. Ha- 
gas* snber, repÓDgaSO el i>api'l y dtn uóIviiiikl» 

Anto.vh» Saoauna — B. A. Ma- 
zar Asctti.ia:NA — F. Ra. 
UOS Muía. 



WíSEBJO BAlUftON'irKVO v. 8. A. 1)1 TKÍ.bA LTDA. 
1*. 1. A. IT.) 

JCttJSfin ' IOS; 4tüfa i»r*<>HA,l, 

El jiric cpitMtrttnrii; p;ir« ewHOPCT o-n los jiiieius en que se 
cji-rri-n ncnime* iHTMMiiilt-s o*, con pivfi'ivneiii al do- 
micilio d-cl demandad», «I tW ln-rar ixmveiialo para <-l i*«im* 
plintú-iito de la C^ligáoíéü, 

ro.vrff.i tyk. 

jBittstt/efyjioX: Ar,;,;„ f, rr «. nn t. 

A falla do «mustio expnxti r"«.|wpin iH tar di PHOipU- 
mi'-ntn de mi contrato, mrrnqMnda .-ominar *<i el mismo 
muí Un o» la MturiÜPW d* !« olil ¡pación. 

JVRiSD/eVlQy? Artim t*mn*l 

El lujar «I»- «itm'pUmimitA di'l wtuirnio de taeaciÁu «te wr- 
vicios es i-ife fefcw fueron pRsiadiñ. 

A Fíltfl «Ir i'orm-niti eX|in"»n de las parí-"*. jm<z eontfje- 
teni^- |mni . *n>iiiNH>r cu imn deiimiidjii *"l>p* cubra dv l¡i iu- 
ilc-irint»i«-¡nit |i«r d<*>ptd« pr«'vi»ln «-n la l<>y N" 11.7"2!'. jé* 
el il-'l luifnr dondi» <c ¡>r»-«ran>u lo* si-rvirins e» Im ípn» en 
qUf ocurrieran lAy kccIlflN cu »pir tw funda la demanda, aun 

diíiikI» «>i contraio w hája «frttfarfo y lmya tcnifui un 

lip'Vi- eiunieiiyn «!•■ i-jcfiicíVni mi r¡ lu^ar del domicilio del 
demandado, 



.Siiprniu Corlr: 

Ka I ai |ii*cM'iili' í-rtiiiii-iiila de MrtttpWMíttá nn <*n- 
enmitro $ifc»»)Mnxi£¡ni i»¡n-!i<-ul¡ir alguna íjih? pwntf\ mo- 
dificar la clu-irían h V. í¡. en lsj : |.V!. <¡Y ajuslada 
apli.'JHj.'.M sil .-a-.. <iV ettili*.^ 



.•i. Jivrin.i lis; m vapióx T? 

invocada en expediente ile la ('apila! no es 
suliiM.-iili' :» fin. Kn cf<>.-!o, el i.brcro despedido si 
6iíín rs verdad pn<*tñ (Iíih-Ím-í-; (ií«H lie ¿*'|'VÍe¡03 

i-oiiiu tundidor a la sociedad demandada un v\nu'¡\ an- 
U-rior —¿lint lít3S— su csiulileeiiuienlo situado «a la 
rnpital Federal, i» reibieiid» a-)iií COrm|KMltlÍente 
.l'p|-ii¡il, Us. I y U'i, rxji. rilado) imi es menos exacto 
«lih- desdé cnlonres trabaja vn h«s tnllcrus de la misma 
suciedad, trasladólo* ¡, Avirllaiinlji ( IVov. ,1c BucilOS 

Aire») donde si* le almiiau mis jornales (ta. 11; «itado). 

Kl ln.íar <KJ payo imi i-I un »j nenio do iniciar su de- 
manda (nutren do lü41) determina la jurUdícciófl en 
los términos «Ir la doctrina ptvciladn de A". E. ("alio 

agrega, que diolut dewtriim Mtalílwc además un l>enefi- 

eio cu favor del locador de servicios, n objeto do que 
los pueda eomproliar mfis laeiliueiiU.- un e! luirar donde 

lo* prestó. I' 1 "* dio ese Iwsaií fija juriailit'eión, era pre- 

fereneia ni del domicilio del deudor. 

i'om'.-pi)nd(.'n¡i pues, dirimir la proi-nlc ooutiL-iidu. 
en fitvpr de la eoimioleiH'ia del diioz de \*iv¿ de Ave- 
llaneda. — Buenos Aire.-, diciembre 23 ile 1ÍMÍ. — /««« 
.-i/eorej. 



FALLO BA¡ LA mitTf. K (TREMA 

lltcvno* Aires, iVbrern 13 de lí>tó. 

Autos y Vistos: l'nrn resolver la cnnlb nda de com- 
petencia trabada eui.v .-I Jaez de l\iz de Avellaneda 
y el Juez «Ir Pnx l.etrndo ib- la Capital e>J| I»s ¿tules 
seguidos por don Kusebio liarriniuievo contra fc. A. 
Di Telia 1.1,1a. <S. I. A. Al. >. 



le vxuah Me la watt sema* 

Cousulerniido: 

Que srirún n_-ii«-rada jnríspt'tidciicíá (to *$tjjt forte 
fiupre-ina. el juez WH>(Í*fttonfó )ku¡\ roucn'rt i-n las jui- 
cios en que W? i jí-riTii accÚMMtt |»-r.-uuaU's .-mi |»ro 
f^re»c¡ii til tUí\ iUhh¡«Ho íel deiiunwlnilo, ti del Io^bt 
«wiventdu pura ti eanipUnuehlo 4.- la at$gS¿¡ÍHl t Fa- 
llos: 4:\ ;í:i; 115. 2¿í;¡ 143, 210; 182, 13$ entre otros), 

Asiruisitiij lia iI-víiIkUí ijuC a falta do «'omvnio • xpreso 
ní respeeio eorn-spoiido oxaiiiinar si t¡»3 tugar ivsiiHa 
do la íiülniiiii'xa do In oWigflPiÓIl — Fallos: 1S3, 323—. 

Y, laiulúV'ti. *!»(■. i-H ni c«sn tic líi lm-aeimi d*- íívwh-Íos. 
dieho luirar <-s agwl en qnc la- mismo* lucro» prósta- 
ta -lillas: M m i ftft 

(¿tu* si InVu i-I íH'I.m- ¡i»¡írv*ó *•! U de aicoslo dd 
UKN i-a la IVilir«',*i tf¡Uú la demandada tenía instalada Cíl 
la Capital Fi-doral, ;i |itr1¡r «1.-! SS d.l BÜimft ttt&8 y 
Éfiti l'i'sú a lral>a.jar en l«* latines de jurisdít-eiún ilu 
la rompa íiín hi Ave- Maneta, donde lanilth'u roliró 
sitiarlos liastíi la ¿|i6ca di «pie 80 produje rou los Ihm-Iios 

en que Stj rumia la -l-nimala, a ÍM# <!«■ — k in- 
forme l's. l(i 

©Hl- nu i«s*, pric^i düdoijo i|iu- »'I contrát© si> cj«*«f«!w 
in jiiri^lií'i-iiin ila la Provincia llfl llurims Aire*. t&A 
a«c sea siit'ú ii'iili' para iitmlifiear esa 4-.»ii<'lnsióa la PÍr- 
«inslaii'ia de ijite «(? liava rrl.-hrado en la «i'apílal Fe- 
deral y liava fcubld ell ella un ÍHVPe eamiclizo <tp e>- 
eiieión — (oiliiro t'ivil, ai'l. 1— I — . 

Pop ttiloi di- acuenlo >•<'» la dorlrinn do Fallos: 
Í53 > I»- lulo por el s.-iW l*riH'uratl<ir Gtntor&l, 

derlárasc poni|»fíIen1c pam rorrowr en este ÍW?w 1,1 

señor Juez do IV/ de Avellaneda. « quien 80 remiliráu 
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Jo-s autos, düótloíft ovi.so en U forma .1c estilo a| wÜQT 
Juez <!<■ mi Letrado de la <■iipil.il. 

Aktwfi» Ka.uuna — B. _A. 
«cw Mejía. 



BANCO BSPASOb PKfc lílo DK L,\ PLATA 
v. V CEDHOX' CtSblZ 

JfltlSJI/tCIOX: F».ro ft atrtufün. (,u*r«r*o rii'í/. 

Kt jiiH'inite rtiivnw. civil nlrne n la rjmición umíiti>caria 
«uiNinf esta «e hallo oii atado d« cjevucUn de sentencia. 

HirTAMK.v HKI. LWn¡Ai«m GeXRIÍAI, 
Suprcras Corle: 

Kl liniieo l-Npañol del R¡« de la Piula dedujo <ie- 
rnand:, |„ )r ejirncióii de un» fójlptó, «mlm don .losé 
V. Ccilrwt Celi/, ante la justi«-¡a nrdinana de- Santiago 
de] Bufora Üiwndn s.-nt.-iicia de rviáufc, v n punto tle 
esfi'itiinu-se mío de Ida Mctirs y.'ihJhIos, a l»rió el 
eoii.'ursf» «•ivíl del demandado ñute mi juzgado civil <lc 
esta Capital: y «W*0 «tl^PCHcnafl, diéntese ahora en- 
tro arrdxw jnws <-«ál d.- ellos Juba «mtinuur enloii- 
du-ndo ea la cjecunón hifiolei-arm. Viene íls ¡ ,. ( t . ils0 n 

\. B-i r«ra rtirítriSp l» raniiÁndu de jureKlIceíón plan- 

Kn wasioitcs aüterTürca eqhipnniblo*, Melle la Corto 

resuelto rrao correspoiúle prest-guir el litigio al juez 

del coiirnrxo < tS-J; 550- I90; l-'l; y oíros et.tieor.lant*s 
a partir oW ICO: 22&). Xo olista a tal eonolusión la 



circunstancia n<|iií jili-^iiihi, ile •me el i-odi-u <íc Piwc- 
<liritK'iii<»> tJe S»n1ipgo estóWeWín lo conmino, puesto 
<iui-* ■•ti teufítlod pái wltsíón (íbIvp i*ódlgtis Iwsafc* 

*n trac, a V. E. 

Conc-iMimlr i|<-.i. liria e<m ¡irn-iílo a la j iirís.|vii- 
deie-ia nvoniatln. y kolil'ilO l|UO asi Rp tÉgffi — BirCttOS 

FALLO B>t: CORTE sC I'líl'-MA 

Uiu-ihw Ai IT.**, iVhivm i:í de 1142, 

Autos y Ví.-iuf* : Para resolver la c«n1Íi'Hi.lrt uO com- 
petencia Iriilnnhi w1l'C «'I •l'"'?. Ú0 1* inst*"i«a* -' *fak 
nación «>n !■> civil y eomerrial de ¡Saníímro rfcl Estero 

>- el JitiM ¿fe V ÍBa*»neU en lo «wtl «le l» Capital Fe^- 

ral, para i'onoi-i-r en los aillos s.'í-umIos p«r »•! líanco 

Español «Id liiii óV la Piala contra .lose Vicente 
tirón v* \h, sobra <'jci- lición Ifípüleouiia, 

(\»iisiili*raii(lu: 

(¿iic sc»nn resulta efe las nctiineíimcs hIp f», Sil, 

112 vía,. 136; 137, Iiállongí peudieutc «le tramite j- 

resnlnvióu ilivcrsas * iiestioiM-s re laño muí as con la vento 
<lo varios fcáfaa <lel ilciiuimhulo — jtopíwile «el ín'eeio. 
rc?i.'ís¡ó]| v nuevo remitir Je los mismos. 

Que, por 1« tanto, < l presente no os el caso do ex- 
«•e|wión co ilria pimío por esta t>rle Kuprumu en .-I la- 
lio <l"l Imiiki págíHH «lí í» respectiva irolc»TÍón, 
y, por el ."tilrario es nplicaMe ni mismo la .¡nrispru- 
cUiicui ifol loiuu UX>, \m«\nn 230 reiterada olí Fallos: 
is+ f ;»;-.;>• Któ, 121. 

Kil su mérito y (te adíenlo coji lo «Jictamimulo por 



ot señor Procun-dor (¡ciu-nil dvdi'miíe. qué o* ju-cfc com- 
l«-lonl(- (wmi MníWM' en e8t* juicio el Juez do V ins- 
tamia *n lo civil líe Ux 1'npitnl l-Vd.-ral, n quien se rerai- 
linin lo* nulos Imch-iulolo >al«-r o« la forui» ilo es-tito 

a l aefiflr Juca ¿a Ssnftíago Aá Kstoro. 

A STOSIO Smí.WXA — B. A. Na- 

K.Ml vVNCIHHtKNA — P. Ha- 

sítts Mkjía. 



í&mAmi .v^iW. 

E< procrtlonto el roeiirso extraordinario f un «lado en qiw, 
eomo lo lian sostenido IOS iWHrWnlPs s " primera presen, 
t&eiún nl promo huso de rcmhnrr «Ü libertad, rl edicto- 
policial. iJtW les Iia sido «pilcado, oitva validez «dmití 1* 
sentencia de) joej corrm'iom.1. os velatorio de la Cons- 
titución Nacional. 

rO.ysTiri'l'lO.S XACIOSAL: Tot^filnciomUtlaH r ¡*toustitite¡o~ 

natítlñtL iCwJmionrt, «itiumttmiva* n jmiitiatrf. 

rm>t:n rtv. poucia. 

Es inadmisible la ¡neon*titiic¡o.nali.lad del frrt. 2. intf. *> 
del adicto vísenle soltre sesruridad pública, l'iindnda «n w 
taita, (le facultado* <W «fe Poltóí 3* la Capital Fa- 
deral pnrn dietario y dcWnBHÜr y sanción nr enntraven- 

eitmcM áenjw do |« límite <stfllilivida« ra él «rf. 27 del 
Codipo do l'MH-cdimicntos cu lo Oriiitirml. 

casxTirmox xaciosaL: r^stu*™**!;*** * i*tim*trturi+. 

PKRMTO* Y fiAftá!Ítl4S COXSTITUCtOSAWS: Frtüipfo* 

i m; rouciA. 

T-a wp?(ii»cBtací6B do lo-. itoreelio* individua le* i>or edicto* 
de p.n!ie¡a qnc so epttésfefjni n oneauzát tí ejerririn de anaí- 



** FALLOS DE LA OURTE SUPReSÍA 

lies deliro «le limitaciones razonables — <,omo lo es, en el 
casa, * ano prohibe n^fiaufc 'i ejercicio del derecho 
de mnmrn «o nu-.H.seabe la i 11 vestidura de los wp regentan- 
tes «rtiwipm acrdibtóoa ante austro «ol^rn-L sin su . 

A-.vriíHoflw.v.iir/».. ^ fe&mt tfrfactfn gt, 

íai interpjvNíWu Jado » un edicto Míeial por los tribn- 
nales Iwalw es irrevisibje por vía del rmirso extr — 
ru», « eiivo efecto no Ir - 
Constitución Xwiounl. 



Dictas, k>- m , I'iiorriíAimi; (¡kxkiial 



El L»:t de setiembre del corriente afín la |>oJ¡cín de 
la Cnpitnl delÜVO & varias personas «pie repartían vo- 
lantes |«.r Ib rail? Fítwfla píñi lia fraso ¡nípwaiu A'x- 

í í " /s, ' w ' ow " r <"' Th'-rm,m .si Va» Thtrmm no fiP t„. 
La persona alia lilla es el señor Embajador «le Alema- 
nia a<u*ediiarto cu nuestro país. Él señor .lele «le Po- 
licía ha entendido tratarse de mía violación a lo dis- 
puesto en el art. L\ me. a), del edicto viente «obra 86- 
gnriclnd |>ní)liea, que reprime con niojta de diez a cin- 
cuenta pesos o arresto do tres a tiuinee días n quienes 
"fijaren o distribuyereai al publico cartt-Uw o volantes 
conteniendo dermestos contra las autoridades, y, en con- 
B«meneia, aplicó el ofaftffó de esa represión, con carác- 
ter condicional a Antonia IVri'ü, (fccar l'ulmeiro, Ricar* 
do CsFhnjal y otros detenidos. Estos, apelaron ante el 
señor .prez de lo correccional : y confirmada la- levísima 

sanción, traen ahora n Y. K. uu recurso extraordinario, 
por.-.',.,.;™*- » 



I>C JUSTICIA DE LA NACI^.V 

a la .mnspniclcjicía sentada por ta Ce 
piirn Mes. 

Kn cambio no ciifiicnlro demoáirarln , 

a m do paH-'s privados", «aro io j mce e , rwujrrcnf _ 
«anrio Incitan n la p&hÚta a ,„„. ,.„,„,„„ ? ,,„' , '' 

¡ador, v,,,,,,^ ¡11 ,,ta« i ó, 1 a 4 fflSfcáKt 
u.eonmn.Ja enn.^r Jas rolucion^ ei U-rio res. 

„7 Ém,ft r n r' pi " nso #* wmnmd* mmm la 
n nem «p*b lc , a eu cttanCo pwáo ser i[wíer . a 

FALLO DE L,\ COIíTE SUPREMA 

Buenos Aires, febrero 13 de lí>*2. 

V vfsja I,, proseóte cau*« canillada "Proceso I* 
gudo contra Pérez Antonio, Pnlmeiro <W oIlW 

IttM* Juan All rj fe 
lK'ial % para .solver «obre su procedencia. 



CALLOS DE I.A t 



V cons ¡dorando: 

Que desde Iik'l;o i-l recurso denegado procede, pues 
tos recurrentes han impugnado como inconstitucional 
él arl. '2. ine. n), del edicto do seguridad pública, e» su 
primera presentación ni proceso, luego de recobrar su 
libertad y ln Sentencia es contraria al dereclio f inalado 
en la Cuiistilurión N'acional — v. Fallos: 191, 1!>7; y la 
seiitenei n dvi W de diciembre <lc 1¡H1, "in je" "Ama- 
dor Spa.ifiiol.Xlaría Elena Alvares? de Ncliustr r y olios". 

Que el nato denegatorio de fs. 27 no es, por consi- 
guiente, ajustado a derecho y así corresponde declararlo 
y c&ncedcr en consecuem-in, ta iijK'laciún extraordina- 
ria interpuesta a fs. £5. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por 
no ser necesaria mayor substanciación: 

Que la im-oiistiturioimlidad fundada en la faltu de 
famltudes del Jefe de Policía para dictar el edicto 
«tacado y determinar y sancionar contravenciones lien- 
tro do los límite» dispuestos en el art. 27 del Código 
de Procedimicntoa Criminales, ca inadmisible, según 
así se desprende de la doctrina de esta Corte de Fallos: 
US, 430; 159, 178 y 175; latí, Hl ; 171, 275; 175, 311; 
191, 245; además do los citados en los considerandos 
uuü preceden. 

Que de conformidad con lo expuesto cu los prece- 
dentes mencionado*, mientras la regla mentación que 
el edicto realiza de los derechos individuales no suprima 
ni menoseabo las garantías que ln Constitución conga - 
#ra, sino que sp concrete a enrauzar su ejercicio dentro 
de un margen razonalile, no es susceptible de reparo 
constitucional. 

<}ue desde luego, la inteligencia que al mismo atri- 
buye el fallo apelado es ¡rr*visible por vía de recurso 



cxtrnortliimna en razón do la naturaleza local de la 
norma cucstiona.In. No basta a 1 «'tocto la invocación <lcl 
arf. |8 do la Constitución Xneioiial que no guarda W" 
Inciún directa non la materia del pronunciamiento — 

Fallos: 1!H), ;i»7. 

QSfi ta limitación impuesta por el edicto a lo.s de- 
reclios que. mencionan los aja-limles, que do atgUDa mu- 
ñora so vinculan con la cuestión contemplada en la 
causa, 011 el sentido do que su ejercicio no dol>o menos- 
cabar la mveslidura .lo los representantes de unciones 
extranjeras acreditados ante nuestro gobierno, no es 
irrazonable, ni puede sustentar la impugnación <lc in- 

eonstitucioimlidad de aquél. 

En su mérito, y por los lumia me utos del preceden- 
te díctame» <Ie] señor Procurador genera) -se confirma 
la sonlCDdii Aperada cu cuanto lia podido sor objeto de 

recurso extraordinario. Hágase ^ak-r v devuélvanse al 



Antonio Saoarx.\ — A. Na- 
zxh AxommSA — P. Ra- 



A. 



i v. NACIÓN A1ÍCEXTIXA 

JCIULACIOX DE MAGISTRADOS. 

Kl arl. l' de l a ley X- 432<¡ no establece una jubilación, 
° retiro graciable^ sino uiia jubilaeimi especial, db- 

f ias que previ la líy 4349, con carácter general 

para todc-s los funcionarios de las cateporías que indica 
que estén en las condiciones exigidas por aquélla. 



P FALLOS DE 2*4 COBTE SUPREMA 

JÜBILACIOX DE MAGISTRADOS. 

fe?«ÍS. , * rbK ! Í * rivl,B W**W«HÍÉI l>or el «rt. 13 de la 
ley K 1J-8S4 no rfoa iplf «lo jubilaciones previstas 
on el íirt. V de la Ii'v y 



ACTOS AUM/XIST, 

COSA JUZGADA. 

DECRETOS XA CtOXA '.ES. 

El decreto del Poder Ejecutivo SHxstcriur B la lev N* 11 ")34 
y no observado por la Contaduría Goueral do ln Nación, 
por f cual » acuerda la jnailnción con sueldo i» leu ra 
previsto en el urt. 1' de la loy S* 423L tico fuerza de 

juzgada: por lo eunl íífcho beneficio na puede ser vfilida- 
nwnte disminuido imr olro decreto, 

PRKSCim>rws: /v w „>. W k „.v,w, „ /«r/íe^r. fijjjgg 

jleríOHc* i>rrrr¡¡'t<btc8. 

La HMWd do rvpelieiún do las ana»* indebidamente des- 
!?* 11 5*| |Wr W?*^* ,n wba ¿ n WtotíeMÍÍ vil la ley 

ío-s tím*im* Jnbl,ac,6n de la iey * 4226 ' i™*"' 1 * » 



F.u.lo DE LA CORTE SUPREMA 



V VÍato$: El juicio sc?uid<» < oüiiM la N;u-¡«»ii por 
Juan José Marcó sobro devolución do deséllenlos, venido 
en tercera ¡nslanria oPdiiuífia por apelacífín «Je la son- 
■i do Kxcma. Cámara Federal do Apelación do la 



t'onsiilenindo: 

Que el oetOf Bfi retiré dfl SUS funciones judiciales 
el 27 de septiembre de 1932 achila n la ley X o 4236 en 
virtud de- haberle acordado el I\ K., por decreto del 23 
del misino mes y ¡ni», su retiro eon la asignación vitn- 
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liciii tío ilas mil eien posos moneda nacional como vocal 
de ta Gxcnw. limara I-Vdoml de pación de la Ca- 
pital; que Ja Contaduría General do la Nación liquidó, 
POCO dé&puéfl, su retiro con las rebajas establecidas por 
Ja ley K» 1L,W, y, como su reclamo administrativo fue- 
ra reolwwftfeí, se pseténfó demandando a [a Nación a fin 

ele que se la condenara » ln devolución de los descuentos 
que so lo han \mht> ¡luleládaim-nte desde sef.tieml.ro de 
1M2 hasta H ano lí>35 inclusive. 

<¡¡ue el actor sostiene en ¡apoyo de su derecho que 
el art. 13 .\v ta ley X* 11.5*4 no alcanza los retiros 
do la loy K* 4L»ti y que existe cosa jugada en el de- 
creto queja acordó el retiro, por cuanto fué dictado con 
posterioridad a la sanción do la ley ¡ff* 11.534; la Na- 
ción sostiene la tesis contraria, oponiendo, «demás, la 
excepción de proscripción del art. 4027 del Código Ci- 
vil; las sentencias de ambas instancias hacen lugar a la 
demanda y la de secunda viene apelada j>or ambas for- 
tes, limitándose el recurso del actor a la no imposición 
de lati costas a la Nación. 

Que el art. 13 de la ley X* U.&84 establece: "Desde 
el V do mayo de 1932, los haberes y jornales del perso- 
nal, las pensiones, retiros y jubilaciones del anexo J. 
Bttr«B liquidados con ana rebaja progresiva de acuerdo 
a la escala establecida en «1 cuadro siguiente..,'*. Al 
referirse, pues, a pensiones, retiros y jubilaciones lo 
liaco laxativamente a las del anexo J. 

Que el anexo J. prevé los gastos para el pago do 
las pensiones y retiros de los departamentos do guerra 
y de marina -ines. I o y 2»— y en el tercero, referente 
al departamento de toreada, los gastos para e f pago 
de pensiones graciables, yusiones de leyes genérale/ y 
jubilaciones graciables. 

Que el art. 1* de la ley K* 4226 al decir que los fun- 



( 
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donarlos que enumera "podrán dimitir su emplea con 
goce del sueldo inlcirro, hasta el (tú de mis días" esta- 
blecí' una julúliieión especial, distinta di" i¡i ustaM&idii 

por Ift ley ft» 434¡>, pero con carácter gcnerlil para todos 

los funcionarios do las categorías que indica, «ÜO estén 
en Ira condiciones exigidas por ella. "Xo es una jubila- 
ción, pensión o retiro graciable*' Lo .lijo esta Corte 

en el caso del Ionio 173, pu£. 5 f "cuya existencia «lepen- 
do de unn partida del ¡presupuesto anual; se funda en 
una ley do amparo a la magistratura qué exige mi mí- 
nimum do servicios — lOaSós — y un niíimmmi de edad 
— 70 años — y lu circunstancia ele 110 tener caja especial 
y atenderse bus erogaciones cou la ley general de gas- 
toa 36 I» administración, rio la convierte en favor o 
gracia de los que dieba ley amudmciile croa y limita". 

Que eu consecuencia las rebajas |n - o^iesíviis esta- 
blecidas por el ari. 13 de la ley X" 1Í¿¿4 no rigen para 
la jubilación del actor. Así -debe Itaberlo entendido, por 
otra parte, el l\ K. que la otorgó con el sueldo íntegro 
el 23 de septiembre de 1932, es decir, tres meses des- 
pués ele sancionada la ley X' 11.584. 

Que. aun cuando as! na l'uern. el decreto del I\ K., 
no- observado oporluiianiorito por la Contaduría, olor- 
gando una jnmlarión en virtud de una ley que la con- 
cedo y después de los trámites correspondientes buce 
cosa JUEgad». Aégtfn jurisprudencia reiterada de esta 
Corte. Fallos: 175, 308; IKK, 4¿- 3!>1 y 454; 188, 135; 
181>, 213. Xo puede, por lo tanto, ser mollificado poste- 
riormente por un acto administrativo. 

Que la acción pma el cobro de los descuentos que 
el actor deduce en este juicio se prescribe a los cinco 
años Ue conformidad con el art. 4027, inc. 8» f del Código 
Civil y la constante jurisprudencia de esta Corto. Fa- 
llos: 183, 234; 184, f>53; 187, 216 y 2fi0. Kt caso de Cío- 
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domiro Xnvulín, que so <-itn, no pueda ser invocado como 
jtirispnideneia do la Cork', pues ésla declaró cxpresa- 

ttteafe cq qI Mío «pie cu lo rotativo n la pi-e*er¡|irión 

no procedía el recurso extraordinario, que- era el de- 
ducido. 

Que las costas deben ser «Uñadas en el orden cau- 
sado, titula la naturaleza de las cuestiones debatidas y 
la circunstancia di- no prosperar la acción en su tota- 
lidad. 

Por estos fundamentos w reformo la sentencia afie- 
lada de fa, 42 y se declara qae la Nació» está obligada 
a pagar al actor las sumas que nicnsualmente lia rete- 
nido SObrB el monto ¿O su julalaekín, desde los cinco 
años anteriores a la fecha de la demanda basta el aüo 
1935 inclusive, y sus interese* a estilo de los que cobra 
el Raneo de la Nación Argentina desde la notificación 
de la demanda. Sin postas. Xotifíquc-sc y devuélvanse, 
debiendo ser repuesto el |>apel en e| íribunal de origen. 

Akj-onio S.«;.\ifXA — B. A. Xa- 

ÍA» AXrilOKKNA - R Ra- 
MO* MlMÍA. 



AL,E.IANI>RO IlíAHRA 

RKCCItSO K XTUA OTtDI XAH JO: A-W. Conctpto. 

No ,.roc«-.lo el rwurso esini«nIj, lit rio contra ta sentencia 
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ENRIQIJE A. SmtmMWk Y OTHOS v DlRKmoX 
«EXERAL DHL .M.H ^To A Lo* KEI>IT08 

/J//Tf:.s»m .1 /.o.v aw,,^. aja*^ fttóte^ 

pr. n»[ do., ».i |), primen cai.-imría de rtdtiw no ukwwE 
foduW H1M. n) fitina ,.„ eoawjto ,1, „ £ ¡S 2?, 522 
líos por agotamiento, d^asi* y U.*rui-cifm. 

/.i/z-rA^o im nmm& 

!<« ivd.tos qw | C (e^^ pa¡:ar ^ ?fí £Wg ™¡M 

impasto j ,.os nmwm At*m*>. m&vm 

? SUsw « >tíW " s * mita, «di*» .rra- 

sobw la renta presunta de Ir* mismos. 



SfcNTKNUA PPL JfJH Pfi 



PERAL 



Bueno 



* Airi " c - '-?2 do 

»or EbÉ^ : »hB¡ SSS^S < '" ,U,fíI,í,lva «* P&fcfc 
gg i ÍJ. A, . n,m B^flWania y oíros «-nutra el !■' ■ ■, w 
dona I> ir( ^, on O^ral m Impuesto n h« SdSS por 
reprtitiun de ,„«««. demanda mtmfoá, l.-y 11.6*1 a o.) y 

líesuttando; 

Que Eiiriqitn Arturo Saiitnmarinn. Alfredo fiwfl Alaria 
Santa»»»».. Sofía C.r*eto A ,.a Ma^ri», .1 ■ ni Alvíar 

nwto '>«'»"» Sautamarraa y Ricardo Santal Santanarira « 
pretal. po P apoderndo v «jwSíi «««""«niia, se 

Que «i su earáete-r d* oom,*nr„ t ^ tl r la sueesidn do En- 

S r^V""» " r "VV 'V"™**" Génenl (tó impuro a o, 
Bedita*. Ies h» ohhpado a pa E ar por impuesto a tóíájS 
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«Wg «Um, r asir n) £ 14.335.25 por no aceptar dicha Di- 

nr;r c 2/r •r , - rm ' ,on " s pr . ivfl,iíw * n«* 

cmivpto de impuesto H la transmisor gratuita «le 
^^^^^^ » l'»>PÚMa,lc S onn no 

íp«rww*M en lo* í«s mhna «,.«■ deja «.finias no 

c-.r^jK.,,,!.,! sin embnrpn pomo pasa i ikmostrark 

«. ,1,1 .1 a ; i "' r ^ w \'\ inmmíOa J.-sliundos o r*nta, 

t^mtr^ ********* mÉ*e§ m 

Tul criterio surpe <k) nrl. 2' «te la lev U.CS2 (t o t en 
W (numeración antigua, bot- 22 v 2.1 i ni ,„ ,,í;™» 2¿ 

Desarrolla eslfinw incite la Ush fíJK sostiiw r K refiere n 

hirneV v del " 3a tr«nsm¡8ÍÓB gratuita df 

S r o £ 1, ? 5!^? ^ «" « «nevo en los 

estraaos de la ¿ratina, piics j-a k lm «Jiscutido Pn los antt» nm! 

rf* rS S¡ L rn 3S33Í9 lan, ° h ' CÍM " Fcilf * r «" como 
S« "ÍSS? «s'iiMwiernn .pie ,l,. n tr« d-l concepto de. la 
m-.ii ivdito imponible»" del art, 2* de la lev 11 fift-í li 

loa -^tS^&iSÉ'^ " Fe *? P * 
S, * ' . nilc,,,ra * "M«WW "eslíen a la soma < |U o áVhM 

ayas*** a iü *™ Sí ^^^^ 

tí impuesto a las renta? ilusorias de mSohé^W^ 

«•mnando su rnterj^tación. au.orir^ a tal «» v mfé lo 

. ' ' ÍS d,,n,0:rtra « l0 ° P"^"nto ( Eh este por 
otra parle, el eoocepto que define rl art. 2» de la ley re^etn?a! 
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cwntidi'iHr ron otras dispiixirimie-* el ■> la inania v a la* CÚÍfól 
se refiere. 

Bu mérito □> [m|„ lo «¿poesto, *«IU-ita M coi.,|<-m- ni Piwo 
dclaNucnm i devolverle la suma (le '«W&ttM :i3 „.. „,„ ¿¿j 
los huctcvs y Jai pimías del juicio. 

W«w ''1 «efe* procurador fiscal controía la demanda, maní- 
I«rtíin«ió qiw c«m respecto .i la aáiortíía^jón del valor de ¡o, 
muebles destinado* a renta. convieiW, Molí t<*lo. recontar que 
la ¡*y__Jt.fiS2, «o d» toa definición doctrinaria de lo qué «e 

I'? r . * inn ^tabícenlo. e„ cambio, ta 

detallo o tnrnin general, lo que ha de entender** iM» r i»!, o 
rédito sujeto a impuesto. 

IVm n la ley no da una defimVión d< drinarm dé '■renta", 

inclira róa» m WiaWew la imponible dwpeafeado ■■„ Ml a rt. 

2' que -a Uw fines del impin-sto Se. entiende por rédito «I rema- 
nente neto, o Res, el sobrante dfl las ¿«irada* o bemixios sobre 
los ga&Qa necesarios puní obtener y «fflMrrar diflra rédito* de 
nptier.Io mn l« artículos afenjtaW* Lo* r.rtfcuta siguientes 
establei-cn en forma, general O fj particular. eSmn se constitnve 
la parte imponible, principalmente los afi* ¡t». ii v 2ü, 
inc. c) que ponrii de relieve *| sistema que in forma la* ley, Dí 
ellt« surc-- ,,u^ el r^Vimen d> imposición adoptado por la lev 
oblhn a distinguir "entt.daa" y Mjjírff/ de 

entradas y ■ salidas" rértrtr, para hacer abstracción de la* 
primera» y tomar única ment* rn cuenta la* KffUutfafl gofo en 
casos excepcionales, y entonce* In «Tablee* expresamente tine 
h) del art. 23) la ley autoriza M&ntaltaeiite (Icflnwionw «le 
naturaleza capital. 

Después di* Analizar otro* artículo* de la lev. Ilesa » la 
conclusión de «ne *h;<¡i, fintas la misma distingue expresamente, 
ata efecto* de la aplicación del inc. t) dd art. 25, lo* luna* 
ble» empleados en el negocio >■ n los ajeno» ■ él. tales como los 
dominado* n renta que pertenecen a otra cateto™. 

Sin embarco y para el p»so qw la teas de los netortfs pros- 
perora, el ñor ciento u'e amorti*ae¡ones no puedo ser fijado 
arbitrariamente po r los interesados, porque e» una Función 
privativa d«- la Dirección General <ÍH Impuesto n lirs Tí,*dilo*. 

Para terminar con v*t,< punto de la dcnianiJa. linee pmmta 
que la inTerpreti-ornu de la b-y 11.dS2 que -oxt¡.. n e. e>:tá eorro- 
boraila pop lo dispu.-sto <-n el srt. 1(1 ife la ley 12.5ÍW. 

Con KferencM »'l impuesjn n |:i liercrieiii que los actores 

pretenden «JcaeaTgar ile atn dpeJaraeionM jitrndíu como P a>,to 

nei'e.Hrin, s.* trata dé tfáfl inversión desvinculada ( ln| 
Aa ,.i.i„i, .:.'„ .i„ _'.i:>.. _ i. .-. - . ' 
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JwSdS5*f " n IW 10 quc 8,1 (WPIBWi es i». 

Pnr Ñiiini-, e*n rrapfcio a las pToüiedBdm m]¡,|«« en rom». 

¡lato, si ,f 11 «|, U> l,v l^.áSS sujeta . C rav«Zn 

* WPBtflbío c,nn vnb.r locativ* ¿ BESESE 

pw...ej imitarlo Mmo .'asa-hnl.iUci.in. n« M advierte 3 

Venmidenndo; 

Qw eon respecto «I rubro a) & | a demanda on nu* los 
L*L2? "^T*5 'l«»ina«lo* a renta de ia 1' eateirorfa, 

^ae.van»-,,,. por | a Corte SnpKta di la Xación, U e«¿ 
r.^.r.b.,.1:, a- %>rt|iueifl Adela «mtra Dlrtf 
«M IiiijiiiPsto «lo* Réditos' * en a H o*, n S del Z añ" *Wa 

a r i..-ac.„„, de la dWina allí sentada. MnYñr . ]a 1 
«■ia da las amortizacioDe* deoiaiMladw por loa nerl 
de los años 11)83 ¡ ( 1934 iiielusiw. 

uc como segunda cuextión a resolver, ra )n planteada ett 



m rooro ii ,i<> h demanda, aéerea «le ln deducción «obre lo» 
«procos R*al«W do los «ños 1932 a 1936 ¡„c|„,i vi . de B S&üi 
«¡ne en conato d« impuesto sucesorio , dema* Utos han obla' 

m T- 'r J r ,OS * ««•»» Knrlqiio Sania, 

marina y dona Sofía Terrero de San (amarina. 

8, ¡ IaR1P »tP i" lian pradwftto prueba alfrana, 
sino une llt siquiera bar. enunciado en » demanda, en oS ha 

S^aí S&fflBS^ n """ iriíl0 - fti 3 bienes han ai,lo 
ndjml.cados a los distinto* herederos aclom o permanecen ¡n. 

«»« i - 3 ' Sl ', ,,e,,os «implé* capitales o 

son capital.'* tóente prn,|„ Hores ,|e rédito,, y nn m cmd a 

IT"* ,re 18 ■* ^ pwS - ÑÑfiSil 

L«a en nneincior.es «ñalad« qu* ban omitido ln. aelor« 



•* rAUMS tw U G0m si-hu ma 

trará, iwdrr apreciar si el «aso planteada, encuadra a lio en lai 
pr^VBiojiw ile "lu* «nimios a^íenfrsV « que remite el prU 

mero de dichos |«>xtOa le-rules. .Ndcuiús, lu discriminación era 

necesaria m razún de i|iie la dediieeiiin de los impuesto* está 
solíiini'nic iiutnri/iitiii para los n'dilas. de la 1* v cale-rorías 
(arta. 1 1 y 23, iiic h). lev lMÍS-'t y n«d9 Bf «afaeatile <•! silencio 
de la demanda, kí de existir rédiios de la 2* catearía a los qoe 
no W Mlenwble la dedueeión. W preVnd.- también incluirlo* 

Kn casi» similar ni f¡t< en «|«e SO había omitido toda 

prueba al rrsp.i-lo. el Suscrito) lia M»st,- n i<l«< la inprowdéoeja de 

ia d-'diK'dúm del ¡aipneMo sni-esorin, rim'm por la ipie >* ri'|»ro- 
dueinui miiiclln* consideración*'* en l"umljin»-nto de la niNiua 

(y* 



(¿n«- cabe r.-solv<- r la ultima rumión p)ai,T'flil¡) |K>r luí nc- 
tnr.-H, abalada baio el rubro e) en la Amanda, consistente e, 
saber «| propiedades snsceptihlrs. (!<■ producir rentas une Inm 
si*!-» cedidas •rrutnitíimeiiu- a Ututos dursnt* ton años 1932 
a 1990 inclusive, están " ño exentan de «rayanu-n sobre Lo rentr 

prestmfíi de la* mismas. <¿ue de acuerdo a los t.'rnünns en ojutt 
ha aburilado trabada la litis. |jt farin de n«gati¥| por parte fíe 
w-ñnr rrfwiir.idr.r Fiscal aeerea ile la real existencia <Ir! con- 
trato cto eomodatn. im-or-udo |M)r los aetor-s. determina e.. la 
|lln el reconocimiento de lü existencia de dielio vineiilo con- 
traetual y el i'orrelmivo d«9fÍRa de les inmuebles implicado* .-ii 
la cuestión. 

Planteado el problema sobre falos ha*** legales, necesario 
es neordar que los actores, al ceder praiuilamente dielios in- 
imn'hles, lia» hecho u«» di 1 un derecho expresamente reconoci- 
do por la ley (arfe 2255. C'ód. r¡víl). 

La Jey fiscal N* II.KS2 en ninguna de mi* disposiciones 
lia prevista una rentn presuntiva par» los inmsiehW d;id<vi en 
i'oiiuilalo o préslAiito de uso. eonio exprestunento lo ha hecho -en 
el gasa fie la casa, hábil íh-íóh projiiM usada |mr el iunlrÜHiyanie 
o de la reñía pre^ttntsi ipu- alrilmye en las venios d*' iminieídes 
a niensuidi'iiníes (art, Y.K ley N v 11.6^2). 

Qnip al (iravilar el Impuesto de In l<*>" N' 1I.ÍÍH2 sol>re la 
renta nrla _v no teniendo In* propietarios da* hi<-nes raijál 
ol>IÍKacÍ'.n forzwn de hacer prmlneir rentan a sus propii-dndes, 
hítfipo y leunl residía »ntí» la inexiíílpneiii .1,. un yrjivam.-n *o- 

hf nVlilos fielicios. «riñe el ejr-rciei'o ,1,-1 dereclio conferido al 

por Ut*M( pBb)t««to «r Im Pfian. 129 a m ,U\ | OBIO 1.09 iv ™f.« 
colee (m/ib. 



nr .1. . 

95 



propietario por el ari 99&S a , ( , ... .. , 



cía o pre3nú/ci< 
n«í **■ r.'stirltv 



«iiianrp J. fc Cjeri-icifht Msei « d,> lo* jiña*, loto n , ' 



¿ÍENTEXCIA DE LA CÁMARA FEDERA!. 

fíxhmm Air,s. ¡ihril -I & mi. 

Y Visto*: OtnsiiloniiHÍo: 

S8Svrtt&S8T T .sobre S 



M "J V:.' 1" Ins WWW, "I sentido .lo ni» se ,W 

S8Svrtt&S8T i" lm .sobre S 

..aro?, í1 ^ l,n " ,,ws ■ wa, *¡ lns ™«" qnc abo- 

pond^n o, a pwp,^*. e^las a tercero* o„ eS aío 



U parte .Inprwitira de ose prwoiwiWúmto ' 
fen cnanto al primer punto: Er, virtud de lo resuelto por 
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la Corte Suprema en f| caso Adela Escorihwla de EocwihwU 
contra !» Dirección (Icnernl dt»l Impuesto a los 11 «'-ditos, falla- 
do i'l í> de nn'ísto de 1ÍÍ4II, com^powle aeeptnr Ins conclusiones 
de ta. sentencia. 

Qufl respecto di'l segunda, las eon*idi»we¡miPs lenaht que 
se expresan ¡i fs. »!> y si mi Lente* de la sentencia recurrida, fun- 
damentan sufícichtemenlo la solución negativa que adopta al 
reapretó. Por ello. resulta innecesario tratar la cuestión proce- 
sal i\w foriimlan los adores al informar ía roct (vé.-ise memo- 
rial}, ya qw iiinjruna influencia habría ele tener en la solu- 
ción aeloptael.'i. la circunstancia de que los i clores hayan o no 
invocado, discriminado y prolmilo, en «pió consintió el haher 
sucesorio para adquirir el cual tuvieron <pu* efectuar lew pastos 
que repiten ¡wtr «al eoncppto. a epiiencs de los herederos se 
adjudicaron o si permanecen indivisos con propia personería, 
o si consisten en simple» capitales, o en capitales-fuentes, etc, 

Que por lo demás, así lo tiene resuelto este Tribunal deci- 
diendo ftiíálnsa cuestión en el juicio seciúdo por Ernesto J. 
Aben? Cobo «-ontr» el Kisrn .Vinrtonal (Dirección (¡encrnl del 
Impuesto a los Réditos), follado el 1S ele octubre de 1940. 

(jue en onautn ni tercero, los demandantes apelan en cnan- 
to la sentencia ha hecho lunar parcialmente a la elemanila, or- 
denando *pio w les devuelva " . . .las sumas que según liquida- 
" cíón a practicarse por la Dirección General del Impuesto a 
" loa Réditos, resulten adeudarse a los actores por los pasos 
" efectuados w>bre inmuebles cedidos en comodato, durani/' toa 
" ejercicios fiscales ele los años 1932 a lí)36 inclusive. . . ", en 
vez de la suma pedida de $ 13.8-01.2S; y arguyen con que 
demandada la devolución m esta cantidad, que aquella repar- 
tición les. liquidar», según reswffabn dé las actuaciones admi- 
nistrativas agregadas por cnerda, donde constaba igualmente 
ei paso, no tenia razón <le ser tal limitación. 

Sundo esire-tíi* ti de* asee eme ion m. según resulta de la 
compulsa de aquél es (Moliente, corresponde modificar en este 
punto la sentencia. 

Vor ello y sus fundamentos, se confirma In sentencia die 
ta. ñ7 en cnanto rechaza las dos primeras cuestiones planteadas 
y en cuanto hace lugar a In tercera, modificándosela respecto a 
la suma n papar, que será la de trece mil ochocientos noventa 
y un pesos, con veintinueve **i»ntavos moneda nnei.mal (pesos 
m/n.) que se demandó, con mis intereses desde la noti- 
ficación de In demanda, Costas de ambos instancias por m 
orden. — ,V. González ¡ruina. h. — Curios «Vi Campillo. — R. 
Yiflar Palacio. - Rustid £ rfr ftto. 
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V víalos: Los del ru-urao de apelación ordinaria 
coutra fu valencia de la Cámara Pederá! do la Capital 
los autos de Enrique Arturo Santamaría y otroa 
t-ontia la Ñamó,, por repetición do Huma* pagadas en 
«mcepto de impuesto a 1». n-rilos; y 

Considerando: 

<¿ue» como lo advierte el señor Procurador tfenc- 
ral, en el tallo del tomo 187, página :i3t>, esta Corte Su- 
decidió qli L . ik» procedía (u amortización de loa 
considerado* en la primera categoría, ea de- 
le 110 son empleadas BU el negocio como exige el 
» rl - & * la "">* X" U.682, ante» de la ley 

Que e» el t-mno .le Kruestu Juan AUerg Copo con- 
tra la Xaeiór. por repetición (Fallas: 189, 427> se de- 
cidió |*»r este Trihurud inte eran drdueihles, n toa efec- 
tos del ¡intaWHto a lo** rédito*, las mam pagadas en 
concepto de ¡mpuealo Huueaorio: y a». Cindamentoa, 
que parte u ■uiweribe la a«-t..r» esto* mito*, ae dan 
por repifMlneidoH. 

(Juc en oiiaiiU a los i amueble* que no produce») lan- 
olina renta porque koh entregado:» ni nao gratuito de 
tem-n.s iruiuodat»» loa filudamente*. ,| L . primera y se- 

miiida iisstaiieia aon anclado* a d*reeno v delic con- 
firmarse, en asa parte, el fallo melado. 

En su mérito se reforma la sentencia recurrida y 
se declara que la Nación debe devolver a loa actores iaa 
Human pagadas por éstüa en coiirrplo de impluvio a loa 
réditos m hiihéraMe» deducido l»s .,ne corresponden a 
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impuestos Mitcesorio» y a inmuebles usado* Cn como 
dato, es decir, »in producir renta, y a* confirma en 
cuanto a la inijiroredeneía do la amortización de inmue- 
bles destinado* a renta. Uts costas [>or su ordon atento 
el resultado del juicio. Hágase ¡«aoer y devuelva use re- 
poniéndose ol papel en el juzgado de origen. 

Antokjo Sauabna — B. A. Na- 
ZAH Anchokbwa (£» diteór- 
>litr parcial) — P. Ramos 
Me.ua, 

DMrOKIMA PARC1M, 

J)e acuerdo a los fuiidnmonlfl,* cx|iiesHdo* en su 
voto en la causa Krteorihurln (Fallos: tomo 1S7, página 
330) acúren do la amortización de ¡nmueMea destinado* 
a renta, voló por | a revocatoria de la sentencia en este 
punto. 

li. A. Nazab Axchíhiksa. 



ORRSTE CIATTINo k NACION ARGENTINA 

EVPl.EXtlOS PVM.H'W*: Rrtmi>w ron rl Rotado. 

(•a stispeminii aplicada x un profesor de enseñanza Menu- 
da na, fuiuhifln en IhnMios <Ie iniliRpliiiR coinprobmim y on 
Kp «rlK. 6, ine. 4*. del Reglamento de In IiwpMeiÚn tiene- 
ral «Ip BDMnAn?* Secundaria ; 49, ine, 5''. y I2fi. inc. 2", 
del Reclámenlo ftára cnlejrii** nacioanle», y lí> y ¿I del 
Acuerdo General de Ministros di' enera M de 191:í, trae 
nparejadn la pr«rdúln dé] micMo por todo *I tteittpO de su 
duración., aun cuando la jnsticiii huya w')rewíilo def inii íva- 
Btenfe en In causa respetiva por no estar probado que loa 
becbon en ciieatiñn constituyeran ol rirlito dr diana™ de 
arma por el «-nal se Ifl proecuba. 



de áoénm i.% KAOifa n 

SeXTEXCIA PEI. JÜEZ KeDEIÍM, 

Buenos Aires. octubre 2 de 1940. 

Y visto» : Pan rr solver esto» auto* caratulados "Ciattino 
Oréales contra (¡obierno de I» X¡ K .iÚ„ sobre cobro de ..esos", 
tic los nue resulta: 6 

r, Que h fs. 3, so presenta .-I actor deduciendo formal 
demanda contra el S«ipe r jo r Uobimm (de ln N'acióo, por cobro 

™ &3¡¡Ri í * W "«dudado», 

cu memo iic las aiffurenlca consideraciones. 

B¡« flU* durante veinte nfios ha prestado servicios en el 
i elegió Ancional llernardmn Kivadavia como profesor da iclio- 
■ñas. Que el cha 16 de manto «de 1!»;¡:(. con motivo -le ,.„ ¡uci- 
(lenlc uno tuvo con otro profesor, doctor Ricardo Aim6 hubo 
de linerr un disparo de revolver til ñire para dar térniiiio a la 
disputa t¿iie a raí* ÚV este heeho H le procesó y suspendió a 
las r*«ilta# i djel sumario, rn el qt , e K ] P sobresevo definitiva, 
mente con fecha 10 de abril de ]£& Que reineor ponido ni pro- 
tcsomdo, solicitó del Poder Ejecutivo se le nltonftran los sueldos 
ilevwiOTdos durante la suspensión, reclamo que le ha sido defi- 
PS» neíra«In. atiene el presentante que es indiscutible 

u. í ,!,ü,, , le aawle par . a P#* cl P a «° fe "« suma que ae 
Ifl adeuda wd cAheepto señalado, derecho que funda en el art. 
-- del acuerdo de ministros del año 1913. Pide «pte en tjjj 

del' juicíe, K3 K " r " " ****** <*■ ¡,1| ^ SM i" I" estas 

, . r ', SÉg&J' ^"'P' , '«ieÍH de] Jugado y corrido tras- 
ludo de la dumanda ni Poder Ejecutivo po r intermedio del 
Ministerio de Justicia e Instrucción Pública, a fs lñ se pre- 
wiitii el spiiop procurador fiscal contestando, y dice: 

Que la demanda es improcedente. q m motivos qwp (te- 
terml naron en el «a» la medida disciplinaria de la suspensión 
son inde,)cnd.cn es del proceso instruido a raíz del hecho que 
motiva esta «l.t,;» . El profesor Ciattino fué suspendido Zr 
haber nfrjflp la di* posteón del art. 43. inc. 5' del Slg 

ZZl^ñ P- '" a f?" r M ' , '""" haberes que 

SaT ^ * def "" Ílva rW!hae * ,fl ««nanda, con 

III- Abierta la causa n prueba por todo el termino do 
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ley, se produjo la certificada por .1 (Urinario a fs. 32 vta , ale- 
gando »iuhm partís sobre fttt mérito a t*. :i3 y f s . 44, con lo 



I. *¿ue la defensa fuiuJai>it>nT;tI «n que finca 8ii iir-u- 

Bn-iinición la demandada para solicitar 1 | rechazó .le In deiaan- 

üa, voDHiMr afirmar «ño en el tas» analizado, la susi>e rasión 
impuesta ni aet w —profesor Ciatlino- no obedece a |« mo- 
*m» qnc deíermiBarou la formación del sumario que se le 
ihm rny... sm« ftiíc «'lio respondí» n la circnnstnncia de que &te> 
violo el arl. 4-. dít re¡-lii mentó, provocando nsí, una medida, 
JJiiCl piularía de carácter meramente administrativo v en abso- 
luto independíenle d«* la causo crimiuol instruid* c*o U motivo 
del aiiccso ocurrido el IG de marzo de 1933. 

Que si., entrar a doseoó«er la IncullmJ uiir limen las 
autoridades udnniiistrativas para imponer penas <Ie esta MH(U - 
ralcitn, .-s de advertir que «I v\ caso enromarte Hlo no ha subí- 
dido «si y basta para ello ron leer el deereto d-l señor Minis- 
tro %*W*kii c luMniifúm l'úlpliea (v.-r- fr. 13. es». X' 777, 
letra C.). En la referid* nsolu.-ión. h autoridad enenr-iada 
Oí resolver sobre Mtrtii medida*, ya qne w trataría de. una sus- 
pensión superior « 15 díw | ver arl. 21 del acuerdo de i»ini»tros 
M «>"> m?h no Miln nn # (íwretú la suspensión en la l'orma 
que se sostiene ,n el berilo de fs. lfi, «no que expresamente 
«tablee.- que |)| m, S |h.||kÍ¿H utt.tlarin sujeta « lo que en <Iefi- 
nihv* n-«»lvi<.r;i Iri .justicia on el Correspondiente sumario. 

< nmn puede apreciar-e. la resolución no ha podido ser roús 
clara en el sentido de dejfit supeditada lóela medida, va sea de 
«Mfifer administrativo o de otro orden, a lo que en definitiva 
resolvtoni la .iusiiein. Si „ lo expuesto se a-rre-ra que de autos 
tóinye plenamente arr*Jitndo •>! ^reséímieuto definitivo v la 
rat^rpóracJAu del interesado (ver resolución f*. 24, em 
eiU. al puestB nn*- desempeñnl»i. \*\ articulación analizada «Vhc 
desestimarse defiiiitiviimeiite. 

Que jieivilítailos en ékín forma todos los «íxtwnios reque- 
ridos por el »rt. 32 «M recontada acuerdo de ministros (año 
1913) la di-iriíiuda debo prospi-r;ir y así ge declara, 

QHC^d enanto al monto di» la SHma cuyo e«hro se persipue 
en este jureio. teiiieiulo t-ei cuenta lo «pío resolta del informe 
comente ji H 3& mln puede nrwiM'Rtr por la mu» hne en él 
se expresa o sea la de $ IO.8S4.47 ni n. 

Por las prPW.Ientes eonflide nW iones, fallo deparando nue 
eE Gobierno de la XaeiÓti deberá devolver al seüor Orestcs 
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Cmllioo la suma do $ 10.S24.47 m..'n. müs sus interese, al estilo 
* Ins .,,,,. pcre.hcrl Banco ,fc |„ Xiiei , V „ Ar^tin, S 
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m¡«iLÍ' 1 'f.'? S: li, ' s " , ; ail, l° '«* constancia» &1 «pedient* ad- 

SgSgSS ' ^«P? 1 ^»*" «» M8W a,.álo PO s (véase fa- 

llos ry sirn.lo, * 0a*fa dW (. MI S* WFt F« 

«mía SaS * v í ; -- V ,u,r ** fc^™*fltW v los W 
- .... M * ^ g, «Be acia*, « fe W «tf, ín cua , fi " s 

£l?.7??i s " n,a * IWWM? m/.i. más sus inte- 

tina desde la Mi de la notificación de ta déióuda, t£te» 
IM d« ambas iwtanci*, on vi ordeu causado en visín d l* 
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fetenes Aire*, febrero 25 dp 1ÍI42. 

"V vistos: Los autos waguídoa |ior don Oréate Ciat- 
Imo costra I» Xnción, sobro cobro do sueldos, venidos 
por el recurso ordinario de m>cl«eión interpuesto por 
o! Procurador Físcnl de Cámara contra la seuteneia de 
i«. 65, 
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Consí dorando: 

QUP cualquiera sea el alunice que pueda atribuir» 
a la resolución del 10 de abril de n».*!:í — fe. 1-'! del expe- 
dieuie administrativo— el mismo quedó adorado des- 
pué> de la presentación del profesor Oiatlino — t's. 
35— _ 101 informo del lnspeclor íieneral do fe l'.í, cuii 
el «uní expresó su eotit'oriiiidnd la resol nCiAn ministe 
i-ial 4© mayo 27 — t's. 24— es categórico al respecto y 
autoriza a concluir que lu su» pensión fy.fi aplicada OOU 
el curador de pena disciplinaria y < a ue sólo el sobro- 
sehuáeiilo podía evilar la adopción de medida* más trra- 
ves y limitarlas » ln Mispenmón impuc>sUfc y al traslado 
a otro en la Idcei miento previa levantamiento .le aquélla. 
Kste es, también, el aleoné que le atribuyen los infor- 
mo* de jo.s inspectores seerio-nal y ^'iwral de ta, 34 
vta. y 35- y la resolución ininisEerini de fs. 36. 

Qw\ por ofrn parle, la seutencia aJ»solutor¡a re- 
caída, en el sumario ninminl con po-derioridad ni aulo 
do prisión preventiva, sólo se funda en la circunstan- 
cia do no resultar debidamente esclarecido el hecho in- 
vestigado y tu el Bit 13 del Código do Procedimientos 
en lo Criminal, según el cual en caso de duda delira 
estarse siempre a lo que sea imís favorable al proce- 
dido, quien reépBqCló eo m declaración indagntoria o,ue 
concurría armado n) colegio, que en esas condiciones 
interpeló al profesor Ainió y que eu el ¡ueidentc con 
éste cferhiü tm disparo al mn — fs. 25. 

Que, por consiguiente, laido del sumario admi- 
nistrativo eomo del criminal resulta . t ue Ja suspensión 
impuesta w tundidla en hechos debidamente compro- 
bados que. u juicio dG la Autoridad adnúnistl'ativa, 
autorizaban la adopción de esa medida y del trnslndo 
ulteriormente dewtmlo. por el Poder Ejecutivo. 
' ireu 
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tnda en cuanto «1 actor 011 virtud de lo dispueslu en 
los arta, <í, me. 4', del Réglamoiito de la inspección Go- 
neral do BnMfiáDza Secundaria; 4J!. inr. y li*ti, ¡uc. 
2*. «leí Refflamonto pura «-ulesios nocionales, "y \y y 21 
del n cnerdo de ministros de oncro Ití de P>13, excluyen 
la aplicación d<íl arl. §2 d* esto filfunó, Pues si el actor 
ha Obtenida la decoración judicial de «a inocencia CU 
cuanto al delito previsto en el art. 104 del Código Pe- 
nal, bu quedado, en «nublo, comprol.ndn, administra tira 
y judicialmente, su cuI|>a!ii|¡UnU en cuunlo a Ion he- 
dios qae, a juicio do la IitópecciSn Üeneru), del Minis- 
terio del r*tep y díd Poder Ejecutivo, afwtal.au la dis- 
ciplina y el prestigio del colegio. 

Quo siendo así, aun cuando la suspensión so hu- 
biera decretado luii sólo «a el carácter previsto en el 
ort. 19, inc 1", del reglamento de «Meo l(i de 1913, tam- 
poco tendría el aelor, conforme al art. 22 del mismo, 
derecho a perder los ha&eres corj^pomÜentea al tiem- 
po de la BaaporjsiSa. 

Por ello se revoca la sentencia recurrida y se re- 
chaza la demanda, debiendo pagarse ]«s costas del 
juicio en el orden cansado. NotiKqUese y devuélvanse 
al tnbuiml de procedencia, donde se repondrá el papel. 

Á$t6*m Saqaoha — B. A. Xa- 
ZaR AxnioitKXA — J\ If A . 
-mos Mejía. 
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Al'IL AltDALA v. DIKKCCIOX OEVERAL DEL IMPUES- 
TO A LOS 



RECVRSO KXTHAOrilHSATllO: Cue*ti-m federal. Cusas. Leyes 
dW f.ólt¡tfrió. — Hatería úji'Ki. Consliluciorifí y locales, l'ro- 

No incumbe h la Corte Suprema decidir por ta vía de ta 
apelación extraordinaria ni del recurso de queja cuestio- 
nes procsalfs. aun cuando las leyes que rijan el procedi- 
miento sen» federales, jorque lu i ntrrpretnciúu de é-stas no 
aféela al nrt. 31 de U Consiitiu'irtn Nacional. 

BBcrrnso ESTRAouoLVARro: Hauri* r r ¡*tipio* 

rain, — Comtitucioun \j trim locu'ai. ¡'rocctales. 

La decisión de cuestione* referentes a la oportunidad, co- 
rrección o validez de la notificación de lu sentencia defi- 
nitiva del superior tribunal de la causa, es ajena a la ju- 
risdicción extraordinaria de ta Corte Suprema; salvo que 
lo resuelto al respeet» constituyera, manifiestamente, el me- 
dio arbitrado pan frustrar el ejercicio de aquella juris- 
dicción. 

RECURSO EX TRAOROi VA RIO: Materia ajena, M&t&Ú JtfW 
rales. 

No procede lenfr |«ir acreditado el proposito di» frustrar 
la jurisdicción extraordinaria de ta forte Suprema me- 
diante la. notificación por unta de la sentencia definitiva 
«pelada, si ha mediado una nesJijrencia cierta del recu- 
rrente al no eompan-ecr ante el tribunal de apelación no 
obstante habérsele notificado ln 
interpuestos para ante el misino. 



Dicta mkx dri. PüocriuDon Gen-eral 



. Suprema Corte: 

1* Al Iniciar la presento demanda planteó el netor 
dos cuestiones de eaníeter constitucional, ¡naplicaliili- 
«Tad. de la U'y nacional impuesto n los réditos en 
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la Provincia .lo Tncumán y carencia d<- facultados do 
los jefes do delegación para aplicar multas. 

La causa fe fué resuella favorablemente «u prime- 
ra infancia (fe. 1(17) acoplándose la segunda do las 
defensa» premd .cadas. Apa» oi Procurador Fiscal y 
oí propio ador, éste |K)r las costas. 

Aato la Cámara no reprodujo el demandante sus 
defensas y ni siquiera compareció (fe. 113/114) Dic- 
tada emtQQtiü (fs. 115) M revocado el pronnnein- 
miento de primera infancia. Se queja atora el actor 
Ws. 1-, cap. Y, paríalo 1», del presento recurso) porque 
no fue oulo m la apelación. Basta lo relacionado para 
demostrar lo injustificado de tal queja. 

Dicha sentencia le fué notificada (constancia de fs. 
lio vía.) ol 25 de septiembre de 1041 habiéndola ape- 
lado, fuera de término, el 17 del mes luiente. Las ra- 
zones que el recurrente da para sostener la nulidad 
de esa notificación son de carácter procesal, ajenas a 
la revisión autorizada por el art. 14 de la ley 48. 

Lo procedentemente expuesto constituye motivo 
suficiente para declarar, como lo pido, improcedente el 
recurso directo que se trae ante V. E. 

2» Lo sería, también, porque se intenta día- 
cutir ante V. K. la aplicación do leyes fiscales sobre 
impuestos sin babona cumplido previamente con la 
obl.gac.on do pagar lo reclamado por la Repartición 
recand adora. 

Si V. Km «o obstante, ordenara abrir el recurso, 
solicito que por mis fundamentos, que son doetrina de 
la Corte Suprema, se confirme el fallo apelado que des- 
estima la demanda entablada; dando por reproducidas 
las defensas opuestas por los representantes legales 
* 9 pación, entre ellas la que se refiere a la constitn- 
le la ley de impuesto a loa réditos, antes 
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citada y cuya ¡mpugnaeión, jwr lo inconsistente hace 

innecesario un exninen detenido. Con — Buenos 

Aires, febrero II do 1!I4_». — J,,,,,, Airares. 
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Buenos Aires, febrero 27 do ]f>4-j. 

Y vista la presente causa caratulada "Recurso de 
heeb» deducido por el actor en los autos Auil AMalu 
c. Dirección General de] Impuesto a los Réditos* para 
resolver sobre stt procedencia. 

« ■ 

Y considerando: 

Que eata Corto licúe resuelto que no puede traerse 
a su decisión, por la vía del recurso extraordinario, ni 
en bu caso, por la del reeuso de queja, cuestione» pro- 
cesales, ni aun cuando la ley que rija el procedimiento 
revista carácter federal, porque 1« interpretación de 
tales leyes no afecta ol m-t 31 do la Constitución Na- 
cional — V. t en cuanto a lo primen», Fallos: 108, :m-, 
180, 1G; y respecto a lo segundo. Fallos : 05, 133 y 134; 

Que por esc motivo no es de su competencia i n re- 
solución de los artículos que versan sobre la oportu- 
nidad, corrección y validez de la notificación do la sen- 
tencia definitiva del Superior Tribunal de la causa. La 
regla no regiría, si fuera manifiesto que lo decidido res- 
pecto dé aquella diligencia, Constituyera el medio arbi- 
trado para frustrar el ejercicio do la jurisdicción extra- 
ordinaria de esta Corte — Fallos: 190, 54 v 228. 

Que en la especie los ñutos remitidos como informe 
ponen de manifiesto que el recurso extraordinario fué 
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interpuesto larpo tiempo después de vencido el término 
del art. 20S de ta 1er X o 50, a partir de la notificación 
en los estrados del Tril ranal de la cansa, que se Iiíbo 
por nota de fs. Jl§ vía. Por esa razón el escrito en que 
so interpuso ul recurso no pudo omitir — ni efectiva- 
mehte omite, fu. 117, X* 3 — el planteamiento de la nu- 
lidad de la referida notificación, punto que no resuelve 
el auto denegatorio do fs. 124 vt». Sólo establece éate, 
en efecto, que 4< on cuanto al recurso extraordinario 
interpuesto, no siendo el caso del art. 14 de la ley 48, 
no ha lugar", proveído sin duda ambiguo, que puede 
referirse tanto al incidente do nulidad —para declarar- 
lo improcedente — como a las demás cuestiones formu- 
ladas a fe. 117, y que en todo caso, no decide la pri- 
mera. 

Que do conformidad con la doctrina expuesta en el 
curso de esta sentencia, la resolución de esa cuestión 
no puede obtenerse por vía do un recurso (le queja, como 
no se demuestre acabadamente la intención do frustrar 
la jurisdicción extraordinaria do esta Corte que ba 
guiado n los jueces de la causa, en la práctica de la 
medida que impide el ejercicio de aquélla. Tal inten- 
ción no puede tenerse por acreditada en la especie, 
donde lia mediado una negligencia cierta del recurrente, 
al no comparecer ante et tribunal de apelación que ha 
entendido en el juicio, a pesar de la noticia que tuvo 
por cédula de la concesión do los recursos ¡ntea-puestos 
para ante el mismo — V. f». 112 de lo? autos princi- 
pales. 

Ku su mérito y por lus razones expuestas en la pri- 
mera parte del dictamen del señor Procurador Gene- 
ral do fs. 17, so desestima la queja traída por don 
Ahílala Auil. Hágase saber; devuélvanse los autos ele- 




lVtS PALU» l)fi I.A COIMK SUI'KEJIA, 

vados corno juc jor informe por el tribunal de la causa ; 
reponte el papel y archívese. 

An-toxhj Sa(iarna — B. A. Ka- 
zar Axi'HOftEN'A — R Ha- 
mos Mejía. 



.ALEJA NI) lío BLANCO v. CORPORACION DE TRANS- 
PORTES I>E LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Valeria ajena. Leyes eom**te. 
Comerciares. — Constituciones y leyes locales. Admnistratitaa. 

La interpretación de las leyes Nros. 11.72? y 11. 110 no bas- 
ta para sustentar el recurso extraordinario, dado el carác- 
ter <le ley común que reviste la primera v el alcnnec local 
que en el caso tiene la sepindu. 

RECVRSO EXTHAORItIN ARIO : CuntUm federal Concepta. - 
Caaoe. CosutituciAn Nocional. 

La interpretación ineonstitueionai de leyes comunes y ló- 
cale» puede constituir fundamento bastante del recurso ex- 
traordinario cuando la cuestión planteada al respecto no 
es trivial y obviamente ineficaz para modificar el pronun- 
ciamiento recurrido. 

BECCRSO EXTRAORDIXARI O : Cnettiám federal. Cotos. Co*;,i- 
tüctó* Nacional. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que la ínter- 
prefación de las leyes Nros. 11.729 y 11.110 en qne se 
apoya la senteneia apelada es lesiva de la igualdad en 
detrimento del apelante, en cuanto le niejra un derecho que 
le acuerda la ley común y exonera a la demandada de un 
gravamen que pena sobre los demás empleadores. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cowtitntionalitlati e inconstilucio- 
natUfod. Le>/e> nacionales. Jubilaciones. 

DERECHOS r GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Igualdad 

EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES. 

La circunstancia de que el estatoto de los operarios de 
empresas cuya naturaleza ha requerido una legislación es- 
ptcial —como la ley N" 11.110, en el caso— wa distinta 
del derecho comón -la ley N» 11.729— no constituye vio- 
lan del prb.cip-io constitucional de ]« i g0 al<l*d. 



de Jcancu r»; la nación ¡09 

Dictamen del PmieritADOn Qksebu 
Suprema Corte: 

La demanda snb.ju>liw aparo* fundada en dispo- 
»«»■»« ,|, „ l( . v | ,.7^ quo foriíli( mm jllk . graute deI 

Código de Gomero o ; y se fiscuto si los beneficios emer- 

» 11.110. de carácter e u cuanto «c trate de una 
empresa circunscripta » la Capital Federal. Bajo tal 
concepto, encuentro improcedente al recurso extraordi- 
«ano, conforme Y. E. Jo tiene resuelto en sentencias do 

iQ.r?vr y d,c, . t '"* bre 23 * y septiembre Ü de 
52 Difl0re **' actual del qu« motivara mi 

dictamen en 190: 198, pue8 aIU fmtó(lHge dfi e 

domie.hada tuero de la Capital Federal, v situa- 
ciones tales V. E. I* admitido que la ley 11.110 ha de 
reputare naaonal, Bu ¡«terpretación yu80 e P ti- 

we del recurso extraordinario. 

Empero, y admitiendo por hipótesis que V. E. abra 
el recurso, voy a permitirme insistir reapetuoaamenie 
en que no existe doble gravamen para las empresas afi- 
liadas a Ja Caja de dicha ley cuando no están obligadas 
a pagar aporte patronal. Tal ocarn» ahora. El obrero 
fue despedido antes de cumplir los seis meses que la 
ley requiere como mínimo para su afiliación a la Caja, 
y en consecuencia, nada aportó por tal concepto la Cor- 
poración de Transporte* de la Ciudad de Buenos Aires, 
cabo afl ™«r que se superponen dos leyes do am- 
paro ai obrero -Ja 13.110 y | ft 11.729- si el resoltado 
practico es que, por excluirse entre sí, ninguna lo am- 
parara. 

Opino, en aa mérito, que de abrir V. E. el recurso 
corresponderá revocar la sentencia apelada, — Buenoi 
Aires, diciembre 29 de 1941. — J mn Alvarez. 



*» FALLOS DC LA CORTK SCPREM.Y 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, fdn-ero 27 de !í>42. 

Y vista la presento causa amáaMn "liecurso <lo 
hedió deducido por oí actor en lo* «uto* Blanco Ale- 
jandro c. Corporación do Transportes de la ciudad de 
Buenos Aires", par* decidir «obre su procedencia. 

V considerando: 

Que desde luego, la sola interpretación de las le- 
yes Nos. ll.iio y 11.729 tío basta para sustentar el re- 
curso extraordinario en las condiciones de autos. Por- 
que no se ha alegado que la primera trascioudo, cu la 
especie, bu originario alcance local — Fallos; 16¡», 219; 
179, 32; ISO, 153— ni se desconoce el carácter común de 
la segunda — arl. 15, ley \* 48. 

Que la única cuestión susceptible do autorizar el 
recurso denegad», es la que versa sobro el art. lt> de la 
Constitución Nacional qüc se dice vulnerado por la in- 
terpretación que- de las leyes citadas hace la sentencia 
- recaída en los autos. Sostiene, en efecto, el apelante, que 
elta es lesiva de la igualdad en detrimento suvo —le 
niega im dereclio otorgado por la ley común— y que, en 
cambio, reconoce a la entidad demandado privilegios 
constitueionalmonte inadmisibles, pues la exonera de 
un gravamen que pesa sobre loa demás empleadores 
por virtud de la ley X« 11.729, pose a que la ley ¡S* 
11.11© U0 le impone, en el caso, carga alguna. 

<?ue según es jurisprudencia de esta Corte, Ja in- 
terpretación inconstitucional cus leyes comunes y loca- 
lea puede constituir fundamento bastante del recurso 
extraordinario cuando la rustió» al respecto planteada 
no es trivial y obviamente ineficaz para modificar el 
pronunciamiento recurrido — v. sentencia de feclia 17 
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»_mmé & 1341, «, i a .. Mcit . r Carl 

^■WJS? 1 *^: y • loc,rE » 1 ' * Síes 

en !,,,„„*„ .. 1>SÍ . S K „ ri(lut , p w | , rwosü ., 

. „„'"V r " su * «•»™«.lra en os« doctrina, por 



^ eonsi.lcrnudo cimillo ni fondo del aSOllto ñor 
uo ser necesaria njfe pabttubtffc 

Que la riwuwíwiíla de que el eslululo de los onc- 
gHSELft ÍSggW ™- va ■""«■•alea, l,„ requerido una 
^!?™a esneca , «a dfaflüta del dereeho román, „o 

EL iT ? l ; l f <i " 1 , "' ¡ ""' ,io «WttSíS de la 
«aakkd ante ln ley. La ralid» llo la le^lneión p ar 



- — - w H^fWHMHun par 

i« ha Sido »«tonida por »«a Mrie de fellos ,U eata 

Ééá» iS 8 SU,M,e8los * n I» «* Aposición.* 

Wl, M y ios allí citados-. V «o -so dan on la es - 
P^e r„ «fi^j „ bamlffnnr £ 

Í¿f í '"T ' F °' J0 *' SCf,0r General 
■» ««Bnp ol «uto a r >ola<lo de fc. Sí, en lo „ lw ha 

po-Iulo ser match, * recurso extraen ¡«ario BáfeS 

sabor y dovuclvanso al tribunal de su pro^cia. 

Antonio Saoarn-a — Lujs Lina- 
res — B. A. &azab Ancho- 
resta — P, Ramos Wejía. 

ASOCIACION- ARGENTINA DE EDUCACION 
v. NACION ARGENTINA 

mer Wrmmo «, los arte. 14 y 19 £ , a ¿¿SSíiS P 
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II* VALUS EIE !-A CORTE SI l'REJIA 

eional, i 

por objeto obtener l-a nm 
Ejecutivo denegatorios dfl la | 
teda por Ion acronw y ln declaración de que la asociación 
proyectada por <*IIob puede funcionar legalmente bajo el 
régimen de lo* eMaluto* desaprobados por organizar una 
asociación civil sobra la base de las normas de funciona- 
miento que rigen para las sociedades anónimas, aunque 
sin prnjiósilos de lucro; materia regida directamente |»r 
el derecho eomtin <■). 



ArousTO c. viavoxi v. provincia de 

bTEN'OS AIRES 

COMMAVKSTA. 

El vendedor qt» cumplió Ins oíriiguciones une U incum- 
bían con arreglo al pliego de. bases y condiciones de la res- 
pectiva liquidación, tiene dereebo a exigir el pago del pre- 
cio estipulado . 

INTERESES: Protfdmti* tfef fdjro. Moro, 

JTOJM. 

XACroX. 

PROVINCIAS: i'rinripiw jmrrflfcf, 

Cuando contraían en el carácter de personas jurídicas, la 

Nación y las provñu-ias J» Ii.'iIIhh su jolas en sus Haeiones 
contractuales a los pivecptos de la legislación común y. por 
consiguiente-, rigen «SpWíl» de rilas loa nrts. SOS y 309 
del Código Civil («]», 

INTERESES; /'roer litaría del cobro. Mora. 
VOSA. 

La cláusula del contrato de suministros según la cnal el 
papo del material se realizará dentro de lo* 45 días a con- 
tar desvie la fecha <b?l certificado de recepción del mismo 
en el punto de entrega establecido y por total de cada 
entrega pardal convenida, no tiene otro rtcjuwe que el 



(1) Frrlw *-I fallo; CcbftM $ 1942. Ver Fall"*: 96, 347. 
(3) fteaa .1.1 r« lio: febNM '27 d.> IW2, Ver hall.-*: 1.9. 19-; 
181, 1N¡ 192, M3¡ 189, 422. 



DE JL'STICM DE la XAcifiv i J3 

í un plazo prudencial para la realización de 
T.imircs iHininiiJrtrativfHt necesario* rara etMtnnn «i 
Sf P"Mr del CU nl C. ncv^Ior 



JI'AX F, MOlíROCJH »E R \- A RD 

SVI'KUISTKXilKXCU. 

El «n 15 (V l« ley .\v 1055 Cf>nfirrc a ^ . f , 

h,« presarle q„|«| rfe lun.o. btfS33 otra 

ílclióT U l0S W^***" ,>ara la 

CAMARA FEmTUL 




CAQfá&A fbdkrai. 
CORTE SVPHKMA. 
SVPRRJX TRXD RXCIA. 

éSÉSÉ! §* " ,,n Federal <* nua 

wprmtcmlrnm (fe la Corle Suprema d * 

CORTE SUPREMA. 

JVRISI>WCJOX; Principias yentralc*. 

StH'EfírXTE.WGXCJA. 

Lu «.«riones aferentes a la actuaba de las juntas elee 
fóafe son ajenas fl Ia juri s .li Ceíón (le £ 1 ggg^ 



114 fallos f>K u cy«TE «¡ñau 



Dictamen i.ki. I'rocijuíkjh Uexkuai. 
Snprcma Corlo: 

El Dr. Juan KritncUea Morro>»li líernard, invocan- 
do lns calidades do diputado al Ooi^reso y presidente 
del partido Demócrata Xui-ionul (distrito Buitre Ríos), 
pide 11 V. K. adopte t&9 medidas nocí-simas para corre- 
gir el hecho «lo (pie la Cámara Federal de l'arnnn, (¡no 
ordinariamente dignaba sus presidentes |ior turno 
«rnnil, liaya modificado cüo sistema pira lu elección do 
diputados <nic tendrá lugar el <Iía I" de marzo próximo, 
a efecto de designar en tal earáeter al señor camarista 
doctor Julio Ueníteí!. A juicio del reclamante, (al cam- 
bio afectará al correcto funcionamiento de los comicios. 

l'ín cuando sé refiera a esto último, corresponde 
declarar ipie el caso escapa al conocimiento de V. E., 
pues con arreglo a lo dispuesto por el Bit, 30 de lu 
Constitución, es facultad exclusiva de Ja II. Cámara de 
Diputados juzgar de la validez de las alecciones de sns 
miemliros, lo que presupone serlo también de los actos 
preparatorio» o complementarios. Y en enanto 3a de- 
nuncia pudiera referirse a actos que afecten ni desem- 
peño normal tic las; funciones judiciales propiamente 
dichas, procede requerir informe de In Cámara Federal 
de Paraná, previo cumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 156, ¡n& :\\ del Código do Procali n lientos en lo 
Criminal. Tal es mi dictamen. — Unenos Aires, febrero 
27 de lft4-2.-JH.iH Alvares. 



■ 



DE JUSTiTlA DE U MOJÓN 



MLMI l»E LA COKTK S 

Ruónos Aires, febrero '27 do 1942. 

y Vis! Oí» : 



La denuncia del señor diputado nacional don Juan 
Francisco Morrogh Bornnrd contra la Cámara Federal 
de Apclaeión de Paraná, sobre irregular elección de 
Presidente de la misma pnra el año 1942, subvirtién- 
dose el orden de turno que, flegíta el denunciante, es 
el que corresponde con la particular circunstancia de 
que e*e Presidento lo *erá de la Junta Electoral Na- 
cional que intervendrá en las elecciones de diputados 
nacionales a realizarse el día primero de mareo del 
año en curso. Agrega el denunciante como circunstan- 
cia sugestiva y quo, en su sentir, corrobora la gravedad 
que atribuyo a la supuesta transgresión, el cambio del 
diseño del sello con que la Junta Electoral Nacional 
de Paraná debe netnar on lo atinente » loa comicios de 
esto año f >- 

Considerando; 

1) Que el art. 15 de ta ley N p 4055 confiere a cada 
Cámara Federal la facultad y la obligación de nom- 
brar anualmente su Presidente sin precisarle orden 
de tumo, antigüedad u otra cualquiera circunstancia 
para osa elección salvo, naturalmente, la implícita y * 
elemental de la mayoría de sus miembros y la regula- 
ridad de los procedimientos necesario* para la elec- 
ción. 

2) Que «1 Reglamento de la Cámara Pederá! de 
Paraná, de 13 de mayo de 1902, tampoco catabre el 



rMAA*H DE J.A CMT1S SUPREMA 

turno lie k» miembros ile I» iiiUiua en el ejercicio de la 
Presidencia y «* limita u preceptuar: " Al finalizar cada 
■ño Ir Cámara desuñará *a PrefcMéflté parí» él aff¡o 
siguiente". 

Xuííu legal iiiipiíi*- pues, que el tribunal elija mío 
u otro de su» Uiieinbros y que reelija (antas veces cerno 
lo estime conveniente quien ha de presidir cada año sua 
servicio* y funciones. 

■0 Que estn t'orle Suprema en los casos registra- 
dos en el tomo 124, página -15* y tomo 177, (ágina 46$, 
bu decidido rpie la elección ele Presidente de una Ca- 
ttiaru Federal, aun modificando un sistema reglamen- 
tario v una elección anterior es una cuestión de orden 
intento «le lu misma que la ley ha quurído dejar a eu 
criterio exclusivo. Ks, pue.n, extraña a lu función de 
saperiiiteniicncia de la Corte, la revisión de **e ente- 
rio encuadrad» es t riel amenté en el art. 15 de la lev 
N v «55. 

4) iiun ou cuanto al ettnlbio del diseño del *ello 

e«ii que ha decidido m inar la .liinta Kleetoral Nacional 
de Paramí, es cuestión extraña h la jurisdicción de esía 
(•orte Suprema, rullns: 18!», 15."). 

Kn su mérito y do acuerdo con el dictamen del se- 
ñor rVocaradór (tener») de la .Vaeión se declara que la 

Corte Suprema ha ¡tena ninguna medida que tomar en 

el caso de la denuncia nieiu-ioriads en el exordio. lía- 
gane saber en el día n la 4 'amara Federal <le Apelan-ion 
de raniitii y «rehiYc«e. 

Asy»sto Sahahna — Luis 

k«s — B. A. Xaüah Ancho 
kkna - V. Ramas Mkjía. 



FALLOS DE LA CORTE SUPRFM* 



t/Oil wnao. 

El proposito «lo ocultar la <l.-*liunra « oseneífü paro. ta ca- 
l.r,c« t ..u„ IokjI de inf a nl¡c¡.li« que resulta, a¿ «daíd- 
jwr la taita de demento. 

/w/'rr.-iWA/o.-iw. 

ifirMo 1 .'" SÉÜ É ^PW^«ÍW I*»"' a quien no ha 

miOCtOX VIOr.KXTA. 

ó^f/T dí,na^ •- C0^ '?. ,,,, '" P,, ** ,,eI¡, ° * homicidio 
Lfí • en T"'" vio, "" , « a ^ que <lió muerte 

i -T 130 r? !" f< *r mw , m '^'«'s producido* e» infracción 
1 V*' < "« l '« 1 Je tejimientos en 1. Criminal, 

f«bre puerperal y », ,« IPOSlK conectiva. 

Sbntknc u Del .Mies Letrado 

Santa Rosa, julio 31 de 1941. 

a SnLTÍw *? SS&ÉS f,mro «*■»■»■. «««¡da de oficio 
a *«],» Pone,, rte*,>rihdo Baten» Roldan, sin ^nombre 



T 



U» riixn tm l* coste svraaau 

ni apodo,, argentina, de veintisiete años de edad, soltera, air- 
Tieuta, analfabeta, domiciliada en Wioifreda, por «1 delito d« 
homicidio, de U que resutla: 

a) Que las acta» de fojas uno y dos vuelta ; raanif estacio- 
ne* de Asunción Uuartc viuda de Montero, u fojas uno vuelta: 
■eeueatro de foja» dos vuelta; croquis de fojas cinco; testimo- 
nio de partida de defunción de fojas diez y seis; informes mé- 
dicos de fojas dice y nueve vuelta y veinte; Pedro Sánchez 
a. fojas siete vuelta, y Domingo Leguizamún a fojas doce; y 
confesión de Felisa Henee a fojas nueve y ampliada judicial- 
mente a fojas treinta y seis, motivan el procesamiento y ulterior 
acusaeión de la dicha Felisa Ponee, por haber dado muerte 
4 una criatura del sexo femenino, hija suya, pocos instantes 
después de haber dado a luz. 

b) Que el señor Aírente Fiscal, tras una serie de con- 
sideraciones sobret el delito y la delincuente, llega a la con- 
clusión de que si bien no se ha probado totalmente que la 
«cansada haya obrado en estado de emoción violenta, ella 
ae presume en los estados puerperales, cuando concurre eomo 
en el sub-judice, la miseria y eon la simpleza e ignorancia 
propias de gente sin educación, alcanzando en todo caso a la 
misma el beneficio de la duda. Termina pidiendo- 90 la con- 
dene a la pena de quince años de prisión, accesorias legales 
y eostas. por el delito de homicidio de los arts. 80, 81 me. 1* 
y 82 del Código Penal. 

c) Que el señor defensor de la procesada, doctor Ismael 
Amit, solicita, a fojas cincuenta y ocho, la absolución de 
aquélfa. fundado en que obro bajo un estado de perturbación 
mental, de locura transitoria, como consecuencia del parto y 
del puerperio, unidos a !a miseria en que vivía. Invoca la 
aplicación del art. 34 inciso 1» del Código Penal 

d) Que abierta lá causa a prueba, las parles no produ- 
jeron ninguna ni informaron verbalmente sobro la producida 
en el sumario, por lo que se llamó autos para sentencia. El 
infrascripto ha tomado conocimiento personal y directo de 
la procesada. 

Y Considerando: 

Primero: Que el fallecimiento de la criatura del seso 
femenino ocurrido el ¡27 d* julio d<- 1941. pocos instantes des- 
pués de nacer* hija de la procesada Felisa Ponce. en su vi- 
viendft d> la localidad de Winifreda de wte Territorio y 
jurisdicción, producid* por asfixia por estrangul ación, está 



m j cañeta df, Lá nación 11» 

22^5^ I»' •o»oi«<* de fojas diez y nueve vuelta tettj- 

¡LkSÍ S "T 1 *" y constancia de fojas diez y siete v co- 
rroborado por la confesión de la prevenida a fojaTnLvT 
«^/treinta y «i*, y por la, declaración,** de S2é SodS 
gi « a fojas ííetG Pedro Sánchez, a fojas siete vuelta ¿2. 

orno» TT- de í nn, * ro ' ^ ,mo w«S y M^ÍB 

«tmón a fojas doce, pues los dos primeros prestí aíoiTel 
desentierro del eadárer, y todos, «£ StffíwSSá 

uS^^zj?* sis ra u autora * ,8 

ere la erial ara, como lo confiesa en todas las oportunidad*, 
penal (arta, 316 .y 321 del miaroo código). Expresa que de 

íñmíímtó™? . °a? dp . JOlW * 3940 a h °™ diez y «i« t e 

terr? !á? 'I eSta,ia g v ! da ¿ -i"- l^ra ocultar su delito lo en 

iam £ h™f» SU fca J ,(B cán, envolviendo tiempo en un 

t^Jl^T * q 7a* tó P°. n * prueba de ta £ 

gB»&»tímo«r h.drostátiea demuestra que la «¡Mura 
eio viva (informe médico de fs. 19 v(aj,). ™«">™ na 

dín^í-ÍT* T'Í Cne qae ,fl P^^ es iniraputable, fun- 

v>cada por la fiebre puerperal y agravado su estado iwíouico 

Sno d P Tho' a . ^ ** desnutrición y £35 

dono del hombre con quien enpendro la criatura L conser- 
vación de gran parte de los episodios del h«ho «toiSTS 
ta memorm por la acubada, nnida al buen estado «¡iS de 

üico de f* 20 vía. ) y la circunstanc a indudable de an« 
parto no fué parolólo Pn g awpéj6a «*riS * i, Jítaí 
como lo demuestran la actividad anterior y posterior alw*tí 

tJrSSTi ,érmlñtt " h ****** * éom"HeaeSS 
po*< -partum son rawuea que en a» concepto «blfean a n- 
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de "perdió U cabeza" resulta a VWC9 justificada. Pan» que 
suceda hay que salir «le los límites de la fisiología paro entrar 
•ea l-o patológico: la condición necearía de la producción de 
tal crisis inconsciente es la intensidad anormal de la emoción 
en un sujeto predispuesto )>or causas adquirida* y sobre todo 
constitucional**". Kl párrafo transcripto, que pertenece al 
!>*. Nenio Rojas (Medicina Legal, tomo Il> pag. 188, cdic. 
13H6), robustecí- la afirmación de «pie es neccsitrio que me- 
dien factores patológico* v ta intensidad anormal dé la emo- 
ción. Pnra K*.\rr Kwnu esos "finios <le inconsciencia pato- 
lógica" se ««eterizan por *<• fugacidad, gravedad de altera- 
ción do Id conciencia v amnesia conSeeutiva; arjniu el pro- 
fesor Manuel Luía Pékez ( Tratad* dé obstetricia, tomo 11^ 
página* 35 y 902) tanto en las psicosis puerperales como en 

las del puerperio, los d»-sórdenes de la memoria (amiH-sia) 

se suelen extender no «lamente a los hechos inmediatos, sino n 

loa inuy anteriores (amnesia retrógrada}". 

Tercera: Que corresponde entrar * i-jtaiuinar cual rfl, den- 
tro de tas disposiciones d<-l Código Penal, el delito (H?rpcirado 
por la inocente. Ko procede la calificación <Ie infanticidio R 
que se refiere el art. 81 inc. i* del citado código, porque no 
mat-ó a su hijo pora ocultar su deshonra, ya que «o lo sostiene 
ni podría hacerlo porque tanto sus hermanas, eon quienes vi- 
vía, eomo sus vecinos, conocían el embarazo y de modo es- 
pecial, porque no es primípara, pues hn tenido otro hijo de 
un í unión irregular, lo mismo que esto segundo hijo, cuya 
muerte motiva su procesa» liento. Tampoco se trata de un 
homicidio común, que en rozón del vínculo con la víctima, 
caería bajo la sanción del art. 80 ine. I» de dicho v44¡p>- BstA 
científicamente demostrado que tanto el embarazo como el 
parto y o) puerperio producen cambios en la psiqnis y en la» 
sensaciones de la paciente. Son bien conocidos les trastornos 
del olfato, del carácter, del pustn. ete., que se suelen observar 
en esos estados y la acentuación de -estas mnnif estaciones 
psícn-nerviosas, que saliéndose de ciertos límites, llegan » 
transformarse en indudables psicopatías que se hacen maa 
notables en el puerperio y en In lactancia, denominándosela* 
psicosis puerperales. Comprenden esas anomalías, formas clí- 
nicas diversas y bien delimitadas!, eomo son la forma depresiva 
o melancólica, qw «■ unB <Ip las m * H frecuentes y sus síntomas 
característicos son: melancolía persistente, sentimientos de in- 
ferioridad y auto-acusación, delirios <le persecución, hipocon- 
d-' . y — lo' que interesa muy especialmente en el sub-judiee — 
ideas de pobrean y exageración de las dificultades para sobre- 
llevar la subsistencia y de la situación de abandono, cuando 
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!Í!«!?Í?I*' ^ t n,anit ™t a iw wclinaeifin a la violencia, ideas 
M¿ J y £ P"& * ,oa '» uc '* r " ,ka ". diñándose 5 

G F¿T. SSfe?, y e ! ,nf "* W " aluematoria 

VI V í u r ™' 1,r,K " #»WM rff /fl nHjcr" (ca el tomo 

^teSSL^ '? F*^^ ™ ra lile el proco*» 

H» los mMww ,1.. la a irtM«ta«r. Abunda lue*o *n dia 

2¡£f «I* «Hte» oficien v jKdoJníeo pTa 

af.rm, 1 r oue U nimstrnoeión, el on.baíazn/el parto !l p P „er 

í*ndV S^JP 18 "V*"*'*» *«* Termina ™ 

linio I £2 ñ S^ Wn ^ lrM i " ,1 '» ,ns <>* «M¡0 «I prín' 

7'''*ra f v «no pon,.,- tampoco «cascan iQS ¿CtW 
criminal-.* impulsivos en las nervios, psicopáticas durante la 

zndo :, «te propósito muy interesantes estudios TrátíaT» 
ncrnlme,,,, <Je desmana*, incendiaria* v hani™> y*d 

nSSfNS " ^ m , ÍSmaN 0»e (oí actos SL%S&S 
nat irate» ol.srrva.jo, , lllni n t e « mrrmlruadón. Claro « qw 
.o pnr<Ie conferirse sin más ni más el embarazo como SE 
..ir.» «cimenta atf m aconsejan aleñe. p*U¡&to£¿ 
En t» ,,bni antrs mencionada y en .-I mismo tomo XIV Hhn- 

524 del eo. .taiaW IÚ8 mm*é párrafos: "Yah, dicho 
¡f^^Sfe* M durante Jos procWd? 

mM.eo-forens... A es e propósito dijo IbOq^ " Cflmo fftB ! 

&\ , SSL£SR ÍW* * ,a como act 

m . .i «^,v« dar«». Laa propinad» anf- 

OUprenui ( orte ile Justicia N'aciona en fiillo riieta-ín 11 

S.-í?2LS 'tT S estJ "' WP«*1 Produce en 
mayor o nw-nnr pra,l„ |„ emoci.'». violenta a que » Rfim el 
apartado a) , o l^feo 1^ del art. 81». confirmando 

Federal de La IMata. Kn el caso do autos, I, agente estuvo 
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afectada de fiebre puerperal (pericia de fs. 20 vta.), y con- 
firma la hip&tesis de que no obró dentro de la normalida-J de 
•na facultades mentales como consecuencia de la fiebre y de au 
situación materini. el malestar que refiere padecía, al extremo 
de no haber comido por falla de apetito y descora ponerse eu 
forma tal que iá sentía "perdida" (fu. ¡16). El rnpto emocio- 
nal consiguiente m la fiebre puerperal debió ser agravado por 
el abandono del hombre <tile la t'mbnrazit, por ta miseria en 
que vivía, todo lo que provocó la explosión de la idea fija 
relativa a las dificultades que le aparejaría la crianza del 
nuevo hijo, idea nacida desde el momento en ípie se supo em- 
barazada- La tensión nerviosa exagerada, los padecimiento!" 
do la estreche/, material y de In fiebre han determinado el 
choque emotivo intenso, la explosión violenta del ánimo, qne 
ha obnubilado ta conciencia, con perturbación del contralor 
de las actos y desvalorizaeión de su* eonsee «encías. Es fre- 
cuente como líela casi inmediata din estos catado», la raída 

Wrtical. el nrinictamicnlo de las reacciones nerviosas; sobre- 
viene Itt indiferencia y aún la abolición tle los »rnl i miento* 
afectivos. Rito explica In impasibilidad que demostró la pro- 
veída cuando se proceda") a desenterrar lo< restos de su hija. 

así como ai «radicarse la autopsia y di-elamr por vez |WÍ- 

mera, siempre untos" do ser dad» de illa por el imViioo, El te- 
cobra míenlo de su normalidad psíquica sobreviene posterior- 
mente (fs. 20 vta.) y íh¡ «e la observa, cuando declara en el 

.fuwrndo * Bi|1e el infrascripto a fs. (¡4 vtn.. que se présenla 
angustiarla y arrepentida y recuerda entre sollozos el he-chn 
eoim-tidn, !•« dicho kítvo [tura concluir qil« Felisa Pon ce obró 
bajo un estado ile emoeti'n violenta i|in* está previstn por el 
nrt. 81 ¡ne. 1» del Código Penal. Kl recuerdo de los hechos y 
In manera cómo ¡os ejeeutó dlí significa un cilislficubi a esta 
conclusión, pues ponto se ha nato anteriormente, la nnmosia 
totnl se requiere úmeamciife cuando se trata de demostrar In 
inconsricncia enmpleta, vale decir, cuando se pretende la inim- 
putabilidnd de l:c nenie. En la emoHón víol-eiit.i la pérdida 
de la memoria es parcial y hasta puede dnrse. el caso de t\w 
no exisla. es extraño que Felisa recuerde únanlo hizo. 

puesto que tenía el conocimiento del largo período del emba- 
razo, había dado a lint en otro caso, procedió ePa misma a 
anistifse ni untar las dolores propina del parto y tuvo poste- 
riormente, que cavar la fosa donde enterró a la criatura, he- 
cho-» ledos) de tal tnaffnitiid y evidencia, qne pudo reenmtruir 
en los días snK*i»nientes y lio»li(*ad:i por la evu>eact«rti Jr U 
neeesiilad de referirlos a la autoridad que se lo prejrnntiihn. 
Hay indicia? de que lia respondido a algunas interrogaciones 
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Ul vez sin conocer a ciencia cierta lo que afirmaba, bnrailda. 

mente, sin suspicacia, por su misma condición aocíal y peí 
la gravedad de la falta cometida; así por ejemplo dijo al pro- 
ventor que la criatura era del sexo femenino y en cambio pre- 
guntada al respecto en el J uceado por el Juez, contestó qae 
H0 se había fijado en el sexo. Por Iratarsa de homicidio en la 
persona de un descendiente, es de aplicación el art. 8? del 
Código Penal, que establece pena de prisión o reclusión de JO 
a 25 años. 

Cuarto: «¿tic | n edad de la procesada (27 años), el medio 
ambiente en que vive, au rudimentaria educación, sus buen» 
antecedentes <f H . 31 y 45) y la dificultad para gaoana el 
««atento y atender a la criana de otro lujo, .son circunstan- 
cias que deben tenerse es.pceinlmtiite en cuenta para la gra- 
duación de la pena, conforme con el art. 41 (1*1 Código Penal. 
No se tiene en cuenta el calificativo de simuladora que eon- 
Ogtla el tufarme médico legal de fs. 47 vía. porque esa cIbm 
de consideraciones y apreciaciones son de resorte exclusivo 
ríe los JUCCe». 

Tor estas consideraciones, fallo; Condenando a Felisa 
Poner, de la filiación y demás datos personales de autos, 
como aulora del deliro de homicidio calificado cometido por 
emocn.ii violenta (art. 81 ¡nc. |* y 82 del Código Penal) a la 
pena de dore años d P prisión, accesorias légale» v costa» pro- 
cesales. — Arberto S. amén. 



Sentencia de i.a OÁjiaha Federal 



Bahía Blanca, octubre 21 <fe 19-41. 

Vistos y <.'ons¡di-rand«i: 

QlW <-stá eomprohudo en autos «pie Felina Perneo dió muerte 
a la hija que a.-abah» de dar a lux, hecho ocurrido en Wini- 
fredn. Pumpa, el 27 de julio «fe 1!M0. 

Que al deponer acere* de este delito, manifiesta la pro- 
cesada que lo cometió torno una hora después del alumbra- 
miento ante el iihundono «Jel hombre que motivó su embarazo 
y en vista de ln situación de miseria en que se encontraba, ha- 
llándose a luiente* m hermanas y procedió luego a enterrar el 
en la propia habitación, cavando el piso con 
- ta además {ampliación de fa. 13) que otros 
fueron el no 




factores 



er con q,.ó alimenta* 
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a la neo-rinta y H impedimento que le ocasionaba para poder 
ulir a trabajar ..¡r. ganarlo la vida. 

Que de autos resulta qué efecíivaniento la procesada tenía 
como medio do subsistencia, su trabajo tomo sirvienta y las 

condiciones nuiserableJi de. mi vivienda, di- moiin que na hoy 

motivo jwni dividir «ta confesii'm. 

Que no w rrula de un o;iso df exención |>otial, eom» I» pro- 
Undp la dcF^niM, la pwiutoléífin mental ocasionada por oí 
puerperio no os admitida como caso de inconsciencia o nlloraeión 
morbosa de la meni<> en Ijis condiciones requeridas por el nrt. 
S4, inc 1* del (V»di(¡(> Penal, .sino como episodio de literatura 
judicial y por cierto que los indures que la ndmiíen. se refieren 
a situaciones que no tinien nada de común con la del presente 
proo-so. 'Pampón» os H ín fatit iridio específico del art. SI. ínc 

?¡, de' Código Penal, earaeterizado ron el propósito de oculta- 
ción de In deshonra, nnmiue H deliro hnyn sillo cmnerido du- 
rante Pl período puerperal . Etl con-cenenciji, MltcH ib- llwarm a 
ta hipótesis más grave (le homicidio calificado por razón de 
vínculo, hay «Ule c.xmnmar un terror Mtput\-tu> ipio ra r| adop- 
tado por la sentencia de primera instancia. 

Que. aunque la proejada. Mino n-tnliad» de m falta de 
educación o incapacidad de expresión, no haya hecho otras ion- 
nifeítaclnnos. indudable qm el nbmidtiim del padre de la 
criatura recién nacida y H oslado de miseria. son factores ca- 
paces do producir un estado do desesperación suficiente como 

para encuadrar oJ caso cu un estado «le emoción violenta «pie 
las eircunsfancids hacen explicable y por ello drbo considerarse 
bien calificado el beelio en el art. «2 riel Código l'en:d. con- 
fornif a la jitri-qirud«Miei¡L de la Corle Suproin» do la ¡vnoíón 
oh el caso .le Martina lielinqiioo ("Fallos: i. U7, pájr. -tOG, en 
nota y (¡aceta de¡ Koro, t. 64. páir. 421). 

En. mórllo de» cuyas consideraciones y conforme a las cir- 
cunstancins di'l caso Que determinan la jrro dilación de la pena, 
M 1 confirnta U sentencia apelada, pon cosías. — JírNrsfo 8<h 
rraintU. — íltnjnmín (&■ fa IV«m\ — F.uis Op»iSltz W'ircu/th. 
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Rueños Aires, marzo 4 de l!>42. 

Y vistos en terrera instancia ordinnrúi los ile la cali- 
na criminal contra Felisa Poner, nrjro-ntinn. soliera, de 
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27 años, analfabeta, jornalera en servicios domésticos, 
sin antecedentes judiciales ni policiales, sin sobrenombre 

ní apodo; por «I delito de homicidio cometido cu la per- 
sona do su hijo recién nacido; hecho qtM ocurrió en Wi- 
uil'reda, Goberaagión de l«i I*£ t ntr>¿t , jurisdicción del Jos- 
gado do Santo Rosa, el Biabado -< de julio de 11)40. lía 
primera y eogunda instancia se condenó a la i'once a la 
pena de wm años de prisión, calificándose el hecho del 

proceso como homicidio en catado de emoción violenta 
<pie las circunstancias hacen explicable — arl. S'2 del Có- 
digo Penal ; h. 65 jrÉ&- y 

Considerando: 

Que el hecho de nulos y su autora eslíin de hit la mente 
probados y no se discuten por las parles; y asimismo es 
correcta la exclusión de la calificación de infanticidio y 

la negativa de toda eximente ílfM boniFhpu' a la pro- 
cesada. 

Que a las ronsideracioiu's do primera V scfinmla ¡ns- 
lanria, cahe uicroiíar — acentuando y ampliando las del 
Juez i A-i nulo en e! terror considerando de su fallo — mía 
breve síntesis del proers» i|ne, du ¿fcucra), se produce en 
las afectadas |*»r la t'iehrc puerperal perlificada 00 el in- 
forme medico do fs. '2\t vta. 

Que los diversos y autorizados autores qut% como 
tocólogos, pi uceólo •*«* y psit-o-palúlojcos han estudiado 
las psicosis pucr|)c rules, coinciden en afirmar lo si- 
guiente : 

Fiebre puerperal. — $e presenta inmediatamente o 
n los pocos días del parto. Al principio elevación térmica 
mareada que suele llegar a los 10" y aun sobrepasarlos; 
muy mal estado «enera!, como corresponde a las fiebres 
do tipo septieémieo, de las cuales ésta es una de ellas. 
Abruma veces la temperatura es runcho menor, al extre- 
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no que, en caaos no tan raros, no sobrepasa los 35"5. fin 
estos casos puede coexistir un aparente estado general 
normal para el vulgo; eJ medico descubre siempre el 
estado que corresponde a estos proceso* infecciosos de 
tipo subintrante, sobre todo on lo <|Uc a esfera psíquica 
se refiere; pueden existir las más variadas formas: 
desde la simple forma neurasténica común, hasta las 
mus grava psicosis y aun oslados demencia les francos, 
que no siempre retroceden totalmente. Cuando la fiebre 
puerperal toma el tipo aab-agudo, con tendencia a la 
cronicidad suele observarse temperatura normal o muy 
discretamente elevada. Aparentemente la enferma está 
sana, peno presenta algalia manía, un estado depresivo, 
períodos más o menos evidentes de irritabilidad y di* 
agresividad. Ks frecuente en estos estados que la enfer- 
ma intente el suicidio, el infanticidio o que, a raíz de 
causas fútiles pueda llegar ni crimen. Como en todas 
las neuropatías, es imponible prever cuál va a ser la 
reacción dft la enferma, auto determinado estímulo. La 
anormalidad mcntnl es e%*i dente y puedo adoptar las más 
■diversas formas. Ks frecuento observar mujeres que 
siempre se habían conducido ron intachable* moralidad 
y que, bajo la iidoxieneión producida por la fiebre puer- 
peral, presentaban una lujuria desenfrenada y todos los 
«aradores tío la erotoninnía y aun de la locura erótica. 
La investigación y la estadística parecen demostrar que 
el rigl» más común en cuto* estados, lo constituyo la 
llamada atrofia moral; las enfermas tienen (a veces) 
conciencia de ana actos delictuosos o impúdicos pero no 
les acuerdan el alcance mural que éstos tienen. Puede 
deducirse fácilmente, que en esta situación son capaces 
de las mayores atrocidades sin que el cometerlas turbe 
su conciencia lo más mínimo. Por regía general, desapa- 
recida la infección, desaparecen tamliién los efectos de 

ésta 80bre él psiqnismo de la eiilVrnm; pero en algunas 
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oportunidades la recuperación mental y psíquica total 

de estas enferman se hace muy lentamente y aun en algu- 
nos casos no se consigue ¡amáa una normalización com- 
pleta. Se comprende que en ésta como en todas las infec- 
cíoiips graves, el pauperismo, la desnutrición, los em- 
barazos y los jvartos laboriosos o accidentados, en una 
palabra todo lo -que repercute en perjuicio del organismo 
físico y el estado mental do la enferma, preparan y aun 
condicionan el estallido de una p otra forma de fiebre 
puerperal, l'n organismo mal nutrido, nial defendido 
por consiguiente, e-¡ mucho más propenso para sufrir 
una fielire puerperal do tipo crónico, con temperatura 
poco elevado o aun normal y que, por el contrario, pre- 
senta serios fenómenos psíquicos- y mentales algunas 
veces incurables. Xo siempre el tratamiento médico es 
seguido del éxito total, aunque la regla es ésta. (Paul 
Bas, A. Brisdrad y J. ( 'ham itttELHXT, "ha Pralique de 
l'art di's AcMt.hrmt nts"; Klikeo Caktúx y José I.N08- 
wiKitos, t| ne citan a Kovai,kwskv en "Archivos ift Psi- 
quiatría", I. U', pág. 548 y sigles.: Kiíafí*-Khin«;, ''Psi- 

t¿ue el informe médico legal de fs. 20 vta. es de ma- 
nifiesta deficiencia no obstante la gravedad del caso, 

pues no im-iiciona ln temperatura ipie registró la enfer- 
ma en el momento del examen y el proceso de la misma; 
el estado de nutrición de ta Punce ¡su» antecedentes fisio- 
psíquieos y «tros detalles necesarios para definir médi- 
co-legalmente el astiuto; pero asi y iodo menciona una 
circunstancia que el comisario de policía se apresura a 
insinuar eomo una simulación — fs. lí»— "es digno de 
nioncio.iarse — diee el Dr. Arniengol — la impasibilidad 
que demostró da ranie el aeto de exhumación de los restos 
de su hijitn, como al prarticur.se lu autopsia y declarar 
ante las autoridades, lo que contrasta visiblemente con 
el intenso estado emocional que presentalla dos días des- 
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pués como si recién valorara la ijiaifnitiid del hecho co- 
metido". Ka una de fes anomalías do la fiebre puerperal 

y la psicosis consecutiva iine los autores citados mencio- 
nan y t|in* olvidan los peritos rni*Heo-le$;Ístas en sus 
informa lio fe. 47 y 4ÍI, deficientes por la» mismas razo- 
nes -pie el (!.• fs. Ll) vía. y producidos en infracción al prl. 
rt-SÍ * del IVocciIíuiícuIo Criminal. 

Que KVIísa IW't- (#q siempre una itiujer I rebajado- 
ra, de buen carácter y conduela en cimillo il 808 labores 
y oa relación con la ffVlHo ipie lu trataba y empicaba ; 
tii'iie Iñeii arraigado el BOflt ¡miento de la maternidad, 
pues lifl criado, quiero y cuida con sus escasísimos recur- 
sos a s-ii hijo «le ih-iio años. Percibe solamente si-is pesos 
semanales como retribución máxima di- sus labores y 
con esa suma dcbfí atender sus nrn-s¡d;jdc> y las (lo su 
hijo. ; Puede tludarse del correlativo estado de miseria 
económica y fiSlÓi<5gtí& «le esa umdiv. abandonad;* por 
el pudre de su bija cu la época en que más i ha a iieco> 
sitar su ayuda ! Y con el nuevo vástu^o tenía qao seguir 

lavando ropa, sin descanso, ron su l'iehre y tos nuevos 
Wistos $0» I» crianza de mi niño demanda; la lectura do 
la iuduifalurin de ffi, ol¡ os muy iluslraliva : "No sal*» 
t'ómo se le ocurrió lo qnfl hizo. -pie después anduvo nial 
si» darse cuenta bien de las cosas y ron «¿Huellos" do 
frío y ron dolores fuertes de cabeza epu- aun tiene" — 
fs. 37 vía. 

Que lu lev no exime de responsabilidad y pena ¡i 
quien como rVlis;i no ha sufrido, en el trance de autos, 
la ¡uiublación de sú concinina y jn'nlida de su voluntad 
—tal como está previsto en el urt. S1 del f*ad}ffl Penal— 
pero tampoco lo t-sfinm como un lioinici-din ordinario o 
calificado — nrls. 7!l y BO— y Cala Corto Suprema dió, 

en un ruso semejante —Fiilhjti 147, :bm¡; Gticeta <M Fo- 
ro, (¡4. 4J1- una i nierpn-taciún y sanción concordantes 
con la «pie ni estn c-iusa se .examina, qne el riscal no 



apeló — fs. 83— y (uiya eoni'irmaeión pido el s«ñor Pro- 
minulor (.¡encral — fs. í>3. 

Por ello Se ron firma 011 (odas sus parles la senten- 
cia apelada, llagas» sulter y devuélvanse, debiendo ha- 
cerse oportunamente las comunicaciones al Registro Na- 
cional de líctiici'Ioneia. 

Antonio SaoaiíHA — Luis LtSA- 
BES _ ¡i, ; \. Xazar Axcho- 

kkna. — K. Ramc« Metía 



DlMUKNCIA 

V vistos: Considerando: 

CJiir- cit autos esta plenamente probado, según se 

demaeslra en láa sentencias do primera y segunda ins- 
tancia, que la acusada Felisa Ponce <J '-'7 do julio de 
UHO, en su doniirilio c» AVinitYeda, territorio de La Pam- 
pa, d¡ó muerte, «simándola, una liora después de huber 
nacido a la liijita que acallaba de alumbrar. 

Qae también resulta de autos que la procesada, de 
veintisiete años de edad, tiene otro hijo natural de ocho 
años públicamente «liado como hijo suyo; que vive en 
la misma casa con otras dos hermanas solteras, también 
madres, y que al confesar el delito afirma a fs. 9 que 
"ante el abandono <ic| hombre que motivó su embarazo 
" y su situación de miseria en que se encontraba resol- 
11 viá dar muerto... a fe. 13 que"... la liija queclimi- 
" nó debido a que oso hombre la abandonó y no tenía con 
" qué alimentarla, impidiéndole además poder salir a 
M trabajar para ganarse la vida " lo que ratifica a 
fs. 36. 

Qoe la calificación legal que corresponde al hecho, 



1M 
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dados lo» antecedentes expuestos, es la de homicidio 
calificado por el vínculo de sangro provisto por el art. 
80, inc. T, del Código Penal. Nada demuestra en autos 
que la procesada haya obrado durante un estado de loca- 
ra transitoria o bajo Ja influencia de una psicosis puer- 
peral dnraüte la cual no haya podido comprender la 
nut uralezn del acto o,ue i ¡ alizal .. o dirigir sus acciones, 
como lo pretende la defensa. La anisada conserva oí 
recuerdo de todos sus actos, los relata siempre en la 
misma forma, y el informe médico-legal de fs. 47 vta. 
es adverso a talos pretensiones, llegando a la conclusión 
de Que ln acusada se ba dado cuenta del neto delictuoso 
cometido. !,a procesada no lia ocultado en ningún mo- 
mento ^u estado cíe embarazo, no lia ocultado sus rela- 
ciones ¡roíales, ni la existencia de si) hijo anterior 
producto de rola» iones igualmente ilegítimas, lo <pie des- 
carta Iodo propósito tic ocultar la deshonra, eseneial 
para la calificación legal de infanticidio. (Art. 81, inc. 
2*, íMdifjo Penal). I,n emociún violenta, que la sentencia 
admite, no esta justificada en ol caso. >Cadu den mes Ira 
la existencia de ese raptas emocional durante el cual 
8C pierde el control de los frenos inhihj torios. La pro- 
cesada afirma estrang-uló a su liijita aní t > la perspectiva 
de no loner con qué alimentarla y de no poder salir a 
trabaja r para ganarse ln vida. Aun cuando hubiera 
existido el rapiña emoeional, <|uo nada demuestra como 
se lia dicho, las eirciinstüiiehis no lo liarían excusable 

por faltar ese móvil ético nidispenaaWc qflQ es esencial. 

Ui procesada ha eliminado a su liijita por loa trastornos 
de carácter material <jue su nacimiento le creaba, y así 
lo confiesa. 

Que la Corle no puede agravar la pena impuesta 
por no existir recurso neitsatorio. 

Por eslos l'tnidiümntos w) confirn:;i la semencia ape- 
lada de fs. 82 que condena a Felisa Ponce a doce años 
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do prisión, accesorias légalos y ul pago de las costas. 
Notifiques» y devuélvanse debiendo hacerse oportuna- 
mente las coinuuieaníonc* al Registro Nacional de Rein- 
cidencia- 

F. Kamus Mejía. 



PESADO CASTRO UNOS. SOCIEDAD DE ItESPONSA- 



COXTRATO DR TRABAJO. 

El arí. l*4e la ley 11.54-1 ha modificado el Código Civil, 
ru cimillo fija un máximo n la jornada de trabajo cual- 
qukra sea el acuerdo de las parles contratantes. 

COXriTITVCtOX XACIO.VAL: CousUttuUnatidml * womtílucio- 
niüiitail í*/if$ lottíir*. ttr orrint tutminislfalh'o. 
CONTRATO DE TIIABAJO. 

El art. 4 V de la li'y 601 de la Provincia de San .Tinin, que 
limitu a «inco horas la jomada de los sanados, no es vio- 
latorio de lo dispuesto en el nrt. 1» de la jey 11.544 ni, 
por consieuienle. en tos arls. -31 y 67. ine. 11. de la Cons- 
titución Nacional, y, por el contrario, concuerda con los 
arts. 2" y 5* do la ley 11. «40 dietnda para la Capital Fe- 
derar y los territorios nacionales. 

COXSTITVCIOX .XAflOXM.. (HmUtHrioMlitü,* r mconHitucio- 
**íiVW. faltes lóenles. F>r onhu nJminhtrnliva. 
IATO ¡>K TRABAJO. 

Los arts. 3' de la ley 604. de la Provincia de San Juan 
y í) del decreto reslsmontario <1p la ley sobre descanso 
dominical de julio 28 de 1911. en enanto cstabfecen el des- 
mb« compensatorio para lew obreros que trabajen los sá- 
bados y dnminsoa. no contrarían lo dispuesto en el art. 5' 
de la ley iiiictOnal 11.544. ni j>or lo Innto, en los orle. 31 
y 67. inc. 11. de la Constitución Nacional. 



CONSTITUCION NACIONAL; Cortil ueianatM r inconslitucw- 
mmlítui. I.r>,rs tocio. Os o,</™ ¡o^aíMb/raffec . 

cvntjíaio PJ-; TJiAltAJQ. 

PODER J>F. POLICIA. 
fkórJNCiAS! Vodtr ,U pcífrío. 

^ la Provincia de s¡m Juan n-fcrente* al sábado 
\iv-W-* y ni «l«"a'Hii>o dominical tto -se hallan <>n colisión 
Mil liAS l<'.vrs 4(iUl y I],64Ü que sólo rigen en la Capital 
Ft'ii'Tül y territorio* nacionales, y han podido »r válida- 
nu-nli» diütaíias phl I» legislatura en <'jert-icio iM poder 



1. Bl Pir-ctor (Id peparlamenfA dfJ Trabajo de la Pro- 
vincia de San .fi mu Tm 1 1 1 ' * ii la I ji< I di* r>xptHis:ibil¡dad lí* 
matada "IVs.nln < rastro Unos." pur diversas infracciones, -ol- 
gninis de las i-ualcs se re ferian a l;i ley provineial de sñbado 
injrlés fc* 604 — no n»-onl¡ir r| deseitiiM) eiimprnsfltorio a los 
obreros mu- trabajan los xi'ibadns por la tan le (■) --, y a fa ley 

(•> L.-y N» 4;iM. de mmi-aibre fttt "Je II» ^4. 

ArllfUl» I» — Drrliriwp dnraun ■tfKffllQrlB ln) útit afthaiku 4c-< 
pué* "le lili lt.MV l oras. 

Art. 2" — Oanton i-um|ireiiil¡<lii« en Efi pmváte hff y i!i-l.rrün [«ira 
brsoe 1.* djtog rtlwlm n liig (rere lora.-, n inú* t tiritar, tod-* loa tra- 
bftjo.* <|W 9^ rcil ii'in -en i-»t¿iliWin>ivn:uK ¡udiutlrinlv* y rwncfiittei, MBS 
Irncn»B.-«, mina*, tullere*, bodeRBl y beaba cerra*» tá Keiurnl. 
Art. -- >*x.*t'|i1ítHiiM> de lita ili^i-ji-jriiiqrK artlf f tPffí: 
u) ¡M|i>elta* >u'lHiri*d<'* t[Ue por su IntUild na pnc djgn »ui-p(-nd(>Tío 
» pwaltraw -iin giún perjúfcltf i*>™ i» «amánate pmufa 7 |*»r 
ind.- pita ta do la Piownciii. 
b) tme4l(ll tftádOlCBt* e\elu¡d"!t lin siifUÍinlea rom.-rr ion ix.-1u.imc 
ría*, BOt-Hea, mlauRUH*, <•»■» di» eo-eída, livlicria*. twañifvfaa, 
salín d<* raí netáeuloa i'úhüfi.*. diarios, servicios fúnebre* j 
¡iipi-llns f:ini:.ifíiis i |in» se ruria-nlren do 1urnu dé acúnalo D las 
dbiiuiicianii'i la i> n >»t rni-í Mutilaría y M¡frt»*WÍa (lúlilicu. 

Al jMÚWlHM «¡ÚO |mt l'K mu-.« previstos vn proíonlc le/ 
drh_! i-n-xlar -rTv¡.i..s .luriol.- U tarilo lo* dian rfl«id.. ,i«bt>r:'in 
Iot |>«lf«Wa «»torifarl«-a .n la rtakaaa siyoital.-. el 4uf«taM rom 
l>rn-iat«rw cortim-ondíf»!!'. 
Arr. ■!* — La j"míi.l¡» dp lnil>:i^o durante ti itmfian:i d*-l din 
¡l qap t*|..v¡(Vít ti «rl. T, níN.. I.k cdohW i-apárbl «M nrl. ^« j cu., 
bo*>, n» itodr.iii «acedar d*- cinco aeras * 
r«ni[>rrnil¡i|aii <-n rila |»-y r-l 
rada dv oilm hura". 
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provincial de dcscmiso dominical — ídem a los qu«í liabijftn loa 

3. La BOCkdOd interpuso el revino de apelación y ante 
el jue* det crimen respectivo sostuvo que laa leyes citadas no 
violatoriM de los arta. 31 y G7, inc. 11 de U Constitución Na- 
cional, pues, por una parto, alertándose do lo dispuesto en el 
art. 1» da la tóv nacional N» 11.544, la ley provincial N» 604 
lumia a cinco hora* ta jornada ¿le los sábados, y por otra parte, 
tanto «tta última ley como ln qae establece el descanso domi- 

Art. fl» — Ijib ialraccionca a I» preM'Dt* ley &« iire*» miran wipu- 
tafito :i I"» ja: mué-, «airo ¡.fitobim en contraríe y gelflB rcitrimiriai 
»«o i>;nt|x d*. f 80 ii fi 30 | mr <;.la [tersona oeupadm en «1 e<taUee imitólo 
o «'■'!!" t, i« . v *' í'M-ra ¡lí.-ndido únicamente por mi dueño, la malta. 

í Jfl, il(-bkr..t6 dc*tí»ar>»e W Importe» de |aj multa* al Asilo d« 




ti* — Kl pftpartOmwfal del TnJmjo fixcntisniá el fiel cumplí- 

S| S£ C * lk¡ "" h "■'" ac "" * '" 

Are. 7» — Kl 1'o.íer Kje-utivo réglamela ni lo ufMnú lev. 
Art. »* — fer&mp la ]ay S< 502 A* tWaa 9 di n«v|.>w1 in> de- >«2 



K^.n lev fué K^bMnrataOa )"' dcrreln cuyos urtt. a* n R» diaponen: 

Art. 4* - Mi «qpcÁi e¡ BP . ¡a» «n|¿i brm de I. [*y . del m* 

decreto. «J«ut* D h*$ajna «nterialw él din ■Abado despue» de 

que- Ia ley c«tnt.í«-<\ dáñate ln a-iiura. rfawk'Blc, e&mrfm do a ncr 
.ji« a néWM d.- la» comiauada*, «K rl uw trab.jar«m Miraordtaaíj». 

«eau oí nwiiadd. 

Art 5» — l,os ewtabk-eiiriH-atos mdusnlai» .¡u*, d«, arm-rdo al M* 
dv«K!o inhajen el d.a *SUd„ 4»pa& do la» 13 hora, deberán 
™TTT • **l***<**«t» "<■! Trabajo au hoiario. personal aprwlnado 

Hio irnhaiors y ducaito eoa^peatatorla 1*0*1**0. 

Art. 6' — E) Departamento del Tralutjo podrá aufuri/ai la exttMÍÚo 
da h jomada kaal ilrl Irabajo, vn éatitpíen d? !*s eMM sigaieata. 
iBJÉaaaaiBCTM jikHtfm«eai 

oj Cuando irme g> aatíffam nwrjidíidpi rto Dr4n '0&» 
o de nttM^H o *-rvic¡o» cuya «u^iH-nil^a pudiera OfiflaMiV 
(¡ravr. |H.rjitíeÍM a | inieréi pfiblin. 

b) Cuando ee iraíe de apraVMlar ríreoa»tan<úi, traoaíroriaa coja 
t .t..«e,ndriieía irrojpiría atan* iwrjairloa y 

C) Loawla par ratona* teVaiea» debidameato ««^roWta». no Ma* 

MufóT " ' M ,:1 m!,roL " de üna 

(l) l*v de jalio. S3 de Wí|¿ 
- Ar, .V T *' " , " Uor1 '' de la Pro«Íaeia «i^L-ia i.rr,í,ib¡do su do- 

Sat&ttLssjs rus 44§jts s^sya 
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Bical en la Provincia <le San Juan, en cuanto establece e! des- 
canso compon*! rtjrio pnr» lo* obreros que trabajan los sábados 
» dflniinRiw, contraria i© establecido o n el art. 5» de la ley 
N» 11.544. 

3. El jwi rec hazú las (ieTemas de la tfwiodiirl porque 
«n lo que M refiere :i Us infracciones a las le.n-s de sábado 

inglós y tli'siíüiiMi (lüiuiiiicul v<¡ iiicsitcto qui? las leyes pro- 
vinc-inle* expresadas lesionen disposie iones d« alwuna ley- na- 
cional incorporada al (.'ónliifo Civil o qii<- ajrravien nlpún pre- 
cepto constitiiciiinnl, Si h'mi la ley 1I.Ó-I I en su arl. 1») ilicc 
que la jornada de trabajo ''no podrá i-xe. d*r de octm horas 
diarias o cimrriila y orlio semanales"', el sentido de tn dispo- 
sición es perfecta mente claro. 1.a ley eslabb-ce un máximum 
«I la jornada U«<it] del cual no se 'pued-- pasar so pena de 
incurrir en irarc-ure-sión pero" dentro d- Hit máximum no es- 
tablece prohibirían alguna para njiie pitóla i-iiabpiier |irovjn»-¡íi 



j deJnú« •■-üiWi'i'itiiit'Blíii o «ilion d»' tr.iijijn, sin nii* f^ivj.r ¡oliva r¡u<"> 
Int r- \iirr*ad¡>« •« »»ta ley y m lo» tc#\úméÍ/lm <(a>- dii-Urna i-nrav 

«uuífirla. 

Arl. — Erran rWi'tunOi» do i-sla |< toíiili ¡vl.'tii. di- iw iiti!.. ta» 
•^pee if if afínnv* y ici>lnni>'iito« i|«n- al ■— <<1 |* i:. : |> |,o.s f ral '«jos 
<¡iw on «"Tin ••iiwi.rílilr* ■),• íiiffi rn|irU>".c>i por la ínJ'lr ito ta 4 n-eivsii- 
rtíidc* que «jtinf!ip< ii, i nr ntn'ivtvt di earíictcí Ifvmti» * i-or mn-nra <|ii • 
grave* fijuieiiti :t\ Inli'ré* público o 9 !a« micinnu indin-trioa 
«in, MMAaMsd dv aino'ifci-ii'-n Mpctlal, a?£áu íicJie ><»n < ?» «ur i(< míos 

f otros tthniri In* re^I:i!i>i*i;lo-. 21 ftnlwijoi iU- r» jiitf ni'IAn o tiniitíiv 

M indi-|*-rt«ai-Ir*. |'sr» n» ín1crrii?uj>ir n» rilas farjfiMa: d" la 

nwoia, rm lo* VitnMi'riinli'Mi»* indini ti n'.v*. S) Lgq (ral.;ijo- o»rn- 
iiwlnifnt." i'i-i. ntot3<n |.«r ¡nminr-nó* dV tlafi», |-»r ocel&ntr* na- 

»¡&¡r. " 1 "' r ^^^^ »«'« (, « -i"- 

Arl. 3" — $in£HH rm|)ri*n rf«|nvto o In oMisni-oVn dol Sñmmí» 
bt'Ltlitmailariti sera nijlieablc n Iba mnji^'i y 11 luí iiííum nHTitrM <lc 
dii'ri-í'ix frtioS. 

Art — U» p:r*ciipcionti* d* e*ta ley ao n npikaTña al «er- 
«icin dnnn ; -tÍro. 

Art, 5* — Lsk |n(rait*iiiiif« n rMa ley n> prratiniuán iin|*n!aMet n 
lot piltroín iwlíu pTWffcm? M ci-nlnirj... r «rjín WKMtas l»o» 
e*n orn praaq d" .milui. y |*r |», id|^4M» d-'M 

Art. «• T U pr«r.te l*y «^«.ri * cegir ■ |« l»el«» d!«, do 

Kl nr!. í»' d<*l deervin rrs'atticDiario <lc i-*ta 1'\t dtapnru*: 
Lo* nuo j«»r tjnwjtrioftífl i|p la I05 y el |.r<>wnii' rt'tfitii nenio f j^iHcit 
irabajoa autorinlN el atonjáQn, i--n>lr.ín un:t eoái|ien«odicn d- dránnim 

«turando la. wiU¡ tf «;«-nt.> sitiianíi. v .Intrn rio la. hora* habituales do 
'* í *t*'¡« «V ik-miw r-mtiauo »l oae faajnB e^ad« otu- 
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eslablMfr jomadas menores. El objeto Je osla ley limitativa 

de In jornada de trabaja es el &v proteger la salud física y 
moral del obrero y ea lógico .suponer que cualquier disposición 
de orflfii provincial ipie red uzea esto intixiuniin no violo ni 
el espirita "i In letra de la lev nacional. El upelante al inter- 
pretar el art 5" de la ley 11.544 baca una lamentable confusión 
entré la leyi nacional de .jornada lega] 11.541 y las leyes pro- 
vinciales de sábado Ingles y descanso dominical, En efecto la 

(iKpíwiciófl que cita el apeiatrtl nrt. ¡V de la lev 11.544 — ea 

Ja eorrolaliva de 1» ley provincial 7!' — arl. r»* — . han leyea de 
sábado ingle* 604 y Cfe descanso dominical di- la Provincia de 

San Junn establecen ru forma imperativa y sin admitir hitar- 
prctaeiones de ninguna alna qué en los casos en que autorice 
c| trabajó durante las hora prohibidas del sábado mediante la 
justificación correspondiente como asimismo el domingo, de- 
ber;! en todo* los ejiMX acordar el d&oanso compensatorio eo- 

rrespondienle sin admitir en forma «Icuna la sustitución por 
dinero ñtf esta oblíffíitióh legal. ]W estas razones neg.» el jn« 
In irieoiistitiifiioiiididad alegada de las leyes de sábado inglés 
y descanso dominical de la provincia de San Juan y dispuso 
Ja confirmación de la multa por las infracciones de 8» dispo- 
siciones. 

4. La sociedad interpuso el recurso extraordinario fun- 
dada t$n que "la ley nacional mencionada, legisla sobre uno de 
los elementos del contrata de locación de ¡servicios- — duración 
de la jumada de trabajo— y sobre su forma de retribución por 
hora* snplcmentfi rias o por el trabaja en días, feriados y ¿lia 
lia st<lo divínela itf>r el (N»ngn*so de Ja Nación, en ejercicio da 

facultades propia*, conferidas jwr el art. Íi7, inc. 11, de la 
í'onsiitución de la Nación, que Jo faculta para dictar el Código 
Civil, de la <nie In misma forran parte itttrprantc (art. 12). Su 
parte- en audiencia de fs. 38 vta. (a fo. 40 vta.. punto 3°) ha 
impiitrnado las leyes provinciales niPtieioiindas, sosteniendo que 
la legisbitura provincial legisla sobre materia "ie no le 
es propia y (pie por ennsigiiionte. debe primar en su aplica- 
ción las disposiciones de la ley nación») S" 11.544 sobre lo ea- 
tabMdfl en las li-y.-s provincial»» de sábado ingles y descanso 
dominical. El Coitgrcso de la Nación, en el nrt. V de la ley 
citada, limitn ■ jornada legal del trabajo, n ocho horas dia- 
rias o ctui renta y ocho semanales y ta legislatura provincial no 
puede limitar la jomada del día sábado a cinco horas, sin 
violar la disposición leeal mencionad» ; igualmente el art. 5» 
de la misma ley dispone que. las horns suplementarias serán 
aindiadas ran un recargo del cincuenta |xir ciento cuando se 
trate de días feriados y las leyes provinciales atacadas, en for- 
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ma alpuna, pueden, excluyendo el sistema do retribución esta- 
blecido por el Coiinroso de la Nación, sustituirlo por el des- 
causo compensatorio que las mismas establecen". 

Dktamem mi. I'p.ocl'raiíor Ofsehal 
Suprema Corte: 

Im sociedad ríe responsabilidad limitaría "Pesado 
Castro Unos." trae ñute V. B. tía reriirao extraor liua- 
rio contra la resolución del señor Juez del ("rimen de la 
2* Nominación de San Juan, obrante, a ís. 40", que con- 
firmó otra del Departamento dol Trabajo ¿0 anuollu 
provincia ( fs. .'13), imponiendo n dicha sociedad ríos inul- 
tas por ¡nf meciónos a las leyes provinciales -de descanso 
dominical (focha 1" do agosto de 191 1 ), y sábado inglés 
(mím. A juicio de tu recurrente, Hcrínu inconsti- 

tucionales los artículos correspondientes de ambas le- 
yes, así como sus decretos reglamentarios. Las infrac- 
ciones materia de pena ti*-nen por base »G haberse con- 
cedido descanso compensatorio a los empleados que tra- 
bajaron en una agencia de automóviles Chcvrolvt duran- 
te tardes ríe «Abados y días domingos, y también, no 
haberles pairado por bis horas correspondientes a sába- 
do, el jornal completo que establecí- la segunda de dicha* 

leyes. Fúndase el recurso en que, a partir de la vigencia 
de la ley nacional 11.541 incorporada al Código Civil, 
la Provincia de San Juan careció del derecho de legislar 
sobre la duración ríe la jornada do los sábados o el mon- 
to do las indcinnizacionc« o jornales adeudados a los 
obreros. 

No encuentro suficientemente fundarías esas tacha». 
El Congreso Nacional, al dictar la ley do "sábado in- 
glés" (JCúm. 11.641», muplió la núm, 4.661 sobre descan- 
so dominical, que V. E. ha declarado constitucional ora 
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357:28; y lejos do oslar ollas incorporadas al Código 
Civil, th- sn tanto 30 desprendo (pie "Jwn para la 
Capital Federal y territorios nacionales. No existe, paos, 
la pretendida coli-siuu, y parece claro que la Provincia 
de frían Juan tuvo el derecho de imponer en m propio 

territorio umhos descansos. 'lampino *MiriieiUro com- 
pruliado que la ley en cuestión altere en osle caso con- 
tratos nuterioTcs a su sanción. 

Por lo f(UO respecta a la compensación que el recu- 
rrente expresn to-bor concedido a sus obreros pagán- 
dolos iiutyor jornal en reemplazo del descanso obliga- 
torio, resultó inaleria ajena al conocimiento de V. E. s 
pues se trillaría de In interpretación d«» leyes locales. 
Sólo agregare' quC In iiaeíonal núm. tl.544, sobre jorna- 
da fíe ocho hon», autoriwi pago de aumentos hasta del 
100 vn los salarios euando ocurra trabajar en días 
loriados; y ellu no es incompatible eon las tios citadas, 
pqe» el doblo Hulnrio no se debe como compensación al 
descanso que dejaran <le tomarse oportunamente los asa- 
lariádos, sino por ¡a fatiga extraordinaria y el desgaste 
'-'Ho les produce. 

Kn euanto a la exigencia de no disminuir los jorna- 
les correspondientes al "sábado inglés", básteme recor- 
dar qüp si en voz de aplicarse la ley provincial Be utili- 
zara para el caso la núm. Il.tí40 «'tetada por el Congre- 
so, regiría el mismo precepto, pues esta última previene 
eu su ñrt. 5* no permitir rebaja de los suoldoa o salarios, 
so color de acortamiento legal de la jornada esc día. 
Lejos dv existir colisión, hay concordancia entre ambas 
leyes.^ \'o resulta entonces aplicable al aub judicc lo 

Opino, pues, que corresponde mantener la resolu- 
eiún apelada eii cuanto pudo ser materia de recurso. — 
Buenos Aires, noviembre 5 de 1941. - Juan Atoares. 
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Y vistos: I-os del recurso extraordinario interpues- 
to i>«r Pesado Castro Hermanos, Sociedad <íe Responsa- 
bilidad Limiliida. contra la sentencia del «Juzgado del 
Crimen, Scminda Nominación de San Juan, que condena 
a dielia sociedad al pajjo de mullas por infracción a la=s 

leyes provine ¡ales de descanso dominical v sábado 

infles. 

I'ot sus fundamentos y los del precediente dictamen 
del señor Procurador General; v teniéndose en cuento 
que el «ri. l»d* la ley K» 11.544, l m m^tfieudo el Cód.RO 
Civil en cnanto fijja un máximo a la jornada de trabajo 
cualquiera que sea el acuerdo de las partes contratantes. 

Que la ley de San Juan no sfilo no excedo ese m:'i - 
ximo sino (pie, en lo atinente al sábado iiiElés estj'i de 
acuerdo con la. ley nacional — para la Capital v territo- 
rios nacionales, N° 11.640, art. 2V- y en cnanto a la 
prohibición (te rebaja de salario o sueldo con el art. f>*. 

Que, cu consecuencia, son inuplicaMca al cas.» de 
autos las consideraciones y decisión de osla Corte cu el 
caso "Bode«a« y Viñedos Arfen v. Mendoza" - Fa- 
ltos: ir>(i,20. 

lía su mérito se confirma la resolución apelada en 
cuanto pialo ser materia del recurso, lláifíise sabor y 
devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzgado de 
orillen. 

Axroxki Saiurxv — iam I-isa- 
brs — B. A. Nabab Akciio- 
REWa — F. Ramos MbJÍa. 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 



ARTTRO A. ALPON'SÍN* v. DIRECCION OENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

o fiXTftAQHDIX.ifíiO; dmttáu ftdemt. Ctuot. ÍAyn 

Ln eitt*t(iiía de procedimiento referente a la forma en que 
ha debido notificarse ta resolución por la cual se declara 
la incompetencia de la justicia federal para 



Id ineonpelencia de la justicia federal para conocer en 
a dunnnda contenciosa previsia en el art, 43, inc fl) de 
la ley y»^. »n puede servir de fundamento al recurso 



ANA VIGXOLO I>R CASCLU) — W sivbmÓn— v .VUNICt- 
PAUDAl) ÚR I.A CIUDAD l>E fcl?EN'os AlííES 

RECXí&O KSTPAftfíDIXAlUÓ: Materia CMÍ*&*« y 

lf»/P5 lóenles, ¿m/xwfíivw. — Cuestiones de hecha t¡ prueba. 

ha «niiieidaciñn de si los cravámenes en liliaio son tasas 
r. impagos, así como el nlrnncr de las faenltntles lie la 
Municipalidad ;le la Capital para el cstanleci miento de loa 
M-jrimdos. son cuestiones cuya revolución depende efe la 
apreciación de [«* hechíw imali/iidm por el fallo v de la 
íRlrnirrlariuii do la ordénanos impositiva v de las Teye» 
«Tiranteas de la Capital. que la Corte no pnede revisar 
en In instancia extrnorriínarín. mientras no se alepue- en 
manto * las sra-iuida*. que están en «mi Mielo con ta Consti- 
tución y ley*a luición* le*. R,. as f. «joña «I recurso extra- 
ordinario la cuestión afórente a la idealidad de las arde- 

cSd deBnem» 8 '¿ K1?4 * Muniei l >lllií,a<l de la 

XErwO KXTXAOXDIXAXiO: M.reria aj ,», * 
flecho 'i ftrtifba. 

No procede revisar por la vía riel reenrso extraordinario 
Ja conclusión asertiva de la realización del servicio de 
ins|MWicin de terreno* haldío*. fundada por el superior 
tribunal de la causa en lo apreciación de Fa prueba nrodu 
po r las parles. 

Cí Frrlii» id fn!lo: mar» 4 de IMS, 
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CONSTITUCION XACIOS'AI.: Con>tituct«**V, l ln,l a ¡nconstitucio- 
¡ui, rh.!. Ord+nnmai muuiripnl*». 

DERECHOS y CÍAttASTIAS COSS Ti TL'f'tOXA LF.S: Derecho <i* 
pnpieáod. 



Si bien el |M|jft de las tafias finca c« timi *-ontraprestaoió:n 
aproximadamente equivalente ni costo del servicio pres- 
tado, no es posible fijnr éste .-u . exactitud para cáela caso 
particular; por lo cual se establecen contribuciones apro- 
ximadas y equitativas i¡uc, mientras 11*1 sean exlorsivas 
ni absorbentes del bien o de kii renta — como no lo es. en 
el caso, el derecho de inspección a los terrenos baldíos en- 



7296 y 8171 do la Municipalidad de Buenos Aires— no 
eor resumí e ea!if¡cnr|ns dt confiscatorias, 

DEMX1W.S Y QAÉANtUS COS.irrTrClO.XALF,.*; Igmildnd, 
IMPUESTOS: t&tt&ai. 

La igualdad establecida en la Constitución Nacional como 
base del impuesto no requiere normas inflexibles ni im- 
pide In formación de categorías, siempre qit* In clasifiea- 
ción de las personas o de le» bienes afectado* repose so- 
bre alguna base razonable »\nr autorice su discriminación 
en prunos distinto* y «lie basle para alejar toda idea de 
hostil iuieinñ o favoxeeíniientn arbitran de determinados 
contribayent?*. 

COXfiTíTVCrOX XACIOXAL: CoiHtituciomliifad r inconsiHnñv- 
tiÓHdéA. Ortt*mn:«it muniripatr*. 

DKliF.CHOS Y ÓÁHASTÍAff CON SWT1WIQN ALES, IgumUUA. 
IMPUESTOS.- IgualAaJ. 

I.¡i clarificación ile baldíos n los efectos del cobro de la 
tasa tic inspección de los mismos, a qu;e se refieren la? 
ordenanzas filftS. 72% y S174 de la Municipalidad de la 
ciudad tfp Itiiciios Aires, es consecuencia del ejercicio de 
una facultad reconocida por ta doctrina y la jurispru- 
dencia norteamericana y argentina qw no importa alterar 
la ¡¡¡unidad asepuruda por la Constitución Nacional. 



CONSTITUCION saciosai,: Peintíph» atmtf*. Cfatefar fm 

ti Poder fatíicinl. 

RECURSO KXTitÁOltltlXAÍtlO: Principia* gcnetaltt. 



TASAS. 



brado al recurrente en virtud 
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establecidas por la ordenanza municipal respectiva, carece 
de interés pnrn impugnarla como violatoria de la igualdad 
fundado en que el monto de la laso quo so «obra a Jos Ve- 
cinos no ra igual para todos. 




i Es arreglada a derecho lo sentencia apelada ? 
El señor Vocal doctor Tczano* Piula. flij¿ ■ 

I. Se reclama en este juicio la suma de $t .V490 in/n., pa- 
gada a l.-i Municipalidad cu concepto di» inspección a terrenos 
baldíos por los años 1935, líKíü y iy;t7. La sentencia en recurso 
bate lugar a la acción, eon intereses desde la notificación de 3a 
demanda y con cosías, de la que; wdo se fignñft la parte de la 
Municipalidad. 

II. Sostiene la augeatán adora la ilegalidad « ineomtilu- 
oionahdad de tas nrdenanaas correspondientes a diehos años 
(nnm. 649», nrf. 287 bis; imni. 7296, arl. 242 y núm. 8174, art. 
23.1), i»or considerar que la Municipalidad en ejercicio de po- 
deres delegados no está autorizada para cobrar esos impuesto», 
y que aun considerados como tasas, no lia mcdimlo prestación 
efectiva del servicio, tío guarda relación con Aste, ni se cobran 
tampoco de una manera uniforme a todos los beneficiarios. 

Debo empezar por señalar que la primera impugnación no 
es aceptable, ya que la contribución discutidla, no es jurídica- 
mente un impuesto, sino una tasa retributiva de un servieio, por 
derecho» dr inspección y vigilancia sobre terrenos baldíos, a ra- 
aun de uno o dos centavos por metro cuadrado, que la Munici- 
palidad cobra según las zonas. 

lio tenido oportunidad de expresar en diverja causas, qae 
la Municipalidad w- encuentra facultada para cobrar anicllo* 
servicio» de inspección que, como el presente, concurren a ase- 
gurar la salud y bienestar de ln población (Gaceta M Fon 
t. 134. pág. 263¡ t. S05. nág. 99; t. 119, pág. 75. etc.)- No nc- 
cestto repetir los armamentos en que apoyaba mi criterio, tanto 
man cuanto la misma actora al responder al escrito d* agravios 
reconoce ¡ "que tratándose do una facultad propia de la Munici- 
palidad, la imposición aparece en principio legítima", siendo 
"lo importante y decisivo par» el tribunal determinar ai loa 
*' servicios que encubren y legitimarían la percepción, se han 
pTWtfldo n Bf( pn ftjftóttl, ¿ PÍ mi>Ilto pprc ¡b¡do guarda o no 
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" equivalencia racional, ya que no matemático con el costo de 
' esos supuesto* ttrrieioa ; y si la forma cómo se cotira está o no 

w en concordancia con los principios constitucionales que pros- 
criben la confiscación y determinan la igualdad en el 
' de las vargas públicas'" (eonf. fs. 218 v.). 



t k ■ " "*í ™ , » i K u,e ' l, « '« quedad© simplificada ante 
ente Tribunal en v.rtud dc| mo.íonünrnto, explícitamente hecho 
por el propio internado, de la facultad que corresponde a la 
Humcpa Mdad pnr« cobrar un derecho da inspección «obre los 
terrenos baldíos; restando *.ílo ueupnrmc- de las demás cues- 
tione* pluiitrnda*. a saber: ») si los servicie* hiin -.ido ofecliva. 
mente prestados; b) si su vosto est¿ en relación con el monto 
pcrritiidu; y vi si K ha vulnerado el principio cunstilucional 
sobre igualdad en el pago de las enrías públicas. 

III. Por lo qm> hace a la prueba salir* ta efectividad de 
los semeios —punió a)— conceptúo ojtte en el tnb judice era 



cargo del contribuyente. Se explica que el poder público deba 
acreditar ese extremo coa 1 
tasa, porque entonces fot 



acreditar ese extremo cuando trata de cobrar judicialmente la 
tasa, ; porque entonce» forma parte de las condiciones de la 
ocei.m puesta en juego por el titular d« ORO derecho»; pero cuan- 
do el contribuyente paga I» lusa y ejercita litej» la acción de 
rcpetn-mr. la «tuaciAn vurín. |»Wfl ya interviene el concepto 
básico de qtu- las leyes y ordenanzas tiene*) a su favor la prc- 
au.n-ion dé legitimidad, na snfo ra cuanto a «i legalidad sino 
tamban respecto a BU conformidad al estado <| e faeeho remie- 
nda para Mi media una situación de hecho y de 
derecbo -renda con rl pago del tributo qw ineimibe destruir 
al que intenta la acción de repetición. cAtíforme a las reglas 
generales que rigen H o»,.* pfétuhuH* por ser ese uno de- los 
extremos requeridos pura el progreso de ln a nión. 

La prueba traída a ese erecto por el actor no> es para mí 
eoM'iiicéiite. pues emana de tcstigoa qw obran bajo su depen- 
dencia eomn ni do fs. <;<¡ { cuidador de los terrenos) y los de fs. 
9;i v 101 /apoderado de los condominos de los mismos (erren os 1 
o- de vecinos ojue viven a varias «nutra* del lugar como el de fs. 
*J. sa-mlo de advenir que la declaración de fw. G4 del ex aub- 
comisario d- la seceiói, en cnanto asegura í\nc minea fué so3Íci- 
tada la cooneraeifm policial para la inspección de dichos ierre- 
nos. no reviste para r| caso timar importancia desde que no 
es necesario que las inspección.* «. traduzcan en informes poli- 
Maja para que rl servicio exista, si no se han produeido ver- 

(laderas infracciones, que en el caso no cabe suponer porque 
como ln rrvonnee ni fallo y se encu<«nlrii acreditado en nidos con 
los informes de fs. 3». 45. 76. 7fl. 127. 137. 139 y 140. "los ten* 
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" nos de que se trata han sido objeto, por parle de sus propie- 
■' tarios de adelantos y mejoras valiosa», conestentes en otras 
11 de rellenamicnro y de desafiles, en a|M>rtnras de calles y avenj. 
en trabajo* cuyo costo asciende de quinientos a seiscientos 
l«sos moneda nacional 

:>r lo demás, los informes de fs. 156 v. n fa. 16» revelan 
a r«(rlHiH<'iil!)eión qu<> ha adoptado la Municipalidad par* 
de los terrenos baldías (comprobar BU insalubridad. 
tr a bus propietarios, obra» de saneamiento, proce- 
ito de hifrientzaeióii. constancia de cercos, y aceran, excep- 
ciones parn determinado* terrenos, vjiIuücíÚh y revaluaeión, 
etc.) ; y si bien es exucto que eso* informes mi hacen más que 
reproducir r»'ííl«meiit«ic iones rifíütM que no doumcsirait en 
forma materia! bt efectiva prestación riel sorviein. también lo e» 
iiuc no es dable coneehir (jne una repartteitin de In importancia 
de la .Municipalidad, prodigue su tiempo cu dar É los reglamen- 
taciones puramente líricas o con propósitos ¡iieouFrsables bos- 
eando sustraer fondos a los enntribuyentes. cuntido está com- 
prometida la hiiíieiie y ta salubridad públiea de la población, y 
cuando estas domandnx de re|>etieióii se intentan unos despuéa 
de que las botefas comprobatorias de la inspección han sido des- 
truidas. 

Pero a pesar de todo, suliststen dos hechos que prueban que 
los terrenos del netor h'tn sido inspeccionados: 1* el informe 
de fu. 150 en cuanto acredita que ellos fueron valuados; y 2* 
que hasta el 31 de diciembre de 19:14, se, registraron con una 
snnerficie aproximada de S2O.O00 na* y que- a partir de enero de 
19.15 por apertura de calles y venia de terrenos, ¡¡c redujo a 
183.000 in*. de superficie, siendo éste el metraje que ripe a Iob 
«feries del cobro dr ln*i derechos de ¡ns lección. 

N'o es posible concebir sino n base de una inspección, que 
la Municipalidad tuviese rotiwi miento de las variapianrs opera, 
das en los terrenos y llegase de otro modo a determinar la ver- 
dadera superficie baldía n los ofeotns de In fijueiún de ta tasa, 
si esos terrenos se hubiesen hallado en un estado de completo 
abandona pnr parte de los inspectores del |>oder público. La 
inspección habrá sido más o menos constante pero ha existido 
y fii no H ha exteriorizado en otra forma ha sido porque las 
buenns condiciones de» los baldíos no lo nvpicrían o porque la 
demanda ha sido entablada despnejt que las boletas han sido des- 
truidas. 

El decreto municipal de fecha 1* de dieiembrf ile 1339 a«tre. 
pndo con d alesato de> fs. 163. nada diee en contra de In Mnni- 
cípalidad : 1» porque afilo se refiere a la devolución por vía admi- 
nistrativa ■ 



- 
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judicial y definitivo respecto a *u ilegalidad, ya que w público 
y notorio -que al B unas sentencias de Juzgado» .lo Paz así lo 
resolvían; y 2» porque si luviera como so pretende un nlennce 
man amplio, se eiie-ontraría afoclado de manifiesta nulidad, ya 
que fl Departamento Bjecuiivo no (mirto por su sola voluntad 
dejar sin efecto una ordenanza vigente, dictada por el Concejo 
Deliberante cu f jercieio de facultad** leimlew privativas. 

IV. Kn lo que concierne a la piu(x>rdonn!¡dad entre el 
servicio y su monto, erro que será suficiente para demostrar la 
relación que ««ardan uno y otro, con «sentar «Mas cifras: el 
valor ile tasación del inmueble era e» 1!>30 de dos millones de pe- 
so* inoaiedn nacional y ¡i partir de íSJ.'tl se | 
do su propietario, a una nueva valuación tu 
cío de un millón dr pesos Cconf. informe do fa. 159), sobre el 
cual se cobra una tasa de un centavo por meiro cuadrado, y 
eom» a partir de 1385 la superficie baldía se redujo a l&J.OOO 

imp0^,8 * 1H3 ° 1> ° T * ñn fver bolotas * ft 

I.n equidad y modicidad iM monto de ta tasa resultan 
patentes de &Q simple eomparaí-ión «M el valor del inmueble, 
máximo ni nndo ln intervención municipal persigue el cunipü- 
ntrento de lan alias. finid id a<!e* en Ins ramas de IiÍiíIpuc y segu- 
ridad de la población y que entre oirás muchas se concretan a 
impedir que s» arroje en los terreuos baldíos ninguna clase de 
bajuras o desperdicios (ordenanza 2S-XI !)]9), exigir el relie- 
namíenlo dv terrenos (ordenanza 10-XI-!KtUt, vale decir, de todo 
un servicio de policía tendiente n proteger la salud pública. 

N'o existirá, quizás, una equivalencia matemática, pero sí 

una equivalencia racional en» la importancia (le los servicios 
y el valor del inmueble, lo que es suficiente, a mi modo de ver- 
para rceourwr ln legitimidad de la t»w. 

\" Se sostiene finalmente que la tasa es inconstitucional 
porque ■] ser aplicada por zonas no es un ¡Forme para todos 
los henef ieinrios. 

El actor que ha pajeado el mínimum de la tasa, carece desde 
luego, de iutert's pnra plantear esta cuestión, que sólo podría, 
en principio, existir para los que han sido pasibles del máxi- 
mum de los derechos, 

Pero, nmi jan, la contribución ito repugnaría con los. prin- 
cipios constitueionale*. La Corte Suprema e>n enlistante jur¡6- 
prudeneírt. ha fijado con nitidez, el verdadero sentido de la 
eláuw'. !&• de la Constitución Nacional, al fstahleeer que la 
«aramia consagrada por la misma *h lo que a contribuciones 
sp refiere, nn importa otra rasa que impedir dMraowné* «rbi- 
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trarias en el propósito manifiesto do hostilidad contra deter- 
minados personas a clases, y €jti«* la i¡ara¡ilW se cumple siempre 

que la coritriljuv ór wa uniforme pañi todos los que ■<■ í »• 

cuentran en igualdad ile condición»; < dallos: tumos 123, p&g. 

106; 124, 122; 133, 1H8; 132, -102; 1-17, 402; 162, «5* etc.). 

De m-uerdocon estos princí píos, no puede desconocerse que 
el contralor ex más necesario y requiere una mayor vigilancia, 
cuando »e efectúa «abre Isddíos más iTiilricns y que ese contralor 
disminuye gradualmente en proporción u la* distancias, a medi- 
da que l« población y la edificación escasea v aumenta la venti- 
lación de la eiitih-d, disminuyendo a la *M el valor de los terre- 
nos, lís justo entonces, que n un mayor servicio reclamado por 
mwt exig<m::a twml más grave, corresponda el cobro de una tasa 
superior y lauto más justificada por la sola presencio de bal- 
díos (i terrenos abundonmlos e ItieoKw dentro del espacio vital 

de una ciudad. ' 

Por estos finid amentos y lo resuello |»r la Exima. Cámara 
1' en la causa |>ubliendu en £fi ¿ey, t. 17, pág. 2¡14, voló por la 
negativa y jwrrjue l.,--. costas de ambas instancias eneran en el 
orden causado n mérito de in naturaleza de I» cuestión debatida. 

El señor vocal doctor Perazzo N'a'tn. adhirió al voto que 
antecede. 

Kl señor vocal doctor Quesada, dijo : 

Kfiloy complet ámenle de «cuerdo con Jos futuíameiHos y 
conclusiones del voto precédeme, v sólo debo agregar que en 
malcría de lasas, In Hiiciúu entre « servicio prestado y la retri- 
bución consiguiente, no debo guardar una equivalencia riguro- 
sa y perfecta, desde que como Jo establecí en In causa "Moix 
contra Municipalidad de la <'apiti»l", resuelta por esta Sala 
el 28 de noviembre ppdo., "no es posible pretender una exacta 
proporcionalidad entre el servicio prestado y la tasa retributiva 
cobrada, por lo menos que la índole del servicio no lo permite 
y el margen de utilidad que pueda significarle a la Munici- 
palidad estaría destinado n cubrir otros servicios que por su 
naturaleza no son retribuidle^ son gratuito*, o de beneficencia 
y que de no existir ese margen o no podrían prestarse o deberían 
ser cubiertos con empréstitos, procedimiento impropio que sig- 
nificaría la bancarrota de la comuna". (Véase entre otros el 
voto del doctor Tezanos. Pinto en eS fallo publicado eu Gaceta 
4cl Paro, t. 119, pág. 7:1). 

Voto, pues, igualmente, por In negativa. 

Por el mérito que ofrece la votación de que instruye el 
acuerdo que precede, se revoca la sentencia apelada <le fs. 191, 
rechazando*.* en eoie*cc Ochela lu demanda, debiendo las coatta 



FALbQS OT fca CORTE SIIPBKMA 

de ambos instancias, torrer en e] onlrn causado. — Francisco 
D. — (P 'V«¿«. — ÍVsar d c Tetanv* Pinto. 

DJGTAMB3I orr. ProccPADOB Ííevrhal 
Snprema ( 'ortt» : 

Se Irne en es.tos «uto** recurro extraordinario con- 
tra la miéWa diñada a fs. 226 por la Cámara £ de 
Apelación.-* cu lo GlVÍJ, fundándolo cu las «¡fcuiente* 
razones (fs. L';Ü) : 

a) El íjfrcflio «le inspección ti los terrenos Iwddíos, 
croado |im* ordenanzas de lu Municipalidad de 
llucnos Aires mim. «ÍWít (arl. bis), 72¡M¡ 
ítrfe 24¿) y S174 t»ft 233), fü« ilegal, por tra- 
tara do mi verda-lerp iippnrato '| U c eseapaba 
a his f;u-ul(anlos de dielia ^Municipalidad. 

b) Además. tú$ inconstitucional, pues su monto no 
irnai ilaba relación ron ot costo del presunto ser- 
vicio, vinlalm el principio de igualdad al no eo- 
Itrarse ni todos lo* -veri nos con arreglo a la mis- 
ma ÉH8U, P hito repaer sofero una sola ealogoría 
de eontrihayeiitos — los propálanos <Ie Iialdios 
— mi servicio de higiene pública destinado a 
favorecer a toda In rwblneióti. 

Respecto do lo priniero. pnrécema dudosa la proce- 
tEcntia de dfeho recurso, pues lo disentido vendría a ser 
si las ordenanza?, en cuestión se ajustaron o lio it la ley 
orgánica de la Mnuivipnlidnd, mal crin ajena por su ra- 
tu raleza a la revisión de V. K. (interprotaoión do ley 
loen!, llevada a eal.u pi.r trlbunalc- locales). Por lo de- 
más, la tosía sualenteda por t i i-murrenle resulta con- 
traria a la doctrina de V. K. en l«tt:álíí. Tampoco está 
sujeto a revisión el erilerio con mío la Cámara de Ape- 
laciones ilecidíu si t-i cosió del servicio guardaba o no 
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proporción con el precio cobrado por la Mnaioipaüdad, 
problema totalmente referible a ta prueba rendida. 

A mi juicio el recurso procede en dimito a los otro» 
dos turniamente* «lo la iriconstituoionalidad alegada; 
mas olio no significa qne b^lle motivos suficientes pan 
adherir 11 la doctrina sustentada por el apelante. V. E. 
tiene resucito amellas veces que no es ríolatorio del 
principio de IgOaldftd admitir dentro del municipio la 
exudenem do Zonas snseepiibles do requerir más aten- 
ción, o K; ,sto< qnc otras, justificado ton rilo la ¡nipos.- 
don de ffraviinienes diferenciales. Es asimismo de juris- 
prudencia Corriente (pie fe &«gtóMtá de la», fuentes de 
recursos con que cuentan los vecinos de una ciudad oWi- 
gu necesariamente a haeor gravitar sobre determinados 
grupos de contriluiyentos los servicios comunes De ad- 
mitirse el principio q Ul . boy ¡ MV oen P | recurrente, resui- 
litna corisl tucionalineiile impoiiible exigir mu contri- 
bueiór, jí persona alguna pues ca.la grapa -profesio- 
nales, comerciantes, p^itfftrtóá de inmueble* eU' — 
pudiera al^r .,ue mis euoías *e destinaban al bienes- 
lar general. 

Wo encentra, pues, en estos untos, atavio alsuoo 
que \ . J, deba reparar. - Buenos "Aires, junio 1» Uc 
1!H1. — Jhuh Awarég. 
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Y V ts tos: Los auto* "Virolo de Cisullo Ana, ten- 
sión, Municipalidad do la Capital, sobre cobro de 
pcww , venidos iw recurso extraordinario interpuesto 
por ta parte aetora a fs, 282 y concedido a fs 233 vtn 
contra la sentencia de la Cámara 




Civil de fs. --ti, que revoca In sratcneía do pr itera ins- 
tancia y reelmzu la demanda. 

Considerando): 

Qbo l¡i dilucidación do *¡ I»* «rjivárnenes cu litigio 

son tacáis o impuestos- así como el alcance de las facul- 
tades do la Municipalidad di- la Capital para el estable- 
cimiento di- toa scmiiiuIos, son cuestiones cuya resolución 
dependo áe la apreciación do los hechos analizados por 
el fallo y de ;.« interpretación de la ordenair/a ¡mpositi- 
va y do las leyes 0fgaii¡c«n de la ('apila!, «pie esta Corto 

no puede revu-ae en la infancia extraordinaria, mien- 
tra* no se nli»rue, en cuanto a las secundas, que están en 

ron Nieto eon la Consi ilación y \n&m nacionales ; y como 
la tey nr<rá nir» (¡o la Municipalidad de Buenos Aires ha 
sido dictada p«r el Conuresu en su carácter do logislatti 
ra local — «rt. (¡7, iw. J7, de la Constitución Nacional— 
la eonfomüdad o disconloiinidad de la ordenanza diseu. 
tula con la ley que reglamente m asan lo extraño u la 
jurisdicción do Ja Corle, como lo es el de una ley de pro- 
vineia eon su Coiiditueión u de un decreto e«» BU lev 
respetiva -~Fall..s: 133, 157; KW, «ljj 17fi, ¡ftftj & 
2W; 1S;, ( 12; 1S(Í, 01». 

I.a cuestión referrnic» a la prestación o no del serví - 
ció de inspección » los terrenos di' la adora ha sidu 
resuelta favorablemente ai la Municipalidad en el fallo 
■ocurrido, por apreciación di* la prueba rendida CR autos, 

y esa conclusión coutrarin a la tesis de ]a adora y a lo 

decidido por el señor juez de primera instancia (fs. 191 > 
no puedo .ser revisada por esta Corte Suprema en fun 
ción del recurso ex traordinario, st'pún su constante juris- 
prudencia. N'o es eficaz el distingo di* la acto ra — fs. 
250 vta.— entre "una exacta o errónea apreciación ¿ 
loa hechos, sin» 
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servicios) no probados en forma alguna" pues la Cáma- 
ra a qno dice e-alegóricamente a fs. 228, voto del vocal 
Dr. Tczanos Piulo: 

"Pero, a |tcsar de Indo, subsisten dos hechos que 
prueban que los terrenos del actor lian sido ' 
nados" y después de mencionar esos becl 
a fa. 223 vía.: "I,a inspección liobrá sido más o 
constante pero lia existido y sí no se ha exteriorizada en 
otra forma lia sido porque las buenas condiciones de los 
baldíos no la requerían n porque la demanda ím sido 
enlabiada debutes que las boletas han sido destruidas". 

I'ls, pues, categóricamente asertivo (He la inspección 
realizada el fallo de la ('amara, fundado cu una aprecia- 
ción de la prueba que la Corté — como queda dicho— 
no puede rectificar. 

El pago Aq tusas o servicios — como Hurgo de esta 
líllinin designación y de la conocida doctrina financiera 
— finen pn una contra prestación aproximadamente 
equivalente al costo del servicio prestado; pero es impo- 
nible fijar con exactitud ese costo individual del a#ua 
consumida, de la evacuación cloacal, <Ie la basura reco- 
cida en el interior de las, propiedades o en las calles 
fronteras* 9* '«i '»2 (jíM! reciben, de la inspección 

de policía higiénica o tic seguridad, etc., y por eso, |«tra 
(odos esos impuestos se fijan contribuciones aproxima- 
das, equitativas, que pueden dejar superávits on unos 
casos y déficits en otros, establee i endoso eojiqMínsacio- 
ties en los cálculos Imcenilnrios más o menos acertados 

pero que los jueces no pueden revisar. T,o indudable es 

que el prfiejo p&r unidad territorial que la Municipalidad 
cobra a la actora por inspección de su terreno no es ex- 
torsivo ni absorbente riel bien o de su renta por lo que 
no se le puede calificar de coní'iscntorio en los términos 
del nrt. 17 de la Constitución Nacional v de la jurispru- 
dencia de esta Corle (Fallos: 181, 264; 185, 1 ' 
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Que c! principio de igualdad que, como garantía fun- 
damental lia establecido 1» OinstFtucíón — tirt. 1 1> — esíá 
claramente fijado en su fit^fieitóóli y alcances en la 
■constante jurisprudencia dó esta Corte Suprema y, en 
materia de Íni¡>ne¡-;I0s, lia decidido que ella "tío con-.- 
ti tuve tilia MgjUI ¡ilisoltdu que obligue al legislador a ce- 
rrar lo* ojos unte las diversas eircmjstaiiuus, condicio- 
nes o dit'ercneuts que puedan prese ¡i¡ ¡irse a su considü- 
raeióU; lo que estatuye aquella i*gfa e* la obligación de 

¡guulav todus Iris persona* o ÍTi^tHitciorio^ «IVc-tínIa^ por 
uu impuesto, d.-ntrade la categoría, gvtfpoo e hisi ¡ieu«ión 
que le curi-espoiida, evitando disliurimie- -rliitrunas, 
inspiradas ch propÓSHpa iiiuniíierdtw ¿C l.oslilidad C9ñ- 
1ra determinadas (lases o jiersunas comn to <'ii.-rfiado 
la doctrina y la jurisprudencia''. F,-i!)«s: 150, Sil; 132, 
402; US. 111 Cftirc umkIhw otrofl). 

I«n lacidlail di* dividir una ciudad cu asonar a los 
efeclo-* de clasifica r lo-s servicios pres.tnd»;s, los inmüés- 
tíis O tasíis n cobrar» la-» "Miraciones de wlil'iraeii'in, s'to., 
ps materia n-uiella eit una nutrid;i doctrina y jurispru- 
dencia; eu términos p-nerales, esa doctrina y usas con- 
clusiones f.-ítiín precisamente expuestas en lu utuñodoru 
a Ksladns I'nidris i-a \Vii.uin¡riin-, On lh,- Comí tintina, 
'2* edición, vol. :í, secciones 11!»I)-'1!M-1 1H4 v «Iros; Tik- 

demin. Estate iiutl fedmit C*mM, t. I, |ág», 4, 5, tí y 
sigtcq.; UVráOM, Oh /A.: ('uiislituiiau. t. 1, jiñas. o'(W y 
fi03; CÓ0I.ET, Vunutttutiftml I.iuiitnlwnx, 8' edición, 
Wil. i 1 . i»;i«s. l«.s y «.«i w. Kk,. en definitiva, e) prin- 
cipio fijado por !a jurisprudencia de esta «'orle al decir: 
"Iji norma eoiistilaeioiml, sogun la final, la igualdad en 

lu hase del impuesta y (le las eargiw púlilicas, uo excluyo 

la facultad do la M unicipalidad |iara establecer grupos 
o distinciones rj foruuir categorías de contribuyente», 
"••Plt qn« tale* riasi I cariónos no revistan el enráelcr 
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Difleato de hostilidad «mitra cíete rniinadns clases y per- 
sona" -Palios: 162, 415; Confrontar tamban, 181, 
M j 1S+, 33!; 185, V¿, 



QttG no nimreee como arbitraria ni inspirada en 
odios, prevenciones o prclcrcutirts ¡musías ta cíasifirn- 
ciñu «Je baldíos n los fines do la ¡nspeeeíón discutida 
porqne, Oíllrá otros motivos, existe el de especial inte- 
rés público pn ecini' nuti cuuíiidosamcnío lo» tmenoa 
«Jesocupados o no edificados <jue existen en al centro de 
una ciudad o en sus secciones más rebladas o de ubi- 
cación preferente «ge hospitales, escuelas, universidades, 
establecimientos del culto y del arte, ote., que en la peri- 
feria o aledaños de la misma o en sectores menos po- 
Muiios. 

% Por lo demás y como lo Advierto la sentenciu y la 
demandada — f* 230 vía.— la aetora no tiene interés en 
la dwlaraciúii do desigualdad porque la lasa que a ella 
se impuso y pagó es la mínima de la eso¡ihl o clasi- 
ficación. 

Ka SW mérito, i»or sus fundamentos eom-ordnntes y 
lo dictaminado ]tQr el señor Procurador General di» la 
Nación, se confirma la resolución «pelada en cnnnto pu- 
do ser materia del recurso extraordinario. Ilájrasc sa- 
bor y devuélvanse, reponiéndose id papo] en el inz-nido 



Estonio S.híarxa — Krra Lina- 
hbs — - B. A. Nazak As-cuc- 
hen a — P. Hamos Mjjjía, 



F4U*S DK LA COKIE SUFgEMA 



PABLO DURE 
RECURSO QRHISAHKt UK AISLAMOS ; f«w». íiionu cri- 

Habiéndose interpuesto ante el juez letrado de la cansa, 
una vez devueltos lo* 11 tilos, el recurso ordinario de npda- 
cíóti previsto en el ari. 3*, ihe. .V, líe lu ley 4tt-'i">, por el 
reo- condenado por la respectiva Cámara Federal ¡i pri- 
sión perpetua sin tpS* su defensor, a fjuion fué notificada 

la sentencia, apilara de eUn. mmapímtla une ri jues envíe 

el expediente n la támara pura .pie ésta 5c pronuncie sobre 
ilit-hu recurra (*). 



M AX MA\0 v. 3. A. I>K GONSTRUCtílOXES, 
PAVIMENTOS V ANEXOS 

.lUtlfSimt'lñX : l'r-Uroiia ilr jurisilicriiiu. 

I*rui r •. i di jn risdíccióti i'| demandado <jue, si bien con- 
testó 1» demanda con reserva de lo que se decidiese en Ih 
contiomla de ci ii. ;:(■■: neia • planteó por inhibitoria, no 
Vuelve a presentarse en el incidente respectivo y, en vez 
de solicitar la suspensión de los trámites en «I juicio prin- 
cipal, prosigue interviniendo en él sin salvedad alguna 
consintiendo su apertura a prueba, pidiendo diversas me- 
didas probatorias, ttuwtrtdn parta* eti la realización de otras 
propuestas por el actor y absolviendo («liciones ( 3 ). 



CON'SirKLO TOIVEDA HUMANO v. PROVINCIA 
DE SANTIAGO DlSL ESTERO 

JVniXftHTH/X; Jitr¡*-I¡*t¡.'.ir uriyinaria. C««9té -'u ¡un i-s pétíf 
una pnviñfM. Cunta? «r«W, 

Corresponde coitoeer orijíinariauienlo a la Corte Suprema 
en la causa civil sobre e«'bro de servicios prtfe-ÚolialeS pro- 
movido eoiilra una provincia por un vecino de ni ra. 

(I) Pfdta .k-l l'ullo: nati'> H >f- I1M2. 

A- 1*4*. W, r a bW ítr, 

181. ssi: is*. 13»; 
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BXBIQVECMiJMTO S3Ü VAüSA. 

IX TE liEü FS& : J'wleacia <ir¡ cabro. imUre»* 
LOCACiOY DE SEXVlClQS. 

PSO VIXClAS; Contrató*. 

r a eirrnnstancia qué los servicio» prestados por el actor 
a la provincia demandada y a provee liados por esta hayan 
tído contratados por el Poder Ejecutivo iif la misma exce- 
diendo- -sus faeultades, por no tstar autorizado» rn la Ity 
de presupuesto- ni otra alguna, no raime a tu provincia de 
la otilipnci.'m tl<- retribuirlos en «I grada cu que hayan sido 
aprovechados |n>r ella, a o oyó efecto correspondí que el 
Tribunal fijé lt» suma que deberá pagar» rt la nctora con 
intereses a contar desdi' la focha de notificación de 3a 
demanda. 

DlOTWiES' LEI. I»ttf«-rRAlM)B <ÍENKÍí.M 

Sii|irc(])n Corto: 

La jurisdicciún originaria tic V, K- emerge en este 
raso de mt parte demandada la Provincia do Santiago 
del listero, tener el actor sil domicilio rn Tuctimán 
(fe. 15), y versar el lili.iíio sobre cobro del precio de 

una locación de sorvieios. Procede, pues, mantener el 
decreto de In Prosideneij» o!>nmie u fs. 20 vía. 

Kn cuanto al fondo del asunto, se refiere a cuestio- 
nes de hedió o interpretación de disposiciones de dere- 
cho local o común, ajeno todo ello a mi dictamen. Bue- 
no* Airps, junio 5 de 1941. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, marzo 11 de 1942. 

V Vistos: Kl jnkio seguido por Consuelo Touccda 
Humano contra In Provincia do Santiago del Estero por 
cobro de peSOB, 



1M 



FALLOS DE COBTB BUPBKUA 



Resultando: 

Quo a fs. 3 se presenta Manuel Grande Alurraide, «O 
represe n ta^ió» do Consuelo Touiceda Humano, deman- 
dando a la Provincia (Id Santiago del Kstero por eobro do 
la suniu de cincuenta mil pesos, o In que fijou peritos, o 
arbitros, o señale esta Corlo |>ara juramento esthuatorio, 
con más los intereses y las rostas del juicio. Kiimhnido 
bu acción díep-: que hu nmndnnlc OB un alto empleado 
de la Provincia de Tucunián, en cuya Ksenela Superior 
de Comercio realizó estudios, eon reconocida versación 
011 contabilidad y sólidos eonoeimieiilos cu derecho pú- 
blico y adaiinislralivu; qüó *'» virlrul de estos antece- 
dentes el l\ I.. de In demandada, a principios de sep- 
tiembre de lil.'ífi, Ui euearKÓ de proyectar una nueva oí - 

gattizatHón y sistema eontahlc de In Coutadnria Gomjrul, 
modernizarla ley que reglaba su l'uncnmamicnln y pro- 
poner las dÍs|His¡)-iuin's complementarias del caso; quú 
aceptó «en («rea, ÍC trasladó do Tunimáu a la provi nem 
demandada, realizando var¡»s y eotitinuados viajes paral 
poder iibai oír los diferentes aspectos u considerar; ipie 

cu la Contaduría ilc Santiago del Hatero "° t'.\i.slí;a or- 
ganización ni sistema contable alguno, pero a pesar de 
ese desorden preparó detenida y nielódieamente el plan 
y sistema contable* delineé" la organización de In ("luna- 
duna (ieueral. su régimen funcional y preparó los li- 
bros especíale*, 1'ormiilarÍDs y documentación; que el 
18 do (lieienihre ile ISKJfi présenlo al I*. K. un amplio 
informe —expediente X u 114, letra T.. año KKití — acom- 
pañado de un proyecto de organización de la < 'otilad uría 

General y plan de Contabilidad; ají* todo;; los enpítnlos 

del proyecto fueron aprobados y adoptado* por el P. 
E. por deereto X» 2003, Serie til de diciembre- 
de 1ÍKM5; que osle deereto expresaba en bu arl. 2" que 
oportunamente se fijarían los honorarios de su mandan- 
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to, pero peso ¡i sus gestiones esa oportunidad nunca lle- 
gó; qu« el lis de enero de r.>37 so mondante elevó a 

consideración del P. R un proyecto de ley de contabi- 
lidad y or^aiii/jH'ióu fiiiaiK-icra que luvo entrada por 
expediento K° 8, luirá É. VXÍ7; que el plan preparado 
entró c-n ejecución l>ajo la dirección do su mandante, 
quien se dedicó a su observación y aplicación haciendo 
viajes y permaneciendo en I» provincia periódi cántente, 
presentando el lífi de abril do 1 !>37 uu amplio informe 
que t«vo entrada |x>r ex|H'<lienle R* ;ií», letra T. 1937 
en el que tía cuenta de su desempeño-, que no se concretó 
sólo at pliin en lo tocante a 1937 -sino tamliién al ejer- 
cicio de l!t:it¡, lo que hi/.o posible determinar el movi- 
miento de dicho rielo, aclarar la¡ deuda púhlira y cono- 
cer oíros aspectos del ejercicio l'inaiieiero; c|nc, adenitis, 
su muíulaiite continuó durante varios meses nomo su- 
pervisor do la nueva orjuniaflcíóii, realizando continuos 
viajes a Santiago del Estero, evacuando consultas ver- 
bales y por escrito, reglamentó la ofieina de control y 

compráis proyectó ana ley sobre omisión de títulos de 

lleuda pública, un proyecto de ley sobre percepción de 
la renta [fetal por el Uanco de la Provincia, sobre pu- 
blicidad de los estados mensuales, ote.; que esta enorme 
tarca fue cumplida con torin exactitud, no obstante lo 

cual la demandada no lia abonado a kii mandante un 
solo centavo, » pesar de ¡os viajes, estadas y traslados 
de todo genero abonodos de su exclusivo peculio; que 
con Pecha 10 de julio de 1!»39 su mandante insistió en 
el redimió de sus honorarios y se, forma el ex|)edieut© 
N" 131. letra T. VxMt, pero de allí no pasó y última- 
mente repitió mis gestiones ndmiuistrativaH ante el CO- 
inisiounrio federal con igual, resultado. Funda su acción 
especialmente en loa urts. 1023, ¡'127 y demás concordan- 
les del Código Civil, por tratarse Je una locación do 
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servicios, y termina pidiendo se condene a la Provincia 
de Santiago del Kstero cu la forma solicitada. 

Que corrido traslado de la demumln, éste fw con - 

testada a fs. 2S por Salvador Curinirias en representa- 
ción do la Provincia de Santiago Kster», pidiendo 
su rechazo, coa costa». Dice: pe doacoaoce tj título y 
In cspeciali'/ncióu del actor en la matefía necesaria para 
los servicios cuya remuneración redama; <|ue para la 
contratación legal dé los servicios invocado* en la de- 
manda se necesitaba una ley especial que no existe o 1« 
invocación de la urgencia do los servicios, que desco- 
noce, m cuyo caso delíió ser comúnicada po*terw>riu«nto 

a la Legislatura para su <'oiiformid«d, de acuerdo con 
lo establecido por el art. t¡0, hic. 18, de la t •«institución 
vigente en la lecha, que fué la sancionada el 17 de ene- 
ro de 1!rJ4 t y el arl. É de la ley do contabilidad; que 
reconocí' la existencia del decreto «e draojtnacíon y el 
iniciado antB las autoridades de la intervención federal 
y niega todo 1» demás que SO afirma en la demanda. 
Invoca los arl-s. 4*. :íl, .'í.'!, tK), ¡m\ 1J y IT de la Consti- 
tución de la Provincia y (P, 14 y Sí do 3a ley do conta- 
bilidad, pura sostener la nulidad del decreto de desig- 
nación, y los arts. 21, 902, &3, lOfifi, 11)77, ÍHK», 3112, 
1870, íne. 'J 9 , y l!H>. r » del Código Civil para sostener la 
irresponsabilidad ile la provincia, cuyos mandatarios 
violaron la Constitución y la ley de contabilidad. Sostie- 
ne, por último, para el caso hipotético de que 8fl probara 
la veracidad de los hechos y el Tribunal entendiera que 
la ley unípara el reclamo del actor, que a su mandante 
no le consta la extensión de sus servicies, ni IttUchO me- 
nos que hayan sido de vital y provechosa ¡mpormn< : a 
para los intereses de la Provincia. Termina pidi< io 
nuevament e el rechazo de la demanda, con cosías. 

Que abierto el juicio a prueba ?9 produjo la que 
indica el certificado de fs. 2», las partes alegaron n 
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fs. 222 y 2-IS, el señor Procurador (¡eneral tío la Nación 

so expido a fs. 25i¡ sobre la jurisdiwiún Je la Corte y 
a fs. 25(¡ vta. so ñama trota) para sentencia. 

Considerando: 

(¿ne romo lo dictamina el señor Procurador ücnural 
de la Nación,, el caso corre&pondo Q la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corlo por tratarse do una causa tívfl pro- 
movida conlm una provincia por un vecino de otra. Arls. 
HH) y 101 de la Constitución Nacional ; urt. V, 'rae. 1*. 
de la loy jft 48; m'l. 2» do lu ley »* 4G55. 

Que GB' autos esJá plenainenle probado que el actor 
prestó a la provincia demandada los servicios cuyo pa- 
go recluiría, que aquélla a«*pt¿ y uliliw» los trabajos 
presentados y utilizo* los servicios poraonaíea del actor 
para organiza» r el funcionamiento tic las oficinas que so 
creaban, Lo prueban; el certificado de la Contaduría 
ÍJeneral de la demandada *|*ic- afora a fs. 144; el decreto 
del r*« K. del 21 de diciembre de 1ÍB — 'Í& 53—; las 
carian de fs. 51 y 8&¡ los testimonios do Ts. !Kf, Oí, 108 
y 1<W y las pericia" <l«' fs. 158 y 1K1>, concordantes 
en el fondo. Ks Cierta que no aparece el decreto o reso- 
lución por él que se designara al actor pnl*a efectuar 
los estudios, y trabajos realizados, pero ese hecho está 
reconocido por la demandada ni contestar la demanda 
y en el decreto ya citado del 21 de diciembre de 1936, 
cuyo arl. 1* aprueba "el proyecto de organización de 
** Contaduría General, plan de contabilidad y disposi- 
" cioties complementarías preparado por el señor Con- 

" suelo Toticcda Humano, cuya aplicación comenzará, a 

" partir del 1' de enero- próximo y cnciírgrase al mismo 
" el principio de ejecución de dicho programa"; el 
2' establece que oportunamente se fijaran loa honora- 
rios por los trabajos realizados, indicándose entonces 
la imputación correspondiente y cuyo segundo conside- 
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rando establece, expresamente que le fueron encargados 
al ador. Por otra parlo, mi el alegato de i'». 248 la 
demandada no limita a sostener la ¡legalidad t incoas* 
funcionalidad de la designación y, por consiguiente^ su 
inhabilidad Juna obligar u la provincia y la importan- 
cia de los trabajos realizados. 

Que según el art. SI de )a i 'onsiilueión de? la Pro- 
vincia fie .Santiago del hatero sancionada el 1? de ene- 
ro de 1!)24 — fs, ¿11— vigente c-n la época en que ocu- 
rrieron los hechos que Motivaron la demanda, el (JoImt- 
nailor es el jefe de la administración y Uecrela la inver- 
sión i de las rentas con arreglo a la» leyes ~u; 10— y 
según el art. (¡0 corresponde ti la lx-gislalura fijar 
anualmente el presupuesto general de gastos, on e] que 
debo fijar lodo* los .servicios ordinarios y exlruordi- 
nnrios de la ndininist radón, auwptc hayan nido «uto- 
rizados por leven especíales, las <pie se tendrán por 
derng;id¡is si no sis cansignau en el presupuesto del año 
próximo bis partidas correspondientes para su ejecu- 
ción — ¡ne. ; autorizar al í>. R. para celebrar con- 
tratos de utilidad públira — im\ 17— y para aprobar 
y desechar los «pie Inibiura celebrado el 1*. K. ad re/e- 
rcwhtíji en virtud de lo establecido en el inciso anterior 
por *í o oii virtud de autorización lojíislnliva. 

Que según la ley do contabilidad de la provincia 
— fs. 230 — el Pi 3S. puede autorizar gastes y obligacio- 
nes; durante el reeoso. de la Cámara, de üepresentantes 
por exigencias extraordinaria:- y en casos de urgencia y 
debe, en tal caso, dar cuenta a la <Yimara cu el primer 
jfltf sesiones ordinarias — arl. y Ins reuní- 
por tralnijos «ulori/udos por leyes especiá- 
is cunies tío se determine la suma, serán apre 
por el I 1 . R, por las Minias menores de .loa mil 
pesos, si no, su pago debo ser uutoi 
de Representantes. Ali. 101. 
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Quu los servicios del actor fueron contratados por 
el P. K. sin estar autorizados en la tóy del presupuesto 
ni por una ley especial, según surge de los antecedentes 
expuestos, ni de su designación lia dado cu cuta a la 
Legislatura, como resulta del informe de fs. 208, y, por 
lo tanto, el ]*, K. lia excedido el límiU» de sus facultades 
y no lia podido obligar ;i I» provincia, de conformidad 
con lo establecido por los arls. :¡:f, :¡¿"> y ;i(¡ del Código 
Civil. Jurisprudencia de la Corte, Fallos: 131. 72; 

193, :m. 

Que de esta eom-InsiÓH no se deduce necesariamente 
que la acción del actor deba afSt rechazada sin otro aná- 
lisis. l.u demandada lia obtenido una ventaja o utilidad 
gracias al estudio y al trabajo personal del actor y es 
un principio jurídico geiicraí. aplicable al casó cu virtud 
¿Ié lo establecido por el arl. 1G hi fhté del Código Civil, 
í'I de que nadie puede enrjt|íieccrse injustamente en 
daño de otro. Ksle principio no lm sido consagrado ex- 
presamente por el Código, |K?ro muchas de sus dispo- 
siciones paitieu 'uros lo aplican o bc basan en el, como 

sucede, entre otras, en los casos de los arts. 728, 784, 
907, 1032, I05G, íSGfl, 2309 y 2:110. Véase, además, las 
notas del codificador al art. •::>!» y al ¡trt. 7tí4, donde se 

refiere expresamente al principio. La Corte lia aplicado 
la doctrina en numerosos casos. Palios: 174, '182; l7!>, 
243; 1811, 233; 181, 166 y 3ü6j 184^ 306, 

Que do acuerdo con lo solicitado por el actor en la 
demanda y lo resuelto por esta Corte en lo.s casos que 
se registran cu el tomo Itií), página 148, y tomo 186, 
página I37í de sus fallos, corresponde que ella fijo el 
monto de los honorarios. 

Que doto tenerse en euenta para fijarlos iu impor- 
tancia de los trabajos realizados, el grado cu que ellos 
lian sido aprovechados por la demandada, según las pe- 
ricias do autos, el título del actor -fs. 111 y 112 vía.- 



Ü! TAU/ys DE Ul < • > i :• SUPREMA 

sos antecedentes profesionales, y el concepto quo su ido- 
neidad hn merecido a lo* funcionarios a cuyas órdenes 

ha actuado, seprin resalta de las eoiistauoias de fa. 34, 
37 y 45 y de Ins dcelanmoncs de fu. 71, 73, 7G y 116. 

Que corrcs|»ondc pagar los intereses desde In noti- 
ftaieión de In dtMnanda, eonm lo resolvió esta Corte en 
el raso análogo de Mario L Iíomano v. I'rovimia do 
Jujuy —Fallos; mi, 137—. Kl raso de Outes Diego 
y otro v. Prnvineia de Córdolia, que invoca el uclor. es 
advento h sus pretensiones, pues la sentencia, no ron- 
donó al pago il( intereses y, pedida aclaratoria por el 
otro acmr, Adriano Bonts, que solicitaba intereses des- 
de la notificación do la dcnmndu, se estuvo a lo resuelto. 
Pnllos: 1GG, 14S. 

I'or erfffiB flnidarnentoa se linc*e lugar en parte a 
la demanda, eondenríndose ¡i |« iVovinria de Santiago 
del K*tero a pagar al aetor Consuelo Touccdn Humano, 
dentro del termino de treinta días, la suma iJe treinta 
mi! |k-sos monctla njici.>n ;l l y su* intereses a estilo de 
los ipie eobía el Banco de la Xaeión Argentina, ilesde 
la notificación do la demanda. Sin rostas, dado (jue la 
demanda sól.» prospera en parte. Xu1ilinue.se, repón- 
gase el p»pel y archívese. 

ANTON'lO SJ.Uí,....,a — LVIH IjISA- 
KES B. A. N'AZAft AjíCIIO- 

RK.na - F. Ramos MejÍa. 



ALIANZA DE Í,A 



JUBlSfllCGIOlt: Futro federal, 
mactorntiti* y trntmh*. 

Compete a U justicia 




XACIO.VAMSTA 



. Cmi¡Ht6¡fa Ufa 



cuto (le una cansa 
una aiwcia- 
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nente o 
violento*, 



to consiste en substituir el 
¿entino por una dictadura railiu 

trausitoria, 





Kl haberse denegado el fuero que ii 
nisterio Público, hace procedente el recurso interpuesto 
a fs. 76. 

I*a denegatoria se funda en «¡ue los hechos mate- 
ria del proceso importarían asociación ilícita en los 
términos del urt. "JIO del Código Penal, conforme el 
señor procurador fiscal los calificó prima fuñe a fe. 
69, y no tentativa de rebelión o alzamiento contra las 
autoridades constituidas. 

A mi entender y salvando los respe (os debidos, hay 
error en ello, pues ninguno de los elementos do criterio 
reunidos cil nietos hasta (Me momento, autorizan a 
atribuir a la "Alianza de la Juventud >'aeionalist;»" 
el propósito de cometer delitos comunes; y Imclga de- 
cir que Ja mención del art. 210, hecha por ci procara- 
dor fiscal con carácter provisoria, no obsto a que los 
jueces anali<*en y determinen cuál sea la verdadera na- 
turaleza de Sos actos denunciados. 

Picho artículo aludido castiga "al que tomare parte 
en una asociación o banda de tres o más personas, des- 
tinada a cometer delitos, por el solo hecho tic ser miem- 
bro de la asociación". Entre tanto, los documentos que 
encontrará V. K. en este proceso se refieren exclusiva- 
mente al plan de modificar la forma de gobierno del 
país, sustituyéndola por una dictadura personal im- 
puesta mediante violencias: no cabe asignar otro al- 
cance a la formación do un ejército extra-legal, y al 



"* rMAUS DR It* CORTE fíUriKMA 

deber impuesto a «ida lino ¿0 ,sii« mimbro* ffe armarse 
con pistola automática, tíos cargador**, Iros «fámula*, 

un bastan y un mai-lieU?. K) earúcler netamente íM^lítieo 
ele lo oiKHiúiKK'itHi siirjcc de .sus |yrogranms de gobier- 
no, y do otros detalles concnrLlauti's. 

Mu tales coiHÜnoiii's, por nliorn, no rorros pondo 
otra calificación Ir- gal que la dada rn el art. 226 flej 
rita.to c&titfo: tentuliva de "alzamiento on atrñttS para 

i'jonlüar la Constitución, ítepoiscr nlgaito ríe ios podei-c* 
públicos del ííobiorno nacional, arrancarle atgiuia me- 
dida o concesión, o impedir, au icpio *ca It'Mi|M)ialnii'nle t 
el Libre ejercicio de Ada facultades constitucionales, o 
su formación, o renovación Pn lo* términos y formas 10- 
Kales-". Y la penalidad so regiría, prima J'uir también, 
por los nrls. 233 y $35; 

lYocede, pnes. revocar el fallo apelado, doclarnn- 
do. conforme lo ha pedido el señor riscal do enmara, 
que. tu justicia IVdornl debo incoar el [irnecso. Asi' lo so- 
licito. — Bufuaa Aires, Mm rii 14 i|i> ÜMií. — Juan 
Atmrm 
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Buenos Aires, marzo 13 «1- 1ÍW2. 

V vi.!..-: r-o.s del re-nrso extraordinario Intor- 
pneslo por el Ministerio l'is.-al «mitin la resolución do 

la Cámara Federal de Apetaefóri de la Capital, que 

declárá de cqnqX'teneia de la justicia ordinariji d onno- 

cí miento do los lieeíios que se inesumcn delictuosos de 

la **AtiniWM de la Juventud X'aoii.nalistu", según lo.i 

documentos remitidos por la "«'omisión Hspecinl lli- 

veslígadora ile las Actividades Antiarircnliims" de- 

tim$* n Inl efÍKitó por la Cámara de [«potadM de la 
Xución; 
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y cousidcrando: 

Que fiiiilu el Procurador Fiscal Fttjbflíl de (Yuimni 
— fs. 74 — nomo el Procurador (¡curial do la Xación, 
sostienen que so trataría (fe un üfisO previsto en el 

art. -Jií, inc, :í-, del G&lígo do Proealimieirtoa en '«ate- 

ria criminal y en ot tul. inc. 3", <Ie la ley ft» 48, |mr- 
que, según afirma vi secundo lie los funcionnrius meii- 

cionados — te. 7$ vía.— la palificadó», pot ahora, de 

los Iludios materia de] proceso encuadraría cil él arl. 
■22G y uo en el art. 210 de] Código IVnal. 

QaOj on efecto, lio existe indicio serio en la iloeu- 
mentaeión acompañaba ( Ksljitutcw, i-ircnlares, proyecto 
ile código o reglamento, fs. I a 30) que permita alrs- 
bU¡? a IdS niiumliros de la Alianza e| propósito do co- 

meier delitos comunes voma fin de la asociación, sinn 

emplear pro. edimientos — ¡léanles, inconslilueionnles y 
de violencia— para trá un formar el régimen institucio- 
nal agutino y MiMiluírlu por uiui dictadura milita- 
rizada, pertn¡ijn ule o tmnsiroriu, según las ex¡#enem.s 
de realización del programo eontrario a nuestra Carta 
Fnndaniriitíd, decir, Id que preven los nrts. tSL 

y 233 dcJ endino Penal. 

Kii su mérito y «> aenerdo ron lo dicta minado por 
oí Béfior l'roeimnlor QVWÜ& SO revoca la resolución 
upHuila y se do-lnra «pie propio el tuero federal, Há- 
gase salier y devuélvanle. 

A.VTOXl.l S,\(!\ItSA — LüJ3 Í-iíía- 
Rftfl — I». A. Xazak Axcho- 
RÉ»A — Kr Ramos MkjÍa. 
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BANTO ITAl.o-AlUíKNTI.VOv. KEKROCAKItlL 

DE líi-ENOfs Aires ai, pacifico 

A'.lCV-C-V.l Ul>. lO. 

KXTfí.U'fíM.X.lfíW; .Vattrf* *jr M . Cuntióles M he- 

chn 1/ jirwha, 

8eCÍK0A DKs r ALONIMAS. 

Halu.'ndose <t«i-í«l¡(lo un Id sentencia r mirada, que Ifl fa- 
mandada éa un» MK-ie.lad Anónima oriraniziida y constituí- 
•Iji er» li»Kln(i-rra con «ijMtali-* Iintiinii-os, pnk'nwi* 

un directorio ron n-sidem-in Londres, donde ta 

minen mis usamMiNis. v siendo ratas crtnelusion-PS . 
visib¡.-< per la Cari* Suprema »n i'l ejercicio de su juris- 
dicción extrmirdmiiria. iMk- eonvlnirw ijne dieiia swiodftd 



miMul. - - Distinta yffiifilait. 

RKCVItSO EMUMIIilUSAHlit: M±l*r¡* ujrnm. ÍWrf»RM rfe *r- 
cAo i/ ¡iriftm. 

Símil*! irrtvwblr por medio del ivenrso extruordiiinrio- la 
r'Hichisióii d<- la M'iit*>iu'ia flpel*dn sfiffñn la cual está pro- 
bada la iiMPinnnlidad i'xlraiiji>r¿i di-1 oídos-arfe de Ion doeu- 
nn'iitíis mvmvNltw por <•! aetor como fundamento de m 
aeci/.n. y «tablee i da I» naííottlilidad extranjera de In so- 
ciedad anónima demandada, no procede el fuero federal 
por razón de las i*er*oiias invocado |ior esta ultima. 

JTJTlIsItlCCiOS: rurro frifrrnt. l y or ta) pereima*. r>i»t¡nln narin- 

El di-mandado ext rnu.i<'ro qHc invoca e) fuero federal por 
rutón de distinta tmrionalidfiir. dehe |»rnhar <iih> tanto el 
actirr vntnn el rndnsanM- d<> loa documentos en «pie se funda 
la oeeititi son aníentiníw. 



Fallo db la ('tum; de .It sutu 



San Juan. 14 d* abril de 1941. 
Visto* . Esto» ¿tuto* pura eonorcr de Im rffcitrsus de apc- 
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lltZ Vífnt in1erpwsXm r* r el dwMwUdo contra la seo- 

»»:«< iiiiu.i,..,, .. 

........... . . ... t»-. . . . ...» 

Y eoiisidoniriilii oh cuanto n la «peí»"*'»»: 

tjw f| Ranea ltela*Aifcetófflfc en su canútcr <io endoaa- 
WTOgB Iiia calías de porte que présenla, demanda a ta empresa 

V £ S ¡ i"*í M, " i|S< " ^ m, ! v "'~ '» vfeotós de ía demandada 
> qi« 10 le uivron «-ntregadus por &ta. ni mención» rio carca- 
mal ^ *" 1 *™ IN,l " rnm ' to,m ' - stab « *E 

Qd* corrillo traslado (le ,rsl« di-mamla, la empresa, sin con- 
t-slarlo, opte» tome articulo (fe previo v tópéclaJ pronum-ia- 
gg^ '<»'«' -fe «» y m «-'procesal,, g g*S^d8E 
£S S¿fST^Tf J"Hs<3ie-L.¡ón, rundíala en la Ui^tiuta 
nae-mm.l.d.i.l « maulad de las partos. I* ,,,„■ fu.' regida por 

Qní n^initow m \$ cmprvai JoiuandaOa la procedencia 

del fm.ro fe^ral, por rASfe, de las ponoffin, |«nf. «rt 100 

l^r no !'!";: l ±; ,r ss ^ 2*? * ****** *» 

s . m- -Si , n T ,p,,M!l,w,, P»»'«"»"t*í lo ejercita «orno 

wiUlcva lo en |ga .pío earrespomlerian al cargador, contra el í£ 

P»l, «,i.e | ¡( P See«I5B orM ,esf« p„rda pros,>o rjl r. os preciso quó 
íTnft '• n tI T| C, r a " i,riir,4,r ^'««1 «'Granjera, a 

„ ¡j jk* 8 **»** "nomina extranjera ríe la 

pr-sii deBiandarfa (eánf. arí. 34 Cód. Civil) 



! ; rteJ ^— WCBerwBíni plenamente «mlitado. 



— M , „,,. Bl | T i im i„ n pues' ivmita «lo 

.¡„.i i ' um " nSn ? r /"" l,K nf j"'*' 1 "- nue. hn sido orsaniaida v rons- 
•.t."«la g, Iwtetcrra, enn *apK*| n hritinie^ v <p.e «alá «Acr- 

ia. « liar «„ .hn^.or.o ,„„ añ «d« en Londres.' donde «e rSS 
es ' ' J '"'"¡'^V Pn W,a,i *S**SS3 *»' ««cionaHdad 
mn «le la Corte Suprema Kneion»! (rallos: 186, 281 ; J. a. 43, 
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27; 17. yJ4. etc. y de otros fnluiiude* del país (.1 A, 48, 
3!í5;«¡,7SI;$3,507;41. h45rt«.). 

Qóe s.- ha aer.dn.ndo. ¡gueliiieiite, y no se discute, .pie ol 
Harneo Itala Argentino, corno institución o corporación local, e* 
argentina, v r*em.o de esta provincia («uif, un. !l- U*y 4H); 
pero na w lia demostrado (|uc H cariíudor don Francisca Alnii- 
rón. rtulosanie do |& 3 cartas, de |«.rie mi? sirven di' baw a la 
Ih. sea también arjreiilino. resultando por eJ contrario, 

i'lia producida po| el afilor, que ea. «-^niiViI. yendo de 
advertir, a csie respecto tpir. para demostrar la eNirmijrria — rn 
Otos como el présenle— tan el informe eoilSUlar de & 53 
f información rendida, como lo establo** el art. 2* de lo 
V jO.v lu han itóSarádo Rntonidameiile h Cámara V,;\#va\ do 
la Capital y -Iros inboiiaJ.s .le I» If.-pnM k-a (.1. A .V). 72; 
&&> 676; ál; 6151; 3, 375; I, 150; etc.). 

Kll estas condiciones. |ii excepción de incompetencia de 
jUriíu!ti-.-¡ón j»r razón do la distinta nacionalidad de la- lur- 
tes— lio p.uc.dc prosperar. Jili-iito lo eslableeido por el citado 
art. de lu ley \» 4H. que limita |;i disposición lid iirl. 2» 
dé la misma |cy¡ ni lililí) kx-o por razón d¿ Ul dis,lin1;i veeindsid 
de los l¡t¡L'aíiifs. dado Ojie RUO sójo pn<*dc ocurrir cumulo la* 

partes son todas argentinas, y rn •■! easo, — * ftcWui se ini .lidio 

la d.-innmbida oHlrnnjcrn i vir fallo Curie Suprema Naeio.mil : 
llHi. SSj y sus i-itn*). 

(¿tw lu relativo a la desestimación di- la prueba rendida 
por d ¡K-i<ir, sobré l.i nacionalidad tar^fuloi riKlnsntili' de 
la» carias de porte de IV 11 n 22. señor Kraiiriswi Almirón. 
solicitada ii K 139 por i-I íi rrfH'iirril demithMp, ni atención 
a lo dispuesto por el nrl. |<f3 .le lu ley procesal, no es adiiii- 
Mole, filien iii|iui piintri ko eiu-ncntra hiiplícilanieiite comprcit- 
dulo on la relación procesal creada pía- la interivKkión do la 
««pCióll tic U. :t;i. en rirttid do lo establecido por .-1 art. H« 
ilc la ley X v IS. y ser do .'McyciÓii ol flirni fcdcrfll, Aiicmás. 
flUM df^nniHln l¡ll pniotllt, ÍM lla!.i.>n.lo lu empresa exef|>cÍo- 
nátoKíito ai-mliiado la nacionnrEdad nrtfñiti^a .le .lidio emlo- 
IHHtte, eOBíl> le ¡jicHflllbtn, (tjciitrnxlo te us fit m-tnr), la .-xerp- 
eión dcdiii-i.la faiiipn.-o podría pm«i| h rrar. pnr falta de jnsiifi- 
eación <le Irw extremo* le-í.-iles .••'rn , s|»ondifiiti's (ver Falltw O. 
8- Ni: 3. :{iií y .1 A. 43. 27 y doctrina de la ('amara Civil pri- 
mera di 1 !n Capital Federal, publicada «'h A. 11. 12'ltt^ 

t^ue no pueble modificar las eoni-l(|S¡oi|cs a i\W fii* ¡irríbil Olí 
en esta s.Miieiicia. el h^Cho dé uñé los endosos, -pie contienen 
las cartas «lo porte, sca-n e n MaiK'O, no es pj previsto por Irw 
art*f. (i24 y H'¿7 del IVuli'_*o de Comercio, con n-speeto a liiü 



indicadas por el art. 740 del mismo CMíro. están equiparados 
* efe» feto* sin» Cl indicada por el 166 .le dicha ley. 

y»" en I» que respecta a las t-ostiis, *ti imposición al veu- 
BÍdo nn procmlr *ri el sut> jmlivi. ilentii b n:ilurn|p»a di* !a cues- 
tión (tobiitída (nri. :t40, í n fine, ley procesal). 

Por <'!>t/is con *i dentejones, hp resuelvo; 

Confirmar lu wnii-iicía ajotada de 18 de lebrero del año 
en ciip.ii. riW? obra n IX 149, crt cuanto dcmitiuin la cNropcióii 
«historia aó meninp«-íeiieia de jurisdicción opuesta por la em- 
firesa d* l l'Vrrnmrril Üm-nos al l'vtcüico. y W revoca en lo que 
r-'sp.-cra a las cítstjis. las que delierán ultimarse por su orden 
fu ¡(rnln;-í ¡nslaiiilas. Oópiese, nnrifiqiiese v n. lícitóiimise 

- ■ * '•""«. - ? fe Mt Li £ J . . r^US». 




Suprema Cortó: 

Procede en este onso el recurso extra, 
lialwrse uc&idia ¡i Ui parte demandada 
<|ue "|iorlmmni''iilc invocara. 

K» lo relativo al fondo del asunto, no encuentro 
debidamente acreditada la procedencia de dicho Tuero. 
El litigio escapa a la jurisdicción federal por razón do 
lu materia (cubro de posos, emergente de t'altn de cum- 
plimiento a un contrfltO de transporte ferroviario); y 
se Im Alegado *in áxjhp la distinta nacionalidad y ve- 
eindad de las partos. 

Kíl oléelo, el lilular del derecho os de nacionalidad 
española y vecino do la Provincia do San Juan o im- 
porta poco sea extranjero o argentino su cesionario, ol 
actor. Otro Innto puede afirmarse respecto de lu nacio- 
nalidad de la demandada, suplíoslo quo *I Ferrocarril 
de Tíñenos *ires al Pacífico tiene su domicilio en Bue- 
nos Aires. Atenta la distinta vecindad, no surtiría el 
fuero oro fuese dicha empresa extranjera o argentina 
conforme lo tiene establecido ta jurisprudeneia de V» 
E. Salvo, por lo demás. la opinión que tengo omitida 
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antes de nhom aceren de la nacuma Hilad de los l'cr ro- 
ca r riles nacionales, en mi d M*1aiii< a it de lY'elin -'I de nbrit 

del corriente afu». cx|». r. H"t, l. ix. paea aífl ser idén 

tifos los antecedentes legales del F. Snd. ¡lili con 
templados, los 1 1**1 P, ('. I"í. A. al Pacifico <on cíptipara- 
hli's, nlcnlo lo prevenido cu loa arls. 14 del cnuiratn- 
confesión de enero 26 ilc Is74, II y 14 di» la ley miin. 
MfiS, y disjMisiriontvs concordantes. 

Mu su mérito. iiirres'pnnde muñirla"-!' la resnltie¡óu 
a|w la<In en cuan! o |muÍ» ser materia del recurso. — 
Bueno* Aires, junio 2(1 «U> 19*1. — Ji&fí Ainin::, 

l-MAS* M LA t'ORTK SI'l'KKMA 

liueÜQa Aires, injiTW IS ()<■ liM-, 

V Vistos; K| r.'.-nrs«- r\1ra«mlmari«i dedueido |¡«»r 
la (Vuipnfiia del l'i-r n-carril ile lineaos Aires al Pstt 
eífico eoiilra la senlencía ile la Kxnn;». Corle de -Ins- 
ticin Úís SíWl ilHíHl ijto h* dniieija v\ fuero ('«•drral, cu til 

juicio i|lle le -'■•.:;!■■ el i i; meo Halo Argentino por dniíos 
>' peijiiíriois <•« riixon de ii).'iiin|>l!m:»'iit<i de «•ontralo. 

(A.iis : '!eiai»lo : 

<¿ur demandada la compañía por el Hunco líalo 
Antead no en su carácter ¡le endosatario tic las carias 

de por! o, pnr no haber ohlr^gadó al cargndór, tsíttó- ' 

sanie Kraneis'-o Almirón, la carica en la estación Pa- 
lernio, VptiVQ estalia estipulado, opuso la cwcpeióu di" 
incompc'leiieiü de jurisdicción tíléguiaito ft>rr<*iioiiitorle 
el fuero Cederá I por la distinta nacionalidad y vecindad 
de las parles, e.xecprión que es rechazada por la sen- 
U'iu-ia «pelada por Cuanto si bien 4-slá arredilado el 
íáráctcr de socieitad extranjera de la dcniMiidudu. no- 
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lo está que el narrador endosante y oí Banco actor sean 
ambos arjíenlino-s. 

Que el carácter argentino del Ha non no ha sido 
discutido en aiilns, y queda establecido, como cuestión 
di» lieeho no revisiblo por el recurso extraordinario — 

Fallón: iS4, 331 y 707; 187, 72 — , que la demandada es 
una s-ociedad organizada y constituida en Inglaterra, 
éoá capitales británicos, dirigida por un directorio con 
residencia cu Londres, donde también se reúnen sus 
asamblea*, 1.6 qtif, do acuerdo <k>u Ea jurisprudencia de 
esta Corte, le da, a los efectos del I'nero, el earáeter do 
persona extranjera. Fallos: l«í, 281; Híí», 5¡ 1¡K>, 517- 
QqO la sentoiieia recurrida deja establecido, tam- 
bién cuma cuestión de becbo irrcvisiblo, que "no se ha 
demostrado (pie el cargador don francisco Almirón, 
endosante de las cartas de porte <|uc sirven de HH a 

la demanda, son también argentino, resultando \mr el 

contrario de la prueba producida por el ador que es 
español. . . ". Ka recnrrenle discuto el valor da la prue- 
ba rendida sobro la nacionalidad y la interpretación 
del art. 2* de la Eey SO, fjue es uno de los funduuieutos 
de] recurso, pero esa cuestión carece de valor decisivo 
por cuanto la sentencia dice más adelante t)uc aun desc- 
ebando tal prueba, no habiendo la empresa excepcio- 
naido acreditado la nacionalidad argentina del endo- 
sante, como le incumbía* la w* "lición tampoco podía 
prosperar, conclusión concordante con la doctrina de 
esta Corle en el caso del Centro do Consignatarios do 
Producto* del Tais v. Ferrocarril del Sud — Fallos: 
1ÍK>, Ó17 — . I>i¡o allí la Corte: "Que con arreglo a lo 
expuesto, los únicos casos de acciones promovidas por 
cesión o mandato», cuyo conocimiento es atribuido por 
la ley a la justicia federal, son : a) Cedente v cesionario 
extranjeros; demandado argentino; b) Cedente y cesio- 
nario, argentinos: demandado extranjero. Quien prc- 



I™ t'AI.UM Di; I.A COttTB SUPHEMA 

ienúa que una causa correspondo a la justicia federal 
por razón de distinta nacionalidad, debo prtibnr CÍím- 

plidnmente que w trata de uljruna de esas dos silsa- 

eionos y lo corléente OS que esa justificación ln pro- 
duces el ador aJ recurrir ante los jueces nacionales. Asi 
lo exige el «rt. & de la ley N* úl). (¿ue l;i misma razón 
hay paro exigir esa prueba al demandado ante tos Iri- 
bunules ordinarios en que se excepciouu sosteniendo la 

proeodonoia (i<*l fuero federal. Porque, como lía dieho 

la (!ort« en un raso en que se nleiailm la distinta ve 
dudad — T. 1% pág. .'MU, eonsad. 1*— -la jurisdicción 
que ejercen loa tribunales provinciales es ordinaria y 

nv extiende a todos los casos (( uc un s.- llalla)* compren- 
didos en la fliie lia sido delegada al l'odor Judicial de 
la Nación: y por eoiisijruienle. para separar 11 tujaéUos 
de una cansa y gamitarla al fuero c.\ce| n-innal dr los 
tribunales U-dernles es eoudir ión indispcnsalile qu.- la 

eompeletteia de ésta se baile cmnpli< (uniente acredita 

da; pues un error daría ocasión a una usurpación de 
atrilturioiies y a mi proeeilhuiciito insanablemente. 

nulo"'. 

Qae la recurrente diente,, para sostener »n dere* 
eho al fuer», solir el carácter juriui.-o del endoso de 
las enrías de- porte con relación a l«s tcrimno* "cesión 
o mandato" empleados pin* el arl, Sí de la ley 4S, pero 

lid cuestión lia sido resuelta |mr la scnleuria apelada 
fundada en la interpretación «le disposiciones del (\>- 
ditfo de. <'onierrÍo, conclusión de (Icrerlio común que la 
Corte no puede rever: Fallos: 1S£, ."11"; ¿82- 

Que* en consecuencia, de acuerdo coa la doctrina 
de los tallos rilados, espenahueiile el de líMl, ,>]7, no 
(talm-ndo. demostrado la demandada qfle (Sítente y ce 
«lo.aa.rta -sean abestiaos el fuero federal no corresponde 
ni en ratón de la mirinnulidud de la demandada, ni i*ti 
ra/ón de su domicilio. 



* 
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l*or estos finidjunciilos, de con íormidud ron lo dip- 

laBííoado pop el Sr. PiwcuradoT fíoncral do la N'ucíón, 
se confirma la muU-ih-ui apelarla tile fs. 10£ en Pimnlo 
ha podido ser materia iM roturan. Xot¡fí<|in's<. y á¡o- 
vuélvosG al Trilimiul di» origen dimito no repondrá el 
pape!. 

Antonio Saiurxa — IjiriK Lira* 
ittw — W. Ramos Mkjí.v 
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rnn-'l" f| rirtir^i r.Sfraoril ¡mirto i-onlni Iit snuriinn dr 
l'ini'ivn d<i jn«K (lo; primera instoneiti, t««p*tablp para «nu- 
la rniisant n-s|iiTiíva |Mir nwin di- xu mniiU», inie donu-cii 



ol di-r^-lm fittidadti ftor rl n-í-iirn-nt» en 

FEfi/iOl'AlrmZfiS l>KL KSTMHt 
JrnWUrC/OX: Fmrr* tr.ir.ml. f:.t f„ ..-./.rí*. 

\.ns KiTiiH-nrrílfs ■ li-l l'*st;tilit son di? prñpícdfld de hi Nü- 
finfi y i'slári ¡mi|Htr¡ld»« p«r rl fuer» fi-.l'-rid ; <■ lo ctml no 

re óhfcr di rojal ív.1 itutononiia (ti» 1 mi loy Hinsuuni Irá ncuor- 

da i'Wrá l'íi.'ílilíír el oji-mcm dr la inilmtria del trjtiis|>orJi' 
pnr .'I Kstiido. 

r.lK'FAS; F rr<< 



■ «1 flil: 



VA iMrwiMirl. 1 (lo Ion mAfcriÓlM ilrsl.inadm por lo» Kerroea- 
rrile-* .(el Kstntln a l:i wnslriieeióii olé sus vías ft-nvai, de- 
!><• SOf ¡ifura.lo por las .-nipre*»* tVrroviana* particular** 
.>.. H 50 d.- bis Linfas ordinarios. 



MUUB DE LA CORTE SUPREMA 



IfEHAli 



Buenos Airo*, marzo 11 de l:Ut. 
y y ¡si,*: jautos ái^tute^ -"FcrMíiirrifo? del ton lo 

«entra Ferrocarril Ce»" 
sn*. -de Ins que r--suitfl: 

1. Que so présenla u fs. 7 «Ion ptminpo J, Upei ñor la 
«plora i'xprwaiulo ijue Hl iawB(|«utP <ar-ó fei el 1-VrrorjiHl 
Central BueiiUM Aires. niiteriidai para la eonstrueeiún de nue- 
vas TOS r.-prcas por enrula «3e la Vaci¿n y con r**ur*u esl- 
eíales vntmlos por el Cimn-rrat. Kn virtud del nrt. 1» di Id 
Jpy V «di.-jt» la involución del .VI % .lo Im fieles ,,„e 

tn tal oportunidad si- abonar.»» íntegros qnc imparta « 233,25 
molióla naeí*m:tl. mom* IÜjt sumas desistidas j, ts. 29. 

Si Á fs. l'I so eonti-stn In demanda y h ,- n jején en prinuT 
lujíar que las cargas *-n cuestión comtiiuveii " nmieriali's v ff'*- 

ios de (¡..bien».- p. T ii» liAbCrac cumplido <<| reuurcita & 4<mU 
*mu «le ordenes iM Rcplaromto (Scnern) do Perrwarrilen Nie- 
ira -'11 wjtundo Hisár qitr lm bVrrr arríte* ib-l Ksculo gocen del 
flen*rho de In rebaja 'pie pretenden |>orn"c sn autarquía «|cr¡- 

vada rff i«> IvTi-wi \nit. ií7-"i7 y Tino \m iailppéiHliai de la Nación 

y del rátríninuio nacional. Entiende (jn* ni a la Xación wni- 
triiynulíi ferrowirrdi'H le eorimtp» infería esta rebujo, pimnie rs 
actividad de (fcroefio privado im< nlr.is <p ii' lii rnin<|iii'.'ia sólo 
fiineuin; en actividad de derwtio pnl.fi... : ,.¡ta doctrina de la 
Suprema foj-re animando la «clora personalidad jurídica dis- 
tinta ilc la Vaei.'.n y arbolando I» dctiuunldad de neniar un 
pnvilejfio favor de una empresa tW la misma ¡udoie ü> su 
representarla. 

Y Considerando; 

I. j\li'iili. a la conformidad do parles resultante de la 
primera |mrtv drl idfjratn del denniodmlfl dé fe, ü7 y d.-l puntó 
si'v'utid'i íloj ;ile»«to del neior a IV H3 iM»oti iunsi'dernrsp eli- 
miiiKljH del pr- v.nlf juicio l.is ecainivcrsiits wibre ||<vhos; 
qneda fkj¡uU> en * 246.46 m-'n. .-I rn«>ni<i pretendido, y reducido 
el asunto ;i rr<olver las dns enesti-ones sit'iijonfcs; 

ÍK'leniiinar en prím<T Inirar. h¡ las leyes Km*. (¡7-17 v 1100 
han impneKt» erifre i.-i N - aeu>n y In A(ÍmmiatraCiAn Ortierál de 

Ferrfiearriles del Rifado snficienfe ílepriidem-ia 
is fern'varrile.s rnnslniítlus nhr Éetín ntlfriu 



que fos fern'varrilr.s foBstrilí^og 
iJc propiedarl de niiuélla. 
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Decidir ni los materiales empleados en Ules eon*truceÍo- 
Ba^ivB <(1b scr^rniisporlado'* |Htr las riiiprt-sjw ferroviaria* ¡ntr- 

II. En i'l examen ÜC la primera cuestión se impone como 

previo él 1^1 lidio lie líi aútaninlft <i»* in Adioínlstnteión (¡m-oral 

ui-tora. entidad dr personalidad propia a juicio del deni andado, 
«liwemliila de la X.'U'iñn. pero indeiH'mlieiMi' de éslH mi su 
patrimonio y ru la finalidad Ítulit>lrijil i\xii' la preside. Y oslo 
será previn, se limitará a Kii wk. -.1 so considera que ni kM 
pr^ente* autos si- discute min rebaja do tarifas al transporto 
« !«■ materiales destinados a la "'construcción de líneas de ferro- 
iv;rrili's Rsiado". 

luí ley NI* 1*7;*", mire olí as atribuciones, ha eneomnulado 
en i'l nrf. a la entidad i|ii> enj, la de "construir ferro- 
rarriles jmr eiicuta de- la \:iei<ai v nuevas lineas v ramales de 
los existentes", 

Kl |»li-il<i «ira alrededor de i'^la riifstíóit especifica y la 
autarquía ruesiionndíi debe, referirse a día y no al lotat Ctf 
ntribucio:ies Que «o es malcría de ía lilis. |M>r lo que In misma, 
(li-bf ciRiintvTtbinv a drti-rmiiinr sí \m l'Yrna-arrilrs. orí Estado 

[kwcpii por 1.1 ley la enpaeidad de » síruir ferrocarriles iudc- 
IHiidirnli-iiiniti* (fc la Xanmi. 

ta distinción precedente queda emperrada en los térmi- 
nos ife lux arU. I»"' y 7* do la ley N~ (i""i7 y $ de RU ikvifto 
roirlameii tarín do 7 de julio <le I!>:t2. He su texto eoinhinado 
pi'sullü la fjn«nll!id do la Nación <!<• realizar la ronslriirción de 
sus ferrocarriles moflíante un.» de los iros aíslenlas Mementos: 
a) por ewpMíflS privadas : li) por comisiones esperiales a otras 
oficinas dependientes del Ministerio de íUtras l'úldims y — de 
no— emplearse otros medios; i) pi>r la Adininistnitimí <¡eneral 
ile Iim Ferroear riles del Bstado. Ett la distinción entre c«n«- 
tnieelón por licitación y constricción por ndininuslraeión por 
Míenla de la Xación. man.lnnle en el «intrato y propietaria de 
los ferrocarriles asi construidos. 

Entre los ferrocarriles di» la Nación y los ferrocarriles de 
Pinnresas privadas no niii'du lu;rar pitra una terrera c»1e«orín 
de "ferrocarriles rons>trnM'« .»or la Ailmiiiistnicióii (iríieral de 
Ferrocarriles del Estado". Snsfenrr que ellos un (►ertonecen 
a la Nación nlilijrarin a imnjriitiir ¡i In Adniini*ilr;ie¡iiii General 
adora omno empresa privada, construyendo para si. supuesto 

que «miraría l;w fíiialiríndcs que determinar-mi |irecisamvuW 

la creación leffftl de esta i'ntiilail initánpiira esi rontraposiríAn 

con l.t< fnpFBws pptvadiK paru ranlfr í! ferro^nrril pnrtirnlar 
en las zonas «le su ntiMneia. 1.a disensión paríame ntaría di la 
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ley de ereociúii di* la entidad! aetoro, demuestra qaj£ en ningún 
momento fe pn-ti-ndiá Iihwt de ella tin litulur 1*1 medio dr 

propiedad ferroviaria y menos asiiíiinrle ■rnructerE.síiea^ de em- 
presa privada; "El «Milito - se dijo- es de la mayor ¡mpor- 
taneia pura las provincias pobres qtte no tienen más •■spe- 
ranza quv fo llccueii loa lerr.-earnles de la Uavitm poroue las 
empresas p>nva.lns no v«n a illas" [¿¿^ra Muñan, miembro 
informante) ■ y mas adelante: ■'hemos tratado todos los «.sim- 
ios de los (Vrroe.-trnl.-s di- empn-sus privadas; ahora que v>e H <? 
|K>r primera ve» un asunto ivlativo a los Kerroe-uriles del Ks- 
ladc»...-' ,|íi;,r¡0 dr .Sesioti.-s, 0¡HOtaj|ffll II, 19 «í pá». 7Sá). 
Hay sinonimia i»r¡C'(iari¡i eillre Hermnirrile* del listado y Tf- 

rroearriles de | a Xa,-»,,, ru ojHWwifin a (»• rrm-arriiV* ifce Cfnpre- 

*as privadas. Kstn nrirmaríóii resulta de] tese,, dr la lev 

«ita.la: |¿« frim-arrilej "d.- propiedad de la Niieiún" rataran 

■íjwnrtas de Indo impiit-Kio (ñrf. 14) ¡ para los 11)11 Mili» >S <(•■ IOS 

ferrerari-ito "d« pn-piedad ríe tu X.h-íóii" deberán preferir- 

¡f¿¡ i íi,r '" VV * en la letra d-l deento yn citado; 

■El PrnlfT Kjeet;tiv<i determinara rh lo relVmite a I(U nuevos 
ferrocarril'-; "<|iie «.nnsf ruyn la XaeiÓH*' si deben liaverse 
por empresas, eoniisÍon<-->> ii otras i*t'ír¡ri:is del Ministerio de 

Obraa Públk/us: d i wr así liará por administración y 

•rstain n earje. tfct la AdialuUtraetóii (■'carral .le Ferrocarriles. 

del K-ühIi» >arl. ;!■'(. ALh además ta «-Inndad de rsti ron- 

«diisx.il ti t.-^-n ,J,. jiri dictamen adn.iiiisirativo dei Procurador 
iícnrral de la \:n-i.;ii n| Ministerio tfa Obras 1'úblicas el 21¡ df 
•íeiiihre de 1 ?•:><!, en eilal. rcuil'Talíi su opiitmn sobre irtelll- 
mau de Ii.í Mem'-f rf« Itanro de la N.-ieiÓM en e| censo ¡rmeial 
del I---tn.li. expresa. «|u-' •'Me.teiier níi* el líaneo «)<• | a Xari.'m 
no |iertenei-e o la Xñeíúri, es latí difícil ennm demosTrar afíC 
los Ferrocarriles <M Rstíldn lio s«.n ,M Kstndn o que los Yaci- 
mientos retr^lifents Kisenl-s mi s,nn Fise.'tlcs". 

'.a .iaris|.rndeiu-¡a <|-> \¡, ('.irle Siipn-ma Nacional eÍ1a<|a 
pW v| di-liiiitidii lo puní l'innhir ln iudepeiii|i>iieia eitlp,- la Xji- 
pm y la .\dmhiistmei.'.n ,1,. .sus f.-rriK-ar riles, resuelve cni-s- 
tími-'H di- eompeleuehl lerlenil. di* aiM laeitu,^ ordinarias o de 
ennfonm.!*] de |.artrs : (Fidlm: ios. ¡ni. 127. 8; I2«. 5: 
360 v 117. ;t."i rrs|i.Ti; V :,« I „.,, t ,.t „ ,\,. ihileniniaci^n 

denles lo* wnpli-adns t ] |. :{r!:¡l pera ilO el supuesto debatido 
«•h el *»h },h . roiiereiflilo ya a la eotl-trroerioH de líneas f.'rreas 
para la Na*i¿» l-or ln Admíllislrnciori fieiier.il .le Kerroearn- 

nH (W K-tado l'ntiende .-l siwuripto qne laica pmWúndanifea< 

tos n<i pn-d- ii re»ir el eáaa presente jM.-nl.i 11 mi no\i«ilad v ti 
- distin.-i.'-ii .Míe nre-sariawine d.-be .'st i( l.|e.-,-rs.e entre las don 
I atribuidas por la ley a li< A.lmiiti-tnieii.H <¡mer.il ne- 
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tora: truilíSWM y construi-ción. La independencia mire ella 
y «1 Estailo dei-lanida ya ¡mr la Corte- itn d primer cuso, no 
haco tiuin <|iic uoiilirniar una los l'Vrroearriles del Estado cons- 
tituyen un criinlilix-i niirritt» político personalizado Je personería 
jurídica distinta «le Iíi cfcl listado y reconocida por los Tribu- 
kaki en lo qn* respecta a su función de transporte; "pero 
cuando promle en el carácter do organismo directivo cié las 

co»,l facciones ,¡ ( . QU cvu« lineas y ramales por cunda de Ltt 
Nación que le iisn-na <l Cap. II de la l.-y N" d".'.7 ya no pro- 
cede como entidad auiúMoma «lio Cffmo nmnilafarui ilel Peder 
WJlHVpí situación ,,ne e« distinta .i.- 1¡. anterior y las n-spon- 
MbHldmlH kW iHCurril pesarán sobro la N'arióu y no sobre su 
patrimonio ', ilfoiumi IU i-i.in.-ii. •' ftcrrcku Adininistrativo", 

I. II, i». :t::i y iioiü. '•Carúeter Autárqum de h Atlmaixtra- 

ttón di ¡ó* Fttroéü tirité* drj E*la<h>"; en -I A. : -12, 32) dm- 

tiueión i\m ha .-.ido atlátitiria por U Kxeinn. Uimtira rVilenil 

de I,, t'npünl , n ,-l juicio -|»,n^on v. R h\ I", del Estado" 



(J. A. : 42; 33). 

Eslti misma idfji km la que doiuhiu los fundamentos del 
decreto (le 21 de fel nvro l'UIlí i líol . OC, 11 tii' naneo de 1M*¡). 
el eufll — dirimió Ic-nirndo i-n eu.nt:i el doble nspettn de acti- 
vútailM <!.' If»s Kcrroefirrilcs rid litado c-.»;no consta en H 
primer eimsiderandt. del mismo — ordena la aplicacíÓB de la 
ley de Wl|i« n las u'eMiiilics rr;d : /ndas por particulares «ule 
la >\i|iniii ist i-;h-í.'<h Ir-m-ral con motivo de las <-oitsf ruceione-A 
y obra* ferroviaria-s <|tu- (<sl:i ementa "eoii fondos qne ni 

efecto iftlffga ¡?l V. K. y n¡h arralar á írtlüi carácter de 

cnipresn roioercinl «- industrial de la Adminislrneióli en sus 

relaciones riqi pa*a>ios eQrpitdurcM y 'empresas Mimilnres". No 
ac ..m.il».. mi,, raimen frente jiI ¡u-t. I» de la lev 6737 que 
la luí eolmidn pKjfl |;> de|irml rucia del Miiiisli-ri.'. .le Obras 
I nhheas y un eoncfbt laiiipoco oira propietaria qae I» 
Níieiótl en hi> ribr;.* mñlItlíntK de dieha ;u-iividad de enrw- 
trtKCl^n y .ii kv» taiat6rÍat«N a ellas destinaclos. 

III. Kl *eyimilo |iiinlu mi (frigia mirto e„ | H dekrmL- 
ii.iea.n lile In pr«eMli*iKiá ili* la re!>ji.ja ( |cl ~it) • , en la tarifa 
de IraiispmMe .!<• dk'hoa niateiinles por las líií.-,is .le ltt cm- 
preaa demandada. 

IVnfe a In citada jiirispiiidenria de In Kiipnina <'ort« 
ya aiialí/adn v>\ el ejiwisiderando aiik-rmr. ,-orres|wmde el estu- 
dio de im falla Riutlar Jictado ¡mr <-l mismo TriUaiml C\ ¡W de 
Oí'tnlire de l!f:!)¡ en In rnie-a wtnndn por doña Klisn Marga- 
rita PfTmri de Oylianiirle y «tro ÍKallus: l"fi, V»\) on el 
ñutí, ttapuéfl líe declarar «¡hp los FerriH-ai-riles del Estado 
aun en «] t*m ile »t prapie-dad de la Nación son diversos dr 
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la Nación misma, añade que "no llegan por ello a conver- 
tirse en el Fisco, como no llegan tampoco el Banco de la 
Nación ni el Hunco Hipotecario". Bfl que la independencia 
anotadla por la Corte Suprema luí sido referida a casos de 
eomiK'toncia federal y de representación a BftrgO de Jas Fó- 
cales que nuevamente déten considerarse ajenos a esta causa. 
Referir a la aetividad total de cada uiifi de las entidades ulitár- 
«uirais este criterio de la Corte significa contrariar SU espíritu, 
míe resulta cu cambio de l-a armonía entre el ful lo recién trans- 
cripto v los dictados ei Ti de abril de 1934 C Kerrocarril 
Oeste v. Banco de la Nació» Argentina, t. Vt% p. 312) y el 

d* 25 do julio de 11)32 (Ferrocarril del ^uti y. lia neo Hipote- 

cario N'acional. t. 105, p. 2ti:ij <!e todo-* los cuides resulta, que 
s¡ bie» los entes a u turquí eos. Bañen de i.'i Nauiúu y Maneo 
Hipoleeario. del* n considerara diferentes al Kisto les coriva- 
ponde sin embargo la relinja d<l ¿a) % áé fletes como institu- 
ciones y reparticiones, del Estado "sin diferencia algún» de- 
rivada de la independencia o de la autonomía' \ porque ambos 

Bañera han sido orguiiizatlo* por el Congreso eu ejercicio de 

poderes expresamente conferidos ¡lor el mi. 07. ¡ríe. 5* de la 
Constitución riuefiñ que le- permito tainliién acordarle las pre- 
rrogativas necesaria* para el nnjor resultado de sus ope- 
raciones. 

l¿ue >'n la presente causa ninguna de ¡unlias partes lia 
hcehn ret'eivn.Ma a Ih pnsilnlid-id de presencia de poderes cons- 
titucionales, que en el fifí expliquen la procedencia de la 
rebaja de le ley Mitre cuando el Congreso crea una entidad 
destinada n fjert-ilarlos. 

En la existencia de tales poderes constitucionales eu<;iien- 
íra el suscripto la razón fundamental para decidir él pronun- 
ciamiento.. Ks en el texto del arl. 07. ine. H¡. de la i'onsti- 
tución Nocional donde d<-he encontrarse ta liase de aplicación 
ole 1.1 reliaja a los transporta nwwflifSoí pira que la Admi- 
nistración de Ferrocarriles del Kstado ejercite «u atribución 
lie ennslmir ferrocarriles. Eh la ley S'' 0757 nrgai izando cata 
construcción |x.r medio de una entidad creada »w el Con- 
grego, en cumplimiento del mandato conKtittK'i-'fiiil de "pro- 
veer lo conducente a la prosperidad del pal», al adelanto de 
todas I» provincias y promover la eonstrneri Vu de ferroca- 
rriles por leyes protectoras «le estos fines". Hay protección 
de estos propósitos y armón í.i eonst itucronal en el nforo a 
50 ',r establecido por el art. 10 de la ley X" 5315 al trans- 
porte de materiales y ¡irtíenlos de propiedad <Ee la Nación des- 
tinados a construcción de obras públicas nacionales. 

Y nncvótnente apalee anuí la construcción de ferrocarri- 
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les diferenciándose del resto ta funcUmea ferroviarias y la 
ley Mitre contemplando esta diferencia. Hay, ademas, concor- 
dancia entro ti propósito de los constituyentes — que era el 
de Albcrdi— v la disposición final del art. 11 del decreto 
reglamentario á* 7 de julio «le 1923 cuantió antepone en los 
Fcrrotarrile!* d''l Estado la preocupación del fomento nacio- 
nal a lu utilidad lucrativa, ennt ordaneia qU* es suficiente 

para justificar la Icjrittmulad de la redttecifin tfe! « anfa ¡g* 
puesta por la fejy Mitre a bis empresas privadas como contri- 
bución al «erviciü público que se le* concede. I>os ferroca- 
rril^ particulares —ha dicho la Corte* al fundar la inter- 
vención del Estado e» sus tarifa*— no so» equiparable* ul 
dominio y negocio privados { nacen y funcionan en virtud <le 
la concesHin, míe no es un eomlratu tk derecho, común cutre 
parte* iguale;* hin» ipu- fifl el acto legislativo rn virtOd del cual 
el Estad" ilel«;.*n en una empresa la realiíaeioii «le un servicio 
pfiblÚO ( , tro do limites prefijados, diMerniinándoNc la* con- 
dicione* de tiein|K». forma, construcción, explotación, privile- 
gios v eseneiom-s otorgada* a la empresa, derechos y ventajas 
reservadas por el Estado para sí o para determinadas mani- 
festaciones de !« vida nacional (Caja de .Uilnlneioncs y Pen- 
siones de K.niplcados v Obreros Ferroviarios v. R C. C. Ar- 
líentiim, m-lnbrc 3 lie 192H; Fallos: 182, ¡185). 

En virtud de lo expuesto, el carácter público át la acti- 
vidad del Ksiado const rayendo ferrocarriles n-Miltn evidente 
ante el sentid.» constitucional de tal actividad. Y el hecho 
s. íiahulo en el caso presente. que la proximidad de dicha cons- 
tmeciÓH con las línea!* de la demandada pueda su:nificftr lina 
contpetenciíi perjudicial * sus intereses, es malcría de un re- 
curso on el cual el suscripto no ha sido llnmatln a entender, 
ni tampoco facultado jiara i-miti r en su pronunciamiento impre- 
siones exteriores a los límites de la» cuestiones planteados, 

esemcialiueOt© raNfái ¿ „. . . . . 

Dentro de tales límites para el criterio del art. 10 de la 
lev- X» 5315, 1« constmeciíln de un ferrocarril debe comkSe- 
ra'nt' obra pública nacional, por su pretcnsión de utilidad 
pithlicn. por el oriffen nacional de los fondos empicados y por 
las consecuencias jurídicas que 1c son derivadas: servidumbres, 
expropiación y limitaciones a la propiedad en razón del ser- 
vicio público i|«p t*e proyecta. 

Lo importante para la franquicia es que el destino de 
los materiales lia ya sido incorporado — como sé ha admitido 
a la obra pública, sejsún lo bu resuelto el Poder Ejecutivo 
Nacional en decreto de Í5 de aliril de 1935 (fcof. Oí. de 29 de 
abril de 1S»35) en un «aso de constmeción de obras viales, «1 
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decidir de acuerdo con la opinión del Procurador del Tesoro, 
que las empresas de. ferrocarriles, aplicaron el 50 ''i de reba- 
ja en sus tarifa); de transporte a los materiales y artículos 
que se "destín 1 '!»" a llt construcción, de obras públicas por 
cuenta do la Nación, cutiltpiu-ra fuera la forma en que éstas 
ne realicen, es deéir, aún siendo de propiedad de contratista* 
los materiales destinados a la obra. 

En la pRScnte causa se? cuestiona si proemio la rebaja 
cuntido el KstaiJo construye obnm públieas por administración 
y en el decreto citado el dictamen del Procurador del Tesoro 
apoyó prreisnmente en asimilar la construcción por licitación 
a la construcción por administración para ampararlo con la 
frotiquieift, atento a la imliulahl*' de la rebuja on el último 
supuesto (ver Manuel MakU DlEZ, íti'uimfn juruiiro ñr las 
romun¡crrrÍone¡>. t. I. |ü. 510 y los considerandos del decreto). 

IV. Que en último análisis remite el suscripto a los fun- 
damento* expuestos por la Suprenm Corte Nacional en el 
juicio: " Ferrocarril WStfl % Banco de la Nación Argentina ' 
(Fallos: IjBá, 3fi3) y a lo* considerandos «del «lecreto de 'U de 
octubre de 1035 (lint. 0?. «'itero 24 de 1996) se«rún los cuales 
e>| beneficio que la franquicia de la ley Milrc reporta a la ad- 
ministración, lo <'s ni paf* en jreneral y en consecuencia tam- 
bién n los ferrocarriles parí indares, (pie por desviación bucen 
un servicio público al amparo de flliraiitíns y privilegios cuya 
compensüfión es el Fundamento di \n reluja. El Estado, al 
hacer esa delegación, se reservó .-I derecho dé utilizarlos para 
el eumidim!>Miio de sus propíos finca constitucionales, payan- 
do en ellos lo mismo que si hubiese tomado directamente a su 
carijo la explotación, importe (pie. - -con el fin de evitar en 
cada caso cálculo» enojosos— lia sido fijado éü un 50 r /, de las 
tarifas vígeníes para el público. 

Que ese porcentaje oblicué n las empresas a transportar 
a pérdida las carcas del Estádo, como sostiene el demandado 
en el final de PU alefato, es asunto (le resolución le<rislnt¡va 
y no judicial como l« bn expresado el propio Poder Ejecu- 
tivo en él último considerando del decreto de 13 de abril 
de lí»35 ya citado. 

I'or todo lo expuesto. Fatlp; haciendo hrjar a li> demanda 
y condenando a la empresa d-l Ferrocarril l'enlral Buenos 
Airea a devolver a la Administración General de los "Ferroca- 
rriles del Kstndo la cantidad de ¡a¡ 246.4Í! m/n. y sus intereses 
a estilo de los que robra rl Haiieo de |n Nación Arsentina. 
Las costas por su orden dada la pmbnWe razón de ambas 
parlé* para litifffir. — Etluartlo Sarmiento. 
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Suprema Corto: 

Se díseute en este oaso «i los FoiwjttírfUcfl del Es- 
lado tienen el derecho <fo transportar por otras líneas, 
con tarifa id-ajada «mi un 50 ¡S*, materiales de construc- 
ción ferroviaria que se deslíttan al ejercicio Je la acti- 
vidad industrial do la Xacíón. 

Puesta así i'ii tela de juicio hi interpretación del 
art. 10 de la ley 631 5i tijulo que tmla concesión do ferro- 
carriles revisto cierto 4-n ráete r eíHitrnetual, considero 
sería útil dejar constancia ra autos acerca 'le cuál 3i« 
aido t'I Criterio tlel líuhiemo federal &Ó materia do ta- 
rifas lio transporte de material ferroviario propio, por 

vías ajenan, esto és, qué alcance dió a la prerrogativa 
que por «lidio artículo se reservaba. Me ticnaiito suge- 
rir la conveniencia «le «jue V. R, si lo tiene a bien, re- 
quiera informe del Ministerio de Olirns IVibtlras a tal 
rospeeto. — Buenos Aires, junio !> do 1U41. — Juuu 
Alvart'Z. 

FALLO DE COKTK SUFKEMA 

Buenos Aires, marzo 18 de 1ÍM2. 

V vistos: El recnrSO extraordinario deducido por 
la empresa del Ferrocarril Central de Buenos Aires 
contra la sentencia dictada por el señor Juez Federal 
do la Capital, en el juicio que le signo la Administra- 
ción General do los Ferrocarriles del Estado. 



Considerando: 

Qup los Ferrocarriles del Estado cargaron por las 
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ríales parÁ In «-oitsUiRción do nuevas lím-ab terreas, y 
pretenden en el presente juicio la devolución del 50 % 
de los fleten que abonaron iniciaros oportunamente, de- 
volución que importa $ 2*£4g m/n.» ¡nvucand» la fran- 
quicia establecida por el art. II» de la ley núm. 5315. 

Qup la demandada se opuso sosteniendo qué osa 
rebaja no les «•orresponde a los rVrroearrilo* del Es- 
tado poiipu' su aulaniuia lo* independiza de la Nación 
y del patrimonio naeionul, y como la sentem-ia liuce 
iugiir a la demanila interpone el recurso t-xtnumliua- 
rio que iu Ü6 eonerdulo. 

Qnc dado el valor ¿leí litigio la sentencia recu- 
rrida tiene el ennícter .le definitiva y tratándose de In 
interpretación «le una ley nacional y siendo !a resoln- 
eióu eo-iilrima ¡it dércrtüo que fundado en ella invoca 

in deinandiula, el recurso extraordinario procede. Art. 
14, ine. ley núm. 4S, Art. 6», ley uúin. 4C>r>5. 

Que txsg&n la ley núm. (1757 la Administración Ge- 
neral de Ion r"rirucarr¡le;s del Ksla.io funciona layo I» 
dependencia del Ministerio de Obras Públicas —art. 
I" ■ (>|| «»t^> de disctHil'orniiitad del administrador con 

lo n'sm-lt» l»«*r la nmyoría iM consejo, en los Clisos que 
a é$US compete, llk resolución definitiva corresponde al 
P. K. — arl. 4"—; la construcción <le ferroeurriles; por 
cuenta de 5a Xucíón, la construcción de nuevas líneas y 
rainales está a enr¡;o de In Administración —art. <>*-—; 
a ella le corresponde, salvo los casos de excepción, in- 
tervenir en los en nimios que se refieren a í-niiídriieeia- 
ues, compras de materiales, etc., firmando mi represen- 
tación del P¿ E. las oseritnrns respectivas —art. 7"—; 
a su euriro está el manejo ilw los fondos yn provengan 
do rentas jrent'rales o títulos «le la Nación — arl. 8P. 

Que estas disposiciones ¡Étí llevado a la Corto a 
declnrur (pie los Ferrocarriles ilcl Kslado son de pro- 
piedad de la N'ai-ión; que no es po-dhle inferir de las 
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disposiciones do su ley orgánica el propósito de des- 
vincularlos del patrimonio de la Nación, pino solamente 
acordarles una relativa autonomía indispensable para 
el ejercicio por el Estado de la industria de los trans- 
portes -Fallos: 143, 2& 146, 17 y 398; 180, 83; 188, 
4(il— y declarar que leu corresponde el fncro federal. 

Que de lo expuesto so deduce con claridad que tra- 
tándose como se trata según la sentencia apelada, de 
materiales para la construcción de nuevas vías férreas 
por cuenta do ja Nación, los materiales conducidos y la 
obra construida son de propiedad de la Nación y les 
corresponde, por lo tanto, al transporte de loa prime- 
ros la franquicia acordada por el art. 10 de la ley «úm. 
5315 cuando dice: *\KI transporte do los materiales y 
" artículo*- de propiedad de la Nación, destinados a 
" eonstrucción de obras públicas nacionales. . . 

Que eSfa coneltusióu no es contradictoria con otras 
a que lia llegado la Corte en esta materia, que se invo- 
can eu autos. So trata de situaciones jurídicas distin- 
tas y las diferencias aparentes son consecuencia nece- 
saria do la explotación de industrias por el Estado y do 
la relativa autonomía de las instituciones creadas para 
regir esa explotación. Así lia establecido que la Nación 
no es parte directa en lo» juicios, contratos y demás 
actos cu que intervenga la Administración de los Fe- 
rrocarriles del Kstado, por cnanto el art. 3», inc. 12, 
de la ley man. (>7ó7 le da la representación del P. K. 
en todas la» giraciones pendientes de la explotación 
de las diferentes líneas del Estado, en todo pleito, ar- 
bitraje, contrato, compras de tierra» y reclamos a que 
olla de lugar, así como las relaciones con el público y 
demás empresas de ferrocarriles, lo que le da las fa- 
cilidades necesarias para el mejor desen volvimiento 
de la empresa de transportes, sin enligar al P. E. a in- 
tervenir en los detalles de las operaciones comerciales 
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qne constituyeu el tráfico —Fallos: 138, 32; 150, 274; 
155, 241; 1Ü4, 323--. lia podido decir, también, «pío la 
explotación do una lino» férrea eonsliluyu una empresa 
industrial y comercial con fines «le lucro qué no entra 
en tu gestión ordinaria del gobiernes y que el Kstado 
cuando explota sus Ferrocarriles es "na empresa y obra 

en su carácter persona jurídica y no puede preten- 
der las mismas ventajas y franquicias de que goza par» 
el transporto de materiales destinados a obras o ser- 
vicios que sólo responden a satisfacer necesidades do 

la Administración Pública — Oaao F_ C O. contra la 
Provincia de Buenos Aires, Fallos; 14:í, 2Sl¡ — en el i|ue 
so trataba «leí transporte de k-íia para el F.C. de Meri- 
diano V. Ks qUB una cosa ea el ejercicio de las nctivi- 
dades propias de la explotación do la industria por el 
Esludo y otra es la construcción de la obra pública des- 
tinada a esa industria, que se liaee por el Estado y con 
fondos del Kslado con el propósito de fomentar las E0- 
municacione* y asegurar el inlcroambio de productos 
aflí donde el interés privado no concurre, llenando el 

proiwwito COnstitueíona] de promover el bienestar po- 
nera! v en virtud de ¡toderos ('«institucionales — art. tu, 
me. Iti de la Constitución Xacional. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la 
senteneia apelada, se la confirma en cnanto lia podido 
ser materia del recurso. Xolifíquese y devuél vánate, de- 
biendo sor repuesto el pflpel en el juzgado de origen. 



Antcish» Sac.auna — Lns Lina- 
llES _ F. Hamos MkjÍa. 
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FLORENCIO OUIFFAR Y OTROS 

LEY; Intrrprttnrtán y aplicación. 

La primera repla Je interpretación <l<* las leyfts es dar 
pleno efecto a la intención del lofris-lador, 

LEY; Interpretación y api icacián. 

Las con-sideraeinnes doctrinarias 110 Imitan para apartar- 
se liol pegamiento U^iylativo cluranteutc espuesto fin la 
lev y en lo» antecedentes do su sanción. 

IMPUESTOS I.XTEItXOS: Régimen rtprtsioo. 
MCT.TAS: Presrripitn. 

PRB&CRIPCJOU: P¿9$Cr*p*ián de acrwnea en particular. Lryee 
r$pecialen. 

La ley ll.fíS.j no se refiero a las (tenas privativas da la li- 
bertad, sino tan sólo a la prescripción de la acción para 
el «Aro <k mullas y de la ¡¿en* de multa ¡impuesta. 

Sentencia de í+a CAmara Fnegui 

Mendoza, agosto 16 de 1941. 

Vistos: Los autos N* 395S-F-734, "Fiscal e. Florencio 
GuiHar y oíros por infracción n la ley N* 12.148, nrt. 35", 
venidos del Jugado Federal: de Mciido7.fi, en apelación de la 
resof»K'Í<'.!i corriente a fs. IflG/110 vtn.. por la que se resuelve 
condenar a los sujetos Florencio Ciuiffnr a sufrir la pena de 
1res mi>scs de prisión y doble de inhabilitación y, a Jorge o 

Raúl Palmaceda o Antonio Fértt y Leopoldo Vélis ía) 

"Polo", a un aiio de prisión cada uno y doble de inhabilita- 
ción y a ohhir una nmltn de cinco mil pesos moneda nacional 
h cada uno, en el término de diez días de ejecutoriada la 
présenle y comiso de los alambiques y materia secuestrada 
en fraude, con eostns, como autores del delito previsto y pe- 
nado por las disposiciones de los arts. 35 y 42 de la ley 
12 1IS, el primero en grado ( le participación, y dejando» 
en suspenso a todos, la pena corporal (art. 45 y 26 del Código 
Fenal). 

Y Considerando; 

Que la senteneira de fr. 106 ha sido recurrida por ej re- 
prewntante del ministerio público, y por el defensor del pro- 
cesado .lorge Balmaceda. El primero en el escrito de ra. 124, 
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manifiesta que esté conforme con la sentencia en cuanto eon- 
aidera responsables de las infracciones que motivan el pre- 
sente juicio a los procesados Halmaeeda, Vel.s y Guiffar y 
también con las disposición™ legales aplicadas, comíais orde- 
nados y costas, t*k> no co » ,a ,oulu y »* n8 cor,w , ,m . nu *** 
tas la» que dada la naturaleza y gravedad de las infracciones, 
corresponde « eleve- la multa impuesta a cada uno de tos pro- 
cesados, a la «ñu* de $ 10.000 m/n., y la pena de prisi;n a 
dos años en lo que respecta a los dos primeros, y w uno a 
Gniffar, doble tiempo de inhabilitación, sin el beneficio fie 
la libcrtail condicional. 

Qu« el defensor de BalmaWdo, ni espresnr agravios, alee» 
en primer término la prescripción de la acción penal, sobei- 
taudo subsidiariamente rem-alori* de la sentencia, por consi- 
derar que no hay en autos prueba legal bastante para condenar 
a su defendido. 

Que dadB la naturales de la defensa de prescripción 
opuesta, corresponde considerarla en primer U-nntno. 

Que los Hi ts. 7-1 v 82 del T. 0¡ de las leyes de Impuestos 
Internos (arta. 3."» y 42 de la ley X* 12.1 18) en los que se han 
eaeuadTddo h* delta ¡mpiltadw a tos procesados establecen 
para sus autores las penas de seis m^ses B dos anos de prisión, 
multa, comiso e inhabilitación; disponiendo a sil vez el art. I 
de ta ley N v U.5B9?, que las multas por infracetón b las leyes 
de impuestos so. preseribeu a los cinco años; y el art 3» fljg 
en las cansas por infracción a las leyes de impuestos los actos 
de procedimiento judicial, interrumpen el termino de la pros- 
eri|M>¡6n de la aeoiún y de la pena", 

Que la Corte Suprema de la Nación tiene resuelto en ím 
caso análogo al awMiír, que el art. 1* de la ley núro. 11.585, 
al ampliar los términos para que la prescripción se opere, se 
refiere a los impuesto» v a las mullas por infracción a SUS 
leves, pero no a las penas privativas de libertad, que no han 
sido contempladas en esa disposición; por lo que debe enten- 
derse también que el art. 3 V . al establecer li» actos intcrrupti- 
vos del término de la prescripción, si' refiere únicamente n la 
pona de multa. (Palios: 273). 

Que a estar a ese criterio, habiéndose constatado la > nfr í¡« 
ción de las citadas disposiciones legales, en octubre de 1036. 
BWun neta que en testimonio Borre a ta. -1 de estos autos, re- 
míítarSa encontrarse preseriptn la acción respecto dé la pena 
privativa de libertad, por haberse cumplido el termino fijado 
por el art. 02, inc. 2*. del Código Penal; quedando subsistente 
sfilo la acción respecto a In pena de multa, por no haber ven- 
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cidoel término fijado por el art. 1* de la citada ley núm. 11.585. 

Que este Tribunal bu tenido ya !a oportunidad de pronun- 
ciarse en numerosos casos sobre el alcance de las citadas dis- 
posiciones dt- la ley núni. 11.585, con relación a la infracción 
a los arts. 71 y H'¿ de! T> 0., disintiendo con el criterio sus- 
tentado |ior la forte Suprema, a que antes se'liace referencia, 
y entendiendo que, si bien Inl antecedente revisto la mayor 
autoridad por la a3tu jerarquía de ese Tribunal, convenía 
provocar im nuevo pronunciamiento de! mismo, porque quizá., 
por razones circunstanciales de la causa en que dict4S el fallo 
mencionado, la C orte no contempló otros aspectos de la cues- 
tión. Y ño habiendo lfcííado aún la oportunidad de que se pro- 
nuncie nuevamente al respecto, por no tener las sentencias 
que han llegado n dielio Tribunal, el carácter de definitivas e 
los efectos del art. 1-1 de la ley núm. 18, como lo estableció en 
los mitos "Fiscal contra Gallo, Garra y Cía., pór infracción 
al art. 35 de la ley núm. 12. 148", es el caso de reproducir, en 
lo pertinente. U& fundamentos aducidos por esta Cámara en 
dichos auto». 

Que siendo la ••acción pública", la facultad o derecho del 
Ministerio Fiscal, para proceder en juicio contra el antor 
de un delito o infracción penada por ta ley (Jofmé, Manual de 
Prometimientos Civil t, PéHtÜ, i. II, pág. 48, «d. 1920; RODOLFO 
Mokbxo, El Vádigo Pemil y sus antecedentes^ t. III, pag. 171, 
núm. 107), es indudable que ella es indivisible en cuanto a sn 
existencia, por cuanto esa facultad tiene por objetivo provo- 
car la imposición de Ift pena o penas que correspondieran, al 
autor o autores del delito; y es duro que, mientras no se sa- 
tisfaga tal objetivo, no cabe hacer una división de ta acción, 
Berlín sean las penas que hubiere que aplicar. De ahí qué no 
sería lógico y ajustado al concepto doctrinario de la acción, 
que ella pueda prescribir y al mismo tiempo subsistir, según 
sean las penas que correspondieran por un mismo delito, por- 
que la acción no nace de la pena, sino del delito; y si bien 
los términos establecidos por la ley para la prescripción de 
la acción, se fijan con referencia o la penalidad que corres- 
ponde ni delito, ello no es sino el criterio o método elegido 
para graduar el termino de la prescripción, tomando la pe- 
nalidad y el tiempo o monto de la misma, como el índice O 
«ponente de la pravedad del delito, pero uo como ta causa 
determinante de la prescripción. 

Que coincidente con este principio, la nisaia Corte Su- 
prema, tiene resuelto reiteradamente, "que la prescripción de 
la eetión done referirse a ln pejur máxima que corresponda al 
o a los delitos materia del proeeso, y si se trnta de reiteración 
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de delitos o de acumulación de penas, d la suma dfi éstas 1» 
que debe tenerse en cuenta y no ta de en da «na (le la» pena» 
parcial*» en particular" (fallos: 1H 332; 174, 325 ; ver tam- 
bién; J. A. 39, 353; SO, 1002)- Con igual criterio debo esta- 
blecerse que, cuando por disposición de la ley. corresponda 
aplicar a la vez en una misma cansa, varias penas ae distinta 
naturaleza, la prescripción de la acción debe referirse al tór- 
Búno raisimo que corresponda a laa diversas pinas aplicab'í-;. 
ein tener en cuenta los términos menores establecidos pora las 
demás penas parciales en particular, 

Que en consecuencia, el término «ue rige en el caso de 
autos para la prescripción de la acción penal emerjrnite de la 
infracción imputada a los procesados, va el de cinco anos, 
por ser el término mayor establecido para laa distintas penas 
aplicables por dicha infracción ; término que, según quedó es- 
tablecido anteriormente, no ha tratwcurririo basta la fecho. 

*¿ue aún admitiendo que correspondiera aplicar el término 
de Uc* años fijado ¡Kir el nrt. 62, inc. 2», del t'Ódigo renal en 
lo que respecta a la pena de prisión, él se habría interrumpido 
por los actos de procedimiento judicial producido* en la pie 
■ente causa, de conformidad a lo dispuesto por el art. 3" de 
la citada lev N'« 11.585. ain que deba hacerse distingos en cuanto 
hubiere de aplicar» penas de multas y privativas de libertad, 
no sólo porque el cita do arl. 3* eslá concebido en términos 
generales, sin hacer especificación alguna, sino también por- 
que, siendo la accúin penal, emergente de la infracción come- 
tida, uno sofá, scjrún qntedu es puesto precedentemente, cuales 
quiera sean las penas que hubiera de aplicar, no es posible 
doctrinariamente establecer que esa acción pueda prescribir 
en cuanto correspondiera aplicar pena corporal, y al mismo 
tiemp.'» estar vigente o no proscripta en cnanto pudiera apli- 
carse p-na de mulla o inhabilitación. Caso distinto sería si se 
tratase do la prescripción de varias penas aplicados por sen- 
tencia firme, <-;; ql4C podría declararse proscripta una de ellas 
y no las otras, según su naturaleza y !iem|K» transcurrido desale 
qae quedó e>eutoriada Ja sentencia respectiva, porque en rae 
oaw cada pena tiene existencia independiente, y puede, por 
consiguiente, prescribir también independientemente. 

Que la circunstancia de «pie el art. V de la citada ley 
núm. 11 ,585, al estabtecer el término de la prescripción, lo 
haga sólo respecto de la ''multa", no Importa limitar el al- 
cance del nrt. 3 o a dicha pena. porq«** **■ trata de dos pr4veptos 
independientes., perfectamente compatibles en su diversa ex- 
tensión v comprensión, dentro de una misma ley; y porque 
ademas, 'darle el alcance restrictivo expresado, sería dividir 
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la acción, dándole una «ietencia dable o múltiple, desvirtúan- 
do con ello ktt esencia; y además, importaría admitir qne 
pu«ia prescribid esa acción parcialmente, según tas penas 
que corresponda aplicar, contrariando concepto* principios 
consagrados por los arts. R4 y siguiente* del Código Penal, 
lo que no es de presumir haya sido el propósito del legislador. 

Que finalmente, si el objeto fundamental de la ley nun. 
11.58». como lo hfl dicho la Corte (Fallos: 176, 20), e» de 
"evitar la notoria impunidad que alcanzaban los infractores a 
las leves de impuestos internos, especialmente con innúmeros 
rceursos tendientes n demorar la tramitación de las cansas, 
basta que se produjera k prescripción", tal propósito habría 
fallado por su base, puesto que siendo completamente insol- 
ventes la mavoria de los destiladores elamlestmos de alcohol, 
Mi podría hflWrW efectiva la pena pecuniaria, ni podría tam- 
poco aplicársete ln |iena de prisión establecida por la ley 
núm. 12.148, si hubiera de declararse prescrita la acción a 
su respecto, mediante la interpretación restrictiva del citado 

art. 3* de la ley m'ttn. 11,595- 

Que en huIos está plenamenle probada, la culpabilidad de 

Rfllmaceiia. haeiendo suyo* el Tribunal los fundamentos adu- 
cidos |H>r el a-t¡«o, no desvirtuados eficazmente en esta ins- 
tancia. , 

Que cu cuanto a la penalidad que corresponde aplicar 
a los procesados, teniendo en cuenta la naturaleza o importan- 
cia de la infracción «metida, antecedentes personales de aque- 
llos, v demás circunstancias que contempla el art. 41 del Có- 
digo Venal, comidera el Tribunal que debe aplicarse un año y 
seis meses de prisión a Balmaeeda. un ano y dos meses a 
Veliz v seis meses a Ciuiffar, dejando en suspenso mi cumpli- 
miento de acuerdo a lo dispuesto por e| art, 26 del mismo Có- 
digo, doble tiempo de inhabilitación, y una multa de srtte, 
seis v cinco mil peída moneda nacional, respectivamente. - 

Í>or estos fundamentos se resuelve: 1) No hacer lugar a la 
excepción de prescripción opuesta por la Defensa del proce- 
sado Balmaeeda. 2) Confirmar en lo principal la sentencia 
apelada, modificándolo sólo en cuanto a las penas impuesta*, 
las nuo Be elevan a utl n'">o y seis meses de privón al procesado 
Jorga o Raúl Balmaeeda, o Antonio Pórez; un ano y dos nwses 
de prisión al proejado Leojmldn Y61« (a) Polo , y seis 
meses de prisión al procesado Florencio Guiffar, las que M 
deja en suspenso, doble tiempo ri> inhábil ilación y una umita 
de siete mil pesos, seis mil peso» y cinco rail pesos moneda 
nacional, respectivamente ; con costas. — Jim k. RodrígUéi 
I, — St. Arroyo. — A- 
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KALLO DE LA CORTE St'HKÉMA 

Buenos Aires, manso 20 de 1ÍM2. 

Y Vistos: Los «utos "Fiscal v. Florencio ftuiffar 
y otros, por infracción a la ley X" 12.14$, art. 35", ve- 
nidos por el rÓGársq extraordinario interpuesto a fa. 
139 por el defensor del procesado Jor«c Balmaceda y 
concedido a fa. 140, contra la sentencia dictad* a fs. 138 
por la Cámara EHeral que, fundada en la interpreK- 
elón de los arts. I o y 3 o do la ley jS* 11.585, reeUiM la 
prescripción de la acción penal invocarla por la defensa 
y condena al reo a sufrir un año y seis meses de pri- 
sión, que se deja e»i suspenso, dolilo tiempo do inhabi- 
litación, a pagar una mnUu de siete mil pesos moneda 
nacional, y al comiso de los alambiques y materia se- 
cuestrada» en fraude, con costas, como nnlor del' delito 
previsto y penado en los arts. 33 y 42 de la ley núm. 
12.148. 

Considerando: 

Que el tribunal superior de lu cansa reconoce — fs. 
134 — que conforme al criterio sustentado por esta 
Corte Suprema en Fallos: 183, 273, en el caso de autos 
hallaríase p rescripta la acción respecto de la pena pri- 
vativa de liberta^ por hnbcr.se cumplido el término fi- 
jado por el art. 62, inc. 2» del Código Penal, si bien 
quedaría subsistente lo acción respecto de la pena de 
multa, por no haber vencido el plazo señalado en el art. 
1* de la ley X* Insiste, no obstante, en provocar 

un nuevo prominci amiento sobro la cuestión, por las ra- 
zones de orden doctrinario que la conducen a uua solu- 
ción opuesta. 

Que en el fallo de referencia, esta Corte Suprema 
después de examinar los teníanos de la ley X" 11.585 
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y los antecedentes parlamentarios de la misma, declaró 
que los legisladores no habían tenido la intención de re- 
ferirse a la prescripción dé la acción tendiente a la 
imposición do penas privativas de la libertad, sino tan 
sólo a la prescripción do la acción parfl el cobro de las 
multas y de la pena de multa impuesta- 

Que siendo la primera regla de interpretación de 
las leyes la de dnr pleno efecto a la intención del legis- 
lador, que debo -luir do la letra o del espíritu de le» 
mismas —Fallos: 150, 150; 182, 4ÍH¡; 184, 5; 186, 258— 
es indudable quo las consideraciones de orden doctri- 
nario invocadas en la sentencia apelada, no bastan yara 
apartarse del pcnsnimcnto legislativo elurnnienli ex- 
puesto en la ley y en los antecedentes de su sanción. 

Por ello se "revoca la sentencia apelada en la parte 
qoo ha sido materia del reewrs*. extraordinario. Notifí- 
se y devaélvansc. 

iies — F. Ramos Me-iÍa. 



MARIA h. MBltLO DE MONTESINOS v. VICENTE 
MONTESINOS 

ESCURRO EXTRAORDINARIO: Stnlends definitiva. 

La sentencia que decide mi incidente en jnieio sumario 
de alimentos no es definitiva ni puede equiparan* a 
tal Bino en circunstancias «rneeinlm de las que resulte 
que cansa ajrravio constitucional imposible de ser repa- 
rado en otra oportunidad ('). 

RECURSO EXTRORDINARIO; Sentmcia definitiva. 

La resolución dictada en el juicio sumario de alimentos 



(l) Pecha del fallo: mano SO <Jo IW2. Ver Palios: W, W*í 

mi. 
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que, era virtud de lo dispuesto en la ley procesal local, 
decide que ta negativa del marido a pasar alimentos a 
Ir esposa (lindada *n el ari r»3 de ta ley de matrimonio 
civil debe ser disentida en juicio ordinario, no es senten- 
cia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, ni 
basta para atribuirle tal carácter el perjuicio patrimo- 
nial qnc t'll» pueda ocasionarle al recurrente. 

DEJIECIIOS Y (¡AfíASTlAS COSSTITUCIOSALES: Inviolabi- 
lidad de h */>/Vi».v« ni jaioin. Interveuriñu dr Jim parU$. 

La denegación de uudieneia al cónyuge demandado ¡K>r 
■tinentos en el procedimiento sumario tendiente a fijar- 
los, no vulnera el ¡iri. li> <\v la Constitución Nacional. 



RICARDO sAIA'AREm v. OBRAS SANITARIAS DE LA 

NACION 

MEfflffgO EXTRAOHHf SAMO: CuetMn federal. Casos, fowfííu- 
cióu Satii-uat. 

VriK'P'h* el recurso fxlraordniarto contra la sentencia dene- 
gatoria del fuero federal ñor razón ufi ln muleria fundado 
por el recurrente en la GOnetílueión Nacional (»). 

í&BlSDteGlOtr: tWi federal Por U materia. f'om*t¡tiei¿n, teye* 
wteUmtft? y tr4b*d**, 

lili circunstancia de que en la demanda w baya expresado 
qw el recargo del 1j $3 sobre I» lasa del servicio de obran 
sanitarias establecido pura los deudores morónos por decre- 
tos de mayo Ifi de lí>25 y abril 20 de 162$ baya sido per- 
cibida "¡legalmente 1 ", no hasta para excluir la competen- 
cia «te la ju*tic-ÍH federal [tor razón de- la materia, si de 
la leelura de asnilla 110 resulta <|iie «e baya queiido fundar 

ewsttón alguno de carácter tafrl distinta de la invalidez 

ile los decrWos citados por ser violalorioa de los arts. 18 y 
19 dé la ('onstituetón Nacional ( 2 ). 



(I) IVpha Út\ fnllo: tMtM 90 ÍO MMSi, V. Fallo.-.; IWl, 4Gt>. 
<*) V. Fallo* ; INC, 311; 1SÜ 2& 
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8. A. "I/OMliARTOlR" v-. MUNICIPALIDAD DE LA 
CIUDAD DE BUENOS AIUES 

RECURSO FXTItAORWSARTO: Hatería ajena. Gétíttt&&á ft 
leyes tícele*, impositiva*. 

No procedo el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, Interpretando leyes y ordenanzas lócalos, desestima 
la demanda sobre r»»i «^tíc-í-'.r* fundada por el ocurrente en 
la desupnrición de 1» causa que originó el cobro del gra- 
vamen. 

RBCERSQ KXTRAOfíD/XAlilO: Materia ajemu fUuttiouts dt 

hrcia .1/ pntrlHi. 

Ka procede el recurso cilraordinaríc fundudo fin el ca- 
rácter «mfiseatorm del gravamen impnpnado por el K- 

cnmntc, contra la aenteaeié qv ffiPfflí esa 

por falM flfe pruebo al respecto. 



I>I(TAMKX UF.i. I*HOrCI!AÍ>OR QBSBRAL 

Suprema Corlo: 

En el presente recurso directo se sostiene haberse 
planteado y resuelto c» la causa priheipál dos cuestio- 
nes de aspecto constitucional s a) la que se refiere al co- 
bro indebido (le 1» cuota anual de impuestos municipa- 
les cuando solamente se explotó durante tres meses el 
negocio Je "cabaret " sobre que recaían clausurándoselo 
a fines do junio en ratón de lúa pérdidas experimenta- 
das; y 1>) carácter confiscatorio de los aludidos gravá- 
menes que lo eran sobre "Diversiones en general" y 
"Expendio de boladas alcohólicas". 

Sostenía el recurrente que la Municipalidad debió 
devolverle el importo del secundo semestre, correspon- 
diente n l)i clausura preiiulicadu. 

Las dos cuestiones fueron decididas en contra de 
lo sostenido por el actor; a "nicn se lo denegó a su vez 
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el recurso extraordinario de apelación que interpuso 
para ante !n Corte Suprema. 

EneoenirQ justificada esta negativa en lo- que con- 
cierne a la primera cues-tión resuelta, que lo fué cxclu- 
«ivamentp por interpretación y aplicación de la orde- 
nanza municipal respectiva que establecía tules im- 
puestos; materia ajena como es olmo a los casos pre- 
vistos por el art. 14 de la ley 48. 

Kn cuanto a la aeguntla cuestión —carácter co«- 
fiscatorio del impuesto y por ello violatorio de la Cons- 
titución Nacional— ha sido resuelta por el Juez y la 
Cámara (fe. 64 y fs. 78 ele loa (tatos prittcipaJeg) dése»- 
tiraándoln en¡ razón de no haberse encontrado que la 
prueba rendida en autos sea suficiente para demostrar 
la inconstitueionalidad alegada; pero wlB no obsta a 
quo V. K. conozca en el recurso federal interpuesto ya 
que, en cualquier forma, duda la naturaleza de la im- 
pugnación hecha deberá Ea Corto Suprema decidirla 
por apreciación «le la misma prueba que constituye el 
único fundamento del carácter confiscaiorio atribuido 
a loa gravámenes que su discuten. 

Correspondería, pues, bajo ese aspecto abrir dícbo 
recurso. 

Para eso supuesto, V. R deberá pronunciarse 
acerca de la eficacia de la prueba, materia extraña a 
mí dictamen, librada a la exclusiva apreciación del Tri- 
bunal. — líuenos Aire*, ninra» i» de 11*42. — Juan Al- 
varee. 

KALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, marzo 25 de 1942. 

X visto!.: Kl recurso do hecho por denegatoria riel 
extraordinario iuterpuesto por " Lombartour" S. A. 
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en los autos seguidos contra la Municipalidad de Bue- 
nos Aires ante la jurisdicción ordinaria en lo civil. 

Considerando ¡ 

Que la adora demandó a la Municipalidad por re- 
petición de gravámenes municipales abonados por la 
misma por un negocia de "cabaret" que dejó de fnn- 
eionar antes de transcurrida la primera mitad del año, 
alocando que los pagos, en consecuencia, lo habían sido 
por una causa que había dejado do existir, y en sub- 
sidio qilje tal gravamen tenía carácter confiscatorio por 
cuanto absorbía un treinta y seia por ciento del capital 
en giro, por lo que atentaba contra el derecho do pro- 
piedad amparado por lo» urts. 14 y 17 do la Constitu- 
ción Nacional. 

Que rechazada la acción en ambas instancias, el 
actor interpuso recurso extraordinario purn ante Osta 
Corte, que al ser negado por el tribunal o-quo por no 
ser el cuso del art. U de la ley núm. 48, motiva el de 
hecho de que se trata. 

Que la sentencia de primera instancia, «confirmada 
por sus fundamentos por I» de segunda, rechaza la ac- 
ción por considerar: en cuanto a la primera cuestión, 
¡ntepretando la ley orgánica municipal y la ordenanza 
impositiva, cuyas disposiciones rita, que la. sola aper- 
tura del negocio dió causa suficiente a la imposrción, 
desvinculándola del posterior giro comercial ; en cuanto 
a la segunda, que el carácter confiscatorio de la orde- 
nanza no resultaba de autos "pues tanto por la com- 
pulsa de contabilidad de fs. 36 como por la ampliación 
de la misma de fs. 62, decretada para mejor proveer, 
sólo se ha establecido eoncrotamente que el "cabaret" 
dió pérdidas" y que "la falta de una prueba eficaz 
hace carecer de base para poder apreciar la propor- 
ción de lo que se tomó del patrimonio de la actora por 
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la imposición roiuun;; 1 , y no puede así decirse — funda- 
damente — si el gravamen careció de equidad o incidió 
en forma desproporcionada .sobro el nclívo del comer- 
ciante, de manera que pueda calificársela de despojo o 
confiscación. Kilo os por lo tanto circunstancia que im- 
pone de por gí el iwlwzo de la acción al respecto". 

Que, en consecuencia, el recurso extraordinario in- 
terpuesto lia sido bien denegado ile «cuerdo con la 
jurisprudencia constante de estn Corte, pues la sen- 
tencia se funda ett la interpretación de leyes locales y 
en cneslioncs de liccho y pruelm BUficiontOs por sí solas 
para resolver el caso e irrevisildes por vía del recurso 
extraordinario — Fallo.*; 188, 4t¡4 y los allí citados. 

Por estos fundamento.*, oído el señor Procurador 
General de la Nación, so declara l>ien denegado el re- 
curso. Xoüfíqnose, devuélvase el expediente traído y 
archívese previa reposición del papel. 

Antos'io Saoakna — Luis LiS'a- 
bkb — Ií. A. N ? aü\r Anchohk- 

KA. — V. BÁMÓB Mejía. 



VALENTIN RODRIGUEZ Y LUCIA MAXÜEL 

KECÜRSQ EXTKAOIlIUXAltW: Cafítíiám f^Unt CiWW. Leyes 
<Jd Congreso, 

Procede el recurso cxlrnoriliiuirio contra la sentencia de- 
finitiva *|>"* ilniii'ffa (H deivclw fundado |ior «I recurrente 
en la ley federa! 11.137. 

ÜKCVRSO KXrriAOJil>IXAtrtO: Murena ajena. Cuestiones de 
hecha 'j prueUn. 

Por referirse ti muí cuestión dé herlio y pnifha es irre- 
risible por la Corte Suprema en el ejercicio de su juris- 



OB JUSTICIA DE hk *ÁCtá« 1W 

dicción extraordinaria, la conclusión do la «ent-enei« «pe- 
lada 8CRÚn la cual determinada suma de dinero deposi- 
tada vil ta Caja NaeWDiil de Ahorro Postal proviene de de- 
litos de carácter criminal definitivamente jnzgados. 

CAJA NACIONAL DE AHORRO POSTAL, 

La finalidad do la ley de creación de la "Caja Nacional 
de Ahorro Pesia!" es eimpntnr hábitos de moralidad en 
el individuo, apartándolo de la» fuentes del vicio y asegu- 
rándole un porvenir tranquilo ul oouvertir su IrabüjO en 
un capital productivo. 

CAJA .V/1C/0-V.4/. DE AHORRO POSTAl* 
EMBARGO: bienes embargable$. 

El privilegio de la ineiubnrgobilídad « intransfcríbilídad 
de los fondos depositados en la Can Nacional de Ahorro 
Postal, se refiere sólo a los adquiridos lícitamente y no a 
los provenientes de un delito. 



Sentencia »el Ji.-ez de Crimen 

It nenos AíreB. 30 de septiembre de 1941. 

Y Vistos: Para resolver este incidente, promovido a fe. 
57. por Críspula Rogado de Culombo, por Bi y en representa- 
ción de la condenada Lucía Manuel sobre entrega de la libreta 
de la Caja Nacional de Ahorro Postal, corriente a fs. 221 de la 
eausa principal. 

Y Considerando: 

1* Que a este pedido se opone la parte querellante, adu- 
ciendo que el nrt. 18 «le la ley núm. 11.13?, modificatoria de 
la 9527, no tiene el alcance 1 que pretende la recurrente, desde 
quo el mismo »io puede enervar el derecho que emerge de la 
parto damnificada por un delito; invoca los arts. 29 y 80 del 
Cótf. Penal y pide, en definitiva, «pie la entrega se efectúe 
conforme lo determina la liquidación de fs. 3G vta. 

Abierto a prueba a incidente, con posterioridad se corrió 
a las partes un nuevo traslado por su orden, evacuándolo el 
apoderado de la adora a fs. 75 y el señor curador a fs. 78, 
eseríto éste al que adhiere el señor asesor de menores, a Is. 
79 vta. ; en tal oportunidad, el señor agente fiscal a fs. 80, 
aoatiene que en la resolución de este caso debe primar el art. 
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18 de la ley 11.137 y, en consecuencia, que corresponde hacer 
U entrega do h líbrela en cuestión, a )a peticionante de 
íh. 57. 

2* Que «en cnanto al privilegio acordado por las leyes 
9-527 y 11.137, a los depósitos hasta un cierto monto qne so 
realizan en aquella institución, es fuera de din) a t que sólo 
comprende a las sumas que ingresen eomo producto de la ac- 
tividad lícita de Lis personas desde une no es "admisible, ni 
irídíca ni mora luiente, qjue tales normas sirvan para prote- 
■r bw fondo* allí depositados que puedrii provenir de delitos 
carácter criminal, definitivamente j» //jados, como muy bien 
observa ei señor enrador a h, -(3 y fs. 78. 

3" Qne la suma de mil pesor», depositada en la mencio- 
nada libreta el 28 de diciembre de 1934. debe imputarse al 
pago de la indeninizaeión a la damnificada que establece el 
fallo <le fs. 634 del principal, por cuanto, como se expresa en 
la sentencia de primera instancia, u fs. " ni de los mismos autos, 
tal cantidad lia debido provenir de ln apropiación dolosa de 
titulas por parte de Lucía Manuel. lo> que a este respecto se 
encuentra rnrrohorndo iH»r 1« pirson tachín de fs. 1 de este 
incidente. 

4* Que a igual conclusión del» llegarse con respecto al 
deposito de dos mil pesost, efectuado segúm el referido docu- 
mento con fecha seis de diciembre de 1935, Como expresa el 
señor jnez doctor Ooyena en la resolución de fs. 40, es evi- 
dente que ese dinero, extraído por la condenada en junio de 
Í935 y recién re ir torrad» a fines del minino año. ba sido el 
producto de los delitos ya juzgados, máxime teniendo en cuenta 
qne aquélla lia pósenlo suman inmensamente mayores, proce- 
dentes de su actividad delictuosa en perjuicio de la señora 
Medina de Saenz. Considero en este aspecto perfeet amenté 
aplicables las razones invocada* en e! segundo considerando, 
surge con toda amplitud, el privilegio quo consagra el ya ci- 
tado «rt. 1H de la ley 11.137. 

Por estos fundamentas, resuelvo: que de los fondos de- 
posiladoi en la libreta de la Caja Nacional de Ahorro Postal 
2.O4O.220, serie B, la cantidad de tres mil pesos está afec- 
tada n la condena dictada a fs. $5á «leí principal, n cuyo efecto 
líbrese oficio al señor presidente de la nombrada institución, 
ordenando la transferencia de dichos fondos ¡: la orden del 
Juzgado; fecho, hágase entimra de la referida libreta a la 
peticionante de fs. 57. — E. To!o*a Cmtro. 
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Sentencia DB i~\ CAmaba de Apelaciones en lo Criminal 

Y Correccional 

lito -nos Aires, octubre 31 de 1941. 

Y vistos: Por sus fundamentos, «e confirma el auto «pe- 
ludo d* te. 88. — Pt*saa*o — Oribe — Medina. 



DlCTAMKN OEL I*KOCURAIM>R GENERAL 

Suprema Corte : 

Me sugiero duda» la procedencia del recurso extraor- 
dinario interpuesto a f*. 101 ea razón de su falta de 
fundamento (arl. 15, ley 48). 

Si V. K. decidiera abrirlo, creo que correspondería 
confirmar por sus fundamentos la sentencia de fa. 82, 
como lo ha lieclio a U. !'S la -Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal. I*as leyes nacionales que protegen el ahorro 
postal nunca lian po<!i(io referirse a fondos que repre- 
sentan el resultado do un delito. No son necesarias ma- 
yores consideraciones para concluir que la sentencia 
apelada quo así lo establece es ajustada a derecho y co- 
rrespondería ront'irniurlj» en cuanto pudo ser materia 
de recurso. 

Establecer el alcance de la interdicción de los fon- 
dos depositados es cuestión ajena a dicho recurso, toda 
vox que ella se refiere a la prueba producida acerca de la 
propiedad de los mismos y al grado de responsabilidad 
de los presuntos dueños, fijados en el respectivo proceso 
criminal. Nada de eso podría ser revisado por la Corto 
Suprema («rt. 14, ley citado). — Buenos Aires, diciem- 
bre 29 de 1ÍH1. — Juan Alvares. 
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ISm nos Aires, marzo ¿~t de 194'2. 



Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a Íb. 102 en los auto* Hodríguez Valentín y Lucía Ma- 
nuel, incidente s.dire devolución *? liWta de la Caja 

de Ahorro Postal promovido por -C'nVpula Rogado de 
Colomho, venidos de la Cámara» de Ablaciones en 3o 
Criminal y Correccional de la (.'api tal. 

Considerando: 

Que ta interpretación dada al art 18 de la lev mim. 
11.137, modificatoria de la ley D¡M n :>27, qué es una ley 
de carácter federal, es contraria al derecho que el ape- 
lante lia fundado en éteho artículo. Eu su mérito, y 
atento lo dispuesto en el art 14, inc. ó**, do la ley núro. 
48 declárase la procedencia del recurso. 

Y en cuanto ni fondo de la cuestión: Sostiene el ape- 
lante que la transferencia dé * ^J.OW nv-'n. de los fondos 
depositados en la libreta de la Caja de Ahorro Toslal 
DÚm. 2.040.22 o -, serie B, no ha podido resolverse en la 
sonteneia, atento el privilegio que establece el art. 18 de 
la lev núm. 11.13" al disponer: ''Las sumas depositadas 
hasta la cantidad d(± cinco mil pe&oa moneda nacional 
no podrán embarcarse ni transferirse, ni darse en pren- 
da las libretas, sin que se admita reclamación alguna al 
respecto". 

Que la sentencia penal en que se apoya la que viene 
en apelación, establece que los fondos cuya transferencia 
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se ordena en la cantidad de tres mil pesos moneda nacio- 
nal proviene» de delitos <lc carácter criminal definitiva- 
Diente juzgados (Y. 2» considerando do la sentencia de 
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ís. 82, confirmada por sus fundamentos a fs. 98) lo que 
no puedo reverse en esto recurso i>or referirse a cuestio- 
nes de hecho y pruebo. 

La única cuestión federal a resolver en éste es la si- 
guiente: ;K\ urt. 18 antes citado es óbíco a la transfe- 
rencia ordenada aun cuando se haya probado en el jui- 
cio penal que los fondos depositados en ]a Caja provie- 
nen de un delito* El apelante sostiene que la disposi- 
ción legal no distingue si esos Pondos fueron adquiri- 
dos lícitamente o «i provienen dé actos delictuosos, por 
lo que delw revoca rse Ja sentencia que contraría el texto 
legal. 

Mas tai interpretación puramente literal, es insoste- 
nible ante oí espirito y la finalidad de la ley claramente 
expresada por el diputado lías, autor del proyecto, al 
decir que olla se proponía cimentar hábito» do morali- 
dad en el individuo, apartándole de las fuentes del vicio, 
asegurándole la posesión de un porvenir tranquilo al 
convertir 8U trabajo en un capital productivo (v. Dia- 
rio de Sesiones de la II. Cámara de Diputados, 1. 1, png. 
830, año 1914, al fundo r le ley nftm. 9327, cuyo precepto 
mantiene la ley número 11.137) con quien coincidieron 
el miembro informante diputado Cafl'eratta (v. t. 4, 
pág. 785) y el diputado Barrera cuando se trató en 
particular el aj-L 18 (v. t. 4, pág. Sil), ^ . 

Es patente, pues, que de acuerdo a los antecedente» 
legislativos notes expuestos, el privilegio de la inembar- 
gabilitlad e intransferibilidad de los fondos depositados 
en la Caja, se refiere sólo a los adquiridos lícitamente 
y no a lo» provenientes de un delito. Corrobora esta 
interpretación y el propósito de fomentar la virtud dol 
ahorro y de asegurar el producto del trabajo a las per- 
sonas de modestos recursos el art. G", inc. b), al dispo- 
ner quo ningún depósito podrá sor inferior a un peso ni 
guperior a doscientos pesos mensuales (en el caso de 
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autos, loa depósitos provenientes do loa actos dolictuosoa 
lo fueron de * 1.ÜU0, en un día, y do $ £008 en «tro). 

Ninguna Disposición existe en la «útnda ley. ni en 
otra alKiin», <!«•-* deba interpretarse en forma que auto- 
rice al autor de un delito a oponer <A privilegio de repe- 
ler la acción reipersecutoria de su víctima. 

Por estos fundamentos, lo* concordante* aducidos 
en la sentencia, y de acuerdo a lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador General, se confirma ln de fs. 98 en 
cnanto ha. podido ser materia del reeu'so. 

Hágase saber y devuélvanse, 

Antonio Saiíahiía - l-via 

kes — H. A. Xazar Ascíikiub- 
xa — K. Uamos MbjIa. 



THE FIKST NATIONAL BANK 0F BOSTON* v. CAJA DE 
DE JUBILACIONES DE EMPLEADOS KA NC ARIOS 

JUBILAMOS m mtVf.KAOQS BASCAMOS: Fondos de /« 
Caja. 

Constituye sueldo eompntflble, a los efectos de la jubila- 
ción, la bonificación de cinco pesos mensuales establecida 
por pk Brt> &*■ ¡ne. d) de la ley V¿M7 sobre Jos sueldos o 
salarios, por cada hijo menor de dieciseis anos ('). 



VICTOR LUCIÓ VASEZ 

KSCUkSO KX TRA ORUiSARIO: Cneñtión federal. Caso*. Lejfes del 

procede el recurso extraordinario contra la sentencia de- 

(IpFWftn dn fallo: mirto M .Ir 13»2. Ver FéttW 165, =* 7 í wB - 
55; 190, «15. 
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finitiva que deniega el derecho fundado por el recurrente 

en la ley nacional 3975. 

¡TARCAS DE FABRICA: Requisito*. 

La lev 39 75 no faculta al comisario de marcas para ha«er 
privar un presunto interés del consumidor sobre ana ma- 
nifestación concreta del propietario de la marca en el aen- 
lido de autorizar el registro de otra semejante o p««- 
cida a la suya. 

MARCAS DE FAfiRtCA: K«ju¡siu>: 

Si bien basta que existí» la más mínima posibilidad de 
confasi/m eon la marca repistrada para (|tu> el comisario 
rechace la inscripción de la marca nueva, este criterio es 
inaplicable cuando el tilninr <le aquélla expresa su confor- 
midad con el n-gistro de la marca .«va. 



IltSOLUtlUK OÍS. COMItíAffflr DF. MARCAS 

.Buenos Aires, marzo 31 di 1939. 

Visto el presente expediente (acta. m'im. 210.727) por el 
cual Víctor bucio Yííiie¿ solicita el registro de ta marca de co- 
mercio denominada "llaptinógino" para diatinffuir los pro- 
ductos de la olaRC 2, y resultando: que cumplidas las publi- 
caciones de estilo, a fs. 6 vta. sr confiere vista del informe de 
la Oficina de Tíúsqueda que señala la exísteneia de la marea 
núro. 128.30:1 («Mlaptinogeofimi*') concedida _ para toda cla- 
se; que a fs. 7, el recurrente sostiene la posibilidad de coexis- 
tencia de ambas denominaciones en baso a que, por el mismo 
escrito, el propietario d<. registro citado en la vista hace re- 
nuncia expresa a cualquier oposición» jr 

Considerando : 

1. Que en el presente caso no se ha deducido nirqran» 
oposición legal Je tercero, circunstancia que habilita a esta 
Comisaría pura considerar y resolver la cuestión dentro de la 
jurisdicción administrativa de su competencia; 

2. Que cotejadas las denominaciones " naptínoírenína' 
y "Ilaptirógcno" paira distinguir los mismos productos, *e 
advierte tal similitud ortocráfiea y fonética que, en el orden 
enunciativo y de invocación práctica, hc produce una ci.nfusión 
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directa y de primer grado inadmisible ante las disposiciones 
de la ley de la materia, máxime teniendo en cuenta la ausencia 
de otros caracteres distintivos gráficos que prO[iorcioncn el 
inficiente prado de diferenciación o.ue la ley exige; 

3. Que con respecto a la confusión, existe una copiosa 
y reiterada jurisprudencia administrativa judicial en el sen- 
tido de que hay que evitar no sólo la que se produce en grado 
directo o indirecto, sino también es weesarío evitar basta la 
posibilidad, por remota que sea, de que tul confusión pueda 
ocurrir, pudiéndose citar entre otros juicios, los siguientes: 
Soe. Fabril. Aprie. y Cora. S. A. v. Aba neón s y Cía. Gil». F<*d* 
31/12/932 ("El Federal" - 41 Kst re-Ha Federal'*); Etchegaray 
Lctamendi v Cía. v. Fernando (lase i» Mastaclie. Cám. Fed. 
24/8/936 ("Cinco Duros"' "Cinco Cerros"); F. Piceahiga, 
«■parte, Cám. Fert. 19/8/93G (*'J«xinfii M -" Jaxmin del país") ; 

4. Qhp In w)!a posibilidad de con f usiriii, scjftn lo ha_ ex- 
presado reiteradamente la Cámara Federal, debe determinar 
la protección de la marea ya existente frente n tin mero de- 
recho en expectativa (pie implica una solicitud) do registro la 
cual puede bucear en el amplio campo de la fantasía otro dis- 
tintivo inconfiindiDle. Cám. Fed. 22/3/922} 

5. Que en cuanto respecta al heelto de que d propietario 
de la marea citada en la vista, no hnya deducido oposición, 
en irada modifica la conclusión establecida. Esta Comisaría 
en diversidad do éftsosi similares ha desestimado lal argumento 
fundándose ett la armonía y concordancia del art. 6 cuya ac- 
ción es de carácter facultativo y del art. 21 de earácter im- 
perativo, y además en I» jurisprudencia establecida al res- 
pecto por ¡a Cámara Federal en el juicio Alvares Tolda y Cía-, 
ex-parte 7/11/904 ni declarar: "La Oficina de Marcas puede 
por sí, scRÚn la ley, negar el registro de una marea, smn sin 
oposición de parte, cuando entiende que ta marca que pre- 
tende registrarse es ijrual o semejante y puede traer confusión 
wra otr.. n otras ya rejjist radas" testa que ha sido rarificada 
por ¿entonela «le la Cámara Federal, de fecha 23/12/935 en 
«I juicio José K. Citen te, rj parte, marcas: "Rodo" y ''Rody". 

For tafea consideraciones., atento a la jurisprudencia in- 
vocada y en virtud de lo dispuesto por los arts. 6. 8, 13, 21 
y concordantes de la ley de la materia, ésta Comisaría, resuelve 
"denegar el registro <le la marea de comercio denominada 
"Ilaptinrtgcno" que por acta núm. 210.727 se solícita para dis- 
tinguir los productos de U clase 2. — Javier Padilla. 
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Sentencia del Juez. Federal 

Buenos Aires, abril 2 de 1940. 

Y vistos: El recurso contencioso administrativo del art. 
34 de \n ley núni. 3!t7ó interpuesto por Yáfiez, Víctor Lucio, 
de lo resucito por la Comisaria de Marcas tic la solicitud d* 
Registro, acta núm. 210.727; y resultando: 

Que la Oficina del ramo con fecha marzo 31 de 1939 ha 
denegado ei registro de la marca "Haptimígeno" para pro- 
ductos de la clase 2, por apreciar que el termino «ivíndíea- 
do tiene similitud ortográfica y fonética en el orden enun- 
ciativo y df invocación práctica product confusión directa y 
de primer grado con otras marcas ya registradas, tal como 
"ITaptimogenina". Cita la Comisaría de Mareas, diversas juris- 
prudencias a sil favor y manifiesta que aun cuando el pro- 
pietario- de la marea ya registrada no haya deducido oposición 
en nada modifica la conclusión por ells establecida. 

Que la parte recurrente entiende que la denegación no W 
ajusta n los preceptos legales ni a los antecedentes administra- 
tivos y judiciales de casos análogos, por lo que pide m re- 
vocación • ; y 

Considerando: 

Que mediando autorización de los tit»lares de Ins marcas 
oponentes, no cabe invocar los legítimo* intereses del consu- 
midor ni la protección «le ln marca ya existente, frente a un 
mero derecho en expectativa, pues como lo ha dicho la Corte 
Suprema en los autos "Manufactura Algodonera Argenti- 
na" er-partc- "l.n ley de la miiteria no faculta al Comisario 
de Mareas para hacer primar «n presunto interés del consu- 
midor sobre una manifestación concreta del propietario de la 
marca en el sentido de autorizar el registro de otra scmejantfl 
o parecida a la suya, cuando de las circunstancias particula- 
res qne rodean el easo. resiüte inverosímil inferir que el p» 
blieo pueda ser inducido en error o perjudicado en la calidad 
del producto" (Palios- 182, 62). 

Que por otra parte, en las mareas que distinguen produc- 
tos usados en medicina, farmacia, veterinaria e higiene, tal 
como la que pide su registro, la posibilidad de confusión entre 
el público consumidor, es menor, pnesto que generalmente m 
expenden por receta medica y aunque así no lo fnera, el ad- 
quirente. toma conocimiento especial del nombre de la raba- 
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tancia que desea adquirir. En ralos casos de drogaa, el público 
consumidor nunca compra por parecido en etiquetas o en 
nombre*. 

Por todo- lo expuesto resuelvo: lie votar la resolución de 
la Comisaria de Marca» de fecha marzo 31 de 19!W y ordenar 
la iiwcripción de la marca "Jlaptinóffeno" a favor do Víctor 
Lueio Yáñez para, productos «le tn clase 2. — Emilio h. Oon- 
¡gtt 

SENTENCIA ije la dAHÁ|«£ Kei'kbai- 

Buenos Aires, abril 25 de 1941. 

Y Vistos : De acuerdo- con lo resuelto por el Tribunal en el 
caso de Pfeiffcr y Cía. <2ó de nov. de 1940), én oli qiir se 
Mtablrei» que a loa efectos de la concesión de una marca con- 
fundible con la ya registrada, es inoperante el consentimiento 
OVI titular do ésta; y por las consideraciones aducida* por el 
señor Procurador Fiscal de Cámara, se revoca la sentencia 
apelada dp fs. 17, y, *0 conweurni'ia. w deniega el registro 
de la marca de comercio *' Hap-tinóceno" solicitada por el 
acta nfim. 210.71Í7. — Nivolá* (Uttiálfi iMtyi*. — Rwptñó 
Villar Palacio. — Juan A. González t'ahFcrórr. — Ezrquicl ft. 
de Ohso íen disidencia). — Garlo* del Campillo (en disi- 
dencia). 

Visideneia 

Y vistos: TV conformidad con lo resuelto por la Corle Su- 
prema en lo* rusos ile In Sociedad Manufactura Alffodoncra 
Argentina, de 17 de octubre de ISO» (Fallos: 182. 62) y en 
«I de Vi'rnon y Cía. Ltda.. de 12 líe mnrzo del corriente año, en 
loa ojne se resolvió «pie la ley níim. 3ÍI75 nn faculta al Co- 
misario He Harta» para hacer primar un presunto interés del 
consumidor sobre una iiianifestaeióii concreta del propietario 
de la marea en el sentido de autorizar expresamente el repiátro 
de otra semejante o parecida a la suya; se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 1" y. en contenencia, se concede el re* 
giatro de la marca de comercio "llnptinópeno". solicitada por 
«1 aeta miro. 210.727. — CffríM del CampiU'*. — Kicquvl 9. 
*U Olaxo. 

Dictamen im. pROpUBABOR (írkekal 
Suprema Corto i 

Annquo In puestión rcswelta en la presente eausa 
«obre denegación de registro «le una marea de comercio 
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aparezca decidida por razones de prueba referibles a la 
similitud entro la solicitada >' otra ya acordada, en el 
fondo su discuten las facultades de! Di rcctor-ComisanO 
de Marras para denegar dicho rflgfotro no obstante el 
C&nsentimiento prestado por el titular de la segunda. 

Kl coso está, pues, eom prendido entro los que enu- 
mera el arfe U «le la ley 48; prendiendo así el recurso 
extraordinario de apelación que éste acuerda para an- 
te V. E. . 

Kn cuanto al tomín del asunto me permito insistir 
en ia opinióa que tengo manifestada «mi causa regiatru- 
da en 180, ?»5 P en el sentido «le que os innegable la facul- 
tad quo se discuto y se le lia reconocida al comisario 
do marcas en la sentencia apelada, (fd. 1H7: 12). 

Dejando salvados los respetos que me merece la 
doctrina de V. b% pido se confirme, jtor sus fuiulamentos, 
el fallo apelado de fs. 2G. — Bueno» Aires, junio 14 
de 1ÍH1. - J««» Alvares. 
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Unenos Aires, marzo ¿5 de 1ÍM2. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 28 en loa autos Yáne* Víctor I-ueio apelando de una 
resolución Je la Comisaría de Marcas, venidos do la Cá- 
mara Federal de la Capital. 

Considerando : 

Qno el recurso es procedente, como lo dictamina el 
señor Procurador General, por haberse resuelto el (¡ano 
interpretándose los artículos de la ley federal de marcas 
en forma contraria al derecho invocado por el recurrente 
(art. 14, ine. 3% ley núm. 48). 
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Y en cuanto al fondo de la cuestión : 

Qu-e el titular de la marca Haptinoijenína lia renun- 
ciado expresamente a cualquiera clase de oposición al 
registro de la marca líapiinóxeiio solicitada por el ape- 
lante para la clase '2 (v. ta, 7 expediente administrativo, 
agregado sin acumular). I'or 1<» que es do aplicación 
la doetritia expuesta por esta Corte? ra el amo de las 
marcas Sol y Sun (Fallos: IS'J, l¡2f v reiterada en ol do 
de las marcas Prestaban y Preiotan ÍIMi, 05) de la que 
resulta "que ni el art. 2$ de la ley '!í>75, ni otro alguno 
de la misma, facultan ni eomltturio de marcan [tara hacer 
privar mi presunto Ínteres del (consumidor sobre una 
manifestación concreta del propietario de la marea en el 
sentido de autorizar expresamente el registro de otra 
semejante o parecida a la suya", ele. 

Que es inobjetable cuanto dice la resolución adminis- 
trativa do fs. 7 vta., aceren del criterio amplío con que 
debe resolverse la confmidibilidad entre la marea regis- 
trada, c{ue importa para fiü titular un derecho adquiri- 
do, y la que se pretendo registrar, que ¡sólo puede esti- 
marseeomo un dereelio en expectativa para el solicitan- 
te. Basta que exista la mas mínima posibilidad de con- 
fusión con la marea registrada pura que la comisaría 
de mareas rechace lu inscripción de la marca nueva. Mas 
con este criterio rio puede decidirse el caso en que el 
titular de la marea registrada expresa Bu conformidad 
con el registro de la marea nueva, desde quo él también 
podría baberla solicitado antes, sin oposición posible de 
alguien, y luego habría podido transferirla a otro pos- 
contrato o disposición de última voluntad do acuerdo al 
art. í* cíe In ley núm. 3975. Es de advertir, además, que 
nada se opone en la ley a que dos o más ele los herederos 
del titular de una marea exploten fa registrada por sn 
causante si así lo acordaran en el juicio sucesorio. 
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En su mérito, oído el señor Procurador General y 
de acuerdo con el voto en disidencia de la Cámara Fede- 
ral, se revoca !a sentencia do ís; 2í¡ i|up dtmioga el regis- 
tro de la marca JlaptiiiVKeiio solicitada por acta núm. 
210.72?. kotifíqiiGSO y devuélvanse reponiéndose el pape' 
en el juz&aüo de origen. 

Antonio Sauahna — Luis Lika- 
ke* — B. A. Xazan Axchore- 
SA _ i\ Ramos Mkjía. 



ANTONIO -SOLANO v. PÜOVINCIA DB BUENOS AIRES 
DAJlOff Y PERJUICIOS: ¡tctpimMMtult M E*U'do ff de Uta per- 

MHÉflS jnrW£«M. 

El Estado « responsable por los daños producidos por Soa 
hechos imputables a sus agentes en el desempeño de soa 
tareas. 

ACCIOS ClVlL: lufheacía ele ¡a smUncia criminal, tiobrt&tintetto. 

KI sobreseimiento definitivo 4*1 procesado en una causa 
criminal no impido qw. deducida la acción de indemniza- 
ción ante ln justicia civil, se indague en el juicio resistivo 
si ha mediado de su parte culpa civil, que es distinta en 
grado y naturaleza a ta culpa penal. 

DAÑOS Y I'KKJVFCIOSí RtvjwiisabUidad indirreta. I'rueba. 

No habiendo probado el actor —a quien como tal incumbía 
hacerlo— la culpa civil del conductor del vehículo de la 
provincia demandada que lo atropello, corresponde recha- 
zar la acción de indemnización promovida contra ella. 

r»!CTAMK5í WiL PkÍK'VHADOR GENERA!. 

Suprema Corte : 

La Jurisdicción originaria de V. E. enicrRe en eete 
caso de ser parlo demandada la provincia de Buenos 
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Aires, tenor el actor su domicilio en «uta Capital (fa. 5), 
y tratarse de ejercicio de una acción civil sobre cobro 
de peso* por indemnización (Ir ñaño» y perjuicios. T* 
provincia por su parte so luí alionado íi esu jurisdicción. 
Procede, pues, mantener el decreto de la Presidencia 
obrante a ls. -6. 

Kn ewanto al fondo del asunto, w refiere a cuestio- 
nes de licebo y prueba interpretación «le disposiciones 
de derecho común, ajeno ludo ello a mi dictamen. — 
Buenos Aires, junio 10 do 1041. — Juan Alvares. 

pallo m UA COBTB MTKKtfA 

Unenos Aires, marzo ¿7 de fáék 

Y" vistos los de la demanda ordinaria deducida por 
don Antonio Solano contra el ÍJobíorno de Buenos Ai- 
rea, por iiidenmiwu'ión de daños inusado* en su persona 
por un automóvil de la Províncto, y resultando que: 

X fs. I se presenta don A. B. Oofliess Revorcdo en 
nombre de Solano, pidiendo qttO Ifi Provincia de Bue- 
nos Aires sea condenada (i |)¡«<inr a ¿ste la suma de 
♦ 5.305 m n., o la OUG en definitiva se lije, con intereses 
y costas, enmo reparación del daño causado en su per- 
sona por un niilomóvii chopa úúvn, 8591, <\uc estaba al 

servicio de la comisaria do General «¡nido y «pie era 
conducido por un empleado de policía, «Ion Víctor Anto- 
nio Gisomlo, el cual lo embistió el día 5 de noviembre 
de 193í>, (i herna 1S y ;íl> mÍJlutoa, en eireunstaneiuw en 
que el vehículo eireulaba por la calle Santa Fe de Kste 
a Oeste y doblaba hacia SU dorochfl para tomar la Ave- 
nida Bullrieli. Que ol lincho tuvo lii'/nr on momentos 
qne Solano, tratando de cruzar la «-alie Santa Fe para 
tomar un tranvía que iba de Oeste n Kste, ann no había 
alcanzado a Ucear a las vías del tranvía; habiendo so- 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 



20? 



frido una extensa herida 011 la región superciliar, ade- 
más herid*}» con hematomas sobre los metacarptanos de 
la mano izquierda. También en Id roción inlcma y supe- 
rior de la pierna derecha una «ra» contusión ton equimo- 
sis de la piel y fractura de huesos, así como de algunas 
piezas dentarías. 

Que la responsabilidad ele la Provincia surge del 
hecho de que el automóvil era conducido por un emplea- 
do suyo que iba en desempeño de funciones oficiales y 
<*ue procedió con culpa o imprudencia ni ocasionar el 
accidente. 

DeepuÉs se refiere a los gastos de asistencia mé- 
dica que el damnificado lia tenido que hacer, al tiempo 
que lia dejado do trabajar en su ofició de sastre (de 
sacos a medida), sustos de farmacia y otros, y n In dis- 
minución de su capacidad física que el accidente le ha 
producido para su trabajo, \tor cuyos conceptos se le 
doben cantidades <íüe, sumadas, ascienden a In ¿mma por 
que demanda. Cita alunóos fallos de la Corte y los 
arts. 1109 y 1112 del Código Civil. 

Corrido traslado de la demanda, la contesta don 
Guillermo N. Y'iaeuva por la Provincia, y dice que desco- 
noce todos loe hechos en que se funda In doma rula y la 
responsabilidad con que se pretendo cargar a la Provin- 
cia, así como el derecho que ¡iara ello se invoca. Ter- 
mina pidiendo que al sentenciar se rechace la demanda, 
con costas. 

Que a fs. 12 vta. se recibe la causa a prueba, Se pro- 
duce la que certifica ol Secretario a f«. 94. So alega de 
bien probado por las parles y se oye al señor Procura- 
dor General a fs. IÍ6, Luego se llama autos para defi- 
nitiva. 
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Y considerando: 

Que os ta Corte Suprema en diversos pronunciamien- 
tos lia declarado la responsabilidad del Esludo por loa 
daños causados a torceros en su persona o sus bienes, 
cuando sus empleados, en el ejercicio de funciones ofi- 
cíale», los hubieran causado por iiaber procedido con 
cnlpa, dolo u otra cansa que ley sea imputable. Y en un 
caso análogo al presente dijo: que demostrada la culpa 
del conductor del automóvil que ocasionó el accidente, 
que aquél era entone"» empleado do la Provincia y que 
el hecho ocurrió en el desemi>eüo do sus tareas, procede 
responsabilizar a ésta por los daños v perjuicios ocasio- 
nados. (Fallos; 182, 5; ltíí*, 120¡ 124, 22; 145, 89; 171, 
142; y 183, 247). 

Que esta responsabilidad derivada de la interpreta- 
ción hecha ilo los árts. 1112 y Ü 13 del ( bodigo Civil y sUb 
concordantes, presupone necesariamente que el daño 
haya sido causado pin* una -causa imputable al empleado 
o funcionario a quien se acusa, y no a la persona que lo 
haya sufrido; pues en este último caso no calió respon- 
sabilidad alguna (nrt. 1111 del Código Civil). 

Que eorresjKHidíu al aetor, seíáor Solano, la prueba 
do que el conductor del auto qne lo atropello en la calle 
Santa Fe el día 5 do noviembre de 1!W!> linln'a incurrido 
en culpa o imprudencia. J)esde luego, óste lia sulo pro- 
cesado por el accidente ante el Juzgado Correccional 
de la Capital del Dr. Carlos A. de la Vega, y después 
de los trámites del caso, a pedido del agente fiscal, lia 
sido sobreseída su causa definiüvainente. Los autos res- 
pectivos lian sido apresados como parte de la prueba a 
solicitud del propio actor. El sobreseimiento definitivo 
del acusado, don Víctor A. «¡sondo, desearla la imputa- 
ción de íiaber procedido con culpa capaz de fundar su 
condenación criminal, pero no excluye que, llevada la 
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cuestión a los estrados de la justicia civil, pueda inda- 
garse tá no ba mediado de su parle una falta o culpa 
civil que lo responsabilizaría pecuniariamente La cul- 
pa civil Oh distinta en grado y naturaleza de la culpa 
penal, como lo prueba respecto a esto último, la respon- 
sabilidad refleja <iue el derecho penal no conoce por 
ser BU responsabilidad íntimamente personal. Puede la 
culpa no ser suficientemente clara o gravo para respon- 
sabilizar ni agento ante la ley penal, y puede, sin em- 
barco, configurar uun falta, un acto- ilícito o un cuasi 
delito del derecho civil que lo naga incurrir en respon- 
sabilidad pecuniaria. Kn este sentido se ha pronunciado 
la jurisprudencia, interpretando los nrts., 1102 y 1103 
del Código t.'ívil, 

Que la parte no ha probado <pie el inculpado haya 
procedido on forma tal quo lo comprenda en el supuesto 
que antecedo. 

Quo del minucioso estudio de loa autos resulta que 
el conductor ütsondo lia dirigido el automóvil sin violar 
ninguna ordenanza, que atravesó la calle Sania Pe en 
el momento) del accidente con permiso» del agente de poli- 
cía que dirigía el tráfico y a marcha regular y si el hecho 
se produjo fué porque Solano procuró atravesar la 
calle sin observar las precauciones del caso. La declara- 
ción del agente Mu nucí Arias que fué, en realidad, el úni- 
co testigo presencial, corriente a fs. 2 del sumario, es 
tcrtnimiulc al respecto. I¿i declaración del testigo Hum- 
berto ftos-ii de fs. 4!» que dijo que había visin lo sucedido 
desdo un asiento de un colectivo en que viajaba, el que 
llegó al lugar casualmente en ese instante, ni contradice 
en lo substancial la anterior deposición, ni podría ser en 
todo chho convincente, por cnanto no alcanzó a darao 
cuenta exacta de cómo se produjo el hecho. Que de la* 
mismas exposiciones del damnificado de fs. 1 y 02, no 
se deduce La responsabilidad del conductor y más bien se 
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dentara la defproocnpáeíóB con que él intentó atravesar 
la calzada. 

Que kí bien H verdad que la demandada no ha con- 
testado la demanda en In forma clara y explícita como 
preserilte * I art. 87 de la ley ni'im. 50, que la obligaba 
a decir sobre lo* hecho* toilo lo que debió saber por sus 
propios órgnnt)* de información, lo cual podría fundar 
una prfHiiiK'ión en »u contra o constituir ana semiplena 
prueba a favor del actor, también lo es que en el pre- 
sento coao Iuh constancias de autos y las manifestacio- 
nes inismn* hedías por la parte demandante llevan a 
una convicción contraria en !<► que se refiere a la cul- 
pabilidad de Oisondo y por ende a la responsabilidad del 
Oobierno. 

En su mérito, se reelmssa In demanda, sin rostas, por 
no hallar razón para imponerlas. 

Votí fique**, repóngase el papel y on su oportunidad 

irehíveHfí. 

Antonio Sauaioa — Luis Lisa- 
kks — 15. A. Nassau Anohobb- 
na—F. Hamos MwÍa. 



RAUL HOYANO V. EMMA -SAXOIJINETTI DE RAINBRI 

Y OTROS 

SSCUJtSO i;\TflAOrt/>I.\ARIO. Sentencia definitiva. 

E* imprrwi'ilegite »■! recurso extraordinario contra la sen- 
tencia ciiiKlfnrifnrrji dictada Mi juicio ejecutivo sobre cobro 
d" |uiviifi''iiloH «i ib* unto* no resulta que el agravio Cau- 
sado |«»r (iqui'lla jw»n insiisecptililc «lo reparación por med» 
del juicio ordinario, ní que el pago del gravamen exigido 
piiedn «r WlWíderad<» ruíWOW ni que se trate de un caso 
anómalo, duramente (.xccb-nL- <(«•! ejercicio normal de las 
facultad.'* de to Municipalidad (*)- 

(I) PMlw fcl tifio i marzo 27 dé 1M2. Wíi FWtO»; 177. 341; 
ISO, 140; 101, 104. 
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AfOREA Y Cía, 

ÉECünSÓ EXTItAOliDIS'AmO: Cwlión /eoW. Caso*. X*y« 
del Cottpreto. 

El art. 9 de la ley 12.'>£U no reviste carácter común o local 
sino nncionnl y su interpretación constituye una cuestión 
federal susceptible de autorizar el recurso extraordinario. 

ifí'LTAS: Aplicación. 

RECVRSO ORDJSARW DE APEtACIOS: Ptineipios ameralir 
Las resoluciones dictados por los jueces federales en los 
casos previstos en el ort. 9 de la ley 12.691, —cuya consti- 
tueionalidad en la parte que atribuye al P. E. Ib facultad 
de imponer multas ni en la que declara que las decisiones 
así adoptadas son apelables "al -boIo efecto devolutivo, por 
ante el Juee que corresponda", no ha sido cuestionada en el 
caso- son inapelables para aute las Cámaras Federales. 

Dictaiiex Fiscal 

Se trae esta causa eri apelación de un decreto dictado por 
el P. E. Ni imponiendo multa por infracción al art. 5» de la 

ley 12.591, sobre precio» másimos. 

La apelación se interpone en virtud de la facultad que con- 
fiere el art- 9' <lo 1« citada ley, que la autoriza "para aute el 
juez que corresponda". 

Como ni en tal disposición ni en otras de la ley se señala 
«i cone-reto cuftl «en. el juez que deba conocer en "grado de ape- 
lación (como lo hacen para situaciones análogas las leyes 3764, 
art. 27; 11.683, art. 42; y las ordenanzas de aduana, art. 1058, 
quo autorizan a interponer apelación de las resoluciones conde- 
natorias de la administración unte loa jaeces federales o letra- 
dos respectivos) se ha de resolver la cuestión de acuerdo a las 
normas del art. 3» de la ley 48, reglamentaria de 3a jurisdicción 
y competencia de los tribunales federales. 

La ley 12.591. que <*s de orden publico y faculta al P. B. N. 
a imponer las sancione» que establece para lúa infracciones a bur 
normas es una "lev nncionnl" de aquellas a que se refiere el 
citado srt. 3» ine. a«,. de la ley 48. 

En el escrito en vista se sostiene que se trata de una ley 
penal, propiamente tal, que deoe considerarse incorporada al 
Código Penal. 

Tal tesis es insostenible si se atiende a que la finalidad de 
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la ley tiene por objeto evitar el alza injustificada de lo» artícu- 
los • que «r refiere el art. 1» con motivo de la guerra europea y 
qoe Ub multas- que crea tienen por objeto reprimir las infrac- 
ciones a sus normas ; y que su imposición se atribu.ve al P. B. 

Sí fuera ana ley penal t propiamente tal, sq aplicación co- 
rrespondería directamente a los tribunales de la justicia ordi- 
naria en lo criminal, de la Cantal y de las provincias. 

Por las consideraciones que preceden corresponde que V. 
8. se declare competente para entender en esta «au*a. Julio 15 
de 1940. — Gustavo CarabaUo. 




Sentencia del Juez Federal 



Buenos Airea, julio 18 de 1940, 

Por laa consideraciones del dictamen fiscal que antecede 
y que el juagado haee suyas, declárase la competencia del mismo 
para entender en esta causa. — Miguel L. Janiut. 



Dictjme>- Fiscal 

Buenos Aires, octubre de 1940. 

Escma. Cámara; 

La ley 12.r>91 —como bien dice la Címiira Criminal y Co- 
rreccional n fs. 59 — no establece tribunal de alzada a donde sean 
apelables La* resoluciones dictadas por los jueces en «aso* de 
primera infracción como el presente (ver. ademas, Corte Su- 
prema, Palios, t. 143, p. 271). 

En consecuencia, V, E. no es competente para entender en 
recursos deducidos contra las «■soluciones del a quo en causas 
de esta índole, aun cuando se trate tío cuestiones de competen- 
cia o de ley de sellos, desde que si no corresponde n V. B. ejer- 
cer jorlsdieeinu como tribunnl de npnlncinii en lo principal, tam- 
poco debe ni puede ejercerla en lo accesorio o incidental. 

Atento lo expuesto considero que |aa «poluciones interpues- 
ta* han sido mal concedidas, por I* que pido a V. E. así lo 
declare. 

Para el caso de que V. E. no resuelva de conformidad a lo 
anteriormente expuesto, so! -ito se me confiera nueva vista de 
estas actuaciones. — Saúl M. Escobar, 
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SENTENCIA M LA rXMABA PefCML 

IHm iio- Aires, abril 21 d« 1941. 

Vistos v Go»ald*r«ndo i Ilablíndow (Helado la ley 12.591 en 
virtud de li féeuttód del potlcr do pollílfl y para todo el te- 
rritorio de la N¡w¡í«n, el HIÑNlRIMnt0 'I* 1 «"«'was por viola- 
ción de sus dUptuicim»*. C01>n»|wndfl n la jwHeiJ federal, do 
Muerde ron lo dispuesto cu lo» lé/M l!7. «rl. 4» y 48, art. 3», por 
la vía y en la tonOA (£01 |WrA <•! enw prwotfbe aquella ley es- 
pecial. 

Por filo w* di-elara lo eewlWt*neífi ÚC justicia federal 
píirft »no#r cu WlUS flPlnflélflllWl y. i'lii»Milniiidn*e prescrlptfl 
la acción, de nnu nlo 0011 In dl*piie*t0 W el art- f¡2 do! Oód. 

Penal, por fratarwi de una laffnejloii qiui ha sido reprimida 

por e[ I\ K con OBil niultu de | 1.IM0, pena que por no existir 
recurso leumrorm no puede mr minien Inda en la instancia jo- 
dieinl. y siendo t» prwi'ripi'lon de- orden punido y pudendo 
decltram de orieío. se resuelvo une en estos «farad* se^mio* 
eanfra Mw* y <'ín. I u,p Itifi-tw'i'írtn «I »rf. .V de la ley 12.591. 
ri derecho de nemnr «• enciietii™ prmTipto. — ^«e/f* d«f £«m. 
pí/ío. - .Juan A. Contált* Ctiitffa - Kitquid 8. de Ola**. 
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Rueño* Airen, marzo 27 de 1!M2. 

Y vista la prr*enle pniwn ('«rotulada "Mcrea y 
Cío., apelando do una uinllii linpiiwia ley 12.591", pora 
conocer sobre ln niwlw'ion WnWdlda a fs- 95, 

Y considerando NI|rlO(0 * f$ procedencia del re- 
corso extraordinario. 

Que la ley m\m. 12,ftOI otortfu ft la administración 
las atribuciones o.»* 1 |t» KUtoni «"«timaron necesarias 
para moderar la ^paJflwMfl 'I" !«■ ífoerra «obre el pre- 
cio de los artículo* de primera wcoaidad y evitar las 
maniobras qno affudlxnn Mil i<on*eeu<mc¡aB, en desme- 
dro de la economía dfl ln tfáritfn — V. Diario de Sesione, 
de la H, Cámara de Diputólo*, flflo 1039, vol. 3* págs. 
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963 v siglos, t y de la H. Cámara di» Senadores, año 1939, 
vol. 2», pégs. 247 y siglo», 

Que a ese fin füeUllo ul P. K. para fijar los precios 

múiraofl da los góuoro* que enumera»- para modificar' 

los periódicamente y delurmiimr los que regirán pura 
loa mayoristas, fabricante* o intermediarios ; para tomar 
las medida» necoanr.BH do control* pora suspender d 
úppuesto adicional de ndimini del 10 % sobre los ar- 
tículos afectados y restringir « prohibir su exportación i 
para expropiar lo* que fueren necesarios, etc. 

Que integrando el sistvinu, el nrt. !t' de ln ley citada 
dispone: "Toda infracción a Ion precios máximos que 
fije «I Poder Ejecutivo u Ioh productos o mercaderías, 
o lodo acto que -comporto destruirlos a alterarlos» ya sea 
acaparando, rcatringiowlo, ocultando, negándole a trans- 
portar o vender, y cualquier otro hecho que concurra a 
producir una el ovación artificiosa de aquellos precios, 
será reprimida con multa do doscientos a eien mil peso" 
moneda nacional la que sera aplicada por el Poder Eje- 
cativo con apelación, al solo efecto devolutivo, por ante 
el jaez que corresponda 

"En caso do rolneidotieia so cobrará la mnltu en Ion 
términos del apartado anterior y so aplicará ademas 
pena de prisión de un mes u sola nfio* por el procedimien- 
to ordinario del juicio criminal". 

Que la disposición do la primera parte del artículo 
transcripto constituyo uno do los resortes arbitrados 
para la eficaz aplicación do ln ley. Kw indudable el pro* 
pósito legislativo de croar un medio do compulsión efl 
cíente, distinto d«l procedimiento judicial ordinario, que 
habilite a la admini st radón pa ra imponer, en la práctlea. 
la observación de las disposiciones de la ley y de los de* 
eretos que la mismu previ'' — v\ Diario do Sesiones da la 
H. Cámara de Diputado*, afta 11*3», vol. 3, págs. 1U0S 
yantes. 
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Que Ift norma que organiza ese mecanismo no cabe 
en e! marco del dereclio común; <?s por el contrario, le- 
irisl ación especial, originada en las circunstancias & qne 
se ha hecho referencia y no vinculable con el inc, 11 del 
art. 67 de la Constitución Nacional — V, en el mismo 
Bentido el deereto núm. 47.527, conaid. 2', Boletín Ofi- 
cial, año 1040, enero, pág. 137. 

Qne por consiguiente y no siendo la cuestionada, 
ley local, la interpretación del artículo de que se trata 
constituye cuestión federal, susceptible de autorizar el 
recurso exraordinario que ha sido así bien concedido en 
la especie -art. 14, inc. S>, ley núm. 4*-. 

Y considerando en cuanto al fondo-: 

Que no se ba discutido en los autos la constitucio- 
nalidad del art. 9* de la le? núm. 12.591, en la parte que 
atribuye al P. E. la facultad de imponer multas, ni la 
que declara apelables "al solo efecto devolutivo, por 
ante el juez que corresponda" las decisiones aludidas 
del P. K. So debate únicamente la inteligencia qne co- 
rresponde dar a ese texto, que el Procurador Fiscal de 
Cámara sostuvo impide el conocimiento de las Cámaras 
Federales, limitando la intervención de la justicia a la 
del juez para ante el cual concede la apelación. 

Que, desde luego, una Inteligencia similar a la sus- 
tentada por el Ministerio Público preside la sentencia 
de esta Corte de Fallos, 143, 271. Las razones entonces 
dadas, consistentes en que la atribución del carácter do 
tribunal de alzada a los jueces, convertiría a las Cáma- 
ras en tercera instancia ordinaria con violencia del ré- 
gimen institucional vigente que reserva esa función a 
esta Corte, en casos determinados —consecuencia inad- 
misible en ausencia de prescripción lefral exm " 
también valederas en la especie — v. 
Fallos: 109, 218 y los allí citados. 
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<¿ne a io expuesto cabe agregar que la interpreta- 
ción contraria, dcsví rtuaría c! propósito de rapidez y efi- 
ciencia perseguido, porque la facultad de aplicar penas 
atribuida directamente al P. E. no habría bastado para 
impedir que el conocimiento do la justicia en los caaos 
ocurrentes, tuviera lugar en la forma y con los trámites 
y dilaciones del procedimiento ordinario. 



En su mérito se revoca la sentencia de fs. 91, en lo 
que ha sido objeto de recurso extraordinario. Hágase 




Antonio Sagahna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Aschobe- 
n a — F. Ramos Mejía, 



Año 1942 Abril 



&A.XTIAOÍ) MAZZOtVIll 

No es rcqoisitu iii-li-poiiHiiblr imra Ih cjcintincin de la in- 
fracción prrvisU vm vi art. Hl!. hit *) 'M ImI» ordenado 
de ins leve» Je ImpiwvioH iniérno*, i« fawleattwi ptnmm 
.leí alcohol por j*f*- & los tcnedore» fl«1 mitf»fc 



Nesteyi n Ei JuÉZ FKD6RM1 

La Plnia. dlelembw 28 de ÍMO- 

Y Vistos: Ksta causa .V 31c925 w*mn* «mira Saiitia*» 
MaHocehi. argentino, de 50 años de edad, Ganado, comercian- 
te, domiciliado on ílcrli. Partido de Avellaneda, |*>r el fleliW 
de jjrave defraudación u l« rentH fiscal ¡ caima «le cuyo examen 

resulta: , . 

I. Que con íevim lí de <a»ptirmliir dfl 1090 » P"ÍJW> 
uno inspección vu el negocio de nlmacín y ileMpaclio de bebi- 
da* de propicllBq de Sanliatfn Maxzoeehi, xilo en U calle San- 
ta Fe 21"H de Clcrlí. Avellaneda, (acta .le t». 1/3) ■B eq ea tr án- 
dote los alcohole* v bejridaa iilcohólicas tÑIMlow a f*- 85, 
carentes lodw de eatJUnpfllado riscal, por lo <|iie *e le promo- 

II QflO mocado par Ifl Kwiiiu, <Yimar" " g jj 
auto «!■• BObrráelatienta provisorio de f*. 24, ■* prwig aW 
el Mimario. deerclAiidoae a U. 6H la priaion preventiva de 
Maaoocfci. (indagado n f-- $), como unlor prtma fot* del 
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w previsto y reprimido por el art, 95, ine. «) de U ley 
• 12.148, concediéndosele loa beneficio* de la excarcelación 
baja caución juratoria por el incidcule agregado N° 34.730. 

III. Qae corrido traslado de la acusación fiscal do 
&. 67/82 al señor defensor de pobre», «té articuló las excep- 
ciones de fa. 93/4, las que fueron resueltas a fu. 98/1O0 decla- 
rado la prescripción de la acción respecto de la pena de pri- 
sión f inhabilitación espwiaj y manteniendo Ir jurisdicción 
para pronunciarse respecto de las penas de comiso y multa; 
pronunciamiento confirmado a fs. 103. 

IV. Que a fs. 105/li el señor defensor de pobres evacu* 
el traslado de la acusación fiscal íéapWtP de la multa (12 tan- 
tos) y comiso de los alcoholes, peticionando la alaolueióii de 
culpa y -cargo del procesado. Keinmi-iad«. do conformidad dé 
partes, la apertura de la causo a prueba, *o llamó autos para 
sentencia (fH. 107 vta.) providencia (pie se encuentra debi- 
damente notificada y consent ida. 

Y consideraudo: 

Primero: Que la variedad y iiúmprn de las bebidas alco- 
hólicas detalladas a fs. 65, «pie se secuestraron en poder de 
Santiago MaMoerhi. ne*B*WfaM do Ufó ésUWptt]A<l0 Itwal > 
las manifestaciones consiirnndas en él acta de fs, 1, en las que 
n reconoció elaborador de las mismas auiiuuo rectificadas en 
la declaración indaffttWri* de fs. M. eonstituyenprueha indi- 
ciaría suficiente, en los términos de lea irte, 3¡>7 y 358 del 
CAd. de Proe. Crini.. para dar por w mli tuda 1» existencia del 
delito previsto y reprimido por el Bit. 35, me. e) de la ley 
N» 32.148 y para considerar n Maiízoeohi nutnr responsable del 
mismo. , . 

Las consideraciones que formula el señor defensor oficial 
a ía. 105/íi no desvirtúan la conelusión anterior pues ai bien 
la existencia del delito esiá Condicionada a la fabricación del 
"alcohol", no ex necesario ']»•" rale Ht; destile al estado de 
pureza, pues basta que exista, ami.pie sea directamente como 
"bebida alcohólica"; lal f, P- ''"» elaboración de 

"grappa", obtenida directamente .le ll fermentación del 

orujo. . . .... 

Segundo; Que enervada bi pena corporal y la mluihili- 
dóa especial con «pie la ley castiga tal delito por 18 pre». 



eripcióu de la ficción deelnradu » K ¡W-'lftK la punición nj.U- 
cable a Santiago MazzOCChi <| uedn reducida a la multa de diez 
a treinta veces del monto .leí impluvio defraudado —cuya 
liquidación obra n Ffc 23- y el "eomiso del alcohol materia 



las iMqtthiikriiM y úWm i|tio hiibicacn «mdo para 1* eU- 

"""Stt la «radunelAn .1» la luiilm « {jjW " « u * nta la ¡ m P°r' 
tancia nmU.I -lo! drill, y I. ^ tál ^%^^ SI " 

marU. (|iu* revMe -'I proejado nforme de f*. 11, l|fm 
Por- tuto» í«l«ll»«tMll.« ( folio; Condenad» a Sa Q tm B o 
Mnzzoechí OQT el delito di grave delraudiieion a la renU Itscal 
,h- Iiu»ucMt'« Interno*, i» pHU'ir llim iiiillt» de- ochocientos- nue- 
ve in'is Mil otUOUcniP «WlnVOI moneda nacional y al comiao 
¿ laHm'^ileX .Multa.!*- a í*. 05 (art. 35, me. c) ley 
N* 1'Í.IJH), con OQMM, - Sí»** " ami - 

SKNTKSOIA m I-A CUABA FBUUI* 

U I'UU, ngosto 4 de 1941. 

(•o, defraudo.*'... <l«' »» renta fl«á"j procedente del Ju*W- 
do Ki-di-ral uY MU HNMA 

Y ConHldiTanili»: 

Ohp ÉM wmlPrlurlílliil » I» rMohición dictad» a i». 28 
do estos ftÜtOJ \-, k««mfc» «te I J '' ™t"d>o acerco del pun- 

mo «si i.. LiiAtwM "i K*ol»r i«* «*w* °-< 6b - a -? 025 i 7 

PUeS Q»e e» el prwm** m, I" impulacMn que se hace , 

S.n£o M««.N'Ul «• r i de liahfr» Tiritado m 

¡n inder h» eteeto* m í" «" «HnlliMi el. el riela de fs. 1 entre 
IB**** £ &H V MM* d « ,a - 

,r %u"Vn^n^nrnela. no ir.ife.k~ Ja un caso de 
defra .lanóh mmfo» "ti 1° lll*|MK*> por e «C, 30 del 

£ * no- ella ver*m. «ibM Mil UMMM 
nrt. 3T del dígito IWto. enrre-ponderí» ■ la D.reeción Gene- 
ral de Impiit".|tw hilcriirw. 



PAIAOS DE ÍJ. COBTE SUPHEMA 



Por ello, aní ae drclani, dejándose sin efecto en conw-cuen- 
eia el pronunciamiento en recurso. — Luií 0. '¿troino. — 
Adolfo Lascano. — Jorge García Gonzáltz. 



FAI.U> I-K LA CORTE 




Y vistos: Ua del recurso eXttaí^taCió del Mi- 
nisterio Fi.scal contra el tollo de la ('ánima Federal de 
Apelación de La Plata, en la causa contra Santiago 
Mazzoccbi por defraudación a la renta íUí-al. 

Considerando : 

Quo el tribunal tle cuya sentencia se apela resolvió 
—fe. 116 — que la inteligencia que lógicamente corres 
ponde al ine. c) del art 35 de la ley muii. T-M48 ch ln de 

qnc H so reficrc rrr ssSmtíS& 



lo que en el caso 
zocchi. 

Que esta Corto, en un caso semejante (Fallos : 191, 
233) decidió —confirmando la doctrina de Ion pronun- 
ciamientos de primera y segunda instancia, de los tribu- 
nales federales de Tíosario — que "no es aplicable el 
art 36 de la ley núm. 3704 (27 del T. O.) que prevé loa 
actos realizados en infracción a los reglamento* con 
propósito* de fraude, sino el urt. 35, ¡no*, e) y e) de 
ta ley uúm. 12.148 (82 del % O.» al cuso Cli que ilos de 
loa acusados tenían ocultos en su ca»a tambores con al 
cohol nin inscripciones, etiquetas ni valore* fiwales, 
adquiridos do otro procesado (pie les babía dado los 
reeiboB dol precio ote."; es decir, no M declaró requl 
ñito indispensable ln fabricación personal del alcohol 
por parte de los tenedores, como- lo ha entendido la 
Cámara de La Plata en el proceso en examen. 



EW JliMTWIA U U NAOlAh 
Kn su mérito y \mv Ion dllldiiincntOfl roncordantea 

.l.i ]» Hentciiña «le f«, 101 N *>• invmti hi rOMlnotán apelada 
m WUUite pudo «q» m»t«rfá «M rvuiirw). Jliipaiie saber 

y iIcvuY'Ivuiikü. 

RORHHTO ItVi-M-m — Aotowio 
ÁUMftJU B. A. NazarAm- 
VUOHiHA - V Hamos Mejía. 



MANI'KIi HIAKHBCHA 

AMASA: PtMltfM* 

U rniharacMn uiilíMtilN ihimi irailME *\ contrabando y 
rwrlraeefentfl » totmi* únm « ftt* aa» ig-noraban *l 
tino ilniíítimn <|i"' *' tiMi'ln i|i> h<hi/I|« |M>r «u am&dalario, 

no MU aMwfti «I IHÉd A| multu o ptnalidactes 

mpmm » ■<* qüh i.«nWi.«m. . , i n <u\ de- 
lito i 1 ), 



ItíilNH.l-Yí |». S'AVR v, l AJA |)K .ll'MLACIOKES 
DE RMPtBADOS PAHTH IXAHKS 

JfHIl.AftOS OH HMHhMim I UtTHVURKSr Jubilad*. 
CtímpHta rtfte cfnrfdm 

Hl empicado tm* Mlrrt nu aporte* ria in Caja de- la ley 
ii.M'i Fiinilain mi qi» «h» mwvMw i»» lertan compu- 

luMi's por ImltiT ■iiilii ili'kHflIhitlti In «>inprcfMi en que les 

p remaba, lieiw ilrrouhii \\nrn i»..-, i u la Caja median- 

W el r<"¡ntc(ji**t «I» |» HUDHI rerllililn v » <| ue \w servicio» 
ri^|M tlÍVA»i MflH erá||ñlÍRqlM n \m vtwim de Ioh beneficios 



(i i rVriH dri falto «Mi - i9 Mt v« Knitd.. a «i¡ jm. «m. 



m ULLOB IW LA OORTK RflMtft 

Sentencia de Fai-nu Inhta*c.a 

Buen*» Airea, wínlin* W 'I" 1MJ 

Y viitM: Para resolver 1a aprUcttn l»UjW¡¡g ■ " 
por dou Rodolfo 1*. Nave contra la nwlneion corriente « fu. wj 
de la Cuja Nacional da Jubilacionea de Knploocliw y »"»rerc» 
de Emprnui» Particulares ley N'« 11.110. 

Y considerando: 

En cuanto al neorsa de fs. ?1. --e-lamlo la rueatíón 
pl*nt»da relacionada ron ¿I J¡ >M*g¡ 

baso* indispensables para *1 olorg«inÍCBlO de IW 
previato* por la ley. declaras.' prwedente. 

Que el reingreso de Ion afilinilm y I» r^llJjhPWJ * 
loa derecho* al cómputo do lo* añm «!•■ «cTviein mediante ti 
reintegro a la <íaja de una sola ves di» t«"lnn Ina alIjiiHt pero- 
bidan de '.i misma, esta admitida en IW fW"Pi2 ttolí Tin 
ttndo una norma rt> carácter general douirn de la ley V I " ' ■» 

One el proveyente no graueatn Maull RlgUM W « "™ 
de autna, similar a los contemplad»» en IM referl.l'* Hrt.cn- 
loa para aplicar al mismo un ifeimtn ilMlldo ilrl wtaWewlo 
pop la ley, ya que- otra mternretaeiuu hn|mrt«ría -eutnr un 
criterio d<- desigualdad contrario ni texto y II I Mpirilil w ia 
miama, máxime tratándose do una ley de urden aariai. 

Pop ello, resuelvo revocar la resolución de In t*}M Nacin- 

bilaciowfl >- PenooMa d.« Emi.londn» bCMP g 

.m,...,.- , Particulares, del 21 de oelldirr Me HWI ( W- 
del expediente administrativo W aW^MlWJfMa^ 
el reintegro de loa aportes retirado* por don ROdOUO I • »J« 
de dicha Coja de «cnerdo con la declarado.» do H, f, Wf«¡ 
aro qüe rielará realizar de una nula 'I" WUtrao «M « 
artículo 1!» de la lev 33* 11.110. 

lieclarar compuiaUes a lo* ef.H'liw de loa heiij'finoj OM 
eorroarmndcn o llegaron a eorrespomlerle n dmi , HiMiairo 
Nave en dicha Caja los servicien pAajado* en n * rtf 
Electricidad del Sud Argentino, motivo de rain ablación 
Kdum 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Dictambs dkl Pboci'Hawir Qrmbral 
Suprema Corte: 

Hesultu de estas actuaciones <ler. cuerpo) qae D. 
lfodolfo Pablo Nave, retiro «le la Caja Nacional de Ju- 
bilncioties y Pensiones de la ley 11.110 los aporten que 
IpUá cfect'mido mientras prestó servicios en la Cía. de 
Klvctrícidad del Sud Argentino, en vista de que uo se 
lo reconocían como computadles i>or Imber sido desaft- 
IWula dicha empresa. 

Interiormente, v atenta la jurisprudencia estable 
ridrt por V, B| e» lüy ; Jl!»; 170:254; 178:37; 180:398 
y olroH casos. Nave propuso el reintegro de esos apoT- 
tett, oferta que la Caja so negó a aceptar ; pero «1 se- 
ñor juez de !o civil revocó tal rcsolueióu declarando 
coiupulnblea, a los efectos de un futuro beneficio, los 
«crvicios cuestionados <is. R"í). Contra dicho fallo trae 
la Caja recurso extraordinario, admisible, por cnanto 
|fl lia pueblo cu tela de juicio ]a inteligencia de los arta. 
III y (il de dicha ley con respecto a servicios cumplidos 
«I empresa domiciliada fuera de la Capital Federal 
<H¡0:*JI!>; 1"L':^07; 188:397) y la sentencia definitiva 
es contraria al derecho invocado por el recurrente. 

Aeren del fondo del asunto, pienso qae d señor 
jiic/, está en lo cierto y que el caso actúa! difiere, por 
Htm citrwterísticaa, del que mnlivó mi dictamen en 
188;3P8, Corresponde, en consecuencia, confirmar por 
sus fundamentos la sentencia de fo. 83 en cuanto pndo 
ser materia '!>'' recurso. — Buenos Aires, marzo H de 
11M2. - Jua» Alvnrez. 



rAL«* DR LA CORTE BCPSM, 



PALLO DE U COliTE &1-PUEMA 

Hucnos Aires, abril JO de Í$t8. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido por 
Rodolfo I*. Nave en «otea eori la Taja N'acioaal do Ju- 
bilaciones de Empleado* y OtirorM de Empresas r«ri¡ 
«alares. 

Por sus l'umlaiiRiiIus y de acuerdo con el preeedell- 
«e dictamen del f*fior Prácnrádor General, se confirma 
la sentencia de foja* 83, en cnanto pudo ser materia í¡ta 

recurso. — Hagavc Biabar y deviu-lvanse al Intumal 
de su procedencia. 

fiofiimro BEPmo — B. A. &umi 
AffCHOTKSd — F. Rascob Mb- 
jU. 



JOSE BENITO NOVO A -hw BCCMOatt- r. CAJA Dfl 
JUBILACIONES I)B l 




COXSTITVCJOX XArfO.XAL: ran*litu,¡onaU,bi<¡ t ftfcOMiflllW** 11 
MHnrf. Lej/íj» aat mmhs. jfuW.Kwar». 

DERKCHO.S' Y GARdiiTEáS < (>XtriTiriu\ALES: ¡mMt'i- 

ttatt ilr ta tfeftosQ fh inicia, 1'rvft'iCmirntti ti ntnltntia. 

El ir*. 62 de la ley 11.11(1 «-„ cuanto dispon* que el jue» 
en lo civil rlche pronunciarse mÍm oirán pruel'a* qm* Iam 
que resulten del expolíenle admíiiísaralt vo o las qw hu- 
ta traer pira mejor proveer, no o violatorio del MÍ 1* 
de I» Constitución Xncionnl. 



Dlcr.iMKK DKL Pium i iuwm Uexeral 
Suprema Corle : 

Con motivo (id lalIceimieiiEo de P. Josc Bcnit>» 
Xovoa, ocurrido en julio !í dr» HW. después de más de 
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22 años de servicio* tranviarios (fs. 15) »us sucesores 
presentaron ÚQÍ9 la «'aja cfo ln ley 11.110 un pedido «le 
juhÜacMn por invalide-/, *r orila \¡ov el cau&ant© (fs. 
8), que m Ufett iipnrero irritada! dos días ante» de su 
muerte, tuvo entrad» i-n «lidia Caja en julio :N (fs. 11). 
SimuHáiioniii-'tilo «cHtíonaban pensión derivada de la 
jubila»:'» «iu<> litabiora correspondido a Xovoa. Tal be- 
neficio lea fué diílU'tfnd» ífc« lá) porque el causante no 
solicitó e« villa *u jubilacióu, requisito indispensable 
a juicio do la faja pnra que los recurrentes se hallaran 
eu la situaci m previ-la por el url. 3'- do la lev 11.110* 
En lo sustancial la denegatoria se fundó en el art. 24 de 
la misma quo prolitlje acordar jubilación por invalidez 
sin previo Informo del Departamento Nacional dú Hi- 
gww o del médico " iiiAIícoh: tlesi-ntatlos al efecto por 
el Di notoria roMKJCto de las causales de imposibilidad 
física o intolooUml alegadas, diligencia que no P™ 1 * 

como (piodu didio. 

Los inton-hudo» apelaron entonce» solicitando en la 
instancia jinlíciiil diversas medidas para acreditar la 

¡nva]¡<h>x del enuwvntp ron auteiioridad » su muerte 
¡rs. 2$/$8), ÁMóriv o) juicio » prueba * 2 v1a ) 
Caja pidió revocatoria fundada en el art. 62 por cuya 
virtud «] ju«»z (fofo reaOlw B.obre la correcta o inco- 
rreetn aplicación du la ley tn froac a las cmi¿( amias 
expediente rtdmkiktraltvo « tfí«M </c 0f«&> # P«™ 
mejor pruvrer nulirife t\r I".* uiituiiiioili s de h Caja. 
Admitida la revoca loria (fs. .Vi), los sucesores de No- 
vou dedil joro» peflurio eXtra©tátorio para ante V. E. 
por rntonder que al IHI permitírseles producir la prue- 
ba ofrecida no violaba la garantía de defcwa m juicio 

(fs. 5(>, nrl. IK dü Ul tWtituoión), reamo denegado a 

fs. 56 vln. y ipio motivó una qOOja por vía directa (exp. 
4-K-1940). Kll» fué uW*tima<la por «Bténfór la Corte 



p*mx» ott la doren SUPREMA 



que ©1 mito .lo U. 5ñ no revestía caníctor do -cnteticía 
definitiva. 

Proseguido el trámite, u dictó la Beottada dé h. 

59 que, por mi* fni«laiiicnto8 y lo dispuesto en <<| urt. 
24 do la ley 11.11", confirma la resolución del J>iree 
torio, dOMfltímatMlo ÍMipInritaiiielito la euMión OoDlti 

tneioiinl pliinlondii. Dfl ahí procede el nuevo reeiirau 
extraordinario (pie M trae unto V. K. íf*. «¡1 ), admisible 
& mi juicio, pilen inedia ahora el requisito «411 - fallaba 
&1 tiempo del anterior ijroiiuneiamieuto. 

En cimillo Al feudo del asuuto, \". K. tiene remielta 
varían vecen qiW no Afreta a la g»raiitía del mi. Irt de 
la Constitución relativa u inviolabilidad de la iIi IViimu 
en juieio, la *ii|tre*íón de trámite» en eíerlo* juielo» 
aumarinti, Micinpre (ÍUB M dé a las parten ojmri unidad 
de ser oída», circunstancia ceta última que un día eii el 
aub-juditr. Adem/m, fion arreglo a la d¡HpOK¡ción loga] 

objetada, el juez pudo recibir, de oficio, toda la prual» 
que conceptúa w tfilli y »" lo nizo > PórWi " -11 finltttt- 

der, el art. 'J4 de la ley 11.110, de carácter loeul en e-te 
caso, no admite fino un modo de acreditar Iok IicHio» 
materia <lel reclamo. 

Correx|>"Wlc, pin'*, confirmur, en manto pudo iter 
recurrible, In resolución de ta. . r >!>. — Bueno* Airen, mar- 
ro 12 de 1ÍI42. - Juan A'varez. 

W M ™«TB SUPREMA 

Bueno* Aires, abril |0 .1,. IÍI42. 

Y vMtot! pl recurso extraordinario deducido pnr 

Rosa HmlrÍKnes! de N'ovoa y BUA hijos menores en juicio 
con la Caja Nacional áa Jubilaciones de Bniploadoe y 

Obreros de Krii|irc»a«* l'arf ¡calara*. 



DE JUSTICIA 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictami- 
nado precedentemente por ©I señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de fojas 53 01. mianto pudo 
«« materia do recurso. - RÜti* ■** * devuélvanse 



ROBERTO RePKTTO — B. A. NAZAB 

Anchores a — K. Ramos Me- 



COSSTITUCiOS XACrOS.tl.: <-»**tU*ci«naUdad e 
malidad. Drcrttot nacionakt. 

mi'VBSTO A tm RKMTOti: ApUañfo- y te- 

El art. 53 de9 decreto reclámenla rio de ¡« l*yw Ujf 
v 1168Ü — T. 0— que confiere a la* delegaciones tíe 
Dirección 4el Impuesto a los RÉ4H« facultades para re- 
solver sobre estimaciones de oficio, niñato, papo y cjecu 
SS^RK Smm y «bm de multas, ha sido 
dictado denir* ü> las facultades emienda» ni F. E. P« r 
el art. 

MULTAS: ftflfoffó 

Lo distinción entre multa* de carácter penal ^ 

imir ln violación de las disposiciones 1 ic 
reparntorio —establecidas BOH .fl obje- 
ta ñ> indemnizar el daño causado pftr 1» illfraeciCtn— ha 
^freTSfi^Pt? l^hr. por la Corle Suprema. 

IMPUESTO A WS RtWITOX; Aplicnd^ t$*mW#» 9 V™*'' 
MULTAS; Carácter. 

La multo establecida en el art. 1S frjl k¡ SfíL^Si 
k de canter penal, por lo que el pftto « .mpu«to 
„o hace desaparecer la infracción cometida n >M 
«Votiva acción penal, qué sólo * «ti«w i-» F * pW8 - 
cripeión o jrar la imposiciAn de lo pe-na. 




13» mi-w>» r>* " coktk svmuA 

UtWFÁTO A LOS Wff Aplicación. Infracción y pena.. 

MULTAS: Carácter. 

La multa estaM.-ei.la eu el arl 1$ d<« la íw ll.GW — T. 
y _ puede «er aplicada too pOBtétíoriílád al pupo «W mi- 
ponto efeeúiwto |«<-r «•! ¡afM-ctór y r«¡bitlo sin oWrva- 

tiene* |.«<r las »uiorMadtt PrtpWtiVW, «»W « !■ '"' eva 

lLquitlai-ü-n <W mismo pf.-.t natía por rijas «1 '•'»■'<■ »««•*' 
miento ,U- la iMíi 

RECURSO EXTtlAtiMiISMlUt: fíitMUHÁH. 

Revocada por la Cort<- Siipn-um la r.-.nrri.ln por 

apelación extraordinaria t-u I» qi*fi ha BÍdó malma 0* «H 

y existiendo afras eiiestionoH <|tte en menester r*Mrftr a lo* 
efectoe de I» solución I* .-misa, corresponda devolver el 
expeliente al jotiMo .lo m» I*'» ■>« 

St'NTKSf I A ORI. .ÍÍ & FUlKKAl. 

IMI-Viile. jiil» U de 1940. 

Y Vistos : La ilemanda i»i«T|Mii'sta por Igiiaeio 
Villa Nueva, contra la Di m elón «1.1 Impuesto a los 
fin de .pie ae retfWrws 1» rwóiu*i*n d* M* «le focha 21 
eiembrede 1ÍK9; y 

Resultando; 

Que por ilicha it-mIucíó» M* »¡ ''»''« r una multa de 

« 4 106 m n . por Itabo* rjeelarad* réditos iuf.-iioivs a los obte- 
nidos ¿orante los cjVtek-iw .!.- 1031 a 193Í1. nmisiói, uur ratarfo 
prevista v punida por .-1 nrf. 1* <le ln ley 11.6W: 

Que W han corrido los inislados ,\<- ley. no h«bi>nda e aetor 
replicado la <c«Ht«4aei/>rv, y ae h»» aircuad.» ¡i los á»lffl los ex 
pedienles administrativo*; y 

«í\msid*rniid«: 

1 OtK «'I «*>nr aduce, ante to.Ki. une- lo* jefes do dlMrlta 
BO tienen larnilnil Ifttfll aíglltífl I'»™ ¡mpoiu-r imilla*. 1* l ' r '" 
carecería de validez ln une Ir ha impuesto H jefe de Villa -Mu- 
ría. E«ta drfensa vn lia üídn considerada ppr el amanto en W 
juicios promovida por Jé* y Amonio Mnestn y por Ernesto 
Ma^Klin. ha sido .1- .-nformidad ,, ; n la Job 

prur1cr.ru. tfe la «"amara Federal de Córdoba <" Anteada Poner 




v Pism fóífOMd - CMt*r#v»o"h por Prtimir qitf djattt iM 

SE ,>or ¡o ¿Í * wm ¡s*S -■«« '«/>«'"•";') «ú » to 

tribu iaI & N - W, ©0). '» , ''»' , '<""< g¡H " »« 

gSífll •"■ <"* pronun.MamK-nt^ Ntlidol « di- 

cho» juicio*, nrán f«r la dWinw tal d.-lVmm 

•> 6w fornjcila'U la .|«r!a ración ni r..'dil<«. lu ndnimlft- 
tración la »«•,»<» y ^«UjM ¡»P« «0 ^^Mgg 



pía a n o n,' .. N *>. I-movió la r**l*l »1, l^ll. Y 

lewlnr •himA. tó*n¡ *M «o . «I» la ranció.. .1« Ul 

importe. m>N 'tám 0W¡£ m »» ,a «"«ftPfe £* 

toada m.w la «IibíwWwWm. «•■» >° «HW» ''I »rt. ÍW «Ir iu 

3 Ui** ñor eMM 'I" evasión, sr aplicó ni «unlrHiuyrntt 
snt itmlli taM » ,,n «««toile ia wima ovatlHln, u* niiifnriiiMlad 
LTaru 1H "l" U ftft H*Ü*tó» q<* ha teo.cjn U.tfiiP <| N ,Hita «U* 
£ adnnniH.ra.i0n p£SE 4 impor., -le ^"-V^* 
afirma H «mi r'Mymu »<« «wtradiecioii y «f* iml ggtjgj 
a „t«w El n»H -IH Impu*-*»" i«'vo lugar huí WttVa immbj M 
Mrcxlor. rirriiwl**!* &<m#* J¿? otra AlA «X* 
noria, tal como wWfefl I» — «WiBacWn principal-- y «a- 

ftWttfflfl .1" fl««fl «< X* impido * í,h '" 10 ' ***** 

por objrlo r*xm««r * U- ( «r| ( 727). fc 

dooi,inn rr,aMa ^ j«W» nromov.do ^ji^JK 
Ofln KniPHlo M»«fltfíw. «htoIo as S, I,. mulla .abrí» WMftM 
extiiipnida y ^Ktr («M MWHtfl mmwKano rntrlfH a IM iimnaa 

En "ti míríf«; W»; »«*wndo luftar ¡fflWftlHM, «» 

un «mwciPní-ia. WM'l» '» r«olnc»«i «1- lu n-for tai con 

cM»t». - tt«MÍé v,írmc ' 
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Y visto : Considerando ¡ 

Que consta de autos, y en especial del informe de U. ÍÍAt 
producido para mejor proveer, que una vez que l¡i delegación 
de los Réditos con asiento en Villa Marín roetifteó liw deelarn- 
ciones juradas que con anterioridad tenía, formuladas el deudor 
don Ignacio «Jarcia, éste pairó y «'l uí » a ^, b ^\í™¡S u bri dri 
año ppdo. 

Que efitu circunstancia determina, como lo hn dedarudo la 
Corte Suprema eu el fallo citad» por el a-quo. la liquidación 
definitiva de cuentas entre acreedor y deudor, sin f|tle «on pOHte- 
ríoriUfldj se« dado imponer multajJ basada» en Ihh oMiaiones que 
motivaron la rectificación de Ins decía rae ioiiva jurada*. 

Que un v opone a esta conclusión, lo dispuesto en el Wt¿ 23 
de la lev 11.683, según e-I cual *• prescribe n los cinco anos la 
acción para imponer inultas por violaciones u la ley de 1h ma- 
teria, porque con ello no « desconoce esa facilitad que la admi- 
nistración ha podido ejercitar eu el momento oportuno exigiendo 
el impuesto y I» mulla respectiva por la* ominioio-n o faltas com- 
proliadns, pero no es admisible, que unu vez liquidado el im- 
puesto simplemente y pagado éste i»or el deudor con WTOu- 
miento del «ere<'dor. pueila volverse sobre ese hecho concluido, 
para 
gada 
dd impuesto. 

Por esto v loa ftmdnmciito* «leí fallo apelado. «■ lo confir- 
ma, — Mi'jud Á. Minga. — AUJamlru Xoyiiui. — /-mis M. 
AUtnth (*.). 



IV tu'i *»-n r fiiui. [un na •uivviau ■">■><• - — 

punir con malta una omisión que del>e tenerse por cnmpur- 
, al bal»? recibido el acreedor, sin observación, el pa«o 



FALITO ÚM LA Cf)RTÜ SUPREMA 

Buenos Aire*, nhril 13 de 1042. 

Y vistos: Bl recurso extraordinario cMncidó por 
el señor Finen 1 contra la senteiinii (le la Excma. Cá- 
marn Federal de l'órdolu di-Inda C» ol jinei» *c*ui<lo 



■ t 



me fóltiOU M i-a XkOfa ÜP 

por Ignacio Oareia eoiili"* "I V\mw NiM'íonal, Dirección 




Que lia quedado IÑrtatflttfMOi «MU* cuestiones do 
berilo irrevisiWes por \a 00fÍ9, f|Ufl Ignacio Oarcía, con 
domicilio cu Villa Nuovii, (Vinlolm, M la* declaraciones 

juradas pura el pago del ImpoMlo « ta" rMtoi por ¡os 

üf)G» 1934 a Í938 > anUolpO ni'HM'nlriil por <d «ño 1!>3¡), 
consignó montos do ródilopt Inn-ríore* n los obtenidos, 
omitiendo ingresar el Impuesto i*oires|.íondí<mti', y M«- 
tifíeudaH esas declámenme* BOT el ennirgndo del Dia- 
Irilo df Villa María, el contribuyente firmó de confor- 
midad las declaraciones rei'llfíeatlvji» y nlwnó el im- 
porte omitido ol 27 ele oetubre de HKHIf mío el J6 do 
noviembre Biffuienle H eiieurgndo del dMríto lo impuso 
una multa do cuatro mil denlo m*ín \wm>* moneda uacio- 
nal en virtud de lo oslalilecldo por loa nrU. 5, 10, 16, 
IH y 57 de la ley 11,888, loxto ordeimdu, rmolucíón que 
lué'mniileniilu jior I» del Ül de dirigid'!» «¡fruiente. 

Que en razón do chIom nntwedoiili'» o] contribu- 
yente dedujo In présenle deiunndii contenciosa, alegan- 
do que loa jefes de dlilflto ni» tJfflffl fafflútad Pura im- 
poner mullan y que el orlleiio (M M*W «ido erró- 
neo y arbitrario, y la se-lllonela recurrida, eonfirtnato- 
ria de la de |iriincni 

le» jefi-H de distrito y ruvnrtt tu f*wdlH«n administra- 
tiva por considerar «jilo el W> di'l Importe total del 
impiieHto liquidado, real luido por H deudor eQH asen- 
timiento del acreedor, iinporln In llqii (dudan definiti- 
va de cuentas y, por lo lanío, In Dirección do Réditos 
no puede con posterioridad Imponer huiIIan basada en 
las omisiones que- motivaron In reellflcacíóji de las de- 
claraciones jurad»*, no olaluntl I" íJttpBWtó por el art. 
23 déla ley W.f*3. 
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Que descartada la cuestión M W ^sltod« ¡M 

encargúelo del Distrito de Villa María, qflÓ ha M(la 
rcsneltn reconociendo la autoridad tmo ojetee y n<> <' H 
materia del recudí., muIhcíóii quv e*tá, por ulru parte, 

de acuerdo wn la jttrUp^udfti^á de esta Cortp 

líos: 188,488— queda a resolver la iiiteepivtunóu dC 1h 
ley U.6S8 en cuanto al carácter de- las mullas que ¡m 
pone y a un pWíerSpeí&i, cuestión federal qui- ha»* I'"' 
cedente el recurso extraordinario interpuesto. Ar!. H. 

¡no, fr, ley 48. 

Que la mulla establecida por el Bft 1* de hV WS 
11.683 texto ordenado, para rcpríiftir "«w-fcjulcT falBH 
declaración, acto u omisión <§no importen una v'mluciuir 
do lo expresado en la presente ley. aplicado j' 1 
easo, tiene carácter panal, pues es evidente que luí wq* 
establecida en la ley para prevenir y evitar la violación 
de sus disposiciones y no para reparar v\ d*W». ti» 
reparación de! daño por la Himple omisión de Pftffnr 
impuesto debido, 68 contemplada i)or la ley PP JttiWi 
disposiciones estableciendo un interés puaitor.o — ari. 
20— en vez do In multa que en igualdad de oireunstan 
cías establecen oírns leyes, como la 1 1 eli MI an. 
8». Esta distinción entre ranltaa de carácter penal 7 
multas de carácter roparntorio ha -sido reiteradamente 
establecida por la Corte. Fallo»: 183. 8S3j l«4. IflBl 

185, 251; 187, 569. 

Que, en eonsocin-miii, el pago del impacto no IWK» 
desaparecer la infracción cometida ni tMiervn la iiceion 
para nuar lo pena en que el ¡níriu-tor lia incurrido. 

Coai> ida la tofrawtán imee la anión y felá *ow <w 

Ojcting-ue |H>r la prewriiHi.'.n o por ta imposición de ln 
pena. Esto es tatito más claro si *e tiene en cuenta 0W 
el nrt. '23 do la ley, sí bien fija el mlattW término flr 
proscripción, legisla «'n dos incisos separados ln do I" 
acción para el conre 86 M ittpu^atos e intenses ;>um 



Se: 
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torio? y la de la noción para imponer inultas por infrac- 
ción o violm-ión do la ley, la a-coión para hacerlas efec- 
tivas y las penas liiisiiitts. 

Que ol mm dol i'nilo ele esta Corte M t. 1W, pte- 

7£, citado MI la noatonCÍa «le primera instancia, es dis- 
tinto del p regento, , MU . S allí su tratulm de la nplícación 
al iwiirtwile iljü una mulla p«r la demora en el pago 
del implícalo, ij-ttí la ley *óh> aulunw.lui para el caso 
de deltJiiiiliieiúii. Fué tatUíUoudo el enTÚoter do -esa 

mulla pitr g| prfmpLo n-tardo vd el i*ngo, une la Copie 
dijo cni i" ip" ra lile n Hita riáwtíula penal porque 
aillllUS limen |«ir «duelo obtener el cumplimiento de la 
prestación y pn-íijar los «taños. 

<¿iic, lo lo uto. curres|ionde revocar la senten- 
OÍU apellida ell IJUüUtO lia podido ser materia del recur- 
»o extraordinario y volver los autos al jnzííado de orí- ' 
pon n lili de i|úti *e juzgue, el caso de nuevo, teniendo en 
cticiila lu ¡iilerpietaeiiin Jijada, ya uuc existen otras 
(Mieslione* ipld pueden influir en la solución y escapan 
n la jurisilieción extraordinaria de la Corte. 

Por oMok ruiulaineiilos y de conformidad a lo pedi- 
do por al Sr. I Wunulor General de la Nación, se revo- 
ca la scnleiícia apelada de f*. ll.> ( eu cuanto ha podido 
ser matorin del recurso, y vuelva a primera instancia 
a fin da nt» el puso sea jugado nuevamente. — Notifú 
qui'He y devuélvase, debiendo reponerse el papel en el 
jUSgado de nriícen. 

RoBBRTO K*:eKTT<i — Antonio 8a- 
oauna — K Ramos MejÍa. 
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IÜPUEST01* INTERNOS v. ERNESTO LUNA ROMERO 



IMPUESTOS IXTERSOS: fíé'íimcn rfpmiro. 

El art. 1' de la ley 4295 en cuanto dispone que séfé. eoftsi- 
derado como uno de lo» caso* de grave defraudación la 
elaboración clandestina de aleoliolen, o bea. la efectuada sin 
la autoríiaeión o intervención ilc In Adiuinmtruciún respec- 
tiva que wfrún el raso Imliiera eorrvs|KindiiJo, reproducido 
en *1 urt. 82 ó>l T. ü. ilc lan leyes de impnetrtoH internos, 
ha sido implícita mente dcro«a«Ío por el art. 35^ de la ley 



IMPUESTOS ISTKItyOS: H-u¡m f » rr¡,r^¡e 9 . 

El apartado secundo del art. 35 dr la lev 12. HH IT. 0. 82) 
e» inaplicable cuando — Seguri lo declara la sentencia ape- 
lada eri forma irrevisibli» |Hir la vín del recurso extraordi- 
nario — se ha omit ¡do i uvesl ign r In eimi idad de alcohol e-la- 
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Bueno* Air**, JiKril 13 de 1942. 

V v'iHla la proceden te causn eu ratnlmlu " Impuesto» 
Interno» c. Ernesto Lunn Homero, Defraudación", pa- 
ra conocer respecto del recuiso extraordinario abierto 

a u. m. 

V considerando: 

Que la jurisprudencia (te estn Corte lia admitido 
—Fallos: 1*2, Stój táífe 21 ti— la derogación por la ley 
núni. 12.148 del apartado del nrt. l*de la ley núni. 4295 
cuya aplicación al caso persigue el Ministerio Público. 

Que la segundai cuestión mantenida en el escrito 
en que se interpone el recurso extraordinario — fa. 122 
— referente a la npliattCiúJI del apartado segundo del 
art. 35 de la ley n¿hn, 12.148, debe resolverse también 
negativamente. Purgue partiendo de In l»ase de que la 
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omisión de investigación de ln cantidad del alcohol ela- 
borado, ha sido la cauca dol doacorioci miento del monto 
dt la defraudación — iihí lo dudara la sentencia ape- 
lada, irrevisiblc en este ¡moto de hecho — no cabe apli- 
car el texto de la ley que supedita lu iinposieitín «le mol- 
la fija —de 5.000 u B0.00Ú 111*11.— n lu imposibilidad de 
la (tetortuaóión do] total defraudado -v. Fallos: 
187, li).-). 

En Hü mérito 80 confirmn la aenteueia de fs. 120, 
en lo que luí pOtliJó sor objeta dé recurso extraordina- 
rio. Hágase aaberj devuélvaiiM! Ion autos al tribunal de 

t>u procedencia, repón^nse el papel en el. juzgado de 
origen. 

As ponió SaQARITA — B. A. Nasar 
ANt nmíKNA— V. Ramos Ma- 



MAMl'EL AliVAUHM v IMIM'KSTUS 

¡JEIIECIMS Y COX.STITCCIOXALES: /nriolaW- 

¡hlad li tfe/#»M H >ní«. VrtifnHwifnto \¡ tnttencia. 
HECUmo ¿XTftdQRBWAHfQt CiwrtWa faimi ('«w ht$m 

ttfi Cí>ngr*fo. 

La decisión do cwHÜnhm referente» a la oportunidad, co- 
rrección o validos (k h\ imliíieneiiVn de una resolución con- 
denatoria dictada por el Administrador de Impuesto» In- 
ternos da 1n N'u.hóii en nj.-mi ni recurso extraordinario, que 
tampoco puede iiitidiime W ln violación de la parantía de 
la defensa en juicio |M»r fullii ríe notificación, si de loa auto* 
resalta que t-l modín iililií-udo para ln notificación — una 
cartn ccrl ificada— un lio dificultado la defensa del ape- 
lante, que lia tenido noticia del Tallo y ha i»odido » 
en término n la jmliela federal ( ! ). 



(i, Feria M filta: pMrtl 13 IC IM& Ver Falto; IM, 104-, i», 
y 391. 



IM rAUX» DK LA COBTB SUPREMA 

DIRECCION' GENERAL DEIj IMITKSTO A I.OS UKDl- 
TOS v. ( ItrZ<¡AItCIA 

RKCVRSO i:xmA(ittÍi!S,llllO; ."■'flí'B"« ilrfiniiiW' 

Procedí* el recurso fxtri«inlin;<rio ruiitru la si'iih'neíii ilic- 
tmla por el juez roilrrál m inició <l" 0|*r*mib qtíc; SHtCTpfe- 
turnio la 1-'V ÍPíiCiai 1 1 .6í& ifcclara 0|HTad:i la prescripción 
dfl la iic<-i<>n tendiente n uobrar el iiiií"i>'"<" » <" s rWlttfr. 



DllTAMEN l'F.I. |'lt<Mrit\1>0|i (¡r.NKHAI. 

Suprema Corle: 

$0 i|isrnte pii estos auto-, 8¡ la prescripción de fin 
co años a que «Ende ''I »>'<• - :i <** '» ''"V 1*.<¡83, oinii¡«'W 
a contarse desde ol ídfiéimierito <li' lo* plazos en que 

debió haporw d pago » desde Ib fceÍMi en qoo # 

hizo, anticipándose a dicho venein líenlo. Ke trntn indu 
dablemente do In interpretación u dar*,, a un» ley eap^ 
cial <lel Congreso; pero el séfittr juez /) que se mali- 
na a la segOfidti de dicb*8 soluciones, lia negado el re- 
curso extraordinario rumiándose en qng la sentencia 
de apremio es inapelable con arralo a lo dispuesto en 
el art 320 di' la k>* do onjuieia miento, pM(?8 cinoda nMer- 
ta a las partes la posibilidad del juicio ordinario. Alen 
ta la jurisprudencia sentada por la Corto «-ti 1 87 : 637 
y otros casos análogo*, pienso que el recurro debo 
abrirse. 

En cnanto ni fondo del debato, también el oxpre 
nado fallo resuelvo prácticamente el punto planteado 
ahora, y lo baec en forma eonlraria a la opinión del 
señor jiiez. No creo que, a loa efectos de la prescrip- 
ción, pueda linearse un distingo rnzonablo entre "plazo 
para presentar la declaración", y "plazo para efectuar 
el pago, ya que ambas operaciones iiitojrran un mismo 



acta jafMtwi KmMiNlflw I* |irttm»ra *> esplín v l<« immi 
centoa » im.tlvi.^ *li> ta wffmiita. En rodo m o, m «A 
23 «o «Mttf »«l ilutan"! y *«'»H , * M " Í » |o *l*(H« *1 W. 
al pn-vov 1» jn»H'tÍlll»«| 11,1 ''' pwrtrfbB 3Wrt*' flWHWNI 
v painit' mtlv tli» tli'MiWi 

gj, B | \íK Wiri'WilWHH* irvui-ur |H IvnnhltM^M 

IIiM'iioh Aire*, uhrll HM'¿ 

d* ¡tatm iMtoWtt i«ir «I «i*** en ion mitos MNnMll 
para dwíiliv vwyfwlo é *'l pr^«»íltt, 

(iR)niiirdliniFÍo inteppuwíq mi hw 

Ku «ja tt^íilM y 'í' 1 í'iiiilnnin.bfl mn Ul tlli>lttilillll«tlil 

enratto* (iowvrtl u " 'li'HurM ffWl (luinsulii »l rwMIWH 
..ximonlimuU* IH^i'».-!.. n t*. 14 rtfl la- fttfM IM-ÍH 

" ,ml |^ rtrt^U^hl .I»'"* >' " I» * fíe *M * fifofW 
,i (> | ur |. S- de l« Í*í N" WM- «"''^.«mho l<.» kWttN I JW 
ve? o vi Mbm1«'»i»' illn MUI «i «'«""ó da «nMhw IW I» 

A»n"*i" Sa.íaun a - - H, A. NamAK 
Ancmiokkn-a- K. HAMM M* 
jU, 
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GHAPWICK. WEIR V HA. (AUUEXTINA) LTDA. 
v. ADl'AXA 

ADUASA: .V*i*< ni/.r«n '» irtinsiio. 

El art. H47. itw. 4°, lie las <>rd.-tiun*»s ck Ailuamt. moda- 
fieari» por el art. ¡J4 de i« tey 11.2ÍJ, W:W PP"W "'"•' J *- 
menle « las cperavioiu* de importación, sino t|iie compren- 
de lambit'n Ira «wat de rae iva dorias *'ii tránsito. i>urt en el 
Manifiesta general «tete itMasan* ioáa Fa «-ar^i, e.míorm.- 
al orí H38 <le las t>ruVmm«.s «-ilmUs ('). 



JI'AS POLIZZA 

DESECHOS Y (íA N AS 'M AS t 'iSSilTI l H>S AU>: Inriolnh* 
HdaA </r U tiefenxa en >iYí". ■/«-■'<»» 

La garantía de la -letousu en jui.-iu no minien- la ooWe 

inataiifia judicial (->. 
DERECHO* Y HAliASTIAS COSS TITI'CIO S A /.£•> : PrUufpÜ* 
gentrai™. 

La violación la ilofensa en juicio prewirone neíMana- 
mente la privación mfflA* ailtalWiiMal de la de- 
fensa (»>. 

CO&STiTUriOX SAliClSAJ.: r«*Wi/™í«artl¡./«rf r mctwi.tucio- 
notidaH. 1*9** ¡""'I'*- f-rufa ti* &r<tcH <>rlim*i>fr.it¡rt>. 

JUEGOS M¡ AZÁB. 

La proh¡lm-i«'m d> los jueppa d<- tmtr iu> <> violntona 001 

Brt, 19 de la t'nriM i Ilición Naeimial 

RECURSO ESTRMHtttíX.UllO; O"-'"*» <M«**" # 

recia. 

No procedí» el recurso rxtracirdiimrio f lindado 60 «jeStJ«ÍW 
mauifU-staim-nte inconsistentes y excluidas de toda eoniro 
venia seria por reiteradas j imi formen decisiones de la 
Corto Suprema C-S- 

' (i) Frrlia del falto; M ■'<' „ 

(2) FM-ha 4el laHo; nl.ril 1-', de Ifl t-J. ViPf I- all... : 12». 114; 

13S aai W¡ 157. M*¡ 183, 381?: I?", TU; Ifrl. S27. 

(8) V,-r Falto*: 1.19, 2<>; 1**. 12»; 

(i) Vor F^ll.-: Í*S. SÍSí 1W. J55¡ 1*1. 217: I'-», SW : '.ÍH>. -92. 
(5) Ver Fallo»: W, 150, Iftfl, KíS. !«, 85- 



NACION AlK.KNTlNA % Al.KlNíV íMiKWPO 
COUIHW'ESTA. 

KXI'KtH-IAClOS: J**»*iw¡¿». ,1« „„ 

ci dcmniHip«to jMtóíflw* «i ümm mmw w 

EXPUOPiACrOS: Cotia*. 

c rrospon.i, aplk-ir U» eoriffi «I «■*|.rop.ador. 

hii»h»F<\ junio 28 de IMI. 

Y Visto*: Es.-* «uta. MWM I"' r 4 y&5ÉJ JIS 
«6B oontra doii Albino I"" 1 -M-W^n. de lo. 

Tmí&*S3 « ¡í|¿> ¡6 «tierno .1* U N*- 
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eión, dpnmwlanil» 11 don Albino l'reMpo, |»r pxpropincjnn iW 
campo deiionunailo '*Sim l'vdro" niñead" en vi I >vparUiii"MÍn 
La Capital, de estn Provine!», enrr>pne*to de tilia *\l\**mk ijj 
2.119 hectáreas, 28 ftreil*, (M v-entijireiis Begffol InforW 
Banco II¡pot->i-arii> Nin ininil. y ato ü 'JTl livft'irenx. hr"n*, 
18,91 metra niadrfnli>* ÑVffAll ncmurfl <3<' In Rife^eV'H GffW 
ral <le tígHiiero», v rómpiw tildo entre in* ■ii-jiMeute* lindar'*. 
jü Xonp. ToiriK» íriond» du ('Hilen- ül Siid. It<winril« y Mnir 

daza; hI Ksre. ol Arroyo Nnlnddlo. y ni (Á-hU 1 . el MMfoW 'I"" 
va a estación Aimiar. ¡fe i|1k* I» lev IÍ4¡2? .leeliini ni inlilnff' 
ble de utilidad pública |»t upí m-.-e*»rio p»ni ejercicio de» llf» 

de eombate y playa de »terrt¡íB> rt* uyímh's. y (|l I Ott 

biern» ha d*potít»dt) l»i vimtidnd •!<• tji :l!)."»'HH) mu en 
cepto de previo a lew fine* «le la loma lÜc posesión imiiedialH 
del innmeblt'. Pide |HÍr lodo olio W llrrrrtr 1» píiw'il^H |»r**v*- 
sorin y ejue i»n definitiva libelare justo vi precio cnjlftiffítauflí 
con HrtM aJ esiiropijidn. 

bt fine baldándose jusiifiendo *l depósito i1e| previ»! enti 
ta nota del límieo (fe In N'hvióii Aruviiliiui ii¡rreir'id» 11 m '< **" 
ordenó «Inr la poMBO^ti provisoria #!>• I mVn ni pKÍirO|¡Jfllll*. ,n ' 
mandola en »Ú nombre .-I Kefi(H' Jefe ftVl IMmieiitn 13 «Mr(l« 
acta obrante n fr*. 47. 

c) <¿ite vitad» vi •h'niliiidlkdn pM'si'Hiú iiivoi'aiid't *if 
repHWnlfleiúil e? Dr. Uéiimn Molí MUS íh.) :i tllífílii ílrt pWWI 
airrPKado a f*. 41 y ConviWfliluN las liarle* al juiem WMHtl ¡Ml*¡ 
presei V la ley IW», seirún iicln do f* TI. el aerar «■ rallflw» 
en loé términos de U Contunda, y vi represen innl«' d«'f d'« 
mandado eontvsió: iniv l'l ipminrl.lv de hii mandante, del '|t'P 
*> hn dado posesión id Sr. ifpfii dH l^eiinienln 1Ü de hif»fil'*fl* 
en repr^^ntacíóit (l<'l uoblertra la \'¡ii'íón. tiene un» «Mi''''' 
fii'ii*. Mianin meiiMiríi de I» DirrTi'irni de hurenieroH tU> In Nn 
cíón tin» 1 es «|iiivi» dflrfa medirlo Mimo dispone» In l'-y í&fmf, flf 
2.271 hwtiírrvns. :t Tirvas |ri b#%m vintilrad^. y |.í*f '"«11 
tensión de e»m|m contenta 'p»' w nllmia n li) deinnicln W 
expropiaeion. rveoniM-iviHl» I>.h íniidjniientos leunlvH <pK' Jn »i 
forman y In-í rnzoiws t\nv (letTMinfirail 1» WhcWfl de la Hjp 
qno dis|tnnf ln ex|>i'opiiieióii : ((ero i\w no vstií di- (M'Ii'T'I» 
pon el ]irt'e¡n qtin sp preleud-' jdMHiJirle. ile í 3IS)ittW lit 'li , 
no aevj.tJi sen .*! VrnlaHpra vnlcir »V lodo id liimnPulfl * 
meioras. |H>r ' % l IjHfl h'vlíitii» | B) PJtlw de In tierr.l Ji HlÚHl 'I" 
$ 210 pnr hvct¡*ire:i : b) In» nnjiini-i <pi*- estima en * MOflO» 
c) el nTrvndamieiiti» de "»7 heelárens w mitrad»* eoii t»»il^ ( ni 
2A r Í ik 'a- erisevliaj en el potn-pi i'untro (Ju la vttnnei», y 
total df la vnscelm de 20 heviárv»- «embriHlaH BOU el pJlMM 
eereal on el pblVffo Irea; y d i \m drniiis iH-rjuicin-t (|Uf e «fi 
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riven dé Im e%QWpM6n\ BOM Ufe* tos interese* dwtde t\ día 

de lu ocupirríóii y tan lumiun del juicio. 

il) QlM i|r"«iiíiiinl'rt l«M perilox por las parlas y el tercero 
por rl .!iiz(«mIo para H cirso (Ja desacuerdo, rsios aceptaron 
rl carpo u ít. 77,7*1 y mi roHprt'iivnmeiile. I' i-^o litados los peri- 
tajes. H rr|ire«*iilHMr iW In demandada solicitó audiencia para 
lo i¡W hWmiH aniñas parles «gun arla «I.- fs. 2¡»6, 

1'' (/in- r| llvfttflnilailo m' Im ¡dlilliadg )i l¡> expropiación, 
pero no ni |»H"''ói r <f ffi'if lo y i'»Hi»Íj!iiado, Corresponde pues al 
.Iii/ynd" di'l''iHM(¡tir el VÉlpr del iinmifiile. IVro nn!rr*. y nomo 
etteirtíAfl imv-uji, i|«Im' r»lali|eeo>rse si ai erecto nos nuiareirios 
por la *a\*-rtf\» qwt \fu\kn el título del expropiad* (fs. 127) 

o |M»r I» «IM «rroja I i'PiHiirJi (f*. 8t, porque resulta, impo- 

libia fii «-I «-««i dfl miiI«» fijar un preej© global por ser tan dí- 
ferenlr* In Mfiturata .V roufi>niniei"ii del terreno en sus dis- 
tinta» p¡iri<'< rpi- boco Mcr*'Hario valorarlas |M>r separado y de 
acuerdo a la f%u<u*'u'iu de cada una. 

2** (¿im W Ért, I'' tic la ley 12..627 anloriza al 1*. E. a ad- 
quirí ' I intiiiMil'' olijrio > l<- este juicio comprendido _ dentro <M 
|o>s liudrro* »!«•' *'l niít'iio arlirulo rsiableee, poro sin indicar ra- 
prríieir, roiHproIrado ron In mensura practicada por la Di- 
reeelán 'I* Iii|í''i'jfríw, que rl señor Crespo pÓWÍfl m a * auper- 
fU-i*. WM la IflM Indica fl títiíto, »'l I*- U. fllcta «I decreto origi- 
nal que »br« h U. I. por .'I t||M ordena al lYwiirador Fiscal 
iniciar "I jflfett .Ir rxpri M .im-ion y «.linrnr .lo iiim«1iato la 
p mm A é proví-oha dW eaúl|* ¡tównriiiwdr. "San Pedro . UC 
acuerdo » ífliw foalrweétonea se procedió lomándose la pose- 
Hión, |M ilH nnnirrn d" horlárea>. que da el título, sino de todo 
establrriiitíriirii Mr 'rala [lltW ik' mu» nd-piisíc-ió» ad corpus, 
en <|iir H (j<*l,«^iio «-xprnpia -I lodo eon sus instalneione* y 
iieeeMii 'm. 

3' íjin' plnntMdli ¡pn lnl«s n'-rminos La cuestión no puede 
pr*n«Mler H rwiirw nlantr fi*ea! míe si- rijo .d precio sólo de 

la *íti|M-rf i*'íf' 'I I" (f| rxpropia«lo (lene líiulo. Aparte 3a impo- 

Niliilí-lHfl rn f|(|« « («ilm ría el suscripto paro establecer, 

«OH I"» «iili'-j'dnilci «im- Obran en aulas, dr cuál tV? los cos- 
tados drl ¡mniMtrlfi «Jiran la- lirelf.ro»* que la mensura arroja 
dé nía». ei,r<ff/«. íinportanlísirnn para -lietnr tin faUo insto, 
¡uirnlo quf m Um dl»linlo «•! valor |»or unidad de luedidn trente 
ni tiimiiio, »W I» «Mfá d*-l Arroyo Salmlillo— «1 lirelio es q« 
rl DikrM N fVMMlfl !»• pwwdííU «W t-xlo y "o puede, bajo 
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pretexto dr- . lefirie ncia falta de Mili". •jB^f ''I P a K° de 
una parte porque, cono bu resuelto lnv«rW>te»«t» Supre- 
ma Corte, "ello ¡m[wrt«riu aillo r ¡Mr lo para w*u|»«r y usufruc- 
tuar trratiiitauo'ute tierras que, no l«* (Wlt*Ó>M!*Bi 'l^ 11,1 - 
mentó <!e las garantía» éonSaizrailn* \mr «\ urt. '7 de la Cons- 
titución (T. llti, pfig. :tt¡") ; T. l'.Ni. pnir. (ÍW y 134. P*t> 2:,:l >- 

4* yin- cu cunnnv al precio, hay inl tfí»qiari<laa $n lis 
opiiiíonei da loa peritos t|Wo abliffim »l ifiwa « baWt 111 **anwii 
de loa fundamento* que las maténlail y an»li*«r loa o. « el*, 
mentón de juicio traído* a lo* nulos. AdfiWW (M ln jiiiiiriM'jn 
objetiva recibida r^mnaimeillp' i'm ln in*p've¡ou OVulaT. 

Katínia M ••iwripto, en vWfa <l<* I» io|Mií/rní¡a iau cariada 
del terreno y ía diversa ealidad dr la* i irrr«f. -ni". pnra »m 
mejor apr^i-iacróii, deis* dividirle el IhwUaW*', *WWJ l« liaee 
el perito Iwpiú'nlo— en PiUltW smax «jin? MíTO»? a) parta 
■Itü. bajo cultivo consistente en «M he*lAf*»"« ;1Í * «» ,,,1,s >' í ' ,ü 
centiareas; b) campo alto, Inculta y cubierto i|c monte, cotn- 
puesto de :i">7 bepíireofl y 84 ét*M| Pf l*f*pn« wíjo. mnodapie, 
que comprende h.-.-tareas. Arena y IM «rtttatfWi'jjr «1> 
parte inundada pcniuiiionteuiriiie b nial indo « I Hito, de W 
hectárea*. 4> área*. 18 eenlífireM y "I <l<-<< ¡nutro» cuadrados. 

5» Que la primera fracción! IttW « la '')i''«'l«'íitt* uhicneinn 
la mejor calidad «le la I ierra para cllvanoá iuHévo*. en lo enal 
catán contestes los )m peritos y ha podólo comprobarlo [terso- 
naimniti' H anaíripW, Sil valor IKhT tanto no puede te* infe- 
rior ni de los mejores terrenos tte ln wma. Kl irrito ile ln parle 
aetora le ufana un precio de * 280 por IwclírCB, M oí la ne- 
mandadn * 3f)S v el perito tercero ln con-ídnra jiintninente eon 
el campo ¡úcnlto r cabicHo «le monte. a*íirii£»d"-le a todo * 28? 
por heetárca. Creo .pie el prnmlítnieiit'i aaftlido por este úl- 
timo c* equivocado porque no pueden tero» ¡«nal valor OHt- 
tario fimbas frneciimes. 

El perito Izquierdo cila en apoyu ile áM I6*M varias ope- 
raciones de vertía «le terrenos prdxímiM, 'le ¡a» BHBIM \a* mff* 
recientes han «ido: !fl de IVI-ano C'iill-'ti a AvellrW t'anjía. a 
un promedio i| ( - $ 85 Tn lieelnren. y Ina VMtM fráceiOHM 
del mi-sino (ampo hechas por vh\p Tillitoo u varío* miónos, que 
remiltamn a precios de # 2ííl a # 'Jiiii la heelAre»- rV» Mnajana 
de exfln o| >mk>W* nm pueile ,lnr f\ flldhW l»nrn VBltlK la paJrtt 
mejor del campo «le Cn-spo: llt primera thWlUe, eomo es pu- 
blico, fué una venta forza.la. »'H Víílpafaj «M ri'mwte, en (|tte 
el propii'tari" se eonformó eon nilvar alj/n din precio de su 
eani)>o. Y tan así, qile, al (fin sii/nteHle »•! i'^mprador COHsi- 
emío vendPr trae- iones dol mlwno. IfifAUnwUl * valor. Tam- 
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poco esta* últimas nos ilan ta paula jorque —y también*» 
Lecho público— Canya se hizo i»rg« de la hipoteca que gra- 
vaba el inmueble, lo que K¡yniíie;d.a no poder despreciar ofer- 
ta* do compra; dcbíti conformarse con que le dejaran un mar- 
gen de wnaneiá. IVro más, todas eso» ventas se hicieron con 
príslmnus & wJnnixaoitm WSOWÜRhMI por .11 la neo de U Na- 
ción que facilitó .1 50 Ú O mfi» dfcj <M« d? compra, lo que 
Indica que eran operac-iom-s ventajosas Pftrt ' ,w .compradores 
y qiw el lt;iiiH> prestamista entendía w esas tierras mas <ie 
lo papudo ilesde qB* facilitaba la mitad del precio. 

Ottaa venias «jne «-¡t» *\ mismo perito son ^ííépgfW 
per el martiliero «ton Pr»n.efc«P Rafehio éii a¿o«« uV I9.w, <w 
fracciones del eaiápo "Idi AiikoIíIíi" «fl diurno Calvez, de- 
paetamcnt.. La < "apila!, h 1- r > kilómetros del campo de (.rospo. 
v enyoa precio* fluchmron entre * 250 y C 430 p*r hectárea con 
ti» promedio -le $ 29», Batas op«aC¡on«i heehw en remate pü- 
Míco. en que no han jwjMdd "Iros factores que la oferta y la 
demanda. «0* Jfth más úliles m awtcriores, aunque datan 
de un año ante» .le la toma de posesión por el Gobierno, tití 
Sabrimiento "San redro", míe w la focha en que debemos 
considerarlo para su tnsiieión. « 

Por todo ello, v leiiiendn en cuenta además las conclu- 
sionen de los otros periMB. el suscripto estima equitativo se 

abone |«>r la parte del inmueble que &mg¡gg*£ B , ratón 

de 3 290 la hectárea, o si» un total de C 214,004.** m/D, 

6* Que en cnanto a la sepunda fracción, compuesta de 
367 hectáreas v 84 áreas de campo ¡neitlto y cubierto de moBte. 
nos cnconlramoH con dificultad para tasarlas porque loa pe- 
ritos no nos clan elementos objetivos de juicio como «ría la 
cfimpurnoimi con las tierras yae más. se les asemejan de las 
ventas efectuadas. Pero teniendo en cuenta que wm tierra» 
untas para cultivo. pfeVte el desmonte y trabajo» de emparv- 
aría*, ere» que nó pueden estar muy lejos del valor de las 
anteriores. El perito lercem Jes asia-na el mismo valor, pero, 
como dije en el connidera nao 5», ello no pude ser. Mas bien 
creo eme las ba tomado en conjunto pura dar un precio pro- 
medio, pera m procedimiento pttCde inducirnos a error por 
lo que el suscripto no> 1« ha seguido. 

Por ello, v considerando que el sasto de desmonte sería 
compensado en parte con la teña que *e puede obtener, el que, 
con todo, aerían tierras aljro inferiores a las primeras lea íijO 
ni precio de » 2-10 ¡mr hectárea, lo que hace un total, cite 

7» a Que 8 r^e?o.™ / rn terrera 'ramón, compuesta de 981 
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hectárea», 37 ár«», 50 e*»iMfww de tierra»: imniiuidti», lum- 
poro non dan elewiiM» ajHwíai-um lw punto*, ||tolt¿fldo« 
4 hacer afirinaerwie*- Kf jwrii" ■«i'-l GoMotO© la* iii-n it raz/m 
de $ 40 1u heetáre*; **l »!■* la P**1* di-mnmlada tus eoiMfdBÉtf 
junlamt'iiti' «m la» 8W beesárea* eiibivrtiut ra» lUOlitlf y \m 
•valúa en conjunta « tastim -íe * 125 la hceiárea ; y pI teWro 
les da un valor .1*- - '>"" 'i"" "■' «'Mu *Mmi ni lo i-¡.-p(o 
«I perito Baila. \t\¡'-n mnnqw üMfl tierra* bttjft*, k»ii n pía» |mr« 
paturro ca*3 '««I*- rt *m» > afta ■ » < i>oras ile gratulé* lluvia» 
quedan cubierta* |«or I*" *:í>uw. y n*i ■opmptv MI iüiml r}Xten< 
sión, pite* «rato |fwfH »-«w¡*r"bar el *us«-n|»t.i, .il n-ult/iir la 
ins¡><Tcirín neniar. H írrrtm previHa muí muivp iirndinile i|ite 
lófricanii'nl'' dele- r* lewlfr»*- ba-ia «-I ei-ntin ilcl pauee «le la 
cañada. Kii esa ¿lux***. \*>t lluvia» eseepeioiMlew Clhltt en 
«1 Norte de la r*r#it ¿f*#-»«. M* d«nule rausú pitarme* perjuieion. 
corlando U* víie* f¿rr**» y camino*, r ÍLUindnmln piirtilim en- 
teros, en natural ipw l* arí ^ **tW MtOvWrilH »'"j<' "'1 
agua, pe/O «00 no e» «orftwl, ni i*n Mqllíera lo «pie miele Mlcftlor 
todos KM añm 'ii l/i • Üf ta* lluvias. 

Por otrn parle, I* |rr<*KÍmidad * la «-unlad, mimpie M trate 
de campo* bajón !'- «•«•rl»» valor jmr la faeiliiliwL de *aeur 
las *.:u\ i-'i.i - a l'« iip-rc^í'*» o* camuno con mu rAnIu ínfimo. 

Por ello le fijo » *-**a [*an«- dvl pumpo un viilor de $ KJl 
por he'''iín'Jp. '("'" ÍWf* •vmtidad de ¡? 7S..MU m n. 

H* (¿m- pop Alfim» la» í*" iKrtána-.. 42 ínviis y \H emtIA- 

HU (!•• fartM f&ÑipmttMm* l«ajK» el n*»'*. fonimn 

parlo deJ BftiK* Afianyo Sala.lill<». si l>ii<n bIrAm valor im- 
portan para el p«AfriPli«rw »W «impó; pnr rnrintó Ip RlÍRnlfl^ti 
lindar Cvtl Att'^'í» |- , rí«ití-'-n«lol<' 4ilirevar Ion KinimUm pii r-| 
en ép'oea cl«* ■u i <|ii»íi-- *-»tii/»" »" liue*le asi]Eiti>twl«M hiAh i»i>'i-ío 
qur él ¡ndíeaito j>'ir H p*ri«" *M íiobitrim, n wn * \'\ por llCC 
tóren. lo- que ÍMfNiftn * \»^5& m n. 

&• yup pn l« fp» r<-*|wta a la> m«-joiu>i <-l |K'p|lO dp la 
parte aei/Ora la* in-n ■■»* t'Tal -n la MulMúd ilr $ 61.220,56 
m/n.. el do la <foi»jiwtoAi p« * í*fc5SW.W m u,, y H leroera en 
( 72.810 m/n. ( rr'< «jf/' *1 príw-r.. I«a v^ihunlo l'fljtl il jir«fí«. 
y así lasa el Um'iíi'Uf" p«ra {?ana«lu mayor i«n IimIhh «im neei'- 
Bonos en * 'i.'"» M '•*'»' 1» 'l t,,k «SN» *p.im>'ilr Imeer la | nieto- 
baño'y p-x-urriílí-fí». i-t*» i»» deiu$N inMtntneJoneM ijup QUO*: 
tan otra tanlo. A itvAitt" ktus "tliuiunOn COti loFfei 
d 1 ' SO pl&i rw.lfv* »l* I" ^ I- pata» n"-tMTiivai(i«'nii\ p|IÍiittn>N 
de cuatro |iul^n<ln«, mAit* ¿iHfB"**'"* *-alx»di*% pu itialprtnl. ron 
piletas y beliedcrím 'Je ÉterM. I«* tasa en pnnjni»|ii v\\ ff IJW, 

cuando* un solfl RSOfrOO WO > l 'l l " '» íj|ÍWM <'<' >™ 
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«XÍbil según atÜQV* nía* de $ 1.200. Ademé* el 
suscripto ha pedid" oonipmlmr >t> IfU» M rw-elenie calidad de 
los me 'críale* empleados en todas las instalaciones, M buen pa- 
tudo di- « vrvacifíii y Ih distríbWilón adecuada de las mismas 

paita H fin a <|u<- estaban destinadas. 

Por lodo ¿tía estimó equitativo fijarte* «i conjunto un 

villar rio $ 35,000, qúc ra 1" niu- reclniafi «'I expropiado. 

10* Que en cuanto « las sementeras: el perito del actor 
he limita 11 calcular los jiustos «lo pi-cparaeléfl de la 1 ierra y 
wi'iillH, atar. PNliitta en * 306; el «le la demandada establece por 

« misino enneoplo la Cantidad .1? S 2l063.ft0, y el tercero uo 
lea asijíim valor llOIHUe loa KastOS de levantamiento 'le la 00- 
scdia *cr¡« ama » uieiim inútil al precio 'le vea» de! eereal. 
pero aún en ese easn, algún whtt tioaeo ponpn- «mo liara 
cosechar, para pastoreo, podrían utili/.arse. V puede servir al 
rumíenlo ,«m, forra j* de la caballada, fetiiuo jurto so abone 
por rito * l.mio ni n. 

11" g.n- no s.- ha justificado por el demandado haber su- 
frido otros perjuicios cAft motivo (le In expropiación, ni debe 
teñen» en cuenta 1» t|iw «abría podido obtener |Hir el inmueble 
en otras circunstancias, porQüO ello tío* llevnria Á riHíonoecr 
íianaaeias liipoi éticas, tjue como !«» han resuello uniformemente 
lóa tribunales del país no jueyau iiinciui nil en el juicio de 
OK|>ro píiii'ióu. I/' 1 rpie debe uh< atarse es ••! vawl de la cosa ex- 
propióla a Ifl ¿pora .le la despysesíón. 

Por W» iimdam«iltw. Fallo: 1- Declámalo expropiado 
por causa «le Utilidad públiea el inmucInV objeto de este juicio, 
conocido por - Campe. Sun Pedro", do propiedad 'le dan Al- 
bino Crespo, v alocado «■» «listritn Ciunpo Andino, departa- 
menln La Capital, de esta Provincia. el ipue será inscripto en 
el Kejrtsti-o de Propio dados a nombre del Gobierno de la Na- 
ción, prev io «■! pago del precia total. 2* Fijando como precio y 
por tíidn indoniiiiKaetóii la uanlidad da riialroeienbos BOaonla y 
cinco mil set ecientos cincuenta y dos jk-sos con cha renta y 
Ríete centavos moneda nacional. 8* Condenando al GoblCTBO de 
1» Nación a pairar al expropiado los intereses de la diferencia 
entre lo delimitado y lo que se manda pagar, a estilo de los que 
cebra el Banco fe la Nación Argentina. computad» desde el 
din de la toma de noticaiÓD, y la* co*ta* «l.-l juicio. Xotifíqoeae 
p inscríbase. — C. fínmrrti fbarrü. 
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Sentencia i* LA OÍ**** Federal 

lio-ario, octubre 21 de 1ÍM1 

Vistos: en aeiierdn. I«w mil**; 'Gobierno do I* Naeion o, 
Albino Crespo *. Kxpropiaeión" N * ■* ««'"(Ib). 

V Constd-Tiiiid" que: 

1» La le* N' UÍ.W ÜülWftfl l!l ''"''»P™ 3rf campo "Mnii 
Pedro" y to deslindó. * «WTuNl «* *¡ !it,,,n 
tal como lo luciera el aelW JiM .1- Ave»'... e» Hit oficia u> 
hoja» 52. Pero, ««rtr <l • '|im el &xr#a del 19 df WH 
1ÍI40, destinado a «lar cumplimiento a c*a ley. ilwpiwo que 
1& compra debía Wtlliimw Mrrvl« HKli-nra de la Ihrm.m.. «e. 
neral de fofleutelWl M W&Mk la Owrrs ttHUP 
cabría oWrvar .me liw lindero- «fpW»ado* i-ii iiqilcll.l II» 
eran.^n la recluí ule HU Hanotón, 1'- «rtonecii teína H «-ampo 
de don Albino CfcMl». pW9«« Me» pVHjCTiorMMO • 1| ad- 
quisición de ftU dominio y dentro de #** lindero». bahía ven- 
¿ido las fraccione* especificad a* l«<r ll ttR»m fle to 1 r»ptt< 
dad en mi i«fonw de hoja* «I. K* j^rVg , :' r "»» n " « 
la lev no P .«!i.Tou «¡ujnirie.r I" voluntad Ilativa de un* 

«mpra aJ «orpiu. y laspoefli rmiltfl de tai ¿en* actuaciones 

■dminhintivti*: y ta Mirle» •«»<• **¡J«f^^ J «¡"E 
dad de una mentir» previa, pW l« |W*«l'ilulHd do .pie la I» 
Wnstfu real .1-1 campo fu.ra menor t|H* * 1 HtuiJ, mi efwto 
deba ser .-I M i NMft. «"' « Bg* « P«p* « g 

«clamo del rtntíttlofi oblimnlo » I» ¡g* « gj" 

vendida, i.ero ti lié Ion linden» y «•b|»ir.M.t.s del w-ñor 

Albino Cteepn qiw. privntliw <J<- una «mia-ríicie cualquiera, pu- 
dieran en el futuro [nUlllOf Un W*dM»0 *WC^ contra la Na- 
ción. Por eso, omwamrM^ "I wi * m " 1" 

formo in m*, «H»uea dr inv.-nr mm lanía ,K>Wm anbr* la 
totalidad del tn» i»uparf< ' "i w*m® «* lM 1 ,|u '"" t ' 

con rosarlo Sl la tnm.r.'rvurín tfa «W toialidad. ..o ha podido 
Menos que wloíatw '-n i'l «•iipn''»'*' «• »«■ «P? , '?"\ n "" lH ' 

de Srieta iuri.-i.lad. y I k>to M" 'tf""! ÍB*iat{ncl|| la Mí 

•erva de su' derrthñ i WlWr .q-rtun^nentc e>1 pmui df 

]« superficie no altarcrola |N»r MI tnfllO» I 1 » •?«'"" 'o <'oiiipru''iinn 
]rh eon^tant iHs - 1 > Irti HlltO" 

Claro wt". por Oirá Mftft, 'I'"* '» ¡npoWl'««n il' 1 ubicar 
ese eaceso en cunlqui.-ra I«« '^"'l'". í W fljatWlO 



vuJor de la* mismas, constituye un obstáculo para avaluarlo 

con absoluta estrictez; pero esa circunstancia, no puede en 
modo alguno traducirse en una causa decisiva para el re cono- 
cimiento di 1 derechos no comp robados con un título fehaciente, 
susceptible de darle a la Naciim 1h certidumbre de la legiti- 
njiUid de toda su posesión. Ese inconveniente, o sea la dificul- 
tad de deslindar el sobrante de 153 hectáreas, debe, pues, net 
suplido [>or el tribunal, puesto en el caso üc barrio, con la 
ubi guació n de un precio que equivalen a un término medio del 
que el señor Juez le ha atribuido a las cuatro zonas, de la pro- 
piedad, tomando como denominador la superficie admitida por 
él, o sea, la de la mensura de la lKjvcción General de IiiRenie- 
roH del Ministerio de la Guerra, prevista por la ley X» 12.627. 
y el Citada decreto del 1S de enero de 1940. 

2* La Cámara considera que la divisiún dt'l campo admi- 
tida por el « </"" como ba»e primordial de su tasación es acer- 
tada, y que tampoco podría ÍMpujrnftriw en Minias npreeiablea 
el avalúo <le cada una de esas zonas. Considera, sin embargo, 
que, unidos los cálculos del fallo recurrido, conducen a un to- 
tal un tanto exaperado, y con el propósito de fijar una eom- 
peusaeion más equitativa, .le acuerdo con las constancias de 
los autos, redue* el precio de toda el área ocupada, a la aniña 
de * 31M).ÍMM) < trescientos noventa mil pesos, moneda nacional). 

3» Sobre la base de ese avalúo global de la extensión ex- 
propiada y <lel precio que. sin distinción de nonas resulta para 
cada hectárea, el valor de la superficie no incluida en el título 
de don Albino Crespo puede estimarse en la cantidad de 
$ 25.000 m/n. Esa cantidad, eomo parte del resarcimiento de 
la tierra expropiada, según queda dicho en el párrafo anterior, 
no podrá excluirse del pairo que deberá efectuar el Gobierno de 
la N'aclón ; per» tendrá que tpirdar depositada a Ifi orden del 
señor Juez Federal, hasta tanto el demandado justifique su 
derecho de dominio sobre las 152 hectáreas no comprendidas 
en su título. 

4 o En cuanto a las mejoras, sin desconocer el acierto esen- 
cial de la« consideraciones explanada'; por la sentencia apelada 
en sn párrafo noveno, la Cámara cree que SU valor puede 
reducirse, sin daño para el expropiado, a Ih suma de $ 50.000; 
y en lo que respecta a las sementeras, estima equitativa la in- 
demnización fijada por el .luez. Y finalmente, adhiere, tam- 
bién, al fallo en recurso en las cnnclusiones de su considerando 
II». o sea en lo referente a la improcedencia de cualquier otra 



2S.0 pamom ur. i* itmn soPJUttíA 

So «suelve: 

1" Confirmar In M-nieiieia rmirrida, auc doelar» expro- 
piad» p«r CMUM tic ulílíilml priMí** el imnui-ble oUjrto eiO- 
jaicio, conocido M»r '♦C'wnp» Kmii l'.dro". nhit-u«lo i'ii ''I ilin- 
trito C'arapo Andino, <M ifcpartaim -nía La l'apitül, «Aré «nyii 
superficie total de Ü,tf?l hwí*l*6», 0:1 árvn* y 1S.!H invlrm 
cuadrad»». arpíin In lucin-iU* flü lo* |Jn*^»-*-i«>n d-m-ml cw inge- 
niera* del Aliabierto •!<■ (flierra. dÓM Albino Cresp». luí jiMtb 

Ketdo él donmio de 9:110 hi-rtár-»*. 28 área*, m vcntldrni. 

2» Fijar eowu tinini \tnhmnhatÍ6B la innü.bid (Ui em> 
Iroeientos euflWlIU y l«l mil |»-»« mmwda nsctotud. ileblitada 
raervaisf íi In «r4Mi dH **nnr r>-dwat, romo prole d«- In 
superficie de «■¡-■uro <-iiM-ncii**i y dos ln*tor*as, no influid»', m 

el titule di- don Albino Crr4w, l« wiñfl 0? 

pesos monede n(Kuonnl< 

J» Condenar «I ¡flohiwnó ilK la Kifiloll. it HHiíiir. adtm&fl 
rfel saldo del r«'san-iii»i.'iiir. W » '« Mliritfta' ijt' 

cuarenta v m-ís mil p«im< moneda nacional, los mtólWJI de 
esa suma, 'al li *¡ . drndr rl din tí* l« de |wm-.ióh. v Im 

costa* del juu-io. .-n amlíM llWlBOéÍM. Iti*'Tfs t \ hayase Hbvr >' 

ámtínn». — «fui** tfirrr. - «Hito *' - 

Ferri. 



PALLO m M POKTE sri'KKMA 

ltut<no* Airo-.al»ril 17 .1,. KM'.'. 

Y vistos: Lo» (tel juicio ib- ex-m-pianón «eguido 

por el Gotáeríto Niieiomil ''Mitra don Albín» Crespo 
por expropiación * ¡nniuOMe "fiau Ptólrd'S tdluado 
en la Provincia do Kiiutn Kc. venidos en lercern incalí 

cia ordinaria por wj$$$én de aruha« partes contra vi 
fallo «le la Cámara r'ederni «le Rosario que ÜUñ limar 
a la expropiación, fijó PH 441.000 pesos el valor tolul 'le 

la ináémnigumfin m mS* lo* iutcrfcacs y lai cioitái > 

Ordenó reservar n la orden tld JíM» fe«loral lu miiiii. de- 
25.000 peso* basta que el expropiado juatifiqUO n j»ro 

piedad íi ié2 keetfireM qiw -x.-eilen dol flortonido del 
título oíEliilmlu en los nulo. - Th. 2H7— ; y 



isi 



I) Que carett de trasi-emU-neia jurídica la cues- 
tión referente al carácter de la compraventa forzosa 
que motiva Ion autos, porque sea o no od Corpus, art. 
1344, inc. 1° del Código Civil, comprador y vendedor 
están acordes en ta determinación del bien, cu adquirir 
y ceder respectivnmentr todo el campo del señor Cres- 
po delimitado en la ley, en la realidad de su posesión y 
alumnraniionto sin roeliinmrse más o menos área de 1» 
fijada cu In mensura que efectuó el técnico del Minis- 
terio ele Guerra, fisto tomó posesión de todo ese bien 
delimitado y medido con la piona aquiescencia dol ei- 
propimlo; y el fondo de la cuestión queda, por esto, re- 
ducido a fijar el iiioulo de la indemnización, si corres- 
ponden o no Ion intereses y las costas y si procede la 
rotoneu'm de los $ 'Jii.OOU correspondientes a las 1&2 hec- 
táreas que exceden del t ítulo hasta que el señor Crespo 
justifique su dominio. 

II) Que la sentencia recurrida difiere de la <le 
primera instancia — fs. 2* { 5— ou cuanto al precio que 
debe fijarse por hectárea a cada una de lus fracciones 
o secciones en que el campo se ha dividido para eu 
justa avaluación, pero cnbe advertir que mientras el 
señor juez federal analiza niimicinsiunente cada uno 
de los elementos de apreciación acumulados en los autos 
incluido el de su conocimiento y visión personal, la Cá- 
mara se limita a estimar "el total uü tanto exagerado" 
sin concretar fundamentos de In discrepancia. El jaez 
de 1' Instancia se aproxima más que el de segunda al 
dictamen del perito tercero. 

Lo mismo ocurre con insi mejoras. 
$ Oñ.OnO por el juez — ronsidcnuu3o 0*— y en 
por la raimara — considerando cuarto, 

til) Qw es justa la resolución api-Inda en cuanto 




tU FAUOS DE LA OORTE Sl-PREUA 

manda reservar ji ta orden del juzgado federal el precio 
corre spondiento a las 152 hectáreas que exceden del 
título presentado por el sciior Crespo, hasta que éste 
justifique su legítimo dominio (Fallos; 28, 188 í 115, 
350; 187, 24) y son asimismo ¡WtiM las «andones de 
¡ntoreBes y costas. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada ex- 
cepto en CÜfltttO ¡al monto do ta iiuK'iiiniznciüii, que se 
fija, de conformidad con la. resolución de primera ins- 
tancia, en cuatrocientos si-sonta y orneo mil setecientos 
cincuenta y dos pesos* con cuarenta y siete centavos mo- 
neda nacional. Con costas. Hágase sabor y devuélvanse. 

Antonio Saisakxa — Lns Lina- 
res — 15. A. Xazah Asciio- 

kena — F. Hamos Mkjía. 



ROMAN LÚC10 HAMOS OTERO — m sccesiós 

DOMICILIO. 

JURISiHCCIUS: Sm-t*íim. 

A los fícelos de c*iahtavr la jurisdicción sobre mi juicio 
aacesorio. no correspondo i-misidenir cmm> último domici- 
lia del Cfluiante el («KM en t|«c Mffi6 accidentalmente 
sino aquel en i¡\u: wgítn la* mniiife*i ¡ir iones hedáis por él 
en escritura* púhlirir. ile fecha pníxiina ¡i la ile su falle- 
cimiento y las lleetBWeíÓBCa claras, precisas y concordan- 
te»* ile varios tcMtl#ofl mío 16 Géíifiéían. había constituido 
realmente su domicilio edificando la vas» en míe vivía. 

DOMICILIO. 

Tj¿ circun-taiu-ia íte (\W una persona que lia vivido con- 
tinuamente diiríinfo IIW alias en Sil importante e*l ¡ihlei'i- 
miento «le campo. «0» casa y haricinlas. viiieiilailit todas 
las actividades de la zona, w traslade a nu pequeño esla- 
Mrriaiiciitu rural .Je owgmn calor rftnado en otra provin- 
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CU, donde sólo haMa un encardado y lo «'KtrictAuicnte nece- 
sario para residir en forma transitoria, cu ol cunl le not- 
prcmlió la muerte al poco tiempo, no buta pura presa- 



del pRocviuime Qrnbhaií 



•Suprema. Corle : 

Don Ramón I.iieio Rumos Ulero Inllerió en la» 
proximidades de la ciudad de Suata i'V (Monte Vera) 
el 8 i le enero de VM \ ; y poco* dina dc*|mé* LUlQ do mu» 
hermano» iniciaba unte los triuunaJ&a dq diehn eiudad 
el rct-peetivo juicio sucesorio, Do* MlUattM rOAÜ tarde 
hicieron lo propio otros hermano* ante un juez do La 
Plata ; pero éste, s¡ bien entendí» enrres|ioiuler el ca«0 
a la justicia provincial porqn© cik ella tuvo el extinto 
su domicilio-, kc declaró incompetente |>or conceptuar 

que eran los trilmmiles de Dolores lus llamad oí 11 cono- 
cer. Mantenida tal tesis por el jne« correspondiente del 
departamento dd Sud < Buenos Aires) se trae nliora a 
V. K. una contienda de competencia triiknda con ol juoas 
de «anta Fe. 

La unicu cueatíón n resolver e» dómle tuvo mi últi- 
mo domicilio « I extinto. ltc^uUa de lo actuado (pie tuvo 
varios, pues poseyendo bienes en di^lintos hijearen de la 
República, declaró vivir fru |;> Oupítul Federal n un 
banco donde tenía eue n la corriente, y pu-nba QP09 epo- 
Céa del año en su estancia de Tfamos Otero y otra* en 
su oumta do Monte Vera. La prueba ivndbla rMOlfa 
efíntnidií'toria; |mr lo cual, y dentro de las rindas n que 
el caso se presta duda la circunstancia de liaber fnll*- 

cido Hamos Otero en uno ile esos varios domicilio)», ojuo 
vino a s€-r así el último, y atenías las deimiH rnzonot» 
que expreso el Menor juez de Sania Pe < i n su fiillo do 



U. 347 (exp. X* Jj, me incliuti n pencar que La contien- 
da delss resolverse manteniendo su competencia. — 
Buenos Aires, marzo '-*ü de — </h<t»p .-ííi'drcí. 



BuenoH Aires «¡jgpjfj 20 de IM& 



Que toda la cuestión en Offttt eontiendB «8 ItóWft 
supeditada a determinar cuál ora el domicilio real wi 
don Román Lucio Ramos Otero cuando falleció en Mon- 
te Vera, dentro de la juils.Hr.-icu. de la Provincia de 

Sania Ke, el 8 de eneré cfo 1941, 

Que la niayor parte (le lo* preti-iidiente» a la he- 
rencia lian sostenido que el líltinm domicilio del cau- 
sante fué en La Provincia «le Uiu-nu.s Airea, corea «le la 
estación Ramos Otero, Partida de fifitáftr©«, iniciando 
la sucesión unte la jurisdiccióu «le aquella provincia. En 
cambio, Tomás .luán Carlos Rumos Otero, uno de los 

hermauos, dedujo ln sucesión ante el juez en turno de 
la ciudad de Santa *V, <■» eny(W prMánaláaéea se había 

producido la muerte. Los dos jueces ew conflicto lian 
mantenido sus respcetiviis competencias y la cuestión 
haeido traída a ta ("orle ¡Suprema a los efecto* del art. 
9 de ln ley núin. 405.1. 

Que las declaraciones prestadas por los tcsiigo-s 
Morcedcs Quevcdo de Lufnittu (f*. AJfiStB P- 

Gómez <fs. 133 Vtá.) ; Juftil A . tfiñ ( te. i& vt*0 ; Hono- 
rio Crovefto (fs. 1 :í."i): Juajl B. Mi rumie (fe 133 vta.) 
v Ricardo Keller I 136), clora», precisas y concordan- 
tes, demuestran ce» arreglo a la nana crítica que el 
causante tuvo su domicilio desde antes del fallceimieii- 
to en el establecimiento de campo de su propiedad sitúa 
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do en la proximidad «le la estación Ramos Otero del 
Ferrocarril del Kud, Partido do Balearle. 

Que talo* aiirmiicmiic* se hallan corroboradas por 
la correspondencia on mi muí a entré el causante y su 
administrador d<m Juan Hay durante largos meses 
y fechadas cnlrc Ion unos lit.'í!) y 1040 por el primero, 
en "Ramos (Moro" y Qfl "I* Emilia", ambos lugares 

situados dentro del Partida do Balearce. — Véase fs. 
52 a fs. 8& 

Que el tesÜ«o Hurdínso, encargado de la quinta en 
"Monte Vera" donde talleció el cansante, declara qTM 
pl domicilio mil del Honor Hamos Otero estaba en la 
IcK-nlidad do liamos (ítem porque así lo manifestó aquél 
y porque allí le trniiMnílía la correspondencia cerrada 
que recibía — fs. 50 y IV 128. 

Qne del dicho de otros tesligos de "Monte Vera" 
puede deducirse cpio ol calleante vivió o pasó una lar- 
ga temporada allí, poro no parece dudoso que produ- 
cido el fallecimiento do. hu señora madre, regresase a la 
cKlaeión liamos Ulero a partir do lf.Tí, edificando so 
taam allí donde constituyó su domicilio. — Véase decla- 
raciones de fe. JHí, llilí, IÜ3, 164 y 165. 

Qne no resulta demostrado que ese domicilio en la 
Provincia de Biiohoh Aires fuese cambiado después del 
mes de diciembre de 1ÍMI) y, por lo contrario, todo induce 
a creer que subsistió hasta el día del fallecimiento. No es 
posible presumir que exulta cambio de domicilio por el 
hecho simple de que muí rH>rsoiia se traslade, de nn 
importante cstahlcciiincNto de campo, con casa y nu- 
merosas haciendas donde luí vivido en forma continua- 
da durante más de Ircs años, vinculado a todas las acti- 
vidades de la zona, ii un pequeño establecimiento rural 
de exiguo valor donde ya sólo *c tiene un encargado y 
lo estrictamente necesario para residir cu forma tran- 



W$ pellos de i.a COMI «mUQU 

«torio. Lo natural os dar «róflit» ni t*>ui<*rt'liinte Mi- 
raiwlf, dfi I» Mtation Ramón OiOfO, (|ttl«l UmtlfloP Jp» 
t i CAIMDU en el raes de jltfMin (fe HWfl l« mBOlfw- 
Xó quo íIhi a ftflieCr un paiMO |mr mii« |trojimliidi'n en 
Santa Pe, afirmación pooéonliinlii <'»ii I" "I" liM iutho- 
m* mát próxima- a aojiéi. 

QlM, pox último, lo» trdiinoiii*» ifc' meftÍMa? 
Misan BffrCffftloa n fon nulos IfftlttMndf'M mi Iii l'iftviin-ia 
de Santa Pe <f*. lis y u. 121) m-n-díinn, P«i«i»1wlcHdb 
todavía íjhÍh la- praelu* íWili'i'tww'M, « (««Hwta 'I 01 
«ño líun tfon Román [iiit'io IfoliMw <»■•■'" üw^iPftba 
•ntc el i-wrilMiiui d¿ PMtn Cnpítill 'I""' '*''" V«*íjW Bal- 
ean*». Kfl presencia (lo $w rm'UlMfi ilíllillíif del propio 

fiBunaiiii*. producido H üñii uno. i'nw v ^ or 
el certificado d« f*. iN JmM« trajidiatto <*n Barita 

Ko, para ¿I alud.- n una deiinm-lfl de H* *ini<-í Ií-j iWIlfl I»"' 
el candante el año If-'tl, (•« íloclp, imcvc iiíW mil''» «!«• I» 
alll'lídil ileHí.rarii'.n. Sítíji il<> r-liirUi "I tfW* 

oí íirt. !»íl del (Y.dk'n TÍ vil. 

Que »j ilc «cuerdo epll lo* ni»-. NW* !»-. iff, IWÍ 
!H> me. 7 V , y :í'_'S4 ili-l iYhI¡*o «"* ''«•"i|»*l' , "'>' 

plrtt &>ow#t «y .ni ¡rio sn.',.-ui'¡" H dnl (illioifl iltimíi'ili" 

<1<M WtWflHtO, <lrl>ii»iit|n tfiltl'IMÍPPW I»" 1 '"I "° '*' <l " 1 
ligaren i|Uc- Hr.-¡,U.iiln!iii« ni(. ft|M¡ »)ilMW I »li flW 

ho oomprolilire >u ilomicjlio i*»lll| ilcin'Wirinlfi «MI arre» 

Klou lo- testo- rilad..- v ii l;t |(MW'I«I P««HÍMMita 'l'"' « ,| 

UtUflOtQ lo tuvo en el PftrUtto d* Uwbn«^ IVaviiieia 

di- ItiwnoH Aires, son los jlMffiltt 'Ir- e-le K-ilíllO I»» P- 
nmdo* a conocer en él. 

Ra -ii mérito >■ oíd» i?1 Kpflrtí l'PMí'MWifcM' Üfiiwraít 
ahí m dcclifa. Rii roimiM'uinicfca. ivPHf»«ffw 
cíoni'H ni «e&or .fuez on lo Civil y * '«MH'Míll ifoj DejíOí 
tononio dvJ Siwí do l¡' IVm iunu tiit hwttíó* »ttw* "V- 

iMaM < íi la fi.nna do rslilo id W'flW Jl^ <»" ITÍMUTU 



mínimum» en la* m¡«imt* jar¡8cfi®fei*8 »le la primera 

miiniiiacióii, segunda senrfliiria la Provincia de San- 
ta l*V, primera íátMttWeHpeiflH jwlirinl. 

KtoBKKTÜ lÍKi'imn— As-toskiSa- 

IJAliXA lil'IS T-1NAHKS B. 

A. N'azak Anciiokksa — F. 

Ramos Mkiía. 



IM TBLIiA fiTOAi v, CARLOS EPrAÜPO V AIDA 
I)IC CARM 

JVMSliH t IOS : l o>,(lnlu> rulrr jurr<<. 

Plumeada entt* do* juecefl una siuuu-ión eoriiradictoria 

tfUfi no puínle *mt rWitelta dentro de las onrnniuicioiiets ju- 

dk-iaies de <tu«- a«|ih'lli»s formini parle, procede la inter- 

mfán la iviv Suponía <i" icwrílo fon lo dtepaesto 
en el urt. :« <te lu ley 

MiKSH.x ACRAHIA. 

VA jw'Jt aide qúlill tramita la «je .'iin¿u prendaría «a el 

«uánetcRté para rráolver Ine PHwitwiw «obre preferencia 

oh el pago de los créditos (|«e se susciten nitro ¡el acreedor 
prendario v liw qúo w mencionan en il arl, M de la ley 

iVRtSmViWX: c>r# «rtimir-: CWeK 

P6EXVA Ai.UMtlA: 

liii circiiiislniK'ia de <(ii<' los «líjelo* cravudos om prenda 
afcniria Iimv.im sido vendidos Pin virtud do lo dispuesto en 
ni i Juicio Bflijr* colín» de aUpiiloves. ni» es niñeo para (jue 
rl importe n«¡ Obtenido —y la «MR misma, si la abasta 
luí sido anulada por falla de inteitración del precio por 
parte del comprador— wh piU"*to ¡i disposición del juez 
de. \a ejecución prendaria para ipie resuelva si ol acreedor 
por alqnilcres tiene o no dererho para cobrar con prefe- 



callos pf: i.a vum kijphem a 



Dictamen- m». Piuh'l'iuuhr (Íkkbral 
Suprema Corte: 

No obstante todo lo t ra mi Indo eoB unitivo del exhor- 
to que libró un juez ile paz letrado ile lu Capital Federal 
al de paz de Colón (Kntro Ríos), y loa diversa* inoi- 
ciencia* en l}U0 interviene 'le priineru instancia cu lo 
civil y comercial lie e**1a última ciudad, Miscribicudo en 
ocasionen Como tal y otras como juez do alzada del de 
paz resoluciones eunlnulii'torias {í*. 44 y fn. 00; expe- 
diente lie Ih Capital de lu Nación), Bolamente puede eon- 
Biderarsc planteada la cuestión de competencia a partir 
de la contestación de fs. 7(» vlu. del aludido expediento 
por virtud de la cual el jqez, exhortado a tenor de la 
resolución <lc la Presidencia de fs. 75 vía., eleva loa 
autos a la Corte Suprema para flOU dirima In contienda, 
lo que implica cstalilecer qiir mnnlieiie el ejercicio do 
un juritidiirión (arí !>*, ley mím. 4«&). 

En cuanto al fondo del nsulilo, se trata de la ejecu- 
ción de una prenda agraria constituida en la Capital do 
la NTación, en cuya jurisdicción los deudores li¡m fiOllstl- 
tnuto domicilio especial a los fine* del cumplimiento de 
la obligación (fs. 1, exp. ya citado). 

La competencia, pues del juex de Unenos Aires cti 
indiseutiltle pura lodo lo ooucúrnlcütú a la liquidación 
de dicha obligaefói] ojÉfe ante él lian iniciada los «clore* 
Sociedad Di Telia Limitada. Lo establece asi expresii- 
mente la ley y lu doctrina reiterada de 1% K. 

No Imn podido, nsí, las autoridades jlidifciales' W 
Colón (Entre Bfos) donde se encuentran los Vienes pren- 
dados oponerse a las diligencias preventivas de seeuea- 
tro, embargo y seguridad ordenadas por el juez de In 
causa, so pretexto de que allí BG WigUO contra los mia- 



moH (ti-imilnl»'^»H (MI j"><'i<> P°r <' obro de arrendamien- 
tos en o-l que m- bou emburrado los mismos bienes. 

La jurisdicción dol juez Jo la premia agraria pri- 

nm Btibra En riel jura ilel juicio pr^ndicaOo (art. % 

ky m'ii». ¡HÍ44). 

Corresponde, pues, dirimir la contienda trabada 
ordenando ho cumplan las medidas dMrfeWdaa por el 
juez i!c la Capítol Buenos Aires, nmizo 1" de 1942. — 
Juan Alvarrz. 

FALLO DE LA CORTF Sl'PltKMA 

Buenos Aires, abril 20 «fe 1^2. 

Autos y Vistos: 

Do- conformidad con lo diciiinúnndo por el se- 
ñar Procurador Úmioioj do la Nación y lo resuelto por 
esta Corto en el tullo publicado en el t. 1S4. j&jf iú6 > 
do su colección, so .K . lara que el Juez Jo Paz Letrado 
nto. 7 de la Capital Rjdoraj CU el ctfu|Pfefóté con arre- 
glo a] art. 22 de ln ley nún». 1HÍ44 y, por confuiente, su 
jurisdicción prima sobre ln del seftor Juez do 1* Ins- 
tancia on lo Civil y Comoretel Je la ciudad de Colón, 
Provincia dfi Kniffl üíox, donde han sido embargados 
y A>tUl¡dM los mimaos Wenos dados en prenda para de- 
cidir iodo lo rcfcventc a «'stn. Remítanse, en consecuen- 
cia, toa juicio* u lo* itWfeotivOfi magistrados en con- 
flicto, harióiuloteM eonocor esta resolución a fin de que 
el de osla Capital libre un nuevo exhorto al de lo ciu- 
dad de Cotón, pidiendo ln remisión de los fondos pTodn- 
cidoa por lu venia dfl la Cosa prendado, o esta misma. 

Roiutimi Reri-rrro — As-romo Sa- 

UAHXA IjL'IS LlHABBB — B. 

A. Nazar Ancuoiüsna — P. 
Ramos Mkjía. 
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B&VVItHlt OH SVt.lU.MH timlmtia: 

YA bfffhfl llfl «a la *'un>iici« i ni m' luí > ii imiiitilo .„ 

U pffflfthfa grjtffflbl* i» iwtote el tsnrAclur iln mm |trapt«<< 

llll'l l/l«'/ir|(«t'«'í/l «I |illlr¡HWHITIi; «I IHIiJor ||||* | M 'iHctiTII'' 

\t\wi\v I'It' iBWl* iltoulnuirta » \uuítm m*t a *nun>\érU 
MI bita ri iJffwffto « ím ppnat^n Nwl pü Inul^rsblif wlml' 

IlUfrJif ÍVfHIHi'll" HIIU VtV i'diliitjiiln, lü InllMWfl |l||l'lli> v». 

rlnr •tVMfÑfn i""' MWMUw <!*• mi uiwm M)|ierlrtr «■ (lleta 
muí fcftW li* «ÍU-U»mK m.rirfiiii»m.|,. » iwoi..(rn,v<.rirln 

lü Innfnf^rlnN 

MTMrM fl\ tl> \H «ftfl^niftap 

fwi |i<>' lífíHíl WÍnrfllnriB ele ln ley II II .'. hn a „\„ vft. 
IMnríM'""' dMutk \"' r "I * '"iiyn-M» y pltyi jmrN |(M «iimph 
nmRbtnm W«fil>lrtOT l»»r el l'mlvr Kjmiihu mu iiiiU- 
M(n*M«l « ««"••¡/.ii. 

A0fO« M>UI\l*TJtATIVns. 

COSA JtmWU 
PtMHtONK* 

NI lilm nn« f"-"lu«'»<" adiniiiiiíIraliVi i|m< rtñ w<i ol <(■•- 

ri'i'li/i m HNi i" ij'i'íh im (Mióte wr (iDrovnll i*»r «tffl iU> 

ll/iml iiíiImiípI- l« '!•* ríttfiiuU'iri r» (WMfMlVflIti « iikiuIii ha- 

luvidfli «www* ei «*■ ,; " '» '"y 

f>JU0( wn tm t'rmrtfrt** * * í*?'ff*«Aff íífcft /*<■• 

f,« |ir<'«'f/|»'i/i*j wUMivídti pü «'I iir» imu .r i VM\m OI- 
vil « lii«|'»)"iM" « I" WSMlMtíán i»-r IM il c| Po(lf>r KJp- 
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ciuíto, en cumplimiento de 1n I y 12.613, declara la cadu- 
cidad de una MÍtaUn anlcriori' ájate acordada, fundado en 
que el «aso no encuadra en ñ^vmif» «¡(.-idos por 



FAM/t DE LA CORTE sTPItEMA 

V vi-tos: U* aflloa seguido» por deña Iwbel y 
doña Elena liamos Mejía eontra la Nación y ea los 
cuales pe lian dedwitiu los rceúiwo* do nulidad y de 
apelación ronlra la srntenria lie IV. 41. los <iuc fueron 
eoneedidos por aillo de fe. 47. 

Y considerando: 

Qno el rccurao de nulidad, autorizado por H urt. 3* 

IÍC la ley mim. 4n.V>, no úpame randado Ctt virio o de- 
fecto alguno del procedimiento, o en que 80 hayan vio- 
lado )¡is formas y siilniinidndcs que deW 1'eVOStÍr lu 

sentencia de segunda inslntieia, razón por la «val os 
iníprocedentc -ari. ¿83 dfe la ley »»■»• <¡K & d « 
que en día no se uaya tomado éu Mentía una cita legal 
o un argumento adtódo por la parto, «" eoinifituya una 
cantón tíe nulidad! pues bien pudo penaar el juzgador 

qáá los fundamentos del fallo «Jijo lia pronunciado dea- 
rartuluiu Je lieeJio esas defofisaa. 

Que en cuanto al fondo do la cuestión* debo tenor- 

HQ présenle que en este caso s.- traía de una pensión 
graeiaíaV, de luuellas qw el Congreái) v«ta espontá- 
neamente CÓMO OU favor o amparo rt loa descendien- 
tes do los sei-lrjdores del país, fl dífer^-in aa la pen- 
sión legal* que proviene de una viiienlacióii de doreeho 
preexistente regida por lili estatuto legal eO el eual el 

beneficio se establece en wwíefóñ estricto y diréeta con 
lo» «-rvi« ¡os rendlitos y i»s ap ( .rie* reatados. >- por 
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ello mismo ésta reviste Ida carecieres (lo una propie- 
dad incorpora «1h ni patrimonio. 

Que In pensión graciable, siendo un mero favor, no 
tiene estos caracteres. Eu poder que la discierne, pue- 
de libremente disminuirla o Imrerla cc^ar. o someterla 
a nuevas condiciones, cuando l-I míen'** sociid «sí lo 
aconseje, sin o,ne pueda decirse que por rilo se hiere un 
derecho perfecto. 

i¿\Vt aun en el «'liso de una pensión lejía!, el k'ne- 
ficio cede a Ins exigencias del interés social impuesto 
por ciremislaiu-ia-s excepcionales y graves, como lo ha 
declarado osla Corto Suprema en el fallo que registra 
el tomo 17!'. página .'ÍI*4, m el que íbíspufea de reconowr 
que el derecho a una jubilación o pensión es respeta- 
ble y qae una ve?, concedido no puede ser derogado o 
disminuido por una resolución ntiiiiinistiutiva, agregó; 
que «i esto es cierto cuando se trata de caso* particu- 
lares regidos por una ley preexistente, "pueden variar 
las soluciones cuando por razones de orden suprior so 
dietn una nueva foy ujustamlo, reorganizando <i recons- 
truyendo la institución". Que caía doctrina, «sí eslío- 

zada, lia servido de base a numerosos pronunciamien- 
tos que después ha dado el Tribunal, ell los cuales que- 
dó reconoi-iüo el poder del Condeso pnra modificar o 
disminuir los beneficios acordados o n acordarse por 
las leyes jubilutorins, cuando tales circunstancias se 
presentaran. i¿nv este ooder se funda en que tanto las 
jubilaciones como las pensiones no tienen su origen en 
un contrato entro el Kstado y sus servidores, sujeto a 
las leyes del derecho eoimuu sino que provienen de ins- 
tituciones de estado, regidas por el derecho adminis- 
trativo, en las cuales predomina, ante lodo, el interés 
social, qUO es anlcrior y surierUtr ¡il derecho adquirido 

(art. .V del ródiso Civil). ¡Son leyes de previsión so- 
cial, que por sus filies, |wr los propósitos ,,„e ¡.crsi 



«ion v por las WHgiB&tt ,riuMI «P»"*" 1 ™* 8 * 
carecteríKan como de orden |»uWíco — EalU»: i", 5 

y otro*. 

Óuo fox sofioiiiaH Rtfuwn Mejffl *oHcilarou y obiu- 
viemn en lM7, contó ftiWW ttól fXtínio Teníate Coro- 
ne] <l<- Milicias. «Ion IMefoiMO Kamw Mejia, I» pensión 
«nu «cuenta fe? ley núiu. llvítü ó li« deseeadientea de 
murreros de la liidt'jwmlwipiii. Qttfl oí 30 de septiembre 

de V.m t -c ilfató lu ley ni»». «pie. por sus antece- 
dí iit<« y los ruin!; nío- «le H» WM&t* é>a aclaratoria 

do aquella, y en su nti. b' v (li»i»o"ia qtic "el P- 3¡¿ pro- 
cedí, rá u la revisión de la* |Wti«i0iH$ nifónla&e confor- 
me » I" l«" v "í""- 11 4I -- " ,in ,, «' M«'»*4rartas dentro de 
Iuk pre^ripiiones de la presente". Cjttü en el art. 1* 
d¿ ,'-sia se -lei'ine lo qua «lel.ín enlemiersu por guerrero 
de lu hidcpendoiicia, réiuMawlQ «iuc el cimente no en- 
traba en Cfia categoría, por no ludiera* probado que 
perteneció » alguno dfl lQ« cuerpos eom ba tientes de 
aqtwiU eampaña. En (-jeivi.-io de la facultad conferida 
por el pi <¡< transcripta, el Pódcr Kjeuitivo revisó es- 
ta pensión y 1" di-claró mal acordada por decreto del 
l!l ele septiembre de ttHlfc 

No es discutible q«e el foiiRreso «pie díú la prime- 
ra ley, puede nclarur KUK ifrlufóM pot una segunda, J 
nuc e\tn, pór Wf lularnU.rin, p«ft los casos ante- 
riores menos pan. loa va juzgados -art. *• del CAdtgo 
CitfSl—. Que por tal mitón y por ser una ley de carao- 
te; a.lininistmliv», puedo ttiMf efecto retroactivo y 
pialo, por ÍO t«"l". diapoit*r la i-visión de las pensio- 
nes acordada* -Fallo,: Mil, 27»; 100, 309 y los allf 
rilados— Que el Uoder Kjceiilivo lio Mzo mns que 
r.in.plir la voluntad espro-u. y WfcgérÚ» M Congreso 
al btteer ln revisión do la pqwlfin de «pie se "rata, de 
tul Roerte «pie, paí WHW»F>fa alguno, puede clasificarse 
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ese acto romo arbitrario y «husivo. (¿ue el raso es muy 
distinto del que esta Corte resolvió en el juicio ('arman 
de Cantón Centra la dación, en el eual se revisó la 
pensión sin ley que autorizara y ge la revocó por mo- 
tivos de hecho, eftya eonside ración sv trajo fuera de 
oportunidad — Fallos: 175, .'itiH. 

Que 81 bien <s (ferió M lle esta Corte lia declarado 

que una resolución admitH8:(rátivii qntt reconozca él Af- 
recho a una ín-usiún no puede ser derogada por otra 
de igual natura loza, lamlaén lo es que la derogación es 
procedente y no al'cetn la doctrina del íallo citado, 
cuando sobreviene una « ansa legal para ello. Bn el swfc 
Me la cansa sohreviniente está en el mandato expreso 
g imperalivo de una ley posterior Xpúi ordena al I'oder 
Ejecutivo hairr la revisión, cuyo iuipcrio no puede des- 
conocerse y por lo misino pone n cubierto a! aeto guber- 
nativo. 

<¿ue Ja prescripción «{■-! ¡ni. 4Q3U del t'inliifo Civil, 
invocada recién en el escrito Je l"*. 50, Jio frfl proce. dente. 
El Poder Ejecutivo al dictar su resolución declarando 
la caducidad lío la |m*un¡Óii. no la lia fundado en que 
hubiese habido violencia, siiliiuidMción, dolo, error o 
falsa causa en el aeto .pie la acordaba, como presupone 
dicha disposición legal, sino única y exclusivamente 
eit que el COSO 00 t'ncnadral >n en los requisito» exigidos 
por la ley posterior nfan. U.(ii;t para ¡¡Htf el Teniente 
Coronel liarnos Mejía pudiera ser tenido cotOO mieiTC- 
ro déla Independencia y como luí hubiera podido trans- 
ñutir a sus niela-i el derecho a la pensión. Ksla dispo- 
sición, por lo demás, nfl fundaría la adquisición t \ Q |m 
derecho ea caso alguno, eóiuu lo pretende l*i parte, 
sino que ampararía por id i rnnsem*-;o ilel lieinpo la <nii- 

sistemía del aeto entilra la acción de nulidad que por 
aquellos motivos se iniciar», situación muy distinta a 
la que se lia planteado. 



En su Ufólo y por su* tMtoMfU*, ** confirma 
la sentencia recurrida, sin coala», «aber y de- 

vuélvanse. „ 

R^ISKTp KKiH.rn»— ANTONIO SA- 
HUMA — Uvm Linares — B. 

A. KAZA« A NCIIÜHfcNA. 



ELVIRA DEL CARMEN CHAPO II K HKM*KY v. NACION 
ARGENTINA 

SKSi tiftiM» wéwwh» ***** <" 

" ¿ improcoioute la tcnmnlm-ión dfl «I fej$g¡» naci °- 
n»l » !,tra provincial u la Mimim persona. 

JVfílhMKlS f& E\tM.EMH>S .XACluHMRé: /W.'píot ##- 
fja ««petóa «■sialüwida «-n ol ari. 35 <1<' la tcy 4349 en 

Mote en el *> -|U.' pwmHa acumular doa jnbiU- 

lo ,,,«. no é ... mismo .,«, ajorar el monto de 
una jnhilaciún. 

kkntkncm m*iw» P«wW* 

Buen* Air*», julio 3 d« 19«. 

Y YkoBí riinttuhMhiH'Tl.ni... .lo fceltej Elvira 

dol Cárnica contra o..lwrn« tfc li» NWíóh, »»» " ' 
df jübilaeibneN y ilañt» y tvrjuu'iwT. «I« IW 'I 111 ' ri 

I. Que a fe. 6. * prcsn.U la \™ «rl^a.lo «ledn- 

eion.Bc, firmal fcmíndá Con»» el Buporiftr (¡nlnor.u. de JaJN* 

,,n, s, hnn it-jatt ,1o percibir y «*« <1<- «lo cuatro *B 

¿e** «Miedo naeional en C0ií«|H« '!<" 'Irin"* >' ajuicio*, en 
mérilo dÜB las B^ttientW ,M.nsi,lori»m.i.*> 



Dior „ yw m mnhkra JmWIuIi ib i« Pwwíimsíi da Eutn R(o¡ 

Qne Biwrlí 'I** *** jMMInHrtn luí (Iwitrowfiado un cu rao - n .«I 
magisterio «li^t a t'ft|dtal, |l»|WWH»nl« 'I'*' Cob»>B Nmioiml di 
Edueachí» iiw mm|illd»» l"« MÍ*"" I"" 1 »- WnRM*l 

a los brnuíWi'w fcnht»«Hirlw < I' > mfyi "* f lo WM*' 1 *. ttoiMiHia 
que fc* .MmwÜIb "I" i'«mfi»riMlrln.t |mr ti ílonowblff Cniiwjfl 

de la C*jft KftvÚHMl «I" ÍHMI.m'U - y IVns.om-s i'.v.lrs. tjii*- 

ttanimá* t-« ivámHvü p-riiNH.!.-. y ***mj£ g«*" 

«l Poder Ki.-M.HV" h luí .-frrli» r»!l*Wii.*nt~. ¿«t* resolví,, |...r 

volver a la l '«i» n fin «■<• "Jn""»'" (i la .,>»■ *• &mtvt& en 01 *M 
Enwrv ÜB* «mi MHjimlfPIlt* »'"» '» (,,l J :i « «' «»u(ll»« 

que (tebt» WIBf milw tutu .1» Un df* j«il.»ilBci«n^ |«.r>|ii* n« 
era i«m1.I<» RU in-uiitiilHi'i"H. W"' »l""«'rniii»Ia |»or \a* eiiv.iii*ui. 

«¡a* v ítwvtowto* '<« iihi ,( ' , ' ,,H ,IH « r ' , ' , ''""""l ' 

ante Vi Bnfcf K^.mhU.., PII VI»'!»- u|Hiri iiuulml.-H, |««ro . t u* . ' 

lo ha tfeift*»mte tlfi|Ítitllv4imi<Hf<i lodo tea**, 

v no a» halln a>nram.l<i | mIiibkimi iji*|"w«'i"i» de WW|I 

ni ntfftMtÚvtft, «tu iwwm í|H" I»* mmm del Hjoou< 

tivo- qw a«t 1» han r* Iin. •»»' «flh" ■ fneoiwirtuetonálw. e» 



cuanto violan la dlm»ilnM'M . ur.l -ih.Iji NI « arl. 1. CW ln I BIW 
limpión NVliM.nl 

Kn .lofiiiiliva. lililí y» *>M* |ii¡r»r a la demanda. rw>- 
iM«ün.kwel* el ilw.'lm n ln m'Miniiliii'if.n «.■• latí jutnlan.-iiv". n 

S£*u5SS* i U «i ■ 1 * MíS- 
li abonarle la ftww K*ta««Ni ph *o»W« * «JWS* y pwwWw, 

con iWwa* ,v «Wl**. 

n. Dwl*í»rti ia «wiwwwfci <l"l y wMg.tgp 

lado 3» la il"m«»ula al \W W« » v " iniorm.-diu de] Mt 

ni^rin «Iv IWlvml Ih N¡ ? f». 1^ ^ Cl MNlOr 

Piwun*aor iMll i I'«liiti<l»y du«.; 

Qu.« ta domaudd M I WW ílWl* T flJK ««USf "o lleno 

dewohn iK «« Id M llÁPWll^/^MW '» |I "' , r" «I" 

ik*«vx .i i ti' h-vl.m.a. l¿no "I W»hW de la mimn d.- rmitro 

„ii ¡tan* ««««ta «W'Nwl -ni" m m\mm $ <?»«^o^ <ta M 

v oSWw iwnHC Iti pKWIWWii d- f»lKi de jiiriadnreiAn Inri. 

73 \A W1 l« n"" wIiIp W nwn'lw j«i momento m timar m> 

teñein HW fio hí W ettlHltlWHi Wvlfli"» iHliiiiniMraitvo pivvl» 

{lev 11 m¡ ,h emmln al f"M'l«» iW asunto, endemte i|li<* 

!¡u'¡mnn>oo.1.'»WH IH ptMpflÍ«fi » ^.W, 1 * htT ¡J' 

tifu'a.la ih" la I IttP All lll'l Kl'''-i¡ "vojr le lu/n , m.Ih-i- 

!« Si .Iwiirn dn ificinli» b ífa» a«m Qu* ri |4nn 
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transcurrió con «ceso, «le manera, q w tlieho- decreto ha pasado 
en autoridad do cosa juagada. Agrega, por otra parte «joe la 
jurisprudencia ha resuelto ya. en forma invariable, en la iornia 
(Ireretada |K>r el Poder Ejecutivo, que no es perm.tida la acu- 
mulación de los beneficios pretendidos. 

Pide <,ue en definitiva. * 
condenación en costas. 

Considerando! 

I Üue estando da acuerdo las partes sobre los hecho* eu 
ouc se* fundamenta la demanda, extremos que, por otra parte se 
hallan plcnamrnte acreditados con las «instancia* administra- 
tivas «regadas ad efret**, i*hv/p y demás elementos de prue- 
ba aucTcnircu do fs 17 b fs. 38, la única cucation que queda 
pendiente Mr» resolver se reduce a la* articulaciones de dere- 
cho troiitesludu* en la forma expresada anteriormente. 

II Qno respecto a la reclamación de la suma de cuatro Ufl 
pesos moneda nacional que N demanda, conjunta mente coa la 
acumulación de las pensiones en el escrito de fs 6. ea "d'aro- 
,ible. conforme a la defensa cp,e opone t«dM ^J«^gg¿ 
demandada en su escrito de responda (fs. 32), que üibmw» 
d» en nirimniH de las presentaciones corrientes • « jE 
del expediente mlminiatrativo #flftft del ano 193o «pregado 
uor cuerda separada, ha hecho referencia alguna a la indem- 
nuaeion oite pretende, nurfn suficiente como para que el «w- 
erito desestime esta parte de la demanda por la omisión anota- 
da (lev Íti.«H>. debiendo en m consecuencia, prosperar la 
defensa articulada a fs. 12, j- así se declara. 

III Que en cuanto liace al fondo del asunto cuestionado, 

tito «. ému $ ta 9(,,or8 ,ieuc » ereCn0 * » fi,in \ ular ,aH 'l 08 J "." 

laeiones reclamada» —una de orden provincial y otra de orden 

nacional- el suscrito, anta la abundante y reiterada 

dencin sentada en casos análogos es de opinión que la demanda 

«lehe^ehwarse.^ ^ ^ pM» condicionar v regla- 

mentar con amplias atribuciones «ta materia, no fM^ J» 

tirw. de«nné* de los numerosos fall«» dietado* por la 

Suprema Corte de la Nación, que se registran en loa ts. 99. 

que "ni la jubilación ni la pensión, ni el retiro, nacen de un 
contrato entre loa funcionarios b empleado* n obreros y «I al- 
tado sino qne se basan en la potestad pública de éste, que 
ejercita ampliamente en este orden de relajones, con iM eúft- 
«pto de bien publico, con su derecho de imperio y la fmal.dad 



-- -m 
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de ju«t>ci« «íup lo informa' '. No pneden wr más claros, pues, lo» 
término* iranscripto* «1 tni» sentido. 

Kn razó» decstos principios, el mismo Tribuna ha recono- 
cido a I« BOderea públicos — iincioiiales. provincia lH comu- 
na N ■ nn wílu la Ine .litad <le alterar el raimen y las condi- 
cione* do la* JiU>il*cto¿«. 8¡Ü0 tiuobiín I" <k' rwliieir el monto 

d« |«s y» jwtnlBilnK. .pip no LiimiiuiyfH, por te tanto, w 
oho de propiedad lirtefrauneiate m^t^.^Í^^£H 
tavinUbl.' « los tírnü** tW NKfefpfa «J* la UmM.tueum 
Nacioiml (vtr Pailón: t. i TO. pág. 37; t. WD, pftg. W8). 

Uui' e» Mfewo orden «I- KWw y en WW " WW* preuop- 
t*., 3 QUe ha podido «** Tribunal bfceer ÑlMff 

«¿fórícw .-omo Im atenida» m « '•pawuler y. Na- 
i&oiuL di' JuUilwione)* f IVnawwM Civue* . ye* rniin* im. 

, 203, aflnnando que ni dentro do l« misma ( ajn m aetiian- 

¡|„ Coja» «Uwrsas, w Mn W lW»l "'-"nuil«r JMlr 
afone» con liutemiiiauMone», ni juteltóonWeon ilevniue.nnes 
Me". CrÓJifroiltar asimismo, < 'ama ra PMfeW»i •/. 4* t. S2, 

eoncordáhie ebii .1 eriieriu anteriormente ert«W«¿M«. 
«e- bu i llwiidn a resolver el easn- |HirlieuHr estudia - .Hu- 

millación .1" Inmi-Io-íos (¡uhil«eíon..s» ÉWWedidM |.»r distinta* 
"aja», mi.. naeional y ote:, provincial- «eepta.ulo ln n.eom- 
pat.hilidad de los beiHrficí* cuya « Ijg «» 

¡g¡ demanda. r« ■ <&0 ewwidMwtnn el mérito 

Dirá déje*tlmnr «i«-r.,.¡tiv»iii->m- la aectfii intentoda i«>r ins 

'.«mí.Ieraeione* que en wayor extensión *c Ih... dado efl ta 
fallOi «nnlfldl» y l|Ht i|W NN l« demandada e„ *«. eserito de 

rwponcK <í* 12). y que Mi dan P-r reproducía* en <*ía 

círo IfineoMnríé el pto^e*m ^ ¡S^RÉ nrr,bm1 ^ 

huinir sobré la o*ra defensa qW* tof ^S^^^SSSl 
ln al Mn»nlSmÍ«il(ó tácito »Wlb»rdo a Ir. a««a« r^eto al 

dUte. del Poder «MI** del año HW7 de 

«n. eít.K |W man." e, M l.,.iiera «|'"' ^ "í 1 ?WEd&tó 

"lnpla,-.,- loVea el pnrti-nlar. C na.la ear.ana el resoltado 

<l0 ' '¡'or 'iaa pélenles oniiNÍdora.-i..n«i y ln* rt> lew faitea 
«pRalnd *. rw.»elv«i iwvlmzar la deiminda inslnurada por rtoim 

SflneUn « t|W ln ?*toW. N posJUo creer» con dereeho a 
Utfgíle. — K'fimnlo Sarmiento. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, mayo 7 de 1941. 

Y Visto»: lín virtud de I ■> esta hipido por la Corte Supri- 
ma en el craso de Adela Kitmona i'ccorelli de Fulctai, contra la 
Cajn \':n'inifcid de Jidiilricioiws y Pensiones di* Kinpleados y 
Obreros Ferroviarios, con I'edia :t de abril de \0'<t~> (Fallos, 
t. ]>ái!. iSüS y (líala cfcí J'Vroj t. ilfij pájt. 265), y por esta 
Cámara, en el juicio Manido por aquella institución contra 
Jlíffiiel A. Vi-rn u-ri. cotí fecha 2 de aporto de 1939 (Gaceta 
del Fon., t. 14J. pjisr. IflOjj >*» wy-oa pronunciamientos se decla- 
ró la incompatibilidad, i» iiHÍchida aeumulacicsn, de una jubi- 
lación provincial y oirá nacional:; no concurriendo en el sub 
judire las circunstancias especiales que determinaron la nen- 
teiicía ile acpiel Superior Tribunal, de fecba de diciembre 
do 3940. cu el juicio deducido por Ifieardo L Marti contra la 
Caja Xoimoi»»! de Jubilaciones f I'ciimoiil'k Civiles (Fallos, t- 
188. pág. 517 y Gaceta del Poro, t. 1-50. iiííjr. 6!)) -de la que 
so hace mérito en la expresión de airravios de fe 45— desdo 

que. segrí"! w sostiene coñ verdad en I» contestación de fs. 
48, en cí mismo decretó del l'ndcr lijicuiivu por el cual 6e acor- 
dó n la aetnm su jubilación iiaeionnl, se deja eons-taneia do la 
iiii'nHijiitlüiilidnil de ésta ron el heiiefieio provincial de que ya 
gtffiAua; y vuelto el expediente a la Caja «le .1 ubi! aciones se le 
notifica qw» dnlie lüicer la cor re».|wni diento opción; y por sus 
fundamentos, y los ronenrdniites d«-| referido escrito de f». 48, 
en el que bneo una jii-ta intcrpietrteinii del antedicho fallo 
de la Corle Suprema, confírmase la sentencia recurrida de ta. 
40, en 1» une f¿ desestima la demanda deducida por Elvira 

del Carmen Chapo ác llelbey eimtra In Xaeíósi. Las costas de 

esta ¡nataiwia, también en ¡«I orden causado. De v nevase. — 
tf. fíntziiUz Irámain. — Varios <JW GWjw/f». — It. Villar Pa- 
lacio. — J. A. GoniáHi l'aliicrÓH. — Rv-qnid S. df Olas». 

FALLO DK LA COllTE SUPREMA 

Buenos Aires, aliril 20 de 1942. 

Y vistos los tlel recurso extraordinario interpuesto 
por doña Klvírn del ('armen C'laaiio de Belbcy contra 
la sentencia de la (.'amara Fedcrnl do Apelación de la 
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Capital que, confirmando una resolución administrati- 
va, declara incompatible la acumulación de «na jubila- 
ción nacional a otra provincial, otorgada n la recurren- 
te corno maestra, do educación común; y 

Considera lulo : 

Que la reclínenle fommU» oportunamente Ion re- 
paros constitucionales y logntés que. cu 8H concepto, 
viciaban la resolución administrativa testimoniada a 
fa. 4 y las judiciales do fs. 40 y 51, y el recurso le ha 
sido acordado por la Corto ft fs. 80. 

Que lu acumulación de ÜTO jubilaciones en una mis- 
ma persona, pesen sobre nao o diversas cajas, sean és- 
tas nacionales o provinciales, repugna con el concepto 
que sobre la materia lia fijado la Corto Suprema en di* 
versos pronunciamientos al decir "que quien se jubila 
obtiene con el importe consiguiente un seguro de des- 
canso equitativo «pío libera al Kstado o « los organiza- 
ciones profesionales de nuevas cargas en favor del 
mismo sujeto incorporado a las clases pasivas" (Fa- 
llos: 172, 3"-8). Este concepto básico lia llevado al Tri- 
bunal o decir "ni dentro de la misma Caja, ni actuando 
en cajas diversas, se puede —en general— acumular 
jubilaciones con jubilaciones, ni .jubilaciones con indem- 
nizaciones, ni jubilaciones con devoluciones, ni jubila- 
ciones con pensiones" (Caso Darunior Juan v. Caja Jía- 
oional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, fallado en 
agosto 27 de 1!>34, t. 171, pájr. 20$, Ya en el t. 131, 
pfig. 243, refiriéndose a una situación dentro de la loy 
num. 4349, en que se prohiba acumular en una persona 
dos o más pensiones, dijo: "constituye una de las nu- 
merosas limitaciones impuestos por la ley núm. 4344», a 
los derechos de los jubilados y pensionistas con el pro- 
pósito de disminuir en lo poeíblfi las obligaciones de la 
Caja y asegurar así su estabilidad y su solvencia. El 
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legislador no consiente 1ü acumulación de pensiones, 
portille conceptúa que pueden ser llenadas las necesi- 
dades del pensionista con loa recursos que le propor- 
cionará una sola de las que pudieran cor responderle". 
Termina diciendo que "debe desee lia tta como contra- 
ria al espíritu general de la ley y a su base económica, 
toda interpretación que pueda dar por resultado la acu- 
mulación de beneficios". (Concuerda con la doctrina 
de los fallos, ta. ItiO, pág. 425; 154, páff. 411). Así, en 
el caso resuelto en el % 172, pág. 328 citado, se rechazó 
la acumulación de una pensión ferroviaria con una ju- 
bilación concedida por el Montepío Civil do la Proyin- 
cia ile* Kucnos Aires (Caso viuda Falclú). 

Que el presente es un caso semejante, d-oade que so 
trata de aeun. 'ar una jubilación nacional a -una provin- 
cial. Lleva cada una la presunción de que son aufí- 
«ientes para asegurar a la agraciada una subsistencia 
decorosa, llenando así el mismo fin social, y al acu- 
mularse se produciría una verdadera superposición de 
beneficios que sería contraria a la economía de esta cla- 
se de leyes. 

Que la excepción del art- 35 de la ley núm. 4349 en 
favor ael profesorado, en cuanto permite que al sueldo 
administrativo pueda agregarse el do las cátedras a los 
efectos de la jubilación, siempre que se hayan llenado 
ciertas condiciones, no puede interpretarse extensiva- 
mente hastai creer que les es permitido acumular dos ju- 
bilaciones o dos pensiones, quebrantando «1 principio 
a que antes nos liemos referido. Desde luego, en su 
esencia y efectos no es lo mismo mejorar el monto de 
nna jubilación o pensión que acordar la acumulación de 
dos beneficios plenos ya concedidos. Lo primero se 
hace porque así lo dispone la ley en términos preciso* 
e indubitables; lo sesudo no podría hacerse sin dar- 
le a la ley uu sentido que su texto no autoriza y que 
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importaría ampliar sus favores por vía do interpreta- 
ción, contrariando abiertamente lo que alguna vez dijo 
©ata Corte; <gue tratándose de una ley de? amparo no 
so justifican interpretaciones derivadas del concepto de 
lo máa favorable al bonet'iciaña, pues no os el cano tío 
aplicar una pena, siaio de otorgar o reconocer un be- 
neficio, uüa prerrogativa, luistu ciarlo punió un privi- 
legio y en tales eoinliem»es, el criterio do interpreta- 
ción debe ser restrictivo njusláiulolo ¡i lo litoral y es- 
preso del precepto legal opaca Me *j. 171, pág. 203 yu 
citado). 

En su mérito, se confirma la sentencia recurrida 
de fs. 51, en todo cnanto fia podido *er materia del 
recurso. Notifíquese y devuélvanse, re|>oiú¿ndose el 
papel en el juagado de origen. 

RfUtKieTo ReMíTTO («:« tfisi'lrncia) 

AxTltNIO SviAlíKA (í'M (tí- 

.sv'/i ncin) — Lns Lixauks — 
B. A. Xaz.\k Anchouexa — 
K. Ramo* Mejía. 



DlSIOKNClA 

Considerando: 

En cuanto al fondo del asunto : 

El caso de la señor» Qliapo de BeLliey no 6S «eme- 
jante al de la señora 1-apalnm de Kmery porque aquí 
«o trataba de aeiimulaeión do pensión nacional con ju- 
bilación del misino carácter. 

Tumpoco es similar ni <le Ricardo iíarli desde que 
en éste no se decidió que era pro<*edeii1o la acumula- 
ción de una jubilación nacional a otra municipal sino 
que había coHti juzgada desde «pie Marti gOBÓ vario* 



■■i 
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años dd la jubilación nacional otorgad» con pleno cono- 
cimiento de l« existencia de la municipal. 

Que cu su constante jurisprudencia esta Corte de- 
claró la improcedencia- do la acumulación de jubilacio- 
nes con juliilneione.s con pensiones, etc., »nn cuando 
una* y otras correspondieran a distintas Cojus (Fa- 
llos; i.'U. 24:í; Í54, 8í»; HUt, ICíT, 247; 171, 203; 
17-MíJ»; 177, ¿UI; 1SS, M7). 

Qiu\ especialmente, cu los caaos del tomo 1G7, 247 
y tomo 17li, B2S, se pronunció BU el sentido tlel pre- 
cedente considerando teniendo en cuenta la pretendida 
acumulación de una jubilación provincial a mi bene- 
ficia de retiro nacional «pie es la situación de la seño- 
ra Chapo de Bclbey. 

Que ello no decide, por *« s"!"» ''I caso de auto» pues 
en w! registrado en el tomo 154, página Sí», la Corte 
advirtió que "ta ley X v 4:t4!> de jubilaciones y pensio- 
nes civiles, cu su urt. .'io reslrini/e ni profesorado la 
posildidad de rtcumtilur )iibiUn'Íoitt's" '• y en ofpeto, di- 

olio artículo dice así; "Cuando un empicado público 
hubiese desempeñado clos o más empleos en propiedad 
al mismo tiempo, ta jubilación se aieordará sobro el 

sueUlo mayor sin acumularse al tiempo de los otros ni 

ni sueldo. Rmefit&ase rl roso dr ios empleon del profe- 
sorado t u cJ cual mí uch ni rilarán sueldos a condición 
de tfiir por lo imunx ge huya sufrido durante 5 aüó$ el 
descuento itel 5 '.í m Jos ¡sueldos de toda? ItíS cátedras 
desnupi i/aiius" ; situación une fué cumplidamente lle- 
nada por la docente señora Cliapo «le líelbey. 

Que si la acumulación es posible y legal tratán- 
dose de ea^os tlel profesorado nacional con gravitación 
exclusiva sobre la Caja del mismo carácter, no se con- 
cierta l««r¡canu'Hto con ello la prohibición referida a una 
jubilación nacional con ntia provincial sin especial re- 
cargo para ninguna de las dos. 
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Qué la señora Chapo de Bel bey perteneció al "pro- 
fesorado", en los términos d«l urt, 35 de la ley Ñ« 4349 
según se decidid, aun tratándose de maestros prima- 
rios, do grado o íiisitceí-icín.eii el -cuso tic tu señorita Ade- 
laida Fiando (C. S. Fallos: 180, 200) y la 1'rovinein 
de Entre fiíoa no lia hecho ningún reparó a la acumula- 
ción que en estos autos se persigue (fs. 19 y 27). 

Que si la ley nacional, en homenaje a la educación 
pública y sus servidores, lia hecho una excepción a la nor- 
ma general permitiendo la acumulación de servicios, 
sueldos y jubilaciones a su cargo, no se advierto ni 
justicia ni consecuencia eu prohibir cualesquiera de 
esos situaciones cuando concurren nn -empico nacional 
j otro provincial regido por la misma norma de com- 
patibilidad inspirada por el mismo concepto de res- 
peto y estímulo a los educadores que ea de viejo y hon- 
do arraigo en nuestra historia y en nuestras institucio- 
nes, como se lince constar en el segundo considerando 
de la sentencia de la Corte en el recordado caso Plan- 
do — tomo 180, página -00. 

En su mérito se revoca la resolución apelada y se 
declara que la señora Elvira del Carmen Chapo de Bel- 
boy tiene derecho a acumular ni su jubilación nacional 
como docente la de igual carácter otorgada por la Pro- 
vincia de Entre Ríos. Hágase saber y devuélvanse, 
reponiéndose el papel en el juzgado de origen. 

Roberto ÉepbTTO - Antonio S*- 

UABNA. 
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LUISA B. V!T>ELA V. NACION ABGENTINA 

JVñlLACWS DE DEL ESTADO. 

OBÜGACI0KB3 SATVfíALES. 

PMiH'BIWJOS? interrupción. 

El otorgamiento por decreto «leí Poder Ejecutivo de í la | Na- 
ción & U jubilación prevista en la ley II * P»"" 
U fecha en qne fué solicitada por quien había dejado pres- 
cribir su aei'ú'm liara reclamarla, no da carácter civil a » 
táU&ei&i mtmm por el Estado n. por MWg 
da derecho al beneficiario para exigir el pago de la JUM- 
laoion desde la fecha en que dejó á*> prestar serriCKH, 



peí, Jves Federal 
Buenos Aires, agosto 11 de 1W. 

Y vistos: Para resolver en definitiva este .iuici* RCguido 

r Luisa Salvina Vidda contra la Nación, sobre otorgamiento 
pensión, ley 11.471. y 



Qne la actora manifiesta que en H carácter ¿|¡¿£# 
ciaria Ue la ley 11.471 que acuerda pensrfn a las obreras qw 
como costure ran trabajan a domicilio para las distintas "P" 
liciones del Estado y que reúnen lia condiciones que la rutona 
y su decreto reglamentario m. ponen, oh Wjj, del Poder Ejecu- 
tivo por decreto de fecha 22 de junio <to 1939 la pendón mer> 
sual de setenta pesos moneda nacional, pero dicha P™»™ 
hipar de serle acordada desde el primero de enero de- 1927 le 
ha sido concedida desde la fecha en que h izo su 
trativo. esto es, el 4 de enero de 193», de acuerdo a «ti decreto 
reglamentario del Poder Ejecutivo. 

De darse validez al decreto reglamentario del Poder Eje- 
cutivo, se establecería un termino de prcacripeión para i»* ™- 
U» de la pen.iÓn de que es acreedora, en pilgua con las i dispo- 
siciones de la ley civil qne m de estricta aplicación en este cabo. 

La Snprciaa Corre ha establecido ^.teradam.nte y ra 
jurisprudencia en esta materia iiene y. el #&*¿**!¡& 
me ? «matante que I* decrete* reglamentónos ^ la» leyes 
H nneilen. crear nn término de prescripción para las cunta* 
S* S anterior a la presentación de M ¡«tereaado*. que 
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altere las normas del derecho común, y que cualquier dispo- 
sición en ese sentido, resultaría violntoria de las «arautíss 

establecidas por la Constitución Nacional, art. 8G, inc. 2-*; art. 
67. inc. XI. 

Por lo «puesto, solicita ■oodeqfi a ls Nación a abonarle 

las mensualidades que se le «lleudan desde el primero de enero 
de 1927, con ¡ni preses y costas. 

Que el señor Representante de la Xacitjii contesta ta d^* 
manda oponiendo cu primer Ii'rrniiio la j » r* - sf ri j i f i ■ <|iie auto- 
riza el art. 4025 del Código Civil, pues la ley ¡S* 11.471 fué 
eaneionnda el '24 di* setiembre de J928 y la aetora recién se 
presenta a In justicia el II de julio dé lf*Í¡>. es deeir, cuando ya 
había transcurrido iná* de diez años del momento eu que nació 
el derecho que se invoca, siendo de notar que las yesl Iones 
administrativas no interrumpen la prescripción. 

Aunque fuera imu-cesario. opone asimismo la preferí pción 

quinquenfll del art 402", inc. & del CntUfio <ivil, en manto a 

laa mensualidades de la poésiott anterior a los cinco años de 
iniciada esta demanda. 

Entrando al feudo del asunto dice «pie 4*1 decreto del Po- 
der Ejecutivo se ajusta ¡i la ley y a su reslmiientav/ión desde 
que no exísf e ilis|M>*ieÍi)n. aliruna que impida al Poder admini**- 
trador. dentro ile Jas 1'aeulUides qué le confiere el art. í*6 de 
la Constitución, que al reglamentar |¡is reyes, interpretando su 
espíritu fij«\ en detalle, los plazos, recaudos y condiciones que 
deben llenar los interesados pura ejercitar i!l derecho íieordado. 

Es así. como el art. Í4 del decreto rc^lanientario <le la ley 
11.471 hfl establecido que loa beneficios acordados en virtud de 
eaa ley. únicamente se reconocerán desde la prnmii Ilación de 
la ley citando el pedido se forninle dentro de los seis meses de 
sn sanción desde la fecha de presentación, si se hiciera fuera 
de ese término. 

Por otra parte, debe tenerse presente que se tntta de un 
beneficio htíicíoso. olorizado |>or razones «ocíales y de equidad; 
loque nhliffji a ipie «¿en emisiderudo. en euda caso, en mili for- 
ma severamente res! riel i va. 

Por todo lo cual pUre el rechazo de ,;i acción, cpll costas 

Y considerando \ 

Que habiéndose opuesto la ptenwneión a la acción dedil. 

eidn, corresponde tralmla >-n primer léruiirm. pues «epún 
wa lo qw sobre ella se resuelva, habrá o no motivo luego para 
pronunciarse sobre lo domó*. 

Que al respecto, el nrt. 3flfiíí del (Yulico ('¡vil dispone que 
la prew-ripcióii w i»terroiii|>e («ir el reconocimiento expreso O 




v. 
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tácito q..e «1 deudor o 1 M*eedor haee de aquél contra quien « 

^¿ue^á Í3. 38 del expediente administrativo pregado « 
mJS u fi -tora por decreto de focha 2 *¡gm 
rí ifertckó «mc rtélama y si bien aC h*«n re* na» hoore « 
&SS&% c.u.1 com«D»ríí B surtir .-lVcio. ello M £bi« 
$E<&S pW« .ehnya hnerrnmpidoy sedéela 



- ■ ■■' : "- L « l" ira " ' . , - 



las qu* durante ese lapso pnc«ff baber |iercibido ¡ con inwn«w 

Renten* i-\ Í>B LA ÓÁmaba Kkkehai. 

Hílenos Aiivs, dkiembre fi de 1941. 

Considerando : 

trotivT» Septo ciando Luisa lialvi..a V « ela so «e,tn el V- 
5fi i de la b-v Hf* H.471. el .Mo a «* jubilación «c hallj- 

¿ )rt inhitacióll d»e concede líi ley 11.411. n» |p tia C1 

t&íNSS^ S5 «i <>«<• - * *»®^ íB 



tn PALIAS DF LA CORTE SUPREMA 

que lo reconoció trátase de la ejecución parcial de una obli- 
gación natural. 

Por están consideraciones, revócase la sentencia apelada 
áe fs. 24 y en ei /isecueiwia, te rechaza la demanda deducida 

C Luisa Ftalvina Videla contra la Nación, sin costas-, atenta 
circunstancias de ta causa. Devuélvase. — Xicotás (¡onzá- 
iee ¡ramain. — Gario» del VampiJh. — £uy/hícJ 8. de Olaso. 
— Juan A, González Calderón. 

FAüJjO DE LA COttTE SI'IMtEMA 

IJucnos Aires, abril 2¡Ü do 1942. 

Y Vistas: los recursos do nulidad y a polución dedu- 
cidos «n el juicio "Videla Lotea Balbina v. la Na- 
ción, sobre cobro dr pensiones do la ley iiúin. 11,471**, 
contra la sentencia dictada por la ('«mura Federal do 
la Capital. 

Por sus fundamentos : lo dispuesto expresamente 
por el nrt. 513 del Código Civil y porque el decreto 
del Poder Ejecutivo de fecha 22 de junio de lí>39 (fo- 
jas 38 expodioute administrativo agregado) sólo reco- 
noció pnrcialinentt* lu prneedeneiu del reclamo inten- 
tado por Ib Hctora, se confirma la sentencia de fojas 45, 
sin costas asimismo en esta instancia, dada la natu- 
raleza de las cuestiones planteadas en el pleito. Há- 
gase saber y devuélvanse al tribunal dr procedencia, 
donde se re-pondrá el papel. 

KOBKRTIt RfPKTTO ANTONIO Sa- 

oakxa — Luis Linakes — B. 

A. XaXAR AXCDOIIENA — P. 

Ramos Mwía, 



ra jwnciA db la nación m 

S A CORPORACION FINANCIERA ARGENTINA v. 
DIRECCION OENERAL DEL IMPUESTO 
A LOS REDITOS 

BSCUUSO KXTHAOfíDJXAMO: Materia njtna. Cuntió** * 
hecho ¡i ¡irnfl>a. 

La cuestión rcfercMc » ^aiber si las compraventas de 
valores han sitio hechas por la «clora w»mo nuevas inver- 
siones di su capital — en cuyv caso m mayor valor no 
estaría gravado por el impaesio 11 hw réditos— o como 
medió habitual «le lucro, cu fnrma quB puedan ■calificarse 
como profesión o twrcio —Cñ el euul lo estarían las 
utilidades— es de liecho y prueba, ajena a la interpreta- 
ción de la ley, y Úo puede constituir fundamento sufiíie»- 

rio. 
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Buenos Aires, abril 22 de 1942. 

Y vistos: Los del recurso exlraordinnri» concedi- 
do/ a fs. 73 vta., en los autos Corporación Financiera 
Argentina S- A. contra el Fisco Nacional (Dirección 
General <3ol Impuesto a los Réditos) demanda conten- 
eiosu, venidos de la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando : 

Que la cuestión planteada eu la demanda, que ha 
sido resuelta en la sentencia apelada, sólo *c refiere 
a si las compraventas de valores lian sido hechas por 
la netora como nuevas inversiones de? su Capital —en 
cuyo caso su mayor valor 110 estaría gróv«4p coB el 
impuesto a los réditos— o como medio habitual de la- 
cro, en forma que puedan ealtf icáreo como una profe- 
sión o comercio — en el enal la oslarían las utilidades- 
como lo reconocí el Procurador Fiscal en la contesta- 
ción <v. 3er. párrafo de fs. 1.7). opilando: "Demos- 
trare en segnida que lu exacto es esto último y que en 
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consecuencia el impuesto .siffc lite lia sido lüen exigido". 
(V. 4» párrafo de ts, 17>. 

La sc»iton«in do primera instancia, confirmada por 
Ja Cámara Federal, declara en el I o y 2* considerandos 
que ami as paites eslán coiilesu*s acerca de la-s opera- 
ciones bursátiles de inversión subre las i[iie versa la 

resolución jidmmislraiiva. por lo que la cucstum n de- 
cidir coiisisle en raber ni los beneficios logrados en 
dichas operación* .s por la forma, licin|Ki y monto oh 
que- aparecen contabilizadas asumen, n los fines del 

art 25, inr, el de la l« v mim. ll.fiSJ (Ti 0.), el itaráctcr 
de ganancias .mnvaMos proven i-i* n tes del mayor valor 
de la venta uV valores mobiliarios, efectuada* por la 
adora como prolVsióii habitual comercio, con p-opó 
sitos de especulación, o si puede considerarse proce- 
dente la exención que i-ontcmpin «I citado artículo oí» 
los casos de inversión de capital. Kn los otros conside- 
randos se esliibleeo ipic se (rain de opornoiniios com- 
prendidas en la primera parte del nrt. ¡nc. e) de la 
ley núm. ll.i'SJ, e'sio es de inversiones de capital, y no eii 
la secunda que las considera como mercadería, por lia 

cerse de la compraventa 'le los valores profesión habi- 
tual ©comercio, lo que |wne de manifiesto que la cues- 
tión resuelta se refiere a una do hecho y prueba >iue 
tiene que hacer con la interpretación de la ley, 
de la CBal están do acuerdo las partos y las sen- 
tencias de primera y segunda ¡nsliineín. 

En su mérito, y oído el señor Procurador (¡eneral, 
bo declara improcedente el recinto concedido, litigase 

sabor y devuelva use. reponiéndose el papel en el juk- 

líiíUKii ro Kkcktto — Asritsm Sa- 

OAltN'A I.CIS I.IN'.VItES — B. 

&> JCazau Axciiohexa — F. 
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ATO ECUAG0B DE URTIZ 
A lU! ENTINA 

PEXStO VK.v-; Gradaba. 

Disde la sanción de b ley 3PJ3 las pensiones o favores 
pecuniaria, qtie el Congreso Naríonal acuerda a solicitud 
del interesado o por iniciativa de algún legislador, se ha- 
llan subordinadas a la condición de que el beneficiado 
carezca de lo» medios indispensables para vivir según la 
posición social del causante, y de «Hirientes que se hallen 

en útw'tin do niM^ «•«» * '« > e y 

PKXSlOXRti: ff*a*ft$fe 

La saWMi'm y promulgación de la ley que acuerda una pen- 
sión graciable no es óbice para que el P, E. la deniegue y 
«V> cuenta tte ello al Congreso si. con motivo de los trami- 
tes establecidos en el decreto de setiembre 13 *le 1034, se 
romprotase. que la persona beneficiada no carece de loa 
medios indispensables para vivir con arrollo u la posi- 
ción social «leí «-ausjuile. 



lien |M>8ec los medios indispensables para vivir con arre- 
i a hi posición social del causante, no tiene derecho- para 
po do la pensión gnoHÁfe aconlacla por ley 
por el p, E. v posteriormente denegada por 
él míanw con arreglo a la ley .ll!»r. y al dearrto «la setiem- 
bre 13 de 1!>:¡4 sin tpie el CóngWBP, en convencimiento de 
ello, haya insistido en conceder «■! beneficio ni haya inclui- 
do su impone en la lev de presn puesto siguiente. 



Buenos Aires, setiembre 24 de 1941. 

Y vistos: Para, resolver estos mitos caratulados: "Púja- 
lo Kcha«üe de Ortíz M. Contra O.nlúerno cte la Nación sobre 
cobro de pensión ". -le Ins qoe resulta ¡ 

a) Se présenla la aetorn deduciendo formal demanda 
contra el Oobierno de 1» Naciñn. pnr cobro «le. pemiAn (1*?7 
■ y nulidad de decreto, en Berilo de las siguientes con- 
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Dice que en el año 1938 se dictó la ley 1*2.40.» que motiva 
««ta litw, porque se le reconoció el derecho) a percibir una pen- 
sión ÉHUKud de $ 400. Que hechos los trámites pertinentes 
ante el P. E. u los efectos de su cobro, se resolvió en definitiva 
por decreto del aüo 1940 (junio 10) dejar en suspenso el 
cumplimiento- de la referida l«\v ra» base a que la interesaba es 
propietaria rtc un mimicun* ile cierto valor e» esta ».**pit«l, y 
bacerlo saber al Congreso de la Nación. Se sostiene que dicha 
resolur-ió» importa evidentemente una viciación a los priaci- 
pío» más elementados de nuestro sistema eoust itucinnal. puesto 
que el 1*. 1*1. no ha p«idido en la forma que lo ha lincho, dejar 
virtualmeme sin efecto «na ley dieiiutn por rl ('Óngrcao Naeio- 
nal. llace (negó una serie de consideraciones sobre los motivos 
que provocaron «-sta actitud y pide q'ie, definitiva s»- Imga 
lugar a la demanda, eon intereses y costas. 

b) Declarada lu competencia del juzgado y corrido Iras- 
lado de la demanda til 1*. E. por intermedio del minis-terio del 
ramo, a & 11 so présenla el procurador fiscal contestando y 
dice: 

<^ue la demanda es improcedente, <¿ue Ins pensiones gra- 
ciables, coni^ la nw se cuestiona en mitos, se hallan eomfcieio- 
nadas a los preceptos legales contenidos en la ley Bermejo 
N* 3195, de acuerdo a las que ha ajustado su conducta el P. E- 
ea el caso ocurrente, tjue de lo» informes producidas por el 
Registro de la Propiedad surgí' acreditado en forma indubi- 
table? el hecho de que la recurrente, es propietaria de Un innme- 
ble cuyo valor asciende al de $ 410.000, lo que di- por s ¡ hace 
inoperante el pretendida derecho a pensión, conforme a lo que 
dispone la referida ley S* 3195 (arr. 2*, inc. 4»). Aurejra que 
en la hipótesis se ha ocultado manifiestamente la situación eco- 
nómica de la interesada, como resulta del certífieado acompa- 
ñado, y en consecuencia se ha violado el proa inciamiento legis- 
lativo que sanc onó la ley 1?.40:». llace luego una serie de con- 
sideraciones más sobre et particular y pide que en definitiva 
ee rechace la demanda, con costar. 

- - • ■ - • • ■ • - • • ■ 

Considerando : 

!• -Que no está cu tela de juicio la existencia ni el con- 
tenido de la ley 13.403 que motiva esta litis, de manera que 
Boto resta id juzgado pronunciarse sobre la cuoMiún relativa 
a Su cumplimiento, esto es. sobre si su proniuleacnSii le ha 
hecho cobrar toda la fuerza de su imperio, como lo pretende la 
•ctora. o si. por el contrario, «-lio ha quedado supeditado o con- 
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dicionado a los pieceptos contenidos por la ley 3195, como lo 
sostiene la demandado. 

2* Que iva habiéndose cuestionado la validez o eonetitu- 
cíonalidad de In referida ley. es indudable (pie ésta ha adqui- 
rido desde 3n promulgación toda la fuerza imperativa que de 
sus propios y claros términos so desprende. Si *■! P. E. no hizo 
en el momento oportnno \i-*o de la facultad que le acuerda la 
Constitución Nacional art. Olí y 70) vetando la ley, no le ea 
dado <i postrricri dejar «in efecto por un decreto una ley que 
en la oportunidad indieada mereció m aprobación, desde el mo- 
mento que la promulgó-. 

3* Que el condicionamiento sostenido por la demandada 
en su escrito de responde <fs. 13) en cnanto se pretende que 
el contenido de la cuestionada ley 12.405 debe quedar sujeto 
n las normas establecidas por la 3195 (ley Bermejo), parte 
de un fundamental error. Las leyes no pueden ser modificadas 
n rieropadHH en todo o en parte, sino por otras de fecha poste- 
rior, de manera que mal puede sostenerse esa sujeción, cuando 
como en el presente la ley Bermejo es de fecha anterior a la 
que motiva cata litis, máxime si se tiene ou cuenta que esta 
ultima no contiene ninguna disposición que permita afirmar 
Ul condicionamiento. Bl solo hecho de tratarse de una pensión 
graciable uo autoriza tampoco esta interpretación, y basta para 
ello tener cu cuenta que el Congreso tiene facultad suficiente 
como para acordar beneficios de esta naturaleza sin otra limi- 
tación que la que le impone al respecto la Constitución Na- 
cional. 

4* Que sin perjuicio de lo anteriormente expresado, cabe 
agregar que aun admitiendo la tesis sostenida por la deman- 
dada, ésta tampoco seria eficaz como para desestimar la acción 
deducida, dead* que la «omprobaeión de falta de medio* indis- 
pensables para vivir — requisito que exige la ley Bermejo, art. 
2». inc. 4*—, se halla a su vez condicionada a la posición social 
del causante, lo que. eomo se ve, queda relegado al juicio del 
legislador, cuyo acierto o error en todo lo relativo a ello ae 
halla exento de toda revisión (ver Corte Suprema, in re. Im- 
puestos Internos vJ Tornas!, noviembre 5 de 1928). Y dentro 
de este orden de ideas puede advertirse que d hecho probado 
de que la actnra ea propietaria de un inmueble de relativo 
valor como sunre del informe del Registro de la Propiedad, 
(ver f*¡. 21, exp. 163.355 agregado por cuerda floja), no puede 
ser argumento s"» como para enervar BU derecho. Y tampoco 
toma en consideración el suscrito las demás argumentos que se 
hacen sodtc la euestum relativa al certificado de pobreza, 
(fs. 5, cxp. cir.). puesto que ello no podría modificar en nada 
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el -criterio a que ne ha arribado, aparte de que, como se sostie- 
ne a fs. 23, el miembro informante en ta Cámara de Diputados 
de la Nación, Ernesto M. .Aráoz, tenía pleno conocimiento -de 
la posición ecoiiómíca de la actora, schúh we desprende de »us 
propua^ palabras (ver D. de SS. DD. pájr. 2373, agosto 5 

5» Qne consecuente con 3o anteriormente expuesto, co- 
rresponde declarar nulo y sin valor el decreto del P. K. del 
afio 1940 (10 de junio} en cuanto no dió curso al pago de la 
pensión cuyo cobro n persigue en Csíe juicio y así se declara, 
Por la» precedentes consideraciones, fallo declarando que el 
GóbiertiO de la Nación deberá abonar a Mercedes Pujato Echa- 
KÜe de Ortiz la pensión que le ncuerda la ley 12.405 desde la 
fecha de su promulgación, más los intereses ni estilo de loa qne 
percibe el Banco «V la Nación Argentina sobre las sumas deven- 
gadas por el concepto señalado y las costa? del juicio. — Eduar- 
do Sarmiento. 

Sentencia de U Cámara Feheral 

Buenos Aires, diciembre ¡5 de 1941. 
Y vistos: Considerando: 

Que por ley 12.405 se acordó a la adora, viuda del doctor 
Francisco -T. Ortiz, la pensión mensual de S 40(1. 

El tribunal no- ne encuentra habilitado para examinar <*l 
grado de acierto o de error de los motivos que liayu tenido el 
Poder Legislativo pHra arribar a la sanción de la ley (Corta 
Suprema, Fallos, t. 153, pají. 111 >, sino para decidir si tal 
poder se ha mantenido dentro de las preaeTipe iones constitu- 
cionales, lo que, en el presente easo. no aparece dudoso, atento 
lo dispuesto en el art. 6". ínc, 17. d< la Constitución Nacional. 

El P, E. rarece de facultades para susi^nslrr los efectos 
de U ley que at-ordó pensión a la señora de Ürtiz, y en conse- 
eroneia. el decreto que n*í lo resolvió, eareoe de valor, eomo lo 
declara la wnteneía en recurso, 

En su mérito y fundamentos <1e la sentencia apelada, se 
la confirma, con evitas. — Strofút fíomúh; Iramain. — Carite 
del Campillo. - Ricardo Villar Palacio. — EztquUI S. rfe 
Olaso. 
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Buenos Aires, abril 24 do 1942. 

Y victos; Los tic la :i|r'Ijicíóji ¡del Ministerio Fis- 
cal contra la sentencia de la Cámara Federal do la Ca- 
pital, en los autos do doña Mercedes Pujato Eehagüe 
dé Ortíz contra el Gobierno do Ja Nación, por cobro de 
pesos provenienU-s de ana ¡tensión graciable no cuni- 
plicln por el Poder Ejecutivo y a cuyo cumplimiento 
condena la resolución apelada — fs. 45. 

Y considerando: 

Que otoñada por e! II. Congreso pensión gracia- 
ble a In aetora, como viuda del doctor Francisco í- Or- 
tíz, eficaz servidor del país, el P. E. promulgo la ley 
respectiva, pero cuando la beneficiada intentó cobrar 
la pensión, aquel poder M negó a hacerla efectiva, de- 
clarándola en suspenso porque se comprobó que, la 
señora Pujato EcJiagúe de Ortiz era propietaria de un 
inmueble avaluado en í 410.000 ni''n., lo que importaba 
la violación de In ley núm. 3195 reglamentaria de las 
ocasiones graciables; el P. E. envió al II. Congreso un 
mensaje comunicando la suspensión del beneficio — D. 
de S. S. del H. Senado, rV. 1, expediente administrativo, 
fs. t, ¡V, 21 T 43. 

Que los fallos de primera y secunda instancia se 
fundan en la facultad del Congreso para otorgar bene- 
ficios como el discutido y en que el P. E. promulgó 
la ley sin observarla lo que, de acuerdo con el prin- 
cipio constitucional do la independencia do los poderes, 
hace qnc sea ir re visible In sanción del Congreso Nacio- 
nal, único responsable deL cumplimiento de los recaudo» 

que el mismo estableció para resguardo de sus pro- 
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Bundamientos en materia de pensiones, en la ley Ber- 
mejo. 

Que, sin embargo —y como lo advirtió el Ministe- 
rio Fiscal, t's. 13 vtn.- el ToUer Ejecutivo no se ha 
eolocado al margen de la ley y de la Concitación al 
dictar el decreto suspensivo de 10 de junio de 1Í4Ü, 
pues invocó con justoza el espíritu do la primera al 
referirse — penúltimo cousiderundo — a lns palabras 
del miembro informante dé la Cámara do Diputados, no 
rectificadas por nadie, y según las cuales, el reconoci- 
miento posterior por el Poder Ejecutivo de las pen- 
siones graciables quedaba supeditado a las condiciones 
impuestas por el decreto de 13 de septiembre de 1934. 
reglamentario do la ley núm. 31!»o. 

Que, en efecto, el diputado Pastor, hablando en 
nombre de la Comisión y ante las observaronea del 
diputado Solari sobre los errores graves con que apa- 
recían propiciándose alguno)* beneficios, dijo: "Pero 
la Comisión y la Cámara deben saber que el- decreto 
que invocaba ol señor diputado (Solari), de 13 de sep- 
tiembre de 1034, establece restricciones fundamentales 
para que tas pensiones se hagan efcctivr.s. ha perso- 
na interesada tiene que presentarse a la Contaduría de 
la Nación con los documentos de orden publico que el 
decreto establece y que deben sor legalizados por las 
autoridades correspondientes de cada provincia o de 
la Capital. Se lo exige una declaración jurada sobre 
La verdad de la situación que plantea y la Contaduría 
realiza uua investigación solicitando informes de todas 
las Cajas de pensiones y jubilaciones y todos los demás 
informes que considere necesarios para recién elevar 
la petición a la aprobación del Poder Ejecutivo. No 
basta, pues, la ley que acuerda una pensión: debe exis- 
tir el decreto del Ejecutivo aprobando la pensióu para 
que la Contaduría la haga efectiva*'. 
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"La Comisión se lia interesado en aaber en qué 
medida se cumplía el decreto. Ha comprobado que se 
cumplo estrictamente; que hay numerosos caaos en que 
ol Poder Ejecutivo se ha negado al pago de las pensio- 
nes por no haberse cumplido los recaudos establecidos 
cu el decreto" — D. de S.S. de la C. de D.D., año 1938, 
septiembre 21, púg. 3936—. Nada máa categórico pue- 
de decirse- para reconocer ol dereeno que en este caso 
ha ejercitado el i*. K. pues, como lo recuerda el se- 
ñor Fiscal de Cámara —fe. 39— esta Corte ha declara- 
do en su constante jurisprudencia que las explicacio- 
nes o aclaraciones huchas por los miembros informantes 
de las respectivas comisiones encargadas del estudio 
de las leyes "constituyen, según la doctrina y la juris- 
prudencia, una fuente propia de interpretación (Fallos: 
31, 228; 100, 51 y 337¡ 114, 298). Lft reglamentación 
aludida no se ha objetado como inconstitucional, ni en el 
Congreso ni ante la justicia. 

Que, i>or lo demás, desde la sanción Ue la ley 
núin. 3195 (Ley Bermejo) las pensiones o favores pecu- 
niarios acordado» por el Congreso de la Nación en ejerci- 
cio de facultades constitucionales, quedaron subordina- 
dos a la condición de que el beneficiario carezca de los 
medios indispensable* para vivir según la posición so- 
cial del causante y de parientes que se hallen en condi- 
ciones de suministrarlos con arreglo a la ley civil. El 
cumplimiento de esta condición se requiere tanío en la 
hipótesis de una pensión solicitada por el interesado, co- 
mo en aquella en que el benef icio se acuerde en virtud de 
un proyecto presentado por iniciativa de algún señor se- 
nador o diputado (art. 5 9 do la ley N* 3195, que se refiere 
tanto a solíeitud como a proyecto). Si por decisión del 
propio Congreso es implícita en toda ley de beneficio pe- 
cuniario la concurrencia de ese requisito y es él mismo 
quien así lo ha establecido en una ley general reglamen- 
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taria de sus facultades, no puedo decirse que el P. E. 
cuando lo lince cumplir invade ta jurisdicción del Poder 
Legislativo. Por lo contrario, «limpie su misión do ob- 
servar la ley más general, ya que no existe en Jn especial 
Contemplada derla ración alguna eu rsentido de haber 
querido el Congreso introducir un» excepción ncerea de 
la pensión de la señora de Ortiz. 

Que si el decreto de septiembre 13 de 1934 establece 
la eaducidad de la pensión graciable para el caso de que 
el beneficiario reciba herencia o legado que baga des- 
aparecer la pobreza del mismo ; o por ser empleado del 
Estado o reparticiones autárquicas con sueldo no infe- 
rior a 260 pesos nominales — ines, d) y e) del arl. Si- 
no se concibe lógica y justicieramente (pío la siga per- 
cibiendo quien resultó propietaria de un bien urbano 
avaluado on 410.ÜÜO pesos y cuya renla mensual — tér- 
mino medio — no puede ser estimada como exigua» se- 
gún el precio corriente de los ¡irreuduitiiontos. X<> se hn 
dicho ni menos probado que el bien esté sujeta n K r » Vi > 
men Hipotecario, o embargo, o desocupado, ule., y pol- 
lo contrario, en el certificado de fs. 21 del expediente 
administrativo se deja constancia de <|uc ese dominio 
no tiene inscripta ninguna modificación. Los motivos 
económicos y éticos confluirían para desechar una inter- 
pretación diferencial como la que se pretende en el caso 
de autos. Debo conceptuarse que es por eso que el Con- 
greso Racional ni insistió cu la pensión de la señora Pú- 
jate Echagüe de Ortiz, ni incluyó au imiwrtu en la ley 
de presupuesto no obstante e! mensaje de jimio lí* 
de 1940, fs. 1 — D. de S.S. de la O. de S.S., junio 21 
de 1940, pág. 25*)—. La doctrina del fallo del tomo 190, 
página 428, de la colección de esta Corte es aplicable 
al snb lite. 

Por lo expuesto se revoca la resolución apelada y 
se desestima la deniauda. Sin costas. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Hágase saber- y devuélvanse, reponiéndose el papel 
en el juzgado de origen. 

HOHEHTO RRrETTO — ANTONIO Sa- 

oaün.v — B. A. Nazab As- 
chohrsa — P. Ramos Mejía. 



NACION' ARGENTINA v. JUAN BAl'TlsTA MOREA 

OSEA 

MCVJtSO ESTItAOSniSAfílO: ChuM» federal O^ríimirfffd 
de plantearía. 

Laa cuestiones planteadas por primera vez en el escrito 
de interposición del recurso extraordinario, que han po- 
dido ser introducidas eu el juicio con la Anticipación ■un- 
ciente para que el tribunal He la causa las decidiera, no 
pueden ser tomadas cu consideración ñor la Corte Su- 
prema. 

REt'VRSO EXTItAOIiUlSAItlO: Caetlivn federal. Casos. Leye* 
del Vonfirexo. — Malma it¡emi. rtm>ltlHri(fnei> y ir>ie* frwfíw- 

La interpretacté.i de las disposiciones de la ley 11.663 no 
constituye nua cuestión federal en loa «sos en que, con- 
formo n la ley 12.360, se aplica a la percepción de la pa- 
tente creada por esta con carácter local. 

JtB£Vn¿¡0 KXTÜAOfíDIS'.UllO: CaeMiñu federal Cama. Uyn 

del Congrrur,. — Mal>-r¡a ajena, foustitw iones ti ügt* Tócate*. /.«- 
¡mitin*. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido con- 
tra la sentencia dictada por Ion tribunales ordinarios de 
la Capital en un juicio de apremio «ib» cobro de una 
patente, y fundado en que según el art. 60 de la ley 
11.683 aquélla debió condenar en costas al eontrinnyenie 
vencido. 



»• " fal.i-os de la corte büpbema 

Dictamen del Pkoccraimuc Oknkhal 
Suprema Corte: 

En un juicio sobre cobro de patenta y inulta, ini- 
ciado por el Pisco Nacional contra clon Juan Bautista 
Morca Oseo, el demandado opuso excepciones que han, 
sido desestimada» por la Cámara en lo Comercial <te 
esta ciudad a mérito do uo ser ellas de las permitida» 
por la ley núm. 11.288. Empero, como el ñuto respectivo 
(obrante a fs. 25) exoneró de las costas al demandado, 
la parte aetora trae un recurso extraordinario ante V. 
E. sosteniendo quo tal exoneración viola lo dispuesto 
en el art. 60 de la ley 11.683, y tos concordantes de ¡a 
ley nacional de enjuiciamiento, relativos a la vía de 
apremio, y aplicables con arreglo a lo que establece la 
recordada nám. 11.288. 

Sea cual fuere la justicia del fallo, pienso que la 
cuestión materia del recurso versa exclusivamente so- 
bre interpretaciones dadas por uu tribunal local a leyes 
de procedimiento que rigen un litigio sobre impuestos 
locales. En tal concepto, no «abé revisión en esta ins- 
tancia, ni es aplicable al cano lo resuelto por la Corto 
ea 182; 333, pues la materia allí tratada era distinta. 
Buenos Aires, abril 16 de 19+2. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, abril 27 de 1942. 

Y vistos; El recurso extraordinario interpuesto a 
te. 27 por el apoderado del Fisco Nacional (Dirección 
Gene ral del Impuesto n los Réditos) eontra lu sentencia 
dictada por la Cámara de Apelación en lo Comercial a 
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fs. 25 de los autos "Fisco Nacional contra Osea Juan 
Kantista Morca, sobre ejecutivo". 

Considerando i 

Que las cuestiones referentes a la presunta viola- 
ción del principio de la igualdad establecido en el art, 16 
de la Constitución Nacional y a la interpretación de la 
ley núm. i 1.672, aparecen planteadas por primera vez en 
el escrito de interposición del recurso extraordinario 
— fs. 27—. Ks decir tardíamente, porque el apelante 
tuvo oportunidad de introducirlas con la anticipación 
suficiente para que el tribunal de la causa se pronun- 
ciara acerca de ellas — ta. 22 y 25—. Por lo tanto, no 
pueden ser tomada» en consideración en el presente re- 
curso —Fallos: 188, 477 y 482 entre otros. 

Que la interpretación del art. 60 de la ley núm. 11.683 
(T. O. ) no constituye en este caso ana cuestión federal 

Trátase, en efecto, de una causa sobre cobro de un* 
patente que reviste carácter local, como las enumeradas 
en el art. V de la ley núm. 11.288 —Fallos : 83, 355 ; 116, 
20 y 134; 187, 641— cuyas disposiciones rigen su apli- 
cación —ley núm. 12.360, art. 48—. La circunstancia de 
que ésta so halle a cargo de la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos y aun la de que algunas dispo- 
siciones de la ley núm. 11.683 (T. O.) fuerau aplicables, 
no basta para considerar comprendidas en el art. 14 
de la ley núm. 48 las cuestiones que pudieran surgir acer- 
ca de su inteligencia. Pues, en tal caso, aquellas dis- 
posiciones habrían dejado de revestir el carácter de 
normas federales para convertirse en un estatuto de 
orden local — v. doctrina de Fallos : 169, 180 y también 
121,409; 123, 103 y427; 166, 62 ; 168, 93. 

En sn mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, declárase improcedente «1 
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«coreo extraordinario deducido a fs. H7. Notifiques? y 
devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzgado de 
origen. 

Roberto Rr.rET'H) — Antoxio 8a- 

«¡AltXA Til'tS IjIXARES — B. 

A. Nazar Axtiiohexa — F. 
Ramos Mkjía. 



HECTOR 8. CORONA v. Jl'AX K. CORONA 
SOMBRE. 

La ley 3975 distingue entre el nombre de la iuan-a, que 
requiere su registro ¡ura oponerse al registro o «so de 
otra ipnat o semeja ti t< a , y d nombre de la fábrica, comercio 
o ramo de la agricultura, que no lo necesita, pites hasta 
el uso del mismo para oponerse a ipti' otro pueda usarlo 
posteriormente. 

NOMBRE. 

El derecho n oponerse al jtt$ del nombre de la fábrica. 
■ comercio o ramo de la ngrirultitra por un tercero, se pierde 
por el transcurso de un año desde que ésie lo usó sin recla- 
mo del tittdar. y en tal caso ambos nombres pueden 
coexistir. 

SOSfBBE 

Quien durante más de un año nró su apellido como nom- 
bre de su eomereio sin oposición u> su ex aoeio y hermano, 
que en su negocio usaba sn nombre y apellido conjunta- 
mente, hn adquirido el derecho a dicho nombre y puede 
oponerse al uso del mismo por su hermano, que sóio podrá 
usar su apellido en forma visiblemente distinta a la que 
emplea la casa del actor, 
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Sknten-cfa del Jukk Fkdkhal 

Buenos Aire*, octubre 26 de 1940. 

Y vistos; 1'arn KuténcJar esta rau-wi .seguida |wr Héctor 
S. Corona eonlra .Juan K. Corona, sobre usurpación de ensefta 
comercial y con Herencia desleal. 

Resultando : 

1» Que el aclor manifiesta haher trabajado hasta el 17 
de junio do l!t:í7 eu sociedad) con su hermauo Juan B. Corona, 
en el comercio de joyería, orfebrería y bazar. En dicha tech* 
y como consecuencia de desavenencias entre arabos socios, ae 
disolvió de mutuo acuerdo Ik Mieiedad. El ador quedó cu el 
local de la calle Florida 532 y el demandado se instaló eon 
análogo negocio en la calle Córdoba fi!6. 

En 9 de junio de 1937. Héctor S. Corona inscribió en Ea 
Comisaria de Marcas y Patentes la designación "Corona"" 
para distinguir m establecimiento. 

En manto de 1939 .Juan E. Corona trasladó su comercio 
de la calle Córdoba n Florida 758 y al establecerse aquí, ha 
realizado una serie de acto* que producen confusión en el pü- 

blieo y qoe vulneran los derechos adquiridos por el actor eon 

respecto al nombre de su joyería. En la parte superior del 
frente del local ha puesto su nombre complejo, pero en las dos 
vidrieras y en la puerta de entrada ha puesto únicamente la 
palabra ''Corona" y arriba un monograma «le una J. y una C 
entreoían das. fií nombre Juan Corona de la parte superior, 
por su («isición pasa inadvertido paTa el numeroso público de 
la calle Florida que va por la vereda o mirando vid rieras; en 
cambio todo ese- público- ve, porque lo tiene frente a su* ojo*, 
el nombre ••Corona*' sohre ambas vidrieras y la puerta. Ertos 
hechos agregados a la proximidad de las dos casas, de actor y 
demandado, inducen en confusiones de identidad o a pensar 
de que la una fuera sucursal de tu otra, o a un traslado de 
local. 

En cuanto al monograma de rerercitcia. no constituye di»' 
tinción suficiente, pues pueden esas inicíales J. y C. significar 
así como ''Juan Corona", también Joyería Corona. Ademan 
el demandado no se llama simplemente Juan, sino Juan En- 
rique. 

En la gufa de teléfonos el demandado hace figurar su casa 
como ''Corona Alhnjas", lo que resulta así otro deliberado 
motivo de eonfundibilidad eon el negocio del actor, 
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Alude la demanda a los perjuicios que el actor viene su- 
friendo par tales hechas y lo» «pie puede sufrir en lo sncetivo. 
califica do usurpación de nombre y destral lad comercial la 
conduela del demandado, y pide «£ condene a éste a no usar 

la designación 14 Corana eomo lo hace aetualmento y cambiar 

el aviso de la cuía telefónica poniendo su nombre completo. 
TckIo con costas. r'iindn su derecho en la ley 397." y en lo juris- 
prudencia de en sos análogos. 

2* Que el demandado contesta que al disolverse la socie- 
dad que tenía con su hermano Héctor, ninguno dé los socios 
adquirió particularmente el nombre ¿* la antigua firma ''Coro- 
na Ife ríñanos' '. como tampoco ninguno ile ellos ni un tercer» se 
hÍ20 carjro del activo y pasivo do aquella sociedad; no habría 
pues, a su juicio razón para que cnalqiiicru de los das preten- 
diera un uso exclusivo de un patronímico que |>erteueee por 
igual a ambos, hin q«e obste la circunstancia de el actor 
haya registrado ese nombre en lu Oficina de Martas, ya que 
tal inscripción fué hecha suhrcplii-iamcnte antes de la disolu- 
ción de la sociedad que tenían y, por lo demás, no Ip da ''ingún, 
derecho de prioridad frente ni demandado que se instaló tam- 
bién por separado y empe2Ó a its»r tal designación al mismo 
tiempo que el actor. 

Niega que busque crear confusión con el negocio de su 
hermano y dice que, caso <Ée existir, ésta favorecería al actor y 
no «I demandado que es más conocido en el comercio de) ramo. 

No es eiaelo tamiioeo. agrega, que los letreros y monogra- 
ma de su local tiendan a confundir al público, pues son bastan- 
te grandes y elaroM como para individualizar perfectamente ra 
negocio. En Indo caso el propio actor es quien, usando con habi- 
lidad la inicia; Tf. de su nombre Héctor, pretende hacerla pasar 
como abreviatura de ••Hermanos", y aparece así como sucesor 
de la antipna soeiodad Corona Hermanos. En la gnfa de telé- 
fonos figura éste como 'Corona Joyería" y no puede quejarse 
entonces, de que el demandado estó como "Corona Alhajas". 

Como detenía general opone a la demanda la prescripción 
anual del art. 44 de la ley 3975, por haber transcurrido mayor 
plazo desde q«e empegó a usar el nombre impugnado por el 
actor. Solicita por todo se rechace ln acción, con costas: y 

Considerando: 

Que corresponde considerar en primer término la defensa 
de prescripción opuesta por el demandado y que funda en el 
art. 44 de la ley 3975, a mérito de que hasta la interposición 
de la demanda habría Irantturrido máa del térioinO legal, des- 
de la fecha de su instalación, en el año 1037. 
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Aun cumulo la demanda sólo K funda en la conducta ob- 
servada por el demandado a partir ¡de su instalación en la calle 
Florida NV JS8 en el mes de mano de! ano 193Ü, sin hacer im- 
putación alguna a la observado con anterioridad cu su negocio 
de la calle Córdoba a que fte refiere la «literario», ,v ello por 
sí solo i . ia para tener p&r inopcradn la prescripción opues- 
ta, corresponde no plntaiSte examinar la prueba producida 
sobre el particular. 

(¿ue como prueba principal cabe apreciar la do posiciones 
ofrecida por Ih at-tora de acuerdo tjl tenor del pliego de fs. 76 
y a cuyo acto no compareció el ultsulvcnte, circunstancia que, 
por aplicación del upcreiliimk'nto notificado en oportunidad 
y lo dispuesto por el art. 313 -de la ley 50. obliga a. tener por 
confeso al demandado. A estar a la posición í>* y siguientes, 
debe tenerse por confesado el hecho de que en su negocio de la 
calle Córdoba, como en sil propaganda efectuada desde allí, el 
demandado usó siempre todo su nombre, completo, que es pre- 
cisam.uitc lo que la arción deducida persigue a fin de evitar 
la Pompeteneifl desleal y confusión a <i»io se alud* en la de- 
manda. 

Esta consideración, acreditada por confesión del actor, 
excluye la procedencia de la prescripción opuesta, desde que los 
hechos objeto de la demanda se circunscriben al tiempo y heclos 
que ¡w inician a partir del mes de man» de líWK, en el local de 
la calle florida, desde cuya fecha hasta la interposición de la 
acción sub lite, determinan que el año fijado por H art. « de 
la lev 3975, no haya corrido, lo que así se resuelve. 

"Que en cuanto al fondo de la cuestión planteada, las par- 
tes están conteste* acerca de «i«e existia una sociedad comer- 
cial existente entre arabos, dedicada al comercio de artícolrm 
d-e joyería, orfebrería y bazar de lujo, que giraba bajo el rubro 
de "t'oroim Hermanos" en esta Capital, como así también de 
que en 17 de junio de 1937, como «mata del inatnimento obran- 
te a fs. 20. dicha sociedad se disolvió, sin convenirse disposi- 
eaón aljjnna on dirhn aielo relativa al nombre "Corona *' usado 
en el negocio, cuya designación según el testimonio de la Di- 
recci'm do Marcas obrante a fs. 2 f i ' manifestada por el actor, 
como de «so comercial, el día fl de junio de 1!»37. « sean, oeho 
días antes fie la disolución de la sociedad. 

Que del pstableviuiiento que «sania partes han hecho sobre 
M misma calle Florida y a escasa distancia una de otra, con 
vndns npjroeioa para lu <*xplolaeión del mismo ramo comer- 
cial a que so dedicó la sociedad ''Corona Hermane*", induda- 
ble resulta, como se expresa en la demanda, que si ambos usan 
Si» respectivos apellidos •«Corona" sin las precauciones neo* 
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sarias para prevenir al público conocedor del anterior negocio 
«le la casa "Corona'', es posible qne «le ettfis üenvé confusión 
perjutticiaí. 

Como de las basca en que ha quedado trabada la U/U resul- 
ta establecido que unbaa partea *■ arrojian el derecho a usar 

indistiiitann'iih' su propio apellido "CorouM*' en sus respecti- 
vos negocios, till como lo acreditan las pruebas producidas, y 
ai*e considera que el registro, por t?| actor; (leí nombre comer- 
cial "Corona" fué efectuado en tíei&pó cu que La sociedad 
"Corona Hermano*" estaba en videncia, sin que ral acto com- 
pone La adquisición de derecho a sn use», calió reconocer que a 
ambas partes asiste igual ti-i-roi-Jio ron ri's.|Hvio al uno de-I nom- 
bre "*.'orona" que eu atención a que la» circunstancias de 

bet-h© referidas precedentemente, identifican el caso ¡wb tit* 

con el easo "¡Steimau Adán contra Stcimau Leñn". va resuel- 
to en niayrt 29 de 1940, por la Cámnra Federal «le esta sección, 
corresjMiiide. "como solución equitativa, y contemplando tam- 
bién los mteroses de) público, declarar i¡ue ambas |»artes tie- 
nen dervclm a usar e| nomhre cuexlioilfldo en, altó «1*08 (le co- 
mercio, siempre que )•> hayan «nlep»nir-ndolc sus nombres de 
pila, íntoffraniriite escrito*, ion el fin de evilar confusiones 
perjudiciales parí ellos y para ta clientela". 

Por tanto y lo vxpuesto. fallo mandando que don Héctor 
S. Corona y don .luán E. Coroné; usen el nombre "Corona" 
eu todas las miinifestacíi.tiCN oomereialess de sus negocios, ante- 
poniéndole íniegranieiile escrito*, sus respectivos nombre*?, Cos- 
tas por su orden, — E. /.. Houz.ílez. 
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Ituenos Aires, abril 1S do 1341, 

Vistos: Estos «utos que sipue don IIYetor S. Corona con- 
lr« d"n Juan Iv. Corona, pnr u>o indebido tío ensefm comercial 
y com|»etencia desleal, para resolver los recursos de nulidad y 
apelación, y apelación *ola mente, que interpusieron respectiva- 
mente, aquéllos, ,ontra la sentrni in de K 1S8 y concedido a 
fft 191 v. y 192 v. 

Y conHideraiulo: 

En cuanto al de nulidad ■ 

Que el actor demandó la prohibición a SU contrario, del 
uno dp la (ipsienaeiúii Corona, «n el nopooio de joyería v pla- 
tería que tiene establecido en la calle Florida 738 de esta cin- 



Dfi JUSTICIA PE LA NACIÓN 297 

dad, de ordenar en la guía de teléfonos, designaciones ambi- 
guas como ocurre ahora y o-bligsirlo a usar tanto en el local 
eomereial como en ésta, de su nombre completo. 

l'or su parte, el demandado pidió el rechazo liso y llano 
de In acción. 

Quu trabada en tales términos la litis, el señor juez ha 
resuelto el pleito disponiendo que uno y otro usen, para distin- 
guirse iíufiiijeiitiíiucuU", Bul nombre» completos, tanto eii los 
locales como en los actos comerciales respectivos. 

El actor alega la nulidad t\c este pronunciamiento, por 
haberse fallado la causa fuera, de la tifisi 

Que en <>f«tó, la aseveración dé estu parte es exacta y así 
corresponde decidir, por aplicación de lo que disponen los arta. 
13 y 233 de la ley 50 que dieeu (iirt. 13) que la sentencia ha 
de ooñténor decisión expresa, positiva y precisa, con arreglo a 
las acciones deducidas; y que todo pronunciamiento dado con 
violación de esa regla, da lugar al correspvn diente recurso de 
nulidad (ait 233). 

Por ello, so anula la sentencia atacada. Y atento lo d>&- 
puesto por el art. 236 de la misma ley, corresponde a la Cáma- 
ra pronunciarse sobre el fondo. 

Que el actor, al deducir su demanda, manifestó que ély 
su hermano Juan Knrique Corona, habían trabajado en bocie- 
dad, en el comercio -de joyería, orfebrería y bazar, basta el 17 
de junio de 1!>37, fecha en la cual cesó la sociedad y su giro 
comercial, como consecuencia de desavenencias que tuvieron; 
que él quedó en c ' local de la calle Florida 532, que fué el de 
la extinguida wwiedad y el demandado Re estableció con aná- 
logo negocio en la calle CórdobA til'i. Que el 1> de junio del 
mismo año 1937 inscribió eu lu Comisaría de Marcos y Paten- 
tes, la designación Corona, para distinguir su establecimiento. 
Que eu mar/o de 1939, Juan Enrique trasladó su comercio 
a Florida 75P realizando desde entonces una serie de actos que 
confunden al público y que vulneran sus derechos con respecto 
al nombre de su negocio; y que así, eu la parte superior del 
frente del local, ha puesto su nombre completo, pero que en 
las dos vidriera» y en la puerta de entrada, lio colocado Única- 
mente Corona y arriba un monograma de las iniciales J. y C, 
de manera tal, que la inscripción Juan Corona de la parte 
superior, pasa inadvertida para el público que transita por la 
calle Florida mirando vidrieras, por leer sólo el nombre Co- 
rona cu ambas vidriera a y en la puerta, pori' 1 * 1 lo tiene en 
frente de sus ojos. Que ello y la proximidad de las dos easaa, 
la una en el N'* 532 y la otra en el N° 758, induce en confu- 
siones de identidad, bien por creer que la üia es sucursal de la 
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por un traslado de local. Que el monograma a que se 
antes, no era suficiente distintivo, pues las letras J. C. 
componen tanto significan Juan Corona como Joyería 
L Que en la guía telefónica, su hermano hace figurar 
ra casa como Corona Alhajas, con el deliberado propósito «le 
confundir ambos negocios. Agrega que todo ello lo perjudica, 
conducta que califica de usurpación de nombre y deslealtad 
comercial, motivo por el cual pide ra condena a no usar la 
palabra Corona sola y a cambiar el aviso de la gola; con costas- 
Que por su parte, el demandado expresa que al disolverse 
ta sociedad a que su hermano se refirió en el escrito de deman- 
da de ffs. 5 a 7, ninguno adquirió el nombre de la extinguida 
firma Coro-na Hermanos, ni ellos ni Otra persona alpina M 
hiro cargo del activo y pasivo, por lo cual no había razón para 

C cualquiera de ellos pretendiera el uso exclusivo del nom- 
patronímic» de los dos; que a ello no obstaba la circuns- 
tancia de que Héctor registrare ese nombre para sí en la Comi- 
saría de Jfarcaa y Patentes, porque f»¿ hecha subreptit ¡amen- 
té antea de la disolución y cese del giro comercial eomúu, lo 
enal, por otra parte, no crea derecho de prioridad alguno; Xie* 

Ríos propósitos que el actor le atribuye y sostiene que es mas 
n este quien pretende engañar a la clientela con el uso de la 
inicial H. de su nombre Héctor?, como si fuera abreviatura de 
hermanos, apareciendo así. como sucesor dt> la antigua firma 
Corona Hermano*, Que. tampoco puede reclamar que él uso 
la derijrnación de Corona Alhajas en la guía de los teléfonos, 
cuando Héctor se individualiza con la de Corona Joyería. Y 
termina, finalmente, oponiendo la prescripción anual que legis- 
la el ari. 44 de la ley $975, por haber transcurrido más de un 
ano desde que empezó a usar la denominación Corona, hasta 
que se dedujo la demanda, por todo lo cual solicita el rechazo 

de la acción, con cortas. 

Que de la prueba gráfica, documental y de testigos pro- 
ducida por los dos lit&ñntes, no puede inferir* con certeza, 
que el demandado baya usado por más de aquél término legal, 
del nombre Corona, en su negocia del X o 75S de la menciona- 
da calle Florida o del «1H de la calle Córdoba. Pero de las posi- 
ciones a que se refiere el pliego de (*. 76, que deben conside- 
rarse absueltas en rebeldía por su incompa rencta a la audien- 
cia a que we lo citó bnjn apercibimiento de tenerlo por confeso 
- caso de incompn rencia sin causa justificada (art. 115 de la 
50). resulta que usó su nombre completo mientras estuvo 
el local de la segunda de las palles mencionad!». En lates 
condiciones. Is prescripción alegada no se ha operado, ya que 
la demanda *e circunscribe al tiempo y hechos que se inician 
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en marzo de 1939, en el local Florida 75», ó poca, desde la cual 
no ha transcurrido hasta lu fecha de interposición de la de- 
manda (véase cargo de fe. 7 v.), julio de 1939. el *Bo del art. 44 
de aquella ley. 

Por ello, se lo rechaza. f 
Que respecto del fondo ilel asunto traído a decisión, resul- 
tando de aquellas probanzas y de las aseveraciones contenidas 
en ios Méritos de demanda y contestación precitados, que ara- 
bw litigantes son hermanos ; que llevnn Igual apellido ¡ que estu- 
vieron asociados en el local comercial Florida 532 y garando 
bajo et nombre de Corona Hermanos; que el 17 de junio de 
1937 (fs. 29), esta «sociedad se disolvió, sin hacerse reserva res- 
pecto al uso del apellido Corona usado hasta entonces en el 
negocio común que se extinguía; que el actor declaró dicho 
patronímico en la Comisaría de Mareas y Patentes (ía, 2), 
para el comercio que luego continuaría en el mismo local N* 
532, el 9 de junio del mismo año 1937, es decir 8 días antea 
de aquella disolución- . 

Que este Tribunal, al decidir en 29 de mayo de 1904, él 
caso pfrhnfm Y,/ Steiraan (Patentes ¿- Marcas, mayo 1940, 
p. 248) muy semejante al sub jndice, resolvió que disuelta la 
sociedad de esos dos horaónimoa, "no puede el actor conaKK- 
M rarse continuador del nombre de la sociedad extinguida, 
" aunque sea el suyo personal y se baya hecho cargo del acü- 
« vo y pasivo, porque por el contrato de disolución no ha 
" adquirido ese derecho, ni su socio homónimo le ha Cedido el 
V nombre, ni ese derecho se lo confiere la ley (arta. 300 del 
" Cód. de Com. y 46 de la ley 3975. y fallo de este Tribuna! 
" ¿n re Anehorena Francisco contra Atorrasagaati fl-i ftl' 
" gués A. v Piasai F., de octubre 20 de 1926, Gaceta del Foro, 
" i. $5, pá*g- 141). 

"Que ese derecho a la designación comercial, que se ob- 
** tiene por el uw de la misma sin necesidad de regiatro 
" (arta. 42 y 47 de la ley citada) y se extingue con la casa de 
" comercio que lo lleva (art. fi"), el actor tampoco lo ha ad- 
" quirido por la declaración jurada de fa- 1 prestada en. la 
14 Dirección de Marcas y Patentes, no sólo porque cuando la 
« prestó no lo pertenecía exclusivamente, sino que dicha de- 
" clarnción jurada no confiere derecho al uho» de la desipna- 
" ción. no teniendo ningún efecto jurídico >• únicamente el 
** 0D,)eto de facilitar a los comerciantes el conocimiento de las 
denominaciones comerciales existentes, como lo dice cxpresa- 
" mente la resolución ministerial de diciembre 19 de J91&, 
" que creó el registro de denominaciones. 

"Qne no habiéndose adjudicado en el contrato de disolu- 
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•' ción el nombre comercial a uno de los socios, como ocurre 
" én el presente caso, no puede decirse, ton verdad, que el 
'* derecho a au uso le. pertenezca « «no y no al otro, porque 
11 ninguna disposición legal así lo establece, ni esc derecho pue- 
" de uaeer «le la interpretación por extensión do una cláusula 
" del contrato une no SO relien- expresamente h1 «omhre, sino 
" a la continuación del giro del negocio (el actor en el caso, 
" ae había hecho cargo del activo y pasivo di; la firma, lo que 
*' no ocurre en el sitb judice' ). Y más adelante se dice: 

"Que en el caso ocurrente, ambas partes han sido socio»; 
"tienen el mismo nombre''; y continúa: "liada han eouve- 
" nido al separarse sobre el des-tino del nombre comercial, y 
" se han establecido con sendas casas para explotar el mismo 
" ramo con aquel nombre. !So encuentran, pues, en perfecto 
" pie de igualdad, respecto al derecho a ese nombre, y no es 
"justo", agrega: " concedérselo a uno dolo, cuando ambos lo 
" han acreditado, dándole a quien fie lo concede, una ventaja 
*' de íoílole tome- reía I sobre el ulro. eon la atracción de la clien« 
*' tela qne a has* 1 tic dielio rótuUi. acudirá a su vasa, creyendo 
qne se trata de la misma y no una nueva . 

(Jue esta» reflexiones sobre un cas-* enteramente similar 
al que se considera, por idénticas e'rvi instancias do hecho e 
igual ítivoeacióji del derecho, san totalBKnte aplicables y en 
consecuencia con ellas, corresponde el rechazo de las preten- 
siones del actor. 

Por estos fundamentos, se rechaza la demanda, con costas. 

— A'. González Jronmin. — Carlos <IW Cff»pí//o. — H. VUhr 
Palacio. — £zeo¡itH¡ 8. de. O/aso. 

FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, abril 27 de 1042. 

Y vistos: Loa del recurso extraordinario cuya pro- 
cedencia se declaró a fs. >i~- eii los autos Corona Héc- 
tor S. contra Joan É. Cotona HOtao uso indebido «le en- 
seña comcreiul, venidos de la Cámara Federal de la 
Capital. 

Considerando: 

Que la cuestión federal « decidir consiste en deter- 
minar si el actor Héctor S. Corona, que inscribió y usó 
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luego ele la designación Corona cu su casa de comercio 
de la baile Florida iKÍ-, tiene derecho a oponerse al «80 
de la misma designación hecha por sn ex socio y her- 
mano Juan E. Corona un uño y pico después, en au 
negocio do la misma rallo Florida 758, desde que su 
acción no se halla prese-ripia, según 1*3 decido la senten- 
cia apelada. 

Kl Tallo en rcciir."0 decido que ambos ex socios tie- 
nen el mismo derecho al noinhrc Corona; y no es justo, 
se dice, eOneed$mÍo fl uno cuando ambos lo han acre- 
ditado, por lo cual rechaza la demanda. 

De la prueba de autos, que la sentencia analiza, 
resulta que el actor usó el nombre Corona en su casa 
de Florida 532 durante un tiempo superior al año, en 
el cual el demandado usó el de Juau E. Corona en su 
negocio de la calle Córdoba 01 ti. Y que este último em- 
pezó a usar el nombre Corona despaís que trasladó su 
negocio a la calle Florida 758. 

Que es exacto cuanto se dice en la sentencia res- 
pecto del dereelioal nombre. Pero habiéndolo uBado so- 
lamente el actor, por un término superior al año, sin 
oposición del demandado que usaba su mismo apellido 
pero precedido de su nombre Juan E., es patente que 
el actor lia adquirido el derecho al nombre Corona, de 
acuerdo al art, 47 do la ley mim. 3Í>75 que no requiere el 
registro del nombre ni de 3a designación de una casa de 
comercio. 

La referida ley distingue entre el nombre de la 
marea, que requiere mi registró para oponerse al regis- 
tro o al uso do otra igual o semejante (art. 6°) y el 
nombre de Ja fábrica, comercio o ramo de la agricul- 
tura, que no lo necesita — arts. 42 y 47—. En este últi- 
mo caso basta el uno del nombre para adquirir el dere- 
cho « oponerse a que otro con posterioridad pueda asar 
el mismo. Pero este derecho se pierde si el que usa 
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un nombre deja pasar el término de- un año desde que 
otro lo osa (art. 44). Kn tnl caso ambos nombres pue- 
den coexistir. 

Mas de la prueba de autos, referida cu \a sentencia, 
resulta que el demandado consintió por más de un año 
■el nao del nombre Corona por parte del actor, mientras 
que este último so opuso dentro fio ego término al hecho 
■con posterioridad por el demandado. I*or lo cual es pa- 
tente que el actor lia adquirido, por el uso anterior, su 
derecho ul nombre Corona y que el demandado enreee de 
derecho n uñarlo unte la oposición del actor. Prior tem- 
pere potior jure. 

El demandado sólo podrá usar de su apellido, de 
acuerdo al art 43, en forma visiblemente distinta a la 
que empica la casa del actor. 

En bu mérito se revoca la sentencia apelada en 
cnanto ha podido ser materia del recurso. Hágase saber 
y devuélvanse reponiéndose el papel en el juzgado de 
origen. 

Roberto Bkpetto — Antonio 
Sagarxa — Liira Linares — 
B. A. Nazab Asciíohena — 
F. Ramo» Mejía. 



NACION A HQ. ENTINA V. BAUTISTA N. 
3TJMALACARREGU1 

JIBCÜRSO EXTRAORDINARIO: Sfntemia definitiva. 

Es improcedente, por no existir sentencia definitiva, el 
recurso extraordinario interpuesto contra una providen- 
eia que se limita a rechazar el pedido de levantamiento do 
un embargo trabado en rentas del Fisco Nacional, por 
entender que el punió debería ser considerado al prouun- 
eJaree Robre la citación de remate, n cuyo efecto se había 
emplazado anteriormente al representante del Fisco para 
que opusiera excepciones, como- en efecto lo hizo soste- 
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meado que no procedía el embargo ai la ejecucióa de lia 
rentas de la NaciSa. 

RECURSO EXTJtAOSDIXARlO; Sentencia defimtiva. 

Procede el recurso extraordinario deducido contra la sen- 
tencia que, rechazando U defensa fundada por el reí 
sentante fiscal en que según el art. 7 de la ley federal 8 
tanto el embargo trabado sobre rentan del Fmeo como 
ejecución seg-uida contra el mismo, son improcedentes, 
ordena proseguir el apremio hasta que el acreedor se haga 
íntegro pago de la sumo que reclama con intereses y 
costas. 

Sestekcia del Juez Federal 

Paraná, febrero 6 de 1942. 

Vistos; Estos autos caratulados: "Fisco Nacional «./ Zu- 
malacárregui Bautista N- — Apremio" traídos al despacho 

para resolver las defensa* opuestas a fs. 111; 

¥ considerando: 

Que en cnanto a la defensa opuesta basada en las dispo- 
siciones ile la ley 3952 que establecen que las sentencia* que 
se dicten contra la Nación son simplemente declarativas y «M 
no pueden, ea consecuencia, ser ejecutadas, w necesario de- 
terminar si dicha ley es de aplicación en los juicios en que el 
"Fisco Nacional-Dirección General del Impuesto fi los 

toa" sea parte. 

Como muy acertadamente lo sostiene la parte que ejecuta 
la sentencia, ios juicios que se sigan contra el Fíko Nacio- 
nal Dirección General del Impuesto a loa Réditos o los que 
esa entidad sipa contra particulares, están regidos por lu 
disposiciones de la ley 11.683 qne ha establecido un procedi- 
miento especial para las demandas contenciosas por cobro 
de impuestos a loa Réditos. ^ 

Tan es aaí qne no es necesario que la iniciación de la ue- 
roanaa se notifique al P. B.. por conducto del Ministerio res- 
pectivo y al Procurador Fiscal, quien deberá proceder previa 
consulta y con sujeción a las instrucción» que le traamit* 
dicho Ministro, —art. 3 ley 3952. .... ¿¡ 

En cambio, a la Dirección General del Impuesto Mjf 
Rédito* ae demanda directamente y conforme al procedimiien- 
to establecido en la ley 11.683, bastando correr traslado de la 
demanda al MÍÍOI Procurador Fiscal o al íuneionano que la 
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represente —arta. 48 y 60 ley 11.688—. Esas breve* conside- 
raciones son suficientes para demostrar que las demandas en 
que la Dirección General del Impuesto a los Réditos sea parte, 
no están regidas ni son de aplicación ninguna «le las dispo- 
•¡eiooen de la ley N* 3952. 

De la simple lectura de la ley 11.888. *e desprende que 
la Dirección General <lel Impuesto a los Itéditos es una enti- 
amárquica con personalidad distinta a la de la Nación, 
de que los fondos que maneja sean de pertenencia 
t> no modtfiea en tuida esa conclusión porqre consti- 
tuye, "precisamente, tino de los rangos característieo* de la* 
entidades autárquiew* que responden a esos riñes, como lo es. 

Minümo. el contralor y aun lo ¡iitcrvcnóión administrativa a 

qae la ley las somete**. 

Si alguna duda pudiera quedar sol»re la ¡napl ¡labilidad 
de la ley 3ít »2. la despeja el art. 52 de la ley 11.683 que dis- 
pone que "Corresponde a) Juez (|t ie baya entendido en la cau- 
sa, la ejecuetón de las sentencias dictadas en ella..." debien- 
do aplicarse el procedimiento establecido en el título XXV 
de la ley 50. Como se re. las sentencias .dictadas en los jui- 
cios de la Dirección General del Impuesto a los Rédito», no 
i&n Meramente fletfttrfitivas; pues la ley no hace distingos y 
aerla ridiculo pretender que las sentencias sean nada más que 
declarativas si son contrarias n las pretensiones del actor y 
ejeeutabtes ai le son favorables. 

La defensa ile falta do |>ersoncría en el demandado ejer- 
citada por el señor Procurador Fiscal no corresponde ni pue- 
de oponerse en el procedimiento de apremio —8. C. T. 10 
PAR. 161). 

Tampoco puede discutirse la iueonstitiieionaliilad dentro 
díl procedimiento de> apremio, como lo tiene resuelto la Sn- 
Corte en el fallo que se rejriatra en el tomo í»fl pa(ñ- 
no- siendo las opuestas ningunas de la* excepciones 
en esto dnse de juicios —art. aiñ ley 50— de con- 
al nrt. 310 ley citada, rrsnelvo: rechazar las defensas 
por el apremiado y mandar llevar «delante el apre- 
mio hasta que rc hapa al acreedor paco íntegro de la suma 
reclamada, sus intereses y costas del juicio. — Abel Mada- 

DtCT\MEX DEL pROCUIUDOK GrXRRAI, 

Suprema Corte: 

El art. 7 de la ley 3Í>52 sobre demandas contra la 
Nación dispone que "Ua decisiones €^iío se pronuncien 



DB JUSTICIA WS l*A NACIAN ** 

€ii estos juicios, Miando sean condenatorias contra la 
Nación tendrán carácter meramente declaratorio, limi- 
tándose al simple reconocimiento del derecho que se 
pretenda". 

Eu la provento causa seguida por el Fisco Nacional 
en representación de la Dirección General del Impuesto 
a los Rédito* contra Bautista X. Zumalaoárregui sobre 
apremio, se lia impuesto a aquél las costas del juicio; 
y ejecutando estas no sólo se lia trabado embargo sobre 
rentas fiscales de la Nación depositadas cu el Banco 
de lu Nación de Paraná (is. 104) sino que las mismas 
han sido retiradas «le dicho establecimiento y transferi- 
das a dicho juicio (f*. 108 bis). Posteriormente se lia 
hecho entrega <lo parto de esos fondos al interesado 
(fs. 14:! vta.) en concepto de honorarios. 

No cabe duda, pues, que la precitada disposición le- 
gal ha sido desconocida por el juez de la ca nsa, invocando 
a fs. 118 y 135 razones que ha impugnado desde nu prin- 
cipio el representante legal do la Xaeión, al sostener la 
inembavgabUidad de los fondos aludidos. 

Los recursos extraordinario* de apelación inter- 
puestos por éste a fs. 132 y 138 bis le lian sido dene- 
gados. 

Resulta de lo precedentemente relacionado que tal 
denegación no es ajustada a'derecho toda vez que en 
la causa, cualquiera que sea sn nnturaleza, ha qnedado 
decidida con carácter definitivo una cuestión que util- 
mente no puede disentirse do nuevo en el correspon- 
diente juicio ordinario en base a la interpretación y apli- 
cación hecha por el juez de la causa del articulo citado 
de la ley 3&>2, invocado oportunamente por la represen- 
tación del Fisco Nacional. 

Correspondería, pues, declarar mal denegadas las 
preindieadas apelaciones y avocarse V. E. al conocí- 
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miento del fondo del asunto. Buenos Aires, abril 13 de 
1942. — Juan AJvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucuo* Aires, abril 27 cíe 19*2. 
Autos y Vistos: Para resolver el recurso de queja 
deducido por el Procurador Fiscal Federal de Paraná 
contra la resolución dictada a fs. 118 del juicio de apre- 
mio seguido contra Bautista X. Zumalaeúrregui. 

Considerando: 

Que en la resolución apelada el Juzgado se limitó a 
rechazar el pedido de levantamiento del embargo for- 
mulado a fs. 105 por el señor Procurador Fiscal, por en- 
tendei que id mismo debería ser considerado al pronun- 
ciarse t *bre la citación de remate a cayo efecto se había 
emplazado anteriormente al actor para que comparecie- 
ra a oponer excepciones — fs. 108 vta.— como efectiva- 
mente lo fué — fs. 111 y 135. 

Que, por lo tanto, la decisión de fs. 118 no es defi- 
nitiva, como lo exige el art. 14 de la ley núm. 48 para la 
procedencia del recurso extraordinario, que ha sido bien 
denegado en el presente <• so — fs. 134; Fallos: 40 344 ; 
114,45-. 

Por ello, desestímase la presente queja. Notif íquese 
y archívese, previa transcripción de esta resolución en 
el expediente. 

Roberto Repetto — Aarrovio 
Saoabha — B. A. Naíab 
Ay choren a — F. Bamos 
Mkjía. 
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FALLO DE LA CORTE SUPBEMA 

Buenos Airea, abril 27 de 1M2. 

Autos y Vistos : Para resolver el recurso de queja 
deducido por el Procurador Fiscal Federal de Paraná 
contra la sentencia dictada a fs. 135 del juicio de apre- 
mio seguido contra Bautista X. Zuinalaonrregui. 

Considerando: 

Que el recurrente lia sostenido oportunamente, fun- 
dado en el art. 7 de la ley federal núra. 3352, que tanto 
el embargo trabado sobre los bienes del Fisco Nacional 
como la ejecución seguida en autos son improcedentes 
— fs. 105, 111, 121, 127, 138— y la sentencia de fs. 135 
ha desestimado sus pretensiones, ordenando proseguir 
el apremio hasta que se haga al acreedor íntegro pago de 
la suma reclamada — eomo se hizo, fs. 142 vta. f 143 y 

143 vta.— sus intereses y las coatas del juicio. 

Que la sentencia de fs. 135 debe ser considerada de- 
finitiva, pues no habría manera de restablecer por me- 
dio del respectivo juicio ordinario el orden jurídico que 
el recurrente sostiene haber sido alterado, desde que ha- 
bría desaparecido la oportunidad de aplicar la norma 
federal mencionada —Fallos: 190, 124 ¡ 186, 151—. 

Por ello, declárase mal denegado el recurso extraor- 
dina ric Interpuesto a fs. 138 bis de loa autos principales. 

En consecuencia, autos y a la oficina a los efectos 
del art. 8* de la ley núm. 4055. Señáíanse los lunes y jue- 
ves o el siguiente día hábil si alguno de aquéllos no lo 
fueren para notifícacionés en Secretaría. Diríjase oficio 
el señor Juex de la causa a fin de que diaponga lo nece- 
sario para que se notifique esto resolución el demandado 
en la persona de su apoderado don Tomás ZumaJacarre- 
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gui, en el domicilio constituido en la calle Cataraarea 
nóra. 320, de la eiudad de Paraná, 

K<>RKRTr> KEPBTTO — AsTOSIO 

Saííakíía — B. A. Nazar As- 
CHOliES'A — P. Ramos MkjÍa. 



JUAN JOSli TORRES v. PliOVINVIA S)K ¡sANTIAOO 

del estero 
títulos al portador. 

No» habiéndose demorado que la adquisición de l<a eu- 
pones |wr el ador haya "ido hecha de mala fe ni con 

violación fe las diapoHcioaca légale*, procede la demanda 

sobre cobro del importe de los que han vencido, aun cuan- 
do correspondan a título* canjeados |vor la provincia si 

aquél n« aparecen inutilizados ni se ha demostrado su 
falsedad >• las |)Uolieae¡nnoH en salvagunrdin de la respon- 
sabilidad de la provincia fueron efectuadas coi» posterio- 
ridad n la fecha del vencimiento de los ¿apone* y de su 
adquisición por el ador ('), 



MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE TI "CU MAN v. 
S. A. LA ELECTRICA DEL NORTE 

DEJtECnOS Y GAfCA/iTIAS coysTm'noXALF.S: IxtMabiti- 
d*í de la rfe/*i».wt en jnifw. I'rini ipio* peñérate*. 

RBGVRSO HXTRAORtHSARIG; Cnmííón friera!. RtitMn dU 
recta. 

Para que proró&i el ('curso extraordinario fundado en 
la violación de la defensa cu juicio, debe resultar de los 
autos que ila existido privación o restricción substancial 
de aqoélln. 

'i) F«fci .Ict ta»!»] ae 1012. Ver Fallos: 190. SOI. 
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DEHECHOS Y GARANTIAS COXS TITl'CIO HA LES: Inviolabili- 
dad dt te tt+ftasn f» jtieio. Procedimiento y sentencia. 

RECURSO EXTRAOR! IXARIO: CaMtiém federal RtlaciÓ» dí- 
ñela. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
(pie el ejercicio de facultades judiciales |>or el Intenden- 
te Municipal — intimación de pnpo. embargo y citación 
de remato administrativos — viola el art. 18 de 1a Cons- 
titución >íaeiojial. n <!** amos reinita que después de 
ram trámites lm intervenidu In justicia, que ha oído al 
recurrente, lia recibid" la prueba ofrecida por el mismo 

y ha examinado en la eentenéia la totalidad de las ene* 

t iones planteadas. 
APREMIO. 

CONSTITVCIOS XACIOXAL; Conttitttdouaiidad t ñiconfititucio- 
naJidad. Lcijns pro meioff s. PTPtVttff*, 

DERECHOS V ÍV.I RAXTIAS COXSTITCdOXALES: Inviolabili- 
dad dr la ilefeusa ru juicio. J'roctdi miento .« sentencia. 

El apremio administrativo no «a news ariamente, incomna- 
lible con la garantía de ln inviolabilidad de la defensa 
en juicio. 

JV1CIO EJECUTIVO; InHatatián y fimhnrgn. — Xulidad dt proce- 

<ÍlMI>hf<K. 

l,a omisiftn o deficiencia del ímimlajiiLent© de pago n» es 
necesnriiirac 1 ti causa do invaliden de las ejecuciones. 

DERECHOS Y (i A RAXTIAS C0SSTITVCIOXAI.ES ¡ Inviolabili- 
dad de l- Jrftma tu juicio. Rrocedimiruto y Ft*tentía. 

RECURSO EXTRA0RD1XARW: Cuestión federal. RMattí* 
recta. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
falta de titulo de apremio y en (pie la atribución adminis- 
trativa judieia Intente irrevisiblc de determinar la exis- 
tencia de aquel coarte la defensa sin ley <pie lo autorice, 
si la sentencia apelada llr-a a la conclusión de qoe «ta- 
to titulo suficiente para el apremio, fundada en la inter- 
prptaeión de normas de derecho común y local que la 
Corte Suprema no podría revisar en el caso, por no resul- 
tar manifiesto de los autos <|ue la decisión apa inaoste- 
nibte y constituya el medio arbitrado para frustrar el 
derecho federal invocado por el recurrente. 
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BBCVRSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Principios g*- 
««ralea. 

La sola invocación «lo In garantía <lc la inviolabilidad de 
la defensa en juicio no basta para autorizar a la Corte 
Suprema a revisar por vía del recurso extraordinario las 
conclusiones de Ih sentencia apelada en materia de derecho 
común y local. 

RECÜRSO EXTRAORDINARIO: Mattria ajnta. Principio* ge- 

rurales. 

Las cuestiones referentes a la interpretación de Ins cláu- 
sulas) de una concesión otorgada por autoridades locales y 
a su compatibilidad con norma" también locales son extra- 
ñan al recurso extraordinario y no bastan para susten- 
tarlo. 

KSCDRSO EXTRAOTiDIXARiO: infería ajena. Principio* ge- 
n+ralei. 

Es improcedente e! recurro extraordinario fundado en que 
el desconocimiento de la exención de impuestos que se 
pretende otorgada per una eoneesióu municipal afecta el 
derecho patrimonial del recurrente y viola el art. 17 de 
la Constitución Nacional, si no se ha invocado circuns- 
tancia alguna suficiente para otorgar a ese derecho el 
carácter de adquirido y sólo se invocan actos emanado* 
de autoridades locales cuya interpretación no aparece 
hecha en la sentencia en furnia arbitraria ni fundada 
solamente en la vuluutad del juez que la ha dictado. 

BECVRSO RXTRAORPtXARiO: Materia ajena. Principios ge- 
nerales. 

Las oireiinatoncius roferentes. a la conveniencia de exone- 
rar de impuestos a la empresa recurrente, a la demora 
con -que la municipalidad ha procedido a exigir el pago 
de aquéllos o a ln existencia de juicios seguido* contra 
ella por la empresa, no hacen surgir caso federal alguno 
susceptible de autorizar el recurso extraordinario. 

Sentencia pe Primera Instancia 

Tucuman. octubre 7 de 1941. 

Y nstos: 

Las excepciones opuestas por la ejecutada, en estos autos 
. "Municipalidad de Tueumán v. Cía. La Eléctrica del >Jorte 
& A. sobre cobro de impuestos por Apremio". 
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'"onsiderando ¡ 

t Que la cuosltfn planteada en primer término, 
la improcedencia do la vía de apremio, P»ede « 
da con el único fundamento á> oue » trata de nna defensa 
no autorizada por la 

En efecto, en un procedimiento ejecutivo las defensas tie- 
nen que ser opuesta* por vía de excepción, y la ley_ «pre- 
mio 1 mita las excepciones oponiblea a las determinadas taxat - 
vamente en su art. 8. No habiendo 81*» atacada de uwona- 
titiicionn», esta lev debe ser aplicada con tocio su rigor,recoa- 
S «e I-bu.., las étieatióhea cuya flktftfa ntf permite o 
posterga para otra oportunidad. 

II. Que sin embargo, a mayor abundamiento jJMaJi 
importancia del asunto, pueden considerarse separadamente 
los argumento» de la ejecutada. 

III. Que para este Juzgado el examen del titulo q"«J"; 
ve de ba«e a la ejecución corrwponde ^^¿1* 
administrador, y la decisión sobre su validez 
procedimiento de apremio no puede ser revocada por la auto- 
ridad judicial. . . . . 

Esto <* evidente porque el prendimiento fie ímCM 80- 
minMrativamente, y es en ene período inicial en el qw « 
«amina el tíndo par» decidir sobre la procedencia de U 
de apremio. Y eomo ae ha aupnnndo ta excepto ^¿"ggr 
ndad de título en el período posterior, de ««««^ 
ae comprende que no *» ha dado a este poder la facultad de 
rtvena P ^eisi¿ anterior. Sobretodo, •^"»¿£f l fe£ 
Sn terminante como la del art. 22. prob.be a 1« í««^ Jbjj 
ningún pretexto, separar» del procedimiento especial determi- 
nado por la ley . . 

No hav en ello, violación de la» normas basicaa de nuestra 
organización institucional, porqiie siempre earre«pc4M^ at 
«íier judicial la decida definitiva de los dereenos curAo- 
nadaa» Y e* que ol procedimiento de apremio no puede ser 
considerado aisladamente sino e.i forma conmfcnada cTO el 

juieio ordinario posterior, con e que mmm¿¡^^t 

ra unidad procesal que permite la rcsolucum _ defmr iva de Us 
cuestiono* planteada., con todas la» g« "«tws * Imm g 
sólo de los derechos individúalo*, amo también del mUrís co- 
lectivo do que la admimstraeióri eonaiga, en forma raprna y 

eficaz, lo* recursos indispensables para «u desenvolvimiento. 

La defensa en juicio no tiene, entonces. «ue nM 

limitación procesal 'emporarin, potfll» puede bacerae en par 
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te, en el juicio de apremio, y con mayor amplitud, en el or- 
dinario. 

En ti juicio ejecutivo existe mu limitación semejante 
puesto que ciertas defensas, como las repercutes a la causa de 
la obligación, no pueden ser opuestas imís que en el procedi- 
miento ordinario posterior, y aiu vüúmnsu nd por ello se sos- 
tiene que resulte violado el principio constitucional de la de- 
fensa eu juicio. 

Y queda salvado asi el prineipm de hi 'Vjccutoriednd" 
UUe es propiedad esencia] del ai-tó administrativo, eomo ense- 
ña en su tratado de íhrtcho Administrativo (t. I, 
p. 198). Deiitro de la I-erniituilo-ría del autor citado en este 
caso, de "ejeeutoriedad impropia*', la deeisi.'vn emana det po- 
der administrador pero la ejecución es ordenada por la auto- 
ridad con imperio ordinario, oh decir, la judicial, lo que im- 
porta el conocimiento del juez sohre la "existencia de la deci- 
sión" sólo en sus elementos substanciales y forumlcu. 

IV. (¿iie no existe. |»>r lo tanto. In posibilidad legal de 
oponer esta excepción, eimlquiera que sea el nombre que 
se le dé. 

Así eomo en el jnieio ejecutivo el mandamiento de pago 
no admite cecurwa y producé tina serie de importantes efectos 
jurídico*, la resolución administrativa sobre el título que basa 
el procedimiento de apremio tampoco puede «»r discutida y 
surto todos ios cíccios que la ley le asigna basta «pie la deci- 
sión de la aeciñifc ordinaria fija'de una manera definitiva los 
derechos cuestionados. 

Y siempre el procedimiento es legal porque sigue las nor- 
mas precisas que lia ÚBpiKSto el lejrislador ¡«ir» awgnnir la 
marcha normal de la administración. 

Y. Que aun entrando al análisis del título que Iwsa esta 
ejecución, •■; pesar de que. eomo se ha dicho, se trata de una 
facultad eselnsirn de] poder administrador, tendría que con- 
siderársele válido y suficiente para los fines perseguidos. 

En efeetn. la ley de apremio en su art. 2* establece que el 
titulo será "la constancia de la Taita de papo expedida por la 
Dirección OeneraL de Rentas, o las boletas de cobro remitidas 
por 3a misma ". Conao se ve los términos tic la ley no pueden 
ser mis generales y amplios puesto «pie aluden aí simple cer- 
tificado que expide una repartición pública, sin someterla a 
control nlguno, 

Esto está de acuerdo con las características generales de 
la ley y con lo qatc se ha dielin anteriormente sobré las atribu- 
ciones del poder administrador, puesto que siendo la organi- 
Htcifin interna de las oficinas de mi resorte exclusivo, la deci- 
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rió» sobre ai el certificado en cuestión lia sido bien « nial ex- 
pedido le comí» te en forma «elusiva y excluyente. 

Aquí la Oficina de Recaudación y la Contaduría informan 
que la empresa demandada no lia papado lo que le correspondía 
por pavimento y ijue ello importa una Ruma determinada. 

En conslanuía de la falla de pago es lo que la ley exige, 
y si se pretendiera ahondar el análisis para decidir ai esa 
constancia ha sido bien o mal expedida, «airaríamos eu los re- 
sortes de la orgnnizacióii administrativa municipal, que debería 
reglamentar la fonun de expedirlas, o de la autoridad del EK- 
partanw'nto Ejecutivo que podría suplir esa falta de regla- 
mentación, o modificar las. 

Sostiene la demandad» que el título sólo puede ser la 
"cuentn o certificado ele presentación", jM-ru la ley-rólo dice 
"constancia de falta de pago'\ expresión DAüdhO más amplia 
que sólo se refiere a una «misión, la del pago, sin precisar 
otros requisitos. 

Por otra parle, las cuentas presentadas tienen todos los 
detalles necesarios para individuali/Jir los conceptos cobrados, 
y dados los tramites que la ley de pavimento establece para 
someter los cómputos y precios ni control de los interesafioa, os 
comprende que In reclamación de la demandada no tiene fun- 
damento serio. 

Los mismos conceptos se aplicau al argumento de que 
faltan 3as constancias dr que han sido hechos los pagos dd caso 
a las compañías pavimentadorss, porque todo ello es del re- 
sorte interno de la admití iatrauión y porque al contribuyente 
no le puede interesar este hecho, dado que el verdadero titular 
de la obligación « la Municipalidad y no la empresa pavimen- 
tado». Ello resulta claramente expresado en el art. 13 de la 
ley- del 9 de enero de 1928, que establece que en caso de no ha- 
cerse los pagos "la Municipalidad procederá contra el deudor . 
en la formo establecida por la ley de apremio. 

Siendo, entonces, la Municipalidad ta que debe proceder 
eontra el deudor, lo referente al pago a las empresas paviroen- 
tadoras forma parte del trámite interno que ha debido seguir 
la cuenta en tas oficinas respectivas, y no puede ser objetado 
por el deudor. 

Podría agregarse qne la mayoría do la* cuentas presenta- 
das traen una certificación de las empresas psvimentadoraa 
do haber recibido su importe, y que. en el periodo de prueba, 
se han acreditado plenamente estos pagos, sin oposición de la 
contraria que t*e ha referido a esta cuestión recién en el alegato. 

VT. Que con el titulo de excepción de falta de persone- 
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rliMln planteado también una euestióu sobre la nulidad de 
los procedimientos efectuados. 

La calificación de la defensa es totalmente inadecuada y 

tiene por finalidad exclusiva la de permitirle un aparente en- 
coadra legal, pero routiauaudo cmí la uorma de analixar todas 
las defensa» de la demandada, aunque no sean Ins permitidas 
por Ja ley, este Jomado procederá a m análisis. 

.VII. Que es absolutamente inaceptable la teoría de que 
la ley del 8 de mayo de 1930 haya suprimido la* facultades do 
las autoridades municipal para ordenar las intimaciones de 
pago, dictar mandamientos de embargo y citiir de remate. 

Lo que esa ley dispone, y en forma terminante, es la apli- 
cación del procedimiento de apremio .¡ministrativo que riRtí 
pan la* ejecueioiie& de los impuestos provinciales, en cuyo 
articulado tales facultades están expresamente acordadas a los 
funeíoüarios administrativos (arts. 1, 4 y 3 de la ley del 18 
de agosto de 1908, modificada- por la del de enero de 1910). 

En este procedí miento recién después de efectuada la ci- 
tación d« remate se pasan los antecedentes al juez correspon- 
diente (art. 8), por lo que ta cuestión resulta de ley expresa 

« imposible de tergiversar. Y «i en algunos cana lo» represen- 
tante* del poder público voluntariamente renuncian a esa fa- 
cultad y efectúan eso* procedimientos por intermedio del Juz- 
gada, queda siempre en píe la norma que permite calificar el 
tramite de este juicio de absolutamente legal y correero. 

La última parte del art. 2* de la ley del 8 de ma^o de 
1930, al referirse a los tribunales ordinarios de la Provincia, 
alado a una cuestión de competencia, como se dejó claramente 
establecido en la discusión legislativa, pero no fija un tramite 
esdwrivamtnte judíela), romo pretende la demandada, porque 
entonces estaría en abierta contradicción con la primera parte. 

VIH. Qne también se na invocado como fundamento de 
la excepción, el argumento <le que los trámites han sido efec- 
tuados por el procurador de la Comuna cuando se trata de 
funciones «CluS-ívas del Intendente Municipal. 

Tampoco tiene valor este argumento porque el srt. 3* de 
la ley de apremio faculta al * 4 procurador o receptor" para in- 
timar el pairo, cinbarirar. ete. de modo que en este caso ha pro- 
cedido dentro de sus faenl tildes legales. 

Y, por rtira parte, a fs. 21 corre el deereto del señor In- 
tendente Municipal que ordena pasar los antecedentes "a la 
Oficina de I'rocurarión y Asuntos Lépales'" a sus efectos. 

Ese "efecto" no puede aer otro que el que determina ta 
ley. de donde resulta indiscutible que existe una orden, ema- 
nada de la más alta autoridad comunal, para intimar el paeo. 
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embargar y citar de remate, exactamente COhtó en el piwedl 
miento ejecutivo judicial, en el qoe el juzga do dicta el manda- 
miento del raso para (pie actúen los funcionarios auxiliares. 

Puede airrrjfflrsc aún que el procedimiento administra- 
tivo no existen fórmulas aaeranoontatos por lo que el señor In- 
tendente al ¿«ir **sus efeclo**' no ha tenido necesidad de de- 
tallar que esos efectos serían la intimación de i>apo, etc. 

IX. Que en cuanto a la excepción de improntos, invo- 
caba t*n virtud de lo establecido por el art. 8 inc. &> de la ley 
de apremio, se funda en el art. XXIII de la ordenanza d* 
ferha 7 (fe «grato 4e UNW», que, al acordar la concesión para ex- 
plotar las líneas del tranvía eléctrico, dice; "esta concesión 
t» haee libre ¿te toda ronl ribueión e impuesto municipal du- 
rante los primeros treinta año* de su explotación, vencido» Job 
cuales el concesionario ciitrcjrarn mens na lisien le R la Munici- 
palidad de la entrBda bruta el 3 Yr - etc.". 

Sostiene lo dejnáiidáda qué durante ese pía», vencido el 
1" de enero de W-tO. »o tiene la oblijríición de abonar absolu- 
ta mente nada, v rociéni después de vencido tendría n sh cargo 
pnPSÍaimente, la renovación M pavimento de? «cnerdo a lo 
dispuesto por el art, XXXIII de la misma Ordenanza que diee- 
"si la Municipalidad resolviese cambiar el afir-nítido actual por 
otro sistema. 80 smuinistrará los materiales al lado de la -vía 
por cuenta de la Municipalidad siendo fl> la del eonceHionario 
la colocación dé un ancho de dos metros. Iptial procedimiento 
ro observará para los casos en que la Municipalidad juzgo* 
conveniente extender <'\ afirmado a las calles que aun no lo 
tienen . 

Pero esta intorp re! ación es forzada e inaceptable por la* 
w«uientes razones: . a 

a) Porque la clara y terminante redacción del citado art. 
XXIII establece un plazo al solo y exclusivo efecto del pago 
de una contribución proporcional a las entradas de la em- 
presa v nada dice sobre 1a situación qne crearía la renovación 
del pavimento. En cambio el art. XXXIII se refiere a cuta si- 
tuaeiÓn en forma totiilmente independiente, l»r >•> q«* «J* 
ser aplicado sin tenor en cuenta para nada el plazo de refe- 
rencia. „ » j- 

Ksta interpretación es lógica y justa. Cuando se dice ven- 
cido el plazo ' el eoneesionarif entregara' memna! mente a la 
innnieiiwl'-'ad" tal porcentaje, es evidente «pie se relaciona 
solo osa entrega al plazo establecido, por lo que no puede ser 

referido « n insufla ntrn 0ulimci6n, 

b) De lo expresado se desprende que las obligaciones de- 
rivadas de la renovación M iwvimcnlo no están incluida* en 
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el concepto "contribución e impuesto" al que se refiere el art. 
XXIII. Las normas son distintas y su separación demuestra, 
precisamente, que se- ha considerado a lu pavimentación como 
¿na mejora sujeta ¡i una tusa retributiva. <[tie ik» podría sei 
confundida con la '•contribución" -o el "impuesto;", por lo 
que no ne hizo ninguna referencia a «a cuestión en la primera 
cláusula, destinada n reblar lo referente a tas contribuciones 
fijando mi monto y el plazo de exención. 

c) Esta diferencia está de acuerdo a los principios del 
derecho público que separan los "impuestos", referidos a un 
fondo general para todas las necesidades administrativas, de 
las "tasas retributivas" referidas a servicios determinados, que 
abonan nuíenes las reciben, Se trata de la diferenciación entre 
el "sistema tributario" y el "sistema reiribulivo" que forman 
la renta municipal ele acuerdo a lo depuesto por el art. 122 
de la ley orgánica de Municipalidad. 

d) Son además, perfectamente aplicables los concepto? 
emitidos por 1" Bwnoa- forte Suprema de la Xaeión ni decidir 
que «1 art. S de la ley 5315 sobre liberación de carcas a las 
empresa* de f er roca rr ¡Ion. cuando alude a "una contribución 
única" se refiere a los verdaderos impuestos, tributos, o carjras 



SuMicas. sancionados para hacer frente a lo* (¡flatos generales 
b la administración, sin comprender el pago de los impuestos 
nranicipsles que debieran conceptuarse la retribución de un 
servicio como el alumbrado, barrido., afirmado, etc. (•/. A. 



Loa caaos son idénticos y la circunstancia de que en la 
concesión disentida se haya empleado la expresión: -'contribu- 
ción e impuesto 1 ' nada altera la cuestión porque se trata de 
te. mi nos sinónimos, que significan exactamente lo mismo, como 
enseña Ewriciie en *U />/*•<• ra iui rio citando asípna a la voz ''im- 
puesto" el sentido de "contribución**, carga o tributo. Y del 
«samen de la misma jurisprudencia de la Suprema Corte se 
desprende <\w arabos términos; "impuesto" y ••contribución** 
son empleados como .sinónimos, por lo que no es mlmisible la di- 
ferenciación qw pretende hacer la demandada asignando al 
ultimo una mayor amplitud. 

e) Aunque no se ha disentido, en este Caso, el carácter" 
de tributo, resalta evidente que se trata de una "retribneión 
de mejoras", concepto admitido uniformemente por la jeris- 
prudenei», tanto por el destino de los fondos, afectados a un 
servicio exclusivo, como por el mayor valor que asi-rna a las 
propiedades. Y es indiscutible este beneficio que obtiene la 
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pavimento en ?¡ espacio utilizado, lo que ha contemplado U 
ley de phvhne.itaeión il determinar la proporción a so cargo, 

f) Y por últiiuc n« puedo haber existido exención de 
impuento. «orno pretende la demandada, porque la l*y Orgá- 
nica de Municipalidades. <le 1883, vigente en la época de la 
concesión, prohibía terminantemente a Ja Municipalidad elí SU 
nrt. 55 "dispensar el pago de las contribuciones municipales' , 
y -en su art. 2'¿. iiie. 4'\ s¿lb concedía al Concejo Deliberante 
lá facultad de "dar o negar permisos h título gratuito « one- 
roso y ;w tiempo limitado, para 1» construcción de tranvías . 

Resulta evidente, entonces, que las vitoridades municipa- 
les no ban podido otorgar la disentid» xeneión de impuestos 
para la explotación del servicio tranviario, dado que no puede 
confundirá con ello el |>ermÍso temporario de construcción, 
y que si lo hubiesen hecho habría «ido contrariando disposicio- 
nes légale» expresas, por lo que la concesión no tendría valor- 

Y ni siquiera podría alegrarse la base contractual de Ja 
concesión porque se trataría de un acto acordado excediendo 
cE límite del mandato, cuyas limitaciones no podía ignorar la 
empresa contratóme, por lo que la responsabilidad no recaería 
sobre la Manicipalidatl sino sobre los funcionarios intervinien- 
te*-, eomo lo establece expresamente el nrt. 54 dje la misma Iiey 
Orgánica'. 

X. Que habiéndose resuelto la inexistencia de la exención 
invocada por la demandada, corresponde analizar si en virtud 
del nrt. XXXIII de la ordenanza de concesión, puede soste- 
nerse que existe una exención parcial, al establecerse que la re- 
novatMÓn del pavimento se liará por la empresa con los mate- 
riales suministrados por la Municipalidad. 

Para el juzgado, la interpretación de la cláusula .citada, 
que expone ln demandad», es absolutamente inadmisible por- 
que se refiere a la renovación del afirmado existente en esa 
epoea, como lo establece expresamente cuando dice: "el afir- 
mado' actual". Bata expresión es clara, y no deja lagar a du- 
das, por lo que no se concibe (pie w pretenda extender el be- 
neficio a la renovación de todo otro pavimento que no sea el 
que existía en lflfhY 

Podría awre^nrse «pie el criterio general en ln interpreta- 
ción de las concesiones es restrictivo y que, en caso de duda, 
debe estarse a lo qué favorezca al Estado, porque las delega- 
cieñen v concesiones del poder pñblico sólo pueden hacerse en 
términos ciaros y explícitos. t*ro. en realidad, ¡to cabe invocar 
esta norma interpretativa cuando, como en el *ub-tmdtCé, « 
concesionario pretende obtener una ventaja tergiversando tíe 



ais 
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un modo inadmisible lo que dice 3a ordenanza en una forma 
clara v terminante. 

XI. Que, en el alegato, la demandada llejía a sosteuer, 
adoptando una actitud muy ikko encoiuiable desdé el punto de 
viata moral, que no se ha efectuado ninguna renovación del 
pavimento existente en 1903, o sea que hasta la construcción 
del afirmado que se cobra cu este juicio, existía el cauto ro- 
dado de la* antiguas cal/a das. Con esta actitud se lia querido 
aprovechar la eircunstáDciá de nn¿ lu Municipalidad no produ- 
jera prueba sobre tas sucesivas renovaciones del canto rodado, 
pw adoquinado de, madera, etc. 

. Pero de aciierdo a las característica* señalada» para el 
juicio de apremio, es evidente que no eabeu discusiones ni 
pruebas sobre hecho* «le esa índole, bastando la afirmación del 
poder público de i|iio existe la deuda para que su ejecución se 
formalice dejando para el tramite ordinario defensas como la 
señalada. Por lo tanto, basta esta consideración procesal para 
el recha/o de este recurso procesal de negar hechos como el 
referido. 

Sin embargo, puede agregarse y sólo a título de mayor 
abundamieuto, que |„s sucesivas renovaciones de la pavimenta- 
ción urbana constan en las ordenanzas del caso, que por fi- 
gurar en las correspondiente* publicaciones oficiales pueden 
•er invocada» por el Juzgado aunque no existan eonstaueia* 

.formales en el expediente. Estas ordenanzas son: años 1910 n 
1928, IX M. tomo IX. pég-. 84; y paga. 36. 67: 79/82, 86, 98. 
110. 118, 118/120, 128/133, 305, 225, 227. 331. 245. 346, 254. 
296/300 y 351. Oo-rop. I92«. p/i^s. 134-1, 110-2, 87-2 v í'omp. 
lí»3fl. páft. 62-1 y pub. en D. M. tomo IX. pig. 35. 

XII. Que, tu consecuencia, y siendo inaplicable la riáu- 
aula XXXIII de lu ortlena nza de concesión, por tratarse de la 
primera renovación del pavimento, muí Han inoficiosas las con- 
sideraciones formuladas sobre el carácter contractual de la 
coneeaion. sobre la inaplicnhitMad de cualquier procedimiento 
que no sea el ordinario i»or tratarse de una obligación de 
hacer, ete. 

XII!. Que todavía podría agregarse que en el contrato 
de prArropa de la concesión para el alumbrado público que la 
empresa (remandada celebrara con la .Municipalidad el 21 de 
septiembre de 1928. existe un verdadero reconocimiento de la 
deuda cobrada en la cláusula "KE f \ donde deanuís de aludir 
a la exoneración de impuestos, se agrega "Queda entendido 
que abonará las cuotas que correspondan por pavimentación''. 

En su ale«ato la demandada sostiene, transcribiendo tex- 
tualmente los términos de )a cláusula discutida, que se compro- 
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metió, «fecttamente, a abonar "las Cliótafl que le correspondan 
por pavimentación", pero incurre en un peqneño error de co- 
pia y pone "cuenta" donde el contrario d.ce "cuota \ con lo 
qüe se altera fundamentalmente la cuestión. 

En efecto, no se puede sostener que exiftte "obligación de 
hacer" cuando M reconoce la obligación de abonar Jas cuo- 
tas" del pavimento, empleando esta expresión nuda por la 
ley para determinar la proporcionalidad de las cuentas <ie 
acuerdo al mecanismo que fija detalladamente. 

La obligación de hacer no es divisible en cuotas, por lo 
que el «auto <*« esta expresión demuestra en forma termi- 
nante que se aludió a las únicas -cuotas posibles de relacionar 
eon esa obligación, o sea a \m que determina la ley de pavi- 
mentación vigente. 

Y el argumento de que no se puede suponer una renuncia 
a derechos de tanto valor en un contrata de monto muetxo me- 
nor, se destruye al considerar que no se trata de una renuncia 
sino del reconocimiento de que minea existieron esos derechos, 
reconocimiento que ahora se pretende desconocer. 

XIV. Que no habiéndose observado el monto de la cuen- 
ta, la que. por otra parte, ha sido ratificada de acuerdo al pro- 
cedimiento establecido por ¡a ley de apremio, y lleva UVDian 
ta conformidad tacita del eóUtritayente por el mecanismo pu- 
blicitario que establece la ley de pavimentación, la ejecución 
dei>e prosperar por el monto de la uinma, 

XV. Que sobre la ex6#pox6n de exceso en la mm co- 
brada existe allanamiento de la «tora en cuanto al 10 j 
afretado pura gastos de proeuraeióM» lo m « ,nw < ie M attfc " 
lisia 

BÚ cuanto al 10 $ agrepuln para interines y costas, tra- 
tándose de unn estimación aproximada que queda sin erecto 
al dictarse la sentencia que rija el monto de esas costa*, no 
requiere tampoco mayor análisis correspondiendo ra recau». 

Por tanto, resuelvo: 

Admitir la excepción en la Mima cobrada en cuanto al 
10 % agregado "por morosidad". 

Rechazar, eon costas, las demás excepciones . y se 
Heve adelante la ejecución i»r el capital de * 74b.*». 1U ayo. 
eon más «OI intereses. - .V. &&&& 
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Dictamen del Proctiladúr G»WEfi*L 
Suprema Corle: 

La Municipalidad de la Ciudad (3o Tucumán do- 
mandó, por vía de apremio, a la compañía "La Eléc- 
trica del Norte, Sociedad Anónima" por eobro de ln 
suma de $ 821.241.40 ni, n. provenientes de liquidación 
de deuda por pavimentos; y paro responder al pago de 
esa cantidad más el 10 % de la inferna presupuestado 
para gastos de juicio, le embargó veinte y nueve tran- 
vías, los cables, las vías, siete plataformas (acoplados) 
un tranvía de auxilio y las columnas para sostén de los 
cables, según escrito de la aetora de fs. 2<i. 

La compañía impugnó la aplicación del procedi- 
miento do apremio pura el cobro aludido, planteando al 
respecto cuestión eonstitnciowt! (fs> 32/48). 

I*a sentencia dictada (fa. 144) ha desestimado las 
defensas opuestas ordenando proseguir el apremio por 
ta cantidad de % 746.583.10 in/n. más sus intereses y las 
coatas, Xo obstante no haberse pagado previamente los 

gravámenes que se reclaman y quedar expedita n la de- 
mandada ln vía ordinaria, interpuso |>ara ante V. H. 
a fs. l;W15!) t recurso extraordinario de apelación, el 
que le fué denegado a fs. 160. 

Se estaría en presencia de lo relatado, ante un 
caso similar al resuelto por V. K. en 191 : 104, donde 
expresé a ln Corte Suprema que siendo una cuestión de 
hecho el determinar si el agrario que infiere la senten- 
cia es o no irreparable, quedaba tal apreciación librada 
al criterio exclusivo del Tribunal para decidir si se 
trataba de un caso excepcional que justificara ta pro- 
cedencia del recurso interpuesto. 

Mantengo, pues, el mismo ponto de vista, que V*. E. 
aceptó en el caso preindieado. Buenos Aires, diciembre 
29 de 1941. — Juan Alvares. 
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Buenos Aírca, abril 29 de 1W2. 

Y vista la présenle causa caratulada "Recurso de 
Hecho dfeducídb por el demandado cu los autos Mumoi- 
pLudad I «Te Tu, m eJ »l* Eléctrica del Norte», para 
resolver sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que las mmm* propuestas por el «^"J* £ 
el escrito en que se interpone el recurso f^*W 
dentado -fe. 15G del emente remitido como mejor 
informe- pueden sintetizarse asi; 

l) EL ejercicio (le facultades judiciales por el in- 
tendente Municipal -intimación do pago, embargo , y 
citación de remate administrativos- efi VlOlatono del 
art. 18 de la Constitución Nacional- 

•n Falta título para el apremio; la atx.lmcion ad- 
ministrativa no reriaable juálclalmenté do dj» 
la mm * aquél, coarta « defensa, sin ley ^ 
autorice. Con ello se viola también el art 18 de la Ow- 
titución Nacional y ol principio de la divino, de loa 

poderes. divBeoiloeimií , 3lt0 (lc i a eS cepeión de impues- 
to* otorgada por el contrato de concesión ¡rmfQ 
gas, menoscaba el art. 17 de la Constitución Na«oüal 
porque afecta un derecho patruuomal de la ^cuteda. 

Que la primera cuestión no hasta para la proceden- 
ría del recurso extraordinario. Es, en efeeto, jurispru- 
dencia que cnando se lo interpone sob « 
violación de la defensa en 3 mcio, debe resuUar lo los 
auto 8 qne ta existido privación o **^*fg& 
cial d© ella, para que la apelación proceda -V , Fallos. 
189, 306 y 391 y los allí citado»—. 
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Que en cambio, resulta do la causo remitida como 
informe, que — cualesquiera hayan sido los trámites cum- 
plidos en la iniciación del procedimiento por el apo- 
derado municipal — do fs. 26 vta. cu adelanto un in- 
tervenido la justicia» que lia oído al recurrente — escrito 
de oposición ele ex«ipeÍQ»e«i U. ¡S u 48; uleRalo. U 133 
a 143— y ha abierto la causa a prut-tat — fs, 77 vta .— y 
ampliando a diez el primitivo termino do cinco din» 
señalado al efecto — fs. 113 vta. — produciéndose las 
ofrecidas por Us parte» —V. certificado de fs. 128—. 
Por último, el juez de 1» causa ha analizado; en su sen- 
tencia — fc. t44 — I» totalidad de las cuestiones plan- 
teadas. 

(¿ue calió aún agregar, que él apremia udinin istia- 
tivo no es ueti>sa ñámenle incompatible cotí la paran tía 
de la inviolabilidad <lo la defensa en juicio. Así lo tiene 
declarado expresamente esta Corte respecto de las eje- 
cuciones adniini.-tratjvas. del Banco Hipotecario Nacio- 
nal, a cuyo respecto puede verse : r'allos : 1ÍI0, $3, eonsid. 
penúltimo y último, y los precedemos allí citados. Por 
otra parte, lu omisión o deficiencia del mandamiento 
de Pag » no es necesariamente causa do invailidez <|e 
laa ejecuciones, según es jurisprudencia corriente —V. 
Jur. ÁFif.. 46, &62¡ (14,571, entre otros — u lo que (Hiede 
todavía añadirse que la facultad de requerir el pujío y 
embargar del receptor de rentas está provista en el 
art. 3* de la ley provincial de procedimientos adminis- 
trativos —de enero 5 de 1!>10— que ri#c para la Mm- 
nicipalidad de Tuenmán, a partir de la modificación de 
108 arts. 123, 124 y 12t¡ de ¡a ley or S ñniea municipal, por 
ley de 6 Je mayo do 1930. 

Qdc en tnles condicionen, esta Corte no encuentra 
que loa autos acrediten restricción de la defensa, en 
razón de la práctica do acto* judiciales por funcionarios 
administrativos, suficiente para au#or¡7,ar la concesión 
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del recurso extraordinario por invocación del art. 18 
de la Constitución Xaeioual. 

Que tampoco puede concederse la apelación fun- 
dada en lii iwcxtstoucia do título do apremio y en la 
falta de facultades judiciales para revisar Ja decisión 
administrativa al respecto, de que provendría la ca- 
renen* dé fundamento legal de la restricción de la de- 
fensa nue impone ose proced i miento. 

Que en efecto, In sentencia apelada se avoca al es- 
tadio de la suficiencia del título, que declara encua- 
drado en la norma que autoriza el apremio, todo pCt 
interpretación de la prueba acumulada y de principios 
de leyes locales y comunes* que esta ('orto no podría 
revisar — ni nuu so color de violación de alguna garan- 
tía o precepto cotistitueional — 8] no resultara mani- 
fiuato de los autos que la decisión fuera insostenible y 
constituyera el medio arbitrado para frustrar el de- 
recho federal invocado por el re cúrrente — V\ Fallo*: 

136, 131; 189, 1S2; 3íK», 50 y 

Que si bnstara invocar la garantía de la inviolabi- 
lidad de la defensa en juicio, para autorizar a esta 
Corte a revisar por vía del recurso extraordinario y 
fuera de lo* supuestos precedentemente enunciados, las 
conclusiones del juez do la causa en materia de derecho 
común y local, se habría encontrado el procedimiento 
para traer todas las ejecuciones y apremios provincia- 
les al conocimiento de esta Coi-.e por la vía del art. 14 
de la ley núm. 48. El recurso extraordinario dejaría así 
de ser tul, ¡mra transformarse en ordinario, con indu- 
dable violencia del réffimen y fundamento del mismo 
—Fallos; 179, 5; 190, 466. 

Que esta Corte no estima reunidos en la especie los 
requisitos mencionados, ni que sea, por consiguiente 
viable el recurso extraordinario por razón de la segunda 
cuestión enunciada al comienzo del pronunciamiento. 
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Qué por lo que hace a la tercera -descouocimicnto 
del art- 17 de la Constitución Nacional como conse- 
cuencia de la denegación de la franquicia de impues- 
tos otorgada por la concesión y 91Ú prórrogas— no 
«mstituve osa cuestión Moral real, basíante para 
autorizar la concesión del recurso extraordinario de- 



Que desde luego La concesión y m prórrogas, que 
contendrían la cláusula de exención que invoca el re- 
currente, no son nacionales. Xi la interpretación del 
alcance de su articulado, ni su compatibilidad con el 
art. 55 de la ley orgánica municipal de 1883 afectan al 
art, 31 de la Constitución Nacional, ni pueden, por con- 
siguiente, autorizar el recurso del art. 14 de ia ley 
núai. 48 —V. Fallos: 179, 5; 184, U*—. Ellas no confi- 
guran cuestión federal sota* la que esta Corle pueda 
tener conocimiento —V. en el mismo -sentido. Fallos; 
174, 64. 

Que por otra parle, no se ha iuvocado circunstan- 
cia alguna bástanle para otorgar al derecho que se die* 
originado en las referidas cláusulas contractuales, ca- 
rácter de adquirido —Fallos: 179, 15; 188, 251.1— . Kn 
tales condiciones, no se invocan sino actos emanados de 
autoridades provinciales, cuya interpretación y alcance 
son ajenos al recurso extraordinario. Y el pronuncia- 
miento judicial que al respecto recaiga no sería ata- 
cable como violatorio del art. 17 de la Constitución Na- 
cional, sino en los casos extraordinarios, ele sentencias 
arbitraria», faltas totalmente de fundamento, otro que 
la voluntad de los jueces, único supuesto en que procede- 
ría también el recurso extraordinario —V. Fallos: 1»4, 
137- 189, 306 y 391, entre otros—. Esta Corte no en- 
cuentra que 1h "sentencia recurrida adolezca de las men- 
cionadas tachas, ni <pie sea, por consiguiente, saseep- 
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tibie do recurso extraordinario sobro la base de la ga- 
rantía del art. 17 do la Constitución Nacional. 

Que no modificaría la* precedentes conclusiones, 
nitiguua consideración, |»r justa ijue ella pudiera pa- 
recer, respecto de la conven ioneia de exonerar de im- 
puestos a las empresas que Invierten capitales en obras 
de progresó; o sobre la demora con que lia procedido 
el municipio al cobro de su crédito; o roforente a la 
existencia de ejecuciones o demandas que la compañía 
ejecutada sigue contra la municipalidad iietora, por- 
que do semejantes circunstaneia* no surge caso federal 
alguno, susceptible de encuadrar cu el art. 14 de la ley 
nám 43 y 31 de la Constitución Xacioual. 

Que siendo ello así, y aun admitiendo une la sen- 
tencia dictada e» los anlos sea definitiva a los efectos 
del art. 14 de la ley mmi. 4S — V. Fallos: 188, 'J8ft; 191, 
43— corresponde declarar bien denegado el recurso 
extraordinario. 

Kn su mérito, se desestima lo queja interpuesta 
por la Sociedad Anónima ''I-a Eléctrica del Norte" boy 
«'Tranvías Eléctricos de Tucumán S. A.". 

Hágase naber; devuélvanse los autos elevados como 
mejor informe con copia del presente pronunciamiento. 
Repóngase el pflpel y archívese. 

ROPRRTO RpPET'TO — ASTOWIO 
SaCíVBNA. Ixilñ LlKARSS 

(ni tiisieleHcfo) — B. A. Na- 

ZAR AXCHORKSA [CU ÍuñdC*> 

cia) — F. Bahos Mejía. " 
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Disidencia 

Considerando : 

Qnc 011 el escrito de fs. 156 están llenados lodos los 
requisitos de forma requeridos para la i itfor| Kisición 
del recurso — art. 15 de la ley mim. 48. 

Que el reCBrftO ha sido uceado por referirse a una 
sentencia que no revista el carácter de definitiva, pu- 
diendo ser reparados sus electos en el juicio ordinario 
que después del apremio puedo iniciarse:, Dice que "por 
el monto de la deuda, im|w>rt«ncia da loa intereses de la 
empresa y el concepto de- mejora que tiene lo cobrado, 
el peligro de extinción material <le personas o cosas, 
contemplado por la Corte Suprema partí acordar exeep- 
eiones al prineipio de improcedencia del recurso extra- 
ordinario on el procedimiento do apremio'*, no existe 
en este caso y por ello misma no es procedente. 

Que, ojio no obstante, el apremio aparece hecho por 
la elevada suma de * J)03.3Gíx54 m/n. y («ira su pago 
han sido embargados todos los bienes de la empresa 
(acta de fs. 24 y demanda de fs. 28), 

Que esta Corte Suprema tiene establecido que, 
eomo excepción al prineipio general de que la» senten- 
cias en juicios ejecutivos o de apremio no dan lugar 
al reenrso extraordinario, so concede cuando las cir- 
cunstancias partieulares del caso, el monto elevado del 
juicio y el embargo de todos o la mayor parte do los 
bienes del deudor, hagan pensar que puede ser ineficaz 
el remedio del subsiguiente juicio ordinario, para repa- 
rar la lesión del derecho discutido o se haga imposible 
por la extinción de las personas o cosas u qnc se re- 
fiera (Fallos: 158, 78; 1«¿ 423 j 182. 2!)3 y muchos 
otros). 

Qnc la excepción tiene mayor razón de ser cuando 
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dol examen de todos los antecedentes y procedimientos 
seguidos» resulta que se ha pi cedido en una forma tal 
que puede haberme afectado sabstanoi alíñente la ga- 
rantía de la defensa un juicio — art. 1S de la Constitu- 
ción Kaeioital. 

Que de autos resulta. SpJtfl quien expidió el monda- 
miento de embargo y lo realizó fué el apoderado del 
Intendente Municipal, obrando por propia autoridad, 
lo que signifien qiu» fué él quien ¡)uzgO que el título in- 
vocado por sn mandante ¿ra suficientemente hábil para 
autorimr el juie'ut de apremio; íaenltiid delicada, que 
no puede ni del* tier confiada sin» al discernimiento de 
los jueces. La ley dol -4 do noviembre de I a -*» facúl- 
tate, por ene «rU. 123. U'-t y 12&¿ a Iti autoridad admi- 
nistrativa (no a los apoderados) a iniciar y seguir el 
juieio de apremio por cobro de impuesto*, fifi ' e 3* del 
8 de mayo de U'30, diotada por la Legislatura de Tu- 
cumán, después de madura di'liWa« t<*>n, en une tanto 
el autor del proyecto de reformas como oíros legisla- 
dores, criticaron por abusivo el procedimiento adminis- 
trativo, como reñido con el principio fundamental de 
la separación de los poderes, entregó a los jueces el co- 
nocimiento de estos «santos. Bien es cierto que el art. 
2* de la ley di' reformas dijo que las ejecuciones a que 
diera lugar el cobro de los impuestos y rentas munici- 
pales, seguirían el procedimiento de apremio adminis- 
trativo que rtge para 61 cobro de los impuestos provin- 
ciales, y Ui lev do la materia de enero 3 de lililí en sus 
arts. 1, '2 y 3 faculta a los receptores de rentas, proen- 
radores y ásenle* especiaba n realizar <-ml>nr¡j(os; pero 
aun así no es posible creer que la misma ley que expre- 
samente deroga las ilisposicioiies que acordaban tal fa- 
cultad y que tiene los antecedentes recordados, haya 
querido volver a conferirla. Hay forzosamente que in- 
terpretar sua términos ru un sentido restrictivo, retí- 
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riéndolos únicamente a los procedimientos ü> apremio 
de- Ja ley de 1010 uo comprendidos entre los derogados 
por la reforma, pues sólo así la sanción guarda armonía 

y lógica con los* propósitos de ella. 

Qufcn decreta un embarga m juicio di- apremio por 
suma que por su monto puede llevar a la ruina del 
apremiado, realiza, mu riada, una función delicadísima 
que solamente puede estar en las nimio* de un juez ca- 
paz de discernir CQ1I ciencia y eoneicmta si el lítnlo 
que presenta el interesado uereditn vcalnienlo la exis- 
tencia de un» deuda líquida y CxigilnY de las <[Uc traen 

aparejado ejecución. Kl embarco por sí g<o]ú comporta 
un agravio al pudrítuomo, si no es Bical ("andado, cua- 
lesquiera sean las iilterioridodes del proeedi miento, y 
la apertura con v\ del apremio significa una gran res- 
tricción de la defensa. Kn este caso a nadie puede 
ocultársete que, ejecutad* la compañía por una «unía 
tan grande, se va al réntate y liquidación de sus Hiencs. 

Ko se avendría con las garantías eoiistiliirionntes 
de la amplia defensa en juicio, una ley que facultara a 
un simple apoderado del pretendido acreedor a decre- 
tar un embargo, ju»£alido de la eficacia w Sfl propio 
lítnlo. o sea haciéndose juslicin a sí mismo o a So re- 
presentado. 

No hasta decir »jue la reparación de cualquier error 
viene después con la interposición do las excepciones 
que puede oponer el apremiado y cu último caso en el 
juicio ordinario subsiguiente. Abierto el juicio de apre- 
mio con el cmlwrgo, la defensa se restringe automáti- 
camente, adema* de circnn*rnl>¡rse a muí sola instan- 
cia. El juicio ■ rdinario subsistiente no siempre tiene 
la virtud de restablecer la justicia. A v«es sus efectos 
llegan tarde, después (pie los bienes lian sido remata- 
dos o liquidados, ocasionando la quiebra del apremiado, 
con lo que desaparece murta st» personalidad. ITn em- 
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burgo de todos los bienes del apremiado puede tener 
el efecto fftlal de imposibilitarlo para defenderse, por- 
tille lo priva de todo recurso. 

La declaración contenida cu el tercer considerando 
de la sentencia que diec: "l¿iie para este Juzgado el 
examen del lítalo que sirve ííé fase al apremio correa- 
pondo exclusivamente «1 poder administrador, y la de- 
cisión sobre su valides par* fundar el procedimiento de 
apremio no puede ser revocada por la autoridad ju- 
dicial", pono do manifiesto una flagrante violación de 
Ib garantía constitucional de la defensa en juicio. Pues- 
to que en tal juicio da upremiu «o pueden los jueces 
decir que el crédito que pretende tener el ejecutante no 
es do los que pneden perseguirse por la vía de apremio. 
Basta, pues, que la autoridad municipal se atribuya un 
crédito contra cualesquier concesionario, s-ociedad o par- 
ticular j- embargue todos sns bienes al presunto deudor 
para que los jueces estt'n obligado* a imprimir, u ciegas 
y sordamente, el procedimiento de apve-mio, liaeiendo 
caso omiso del mito fundamental delx-r judicial de exa- 
minar cuidadosamente el títuEo que sirve de base a la 
ejecución o al apremio, como lo exigen los arta. 253 y 
313 de la 1er federal do procedí miento* mun. 50 y 471 del 
Código de Procedimientos de la Capital antes do im- 
primir el trámite sumario- que se requiere i»or e» pre- 
sunto acreedor. 

La orden de pago, emlwrgo y venta de todo? lo» 
biones del presunto deudor, hecha por la autoridad ad- 
ministrativa, referida en el art. 123 de la ley orgánica 
municipal, fundada en un título que sólo otla se erea t 
no puede equipararse al derecho que las leyes naciona- 
les acuerdan al Banco Hipotecario para ejecutar el bien 
hipotecado de sus deudores morosos en virtud de con- 
tratos suscriptos por éstos, ante escribano público, en 
los que han aceptado todas sus cláusulas, y cuya cons- 
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títncionaUdad lia fundamentado esta Corte cu nume- 
roso* fallos. 

Otra co»tt se habría resuelto si el Banco hubiera 
pretendido ejecutar administrativamente a f*u presunto 
deudor por un crédito que no emanara del contrat o, como 
lo sería, por ejemplo, por daños causados a la cosa hi- 
potecada y cuyo monto el Banco fijara \m sí mismo a 

efectos del embargo y venta de t<nlos los bienes de 
aquél. 

De manera que bajo el punió de yist6 do las; gar&H- 
tías que det»'ii rodear a la defensa en juicio, no puede 
ser indiferente la investidura del funcionario que de- 
creta un embargo y al>re con él los proci-diimentos ex- 
cepcionales del apremio. 

En este caso no bastaba, que las oficinas recauda- 
doras de la Municipalidad certificaran qño I.a Kléctri- 
ca del Norte había dejudo de pagar los pavimentos para 
autorizar au apremio. Bra ucee >urio que dijeran que 
por tal acto o por su contrato de eou*-esión ella era 
deudora de esa contribución. Kra necesario la invoca- 
ción, de un título validó en virltul del cual a primo futir 

Ift obligación surgiera en forma líquida y exigiblc, ya 
que esta es condición s-'mr qim non de todo apremio. Kse 
titulo no {H)día ser otro que el contrato de concesión 
existente entre la Mnnieipalidail y la empresa, cele- 
brado en virtud de la ordenanza del 7 de agosto de 
1905, bajo cuyo amparo ésta se estableció en Tucurnán, 
vive y presta un servicio público. 

En este contrato se estipula que por treinta a fien 
la empresa no pagará impuesto ni cont r'ihiición alguna, 
debiendo después de este término percibir la Munici- 
palidad una parte de sus entradas. Y en el art. B3, al 
referirne ¡t los ai'irmiulo*, dice: "Si la Municipalidad 
resolviese caminar el afirmado actual por otro sistema, 
se gummis Ira ni lo» iniitoriales al ludo de la vía por 
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cuenta de la Mmüeipalidad, siendo de la del concesiona- 
rio la colocación de un ancho de dos metros. Igual pro- 
cedimiento so observará para los casos en que la Muni- 
cipalidad juzgue conveniente extender el afirmado a 
las eolios que aun no lo tienen". 

Corno ge ve, la situación de la empresa al respecto 
parece bien clara y precisa. Ella por renovaciones del 
afirmado no tiene que abonar ningún impuesto n¡ con- 
tribución en dinero, ni menos en cuotas ; notamente debe 
contribuir en parte eon la mano de obra. 

Pasando por sobre su concesión se trata de apli- 
carle el impuesto de pavimentación creado por ley moy 
posterior (leí año aduciendo el motivo de que la 
ordenanza de* líKíó no pudo exonerarla <le éste ni de 
ningún otro impuesto; que al hacerlo el (_ 'oncejo Deli- 
berante excedió sus facultades y por ello el acto no 
obliga a la entidad jurídico. 

Desde luego esta no es cuestión que deba diluci- 
darse en un juicio de apremio donde, como dijo esta 
Corte, *'se somete a mía persona a tan procedimiento 
especial y premioso quo coarta la libertad de la defen- 
sa" (Failos; 167, 423) sino que debe ventilarse en wn 
juicio ordinario en que la amplitud de los trámites per- 
mite un esclarecimiento pleno de los derechos discu- 
tidos. 

No es razonable, por otra parte, que mientras a 
la empresa se le exige el cumplimiento de loa deberes 
de la concesión, se le desconozcan los privilegios que 
la misma le acuerda como una compensación. O la con- 
cesión existe Coa todas sus obligaciones, derechos y pri- 
vilegios, o es nula y su nulidad debe ser pedida judi- 
cialmente por la parte interesada, para ser discutida 
ampliamente. 

La nulidad del nrt. 33 se hace reposar en la senten- 
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cía recurrida, on que habiendo aúlo votadu la conce- 
sión bajo la vigencia de ia ley orgánica de 1883, estaba 
prohibido por su art. "dispensar el pago de las con- 
tribuciones mmueipaies»* y en su art. 2% ine. 4 9 , sólo 
eoncedía al Concejo Deliberante lu facultad de l *dW 
o negar permiso a título gratuito u oneroso y por tiem- 
po limitado, para la construcción de tranvías'*. 

En el art. 48 «le dicha ley, donde se enumeran los 
impuestos que debe» reputóse municipales, no figura 
el de pavimentación. Parece *jue hasta unto-ucea no so 
había creado. Mal podía, entonces, dispensarse un im- 
puesto inexistente IVt'O sí podía, como se hizo, esta- 
blecer en qué proj>orcíón y forma debí» contribuir la 
empresa cu la construcción y renovación de la obra pú- 
blica de pavimentación a realizarse, y esta (estipula- 
ción, claramente consignada en el contrato de eoiire- 
aióu, e» válula v ri^e p»"> las pu'ícs como la ley misma. 
(Art. 1197 del Código Civil). 

No puede sostenerse tampoco, <jue esta concesión 
oomj>orte ana exoneración gratuita di; impuestos o con- 
tribuciones. Si la Municipalidad debía en lo futuro te- 
ner una participación en las entradas de la empresa, ló- 
gicamente tenía que concurrir cou algún aporte, y ese 
aporte bien putJo ner lu exoneración en parto o total de 
los impuestos que pudieran correwponderie. Y si la Mu- 
nicipalidad por el art. 22, iuc. 4» citado, podía dar el 
permiso pava lu mstulucióii del tranvía a título t/rutuito 
u omro^ü, optando' por esta última modalidad, pudo 
contratar renunciando a cobrar purcial o totalmente el 
impuesto que la nneva industria o actividad podía re- 
portarle, como una compensación del servido público 
que rót» deln'n prestar. Ka sábulo qne en aquellos tiem- 
pos, cuando la* capitales de provincia no conocían aún 
el servicio del tranvía elcVtrieo, se consideraba su ins- 
talación como uno de los beneficios más grandes que 
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podía llevarse a mu» ciudad, y es explicable que & auto- 
ridad encargada de promover este adelanto oíreeiero 
como estímulo al capital a invertirse la garantía ele 
una limitación en los impuestos a cobrar o a croarse. 

Tan exacto es lo que antecede que la misma Muni- 
cipalidad, a través de varias renovaciones del afirmado, 
creyó que no podía exigir ningún impuesto a la em- 
presa, y así 1c dice su representante a fs. 75. (Véase 
también lo que dito la misma parte a U¿ 131 y 132). Es 
supérente, ademán, que en el transcurso <le 27 años, 
desde gpe empezó a ffegir la concesión, jamás la Munici- 
palidad baya pretendido cobrar este impuesto, lo que, 
por lo menos, hace pensar que nunca tuvo seguridad 
de su derecho, 

Xo es dudoso-, mirada la cuestión desde otro punto 
de vista, que ni por ley, ni por ordenanza ha podido mo- 
dificarse las condiciones de la concesión, haciéndola más 
gravosa para la empresa con la creación de un impuesto 
nuevo en razón de la renovación de afirmados» desde 
que ello cstnlia previsto y limitado en el contrato y 
constituía una de las franquicias acordadas a la inver- 
sión del capital. 

Los derechos, franquicias y privilegios que nacen 
de una concesión del Estado para un servicie público, 
constituyen el patrimonio de la empresa» como cual- 
quier otro bien del dominio privado, y están amparados 
por el art. 17 de la Constitución Nocional. (Fallón: 
145, 307). 

Va contra esta garantía constitucional el eonce- 
dente cuando, valiéndose de un procedimiento extorsí- 
vo y limitativo de la defensa, o orno es el de apremio, pa- 
sa por sobre esos derecbos, franquicias y privilegios, 
ejecutando los bienes del concesionario, por pretendidas 
obligaciones acreditadas únicamente pOt «1 testimonio 
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de ana propios empleados, a los cuales por el hecho de 
revestir éstos autoridad, se les da fuerza ejecutiva, sin 
reparar si osas obligaciones contradicen los términos 
mismos de la concesión. Habría en ello uu ataque direc- 
to a la propiedad autorizado por «na sentencia carente 
de fundamento. (Fallos: 112, 384; 131, 367 ; 150, 84>. 

La alegación de que la* franquicias fueron renun- 
ciadas por la empresa al subscribir la cláusula K!, trans- 
cripta a fs. Ilfi en un contrato de prorroga del servicio 
de luz eléctrica que, por áctó reparado sacó en licitación 
y contrató la empresa, no cu convincente. Se tratu de 
nna cláusula adicional a un contrato completamente 
extraño a esta concesión. En ella nada se dice que sig- 
nifique la renuncia de tan importante privilegio, cuyo 
valor representaría varios cíenlo* de miles. Al decir 
que abonará ¡as cuotas que le correspondan par pavi- 
mentación, puede la empresa haberse referido a las que 
provengan de la concesión de servicios de luz, ya que 
de éata se trataba, y no de la otra. La interpretación 
de esta clásula y la fijación de su verdadero alcance, 
solamente podría hacerse con conocimiento del contrato 
en todas sus partes. La cita es trunca, indudablemente. 

La demandada lia aducido el hecho de que la Mu- 
nicipalidad de Tucumún se halla embargada en todos 
sus bienes y rentas por nna -deuda de millonea proco- 
dente de servicios impagos de la luz eléctrica, por eje- 
cución que ue le sigue ante el juzgado federal de Tacú- 
mán. Si esto fuera verdad, aleja la seguridad de que 
esta entidad pueda en lo futuro responder a los per- 
juicios que causaría a ln apremiada la venta y liquida- 
ción de sus bienes, pese a su carácter de persona jurí- 
dica de existencia necesaria, y constituiría así Una cir- 
eunaUncia más para que este asunto sea considerado 
con nn criterio de mayor amparo al derecho de pro- 
piedad. 
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Las observaciones, que preceden son bastantes para 
determinar a la Corto Su|>r&ma a abrir él recnr " 
fin de resolver, con un conocimiento mas amplio ' 
cosas, h\ debe o no dar curso al apremio en el 

easo planteado. 

En su mérito, doHúrase abierto el recurso extraor- 
dinario y, encontrtmdwn ul expediente en el Tribunal, 
A v tos ya la Oficina a los efectos del art. «• de la ley 
núm. 4055. Sewdanse los lunes y jueves o el siguiente día 
hábil ai alguno do acjuéltoí no lo fuere para iwtifica- 
cwne» en Seerctaría. 

iA'ia LfiSARSS — B. A. A AZAR 
ASCHOHIÍXA. 




MARTIN PERRO BAGl'EAR v. NACION ARGENTINA 
ADÜAXA: Importarán libre rf« ÁrttftM, — Infracciants. AUtraei4* 

del itratixo. 

El importador que introdujo libre <le derechos aduaneros 
papa para semilla coa el correspondiente certificado «po- 
dido por ia oficina sanitaria de importación y exportación 
de plantan, a que se refiere el art. V del decreto de oetebre 
8 de 1936. no es responsable del iwrjuicio originad© al 
Füwo por la circunstancia de que los compradores de esa 
wmilla hayan alterado su destino poniéndola en venta para 

el COMUn». 



Sentencia del Jves Federal 

Buenos Aires, agosto 6 de 





Y Vistos;: Para resolver en definitiva este juicio i 
por Martín Pedro Baguear V./ la Nación, por repetición 
puestos y 

Resultando ■ 

Que el actor en su carácter dé cesionario de loa derteboa 
y accione* correspondientes a doo Guillermo KIoosMrboer, 
presento y expone : 
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Que por el vapor Río Novo, entrado a puerto en octubre 
26 de 1938 el señor Guillermo Kloosterboer introdu'jo al país 
15.991 cajones de semilla de papa certificada. 

Cumplido con los requisitos que establecen las leyes y 
decretos reglamentarios para 3a introducción libre de la papa 
para semilla, la partida fué remitida al Mercado Nacional de 
Patatas, para su vema, la que sv realúú en la cantidad de 
10.575 cajones. 

Posteriormente y a miz de la comprobación <\w lucieran 
los inspectores de la Aduana cié la Capital de la existencia de 
varios cajonea du papa para semilla que se ofrecían para la 
venta al rucmideo y para el consumo y que formaban parto de 
la partida introduciiln por el señor Kloosterboer. la Adminis- 
tración do la Aduana inició uta sumario en el cual, sin tener en 
cuenta los decreto* qnp iv-daiucnraii la <-<>mpi-»l>a«-ióu de des* 
lino de la semilla certificada ile papa ni 1u» disposiciones, de 
lat ley 12.345, dictó sentencia imponiendo tina multa de 1.0UO 
pesos tn/n„ sin perjuicio del pago de los derechos correspon- 
dientes a G04.827 kilogramos de papú, o sea la cantidad de 

• 7.917.75 m/n., fallo qué fm- confirmado por sus fundamen- 
tos, por vrl Ministerio de Hacienda, 

El art. 4» de la ley de Aduana X" 11. 2*1 establece que será 
libre de derecho la importtioión da plantas vivas y semillas y 
el art. 10 del decreto reglamentario de dicha lev se refiere 

* la comprobación del empleo de la semilla de ¿apa. I«r el 
art. 17 del mismo decreto. 

En el año 1931, n raíz de un decreto del Gobierno Provi- 
sional, se menciona por priuiera ve¡¡ Iti comprobación de des- 
tino para la papa para semilFa, eiiamlo vcn«a en cajones con 
certificado sanitario El decreto que lleva feelia fi de octubre 
de 1931, estableció e derecho adicional del 10 % ad-v,ttorcm a 
tedas las Mercaderías de importación, con Tas excepciones con- 
signadas en su art. 1», entre las eunles se encuentra la papa 
para semilla introducida en las condiciones referidas. Rste 
decreto f«í convertido en la ley I1.5S& 

La comprobación de destino se reali-zaha en la práctica 
con an documento del Ministerio de Agricultura certificando 
que la semilla bahía sirio sembrada. 

El 8 do ajjosío de 1935 el P. E. dictó uti mi evo decreto, 
ordenando por su art. 1». que toda partida de .semilla de papa 
que se introduzca en el país deberá ser semilla certificada. 

Por último, cop fecha 8 de octubre de 19¡t6, se- reglamentó 
en forma definitiva la eotn probación de defino de la semilla 
importada, rej¡l amen tac ión o.ue ri«e rn la actualidad. El art. 
1» de dicho decreto establece: "A los fines de la comprobación 
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de destino de las papa» quf se importe para BemUU», en las 

condiciones que determina él decreto de 8 de agosto 
Mará romo único requisito el certificólo qu* expedirá ta ofi- 
cina sanitaria de Importación y Exportación de Plantas, acre- 
ditando ta condición <k semtíla ríe tttbérculo a importarte. 

Por lo tanto, en la actualidad, el único requisito que de- 
ben cumplir los importadores para justificar el < eatmo de la 
semilla de papa, es obtener e! certificado que expide la Oficina 

^"'siirendmrgo. la Aduana de la <'ap>lal al dictar la reso- 
lución a que se lia reíerido. no ha teñidlo ello en cuenta, asi 
como tamizo la* otras Aposiciones reglamentar .as que ngen 

A|?re«a que. si algún responsable existe del perjuicio que 
ocasiono ni Fisco el hecho de que n la papa para semilla no a* 
le hnva ilndo su debido empleo, es el poseedor de la mercadería, 
de acuerdo eon lo dispuesto por el art. 36 de la ley 12.345. 

Los cajones «le papas encontrados en los puestos del mer- 
cado de -sus propietarios poseyeres, tenían una etiqueta con 
la levenda "semilla de papa certificada". En las boletas de 
vmti que & le* entrcjró cuando adquirieron la mercadería se 
de . especial constancia ojie se les vendía semilla de papa. 

La lev "I responsabilizar a I«i poseedores de las 

mercaderías en infracción, cansantes de la utilización mde- 
bidu. creó la sanción y. en consecuencia, la acción necesaria 
para poder dirigir contra elle* el procedimiento, para obligar- 
los n p8S«r la* multa» y los dereelio* respectivos- . 

En mérito de todo ello, .solícita se condene a la dación al 
papo de la suma de siete mil novecientos diez y siete peso* 
con setenta centavos monedé nacional, eon intereses y casta* 
Que el señor representante de la Nación contesta U De- 
manda expresando que como resulta de las constancias admi- 
nistrativa* ajrrefrndns. iwtá acreditado que el rédente del actor, 
señor Kloosterboer. propietario de la "semilla de papa en 
cuestión, una vez que teta estuvo en el Mercado Nacional de 
Papa», transfirió los 15.901 cajones, en concitación a firmas 
que, ]vor razones de inscripción, podían vender en dicho raer- 
De manera, pues, que establecido en forma indudable que 
el señor Kloosterboer como propietario de la mercadería, ven- 
dió lns papas por intermedio <!<• consignatarios, las que fueron 
destinadas al consumo, resulta también evidente su responsa- 
bilidad Y más evidente aún, si se tiene en cuenta la forma 
fraccionada o en pequeñas ventas, no superiores a 1$ o 20 ca- 
jones y, acunas hasta de 2 y S, en que fué liquidada la 
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mercadería. Agregue a ello la calidad de los eompradoree, 
pneatero* de mercados, feriantes, carboneros, etc., lo que quita 
toda dada que el propietario de la "imilla de papa certifi- 
cada", sabía perfeet a mentí- que no era adquirida o que se 
vendía par» la siembra, sino pan el consumo. 

En las condiciones puntualizadas, no pueden aceptarse en 
manera alguna las razón*** i[w* **n descargu aduce la demunda, 
si tienen vigencia las interpretaciones o aplicaciones de normas 
legales que se citan con total olvido de lo expresamente legis- 
lado en el art. 36 de la ley 12.34$ 

Para terminar quiere dejar puntualizado que la disposi- 
ción del art. 36 de la ley 12..'M3, alcanza por igual al impor- 
tador y al poseedor de hi mercadería en infracción. 

Por todo lo espuesto, niega que el actor en sn carácter 
de cesionario de don t¡iiíllerniQ Kloosterboer tenga derecho a 
reclamar al Fisco Nacional la repetición de la suma que pre- 
tende, eorrrapoiidicndo en eonseetienna. y así lo solicita, el 
reto ai o de la demanda, con costa». 

Considerando i 

Que el ari. 4° de la ley 11.281 sí bien autoriza la importa- 
ción libre de derechos de las papas destinadas para semilla, no 
especifica en qué forma se acreditará dieho destino. 

El P. E. por decreto de octubre 8 de 1936 — Nüm. 92.013, 
agregado a fs. 67 — reglamentando aquella disposición, tiene 
establecido que a los fines de la comprobación de destino de 
las papas que se importen para semilla bastará como único re- 
quuúto el certificado ifae expedirá la Oficina Sanitaria de 
Importación y Esportieión de Plantas, acreditando la condi- 
ción de semilla de tubérculo a importarse. 

De los informes tiVmcos que precedieron a «Helio decreto 
— f». 60), 62 y 6:i — se adujo que en el caso especial de la papn. 
contra ría mente a lo que ocurre con otra* semillas, no es indis- 
pensable- para acreditar el destino real, uno se pruebe su siem- 
bra, porque esta se cultiva especialmente para «mUta, se ex- 
porta a tal objeto y cuesta más que la papa de consumo. Por 
•atas razones, se decía, bastaría por lo tanto como comproba- 
ción de deslino, que el Ministerio de Agricultura certificara 
simplemente que ae trata de pa|>a |>ara semilla certificada, in- 
troducida n*e acuerdo ;t! decreto, del 8 de aposto de 1935, eri- 
terio que el P. E. adoptó en el decreto mencionado de octubre 
8 At 1936. "como ánirtt requinte" para acreditar el destino 
de la papa-semilla, excluyendo la comprobación efectiva de la 
siembra. 

<Joe a estar a la» omprobac iones practicadas por la Adua- 
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na en el sumario instruido, de ellas surge que lo» envtaea in- 
troducido» por el importador implicado en autos, todoe tiim 
8« a correspondientes certificados en a *>™ ?*^» 
por <l decreto, razón por la qn* la propia Aduana habí i aaton- 
Jado en su oportunidad, la importación libre de derecho*. 

El art 36 de la ley 12.S45. autoriza reprimir en lo* caw» 
de imanación Libre dé tienta toda v« que el objeto impor- 
tado i halle fuera del sitio o condición "en que na uralmente 
debería encontrar", o sea, en lugar. «tefe condición rife 
MCión q» c implique una transgremon «1 motno de la iraa- 

qU " ,C QUí la comprobación en autos de haberse hallado las papaa- 
senuUa importadas, «D escaparate de mercado, de plan, ^ 
de ser ofrecidos al público comprador, con ta «jpwal P«^- 
eión exigida por el decreto referido de tratar» de «milla, 
no importa violación a ninguna u> las ílusposicionea 
reglamentarias vigentes, puesto que bien se «^f^ela in- 
terpretación reglamentaria administrativa, qué el destino wal 
de la plantación es situación de heclio que se? présame de n«rt- 
sario cumplimiento por las circunstancias que sirvieron de fun- 
damento al deereto nl'.m. 32.013, y a lo* informes tóemeos que 

'* P ÑrharZ.-3o el **ñor Procurador 

deereto como contrario al art * de a ley 11.2» 1. C ^J«J 
deelarar improcedente la resolución impugnada de la Aduana 
v la reapwtiva resolución superior confirmatoria. 
X Por tanto y lo «puesto, fallo: declarar que la Nación debe 
devolver al actor don Martín Pedro Baguear como «noun 
del importador don Guillermo Kloosterboer, la suma de siete 
mil novecientos diej v siete- pesos con setenta y cinco centavos 
ZSSSm ob!ada ou co,,cep.o Má^ft WQ 
ción por los despachos de directo Nos. 121983 y »L?l¡¡Jg 
iutíreses desde la notificación de la demanda y sin coata* 
atento la novedad del caso remello Not fiques*. ^«Md 
y arehívef*, previa devolución del expediente adminia- 
_ Bmiüo L. González. 



Séntexcta de \.\ I'Ámara Federal 

Buenos Aires, noviembre 28 de 1941. 

I Y vistos: 

Por roa fundamentos qW n ajustan en un todo a las dis- 
posiciones legales y reglamentarias pertinentes y a las cons- 
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tancias de estcu autos, conCírmas« la sentencia apelada de fe 
80, iin coatas. Devuélvase. — Cortos del Compitió. — Juan A. 
González Calderón. — JSuqukl S. rtr Olato. 

FALLO DE LA COK TE SIPREMA 

Bueno* Aire», abril 2» de 1942. 

Y vistos: el reeiirso ordinario de apelación deduci- 
do en los autos " Baguen r Murtin Pedro v. la Xación 
sobre repetición". 

Por BOA fundamentos se confirma la sentencia de 
fojas S».> sin costas asimismo cu esta instancia, dada la 
naturaleza de las enviones planteadas, — Hágase sa- 
ber y devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se 
repondrá el papel 

RoBEarro Hkpktto— Antonio Sa- 

OARNA LlIlS LlNAHES — B. 

A. NASaB AXCIIÜRBNA - V. 

Ramos Mwía. 



JAVIER ZAPATA Y OTltOS 

JüJn$r>tccio\~: Coñffóftf -wín* jifw. 

La preeminencia reconocida por el nrt. 38 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal a la justicia federal no « 
óbice para que tas autoridad" 1 * de los diversos estados que 
forman la Nación se presten roeíproea ayuda para la re- 
presión de los delitos. 

JÜRISDICCIOX: Conflictos, entre jueces. 

El juez federal requerido por uno <le provincia para obte- 
ner la enmpareneiji do un reo procesado ante el primero ' 
«efecto de tomarle declaración indngntoria *n la causa que 
por otro delito instruye el se«iindo, debe cumplir la ro- 
gatoria lan pronto, como *é haya realizado la diligencia 
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que lo impedía -e» Ü «» la P° r el art ' 41 

del Código Penal. 



DlCTAMKS DEL PwwrHAWm.ORNRRAL 

Suprema Corte: 

Se procesa a Javier Zapata y otros ante el juzgado 
de Instrucción 1" XouilnjieUni de Rosario .de Santa Fe 
por estafa al primero y por falsedad de documento pú- 
blico a los demás. Entre estos figura el Dr. Rolando 
Lucchíni, cuva comparencia al solo objeto de prestar 
declaración indagatoria ífté ordenada a fe U ea la 
causa respectiva; a cuyo fin se libró oficio al jaez fe- 
deral de Tucumún. 

Este magistrado lia denegado por dos veces (ta. 
87 y 114 vta. de dieta pausa) la requisitoria en razón 
de ío dispuesto |>or el art. 38 del Código de Proveimien- 
tos Criminales, por encontrarse el referido Lucchim 
afectado u la cania anuida ante dictio juez federal con- 
tra Agustín Fernández Mediano y otros aohrc circu- 
lación de falsos billetes de Banco; *ogúa resulta del in- 
forme de fs. 11 del incidente BOlíré competencia agrega- 
do por cuerda floja. 

Trae ahora el juez de Kosnr¡« ese conflicto a reso- 
lución de V. y corresponde dirimirlo atento lo dis- 
puesto por el art. ír> de la ley 4035, como ya lo hiciera 
en caso flinñlar la Corto Suprema (148:316). 

Es de suponer, atento el tiempo transcurrido, que. 
la razón invocada por ol juez federal a f s. 1 1 vta. del 
ineidente a K rcgado -estado de la tramitación de la 
causa para negarse a cumplir el pedido del juez de 
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Rosario, haya desaparecido; y <pie esté ahora en condi- 
ciones de remitir el procesado al sólo objeto solicitado, 
y» que no hay discusión alguna acerca de la jurisdic- 
ción de ambos jueces. 

Auii'iui? así no fuera, la obligación subsiste toda 
vez que para el breve tiempo que demandará el cumpli- 
miento de lu medida solicitada, lia debido encontrar 
ocasión oportuna; máxime si como lo establece en su 
precitada resolución, U\ causa estaría en estado do «eu- 
teneia. 

Las razones aducidas por la Curte Hnprema en el 
caso indicado para llegar a la expresada conclusión, 
concernientes a la buena administración de la justicia* 
a la recíproca ayuda que deben pircslarsc la» autorida- 
des de los diversos estados que forman la Nación, y a 
la elemental cortesía Jo relaciones entre jueces, son de 
estricta aplicación al caso de autos. 

Las doy por reproducida* n objeto de <pje V. E. 
dirima el presente conflicto ordenando se dé cumpli- 
miento a la rogatoria del juez del Rosario. — Kuouoh 
Aires, abril 1G de 1942. — Jitan Alvares. 



F.VIAO DK I.A CORTE SITRRJIU 

Buenos Aires, abril 29 de 1942. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
aeñor Procurador General de la Xación, oonoordantea 
con las razones invocadas por esta Corte en el fallo re- 



proeno, ivnBvuf a la F.xtma. Suprema «ort> .(n-tifia *> la fi*~ 
ei6m, coa lo actuado, «olieitandose o-u« «"n casi» de iosiaft-neia nohre «mi- 
iá4a & la eanwi cayo* cántUrté r objeto rooprcíamente *e ha 
« rían, * «Jipío «r-resarlo n«i para .d inmediato oír " 
B*%}artñ C<w#fo", 
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gistrado en el tomo 148, |mgina .117 do su colección, se 
declara que el señor juez de TnCTunán debe poner a día- 
posición del señor juez de !u ciudad de Rosario al pro- 
cesado Rolando Gaspar üjechtpi a fin ile tomarte de- 
claración indagatoria, por el término breve que a ese 
efecto le señalará, una vez cumplida la diligencia pres- 
criba por el art. 41 del CoAgO " W 
magistrado lince referencia en la resolución «le fs. 11 

vuelta. 

En consecuencia, el despacho dirigido por el sOBOV 
juez dé instrucción de Rosario de Santa Fe, en la causa 
incoada fl .Javier Zapata y otros, al señor juez federal 
de la ciudad de Tuenmún, debo cumplirse por osle úl- 
timo en los término» señalados. A sus efecto», devuél- 
vanse los autos ni señor juez «ÍO inslrik-cion de la ciu- 
dad de Rosario, V Secretaría, & Nominación, para n»e 
lo reitere con transcripción de esta resolución. 

Robehto Hki-ktto — Anto.n io Sa- 
iiAitK a — Le» Linares — B. 
A. Xazah Axchoresa — F. 
RANOS Mejía. 




A8o 1942 - Mayo 



JUAN DIIPRE r. PROVINCIA DE BUENOS AIRE9 

PASOS T PERJUICIOS: Jkrjxmwfcitofed <M Eti*A* y * te 
pertowu jurídicúi. 



Kl Estado es responsable de los dafios y perjuicio» 
nados a un acreedor por la venta del inmueble de so deudo*, 
efectuada por este no obstante la inhibición correctamente 
anotada a pedido de aquél, si la enajenación ae hizo sobre 
la bw de un certificado del Registro de la Propiedad según 
el cual no existía inhibición por el nombre que el escri- 
bano solicitante —poniendo una • en tugar de una y— i*v 
dicaba como correspondiente al dueño del campo que aa 
pretendía vender y acerca de cuyo dominio y eon*li¿ion«i 
del mismo también pedia, a eee efecto, que aa certificara. 

Dictamen del Procubador Getouí. 
Suprema Corte; 

Procede en ei súb judke la jurisdicción originaria, 

de este tribunal por tratarse de cansa civil en que ea 
parte aetora un vecino de la Capital Federal y deman- 
dada una provincia, conforme resolta de la información 
producida a fs. 4 y vta. Así lo admitió el decreto de la 
presidencia obrante a fs. 5, y desde entonces no ha va- 
riado la situación a tal respecto. 
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fcsii! Iiojj c i imple ¡no aiunn si- encuclilla 3 ion cfc*M<u de pcrmillr 
lü hú«|ucilA por pagina tleiilm del Volumen 




Corte Süpbema de Justicia de la Nación 

Ull l'l/ltl.f C A 4 WtR VI'IN A 



Mó FAIXOS DE UA COKTB BUPSEMA 

Por lo que hace al foudo del asunto, trátase de 
cuestiones de derecho común, o referibles a la aprecia- 
ción de la prueba rendida y ajenas por ello a mi dic- 
tamen. - Buenos Aires, setiembre 30 de 1941. - Juan 
Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 4 de 1942. 

Y vistos los autos do jurisdicción originaria seguí- 
dos por don Juan Dupré contra la Provincia de Buenos 
Aires, por indemnización de daños e intereses ocasio- 
nados por culpa de los empleados del Registro de la 
Propiedad Inmobiliaria, y resultando; 

Que el actor se presenta a fs. 1 entablando juicio 
ordinario contra la provincia aduciendo el becho de que 
en una ejecución que seguía en el juzgado letrado de 
esta Capital, sección 16, contra don Agustín Luis Paro- 
dy por el pago de un documento de 9 2.000 y sus intere- 
se*, se ordenó la inhibición general del deudor y se anotó 
en el Registro de la Propiedad de la Provincia de Bue- 
nos Airea. Que a los pocos meses de esta anotación, supo 
que el deudor inhibido habíu vendido un inmueble ubi- 
cado en el partido de Pilar, inscripto bajo el niíin. 2309, 
folio 9 t a un señor Mairet y que la venta, no obstante 
la inhibición y estar la propiedud a nombre de su deu- 
dor, se había registrado sin inconveniente alguno. Que 
averiguado el hecho, resulta que el deudor, diferencian- 
do en una letra an apellido — Parodi en lugar de Paro- 

dy había realizado esa operación en la Escribanía 

de don Abelardo C. Miranda quien, llenando las for- 
mas de ley, Iiabía pedido previamente informe a la ofi- 
cina de registro sobre si la propiedad de don Agustín 
Luis Parodi reconocía algún embargo o inhibición, «1 
que fué evaeuado negativamente. En base de ese ínfor- 
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me se hizo U escrituración y registro de la venta; Bien- 
do de notar quo esa propiedad en la fecha en que ae ta» 
1& iahibición de Parody figuraba ya como de este, adqtu- 
rida por herencia de au esposo fallecida doña Angélica 
Jacinta Fontana de Parody y no de Parodi cou i launa. 

Considera que el funcionario que expidió ese infor- 
mo errado y permitió después el registro de la venta, 
procedió con culpabilidad, y que su conducta irregular 
fué la causa de que el actor hubiese sido perjudicado, 
permitiendo la eubstracción del patrimonio de so deu- 
dor inhibido, de na inmueble que debió responder a la 
ejecución que seguía. 

Invoca en su apoyo la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema para responsabilizar al gobierno por la falta 
de su personal en et Registro, citando el fallo que corre 
en el 1. 182, pág. 5, recaído en un cnso análogo. Termina 
pidiendo que se le condene al pago de $ 2.000 m/n., inte- 
reses y costas del juicio. 

Funda la jurisdicción originaria de la Corte en que 
se trata de un pleito civil contra un Estado federal ini- 
ciado por un vecino de eata Capital. (Art. 101 do la 
Constitución Nacional}. 

DeBpuéa de comprobado el fuero, bo corre traslado 
de la demanda al Gobierno de Buenos Airo t, quien la 
contesta a fa. 14 por intermedio del doctor José A. Qtür- 
no Costa, quien dice: Que "niego los necbos quo se 
exponen por ignorarlos, como así también niego el de- 
recho v jurisprudencia que se invocan como aplicables". 
Que ateniéndose al escrito de demanda, el Begistro 
ha expendo con justeza el certificado pedido por el es- 
cribano Miranda, quien en todo caso, es el que debe dar 
fe do la identidad de loa personas y cuidar el detalle de 
Ib ortografía del apellido, no correspondiendo quo so 
responsabilice a la provincia. 
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Por todo lo cual, pido el rechazo de U demanda con 

Después se abre la cansa a prueba a fs. 17 vta. So 
produce la que certifica el secretario a fs. 54. Se pre- 
sentan los respectivos alegatos y se oyó al señor Pro- 
curador General a fs. 70. Y a fs. 70 vta, ae llama auto* 
para definitiva. 

T considerando : 

Que por la prueba producida en autos resaltan pro- 
bados todos los hechos en que el actor ha fundado su 
demanda. (Informe del Registro de fs. 36). 

Que el inmueble de que se trata figuraba cuando se 
anotó la inhibición, como de propiedad de Parody, en 
virtud de escritora publica de fecha diciembre 19 de 
1934, ante el escribano D. Osvaldo L. Gregorini, en la 
que consta que aquél la bobo por herencia de su finada 
esposa Angélica Jacinta Fontana de Parody. 

Que la «JecEaración de fs. 49 del escribano Abelardo 
C- Miranda resulta rectificada por el informe del Re- 
gistro en cnanto dice que la propiedad figuraba a nom- 
bre de Parodi cuando ante él se hizo la venta a Mar- 
aet <no Maíret); pues, según dicho informe, estaba a 
nombre de Parody (con y griega). 

Que es innegable que el Registro no ha debido in- 
formar que la propiedad de que se trata estaba libre, 
desde que quien aparecía como dueño figuraba inhibi- 
do. El funcionario que expidió el informe, si no lo hizo 
con malicia, ha incurrido en una grave falta, dando lagar 
a que ae realizara una operación en fraude de loa dere- 
chos que debía haber salvaguardado la anotación del 
Registro. Esto independientemente de la responsabili- 
dad en que puede haber incurrido el eaeribano autorizan- 
do ana escritura donde el nombre del otorgante, coya 
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identidad debió constarle, aparece desfigurado y en qae 
el eertifieado del Begiatro se refería a un inmnebte de 
P&rodí y no de Parody como figuraba en. el título de 
adquisición y su registre*. 

Que por el informe expedido por el Registro se ve 
quo la propiedad enajenada sólo reconocía un gravamen 
hipotecario a favor de tercero por nrfn. 2.500, según 
escritora de fecha 31 de marzo de 1935 celebrada ante «! 
escribano Julián Constanza, y habiéndose vendido por 
escritura del 9 de setiembre del mismo año a Marzet por 
pesos 10.750, resalta que el bien valía lo suficiente para 
cubrir el crédito de Dupré (testimonio de fs. 42) con 
interósea y costas, deapaéa de pagar el gravamen hipo- 
tecario. 

Que aquella falta del funcionario del Hegístro res- 
ponsabiliza al gobierno de la provincia ante el damnifi- 
cado por sos consecuencias, según la doctrina extensa- 
mente fundada en el fallo citado por el actor y en otros 
muchos que la confirman. (Fallos: 182, 146 y 210; 1*4, 
652; 183, 247; 184, 378 y otros). 

En sn mérito* y no habiéndose alegado por el apo- 
derado de la Provincia de Buenos Aires que el deudor 
tenga otros bienes con que pueda pagar al acreedor, ae 
la condena al abono de dos mil pesos moneda nacional, 
iub intereses y costa» del juicio ejecutivo, en «I término 
de veinte días, por resarcimiento del daño causado. Con 
costas. Notifíquese, repóngase el papel y archívese. 

Bobhrto jBsrKTTo — Atttowio 8a- 
oabna — Luis Likabbs — B. 
A. Nazab AxcBO&EMa — F. 
Ramos Mbjía. 
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S. A. LABORATORIOS SUARRY 

JURISDICCION RACIONAL Y PROVISCIAL. 

PODER DE POLICIA. 

Por regla general el poder de pállela corresiwmdo u las pro- 
viñeta. La Nación lo íJeWe «? *l territorio de ollas sulo 
en los casos en que le lia sido expresamente con fe rulo o es 
una consecuencia forzosa Ue otras facultades constitucio- 
nales, 

COMERCIO IN7ERPROVIXCÍAL. 

JURISDICCION NACIONAL X PROVINCIAL. 

PODER DÉ POLICIA. 

PODER LEGISLATIVO. 

YA poder il«*l Congreso pura reslar las común íeao iones Ín- 
ter provinciales ts ion extenso y absoluto, que U convierte en 
el deber de vigilar que el intercambio entre lfl* provincias 
y !a traiismisiún ilc ideas por cualquier medio. <1r*Uc el eo- 
rreo a caballo Imstn la telefonía, no Man obstruidos o estor- 
bados de un modo innecesario por la legislación local. 

COMERCIO INTERPROVINCIAL. 

JURISDICCION NACIONAL Y PROVINCIAL 

PODER DE POLICÍA. 

PODER LEGISLATIVO. 

La facultad de la Nación para intervenir en todo lo refe- 
rente a la instalación de líneas y reclamen tac ión de los ser- 
vicios telefónicos es incuestionable y no puede ser interfe- 
rida, obstruida ni obstaculizada por las autoridades pro- 
vinciales, 

COMERCIO IXTERPROYISCIAL, 

CONSTITUCION' NAC/OXAL: Censtiinrionalidad e inconstitHCÍo- 
malidad. Lty*a ¡.roeinriales. Leyes tfa onUn <itfmini*trativt>. 
JCRISDWCIOX NACIONAL X PROVINCIAL. 
PODER DF. POUCIA. 
PODER LEGISLATIVO. 

La exigencia de la previa antnrifneión por una autoridad 
local para la publicación de un aviso en la guSa telefónica 
de una empresa sujeta a la jurisdicción, nacional —como la 
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que contienen lee orla. 34 de la ley 2287 de Santa Fe > U 
de su reftUmentación — interfiere i a facultad exclusiva del 
Gobierno Nacional pare reglar el comercio y las comunica, 
ciones interprovinciales y es repugnante al art. 67, mes. 
12 y 13, de la Constitución Nneional, en virtud del cual M 
haii dictado las leyes federales 750 % y 4408 y el decreto 
yi.r»93 de octubre f» d<* 1936, reírla menta rio del servicio te- 
lefónico público, a los cuales deben sujetarse las provincias 
conrorme al nrt. 31 do la Constitución. 

LEY: Principio* generales. 

A CTOS JUMIHCOS: Suliáaá. 

Lo cjiie nn ra posible hacer directamente a causa de una 
prohibición lc¡*al, tampoco puedo hacerse indirectamente. 

•* 

CQNSTITVC'OX *iAC'iOXAL: Principia» arneraTes. Contralor por 
tt Poder Judicial. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Frincipioa Qtneralts. 

La circunstancia de que La multa establecida por una ley 
inconstitucional, no haya sido impuesta a la compañía, te- 
lefónica que editó la guía donde apareció el aviso penado 
l>or aquélla sino al avisador, no es úbiee para que la Corta 
Suprema kp pronuncie acerca de la invalidez de dicha ley 
en el recurw extraordinario interpuesto por el multado. 

Díctame» del Procurado* Gsnebal 
Suprema Corte: 

A fs. 41 expedí dictamen sosteniendo la manifiesta 
improcedencia del recurso extraordinario traído a deci- 
sión del tribunal; pero V. K. a fs. 43 decidió su aper- 
tura í 1 ). 

Las razones dndas en aquella oportunidad ae refie- 
ren también al fondo del asunto. Las doy por reprodu- 
cidas contestando la vista que V. B. me ha conferido nue- 
vamente. - Buenos Aires, marzo 9 do 1942. - Juan 
Alvares. 

S») ra**; isa, 3W. 
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FALLO DE LA CORTE SUPRE1CA 

Buenos Aires, mayo 6 de 1942. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por La- 
boratorios Suarry. S. A. contra la resolución <3cl Consejo 
Deontológico de la segunda circunscripción judicial de 
la Provincia do Santa Fe, que le impono una multa de 
den pesos moneda nacional por infracción al art. 34 de 
la ley provincial núm. ¿'287. 

Considerando : 

Que la sociedad recurrente publicó en la guía de la 
Compañía Unión Telefónica del Río de la Plata, año 
1940, para servicio de los abonados de la ciudad de Rosa- 
rio y poblaciones do la jurisdicción un aviso de la espe- 
cialidad farmacéutica "(ieniol" sin autorización dol 
Consejo Dcontológico de esa cíuda<L, por lo cual, y en 
virtud d* lo establecida por el art. 34 de la ley provincial 
núm. 2287, el citado consejo le impuso una multa de cien 
pesos moneda nacional. 

Que el citado art. 34 y el 11 do su Tcglamentaeión 
dicen : " Los anuncio?, por cualquier medio, relacionados 
con el arte de curar, serán previamente autorizado»* para 
su publicación por el Consejo Médico — boy Consejo 
Deonto lógico— . La infracción será penada coa cien a 
doscientos pesos do multa*'. "Prohíbese hacer toda clase 
de anuncios de profesionales y de medicamentos llama- 
dos específicos, en revistas, periódicos, volantes, carte- 
les, pantallaa cinematográficas, radiotelefonía, etc. y 
cualquier otro medio, sin la autorización del Consejo Mé- 
dico respectivo. Constituidos los anuncios ya existentes, 
deberán ser sometidos a su aprobación dentro del térmi- 
no de sesenta ''íaa. Los infractores sufrirán las penalida- 
des establecidas por la ley". 
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Que el recurrente sostiene que esa reglamentación, 
aplicada a su caso, es contraria a 1*9 arta. 10, 11, 31 y 
67 inc. 12 de la Constitución Nacional y leyes nacionales 
núms. 75GVÍ> y 4408, por cuanto la guía está destinada 
al servicio telefónico de diversas localidades de las pro- 
vincias de Santa Fe, Córdoba y Buenos Aires, lo que le 
da carácter intcrprovtncini, el servicio telefónico inter- 
provincial está sometido a la jurisdicción nacional* el P. 
E. de la Nación ha establecido la obligación de editar 
guías telefónicas neraostrales y no puede permitirae qnc 
una autoridad local eensur" esas guías, tanto más cuan- 
to que el aviso censurado se limita a reproducir fielmente 
oi envase de! proJueto tal cual se vende en toda la Ro- 
pública contando con la aprobución del Departamento 
Nacional de Higiene; y por cuanto so trata de un pro- 
ducto nacional en venta en todo el país y !a traba de la 
propaganda afecta el comercio interestadual. 

Que la procedencia del recurso ya fué resuelta por 
la Corte a fs. 43, por lo que sóln corresponde resolver el 
fondo de la cuestión planteada. 

Quo las autoridades estaduaíes han procedido, en el 
caso, en ejercicio del poder de policía en protección de 
la salud pública, por lo que corresponde dejar estableci- 
do desde ya el carácter y extensión de ese poder. Esta 
Corte ha dicho —Fallos: 104, 5— y es doctrina que ha 
aplicado en otros casos: "Como norma general, dentro 
del régimen federativo de nuestro sistema institucional, 
semejante al de Estados Unidos de Amériea, el poder de 
policía corresponde a l«a provincias o estados y la Na- 
ción lo ejerce dentro del territorio de loa mismos, sólo 
cuando expresamente le lian sido conferidos o son una 
forzosa eonsecnencia de otras facultades constituciona- 
les",. "E¡n el sistema constitucional americano, dice Coo- 
l*y, el poder para establecer la ordinaria regulación o> 
policía ha sido dejado a los estados particulares y lio 
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ka puede ser substraído en todo o en parte para sn ejer- 
cicio por el Congreso, fíi tampoco puede el Gobierno 
Nacional, por medio de cualquiera do sus departamentos 
o funcionarios asumir una supervisión o contralor de la 
regulación policial de los estados. Todo lo que la auto- 
ridad federal puede hacer es observar que los estados, 
encubriéndole con ese poder, no invadan la esfera de la 
soberanía nacional, impidiendo u obstruyendo el ejerci- 
cio de to<la autoridad conferida por la Constitución a la 
Nación, a priven a cualquier ciudadano de los derechos 
garantidos por la Cons; lución Federal. ConstilutioHal 
Ijimitatiavft, 8* edición, año lífJí, volumen 2\ p-ág. 1232". 
Y ha dicho también, caso del mismo tomo, twíg. 104-, "que 
el derecho do la Nación o del Congreso pura reglamen- 
tar las comunicaciones entre las provincias. . . como lo 
enseñan los maestros y la jurisprudencia, es tan extenso 
y absoluto, que se convierte para el Congreso en el deber 
de vigilar que el intercambio entre los estados y la tras- 
misión de ideas |K>r cualquier clase de sistema, desde 
el correo a caballo liaste la telefonía, no sea obstruida 
estorbada de un modo innecesario por la legislación 
de Ion estados. f Cou-ley, Derecho Constitucional, Regla- 
mentación del Comercio, pág. -60)". 

Que la Compañía Unión Telefónica del Bío de la 
Plata, editora do la guía en que se publico el aviso ori- 
gen de la infracción penada, está sometida a la juris- 
dicción nacional en virtud de lo establecido por las leyes 
núms. 750| j y 4403, dictadas en razón de las fneultades 
otorgadas por el art. 67 inca. ¿2 y 13 de la Constitución 
Nacional, f a facultad del Gobierno Nacional para inter- 
venir en todo lo que se refiere a la instalación de las 
líneas y regla mentación de los servicios es incuestiona- 
ble y no puede sor interferida, obstruida ni obstaculí- 
lada por las autoridades de provincia. 

Que en virtud de esta facultad, el P. E, de la Na- 
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don por el decreto núm. 91.698, de octubre 5 de 1936, re- 
glamentando el servicio telefónico público, ¡\ipuso a lo* 
pormisionarios do tal servicio la obligación de publicar 
semestralmente en la Capital Federa! y en aquellas lo- 
calidades qac por su importancia así lo exijan, la guía 
de abonados en la forma y con los datos que la miama 
disposición fija. 

Es en razón de esta obligación que ha sido publicada 
la guía para la zona comercial de líos ario que compren- 
de también localidades de las povineias de Bueno* 
Airea y Córdoba, según resulta de la guía que so twne 
a la vista. 

Que de los antecedentes expuestos resulta con toda 
claridad que la cuestión se reduce n resolver 6i la exi- 
gencia de autorización previa de una autoridad local, 
para la publicación do un aviso en la guía telefónica de 
una empresa sujeta a la jurisdicción nacional interfiere, 
obstaculiwi u obstruye la facultad cx?lusiva del Go- 
bierno Nacional para reglar el comercio y las comuni- 
caciones intcrprovinciales quo le otorga el art. 67 inca. 
12 y 13 de la Constitución Xneional, en cuyn virtud se 
han dictado Jas leyes mims, "50'/ 3 y 4408 y el decreto 
reglamentario ya citado, a las que están obligadas a 
sujetarse las provincias como lo dispone el art. 31 de la 
Constitución. 

Que !a conclusión afirmativa no ofrece duda. Basta 
considerar las consecuencias que para la confección 
de las guías tendría la intervención de laa distintas auto- 
ridades de los estados en la naturaleza y contenido de 
los avisos que el comercio insertara en las guías, inser- 
ción permitida por la autoridad nacional, tanto más A 
una misma guia, por razones de radio de influencia del 
comercio o densidad de las comunicaciones, sirve loca- 
lidades cercanas poro de distinta jurisdicción provin- 
cial. Se croaría la necesidad do multiplicar las guías, 
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con recargos de gastos que podrían repercutir en la 
marcha de las empresas, y con perjuicio del servicio 
público por cuanto los abonados no podrían tener las 
guías comprendiendo la generalidad do los teléfonos 
existentes dentro de una misma zona con unidad de co- 
municaciones, con los que tienen derecho a comunicarse 
dentro del servicio normal. En el presente caso la exi- 
gencia aparece más- excesiva si se» tiene en cuenta f| ue 
se trata del aviso do una espceuilidnd médica que se 
limita a reproducir-, según su afirma sin contradicción 
y resulta de la guía y de la copia de fs. 12, el envnse del 
producto tal como lia sido autorizado por el Departa- 
mento Nacional de Higiene, de un producto nacional que 
so fabrica en esta Capital donde ha sido notificado el fa- 
bricante para que concurra al juicio. 

Que la circunstancia de que el multado no sea la 
compañía telefónica, sino e3 avisador, carece de influen- 
cia para resolver el caso, pues es un principio general, 
que esta Corte lia invocado en otros casos — Fallos: 
184, 280— que !o que no se puede liaeer directamente 
a causa de una prohibición legal, tampoco puede hacer- 
se indirectamente. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
Geno ral de la Nación, so declara que la aplicación del 
art. 34 de la ley núm. 2287 de !u Provincia de Santa Fe 
y 11 de su reglamentación a los avisos publicados en 
las guías telefónicas, es contrario a los nrts. 31 y 67, 
Ídcs. 12 y 13, dfi la Constitución Nacional y, en conse- 
cuencia, se revoca Ja resolución apelada en cuanto ha 
podido ser materia de! recurso. Notifíqitesc y devuél- 
vanse los presentes autos, reponiéndose el papel en su 
oportunidad- 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

OARNA LüIS tvIN'ARKS B. 

A. NÁZAB Axcuorejía — P. 
Ramos MejÍa. 
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BUSTILLO v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS BARCARIOS 

JUBILACION DR EMPLEADOS BASCAMOS: DtvoimcU» d* 
aportes. 

La circunstancia de que el director de ana institución ban- 
caria elegido por un período determinado no baya sido re- 
electo, no equivale n la declaración de cesantía previe-ta en 
el art. 57 de la ley 11.575 ni le autoriza o exigir la devola- 
de los nportes efectuados a la Cuja de Jubilaciones de 



Dictamen del PaocunADon Gekbrai, 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones de la ley especial nútn. 11.575 y ser la sen- 
tencia definitiva contraria al dereclio invocado por el 
apelante. 

En cuanto al fondo del asunto, lie aquí el caso. En 
diciembre de 1939 D. Ezequiol Bustillo, afiliado a la 
Caja Bancaria, solicitó devolución de aportes invocan- 
do el art. 71 ínc. 15 do la ley mnn. 11.575, aunque al 
parecer quiso referirse al art. 15 de dicha ley; y com- 
probado por el informe de fa. 6 que desde enero 1* de 
ose año percibía sueldo en la administración nacional 
como Presidente de la Dirección do Parques Nacionales, 
la citada Caja hizo lugar a la devolución de los apor- 
tes ingresados con posterioridad a aquella fecha, bajo 
el concepto de que lal pedido comportaba opción por 
el régimen do la ley núm. 434í> durante el breve tér- 
mino en que habfa dcsompoiiado simultáneamente am- 
bos empleos. Consta a fs. 14 que el interesado perei- 
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bió, ain reservas, la suma de * 15,72 por aportes e inte- 
reses (mano 5/941). 

Ello no obstante, meses más tarde (junio 25, fs. 17) 
Bustillo fórmalo análogo pedido respecto de loa apor- 
tes anteriores al 1" de- enero de 1939 invocando, esta 
vez, lo dispuesto por el art. 57 inc. a) de la ley 
aúm. 11.575, pues a su juicio la circunstancia de no 
baber sido reelecto director del Banco Español del Río 
de la Plata al veneimicuto del término de su mandato 
(fs. 19), equivale a la declaración, de cesantía prevista 
en dicho artículo. 

A mi entender no existe la similitud que o) inte- 
resado pretende entre ambas situaciones, pues la de- 
volución de aportes autorizada por el citado art. 57 
reviste carácter compensatorio del perjuirio que sufre 
quieu inesperadamente cesa en su empleo, condición que 
no concurre cuando de nnl-emu.no se conoce y acepta tal 
eventualidad. De los estatuios agregados a fa. 30 
(art. 11) resulta que la duración del cargo de director 
era, en este ca¡so, de tres anos. 

fin su mérito, pienso que corresponde confirmar 
el fallo de fs. 40 en cuanto Ita podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, abril 21 de 1942. — Juan Al- 
vare*. 
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Buenos Airo*», mayo 6 de 1942. 

Y Vistos: Kl recurso extraordinario deducido por 
Ezequiel Bustillo en juicio con la Caja Banearia, con- 
tra la sentencia dictada por 3a Cámara Federal de la 
Capital. 

Por bus fundamentos y de acuerdo con ul prece- 
dente dictamen del señor Procurador General, 80 con- 
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firma la sentencia de fojas 40 en cuanto pudo aer ma- 
teria de rocurno. llágase saber y devuélvanse. 

Roberto JÍepetto — Luis Lika- 
itHs — B. A. Nazar Awcho>- 
heíía _ F. Ramos Muría, 



HECTOR 8- C0B0XA v. JUAN" E. CORONA 

RECURSO EXTRAOftDISARIO: Cortas. 

No correspondo a la Corte Suprema en el recurso extraor- 
dinario, sino al tribunal superior de la -causa, el pronun- 
ciarse neerep tic las cosías aplicadas por éste al litigante 
que ba resultado f-anancioso en definitiva (>). 



RODOLFO A. (JAMES v. PROVINCIA DE íllíEKOS AIRES 

JURISDICCION: Jiiri>d¡ed4n originaría. Causas en quo ts parU 
una provincia:. Cuestiones constitudonaleá. 

Corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte Supre- 
ma el juicio promovido con J ra una provincia, en el cual 
se impugna la validez de un decreto del poder ejecutivo de 
la misma como contrario a la Constitución Nacional. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES; Dereeno 
de prupirdad. 

EMPLEADOS PUBLICOS; Relaciones con el Estada. 
PENSIONES: Principios generales. 

lia jubilación y fa pensión no nacen de un contrato enere el 
Estado y su beneficiario; su monto no es un bien definitiva- 
mente incorporado al patrimonio y puede ser dismínnfdo 
para lo sucemvo de acuerdo a las exigencias de una política 
repula rizadora, si bien ningnna ley podria hacer caducar 
ni herir substancial y arbilrariamenjte al beneficio, cayo 
carácter se rige tan sólo por normas provinciales. 

(i) Fecha del fallo: mayo 6 de 1M2. 
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COSSTITÜCTOS XACWSAL: Co*stitac¡onalidad e i*a**$tÜMCÍo- 

malidad. Dentina lexala. 

JUBILACIONES. 

El ciérrelo d«-l P. E. ele la Provine! a d* Buenos Aires de 26 
de enero de 1939. aprobado por ley de 14 de septiembre del 
mismo año. en cumplimiento del cual a* efectuaron deacuen- 
toa en los haberes de loa ex-ma «¡airados judiciales de aquella 
provincia, na «< violalorio de los aria. 14 y 17 de la Consti- 
tución Nacional. 

DlCTAMKX DEb PltOCURADOR OfiSBRAL 

Suprema Corte: 

El caso sitb-iudice correspondo al conocimiento orí- 
Binario de V. K. por ser parle demandada una provin- 
cia y haberse puesto en tela do juicio la constitueiona- 
lidad de un decreto expedido por el gobierno de la 
misma. 

Kn cuanlo al fondo del asunto, pienso que para for- 
mar opinión definitiva serían convenientes algunas in- 
formaciones complementarias. Al votar el presupuesto 
para el año en curso, la legislatura do Buenos Airea 
autorizó al P. K. para realizar economías por seis mi- 
llonea de pesos, m-uliante- la aplicación de las medidas 
que estimara convenientes, sobre el total presupuesta- 
do para In administración; y en ejercicio de tal venia, 
el P. E. efectuó rebajas sobre los sueldos, y tam- 
bién sobre las jubilaciones (decreto de enero 20 de 1939, 
fa. 43). Kn tales circunstancias, un jubilado en la ma- 
gistratura —Pon Kodolfo A. Games — pide se con- 
dene a la provincia a devolverle el importe de dicha 
rebaja, por conceptuar que el P- E. excedió sus atri- 
buciones constitucionales. 

A mi entender, hace fatta dejar establecido: 

a) Sí la jubilación del reclamante estaba incluida 
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en el presupuesto provincial para 1939, o se pagaba 
por otra «.'aja; 

1») Si la Legislatura aprobó el decreto aludido, 
que a fs. (¡9, consta le fué remitido a tal efeeto. 

Ainlios eoneeptofi pudieran hacer que este caso no 
sen equiparable a los resueltos por V, E. con gran 
acopio de fundamentos, en 179: 3¡>4 y 408, 180 : 274 y 
tátopoco al que motivó mi dictamen del '26 de noviembre 
de lttttó in re Giménei w Buenos Aires. 

Salvo mc-jor criterio de V. K., correspondería, pues, 
requerir informe para mejor proveer, acerca de los dos 
punto» que acnhit de expresar. Buenos Aires, octubre 
19 de 103!>. — t/rtan Aleares, 

DlCTAM KN DEL PllUCURADOK (ÍEXKiiAL 

Suprema Corte: 

Las medidas que solicité cu mi dictamen de fs. 99 
(Oct. 10 de Í03S)¿ tenían por objeto establecer si el 
decreto del V. 0- de Buenos Aires que impuro las re- 
bajas materia de esto juicio, fué ratificado por la legis- 
latura; y también, si él motilo de tales rebajas ingresó 
ni patrimonio ile la provincia o al del montepío. 

1-os nuevos elementos de criterio u portados con tal 
motivo demuestran, a mi entender, que cualquier duda 
acerca do si la legislatura provincial liabía autorizado 
al P. K. para hacer el descuento, queda disipada con 
el texto de la lev que obra cu copia a fs. 115 y lleva 
fe-cha del 14 tic setiembre do 1ÍI3ÍI. No podría aplicarse 
entonces a esle caso la salvedad que V. fí. formuló 
en 17!» : -108 y 180: 274, acerca do la imprescindible ne- 
cesidad de autorixaeiún legislativa. 

Respecta ni segundo punto, no encuentro todavía 
muy claro si las rebajas ingresaron o no al patrimonio 
de la demandada ; pero como el argumento anterior bas- 
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taría para desestimar las pretensiones del actor, paré- 
cerne innecesario ahondar la investigación a ese res- 
pecto. 

Doy, pues, par reproducidos los argumentos que 
formulé en mi dictamen riel caso Giménez, coincidentes 
con tos admitidos por V. K. en los dos fallos recordados. 
En su mérito, pienso que la demanda no procede. Bue- 
no* Aires, agosto 6 de 194U. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 6 do 1942. 

Y vistos: El juicio de jurisdicción originaria se- 
guido por Rodolfo A. (¡ames, hoy sus herederos, con- 
tra la Provincia de Buenos Aires, aobre iuconstitucio- 
nalidad de un decreto. 

BcauEtando; 

Quo a fs. 2 ?e presenta Kodolfo A. Games, por de- 
recho propio, demandando a la Provincia de Buenos 
Aires por "reintegración de su patrimonio y devolu- 
ción de dinero desapoderado". Dice en síntesis : quo es 
jubilado provincial nú ni. 10"Sí>, como miembro del poder 
judicial, y que p! 1*. R por decreto núni. 53 del -<¡ de 
enero de 1!>39 le hn rebajado su jubilación mensual; que 
ese decreto es manifiestamente meonstilucional por 
conculcar los claros principios de los arts. 14 y 17 de 
la Constitución Nacional y subvertir las leyes de mon- 
tepío y de presupuesto que establecen, lo contrario ; 
que ni aun por íey se puede detentar un centavo de la 
renta ¿ubüatoria; que si su jubilación lia sido acordada 
en base a nna ley de montepío aparece primnrio que 
un mero decreto gubernamental, por sí solo, carece de 
imperio para cercenar su asignación jubilatoria; que el 
Montepío Civil —dentro de la Provincia— encuadro 
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perfectamente en el contrato de renta vitalicia ( que el 
decreto que impugna infringe los arts. 3, 4044 y 4045 
del Código Civil y 31 y 67 de la Constitución Nacional 
y pide que en su debida oportunidad se declare el de- 
creto impugnado inconstitucional y violatorio (le la ley 
y se condene a la demandada a devolver íntegramente 

el dinero indebidamente detentado y las cantidades de 

que prosiga apoderándose hasta el fallo, con intereses 
y las costas. 

Que corrido traslado de la demanda ésta fué con- 
testada a fs. 10 por Guillermo X. Viacava eo repre- 
sentación de la Provincia de Buenos Aires, pidiendo su 
rechazo con costas. Dice : qne en cuanto a los hechos 
le correspondo proba ríos al actor; que el decreto im- 
pugnado es válido y constitucional por cuanto no exis- 
te en la constitución de la provincia cláusula alguna que 
prohiba la disminución de los sueldos a los magistra- 
dos mientras permanezcan en sus funciones, y si con 

respecto a los sueldos de los magistrados en actividad 
no hay inconveniente legal en que sean modificados o 
disminuidos, con mayor razón no lo hay cuando se trata 
de ex magistrados ya jubilados; que la legislatura auto- 
rizó por la ley del presupuesto al P. E. a realizar eco- 
nomías medíante las medidas que estimase convenien- 
tes y no es del caso entrar a analizar las razones de 
orden público y económico que motivaron esa autoriza- 
ción ; que do acuerdo con esa autorización, inobjetable 
coQstitucionalmente, el P. E. dictó el decreto de reba- 
jas; qne ni las jubilaciones ni las pensiones son irrevo- 
cables, intangibles o definitivas en el sentido de qne 
no se puedan disminuir como consecuencia de una me- 
dida de orden general y público cuando es autorizada 
por el poder legislativo qne la creara; -que esto se fun- 
da en el carácter de la relación jurídica entre el estado 
y sus agentes, relación que el estado provincial orga- 
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oiza y modifica unilateral mente medíanle leyes o re- 
glamentos, sin que aquéllos puedan alegar un derecho 
adquirido; que ningún precepto constitucional o legal 
consigna derecho irrevocablemente adquirido, ni se 0])O- 
ne a la disminución de las jubilaciones cu virtud do una 
medida de orden general. Termina pidiendo se rechace 
la demanda, con costas. 

Que abierto- el juido a prtiooa se produjo la que 
indica el certificado de fs. 7(¿, las partes alegaron a 
fs. 7<J y !U, el señor Procurador (ienerul de la Nación 
se expide a fs. Síl y 12ü, llamándose autos paru defi- 
nitiva a ís. 1-'t> vta. 

Considerando; 

t¿ne siendo parte una provincia y tratándose u la 
inconstituciunalulud de un decreto provincial la juris- 
dicción originaria de la t'ortc os procedente — urts. 1ÜÜ 
y 101 de la Constitución iNucionul; dallos; 18$ ü;íü; 

188, ío.». 

Que en -nulos lia quedado probado que el Dr. Ro- 
dolfo A- (Junes era juliilado del Montepío Civil de la 
Provincia de- Unenos Aires bajo el núm. llKD, eon una 
asignación mensual de 5 931¿5Q ta/a., como magistrado 
judicial; que el P. R por decreto UtUii. 53 del S¡ de 
enero de li'3'.t, invocando estar autorizado |iur la ley 
de presupuesto vigente, estableció que las jubilaciones 
y pensiones ho pagarían con un descuento que el mismo 
decreto establecía; (pie desde esa fecha el doctor (Ja- 
mes sufrió en su asignación mensual un descuento de 
$ D7.81 m/n. ; que el deereto de que se trata fué some- 
tido a la aprobación de la legislatura el 14- de junio 
d© 1^39, la que aprobó la escala de descuentos por ley 
núm. 475S promulgada el 14 ele septiembre siguiente. 

Que la cuestión sobre la conformidad o diseonfor- 
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gada por fa ley del presupuesto ha quedado descarta- 
da por la u-y posterior aprobatoria de los descuentos, 
y establecido, así, el origen legal de los mismos, por 
lo ijue sólo queda a resolver fij el deséllenlo realizado 
en la jubilación ya otorgada es contrario a los 8r.t& 14 
y 17 de la Constitución Nacional. 

(¿ue el caso así planteado lia sido resuelto por esta 
Corle n:¡lvrud¡um-iitc en mentida negativo, cstablecien. 
do los piiiuientes principios: la jubilación y ilusión uo 
nacen (tu un contrato entre el Es lado y s« beneficiario; 
t>n immto no puede rcpnlarsc un bren definitivamente 

iiif(»r]n»rado ai patrimonio sino que, por el carácter do 

orden publico que tienen las leyes sobro la materia, 
puede ser limitado para lo sucesivo, do acuerdo u las 
exigencias do una política regulari oidora, pora ningnita 
ley podría liftcer caducar ol beneficio ni herirla substan- 
cialíucitte por un nuevo régimen de arbitrariedad; sólo 
las provim-ias interpretan sus propia* instituciones en 
cuanto no surjan agravios a las nacionales, y el carác- 
ter del lten.-fieio a los empicados — activos o jubilados — 
ro sq condiciona por pineeptos constitucionales o lé- 
gale* do la Nación, sino exclusivamente provinciales 
—Fallos: 17!>, 3!M y 40* ; ISO, 274; 1S$, 5fe¡ 1W>, 428. 

(¿tn> esto principios, ampliamente expuestos ea 
los fallos citados y cuyos fundamentos es innecesario 
repetir „na vez más, determinan «1 rechazo de la acción 
deducida. 

Por eslos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por oí señor Procurador (¡enera! de la 
Nación se desestima la demanda, sin costiis dada la 
natnralWM de la* cuestiones debatidas. Xolifíquese, re- 
póngase el pajK-1 y archívese, 

Roi.f.::to Kf.i'!:tto — Lcis Lina- 
res — Ii. A. &ASAH Ancho- 
BB$a — K, Hamos Mmía. 
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ALDO F. MORANDO v. PROVINCIA DE DUEÑOS AIRES 

EMPRESTITOS. 
TITULOS AÍ. PORTADOR. 

El gobierno que emitió un empréstito no puede suspender 
vúli.!«mente ej pugo de los servicios correspondientes a loa 
títulos del mismo que; por haberse dejado sin erecto res- 
pecto a ellos lit denuncia formularia |*or ñuten riecia haber- 
Jos perdido, volvieron a U circulación y fueron adquiridos 
por el uctop. 

Dictamen DtíL Pi.oci-ilvi.or Geskeral 
Suprema Corto: 

Don Aldo F. Morando, VM¡Bp rio esta ciudad (ta, «), 
demanda u la Provincia do Buenos Aires por cumpli- 
miento do obligaciones emergentes de títulos de em- 
préstito» así como de una oferta posterior que había 
sido- bocha por la provincia deudora y aceptada por el 
presunto acreedor. Bajo tales conceptos, trátase de 
"cansa civil" conformo lo admitiera implícitamente el 
decreto de la Presidencia obrante a fs. 10 vta. t corres- 
pondiendo en consecuencia la jurisdicción originaria do 
esta Corto. 

La cuestión de fondo versa sobre cuestiones de 
hecho o de derecho común, — cxigibilidari de las obli- 
gaciones emergentes de títulos cuya pérdida fué denun- 
ciada— materias ¿unhns qno, en ritror, escapan a mi 
dictamen. Bueno» Aires, jumo 5 de 1941. — Juan Al- 
vares. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 6 de 1942. 

Y vistos los autos seguidos por don Aldo E. Mo- 
rando en ' .risdiccLón originaría, contra la Provincia de 
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Buenos Aires, sobre conversión y pago ele títulos, y re- 
sultando; 

Que el actor dice que ea tenedor de 34 títulos de 
$ 100.80 % o 1Í0 libras (le los emitidos por la provincia 
en 1909, Empréstito Exterior de Meridiano Quinto, cu- 
ya numeración detalla en seguida, y que representan 
• 3.427.20 o As. o $ 7.789.09 m/n. Que la provincia pro- 
puso a los tenedores de esa clase de títulos en 1933, 
1934 y 1*135 un reajuste de servicios de interés y amor- 
tización a partir del 1" de enero de 1936. Para los que 
uo aceptaran se mantenía la situación existente. En el 
bono generol confeccionado se estableció un régimen pa- 
ra los bonos aceptantes y otro para los bonos no acep- 
tantes. 

ix>s bonos de referencia fueron presentados, aco- 
gí endoso a la reducción. Debían pasar a la clase da 
aceptantes, pero se hizo valor unn oposición de la casa 
Tornquist fundada en que eran títulos extraviados. So 
detuvo el canje y se dejaron de pngar los interese» 
desde junio de 11*36. 

Que la oposición tiene estos antecedentes: En ju- 
lio 2 de 1924, aquélla formuló ante el Gobierno denun- 
cia por la pérdida de 261 títulos de esa emisión extra- 
viados en un naufragio, {..leñando los trámites del Có- 
digo de Comoreio, el 14 de abril de 1926 se comunicó 
la oposición al banco de la provincia y a casas ban- 
carias de Londres y París, Erlanger y Cía. y Loáis 
Droyfns y Cía., los tres como banqueros. Posterior- 
mente, habiendo objetado la contaduría quo loa denun- 
ciantes no habían cumplido sus obligaciones de agre- 
gación del Bolet ín Oficial y de publicaciones en los dia- 
rios de la Capital Federal, así como otras formalida- 
des dispuestas por decreto del 18 de marzo de 1924, 
y que, por otra parte, los títulos en su totalidad, se 
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hallaban en circulación, el I*. B., por decreto del 11 de 
enero de I#Í7, dejó sin efecto In denuncia u oposición. 

ÍCo obstante ello y después de transcurridos Ircce 
años, esa oposición sigue gravitando en el gol tierno pa- 
ra rehusar lu conversión de Ion títulos y para suspen- 
der el payo de sus wrVfreioS, 

(¿uc la situaWóu de sus títulos es tüea clara. Pre- 
sentados j)or nn tenedor do Un-na IV. que los había ad- 
quirido en p!azn ani*¡í de las publicaeiónes del reclamo, 
la misma denunciadle pidió v[ levantamiento cío la opo- 
sición — exjHKlieides K. !f.VJüí. !Í2S y T. i:t.iKS(>/í»2*) — . 
Algo mi\&: en esle expediente Itlzo constar que había 
recibido oí importe de ]os 20] títulos extraviados, de 
la compañía de seguros "< 'ouiiucivíul l'nión Assuran- 
co OompHiiy Uiiilled", quedando clcsiiilcrcsnda. Por 

el decreto del 11 de enero no liahía para lu provincia 
oposición; tampoco liabía para el denunciante que ex- 
cluyó estos títulos expresamente. Kstalian, pues, cu 
perfecta* condiciones p:ir:i el canje y pnra reeiliir el 
pago de íos ¿servicios, t'onvicilc liaen- indar que dcs- 
puós de ):i denuncia do g$&| y liufltfl el año l'X'C> se pa- 
garon éstos «'orríenlenieulo. La dificultad so planteó 
al eol»r«rso los de jmiio de II'míí, ya cuando habían traiis- 
curriilo nuevo años desde que se diotú el decreto que 
anuló In denuncia. 

VA empréstito al que corresponden sus títulos es 

pagadero en libras en landres, en francos en Paría y 
en pesos oro en el banco de 3a provincia, siendo de 
presentación optativa en las diferputes plnzns. 

<¿iio os perfectamente k ;ral p!:i ntonr ci reclamo de 
que se haga efectivo el canje, ront'ornie al plan de re- 
ajuste prometido., o en su defecto que se» liquiden en 
efectivo los títulos y se abonen los servicios nlrasudos, 
en el plazo perentorio que jndieialmi'iile se fije, a cuyo 
efecto la demanda se buce por siete mil setecientos 
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ochenta y nueve pesos con nuevo centavos moneda na- 
cional, intereses y costas tlcl juicio. 

Funda !a competencia de Ja Corte en que se trata 
<le un pleito civil entro uua provincia y un vecino de 
otra. Agrega i|uo tratándose de títulos al portador, 
presenta Bolamente uno Iwijo c! titira, 1264, conservan- 
do en su pjxfótf los demás, para evitar riesgos, con car- 
go do exhibirlos en ca>fo necesario, 

( Wrido traslado de la demanda, el doctor Gregorio 
1 • Escudero a fs. 1!) la contesta en nomlire de Buenos 

Airea, diciendo que no le han llegado de la s oficinas 

los datos que bahía pedido y que a fin ge no dejar de- 
sidia la instancia, "niega los hechos invocados por 
el aelor así Como también la aplicabilídad del derecho 
que en el mismo pretende", Pide pl rechazo de la de- 
manda con cosías. 

La eausn se abre a prueba a Js. 27 vía. Se produ- 
ce por rl actor Rolaim-nic la que certifica el secretario 
a fs. 58. Luego se presentan los alegatos por las par- 
tes. Se oye a fs. 82 al señor Procurador General. A 
fs. 82 vta, se Uárna en seguida auto» para definitiva. 

Y considerando: 

1') Qu« de la prueba producida en autos resulta 
que ¡a compañía "Ernesto Toniqitist Ltda." hizo ante 
el escribano Ramón Dibnr, el 20 de jimio de 1924, de- 
nuncia dfi haberse extraviado 2ÍÜ títulos del emprés- 
tito Meridiano V 5 , o sea de la clase, do los que meneio- 
na la demanda, en escritura que corre a fs. 7, la que 
fué presentada nJ gobierno de la provincia a los efectos 
del art. 752 y sigtas, del Código de Comercio. Este 
dictó una resolución del 18 de marzo de 1025 (í&, 20 
expediente 44.934) en que se ordenó las publicaciones 
del caso y que se hiciera saber la denuncia a las Imlsas 
y mercados del país y a loa banqueros encargados del 
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pago de los títulos en París y Londres, de acuerdo al 
art 748- También se dispuso que el "Crédito Públi- 
co" formulara las planillas respectivas do loa cupones, 
cayo importe debía dc|>osi£arse en las é|>ocas fijadas 
para ser reservados, de acuerdo a lo quo dispone el 
art. 755 citado. 

2*) Que con feelta julio 14 do W2G se presentó 
ante el ministerio <le hacienda don Amaro N. Detry, 
exponiendo que por el boletín oficial sabía do In opo- 
eicióu trabada a pedido <lc la casa Torwjuist sobre una 
cantidad de títulos del referido empréstito "La Plata 
a Meridiano Quinto", leyes 1909 y Í$Í% y que él era 
poseedor de 111 títulos de $ 100.04 % cuya numera- 
ción coincide con los ijue se mencionan en la oposición. 
Que os tos títulos los adquirió en las ruedos oficiales 
de la bolsa <ic comercio por intermedio del corredor 
Amadeo A. Bonncu. Acompaño cuatro certificados de 
bancos de esta plaza por los cuales so acreditaba que 
tales títulos habían estado depositados en sus eajas a 
nombre del expolíente antes de la publicación de |q>s avi- 
sos de la oposición y, por lo tanto, estaba probada su 
propiedad. Que, en consecuencia, pedía que se levan- 
tara la interdicción que pesaba sobre los mismos (ex- 
pediente 73.5S1, fs. f>). Pasada su presentación a in- 
formo do la contaduría, ésta hace constar que, efecti- 
vamente, los títulos de Detry coinciden en su numera- 
ción con los indicados en el neta de oposición de la casa 
Tornquiat, menos dos; de manera que el reclamo debía 
reducirse al número de 109 títulos. Informó- también 
que las publicaciones de la oposición no hc ban hecho 
en forma y en oportunidad. Indicó que esta presenta- 
ción de Detry dchc [Misar a conocimiento de la casa de- 
nunciante (informe de fs. 8). A su vez el "Crédito 
Público", tomando intervención en el asunto, aconsejó 
que, en vístu do que el gerente de la bolsa de comercio 
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ha informado que todos los títulos que posee Detry es- 
tán en circulación, debe dejarse sin efecto la oposición 
de la casa Tornquist. 

3*) El P. E. en enero 11 do 1927 resuelve dejar 
sin efecto la oposición y que so notifique a las partes 
(fs. 11 del expediente citado). Se manda linccr saber, 
igualmente, a los banqueros de Londres y Paría, seño- 
ros Erlnnger y Cía. y Luis Drcyfus y Oía., a la bolsa 
de comercio y al banco de la provincia. El 31 de enero 
del mismo año se notifica a la casa Tornquist, la que 
hace la reserva de que cree que sólo el poder judicial 
puede dejar sin efecto su oposición. 

4*) Con feelia 20 de enero de 1928 vuelve a diri- 
girse al ministerio de hacienda para reclamar de ese 
decreto, y después de referirse a los antecedentes del 
caso, reconoce que Detry ha probado su propiedad so- 
bro 100 títulos por certificados expedidos por los ban- 
cos. Quedarían 152 do los denunciados. De éstos, dice, 
debe quedar tia efecto la denuncia con respecto a 24 
que los identifica por sn numeración. Respecto de los 
128 reslante» pide que so reconsidero el decreto del 
11 de enero de 1927 y se deje subsistente la oposición 
respecto de éstos (fs. 2 del expediente 35.207 agregado). 

5*J El 20 de febrero de 1929, o sea un año y un 
mes después, se presenta nuevamente la casa Tornquist 
y dice que la tardanza con que se publicaron los aviaos 
de sü oposición, no obstante sus gestiones, fué la cau- 
sa dn que algunos títulos comprendidos en la mipma 
hubieran podido ser vendidos en la bolsa a Detry. En 
dos categorías clasifica y enumera 21 títulos negocia- 
dos, unos antes del 15 de agosto de 1924 y otros antes 
del 31 de octubre del mismo año. Pide al ministerio 
que se reconozca sus derechos sobro estos 21 títulos y 
se deje subsistente su oposición sobre los mismos. Nada 
ae resuelvo al respecto. Y en 31 de julio del mismo 
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año, nuevamente se presenta y reitera su podido (notas 
de fs. 1, expediente* i;;.yH3 y WIVM), Se pasa a in- 
forme «le "Crédito lVihlíro", contaduría y asesoría 
letrada. Esta en su iiifonne de fs. !» hace not :lr que 
Ja presentante retiró sij oposición con respecto a Jos 
títulos a r¡ue se refieren los rcrl ificados presentados por 
Detry (isota del áO .le enero ,le Utíg), dejándola sub- 
sistente únicamente sobre los 128 títulos no roe] ainado* 
por OBdié, respoeU de los ensiles ínticamente tendría 
derecho n pedir que 6é rtwlahlczea v | procedimiento 
quo dió por terminado el decreto dej 11 de enero. Por 
nota del ltí de abril de VXU la «óntpnffía Taraqnítf 
vuelve a insbslir sobre ¡Q mismo (ís. II) y la asesoría 
letrada reproduce su dieta «ion anterior reconociéndolo 
Únieamenlo v \ derecho respecto a los l-'S títulos, o sea 

eicluyemlo los \W del reclamo de Detry. { Esp. (#37). 

6'*) En 20 de octubre do l!i;í(! se presenta Henvc- 
nuto y Cía. pidiendo al Ministerio ¿fe Hacienda el canje 
dD 24 títulos que lia BdqaWdO V que loa enuméra y el 
pairo do sus intereses, resultando que éstos por sil "nu- 
meración est;ín comprendidos cutre los 1<)¡> de In pre- 
sentación de Detry. Dice que Mita vez terminado este 
recamo por rl decreto del 11 do eiiorn do 1!>:Í7, oireii- 
laron libremente en la bolsa y merrados financieros 
donde él los adquirió Icy;ítimnmente (ñola de fs. 1, ex- 
pediente 31.850). MfbriHBiída <il resalo la a soso ría 
letrada dice que estos títulos est;ín efectivamente al 
amparo de aquel decreto y que la mi.smn compañía Torn- 
quist los eschiy.; de su ofwsíeí&l, por lo cual no ve 
inconveniente alguno en qu¿ .«can canjeados y se abo- 
non sus servicios atrasados. A fs. 14, después de albi- 
nas tramitaciones, el asesor letrado reitera su opinión, 
la que es comparada por el fiscal do estado a fs. 14 vta 
, no obstante los dictámenes preceden- 
tes, revoca el IS de septiembre de 1940 el decreto del 
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11 de enero de 1927, o sea (Icsp-urá de trece años de 
Vigencia, fundándose en que al dictarlo se ha incurrido 
Mi un error .le hecho, pues se hace entrar en la cadu- 
cidad de la úwM$Ú m Cítalos que no estaban cues- 
tionadas, i en cuanto a los 21 títulos <me aparecían 
adquirid*» por TfeUy despu.** .le la deui.noia y antes 

de su puWicaeión, sobre loe cuales Tornouist y Cía, 

dice ma.mcno .su reclamo. se K ún resulta de aclarado- 
nos hechas bu notas posteriores a su liberación, e l de- 
creto dispone que se siga el procedimiento establecido 
por <>l art. fe&v „ io 1|no ^ , Q fH¡ ^ ^ omlan 

sus servicio* y se 0spert . $ pronunciamiento iadieinl 
sobre su propiedad. 

fe l(* unlerrdontos relacionados demuestran 
que ios 34 títulos del ador .Uonmdo pasaron por la 
presentaeión que formuló Detry y en jun te por (a que 
después Fnzo licuvonulo y Cía, Que eslos títulos, ha- 
rneado quedado libres virtud del decreto de ene- 
ro 11 de lie,, tantas veces citado, bien pudieron cir- 
eular en el eomcrc.o y ser adquiridos loRÍtimarnente por 
un comprador de |> uc ,in fe (mis. 7(¡0 y 7(il del Co- 
dito de Comercio). Que en ningán momento, en el 
¡rancurso de tanto tiempo, la compañía Tornouist 
entablo reclamación judicial por osos títulos, como co- 
rrc.s,>oHd.,,, si ella consideraba que s« oposición sub- 
fiist.a íart. ,ó«í). Q Be $ gobierno, como entidad emi- 
sora, no puede mantener inl.ibidos Indefinidamente los 
títulos denunciados, sino que debe darle a la opoai- 
eion el trámite que presupone Ja disposición citada. O 
declarar la cadueidnd de la denuncia cuando el denun- 
ciante „o fu, limado l«* requisitos necesarios para man- 
tenerla. EJ Kstado, en tal carácter, está sujeto v se 
rige por las mrsmas reglas del derecho comercial, como 
cualquier persona jurídica, y no pude discrecíonal- 
mente suspender ' 
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9*) Quo on el présenle caso se ha levantado per 
decreto del 11 de enero la interdicción üe los títulos 
de Detry con expresa conformidad del denunciante, 
según so ve por las constancias de que hace mérito el 
considerando íf de esta sentencia. Eso decreto fué no- 
tificado a las partes, inclusive a To-rnquist y Cía. quien, 
si bien hizo en la notificación su reserva,, no pidió re- 
Considoraeioa del mismo sino dos años después y eso 
mismo lo hizo refiriéndola a loa 12S títulos extraños a 
la presentación de Detry. Para ésto, para el gobierno 
y para el denunciante esc décréto tabla creado ya una 
situación definitiva, y era une la oposición había cadu- 
cado y que los título-* de Detry volvían a la libre circu- 
lación do valores, restituyéndose a au anterior carácter 
de papel de renta exigible sin ninguna restricción. Des- 
de ese momento todo tenedor de eses títulos podía pre- 
sentarlos al canje ofrecido por el gobierno y al cobro 
de sus servicio», como lo hizo después lien ven uto y 
Cía. con 24 títulos que adquirió. 

10) Que el decreto del 12 de septiembre de 1940, 
subscripto por la Intervención Nacional, trece años 
después, no puedo tener el poder de hacer revivir nna 
oposieíón levantada, cuyos efectos habían terminado, 
mucho menos en perjuicio de terceros adqui rentes de 
buena fe, Cómo es Morando. Basta tener presente que en 
cumplimiento del decreto del 11 de enero so comunicó a 
la bolsa, n loa banqueros de París y Londres* al banco 
de la provincia, etc., etc., que se había levantado la 
inhibición de esos títulos y quo quedaban, por lo tanto, 
libres, on condiciones de cobrar los servicios atrasados, 
y que esta situación que duró muchos años, permitió 
qne se negociaran en los mercados de valorea y se ad- 
quirieran por el actor {véase las copias de las notas 
que corren a fs. 14, 15, 11» y 17 del expediente 73.591). 
Se admitiría que este decreto, fundado en o! error o 
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en cualquiera otra causa, haga revivir la oposición con 
respecto a los 128 títulos que no fueron ni son objeto 
do reclamo alguno por parte de terceros, porque con 
ello no se lesiona ifm¿pín derecho legítimo. 

11) Que en esta causa el representante de Bue- 
nos Aire», como en varias otras que lia tenido e»ta 
Corte oportunidad de conocer, al contestar la demanda 
se ha limitado a negar todos los hechos y c*l derecho 
alegados por ol actor, sin confosar o negar tícenos en 
concreto que debió conocer perfectamente por la docu- 
mentación que es propia de todo gobierno regular, fal- 
tando así ni precepto del art. 86 de la ley núm. 50. Apli- 
cando su sanción deben tenerse por reconocidos todos 
los hechos articulados por el actor. 

Ku su mérito, se hace lugar a la demanda y se con- 
dena al Gobierno do Buenos Aires a hacer ol canje de 
los treinta y cuatro títulos objeto de este juicio y a 
papar sus servicios vencidos, en el termino de diez días; 
o en su defecto, a abonar la suma reclamada por el 
actor, rus intereses desde el día de la citación de la 
demanda y los cupones anteriormente vencidos. Con 
costas. 

Xotifíflucse, repóngase el papel y en su oportuni- 
dad archívese. 

ROBEilTO RF.PETTO — LlTIS LINA- 
RES — B. A. Nazar Akcho- 
rena — F. Ramos Mejía, 



VICENTE CARRIZO Y FAUSTINO DA ROSA v. PRO- 
VINX'IA DE MENDOZA 

REMISION DE AUTOS. 

No procede Ib remisión a la Corte Suprema de una «ansa 
civil en que un juez federal ha hecho lugar a la «icepción 
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de incompetencia por eniendrr que el conocimi 

aquella corresponde Orifi^lUnwiM a dicho tribu 



OBKAH 8AMTAIUAS DE LA NACION v. SIEBUR- 



REtVItSO KXTttAOfWIXAMO: Cnt.ttwn federni totaió* di- 
wla. — Hatería ajena, Ujfts vomuneii, t'iviUí. 

Es iniprcHírtlfiit- i-I rveurs» exiraordir.nrio fundado en la 
privariúu de I» propiedad .sin previa i ideiimisncióit, nmlrft 
!a sentencia que |>or rAfmttea de h«6h<> y «le derecho común. 
irreviMlilcs m el ro'iirsn fxinuirdi'inrto. resuelve que la 
Prnceíón en (üsciisi.'.n no deho ser < xpropínda porque per- 
tenece ni i'w.iinift plíblíco j (lí motín (¿ú* Ijis «aranllas eons- 
linieioimlcs invalida* no tienen relación directa cou la ma- 
teria del pronunciamiento. 

Dictamen i>ee. Procurador General 
Snpu-nia Corto: 

Bástenle, como fundamento Je esle dictamen, re- 
ferirme a las rmotji*, njii.sla.lus a derecho, de la reso- 
lución áo fa. 13? de los autos principales,, por virtud do 
la cual se denegó el recurso extraordinaria de apela- 
ción interpuesto para nulo Y. K. contra la sentencia 
de fs. 13™ <'orrps]«>n<len¡i por ello desestimar la pre- 
sente queja. Buenos Aires, abril '23 de VJ42. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE I.A rOIÍTK EUPB2UA 

Buenos Aires, ninyo 8 de 1942. 

Y vista In precedente queja caratulada "Recurso 
do Hecho deducido por el demandado en los autos Obras 

0) iWha del Wlo: 8 .lo IB42. Yfá P«ll«: ITS, 115. 
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Sanitarios de la Nacida c./ Sieburger Hnos." para 
decidir sobre su procedencia. 

V considerando : 

Que 1h senU'iieiii apellida — fs. 132 do los autos 
principal!'*— resuelve que "el lugar que ocupa el can- 
ce del arroyo Medrano" —040 nw. fó cms. cuadrados— 
no debe sor expropiado, poruuo "pertenece al dominio 
público, de acuerdo n lo dispuesto en el art 2340" 
inc. 3* del Código Civil, comprensivo de "toda clase de 
corrientes de agua", -siendo "un hecho indiscutible que 
desde tiempos remotos, el arroyo Medrano ha existido 
y existe como tal". 

Que ía cuestan referida ha sido así resuelta por 
razones de lieeho y de derecho eoinün i n susceptibles 
de revisión por vía de recurso extraoi dina rio y bastan- 
tes por sí solas para sustentar ti pronunciamiento ape- 
lado —Fallos: lili, 155. 

Que el caso difiere pues del supuesto contemplado 
en Fallos: 182, 85, y en la causa Fihco Provincial (San- 
ta Fe) v. S. A. K<-hcfiortH y Casas —sentencia de 11 de 
junio do 1Ü41— porque en los precedentes mencionados 
so excluía de la expropiación parte del inmueble com- 
prendido en el título del demandado, sin decisión sobre 
el dominio de la misma, ni depósito alguno correspon- 
diente a ella. 

Que en cambio en las condiciones de autos, las ga- 
rantías constitucionales de la propiedad vienen a no 
tener relaeión directa con 3a materia del pronuncia- 
miento —Palios: 190, 36S; 191, 155. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se desestima la queja in- 
terpuesta por Sicourgcr linos. Hágase saber; devuél- 
vanse los autos elevados como informe al tribunal de sil 
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procedencia, con copia del presente e> ron un ciara ¡ento y 
del dictamen del señor Procurador General. Repón- 
gase el papel y archivóse. 

RllHKUTíl lÍKI-KTTO ANTONIO Sa- 

«AKXA — l.riA LlSABKó — B. 

A. Nabab Asghorema — F. 
Basuos Mejía, 



SALVADOR ESCASO v. DIR 




BECDRSO ORDISAHIO &E AI'ELACfOS: C«>«s. Juicios en que 
la Nari'm e* ¡>*trte. — CflHWS criminales. 

Son procedentes- Im rwnrwB «le apelación y nulidad inter- 
puestos contra la sentencia definitiva pronunciada ore un 
juicio tendiente a obtener In anulación de una estimación 
(le oficio practicada |»or la Oireeeiñn General del Impuesto 
a loa Réditos y lu mulla impuesta por la misma, sin que 
sea úbicc el carácter criminal ((líe 'medn corresponder a In 
causa, porque d art. 4 de la ley ítfoi tto rige respecto de 
las sentencias dictadas — como la recurrida — por las cá- 
maras federales compuestas <!<• tres miembros (M. 



S. A. COM!>ASlA v. NACION ARGENTINA 

DESfAX&Ar Requisito*. DaiumenlOf. 

Los ílociiinenlns <pic según el nr(. 10 de la ley -VI deben ser 
pretwntaíJo* con la demanda, son muidlos en que se funda 
el derecho del actor y no los qué sólo sirven para compro- 
barlo. 

ADUANA: Importación. I.itre tic derecho*. 

PAGO: PritdpiáS j}t»eraU8. 

PRUEBA; Instrumento*. 

Las constancias de la documentación aduanera y de los 
espedieutes administrativos en que se reclama la devolu- 

¡TTFSha del fallo; omy* J 4 ? Vc r Fallo.: w, 2»; 362. 
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ci6u de los derechos de importación indebida me nle cobra- 
dos a mercaderías libres de ellos, concordantes con las aco- 
taciones de Iw libros de comercio del introductor ll-evados 

PAGO: Paga con protesta. Forma. 

Es suficiente y eficaz la protesta por el pago de derechoa 
de importación índ-t-bulamoutc cobrados por la Aduana so- 
bre mercaderías liares de elfos, consistente en «na nota 
dirigida al Administrador en la cual se lince referencia a 
ln solicitud de liberación denegada, a! despacho aduanero 
respondiente y a la disposición legal en qne se funda 
franquicia. 

ADVASA 1 mportaei¿a. Libre de derechos. 
PRUEBA: Principio» generales. 

Los arls. 21 de la ley 11.2S1 y 4 y siguientes del decreto 
reglamentario, no rige/i el supuesto en que la Aduana faa 
percibido derechos de importación respecto de mercade- 
rías exentas de ellos, cuyo destino puede ser probado, a 
los. efectos de repetir el pago, por las medidas autoriza- 
da» por las leyes que rigen el procedimiento en juicio. 

ADUAb'A: Importación. Libre de derechos. 

LIBROS DE COMEfíCIO: V*ht probatorio. 
PRUEBA; Perito*. 

A los efectos de obtener en juicio ln devolución de tos de- 
rechos aduanero* enhrados por el Pisco respecto de merca- 
derías libres de aquellos por rarón de sti destino, éste debe 
considerarse probado, conforme a lo dispuesto en el art. 
64 del Código de Comercio, medíante las constancias de 
los libros del introductor llevados con los requisitos exigi- 
dos por aquel código y de acuerdo a las normas técnicas 
de la materia, tle manera que permiten informar con cer- 
tera acerca de la introdiircicín y eonsumo de eadn artículo, 
cuyas anotaciones concuerdan con la respectiva documen- 
tación adiinupra y administrativa y no aparecen desvir- 
tuadas por otras pruebas. 

ADUANA: importación. Libre de derechos. 

Loa accesorios y mnterinles introducido» con destino a tui 
frigorífico y utilizados en él se hallan comprendidos en la 
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liberación dé derecho» establecida por el art. 3' de la ley 

11.688, siendo improcedentes las ob>eioncs hechas en 

cuanto a los rri>u«*to* y fundados en el art. 38 de la ley 
11-281. 



Buenos Aires, mayo 11 do 1M2. 

Y vistos : I^oíí autos seguidos por la Compañía Swift 
de la Plata S. A. contra la Nación, sobre devolución de 
derechos de aduana, venidos i>or el recurso ordinario 
de apelación concedido a la actor» contra la sentencia de 
la Cámara Federal de ta Capital que desestima la de- 
manda con costas. 

Considerando: 

Que la defensa fundada por el representante del 
Pisco- en el nrt. 10 de la ley núm. 50 es improcedente, 
pues los documentos »pac deben presentarse con la de- 
manda son aquellos en «|uc se funda el derecho del actor 
y no los que sólo sirven para comprobarlo —Fallos: 139, 
295 i 178, i); 183, 151; 188, 393. 

Que los papos y las protestas invocados en la ele- 
manda se hallan debidamente comprobado**, como lo de- 
clara la sentencia de primera instancia. Objeciones, se- 
mejantes a las que la demandada formula respecto de 
esos puntos, han sido desestimadas por esta Corte Su- 
prema en el juicio seguido por el Frigorífico Armour 
contra el Fisco Nacional, follado el 12 de diciembre del 
año próximo pasado. Por lo demás, las objeciones he- 
chas a fs. 3<>. punto VIH, y 34(¡, búllanse desvirtuadas 
por la documentación indicada a fa. 4t)l y 401 vta. 

Que los arts. 27 de la ley núm. 11 .281 y 4 y sigtes. 
del decreto reglamentario no rigen el supuesto en que 
ha percibido derechos de importación respec- 
•rías liberadas de ellos. El destino de éstas 
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puede- ser probado, a los efectos de la repetición del pa- 
go, por los medios autorizados por las leyes qne rigen el 
procedimiento en juicio —Fallos : 170, 435; 183, 380; 187, 
18;lS8 f 3Í>3¡ 191,439. 

Que el fallo de esto Corte Suprema publicado en el 
tomo 187, página 18 do la respectiva colección, no tiene 
el sentido ni el alcance —que erróneamente le atribuyen 
las sentencias He primera y segunda instancia en estos 
auto3 — de negar eficacia probatoria a los libros de co- 
mercio llevados en forma legal. Por lo contrario, en 
fallos anleriorca y posteriores a aquél se lia reconocido 
que a los decios de obtener la devolución de los dere- 
chos aduaneros cobrados indebidamente por el Fisco 
sobro mercaderías libres de ellos por razón de su des- 
tino, éste puedo probarse mediante el informe de peritos 
contadores fundado en los libros de comercio del actor 
—Palios: 1&% 380; 191, 439. 

Nada autoriza a desviarse de esa solución en el pre- 
sente juicio. Como en los casos do referencia, los libros 
han sido llevados con arreglo a la ley y a las normas 
técnicas de la malcría y sus anotaciones concuerdan coa 
la rospectiva documentación aduanera, sin contar que 
han podido ser, además, objeto de inspección fiscal — art. 
36 y concordantes del decreto do abril 27 de 1923 sobre 
Inspección de Justicia. 

14 El conjunto de la contabilidad — dice a fs. 306 
vU. el perito oficial— responde amplia y eficientemente 
a las exigencias de una empresa como la que, mo ocupa 
y sus controles permiten responder con certeza a las in- 
formaciones periciales rcclnmadns en este juicio". AI 
recibirse los efectos a quo so refiero la demanda — -dice 
a fs. .'109 vía. — "todos los despachos de importación se 
asientan en el Diario de Importadores, rubricado por la 
Aduana del Puerto do 1-n Plata; so lleva en la contará- 
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te se registra en los libros principales rubricados el va- 
lor de los consumidos en cada uno de los departamento» 
qu« forman el establecimiento de la aetorn en su fun- 
cionamiento para la industrialización do log productos 
que elabora el frigorífico de su propiedad". Para las 
verificación os <|ue lia tenido que realizar en el desem- 
peño de su tarea, él perito h;t estudiado el procedimien- 
to que se sigue para la importación y «-tapice, de las mer- 
caderías — IV SÍ0/ÍÍ— y lia examinado toda In docu- 
mentación oxUtentt* en la compañía aelora desde el pe- 
dido de compra formulado por coda uno de los depar- 
tamentos basta la reoepdou, inversión y control de todas 
las operaeiones, así como la correspondiente documen- 
tación aduanera y los espedientes adiriiui.-itrativos agre, 
gados por cuerda floja, todo lo mal le 1.a llevado a la 
conclusión de que por los efectos detallados en las pla- 
nillas de fft, 1 a 14 In adora pagó baja protegía la suma 
de $ 407.347.51 ra/n., cu concepto de derechos de impor- 
tación, y que todos aquéllos, cxceplo los correspondien- 
tes al despacho 417 por $ 111 rn/n., lian sido destiuados 
en su totalidad por la Compañía Swift de 1.a Plata S- A. 
para el funcionamiento del frigorífico de eu propiedad 
e industrialización de los productos que elabora, ascen- 
diendo los derechos de aduana pagados por ellos a la 
cantidad de $ 407.236.f>l m /n. — fs. 308 y 313. 

La forma en que aparece llevada Ja contabilidad de 
la empresa; el detalle con que se asienta todo lo rela- 
tivo a la importación y consumo de las mercaderías que 
introduce; lo dispuesto en el art. 64 del Código de Co- 
mercio ; la concordancia de los asientos de los libros con 
la documentación aduanera >■ administrativa corres- 
pondiente; la ausencia de toda prueba por parte del 
Pisco tendiente n desvirtuar la examinada por el perito 
oficial o a disminuir su mérito; a lo cual so suma que en 
atención al minucioso procedimiento seguido para dejar 
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constancia de todas las operaciones referentes a la im- 
portación y empleo de los efectos en cuestión, nada ha- 
bría agregado en punto a la justificación del destino real 
y efectivo do los mismos la pericia técnica a que alude 
la sentencia recurrida, autorizan a desestimar las obje- 
ciones do la demandada, que conducen a poco meaos que 
imposibilitar la prueba del deslino en 'rasos como éste, y 
a considerarlo debidamente acreditado por la actora. 

Que examinando el alcance de la franquicia estable- 
cida en el art. 4 de la ley núni. 11.281 esta Corte declaro 
hace tiempo —Fallos; 156, lltí; lí>¡>, 275— que "la ley 
tan clara que no tienen cabida en ella como conceptoa 
tativos do su letra, ni la circunstancia de que los ma- 
scan indispensables bastando que so apliquen 
industria. , „" Y más tarde, interpretando el art. 3 
ley m'im. 11.588, llegó a la conclusión de quo la re- 
formn introducida por ésta "lejos de haber sido restric- 
tiva, fué liberal y ampliatoria de las franquicias ya exis- 
tentes" —Fallos : 180, 128— y no autoriza a distinguir si 
los efectos introducidos se han empleado en el proceso de 
elaboración de la materia prima o en el tendiente a me- 
jorar su calidad —Fallos: 180, 134—. La jurisprudencia 
existente al respecto es uniforme y reiterada — Fallos: 
180, 360- 181, 120; 183, 283 y 380; 185, 32 y 212; 188, 
513; 191, 439. 

Que también deben ser desestimadas, conforme a la 
jurisprudencia de esta Corte Suprema, las objeciones 

f ¿^! das en e! art ' 26 de Ia Iíy aúm ' 11,281 ~~ Fall0fl ; 1831 

En sn mérito se revoca la sentencia apelada y se de- 
eUra que la Nación debe devolver a la actora la suma 
de pesos cuatrocientos siete mil doscientos treinta y seis 
con cincuenta y un centavos moneda nacional eon inte- 
reses al tipo de los que eobra el Banco de la Nación Ar- 

la demanda, sin, costas 



m 
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atento las conclusiones a que lian llegado los tribunales 
de primera y segunda instancia. Xolifiquese y devuél- 
vanse, — • 



ro Kepetto — Antonio 
Sagakna — Ltis Linares — 
II. A. Xazar Anchorexa — 

R Ramos Mkjía, 



F. l'HVAl.ríiA v ( h. 

MASCAS DE FABRICA; Requisito*. 

Si bien basta que exista la más mínínm posibilidad dv 
confuskin con la mana registrada güira -pw el comisario 
rechice la inscripción do la marra nuera, este criterio es 
inaplicable cuando el titular de aquella expresa su con 
íorniidad con el registro de la marca nueva. 

Sen-tencia del .Jüh Federal 

Hiit'iiüM Aiivs. septiembre !> de 1940. 

Y Vbiw¡ El recurso del art. 34 ley 5976, iittprpuosto ñor 
F. . Piecalupa v Cía. contra la resfluci-ín denegatoria de la Co- 
misaria de Marcas, en la solicitud tela ■» 210.3ÍW. 

Resultando: 

!• Qnp la negativa de la cwtnÍKarúi a Morcar la marca 
■Dilatada acia n« 210.3S& ffigm* se funda en I» rxwleneia de 

Umar« registrada n* Mm, para «Hielos de i» 

misma ehjtj 15. considerando «mi entre araban denominaciones, 
por auuurad orto^rufica y fonética, se erearfa una confanon 
directa, de primer pradn. inadmisible por ln lev v jurispru- 
dencia adm.nistraUva y judicial de la ¡Ratería, y ello aun cuar*- 

tS&SEL? * «''• | * >- 

i i 2 ^- Í ¿UP ,n rPC,,rmi1 * f ""''a pedide de revocatoria de 
u aludida resol Ofióa en quc la comisaría —no tiene faculta- 
do para denegar de oficio y en émtra AS la Conformidad «- 
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prosa, del único presunto interesado, el registro de una marca; 
al efecto cita jurisprudencia favornbh' a su pretensión; y 

Considerando ; 

Que ios runriameiito* invocados por | a Comisaría de Mar- 
cas en la resolución recurrida, se ajustan a juicio ilcl suscripto 
a la dMtn&a rómprafeneiol sentada por el superior en casos 



tirmT al * *' ,M "" '° ' 1UP 30 tiene " lwr ro ' ,rodllci < , * a y 



la conformidad del interesado en marca semejante, 
en caww fie evidente posibilidad Je confusión, no puede cons- 
tituir por sí sola elemento- suficiente para impedir la vigencia 
de restricciones que también en resguardo <le| coiisiiinidor tiene 
establéenlo la ley :¡!»75. para evitar sitimcic-uca de confusión 
como la que motiva la decisión recurrida. 

l*or t«nto y lo expuesto, fallo: Desestimar la oposición de- 
ducido por F_ "iccalupi y Cía., confirmando la resolución de 



Sentencia de la CÍmaiu Federal 

Bueno* Aires, 21 de abril de 1941. 

Y Vistos: Por sus fundamentos, de acuerdo con lo resuelto 
por el Tribunal en el easo de Pfeiffer y Cía. (25 de noviembre 
de 1940). en e>l que se estableció que a los efectos de la conce- 
sión de una marea confundible con mu ya registrada, ea inope, 
rante el consentimiento del titular de ésta v por las conside- 
raciones aducida* por el «ñor Procurador Fiscal de Cámara 
se confirmo la sentencia apelada de fs_ 32, que no hace lucar 
al repastro- de la marca Vedara solicitada por acta n* 210.398. 
Devuélvase. — Nicolás González Iramain. — Carlos del Cam- 
pillo (Eu disidencia). — RkanU Vilter Palacio, — Juan A 
González Calderón. — F.zcquiel 8. de Olaso (En disidencia). 

Düidenda: 

Y Vistos: IX' conformidad con lo rfitueJto por la Corte Su- 
prema en los casos de la Sociedad Manufactura .Algodonera Ar- 
pentinn, de 17 de octubre de 1938 (t, 1S2, p&jr. 62) y en el de 
vernon y Cía. Ltda.. de 12 de marzo del corriente ano, en loa 
que se resolvió quo la ley 3975 no faeulta al Comisario d« 
Marcas para hacer primar un presunto interés de consumí* 
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dor sobre una imi infestación concreta del propietario de la 
marca en el sentid» de autorizar expresamente el registro de 
otra semejante o parecida n la suya; se revoca la sentencia 
apelada de fs. 32 y. en consecuencia, se concede el registro de 
la marca de comercia Vedora sol icitada |tor el acta n" 210.398. 
Devuélvase. - Varios del Campillo. — Eze^uUl 8. <U OUiso. 

Dictamen »ki. Pwm i iíadoh (¡knkuai. 
Suprema Corle; 

Aunque ln cnesfión resuella ea la presente causa 
sobre denegación de registro dé una marca de conier- 
cio aparezca decidida por razones de pruebo referibles 
a la similitud entre la solicitauln y olrn ya «cordada, en 
el fondo se discuten les táctil tndvs del Director -Comisa- 
rio de Marcas para denegar dicho registro no obstante 
el consentimiento prestado por el titular de la segunda. 

El caso está pues comprendido entre los que enu- 
mera el art. 14 de la ley 48; procediendo así el recurso 
extraordinario de njx-'lneión que éste acuerda para ante 
V. E. 

En cnanto al fondo del asunto me permito insistir 
en la opinión que tengo manifestada en causa registrada 
en 189; 05, en el sentido de que es innegable la facultad 
qoe se discute y se le ha reconocido a! Comisario de 
Marcas en la sentencia apelada, (id. 187; 12). 

Dejando salvados los respetos que me merece la 
doctrina de V. B. pido se confirme, por sus fundamen- 
tos, el fallo apelado de Fs. 40. — Buenos Aires, junio 14 
de 1941. — Juan Afvarez. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 11 de 1942. 

T vistos: F.i recurso extraordinario concedido a fs. 
43 vta. en los autos " Piccaluga y Cía., apelando de una 
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resolución do la Comisaría do Marcos", venidos de Ja 
Cámara Federal do la Capiíal. 

Considerando: 

Que, como lo lia deparado osla Corte Suprema en 
Fallos: 192, 201, reiterando la jurisprudencia de Fallos: 
182, 62; 189, 95 y 190, 1ÜS, si bien hasta que exista la 
más mínima posiinlidad de cou fusión con la marca re- 
gistrada para que el comisario rechace la inscripción 
de la marca nueva, esto criterio es inaplicable cuando el 
titular de aquélla expresa su ooníunmdnd con el regis- 
tro de la marea nueva, como ha ocurrido en autos — fa. 
9, 11, 12. 

Por ello, de acuerdo a lo resuelto en ¡os casos ci- 
tados y oído el señor Procurador General, ac revoca la 
sentencia arlada en lo que lia sido materia del recurso. 
Notifíquese y devuélvanse, reponiéndose el popel en el 
juzgado de origen. 

KoiíEKTO HkpETTO A N TON 10 

Sagahna — Lvas Linares — 
R A. AscIiobena — 

F. Ramos Mejía, 

. 

EDITORIAL LUIS LASSERRE v. ALBERTO MOLY 

JURISDICCION: Fuero federal. Por ta materia. Constitución, Uyst 
V tratados. — Fuero ordinario. Leyes comunes. Bu general. 

No compete a la justicia federal sino a la ordinaria, el co- 
nocimiento de una demanda sobre indemnización de dtów 
fundada en que no obstan!* la disolución de nna sociedad 
constituida por dos personas, el demandad», a cuyo cargo 
quedó el activo y el pasivo, continuó usando la razón ao- 
ciol formada por los apellidos de ambos, con perjuicio da 
la compañía actora constituida después por el socio sa- 
liente y otras personas bajo una denominación en la que 
figura el nombre y apellide de aquél, 
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Dictamen Fiscal 

Señor Juez; El juicio de autos se refiere al uso —indebido 
o no — de una razón social en que entra el nombre del actor, 
quien formaba parte de ella. y« extineuida. Ese nombre es una 
propiedad (art. 42 de la ley 3975), regida por la ley citada. 
En tales condiciones, me parece que V. S. carece de compe- 
tencia para entender en este juicio, ya c¡uc importa una dis- 
tinción improcedente ln asr-verado por el ador, en dimito a 
que no pretende QjUe cese el demandado en el 0*0 del nombro 
aludido, sino que le alione daños y perjuicios einerfrentc* de tal 
uao. Si es exacto (pie lo accesorio lia de sejmr a lo principal, 
respecto del uso acusado no puede tampoco sostenerse la com- 
petencia de V. S. t atento lo resuelto reiteradamente en cuanto 
al fuero qae ha de dilucidar cuestiones como la principal en 
debatí — José L. RoiUyro. 

Sentencia de V Instancia 

Buenos Aires, diciembre 7 de 1940. 

Por los fundamentos del dictamen fiscal que precede y 
concordantes del escrito de f- -15. mc hace Iu«ar a la excepción 
opuesta; en consecuencia, tleelámse el proveyeMe incompetente 
para entender en el presente juicio. Con coalas. — Luis Gómez 



Excroa. Cámara: El actor reclama dañ«8 y perjuicios por- 
qoe, después de retirarse él y uued.ir así disticlla su sociedad con 
el demandado, éste Siguió usando el rubro social. Nota, de paso, 
que la disolución se ojwró con arreglo al con ira tu. en cuyo mé- 
rito, por retiro do un soeio. el otro queda "propietario del ac- 
tivo y pasivo tuHíial del nepwio. . . 

Por eso el demandado estima objeto del pleito y, con ello, 
ponto de controversia así como de resolución judicial, el ati- 
nente a la propiedad del rubro, considerándolo, sejrún expresión 
textual de f. 45 vta., parte integrante, que indudablemente « 
de Bu activo. A pesar de lo cual O|>one incompetencia, y ésta 
triunfa, por entenderse une el litigio ee¡ materia de la ley 3975. 

No ea así, sin embarco. Aquí se discutirá y tendrá que 
resolverse — las partes están de acuerdo sobre eso — si medió o 
no uso indebido del rubro social por el demandado. Para ello 
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corresponderá examinar el efecto de la disolución, estableciendo 
si con ésta desaparece el rubro aludido y el consecutivo dere- 
cho de usarlo, o si uno y otro pasan, con el ac'ivo trasferido. 
al socio que sucede en eso y en el pasivo a la sociedad disuelta. 

Todo ello atañe ni derecho de fondo, ya sea el C. Civ., 
si se trata de sociedades sometidas a sus disposiciones, ya el 
('. Com., si hay de por medio sociedad mercantil, como en el 
caso. Arabos códis-os establecen, en electo, el ordenamiento le- 
gislativo cuyos principios Robiernwi las relaciones jurídica» 
que aquí darán lugar a controversias entre partea, como ya 
lo anticipan esta?, y ni pronunciamiento necesario de la justicia. 

Nada de todo ello, por otra parle, c¡* ni puede ser materia 
de una ley, como la invocada 3975, Jey de marcas de fábrica, 
especial mente dictada para éstas, que sólo dedica 6 articulo* 
(42 al 47) al nombre y razón social comerciales, sin contar 
otro (el art. 56), sobre efectos de índole penal. Este último, 
como resulta obvio con sólo indicar su carácter, y loa otros 6, 
como se puede comprobar al leerlos, son extraños a lo que aqoí 
es o será, motivo de contienda. 

Este ministerio, por tanto, aconseja revocar el auto ape- 
lado. — ¿Han Josf Britos, 

Sentencia de la Camaiu Comercial 

Buenos Aires, mayo 8 de 1941. 

Fundándose la acción en el reclamo de daños v perjuicios 
por incnmplimiento (axis. 511, 519 y 520 del C. &)¡ siendo 
extrmto a los estreñios de la misuiu la uplicnción de la ley 
especial, y por los fundamento* del préndente dictamen del 
fiscal de cámara, se revoca el auto apelado, con costaa. — 
Francisco Alberto Garda. — Santa S. Faré. — Eduord* Wi- 
ittams. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 11 do 1942. 

Y vistos: El recurso extraordinario declarado pro- 
cedente por esta Corte Suprema a te, í»2 <'e loa autos 
"Ediiorial LuIh Laaserrc contra Moly Alberto". 

Considerando : 

Que la nctorn ha promovido este juicio sobre indem- 
nización fondada en que romo consecuencia de la díso- 
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loción de la sociedad "Moly y Lasscrrc", formada por 
don Alberto Moly y don Luis Lasscrrc, ninguno de ellos 
podía seguir usando la razón social; no obstante lo 
cual lo lia hecho el demandado que debe pues, conforme 
a los arta. 506, (ÍOS, 512, 520, 519, 1109 y concordantes del 
Código Civil, resarcir los daños y perjuicios causados 
por ello a la Editorial de que forma parte don Luís 
Lasserre. 

Que sosteniendo el recurrente que e| conocimiento 
de esta causa corresponde a la justicia federal por ra- 
zón ile la materia, corresponde establecer si las rela- 
ciones jurídicas que están en juicio se bullan especial- 
mente regidas por la ley de marcas núm. 3975, como 
aquél pretende o por las disposiciones de la tey común, 
como afirma la actora, ya que la competencia federal 
"raííone materúie" no depende de las leyes invocadas 
por las partes, que pueden ser suplidas por los jueces, 
sino de los puntos sobre que verse la causa promovida, 
o sea los liedlos que la motivan —Fallos; 103, 331; 110, 
279; 143, 281; 132, 398. 

Que para decidir si la actora tiene o no derecho a 
la indemnización de los daños y perjuicios que dice ha- 
ber sufrido, es necesario resolver previamente ai el 
demandado lo tenía o no para continuar usando el nom- 
bre social "Moly y Lnsserrc" después de la disolución 
de la sociedad. Así resulta de loa arta. 1071 y 1109 del 
Código Civil y ole lo expuesto por el recurrente al fun- 
dar la excepción de incompetencia — fst. 4i>. 

. - Que para ello, como dice con acierto el señor Fiscal 
dé Cámara en su dictamen de fs. 73, habrá que Oxamí- 
nar ios efectos de la disolución, materia especialmente 
regida por las disposiciones de los códigos comercial y 
civil sobre sociedades y las concordantes con ellas y 
no por la ley núm. 3975, ninguna de cuyas disrwsieio- 
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nes lia invocado en oouerMo el recurrente para apoyar 
su tesis contraria a la que sustenta j u sentencia apelada. 

Que en este caso falta, por consiguiente, e] requi- 
sito indi si>en sabio para la procedencia del fuero federal 
por razón de ín materia —ley 48, nrt. 2, inc. I o ; Fallos: 

m 5. 

Que, por lo demás, en la hipótesis de que para la 
decisión de las cuestiones que so plantearen a] trabaras 
la litis fuera menester interpretar y aplicar alguna de 
las disposiciones de la ley núm. 3975 referentes al nom- 
bre, el rechazo de la excepción ríe incompetencia no im- 
porta privar al demandado del recurso extraordinario 
que pudiera corresponde ríe en el caso de que se hallasen 
reunidos los requisitos necesarios para su procedencia. 

En m múrito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, confirmase la sentencia ape- 
en lo que ha sido materia del recurso. Notifíqueee 
al tribunal de procedencia, donde se re- 

Antonio S.uíaüxa — Lilis Li xa- 
hes — B. A. Kazah Ancho- 
- F. 




CAMAt'ER Y Cía. t. S. A. LA TOJA 

RECURSO EXT RAORDI SABIO: Materia ajena. Cuestiones de he- 
cho y prueba. 

La cuestión referente a la posibilidad de confusión entre 
dos marcas es extraña al recurso extraordinario. 

MARCAS DE FABRICA: Requisitos. 

La jurisprudencia ha interpretado uniformemente U ley 
3975 en el sentido de que procede rechazar el repstro de 
una marca nueva cuando puede confundirse directa o 
indirectamente con otra registrada, solución que no per- 
judica at solicitante de aquélla, aun no acreditada en el 
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comercio, cuyo derecho en expectativa debe ceder ante el 
derecho adquirido de! titular de la marca registrada. 

MARCAS FABRICA: Requisito». 

El derecho del solicitante de un* marea enteramente nueva 
no es equiparable ni de quien tenia registrada una marea- 
durante veinte año* y continuó usándola cuando la soli- 
citó por tercera vez algunos días despiu's de extinguido 
6U registro. 

UARCAS VE FABRICA; Reqnaitoi. 

La circunstancia de <\w mía marca cuyo registro se ha ex- 
tinguido, se preste a confusión con otra con la cual ha 
coexistido durante veinte años, no autoriza para denegar 
el registro di nqu<'||» solicitado cuarenta días después de 
vencido el plazo legal para la renovación. 



SlA-TENirt DEL Jtez Fkdekai* 

Rueños Aires, septiembre 30 de 1940. 

Y vistos ; Para resolver en definitiva estos autos seguidos 
por "Camaner y Cía." contra S. A. "La Toja", sobre reehnío 
de oposición al registro de la marca "Lactoiia" acta 186.470 
y resultando: 

Que la actora solicitó ante la Comisaría de Mareas el re- 
ppatro de la marca Lactona, para distinguir productos de jabo- 
nea, de la elase 1G, a lo que Se opusieron loa demandados S. A. 
"La Toja", propietaria de la marca registrada La Toja. A raís 
de ello, se inicia esta demanda manifestando la actora que am- 
bas marcas pueden coexistir por poseer cada una de ellas 
elementos gráficos distintos que las hacen inconfundibles y 
agrega que desde l!)l"> la marca LaetyM existió durante veinte 
año* registraba sin haberse prodi.eido conflicto alguno con la 
de la demandada. Rde el recita» de la oposición y la inscrip- 
ción de la marca, con. cortas 

Que corrido traslado a la demandada, ésta contesta ha- 
ciendo referencia a la calidad de su firma comerciar, impor- 
tancia de la marca por ella registrada y a la Confundir»! idAÍ 
fonética qne podría existir entre las denominaciones La To¿« 
jr Laetona para distinguir los mismos productos, argumentando 
qne n\ hecho de ta coexistencia anterior de las dos mareas no 
es prueba de ineonfundibilidad, puesto que ella podría obede- 
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ccr a factores de otro orden como negligencia, consentimiento 
tácito, búsqueda insuficiente, etc. y que en el presente caso 
m trata de una oposición n una solicitud de marca nueva. Pióte 
el rechazo de la acción, con costas. 

Considerando I 

Qiw dé las constancia* ele autos resulta que ambas marca», 
la registrada A« Toja y la solicitada Lactona, están destina- 
das a piotejer los mininos artículos de. la dase 16, como así 

también en que el tleinandado ha comprobado bu propiedad a 
la iiian-u í.a Toja. 

Que <lel examen comparativo de ambas expresiones, el sub- 
eríplo considera quo -¡- in-ati al y fonéticamente, ellos son 
susceptibles de producir confusión, máxime sí se tiene en cuenta 
qhe por sel* artículos de* uso. común los protegidos, dicha, poai- 
bilid'íd **** acentúa aún más. 

Ki principio reiteradamente consagrado por la jurispru- 
dencia, el que dispone que nada justifica en el inmenso campo 
que ofrece 3a fantasía a la imaginación, la adopción de nom- 
bres o signos semejante!-, capaces de producir perjuicios a 
quien tiene ya consagrado un derecho adquirido y cuantiosos 
capitales invenidos como ocurre en el subJilc. lina elemental 
noción de justicia, lleva en tales vaso» y auu eu los de duda, 
a posponer el mero derevlio en expectativa. 

tjuc debe también coi ítem piarse en el subirte como argu- 
mento que haca improcedente la demanda, lo resuelto por la 
Cámara Federal de esta sección, en el sentido de que las mar- 
cas divinadas a distinguir artículos alimenticios similares, de- 
ben tener distinciones netas y definidas porque el adqnirente 
se recluta, en mayor número, entre gente modesta y de escasa 
instrucción {•). A. -W, ;W7 y Cámara Federal 9/8/40, autos; 
"Rita Unos, y Cía. y. Terreno, Giolito y Cía.". Confirmatoria 
de lo resuelto por el suscripto). Idéntico criterio y principio 
que el consagrado para los productos alimenticios, cabe estable- 
cer par;i los producios de uso común, eomo son toa jabones. 

I*o r tanto y lo expuesto fallo; desestimar la demanda de- 
ducida por "Cuiuauer y Cía." contra S. A. "La Toja", sobre 

"36.470, con costas. — 




DE LA C-ÍMABA FEDERA!, 

Buenos Aires, abril 30 de 1M& 



Víalos y Considerando ¡ 
No guardando similitud eon el sub-judicr, ios casos jne- 
gados por esta Cámara en los juicios que se citan por el retro- 
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mntó a 6. 31 y que se analizan por la demandada a fs. 8S, 
de manera tal, que ta doctrina sostenida en ellos es inaplica- 
ble, y por su» fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de fs. 71 que desestima la demanda deducida 
por "C'auiauer >' Cía." contra la S. A. "La Toja", sobre opwi- 

eiondeia mam Luclona SBlieiloda por el neta 180.470. Devuél- 
vase. — XiraltU Gomál'i ¡ntm.nn. — t'trrit>* tiel Campillo. — 
Ricardo Villar Pataefo. — ./i í( i« .1. CnUhrím. 

DlCTAMF.N l»EL. PliOCURAlMJIt CENSUAL 

Suprema Corte l 

Han sido materia «¡o controversia en esta causa clos 

cuestiones, ambas introdneidaa oportunamente por la 

parto adora. Una, <le Iwcho y referible a la posibilidad 
de confusión entre las marcas- de comercio Laciona y 
La Toja ¡Hita artículos de clase- idéntica; otra, do dere- 
cho, que motiva este recurso exlnumíiminn. Los fallos 
de primera y segunda instancia han oiuiüdo pronuncia- 
miento sobro ta de derecho, aun cuando no resultaba 
inoficiosa para !n recta solución del litigio, Pienso, pues 
qne dicho recurso fué bien concedido (fs. SN5 vtn.). 

ITe aquí el pleito. I.a Toja aparece registrada sin 
interrupción desde 1!)05 hasta la fecha, Lttótánd, lo fué 
en 1!>15, renovándosela en 191*5; pero mis titulares la 
dejaron vencer en este segundo periodos Cuarenta y 
siete días después de caducado presentáronse pidiendo 
el registro, con el carácter ya de ntnrea nueva; y los 
titulares do Isa Toja, que en ninguna do Jas otras oca- 
siones opusieron reparo, lo bucen ahora, sosteniendo 
que la práctica de ofrecer productos por radiotelefonía 
da actualmente a las confusiones fonéticas una impor- 
tancia que antes no tuvieron. Sobre esto no se discute: 
*I problema jurídico traído ante V. K. queda reducido « 
decidir si, no bulliéndose opuesto antes los titulares de 
La Toja, lian podido hacerlo cuando tardíamente pi- 
dieron el nuevo registro los ex-titulares de Laclona. 
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Xo encuentro que el caso 177: í»l, invocado por la 
parte recurrente, guarde analogía con el actual. Allí, 
los propietarios do una marea antigua y acreditada, do- 
jaron pasar alguno* días sin renovarla, y entonces otro 
competidor quiso aprovechar Tai circunstancia para ins- 
crioir a nombre propio lo que durante muchísimos años 
lo estuviera a nombre ajeno. Aquí, La Toja resulta ha- 
ber sido registrada diez anos antes que lactona, y no 
cabo admitir <¡ne sus titulares rc opongan con el pro- 
pósito iie aprovechar la clientela <le esta última. 

Planteado así el asunto, basta recordar para re- 
solverlo, que r! cloiecho de los demandados no lia pros- 
cripto, ni se traía de anular una marea anterior; la 
oposición tiende tan sólo a impedir se la renueve. Aun- 
que por razones distintas de las que <la ol falló apelado-, 
pienso entonces que sería justo confirmarla. — Buenos 
Aires, julio Ú &2 1U41. — Juan Alvares. 

FALLO* DB LA t'OKTK SCPREMA 

Buenos Aires, mayo 11 de 1942. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concebido 
a fs. 0(¡ vta. en los autos " Cniiiauer y Cía." contra 8. A. 
"I-a Toja" por oposición ai resistió do la marea Lac- 
tona, venidos de la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando; 

Que In sentencia de prime™ instancia, confirmada 
por la Cámara, rechaza la demanda fundándose en la 
■posibilidad de confusión entre la marca Lactona soli- 
citada por la aetora y la marca ha Toja registrada por 
la demandada. 

La primera ha sostenido, sin contradicción de la de- 
mandada, q;ue ía marca que pretende ahora registrar ya 
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lo fué por primera vez en 1915 y luego en 1925; y, ade- 
más, que sólo ha t ranscurrido un mes y diecisiete días 
desde que caducó el ¡segundo registro, por lo que la 
sentencia que declara procedente la oposición es con- 
traria al derecho que furnia en los arta. 6 y 12 de la 
ley federal 3**75. 

Que la cuestión de hecho resuelta en la sentencia 
acerca de la posibilidad de contusión entre ambas mar- 
cas no puede ser revisuda por esta Corte en función del 
recurso extraordinario 

Sólo puede WX objeto de éste la de decidir si ana 
existiendo la posibilidad <lc confusión entre las marcas 
Lactnna y La Tojm, como lo decide en sentido afirmati- 
vo la sentencia apelada, la circunstancia de haber coexis- 
tido durante veinte años ambas marcas, sin oposición 
de la demandada, basta para autorizar el registro de !a 
primera solicitada por la netora. 

El art. 13 de lu ley 3075 dispone que la protección 
de los derechos al uso exclusivo do la marca, sólo du- 
rará diez años que podrán ser prorrogados indefinida- 
mente por otros términos iguales, llenñndosc en todos 
los casos las formalidades necesarias y abonándose en 
cada vez el impuesto correspondiente. 

Es cierto, como lo sostiene la demandada, que la 
marca La dona ha sido solicitada como i se tratara de 
marca nueva. Mas ello se debe a la circunstancia de 
haberse extinguido on loa términos del art. 14, in. 2% 
porque su dueño dejó transcurrir el segundo plazo de 
diez años durante él cual estuvo registrada. Mas no 
puede equipararse, en verdad, el derecho del solicitan- 
te de una marea completamente nueva al de quien la 
tuvo registrado durante veinte años y continuó con su 
nao cuando la solicitó por tercera vez, pasndos unos días 
de extinguido su registro. La jurisprudencia es unifor- 
me acerca de la interpretación de la ley 3975 en el sen- 
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tido de. que debe rechazarse el registro do una marca 
nueva cuando ella pueda confundirse directa o indirec- 
tamente con la yo rcjrkslradn, puesto que aun cuando 
tal confusión sea muy remota y sólo pueda prodneirae 
ante un consumidor despreocupado, en realidad no se 
perjudica con el rechazo al solicitante de la marea nue- 
va, aun no* acreditada en el comercio, enyo derecho en 
expectativa deltc ceder ante el derecho adquirido del 
titular de la- marea registrada. 

La interpretación de la letra, y más que ella el es- 
píritu de ta ley 3!»7á, en cuanto se refiero al registro 
de marcas nueva* han sido puestos de manifiesto des- 
de antiguo en numerosos casos <Fallos: 140, 397; 
181, 37S; 187, 131 y 205; 189, 224; 190, 473) en los cua- 
les so ha condenado ta tentativa de perjudicar a loo 
titulares de mareas registradas y acreditadas por me- 
dio del registro de otras confundibles con éstas. 

Kn el caso de autos traíase de una situación bien 
distinta, puesto que la actora defiende ahincadamente 
ol derecho de continuar usando su marca largamente 
acreditada y cuyo último registro caducó por una inad- 
vertencia o un descuido que los ñutos ponen de mani- 
fiesto, como ocurrió también entre la caducidad del 
primero y el segundo ocurridos en 31 do mayo de 1925 
y 31 de octubre de 1925. 

Por otra parte, el mismo diseño que acompaña al 
nombre Lactona, manifiestamente distinto al que acom- 
paña la marca La Toja de la demandada, a los que 
no se refiere la sentencia apelada —pues sólo considera 
la similitud de los nombres— demuestra que la actora 
en ningún momento se ha propuesto registrar una mar- 
ea confundible con la última, sino tan sólo conservar 
el uso de la misma, al que habría tenido un derecho 
incontrovertible de haber solicitado su renovación cua- 
renta y ocho días antes, o sea con anterioridad al ven- 
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cimiento del término do SU registro, puesto que según 
el art. 13 la protección de los derechos ni uso exclu- 
sivo, que só3o dura diez aüos, puede ser prorrogada in- 
definidamente como antes se exprosa. 

I-a aetora, en el caso en examen, encuéntrase en una 
situación parecida ti la resuella in n S. A. Fabril, Agrí- 
cola y Comercial v. R. C'ouzier y Cía. (Paitos: 177, S»l) 
en que se reconoció el derecho de los demandados para 
oponerle al rehiro de una marca igual a la que tu- 
vieron registraban no obstante haber vencido treinta 
días antes — por una Qmiaíóíl en renovarla — el térmi- 
no de su tercer registro. Se consideró entóneos que 
los señores Couzier tenían un intvrt'a legítimo y una 
personería legítima. Kl art. 953 del Código Civil, re- 
cordóse entóneos, declara nulo el acta jurídico que per- 
judique el derecho de un tercero. Y es indudable que 
en el caso actual, aun cuando difieren los hechos, la 
situación jurídica y moral es análoga ante el espíritu de 
la ley que tiendo a proteger al titular de una nmrca 
registrada, evitando la competencia desleal mediante el 
uso o el registro de otra que pueda arrebatar la clien- 
tela de la primera. 

Los antecedentes de autos demuestran que sólo la 
parlo aetora resultaría perjudicada sí se hiciera lugar a 
la oposición formulada por la demandada. 

En sn mérito, y oído el .señor Procurador General* 
*e revoca la sentencia en cuanto lia podido ser materia 
del reeurso. 

Notifiques© y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oabna — fjuis Linares — B. 
A. Nazar Anchobena — P. 
Ramos Mejía. 
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BALESTitlN'I Unos. v. NACION ARGENTINA 



MORA. 

P8&S0$AS JVRW1CAS. 

Cuando celebra contratos en su carácter de persona jü- 
rídica, el Kstailo Se lialla sujeto ji las mismas obligaciones 
qw 1 Iih individuos, por ln que le alcanzan las disposicio- 
nes del Código Civil sobre, la mora. 

COMPRA VENTA. 
MOKA. 

VA transcurso del plnzo para el papo del precio fijado en 
las cláusulas impresas en las facturas remitidas por el 
vendedor a la Dirección General de Correas y Telégrafos 
cíela -Nación no hasta para constituirla cía mora. Para ello 
se requiera qué haya habido interpelación. 

MORA, 

ha interpelación extrajiulieinl, sea cual fuere su f orina, con 
tal que importe un requerimiento de pago Ue Ja obliga- 
ción, constituye, en mora al deudor. 

INTERESES: Procedencia del cobro. Intereses moratorias. 

MORA. 

El deudor moroso debe al acreedor los daños y perjuicios 
causados por el retardo, o tos intereses si se tratare de 
oblifraciottcs de dar Mima* de dinero, aunque nada se hu- 
biere estipularlo al respecto. 

rtfTERESES: liquidación. Tipa de Jos intereses. 

Mo procede considerarse estipulado por las partes el inte- 
rés moratoria deE 10 % fijado en las cláusulas impresas 
en la factura remitida por el vendedor a 3a Dirección G* 
neral de Correos y Telégrafos de la Nación, que omitió 
t«da manifestación de voluntad al respecto. 

IJ/TERESES: Liquidación. Tipo de los intereses. 

A falta de estipulación acerca de la tasa de los interesal 
mora tono*, debe admitirse la que el Banco de la Nación 
cebra corrientemente en sus préstamos. 
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PRESCRIPCION: Prescripción cí* acciones en particular. Civil. Ac- 
ciones prescriptible*. 

I*a prescripción quinquenal establecida en el art. 4027 del 
Código Civil, es aplicable a los iniereses laoratoríos, aun 
cuando en la demanda se reclame bu pago como una suma 
global, curn's|»ii<lii'iile al período comprendido entre ¡a 
fcíha en que el eomprador demandado debió pagar el pre- 
cio y aquella en que efectivamente lo pagfi co» retardo. 

PRESCRIPCION': Interrupción. 

La sola presentnefe&rj de la demanda basta para interrum- 
pir la prescripción. 

PRESCRIPCION: Pre*cr¡¡HÍ¿a 4c nedomft e» parUtuIar. Citil. Ac- 
etona prescriptibles. 

Siendo proceden le la prescripción ípiinquonal opuesta i»r 
el demandado, la liquidación de los intereses moratorias 
cayo cobro constituye el único objeto tíe la demnndn, debe 
efectuarse a contar desde cinco años antes de la fecha de 
presentación de la demanda hasta el día del paso de la 
mercadería. 

Sentencia del JOBS Federal 

Buenos Aires, noviembre 12 de 1940. 

Y vistos: Esto* autos caratulados "Balestrini linos, con- 
tra Gobierno de la Nación sobre cobro de pesos", de los que 
resulta: 

1») Que a U. ti Be presenta el actor por apoderado dedu- 
ciendo! formal demanda contra el Superior Gobierno de la Na- 
ción por cobro de la mima de $: 5.H78.Ü7 m/n. que se !e adeuda 
en concepto de intereses en mérito de Ins siguientes considera- 
ciones : 

I>ice t(ue la «unta rvelamada en concepto de intereses pro- 
viene por La mora incurrida en el pago de las facturas indicadas 
en la planilla de ffs. 5 por abastecimientos prestados a ta Di- 
rección (leñera! de Correos y Telégrafos. Que dado el tiempo 
transcurrido entre la presentación de esas facturas (30/12/ 
1930) y el pago de las mismas (23/1/193^) al tipo de intere- 
se* expresados cr la cláusula inserto en cada una de ellas 
(10 %) desde 1< * treinta días de su presentación, se llega a 
la liquidación indicada a í*. 5. que es lo que se reclama en este 
juicio. Funda la demanda en lo dispuesto en los arts. 508, 509, 
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1197 y 1198 del Código Civil, cita jurisprudencia que hace a 
su derecho y pide que en definitiva se haga lugar a la demanda 

eon intereses y coalas. 

2») Declarada la competencia del juzgado y corrido tras- 
lado Ü1 la demanda al 1*. E. por intermedio del ministerio 
del ramo, a fs. 70 se presenta el señor procurador fiscal con- 
testando y dice: 

Que ín di-manda -es improcedente. Que de las constancia» 
administrativas agrandas a<Í-ffftrtunt-v¡i¡tndi resulta acredi- 
tado que en los respectivos contratos de provisiones no se es- 
tipuli» plazo alguno para el pago de las facturas; en conse- 
cuencia, rl pretendido derecho al cobro de intereses por la 
mora invocad» es improcedente. Agrega que por otra parte el 
redamo admiiiislralivo se limitó al cobro de la suma de peso* 
3.:íí>6.41 m/n. y m» a la que se reclama en la presente demanda. 
Pido en definitiva, ri recoaao de la acción con costas. 

2») Abierta la causa a prueba por todo el término de ley, 
se prfwlujo la cei ¡ ficada por el act uario a fs. VV¿ alegando ara- 
bas partes sobre su mérito a fs. 134 y fs. 137 con lo que i* 
llamó autos para sentencia a fs. 140 y 

Considerando: 

V) Lo que persigue el actor en la presente demanda ea 
el cobro de la mima expresada en el escrito de fu. 6 en concepto 
de intereses por la mora en que incurrió la demandada en d 
pago de las facturas cuyo detalle se indica en la plamll* At 

fa. 5. 

I -i cuestión de derecho articulada n n la presente demanda 
no es novedosa y lia sido materia de diversos pronunciamientoa 
por parte de la Suprema Corte de- la Nación en el sentido tos- 
trnido por la adora, «no es, que la falta de cláusula «presa 
respecto del plazo del pago no puede ser óbice para el redamo 
de ¡nterc* - cu los casos de mora, debiendo en estos caaos en- 
tenderse que el pago dentro de la cláusula "previo el trámite 
de las cuentas résped ¡va*" (ver inf. fs. 5 Expíe, núra. 12.612, 
letra C. Ministerio del Interior agregado por cnerda floja) as 
efectuará a los seis mese» de la presentación de las facturas, 
tiempo razonable a partir dd cual deberán computarse loa 
intereses de acuerdo a las características ordinarias de nuestro 
sistema administrativo y de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 2» de la ley 3952 (ver S. G.a 179, 195; 181, 196, «te.). 

Que acreditarla como resulta de las constancia* administra- 
tívas agregadas ad-cffectum-videndi la interpelación extrajo- 
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ÍS^^S/^áS fftiJ dt > 109 « tr *a« requeridos por 
i<« arla. 624 y a09 del Cudipo Civil « han cumplido a los efee- 
toa perseguidos y por lo tanto la demanda debe prosperar res- 
pecto a Jas fficturas incluidas en esos reclamos como lo advierte 
«1 1 residente de la Contaduría General de la Nación, l>r 31 X 
de rézanos Pinto, en su dictamen óbrame a fs. 40 «le las refe- 
ridas actuaciones y de conformidad con lo resucito en los fa> 
líos anteriormente señalados. 

P) Que en énanto «i tifio de inn-reses redamados (10%) 
* í u ' c, °, dv . 1 l'roveyente no puede aceptar». Vomo con tóelo 
acierto I« destaea la demandada on s„ escrito de res,«,nde (fs. 
70) la cláusula inserta en las facera presen latías no puede 
considerarse como una obligación contractual desdé el mo- 
mento que ella „n 8ury e de tina determinación de las partes 
(to octoraí. 1 el hecho de que esa cláusula no haya sido obser- 
vada en ci linimento de ía presentación <!e los ¿«amentos no 
puede en forma alguna interpretarse en el sentido pretendido 
•n el ese rito de fs. f, de que existí- un consentimiento tácito, ya 
que falta respecto a ello algún signo externo que autorice ra- 
Civ?I) U m,erprrt * ciou í ' nrts - Ü45 y dfl Código 

Kilo decide al suscripto a establecer como justo tipo de 
interés el que cobraba el Banco de la Nación Argentino a la 
fecha en ano ellos se devengaron, de conformidad a lo catá- 
logos lüvar,abk ' men,e l wr i fl jurisprudencia en casos ana*- 

. 3 *? '»! Hmo referrote a la fecha a partir de 

a «wi deberán liquidarse lo* intereses, de conformidad con 
lo resuelto por la Suprema Corto en los casos señalados en el 
primer considerando de esta sentencia corresponde se practi- 
qj« ; desde los seia meses de la presentación de las facturas esto 
30 d * J>»"o de 1931 (ver planilla de fs. 5) . Y a loa 
efectos de establecer el monto de la suma que correspondo 
abonar deberá practicarse una liquidación de acuerdo a las 
constancias existentes en autos y de conformidad con el tipo 
de intereses establecido y el término señalado. 

Por las precedentes consideraciones fallo: declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá abonar a los señores líalestrini 
Unos, la «nma resultante de la liquidación a practicarse en la 
forma indicada en el tereer considerando de cata sentencia sin 
intereses (S. C. : 181, 196) y la mitad de las costas atento el 
multado a que se ha arribado. - Edmrdo Sarmimto. 
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SWTENPU PE h\ Cámara Federa* 

Buenos Aires, agosto 29 de 1941. 




Que el señor procurador fiscal de cámara mantiene en 
cata instancia la defensa de prescripción fundada en el art. 
4027 do! Código Civil. Opuesta a fs. 137 y q«ie el señor juez 
a-qxio no trató en el fnllo recurrido. 

Qw a efflo respeelo. cata señalar que* csi<* tribunal — re- 
solviendo análoga cui-slióii en juicio seguido entre las mismas 
partí-s. fallado en 2¡> de abril de 194(9— , decidió que ln pres- 
cripción invocada "m* aplica n los intereses de lodo crédito 
cuya cantidad se encuentre determinada, cualquiera que sea so 
naturaleza, v así S6 Iratt- de intereses debidos en virtud de 
una convención, de la ley o de una sentencia (Auimv bt TUü, 
par. 774, 4« etlieióll; »'. S. 147. 115J". 

<-¡ue siendo ello así, corresponde que, en el caso, la liqui- 
dación de intereses que manda pagar la sentencia apelada, 
BC haga a contar de eineo años antes ile la iniciación de la de- 
manda, hasta el día del papo de la mercadería. 

Por ello, y por sus fundamento* *e «infirma la sentencia 
apelada de fs. 141 en cnanto declara que la Nación deberá 
devolver a los actores, Balealrini Uno*, la suma resultante d« 
la liquidación a practicarse, mollificándola tínicamente, en 
cuanto a la fecha a partir de la cual deberán liquidarse los in- 
tereses, la que se fija en el 22 de abril de 1932, es decir, cinco 
años antes de la fecha del cargo puesto al escrito de demanda, 
hasta el 24 de enero de 1935, o *;a el día del pago de la merca- 
dería. Las costas de esta instancia en el orden causado, atento 
el resultado <le Im apelaeiones inter puesta». — Nicolás Gon- 
zález Iramain. — Carlos del Campillo. — Ricardo Villar Pa- 
aeio. — Juan A. Gomóles Calderón. — Emjmtl S. de OUso, 
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Buenos Airea, mayo 8 de 1942. 

Y vista la apelación i>or recurso ordinario venid* 
en contra de la senteneia de la Cámara Federal de la 
Capital do fa. 156, en los autos seguidos por la razón 
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social Balestrini Hnos. contra el Fisco Nacional sobre 
cobro de pesos ¡ y 

Considerando : 

Que el Estado General cuando contrata con terce- 
ras personas en su carácter de persona jurídica, está 
sujeto» las ratanias obligaciones que competen a los par- 
ticulares, y le alcanzan, en consecuencia, las disposicio- 
nes de ios arts. 508 y 500 del Código Civil. (Fallos: 155, 
260; 179, 195; 181. 196, y otros). 

^ Que la mora riel deudor ac constituye \tor interpe- 
lación judicial o extrajudirial, podiendo ser ésta en cual- 
quier forma, siempre que ella importe un requerimiento 
de pago de la obligación vencida. ( Fallos ¡ 179, 195 ci- 
tado; 189, 422| y arí. 609 del Código Civil), 

Que es consecuencia natural do la mora el respon- 
sabilizar al deudor por las perdidas e intereses ocasio- 
nados al acreedor, o por los intereses, cuando se trata 
de pagar sumas de dinero, aunque nada al respecto se 
numera estipulado en el contrato o convención at cual se 
refiera. (Fallos: 181, l!Mi, y otros). 

Que la venta de mercaderías lieelm sin estipulación 
de p]azo, se supone que es al contado, o sea que su pago 
debe hacerse en el momento en que la cosa es ent regada. 
(Arta. 1424 del Código Civil y 207, 4G4 y 465 del de 
Comercio). 

Que en el coso de que se trata no lia habido estipu- 
lación de plazo, y tan sólo de parte de la razón social ven- 
dedora se lia expresado en las facturas remitidas al 
comprador que concedía el termino de treinta días para 
el abono de las mercaderías. Hay que creer que este fué 
el término de la obligación contraída por la Dirección 
de Correos y Telégrafos al comprar dichas mercaderías 
el 30 de diciembre de 1930. Pero no hasta el vencimiento 
del término para que el deudor incurra en mora; es ne- 
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cesario (fue baya habido interpelación. En este caso-, la 
interpelación exírajndmial tuvo lugar cuando la Tazón 
social en marzo 6 de 1931 se dirigió al Director General 
pidiéndole c! pago de lo adeudado (carta qae corro a 
fs. 18 del expediente administrativo, comprobada su 
autenticidad en este juicio y no desconocida por la parte 
demandada. Informe del perito Miguel Torre de fs. 132) 
y desde entonces deten correr los intereses. 

Que el interés del 10 % anual fijado en las facturas 
no puede considerarse estipulado, por cuanto por parte 
de la Dirección de Correos no hubo manifestación alguna 
de voluntad ni respecto, expresa o tácita. <Art. 1145 del 
Código Civil). Que siendo así, de ueuordo con la juris- 
prudencia constante, los intereses nioratorios deben es- 
tablecerse por los que cobra corrientemente en sus prés- 
tamos el Banco de la Nación. 

Que de autos resulta comprobado que el crédito se 
pagó el 24 de enero de 1935 con reserva de parte del 
acreedor para reclamar los intereses. (Informe de ta 
Contaduría de la Xación del 31 de agosto de 1936 q.ae 
corro en el expediente administrativo). 

Que la excepción de prescripción de cinco años 
opuesta por el Fisco y fundada en el art 4027 del Código 
Civil, os procedente de acuerdo a la doctrina de ésta 
Corto, y abarca los intereses vencidos desde cinco años 
para atrás do Ja notificación de la demanda, noviembre 
19 de 1937 (fs. 67), los que deben darse por extinguido* 
(Concordante con el art '¿'¿77 del Código Francés. Corte 
Suprema, Fallos: 147, 110. Maguado, comentario a di- 
cho art. 4027, Avbry et Rau, párrafo 774, 4» edición, 
pág. 434). 

En su mC'i ito, se confirma la sentencia apelada en 
todas sus partes y por sus fundamentos. Sin costas, 
por cuanto e31a >ia sido apelada por una y otra parte. 



TALUOS DE LA COSTE SUPREMA 

Notifíqueso y devuélvanse, reponiéndose el papel en el 
juzgado de origen. 

Roberto Kefetto — Antonio 
Sao. aun a — Luis Linares — 
B. A. Kazar ANcIíOIUÍNA — 
F. Ramos Mejía, 



Afl-AIiATORIA 

Buenos Aires, mayo 13 de 1942. 

Autos y Vistos: Pura resolver p] pedido de acla- 
ratoria formulado fwr ol señor Procurador General de 
la Kneióu en los autos "Balestrini JIiias. contra Go- 
bierno de la Xación". 

Considerando: 

Que evidentemente y como resulta de la parte re- 
solutoria de la sentencia de fs. 166 y de la reiterada e 
invariable jurisprudencia de esta Corte —Fallos: 87, 
403; 124. 315; 132, 42-J; 1S$ 92; 1G3, 211 ¡ 188, 101- 
en el último considerando de aquella se lia incurrido en 
error material «1 referirse a la fecha do la notifica- 
ción de U demanda en lugar dé la de presentación de 
la misma, como corresponde y lo lia decidido la Cámara 
Federal en ol fallo de fs. 156" que esta Corte; Suprema 
confirmó a fs. Itítí "en todas sus partes y po>r sus fun- 
damentos". 

Por ello se resuelve no hacer lugar u lo pedido 
por el señor Procurador General y enmendar el error 
material de referencia, declarando que la prescripción 
abarca los intereses vencidos desde ciuco años para 
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atrás do la fecha do presentación do La demanda, o 
&e& el 22 de abril do 1932. Notifique» y devuélvanse. 

Roiiehto Kkpetto — Antonio 
Saoabxa — Luis Lisabes — 
B. A, Xazaíc Anchores a — 
Y. Ramos Mejía. 



DAVID t'OSTAOUTA v. PIRKí'ttON' GENERAL. DEL 
LMi'UKSTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A IA>S REDITOS- Aplicación. Deducciones. 

La h-y 11.08'» autoriza a deducir ln ainortizapiim di? inmuo- 

tiles «ilnmente ra la irrct-ra categoría de réditos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Principios gntmfr*. 

Las categorías de coiilrihuyeiitcs han sido establecidas en 
I* ley it.tfgS sobre la base del ori^-ii de la reñía imponible, 
con prcsciudcitcia de la profesión de aquéllos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Pritapm generales. 

La asimilación a eomcTcianlc del contribuyente de primera 
categoría que lleve libros y doi-nim-iitacíón -en /orina, no va- 
ría el ré*rintcn del impuesto «i el carácter de las obliga- 
ciones de aquél para con d fisto; sólo le da la facilidad 
de presentar mi balance de agüenlo epu libro» y la ÍO 
que éstos pueden merecer. 

IMPUESTO A LOS REDITOS; AptkúM*. Dtdueeioites. 

La ley H.ÍWi no autoriza a deducir la amortización do in- 
iiiueldcs al contribuyente tle la primera categoría asimilado 
a comerciante. 

STMTESriA DEI. SVVZ FEDERAL 

Buenos Aires, octubre 25 de 1940. 

Y Vistos: Tara resolver en definitiva este juicio ae-ruido 
iwrel Pisco Nacional (Direccióu General del Impuesto a los 
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itédito») contra David Costaguta, por demanda contenciosa, 
ley 11.683 (t. o.) ¿y 

K.eaultaod o ¡ 

Qo« Parid Costaguta demanda al Fisco Nacional para que 
•e declare la iuconstitucionalidad del inu. 4* art. 24 de la re- 
glameiitaciún geni ral del impuesto a los réditos de fecha 1* 
do junio de 1Ü33 y del decreto del Poder Ejecutivo del 30 de 
diciembre de 3936; el primero, en cuanto limita las deduccio- 
nes de los contribuyentes de la primera categoría "... a la 
unortiución «le i,*.-- instalaciones. . . y el segundo, en cuanto 
niega hacer extensivos a los mismos, asimilados a comerciantes, 
las disposiciones del inc. c), art. 23 de la ley 11.632 (t. o,), 
referente a las " amortizaciones razonables" sobre los ,nmue- 
bks para compensar agota míenlos, etc. y para que se le con- 
dene, a modificar las liq «¡daciones confeccionadas con f^-ha 

30 de junio de 1936 por concepto de impuestos a su cargo al 

31 de diciembre do 1935, admitiendo las amort ¡raciones de los 
imnue'bleH de renta hasta el máximo ilcl 1 y* c /c, y para que 
igualmente » le condene a devolverle la suma de- g 7.303,25 m/D 
o la cantidad que resulte del reajuste de esas liquidaciones; 
todo eon intereses y costas. — 

Manifiesta que es contribuyente de la primera categoría, 
asimilado a comerciante por resolución de la Dirección. En su? 
liquidaciones y declaraciones ¿tiradas -desde ej año 1932, hizo, 
deduc iones sobr*- el valor de los inmuebles de renta por el 
1¥> % en concepto de amortización, pero In Dirección Ge- 
neral del Impuesto no aceptó dichas deducciones fundándose 
en que, a) "1a asímilne-ión a comerciante no tiene más objeta 
que el de faeililar la liquidación de! impuesto en base a loa 
balances efectuados en formo eomercml ; sus efectos nó llegan 
a la transFormaciÓn de la naturaleza de réditos de una cate- 
goría a otra", y b) "la resolución del Ministerio de Hacienda 
de fecha 30 «le 'diciembre «le 1936... es terminante en cuanto 
no admite amortización. . . *'. 

1.08 ary límenlos de la LMrcecum son inconsistentes. La 
asimilación a comerciante que autoriza la l<\v 11,682, art. 27, 
no es una mera formalidad para facilitar las liquidaciones. Su 
norma expresa autoriza en esc caso, a liquidar el impuesto de 
acuerdo a las disposiciones para la tercera categoría, concor- 
dante con lo dispuesto en los arts. 2". 11, 18 y 23, inc. c) de 
la misma lev. El espíritu de la misma es contrario al criterio 
de la Dirección para establecer Ina normas respectivas para 
esos casticos. inc. c), art. 23. Esas normas se han establecido 
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por la Dirección para amortización de propiedades hasta el 
máximn del 2 % de la valuación fiscal o valor de construcción 

en bu caso. 

1.a i'ieiu^títticionalidad de los decretos a que ha hecho re- 
ferencia es procedente porque Ja aplicación de los mismos es 
contraria a! texto expreso m U ley 11.6S2, inc. c), art. 23 que 
autoriza amortizaciones razonables. lia aplicación de esos de- 
cretos al caso expuesto, es violatorin del art. 17 de la Consti- 
tución Nacional. La facultad reglamentaria del l/oder Ejecu- 
tivo DO debe alterar los principios de la Constitución! nt el m- 
' piritu dii Ins leves, nu debe impc<lir el principio de igualdad 
cu el impuesto y cargas púbicns, ni privar de lo que la Cons- 
titueión y las ley» no prohiben, arts. 16, 19, 28, e inc. 2», art 
H6, Constitución Nacional. 

lince luego referencia al valor que el uso y la costumbre 
tienen en la ley de réditos para fijar criterios de interpreta- 
ción y en ratón de todo lo expuesto demanda al Fisco Nacional 
en la fonia en que lo deja expuesto en el principio de este 
escrito. 

Que el señor represen f ante de la Nación ol contestar la 
demanda expresa que el actor introduce una confusión al refe- 
rirso a la asimilación u comerciante que le fué concedida en 
virtud del nrt. 27 de la ley 11682, pues dieho texto legal adío 
lo Oóiwede una *ámplifiOfleión en el proced i miento para efectuar 
la liquidación, pero no lo autoriza a modificar el monto de la 
misma. 

Eliminada así la confusión en (pac incurre el actor, el punto 
a dilucidar es ol de sí tos inmuebles de su propiedad son o tío 
susceptibles de amortizaciones dentro del sistema tributario de 
réditos. 

La ley, agrega, no contempla el rédito con arreglo a las 
clásicas definiciones doctrinarías; muy al contrario, dejando 
de lado, muy frrcuen temen te. tales definiciones, determina ex- 
presamente en su articulado cuál es la materia sobre que incide. 
Poco importa entonces que, como el actor afirma, las amortiza- 
ciones de inmuebles sean o no de uso en la técnica contable o 
en la teoría financiera : su admisibilidad sólo puede resultar 
del expreso texto de* la ley 11.682. 

El art. 12 (testo ordenado) ordena que, aún en los casos 
en que la renta de inmuebles deba liquidarse en la tercera ca- 
tcjroría. ello defae hacerse "sin perjuicio de las disposiciones 
especiales de la préseme (categoría l") para la determinación 
de la renta". 

Ahora bien: en el artic»la<lo de Iíi primera categoría no 
hay ninguna disposición que autorice lo deducción de amorti- 
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■aciones, lo que basta para eliminarlas. Y, en consecuencia, sólo 
pueden admitirse en el único caso que prevé el arl. 23, ine. c), 
« decir "las amortizaciones razonables para compensar el ago- 
tamiento, desaaste y destrucción de los Lunes usados en el 
negocio"; debiendo el vocablo "negocio", entenderse en el sen- 
tido de establecimiento, de instalación mercantil. |ior ser la 
tínica acepción razón abléntente admisible d>-utro dt* la econo- 
mía de la ley. atenta la forma de la cláusula y su colocación 
dentro del articulado legal. 

Por otra parte, si alguna duda pudo haberse producido 
con anterioridad, ella ha quedado dcíinitivaiueiiu» eliminada 
por la ley 12.599. 

El art. 1Ü de esa ley. aclarando los arts. 11 y 23, ¡uc. c) 
de la ley 11.&S2, expresamente dice que en las liquidaciones de 
réditos devengados hasta finalizar el corriente año <133!l) las 
amortizaciones sólo son deducibles ou la tercera categoría y en 
cuanto se refieran a inmuebles usados como "locales de venta, 
fábricas u oficinas'', 

Esa ley aclaratoria debe aplicarse a todos l<*s casos que, 
como el de auto», no están definitivamente juzgados con arreglo 
a los arts. 4044, 4045 y 4* del Código Civil. 

Por todo lo dicho y haciendo notar el carácter restrictivo 
con que debe interpretarse la exención parcial del impuesto que 
pretende el actor (jurisprudencia de la Corte Suprema) soli- 
cita el rechazo de la acción, coa costas. 

Y Considerando: 

Que por las propias constancias que fundamentan la de- 
manda y por los términos en que ha qncdadn t ra luida la litis, 
debe tenerse por establecido que los inmuebles implicados por 
las deducciones alegadas, ninguno de ellos está afectado a 
negocio alguno, conforme lo especifica el apartado c) del art. 
23 de la l*y 1 1.6S2. 

Que no «riendo admisible legalmente el criterio sustentado 
por el actor, acerca de la forma amplia en que pretende auto- 
rizada la deducción de las amortizaciones razonables para 
compensar el agotamiento, desbaste y destrucción de sus bienes 
inmuebles, ya que conforme surge con claridad del texto legal 
invocado por el actor, dichas amortizaciones de inmuebles so- 
lamente están concedidas para los casos en que dichos bienes 
forman parte o son usados en el negocio de que se trate, in- 
dudable resulta que la acción es improcedente. 

En enante al caso sub lita es aplicable la doetrina susten- 
tada por la Corte Suprema eu el cuso Escorihuela (C. 8., t 187. 
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330) ; se tienen aquí por reproducidos dieta fundamento», con 
lo que se hace innecesario entrar a considerar la impugnación 
que en la demanda se formula en contra de las normas del 
decreto reglamentario de la ley 11.683, <iue allí se especifican. 

l'or lauto y lo expuesto, fallo : desestimar la demanda de- 
ducida, por «Ion David Coagula en contra del Fisco Nacional 
Robre df manda contención. Con eos tas, aUnto la falta de la - 
namienlo ü la recieutr jurisprudencia de lu Corte Suprema. — 
E. L. González. 

i DE LA CAMARA FEDKBAL 

Buenos Aires, abril 21 de 1941. 

V" Vistos: En virtud de lo resuelto por ta Corte Suprema 
de Justicia en d en so «le Adela Escorilmela de Eseorihitela 
contra la Dirección General del 1 mpnesto a los Réditos, fallado 
el 5 de ajrosto de 1940 £t, 187, pág. 330), se confirma la sen- 
(eneja apelada de fs. fifi que rechaza la presente demanda de- 
ducida por David Coflfaputa contra el Fisco Nacional. Costal 
de andino instancias en el orden causado, por no encontrar mé- 
rito para imponerlas. — X. (¡oazálc: Irammn, — Carfog del 
''o. — R. Villar " 
8. de Ohso. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 13 de 1942. 

Y Vistos: El juicio seguido por David Costaguta 
contra el Fisco Xacional — Dirección General de Im- 
puesto a los Réditos— venido do la Exma. Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital por apelación ordi- 
naria en tercera instuneia. 

Considerando: 

Que el recurrente contribuyente do la primera ca- 
tegoría, renta del suelo, asimilado a comerciante por 
resolución de la Dirección General del Impoeato a loi 
Réditos, lwpiidó sns impuestos hasta el .31 de dicierabr* 
de 1035 haciendo deducciones sobro el valor de los in- 
muebles por el importe del ano y medio por ciento ¡ la 
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Dirección ooservó las liquidaciones por loa rubros de 
amortización sobre inmuebles, obligándolo a pagar la 
soma de $ 7.303.25 m/n^ lo que efectuó bajo reserva 
del derecho de repetición. En consecuencia, demanda 
para que se condone a la Dirección a modificar las li- 
quidaciones admitiendo las amortizaciones de los in- 
muebles do reala, a devolver las sumas pagadas o lo 
Cftlñ resulte del reajuste do las liquidaciones, sostenien- 
do, además, la incoaatitucionalidad del art. 24, inc. 4, 
del Reglamento General del Impuesto a los Réditos 
del 1* de junio do 1933, en cuanto Umita las deduccio- 
nes de tos contribuyentes de la primera categoría a 
las amortizaciones de instalaciones, y la del decreto del 
Poder Ejecutivo del 30 de diciembre de 103b' en cuanto 
niega hacer extensivo a los mismos contribuyentes, asi- 
milados a comerciante*, las disposiciones del inc. c) 
del art. 23 de la ley 11.682 —texto ordenado— referente 
a las amortizaciones razonables. 

Que es un hecho iudiscutitlo qu el actor es un con- 
tribuyente de lu primera categoría — renta del suelo — 
que paga el impuesto en razón de la renta que percibe 
por la locación de casas y, en tal carácter, tratándose 
del impuesto anterior al 1* de enero de 1940, le es apli- 
cable a su coso la doctrina sentada por mayoría de 
esta Corte en el caso de Adela Eseorilmela ¿i Escori- 
huela contra la misma demandada —Fallos: 187, ;í3ti — . 
Se dejó establecido allí qne la ley 11.682 autoriza a de- 
ducir la amortización de inmuebles símilmente en !a 
tercera categoría de réditos, doctrina que lia sido apli- 
cada con posterioridad en otros casos análogos. Si esta 
es la interpretación de la ley, el art. 24 inc 4) del Re- 
glamento General de 1033 y la resolución ministerial, 
no decreto, del .'SO de diciembre de 1936, que se impug- 
nan de inconstitucionales, coueuerdan con la ley y su 
inconstitucíonalidad es insostenible. 
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Que el recurrente sostiene qne habiendo sido asimi- 
lado a comerciante, a su pedido, por resolución de la 
Dirección General de conformidad con el art. 27 de la 
ley H.6S2 — texto ordenado — le es aplicable el ine. c) 
del nrt. lili de la misma, como lo cstahleec el primero da 
los artículos citados al decir "... liquidándose enton- 
ces el impuesto de acuerdo con las disposiciones de «sta 
categoría". 

Que lu ley 11.682, al establecer la categoría de loa 
contribuyentes, so basa en los diversos orígenes de la 
renta imponible, prescindiendo de la profesión del con- 
tribuyente. Es así como el art. 3° prevé el caso de nn 
contribuyente que perciba rentas de varias categorías 
admitiendo Ja compensación de réditos con quebranto» 
dentro «lo la misma y entre diversas categorías, sin per- 
juicío de las disposiciones especíales para las catego- 
rías; es decir, dentro del conjunto de réditos conserva 
La autonomía de cada categoría para la aplicación de 
sus reglas especíales. VjS por aplicación del mismo prin- 
cipio que el art. 12 — siempre texto ordenado— al pre- 
ver el caso en que la renta do un inmueble corresponda 
a personas comprendidas en la tercera categoría, esta- 
blece que la liquidación se efectuará en dicha categoría 
sin perjuicio de las disposiciones especiales de la pri- 
mera para la determinación de la renta, y el impuesto 
así liquidado es considerado como simple pago a cuenta 
del que correspondiera en la tercera* El mismo princi- 
pio aplica el art. 18 a loa réditos de la segunda cate- 
goría. 

Que es claro, en oonsecneneia, que. ln asimilación a 
comerciante del contribuyente de la primera categoría 
que lleva libros y documentación, establecida por el art. 
27, no varía el régimen del impuesto ni el carácter de 
las obligaciones del contribuyente para con el fisco; 
sólo le da la facilidad do presentar un balance de acner- 
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do con sus libros llevados en forma y la fe que ellos 
puedan merecer, porque eso permite una fácil fiscali- 
xacíóu del impuesto. Ui solución opuesta, que sostiene 
el recurrente, sería contraria al sistema legal ya estu- 
diado en el considerando anterior. 

Que dada In naturaleza de tus cuestiones plantea- 
das, las costas deben ser pagadas 01» el orden cansado. 

Por estos fumín mcnlo», do acuerdo en lo princi- 
pal con lo dictaminado por el señor Procurador General 
de la Nación, se confirma la sentencia upelada de i's. 75 
en todas bus partes. Costas de cata instancia también 
en el orden cansado, Xolit'upicse y devuélvanse, de- 
biendo ser repuesto el papel en el juzgado de origen. 

Antoxio Saoarka — Luis LlffA- 
™ — F. Hamos Mejía. 



FERIÍOOAltlílL DEL Bjfo v, YACIMIENTOS PETRO- 
LIFEROS FISCALES 

FERROCARRILES. 
TAJIIFAS: Ferrocarriles. 

YAciuiEXTQs Petrolíferos fiscales. 

Correspondí' aplica? la franquicia establecida en el art. 10 
do la ley 531"». al transporte p > ferrocarril nacional de 
empleados de Yacimientos Petrolíferos Fiscales que viajan 
en cumplimiento de órdenes de servicio o con motivo del 
empleo que desempeñan ('). 

IV&iBPRVDEXClA. 

Sí bien la autoridad de los precedentes no es siempre de- 
cisiva, cuando no resulta dirimiente el error v la inconi'e- 
nienna de las decisiones aiitciiormente reeaidas sobre la 
euwlión jurídica in debate, la salnción del caso debe bua- 
carw en la doctrina de aquéllas ('). 

(i) Frcha del fallo: maro 13 do Wr Fnllos: 191, 162. 

(') Fallui: 183, <W. 
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RECURSO EXTRAORMNAMIO: MnUria ajena. Cnntíaut «V **■ 

t'Ai» ¡/ prueba. 

Ja cuestión referente ni objeto de los viajes realizados por 
empleado* nacionales deludientes do Yacimientos petro- 
líferos Fiscales es de hecho y prueba; por lo cual son 
irrevisiblrs en el recuno extraordinario las res pee ti ti* 

conclusiones de la sentencia. 



ADOT Usos, -v Cía. v. DIRECCION GENERAL DEL IM- 
PUESTO A LOS REDITOS 

MKlJIDAS PARA SIEJOli PROVEE*. 

Las medidas para mejor proveer decretadas por la Corte 
Suprema no son susceptibles de recurso ( ! ). 



ERNESTO IlAUL VIQLINO v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE PERIODISTAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: CutstiÓ» federal. Cato*. Leyt* 
M Congrcto), 

Procede el recurso -extraordinario contm la sentencia defi- 
nitiva que desconoce el dereeho fundado por el rec ur re nt e 
en la ley federal 12.581. 

Dictamen del Procurador Grngral 
Suprema Corte: 

Habiendo resuelto definí ti ramen te a f$. 62 la Cá- 
mara 3* de Paz do esta ciudad que don Raúl Ernesto 
Viglino no está comprendido en el régimen jubilatorio 
de la ley 12.i>81 f se dispute ahora si dicha resolución M 
susceptible de recurso extraordinario ante V. E. Trae 



<l> FWka del fallo: muyo 19 de V. FsUoi: 53. 3*7: 8» 39«J 

62, 340; «3,2-12; «4, Iflfl; 70, 362 y 410; ; 6 , 153; 80, 301; 88, 880; ¿1, tí. 
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tal recurso, por vía directa, la Caja Xacionnl de Jubila- 
ciones y Pensiones de Periodistas. 

A mi parecer, se (rata de la interpretación «te tes- 
tos de una ley espacial, y c-k caso puede conceptuarse 
contemplado por el art. 14, ine. :t, de la ley núm. 48. El 
Congreso lio obló como legislatura local al dictar la 
ley 12.581 desde que expresamente la hizo obligatoria 
para toda la República; y como lo sostuve en un dic- 
tamen anterior y lo adm¡K6 V. E. (190: 470). la cir- 
cunstancia de que el art. 22 permito apelar unto la jus- 
tieia ordinaria de las resoluciones del directorio de la 
Caja no quita a la ley sus caracteres de generalidad. 

Lo único controvertido es si publunci<mes especia- 
lizadas del tipo de JuríS-prudencia Arit> nlhm roen o n«> 
dentro del rubro "revistas de información general", y 
ello no constituye cuestión <le liedlo sino de interpreta- 
ción de textos lépale». Si V. E. deja librada esa inter- 
pretación a lo (pie en cada caso vayan decidiendo los 
tribunales de cada una de Ins provincias, los territorios 
y do la Capital Federal, podría resultar obligatorio 
para los periodistas do cierta parte del país una afi- 
liación que no rige para las personas dedicadas a esa 
profesión en otros lugares de la líepfiblien. 

Pienso, pues, que corresponde abrir el reeur.-o. — 
Buenos Aires, mayo » de 1942. — íwm Alvares. 

FALLO DE LA CORTE ttVPBRHÁ 

Buenos Aires, mayo 18 de 1942. 

Y vistos: El recurso do queja interpuesto por el 
apoderado de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Periodistas, por denegación del extraordinario 
deducido a fs. 89 de los anto* seguidos contra aquélla 
por don Raúl Ernesto Viglino. 
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Considerando: 

Que bailándose lo» partes de acuerdo acerca de lo» 
hechos invocados en la causa, declarada a fs. 36 de 
puro derecho, la polución de la misma depende de la 
interpreta™»» q»o se dé al art. 2 o de la ley núni. 125S1, 
cuyo carácter federal fué reconocido por esta Corte 

Suprema en Faltos: 190,461). 

QgU esta cuestión lia sido objeto de disensión en 
el juicio desde el comienzo del mismo y durante su desa- 
rrollo -fe. i 10, 1% $ M vta. «¡0 vta., 68, 80- 
liabiendo sostenido lu recnrfentc que los temamos in- 
formación geñeral" no tienen el alcance que les atri- 
buye el actor romo excluyente de las publicaciones 
diarios pcrifidieos o revistas- de contenido especiali- 
zadas ino que con ellos se lia individualizado todas la» 
publicaciones cuvo contenido lo constituyen "informa- 
ciones, do interés general, por oposición a aquella» otras 
de interés particular, como lo son periódicos o revistas 
pitados por entidades gremiales y que tienen una di- 
fusión limitada a los miembros de las mismas y un con- 
tenido también dé ínteres particular a dichos miem- 
bros". . 

El recurso extraordinario interpuesto por el apo- 
derado de la Caja Nacional de Jubilaciones y Tensio- 
nes de Periodistas contra la sentencia de fs. 83 que re- 
chaza esa interpretación es, pues, procedente con arre- 
glo al art. 14, inc 11», do la ley ntim. 48, y asi se declara 
de acuerdo a lo dictaminado |K>r el señor Procurador 
General. Kn consecuencia, Autos y a la oficina a loa 
efectos del art. 9 de la ley núm. 4055. Señalan* lot 
lunoi v jueves o el sitúente día hábil si alguno de 
aquéllos no lo fuere para notificaciones en Secretaría. 

Antonio Saoarxa — Luis Lska- 
BBfl — S. A. Nazab Ancho- 
mita — 1*. Ramo* Mbjía. 




* M FALtXM DE LA COBTB SUPREMA 

MOREDA Y 1,0 UQE v. JOSE PEITO FERNANDEZ 

RECURSO ENTltAOItDIN ARIO: Cuestión federal. Caso». Consli- 
trndóm fiécbnat 

Procede vi recurso extraordinario contra la sentencia que 
declara la validez <!<• una ley provincial . ■■, ,<| a como 
violatona de Ion arts. 17 y 1* de la Cniwtitnci.m Nacional. 

CONSTiTl'CWX XAC10XAL: V**al¡tHHon«H<kJ * ¡ncan^ltuio- 
nulidad. Leyes prorinnules. I>e n>r./. » impositivo. 

La aplicación de una multa prevista en la ley de sellos de 
una provincia por presentar .-u juicio documentos en 
infracción, ordenada y niamVnida con audiencia del in- 
fractor por el tribunal i f uc entiende en ln cana», no es 
violatona de la disposición del nrt. 18 de la Constitución 
Nacional que prohibe aplicar pena sin juieio previ*. 

PSRECHOS Y GARANTIAS COXSTITÜCtOXALES: Dwcht di 
propiedad. 

UVLTAS: Carácter. 

Las multas ^.nbleeidas en ln* leyes de sellos para los ca- 
ww de infracción de sus d inficiones, son sanciones fisca- 
les nnimulatorins, de carácter penal, respecto de las cuales 
no ripen los principios que determinan el carácter con- 
fiRCatono de los impuestos y la Cünsi guien te invalidez de 
ios mismos. 

CONSTITUCION NACIONAL: ÍWW^^rf , ¡ueonstUnek*. 
wiMnd. lem De orden 

MULTAS: Aplicación. 

La aplicación de una multa de diez pesos por cada ano 
«• lo» firmantes de los documentos en infracción, estable- 
cida por una Iry provincial de sellos, no es violatona del 
art .17 dfl la Constitución Xacional minqtio por la reite- 
ración de las infracciones se Ilcfruc a una suma mucho 
mayor. 

Dictamen- ubi, Proclraiwh Üe.neral 
Suprema Corte : 

En nn litifrio sobro cobro de $ 12.400.87 m/n. iní- 
ffiadn por lá razón social Moreda y Lougo contra Josó 
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Frito Fernández ante la justicia ordinaria de Mercedes 
(Provincia de Buenos Aires), so intimó a los actores, 
como paso previo a dar éUHM» á la ejecución, repusieran 
con multa los documentos que ¡hnn a servirle de base y 
corren agregad» de fs. 1 a 258. Hecha la liquidación re- 
sultó ascender a $ 4.90.1 descompuesta así: 

Impuesto <lc sellos, y multa del décuplo (art. 

158, ley 415í>, texto de 1939) ♦ 143 

Diez pesos por «ida documento y aceptante u 



Lo relativo al impuesto fin- materia de alguna redac- 
ción a fs. 266 y las multas correspondientes al primer 
rubro quedaron sin efecto por entender la Cámara de 
Apelaciones respectiva que no procedía recargar dos ve- 
ces una misma infrucción (sentencia de fs. 302); pero 
el segundo rubro se ha mantenido casi íntegramente. Así, 
de las dos sanciones que establecía la ley 4150, se ordena 
imponer la mayor. la que más desproporcionada resulta. 

Tal desproporción funda la taclia de ¿nconstitBCio- 
nalidad del art. 160 citado, materia de este recurso ex- 
traordinario. El impuesto que dejó de pagarse oportuna- 
mente, es de cinco o diez centavos por documento: la 
malta, asciende a veinte pesoa en cada caso, o Be» cente- 
nares do veces más. Redúcese entonce» el problema ju- 
rídico a decidir si esa desproporción está o no reñida con 
las garantías que acuerda nuestra Constitución al de- 
recho de propiedad; y como lo tengo dictaminado en 
otros casos, tal cuestión qneda librada por completo al 



otorgante (art. 160, ley cit.) . 

Total 



. $ 4.820 



$ 4.963 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, 

Y vistos: "El recurso extraordinario deducido por 
la razón social Moreda y Louge contra la sentencia de la 
Exenta. Cámara Primera <ie Applrieüm del IV parta mon- 
to del Centro do la Provincia de Rueños Aires, dictada 
en el juicio que 1c sigue a Josó Keito Fernández sobro 
embargo preventivo. 



: 



Que la recurrente solicitó embargo preventivo en 
bienes del citado Feilo Fernández por la suma de 
$ 12.400.W7 m/n., acreditando su derecho con una serie 
de vales expedido* sin abonar el correspomlieulo ira- 
puesto «te sellos, por lo cual ha sido condenada, en de- 
finitiva, a abonar una multa de diez |>csos moneda na- 
cional per vale y por eada mía de las parles, lo <juú 
eleva el total de la multa a cerca de t 4.400. 

Qae al serle notificada la liquidación de la multa 
la recurrente la impugnó sosteniendo, aparte de cues- 
tiones de hecho y de interprcUieicin legal ajenas al pre- 
sente recurso, la inconstilueionalidad del art- lfiO de la 
ley provincial niím. 4195, qu * se le aplicaba, por ser 
contrario a los nrts. 18 y 17 de la Constitución Nacional 
Al primero, porque se trata de una mu.Ha penal que 80 
aplica sin juicio previo. Al segundo, porque la multa 
es confiseatoria y quebranta los principios de razón 
y justicia s ¡ con relación a algunos do los vales es ma- 
yor que el valor que ellos acredita», lo que llevaría en 
algunos casos a que fuera más coaveniente renunciar a 
cobrar el crédito que pagar el impuesto. Rechazada tal 
defensa en primera y segunda i 
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tra la últimn nontoneia recurso extraordinario para ante 
esta Corte, que le ha sido concedido. 

Que el recurso es procedente, por cuanto so ha im- 
pugnado una ley provincial como contraria a garantías 
de la Constitución Nacional, y la resolución ha sido en 
favor de la ley provincial. Arl. 14, ¡nc. 2% ley 48, Árt. 
6, ley 40Ú3. Fallos; ¿fi& 304; 191, 245. 

Que la recurrente, notificada de la liquidación de 
la multa, impugnó hu procedencia y bu eonstituciona- 
lidad, y las cuestiones, así planteadas, fueron resuel- 
tas en primera y segunda instancias. Se le lia apJicado 
la mulla cu virtud ile una ley preexistente y después 
de su discusión judicial. En nada aparece violada la 
garantía del art. 18 de la Constitución Nacional. Esta 
Corte lia declarado reiteradamente que la garantía del 
citado artículo sólo importa que ol litigante debe ser 
oído y encontrarte en condiciones de ejercer sus dere- 
chos en la forma y con las solemnidades que estable- 
cen las leyes procesales. Fallos : 183, 296 y loa allí cita- 
dos; 185, 247. Tal os el caso del recurrente. 

Que se trata de la aplicación de una malta fiscal 
do carácter peñol establecida por la Provincia de Bue- 
nos Aires, dentro do .sus atribuciones constitucionales, 
con el objeto de garantizar el pago del impuesto y evi- 
tur su evasión. Ks una imilla de carácter intimidatorio 
indispensable para asegurar el cumplí miento de ta ley, 
tanto más necesaria cuando se traía del pago de un im- 
puesto en el acto de subscribirse un documento privado, 
lo que facilita el fraude ante la dificultad del contralor 
del Estado. 

Que las penas de esta naturaleza, en las que inca- • 
rre ei autor de una infracción por un acto voluntario 
cuyo carácter conoce, lo mismo que la sanción en que 
incurre, están sometidas a otros principios que los im- 
puestos y no pueden invocarse a su respecto las consi- 
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de raciones que haya hecho la Corte, cuando l»a decla- 
rado eonfiseatorios algunos <!e éstos. Klia lia dicho — 
Fallo»: 171, 366 — "Xadu obliga a proporcionar la multa 
con el daño sufrido por el vendedor : In magnitud de ese 
daño es ajena a la extensión de la multa, cuyo único re- 
caudo es la existencia de una violaeióu de la ley. Las 
Huillas sos sanciones ejemplarizadoras e inlimidatoríns 
indispensables para lograr el acatamiento de leyes que, 
de otro modo, serían burladas impunemente* \ 

Que, no obstante lo expuesto, cato agregar que una 
multa de diez pesos por eada pnrU» intervinicnte en el 
documento, no puede ser considerada en ningún caso 
confiscatoria y tnl es la aplicada en el caso, en el que 
si llega n una suma mucho mayor es debido al número 
de infracciones, que demuestra que el recurrente vio- 
laba la ley sistemáticamente. 

Por estos fundamentos, la doctrina de los Fallos 
152, 24; 171, 366; 1S4, 162; 1S5. 251 ; ISfi, 4-J1 ; 187, 30H, 
y oído el señor T «curador General de la Nación, se 
confirma la sentencia apelada de fs. 299 en cnanto ha 
podido ser materia del recurso. Kotifíqucse y devuél- 
vase debiendo ser repuesto el papel on el juzgado de 
Origen. 

RoilERTQ BePETTO — T*U1B IjINA- 
uv.fi — H. A. Xazar Akcuo- 
«exa. — F. Raníos Mejía. 



FRIGORÍFICO WII.SOV DE I,A ARGENTINA 
T. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Importé*. Ulré d* brecho*. 

lina accesorios y materiales introducidos con destino a un 
frigorífico y utilizados en <'•! se hallan comprendidos en 




ln liberación do derechos establecida por el art. 3* úe U 



ADUAXA: /mportactó». Libre de derechos. 
LEYKS ACLARATORIAS. 
RETROM'TJVIDADr Ur/e* r>npo*¡t¡v<n. 

ÍÁ9 Í*$#i 12-345 y 12.574 no son aclaratoria» sino modi- 
ficatorias «l e ln lev 11.588, l>or lo cual no procede aplicar- 
las ton *fecto retroactivo ('). 

ISTERESRS: Procnítutia del cobro. Hora. 

I«n reclnmaeimi administrativa tendiente a obtener <fo ta 
Nación la devolución de un impuesto indebidamente co- 
brado no la onitituyc en mora ni le impone, por consi- 
guiente, la oblieaeión de pagar desde entonces intereses 
moratorios. Ion «tule* súlo corren a partir de la interpe- 
lación judicial <»>. 



S. A. MTIIÜROIA v. FIDEL BUDMAXN 

MASCAS DF. FAIiR/CA: Dflitas. 

Tucurn* en el delito previsto ¡wr el ar(, 43, inc, 4° ( do 1* 
ley 3Ü7¿). qiiHru n subiendas pone en venta artículos de 
una clase «Mi un; mural registrada por otro para produc- 
tos de otra clase con los cuales son confundibles aquéllos. 



Bumos Aires, agosto 31 de 1940. 

Vistos y considerando: 



l" Que- la 9. A. Myrurgia acusa a Fidel Budmana, 

establecido con fábrica de materias primas aromáticos y per- 
fumes en la calle Solís 1 282. por usurpación de su marca do 
comercio ¡laderas registrada bajo el núiii- 104.029, — «n vigea- 




SRXTtxm un. .In:z Friier.ii. 




O) Falto», íaa, 32, 

<i) Fallo»: 130, 77; 176, 353; 1S9, 235. 
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cía enando se- inició Ib acción y renovada bajo el núni. 171.975 
acjrúu informe do fe. 52—; y por usurpación e imitación frau- 
dulenta do su marca de comercio .Vaderas iU Orimfe, r. gis 
Irada como denominación do fnnlnsia bajo el núm. 127.374 y 
el nú ra. 117.1Í07 con envaso anexo, que son a su ver., renova- 
ción de otros anteriores segnri el oitado informo de fs. 52. Loa 
títulos obran a I». 1, 4 y 7 dé) expediente seguido a Francisco 
Pétroni, mandado agngar a esta causa a !-. 1 17 Ua., en mérito 
de haber sido ofrecidos como prueba en la oportunidad legal- 
Pide se le condene ai máximum de la penalidad establecida en 
el art. 48 de la le* 3973 sus accesorias, cosías y una indemniza- 
eión que estilita de diez mil pesos, para resi>oiider al perjuicio 
causado por tal™ delitos ffs. 11). 

2* Que con las diligencias de fs. 5 y 8 vta., cumplidas 
por el oficial de justicia on la fábrica d* Budtminn, so com- 
probó la existencia de frascos de esencia* destinados a prepa- 
rar perfumes y quinientos catábaos, conteniendo todos las de- 
nominaciones registradas por ta sociedad actora. 

3» Que el procedido alegó en su descargo a fs. 18 y re-pro- 
dujo a fs. 2'J las siguientes defensas: ai no existe identidad ni 
confusióu entre las etiquetas y los catálogos secuestrados y las 
marcas regist rudas por I» actora; b) los productos secuestra- 
dos y cuyas marcas se dice fraudulentas, no están incluido» en 
]& clase dieciséis n que so rt'frrrvn las marcas de los querellan- 
tes, sino en la clnsc uno; c) las marcas de la querellante son 
nulas por falta de novedad; d) las mareas de la querellante 
no pueden afectar los productos secuestrados, por tratarse de 
«Utá'neiaa cuya designación técnica es idéntica a dicha* mar- 
cas; «) mi mandante procedió de buena fe, lo que excluye la 
acción crimina); y í) toda acción cata prescrípta. 

4* t^ue la prese r ^cíón opuesta por -el acusado, la funda 
en su confesión de que tanto él. como sus antecesores Augusto 
Yoat y Cía., usaron las denominaciones iitmnmmdüü ''desde 
hace cinco a mn-ve años, con conocimiento de la querellante" 
(fs. 21 \in.). Debe reclitizarse osla defensa de carácter previo, 
porque la fecha en que empieza a éVPtVr el término de la dis- 
posición legal invocada es la do la ennstat ación do] delito enme- 
tido o repelido en perjuicio de la parte actora. según diligencia 
de sceueslro «le i*. 5, en cuya oportunidad se reputa que tuvo 
conocimiento del hecho por primera vez, no habiendo prueba 
en contrario en autos, ya que liudmann no consiguió ni hacér- 
selo declarar n sus propias empleadas Mercedes Blasco (fs. 43 
vta.) e 1 saber Kiirno ifs. 44 vta. 1, como puede verse leyendo 
rus cwitestaeíoni'H ¡t la undécima pregunta de) irtterropntorio 
de fs. 30 vta. Conforme art. 55, ley 31)75, según fallo Corte 
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■Suprema *-n S. A. La Ar^ntina v. Acutain y «iterada, juria- 

pnidfiwia de la Exenta. Cámara. 

5* t¿ue también debe desestimarse la defensa de que la 
concesión dé tus marcas a la actora es violatorta de las reglas 
contenidas en .-I art. & <\o h ley 3975 ya q.U8 las locución*» 
Maderas y ¿fftlero* de Orirntr, — s«>j*úu afirma a fs. 19 vta. — , 
"éí bmi n-sadi> en rl ramo de iMTliimcria imi hi líepúbliea Ar- 
gentina y e» todo el mundo dvsde BOUnO ames que la quere- 
llante n«nlvi»ra nvisfrarlas''. y «mst ¡luyen, por añadidura, 
la desiaiiucir.il técnica de los producían secuestrados ffifc 18, 
paulo d>. 

Ni Id uno. ni l<» oír». I^i dosipiutemn téenieo de los produc- 
ios wí'iicsinidos. aegúo nfinuíu'ión 'leí único perito químico 
que intervino en fu cau*i, —prueba aportada purcl propio acu- 
sado — . es la do '"mat-crias primas aromáticas" (ver fs. y 
ñli yin.). Ía pjilnbra "maderas.*' adoptada |mr liudtmmi, pas*a 
ili-*IÍn^nir semejantes producios, es una característica denomi- 
nación de fanta>Ía. como también se lia enearjrado él de com- 
probarlo i-n ¿míos, con el análisis practicado |*or sai químico, 
quien después <||> informar a fs. vi», y 56 sobre sus uuoie- 
rosos y variado* componentes, din*, ipie "Inr* productos se- 
cuestrados están eonipiiestos por aceites esenciales en mezcla 

iiHiipbja*'. .Mirtinos do moa compon cutes serían: wwnviax da 
nunferas de sándalo, miro y guayaco. Pretender <pie |>or esta 
Sftln circunstancia la ,„!,h,, " maderas" es ti nombre obli- 
grtdo .Id producto, es simplemente absurdo, tanto más, o¿ue una 
de? olios, In esencia de sándalo, puede provenir de la famosa 
"planta berbácea, olorosa vjvaa, de- la familia de labiadas, 
originaria de l'ersia". como aparece en cualquier enciclopedia 
o tratado de bolán ICÜ. Las otras dos esencias de maderas, cedro 
y guayaco, provienen de árUdcs cpie se<rún !» misma fuente 
de iiifnrtiiaci<Mi, se eiillivun i el «edro. en numerosos países, 
inclusive rl nuestro, donde forma en Misiones (vertientes del 
Paraná y l'rii^uay) inmensos bosques; y el púa yaco, exclusiva- 
mente i *i la Ainériea tropical; de manera que cuando Hudinann 
le ndjiidiea :» esas esencias vende la denominación Maderas 



Al fallar otra causa por usurpación de la marca núm. 
171.!'7.» seyuída i>or ta sociedad adora contra Pascual Nipro 
ÍPfli, y Mareas, año 193?, jaijr. ~iH7), aduje como fundamento 
que reproduzeo: "Que la denominación d*> r¡ni(jisía Maderos, 
por su naturaleza y aplicada a distinguir jaTf umes, está per- 
fectamente bien registrada careciendo de fiiadainento el primer 



de h. 4-, la " 

fiesta. 




426 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



reparo de Xigro de que su concesión «emó marca es viulaloria 
de las regios contenidas en el art. 8» di> la loy de U malcría. 
I'omttct dice que dennimiuieiones « U- fantasía '■san wtuelUts 
creada* o no por el fabricante, «jiie 110 despiertan forzosamente 
la idea del objeto a) cual » aplican. f|iir no se desprenden de 1* 
naturaleza o gíüero del objeto y que son lan independientes del 
produehi mismo, que £*le puede s.r rtconoeUfo v desijrnuilo 
eon ote» nómbre'\ El critejío de eftta definición, es el impe- 
mulo en la jurupEudrtieía de loa rrihtinale* federales, y aun 
en muchos fallos, con sujeción a normas menos resiriiijrida*, 
K ha declarad" leual ■•! registro don» ¡tala lira de í" antasía. o 
la* «jv aim de>ptTtumlo idea de lu mil lindeza o rmiipruiriún 
del prodik-to. no podían considerarse como su den-nminación 
precisa y admitida eorrietiti'iiieine". Senleitein cerní 
el Superior en 18 áft mayo del corriente año. 

6' Que .'ii cuanto al vasto empleo de lais denominaciones 
toan-arias de la adora por otros fabricantes de |HTfumes en 
esta República y extranjero, ron ¡interioridad n sti rcftitfrtt, 
en caso de ser exacto, como lo Hflriiin Budmnnu. Iniltría podida 
ser materia de una amplia y fácil comprobación. Como ele- 
mento* de juiuio, sólo Ua traído a U» nulos el testimonio <fc bu 

químico, el Dr. lVIisch, inserto en un informe per íi'ial a fs. 
68. sin concretar un sulo caso de fabricante dentro ni fuera del 
país; ta declaración de «los empleadas de su fábrica, quienes 
niciii'imian i-oían único antecedente 

«isa mente lo que d¡i motivo » ^sU 
■frryjracii'm de cuatro cntáloiios de 
25/28), que contienen alalinas de 
son todos de fecha posterior en 
marean de la sociedad ador». 

Con respecto a este uso por tercero* de las denominacio- 
nes marearías nVI «privllante. es conveniente desecar con- 
Captas, fundamentales do la |ey y jurisprudencia argentina*, 
Ed primer lugar, las ninn-as extranjera*. r«-»i^tradas o no en 
au rrs|»rTtÍwi país, i-arreen de Utda tule? gomó nuietedoiiir y 
no producen efecto I«'uji| al troné ni la I.V pública. 

sido rejrtetrariHs «i la ihkih.i eon sujeción ni orí. 41 

mím. 3975. Kl uso w el país de una marea eon ¡mti-rioridad 
a su Wftnlrn-, cualquiera s*mi é\ móubcw* ib itersoii** que la haya 
empleado. n<> significa i|iie lia pasado al uso general y cuido 
en el dominio público, cuando no ha liedlo a utilizarse como 
nombre "enrrien del producto, que evidentemente no gg i>\ «isn 

de los perfumes y esencias motivo sub-jwfifr, Y. final- 

mente, el uso de una marea Son anterioridad a su 



• su principal, qiic es pre- 
procon; y íimiliiirtilc. la 

fabricantes framvscs (fs. 

nwmm «ir " 



ñu han 

í» la ley 



■ 
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la haya atibado, pues se computa esta eircuiialaiieia como 
exponento de m luana fe « ausencia de intención criminal, con 
li>«iu*' queda desintegrada la definición legal «leí delito previa- - 
lo en i-J ort. IS di- la ley uúm. 3975. 

Las constancia* del proceso IJO aboñ#n In alefiada huena fe 
de BUaWAHtk, No comprueba <>l uso anterior la declaración 
de siw einpl.-afl.ts. que además de hallarse afectadas por la 
tacha et.-l ¡ui, -'Ití. inc. 7' i|p| (ód. cíe p*ÓO., se refieren a lachas 
Pw^Horra al registro de Mwhrtfá itt Orit tttt efectuado por 
primera W* en ÜrJI y M.niiras Cu (02? (informe de fa. 52). 
A Mercedes Blasco le consta üwmIp hace «ños (pregunta 2« 
y 11*.':° IsalH-l Fumo W>ío desde hace ocho meses (pregunta 
W y IT.' sais MtálOfKH lia limen lecha, pero pueden ser ante- 
riores id ;iño Uj:í7 eii (\\\c se omivtérie en ünicc dueño de la 
fabrica (escritura de fs. 47). Ka cambio, en toda* sus alega- 
ciones y de- la prueba documental referente a marcas urnaa, 

— partuiibiniieiiie la núm. ¡«.Sil, Madera» de Cátenla, (&. 
71}—, se hiriere mi rniinci miento de las mareas registradas 
por la soejedad actor*, I» «pie por oirá carie no lia negado 
en ninguna de las rwja óporiunidailes que ha cwnparecido al 
juicio, como puede cundíala rse con un prolijo examen de sm 
ex|xwicaon.s de U. ts. '¿lt y |(K>. Hahría sido pueril negarlo, 
tratándose iie comercia mes flftff tsptófiW a la vez el mismo 
ramo de perfumería y H afín .te las esencias, y árté compiten 
también vil una intensa proiWgaltda que es de' la um pública 
notoriedad. • 

i ' Qna tampoco es adnitóMe eoino defensa cíit'U/. La cir- 
cuastárieJii de qiu? Budniann «dwarn «obre tas frascos de «*-n- 
éiá secuestrólos su rnarca 4* comercio si„ittn>mtn (la. SI) —lo 
que de por s¡ no cohonesta Ja usurpación de la registrada por 
la «clora . |>ara desitrnar >•! pioducio. - porque está demostrado 
por v« ealáluKO de ÍÁ, 1, ipie vende OtrAa eacticirts y perfumes 
ani dÍNtintriiiríi».s con sus marcas propias, a pesar de adoptar 
las denotiiiiiaeiiines marearías ili* Mynnuin. eoiao pm-du ob- 
H-rvtirs"" ni las pájrs. H y 11. Y la nlcinida exeueifai de. res- 
poiisahilidad por este Iicclio, en baso a quo no oOnfigura el 
delilo ile usurpación y» «pie un s«- luí adheríilo al producto 
muino la niarcn ajena, no pnede prceqieme, porque e\ criterio 
éxpuesr* en .-l faiin .pie invoca la ilefcíisa a lOfi vt«.. ba 
sidn total me me modificado eon imsteriaridad por la Excma. 

Cámara, qoe al mmt la Rciilcneia dieiuda iwrel inrraseripto 

en t-l juicio. "The SalViy Ro>pr Gillette v. Adolfo A. Seapu- 
sio" (Pol. y Xilinas. Bflo 1!W4. pijr. 3l»:i). resolvió que no es 
iuipresi-iiiflihle «pir la uiarcji usurpada »e estaui|ie en el pro- 
dneto para h 1 " 1 **ÍB**a ¿1 delito, hasta ujue ella se use en 
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carteles con fines de propaganda par» un artículo similar, cons- 
tituyendo así un acto «le competencia desleal. punible, l.i. el 
misino sentido, los faJIus poM inores que cila «.'I actor a ís. 97. 
En el sub-jtlilirt', no se trata di- himples cartelas <U* propa- 
ganda, sino tic catáloftw que ofriven en venia la wcjvndcría 
i acriminada. I<» 'Míe importa la enufesión de su existencia y 
encuadra perfectamente en la definición del art. 48, inc. 6* 
de la. ley núin. S!t7j. 

8" Que «i!» re~~Ut <-onsider»r la defensa ítindmla en la 
distinta clasificación de iuerea« lorias preseripta por el art. 17, 
inc. '2, de la ley de la materia. Las marcas de la adora pro- 
tegen arríenlos d*j la elji*- 1«, perfumería y tocador vil ffcue- 
ral, y en cambio las esencias incriminadas se hallan incluida* 
en la clase 1. y en con vene ncia. la sociedad adora m> podría 
ojionerse a que Kudmann tus utiliee para dUriiuruir sus pro- 
ductos, y menos uim. querellarlo criiiiiunlineiite. 

l'cro la n-j-la de que no cs&tCfl jnrertVrem-ms «mi Iré marea» 
corres pomlieii tes a clases disiinias. eatá sujeta a excepciones, 
y éstas se producen y lian sido admitidas por |a jurispruden- 
cia» cuando existe la posibilidad de confusión entré los pro- 
ductos que ellas distinguen y protegen, come» también para 
aprovechar gratuitamente, la propaganda techa a la marca ya 
inscripta y prestipiadu eniuerL-ialmeiilc. 

I'nra desestimar vsta defensa de Üudiiiaun basta reprodu- 
cir los fundamento* d«-| más reciente de U»s fallos dictados por 
la Curte Suprema solire este punto. En causa "S. A. IVrfu- 
mería Dubnrsy y, Fernández I fiestas y otro"' ( julio 3 de [940) r 
declaró la nulidad de la iiuircu l.t Hitar y acordada a los de- 
mandados para distinuuív navajas «le afeitar telase 10), re- 
elamuda |n>r el titular que tenia la misma registmda para ar- 
tículos de tocador corresp«indi«Mites ¡i las clases, 14 y Hi. fun- 

dándose en fallo» anteriores (t. 117, ptfo 91; 181. pág. 37H, y 
causa "Sola lino*, y. Laboratorios Siinrry". 28 de junio 1040) 
y en el dictamen del Procurador General, cuya argumento 
fundamental —de estricta aplicación al sub-jn-fin—, es el 
siguiente: "Rste argumento tendría importancia si no ocurrie- 
ra que las hojas 00 cuestión, m expanden ordinariamente en 
los mismos m-yocios que los jabones de> afeitar y otros artículos 
de tocador; de suerte «pie en cj concept"» público, distan 
mucho de reputarse como pertenecientes a clases distintas. En 
tales condiciones parece claro, que si una persona ajena a Per- 
fumería Pulmrry registró a nombre propio las palabras Le 
Baten, esa elección no ha piulido ser ajena al propósito de 
aprovechar «ralis la propaganda hecha a dicha marca por 
quienes la reentraron y acreditaron con anterioridad. Y favo- 
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recer semejante género de aprovechamientos, no está en el 
espíritu ni en el t«lo de la ley núm. 3975, pues como lo ex- 
presó V. K.. vn el fallo 117,91, tío se comprende la razón legí- 
tima que pueda tener quien procura amparar coa una márca- 
los productos de su industria o comercio, si inscribe para ese 
fin la usada por otro productor. Tal es In doctrina sentada 
ni 37»*'. 

Con cuanta mayor rn/.ún pueden aplicarse al sub-jtidice 

las palabras del doctor -luán Alvares, reproducida* on el fallo 

del más alto Tribunal, .va quie » ljl circunstancia de venderse 
en lm misinos iiej-ocias los producios de ambos litigantes, debe 
agregarse lii de que las esencias do Htidiimun sirven para la 
preparación dfi perfumes, loción.-*, aguas de tocador, iwlvos, 
r remas, brillantinas, —todo* de la clase lli— , según lo anun- 
cia y explica él expresamente en todas los páginas de su catá- 
logo, y muy imperialmente en las S, 10 y U, donde adopta para 

algunos de sus tipus las d>*uoniinneioue» MtuU ras y Maderas 
ile Or'unl?. qre- distinguen productos de idéntica clase de la 
sociedad querellante, a pesar de que no coincidan en la clasi- 
ficación de la reglamentación que observa la Oficina de Mar- 
cas para el otorgamiento de i ¡tutos, jjero que el público con- 
sumidor ignora en altsoluto y los comerciantes en su mayoría. 
Si *n el eaSO invocado la Suprema Corte dijo, "que en el con- 
cepto público, distan mucho de reputarse como pertcnecientea 
a clases distintas", en el presente puede afirmarse sin lugar 
a duda, que para el público consumidor, corresponden las esen- 
cias y los perfumes que con ellos se preparan a una misma; 
clatw. así come pertenecen comercia Impute al mismo ramo. 
Rudmaim es conocido comercia] mente como perfumista, él lo re- 
coiioee en autos v surgí de mi prueba y sus títulos de marca 
(ver fs. 79 í» /"t*?), P°r su propia propaganda, en especial 
la que hace por radíore'efnnía. de imporlanein y de la mi» 
pública notoriedad, en la que se habla de sus perfumes, pero 
no de sus esencias. 

Ka necesario hacer resaltar, finalmente, que la base de 
esta defensa radica —y el procesado líate mérito de ello en to- 
dos sus escritos y pruebas— cu que la distinta clasificación de 
las esencias oliedeec a los muebns y diversos empleos industría- 
les o enniereialps que tienen ; y sin 'embargo, Butlmann en su 
catálogo de fs 4 las ofrece casi exclusivamente pnrn preparar 
perfumes y artículos de tocador de In elase Ib", y en algunos 
Clisos, bajo el título llamativo de perfumes, y no esencias, par- 
ticularmente en las páginas s y 10. en «pie usurpa las denomi- 
naciones marea fias de la adora, Se in*rsi¡íiie prolijamente W 
confusión en el consuinídur. ha mala té es evidente. 
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Por iodo In expuerto, fallo: condenando ¡i Fidel BudmsnB 
a la p<nu de tri-s ineAM di 1 prisión qaé se deja en suspense 
<on arreglo al an. 26 del (V.düa. lVnal y en m.-rin» n su bita 
deintevrdenhv (&; 111/116), ¡i tildar un» miiliu de trecientos 
pe»w raounla nm'ional. y a pagar n la ^wledaü m-i»ra una 
iiuk'Uini,.¡u':on tríTí iiiil p.-M^ de | ( , aiímua uiolu-da wirt. 
JDC, Cód. ñ'liol;). y las MAtaj* .1.-1 jiiici... Pitlili.pii'M> .^ly 

■otteneiú por una ¿ala . i mi diario .¡- esta Caimal ji (jd*- 
ta d-l eyndena*? y rlr^niy.tiiM- la nMtttStftl y éatfilngOá in- 
criniiundoa. -• Miyutl L. j.iH/n,. 




Vistas y (>i-í.!"í'jiii.!í.- 

ym- el rjitepellntln abm -n «l.f,nsa 40$ un <>\Uu> vi 
«Idiiii imiwtHdw. pitón Lis lunrésa en lila ijiie w randa la atfeiíai 
prott^vu artículos di- I» Hí de l¡i noflwneiatura oficial. 
vn tanto que los produetm incriminados éáfati comprendido* 
en In el. 1* de t» misma. Funda dicha defensa ¡i ifiie de 
acuerdo con |y d&piicatff en el ar». v de la ley (ira. W7.1. 
"es esencial pora r|«* exfeta rafeílfracióa pumiltle de marcas, 
que se pruebe qW la mnrci «-*iá destinada a aplicarse a m mis- 
mos produjo» i\W pr<rtepe In miimi nnlviHÍéa". 

(Jue el iii-t. v< de l.i ley d* marta* dé fáhrh*n prescribe 
que **|« propiedad «wclusiva de la raarea sólo »q nduüieKE ••»» 
relación al objetó para que hlilllefe sido solieitaihi v «("•' de- 
berá especifican*' ejqj hit.«Io a lo tfí^uéSlft eii el ' i lie ino *e- 
guarió del arríenlo diecisiete''. dfcptetiVioVu &to que establece 
que al solicitarse 1 la moren deberá indicarse "la elaw do loa 
objetos ii flní* están destinado*''; los eleiacittaa r'-^isi radon. 

¡Ql« p| .1,'civl*. rrfilnim*lltHrÍo d<« dielias di*ia.sii-Í<Mire i lé- 
pales de :¡» ile jallo de lí'U «pe- étwai la nonieneiaini^ de los 
artículos de la ¡itilu-'ria v p| epuiti^ín diviili>'*iid«!ns en v*i-ítili- 
c¡iu-.« claam. pnvi'jiü'ia <|né el crñifiéiidii pntpii'-«lii<l súlii 
podrá olargftrse resppeto a ^nda una <^ las eíaÍAca para qtfe 
haya sido regíntrnda la murvu — ari. ¡1-— . dcbiemlo v\ («Mi- 
cioanntj ChpiWiñeaf los arti"íid«*s n |«.^ ¿nañ« los apli.-ará 

Qné di* las eonstnndaa d.e anii« nsulia <pic. eoinio h» sos- 
tiene la aéfen«a. lo-* títulos el* »iar«'«i de eOúaejrvio eia qríe w 
Fomu '""(a acusarii'ii criitilnal. h-nt vid" e^neetlfalos para dia- 

tinsnir artíi-id.w de la .-laso }ti y |rw ihthIucIos incriia huidos 
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pertenecen a la clase 1. Ello no obstante, el señor juez a quo 
fundad» t'ti ivsuluc iones de la Corte Suprema <pie Mientan el 
principio de ijhc el titular ile una marca par« determinada 
el&ae de artíetilos tiene m-ciñu par« oponerle » la concesión, 
n anulación, dp piro muren une cubra producto* de otra clase, 
sí existe i - ■ -; i i:., i de confusión por parte de los eonsumidio- 
n-H i Fallos : 1 17. j I8t 37H y IWí. W) el 



ÍJiie. sjii erobaim (a Gwte Sapreuu «I reciento fallo de 
del iri-s itrtiximt) pasado, diíUdo en -I .¡nteio m»»ukío por 
Muiiwel Hernández y Cía. eontin Ifl S. A. "Alba", ha decla- 
rado que referido principio por «'I nur "lia reconocido que 
r» prWredenre la opostaíón al n«:ísirn ile una marca ipuai o 
confundible a otra «testinadn a distinta ájase cuando concurren 
eireuiistam-ias U«peii¿aIfcünB* gjfa demuestran la eonhmdibili- 
tlBÜ de los |in«liic1oft", es cxcrpcinnnl. 

Que tintándose nttoneea de mm jYur¡»prudciieul de excep- 
ción, ella no ilelte npli<-nr.e sIiki cuando nx-dieu las "circuns- 
lancias cspeeiaFfsiinu*'' que requiere la última dHsióll de la 
Corte Suprema y <|iie fueron preeisn mente las <pie enneurrfe- 

nai cu loa caaos en que recayó aquella interpretación de 

la lev. 

Qiic en el tati-judicr no sólo no hay un motivo especia) 
que hapa aplicante el referido principio jurisprudencial, sino 
qiMf la naturaleza criminal <lc| presente juicio tampoco admite 
una inferpretaciún extensiva del derecho acordado |>or la ley 
de la malcría ni propietario &J la niaren. — en el sentido de 
concederla aeeii'in criminal para perseguir mercadería en in- 
fracción perteneciente a otra clase — , en contra del procesado — - 
art. 12 del CVxlíco de Procedimientos en lo Criminal. Qne no 
habilitando entonces los lindos de marca en <pie se, funda la 

3^tini«7a VXttih, '" " S,iri " U * Í/,n in,m,tfl,,a - corresponde 

Por ello se revoca la sentencia apelada de fs. 118 y, en 
consecuencia, se absuelve di- culpa y carpo a Fidel miman n 
en la presen te acusación, por usurpación de marca de comercio 
entablada |>or la S. A. "Myrur¡na"'. Costas de ambas instan- 
cia* pór sn orden. — tfkatat 1¡ finarte: Irammu. — Carlos del 
Catnpill». — fítrartio Villar Palacio. — Jua,* A. González 
GalikrÓH. — KXqttiei S. tic Olmo. 
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FALLO L>K U CUHTK ¡HTlíKMA 

Buenos -\in-.s, mayo 1*0 <|«> f$ti&, 

* \ istos: toa do) rci'ursu extraordinario en Jets 

auto^Myrmtfa S. A. w B%| Bud«lsmi por nsurpa- 
pilal. 



íK»f seiitemié (le fa mío se dwiaró ta proe*^ 

deneía del i-iH-ursf> denegado. 

^ en eusiiito "l '<>udo del n-Hinlo: .SoMÍene la adora 
que teniendo regUl radns las marras Miidcrirs y Siafo. 
ras Ue Orienté como nombra (lo lunlasfa para distin- 
guir perfumes <le i a eiase K¡. la seateuda apelada le 
d«scono« o el derecho de entablar la acción criminal eon- 
tra el querellado que, sin tener marc-u registrada, usa 
idénticas denominártela»» para distinguir esencia* para 
preparar perfumes, lociones, n^uas de lonidor, etc., pro- 
duelos éstos de la eiase 1t¡. 

I-a «jticrellada sostiene qnfi 81 bien esta forte tiene 
resuello en IfweascK rcuistrados ,.„ los U 177. paif. íll, y 

181, p%. 37$, qué el tfralár de tina marea registrada 

para una clase determinada Item- arción para pedir y 
obtener la nulidad de otra marea de igHal denomina- 
ción recluida rara olía elase, sobre la liase de |;i posi- 
bilidad 61c la confusión (tirata » indirecta de los pro 

duetos prevista en él art. «;■>• .\.- \;\ |,.y ;¡!»7f f . i-a el easo 

Hernández v. A;W» (t. IS!>. -_>l»4) se I m reconocido 
q«e procede esa oposición ruando concurren «-¡reuiislmi- 
cias espeeialísimns que deimieslran hi confundihilidad 
de los productos a que se refieren sendas mareas, rio 
obviante que ellos tlgtirva en clase* diferenlcs en el 
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decreto reglamentaria áa los arte, 8 y 17 de La ley citada. 
Y tauto más en el caso en examen, porque tratándose 
di* lilla acción criminal, la interprct-aciún debe sor res- 
trictiva y no puede » mpJuir^t- por imalojíiu, a falta de 
mm disposición expresa y terminante, qúo no t-xisto en 
el art. 48. Sostiene, como fundamento de hecho, que las 
muren* de la querellante y las empleadas por La quere- 
llada pertenecen a clases distintas; a la dase 10 la» pri- 
meras y los productos KBG ue»t rados a la dase 1, o sea, en 
8Íd tesÍB, perfumería Ja clase 1<¡ y sitslsmcius químicas 

usada* en la industria la Hasc l. Los productos se- 
cuestrado* no son "perfumes", agrega, sino productos 
químicos denominado* tiVnicaiuenle "materias primas 
aromáticas" i¡ue pueden servir de Iwise para liaeer per- 
fumes, pero que pueden también emplearse para otros 
usos. No puede mi (fébe confundirse las materias pri- 
mas que sirven para la fabricación do un producto, con 
los productos que se obtienen mediante el Uso indus- 
trial de esas materias primas, 

Q«e de lo antes expuesto, se infiere sin esfuerzo 
que la cuestión federal a resolver en este Gfiaó os aim- 
log* a la resuelta en varios casos, on lo que ataño a U 
interpretación de los arts. G y 8 de la ley 3075. 

Así en el del t. 181, pág. 378, se decidió que quien 
tenía una marca para distinguir productos de una clase 
determinada, podía oponerse ul registro de I:i misma 
denominación solicitada por un tercero, aunque lo fuera 
para producios de otra clase, si (ales productos eran 
susceptibles de confundirse con los que distinguía la 
primera, 

fin el del t. 187, páu:. L'05, fc n-conoció el derecho 
del titular de una marca para nhtener In declaración ole 
nulidad do la registrada, por un .tercero, aunque para 
distinguir productos de otro clase, siempre que ello 
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poeda dar origen a confusión acerca de la procedencia 
de los artículos. Y |*.r últim- cu d raso Hernández v. 

Alba, registrado en el t. m, png. en oue '« p 

reliada tanto insistí- en apoyo m su decusa, sr sOétúYO 
la misma intri pn-iarióu, para dividir el i-aso a mnírarfo 
Semu do los anteriores, pin.jue las eiminslaurim* ele 

hecho eran útarautrolmeiite opuesta*. Kh efecto, la mar- 
ea Alba solieilada |wr Hernández lo era para distin- 
guir velas y Unjíltó de la eÍ»8e X y la marca Allm de la 
demandada Upio sé hallada ya «pairada por eaior*» 
comerciantes distintos, pon» tíinitada a dt-ii-nuiiiada* 

clases de |)roi¡liel<tó (KsñiiiloK) la lellín tamUY-u registra 
da la oponente para distinguir otros prodUolos tan disi- 
miles, cuino Id erail las liorraimcnlns, navajas, pinturas, 
colores, lun-nieos, (aeras, pinceles, f. imihi ms. raili'hns, 
eto. do la clase U» —iimiufiostament.- iriroiit'uiiíiiHos 
eoti las velas y bujías río la clase- .'! — . Mas prei-isamiMi ti- 
lo eontrnnn ocurre eu ol enso en examen, puesto ()Hq 

el querellado apare.-.- usando a sn hienda* la* denomi- 
naciones Matlertia tí MadériiS flr Oriente para distin- 
guir perfumes y esencias para preparar períunies. I.ns 
paga. 8, 10 y 11 del catalnica seoueslrjidn —do los mil 
más o menos encontrados, y los producto* eeffuostrados, 
v. fs. 5— demuestran la usurpación provista en el art. 
48, ¡lie. 4% de la ley $875, sin que sea óbice para califi- 
car así los luchos reconocidos en |« sentencia arlada, 
la circunstancia ilo que en materia penal la interpreta- 
ción delie sor restrietiva, porque tales hechos coniijru- 
ran fábáunente ol delito imputado consistente oh vender 
o poner en venta artículos ron marca ajena sin ronoai- 
mivnto de su propietario. 

Por estos t'imilamciilos y los concordantes aducidos 
por el señor Jueá a ts. II 1 *. so revoca la 
lada de te. 141 en. n 
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enrso. Kotifíoiiesc y •levuéivanso, debiendo reponerse el 
papo! en el juzgado de Origen. 

ROBERTO líEl'KTTO — liBUI LlSA- 
i:es — B. A. Xaz.vii Anciio- 



KNiíIQI'K AMO, ron LA l'lioVINCIA 1>K BUENOS 
AIRES v. CECIMA riCUAi.TA RAMOS RE I.KSTACIIB 

JL'Hls tuertos: j ' nri-iieei¿n •tviftmirUi. PW«o>iW iK»f(ií«. — 
futrí oriUnnria. I.>>l>* imhiíih". •j'wrah 

Lea míoMnfltfnHCS poswow IPlitlíeplVB a ¡ii-i*«>ilH:»r la |(0- 
w^iúii Imnlaúal del domiuin <íe uu bien mí/, situado en 
■rovinria. (felMÍn íramfe Blífc los trit.iirtal.-S d* l* 



una 
ni ana. 



PfíKSCjapCt&Ni ;Vsrn>i"H o>l-t"<*H¡"f. Tr*inta5ah 

Qpnostfl por el demandado. »'« J«3éW mviiulkatorio, 
la CXCepflíffl ['T'-M-rip.-ióii tn-iiilJiñal [Mita liactT respe- 
lar su drrwli" v rcfli;i/mla la acriñii. i's iinpromlente el 

rwilido fflrmnliHM n ífluto do cumplimiento de sentencia, 

de .pie s.- ordeno la iiw*-i,*«.n (fel aómtniO » favor de 

FALLO DE LA OOIiTK RI'l'REMA 

Buenos Aires, mayo :!<» de 1942. 

Autos y Visto»: 

Que ln sentencia dU-tada por osla Ooi'lc *'l «ño 1926 
en el juieio seguida per i:i Provincia de Unenos Aires 
contra Da. Oecilia Pef»Ha Rotiios de Loít&che, 80l>re 
rdvindit-arión, fifi oneuenlra «lefiiutivamí-nte cumplida 
en forma y con el alcance que correspondía a ln natu- 
raleza del litigio. 
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El juicio dedújose con el fin do reivindicar deter- 
minada fracción de terreno; la sentencia rechizó la ae- 
«ióa, con lo cual hízoee respetar a lu demandada, quien 
siguió en el aso tto sus derechos si» serle necesario nin- 
gún nuevo requisito relacionado Con las cuestiones plan- 
teadas en la litis. pura obtener ese resultado. La oxrep- 

cáón de prcscripeió'ii ojíoeata por la demandada en el 

susodicho juicio no lo fué eou el fin (te crear, completar 
o- perfeccionar un derecho sino simplemente- para hacer 
respetar ol quo so tenía. 

Que» cu tales condiciones, hi iiisrripnnii .solicitada 
no estaría eom prendida ciitiv las que pueden solici- 
tarse a esta Corte a título de cumplir las senteneius 

dictadas en las Bausas de m coiiocimleato, has ínfor- 

niaemnes posesorias correspondan a la jurisdicción pro- 
vincial. 

Por ello se inanlieuo el nulo afielado, devolviéndose 

las ai'tmtfiones. Ragase snhei\ 

lídiüirro Iíki-ktto — Ia'is USA- 
RE* — K. Hamos aiKJÍA. 



LA I ROTO DE Í'IAMPI v. 
AlttiBX'TIXA 

JtECt'RSO ¡>K SVhiriAU: Priuripim gewraiez. 

So procede imnur en coHsíderacíó-n .>l recurso <!.• nulidad 
fr«e no aparece sustentado ™ - I tribunal para ame el cual 
se interpuso, 

EMPLEA/IOS rt'fUJraS: fírftiriuur* té» el Estado. 

Las rflai'iniii'-í entre e-| empleado público y <■! Estado no 
se hallan regidas por el dereelio privado sit 
reeho constitucional y el Administrativo. 
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EMPLEADOS l'VBUCOS: Mftacwm ton á Etíado, 

El ejercicio por el P. E. de- ln facultad constitución*! de 
nombrar y remover a los wiiplrados de la Admi 
DO se llalla Hiijfto u la revisión d» los jueces 




l: Rrmoeion. 

E& dcm'ln del I*. Iv que si bien reconocí» la ilustración, 
capacidad y virtudes privadas da un funcionario, declara 
VJK';mle vi vavw desempeñado por el mismo, importa su 
exoneración o cesantía, v. como consecuencia, la privación 
del sueldo rorrespondieiiic. 

El uuevo nombra uñe tito de 1111 empleado efectuado varios 
años después de mi cesantía y como reintegro de funciones, 
no fe ilenvlu» a eligir el pago» de los sueldos correspon- 
dientes al período eomprendido entre su separación del 



y su nueva designación. 



.sentkm-ia oa> Juüa Fedebaz. 

Buenos Aire», julio n da 1911. 

Y Vislíi»; ; Para resolver en di-liniliva este juicio seguido 
por Alülilile Ter.'sa Flairoto de Cininpi eoulra la .Vnción so- 
bre eoliro dé sueldos ; y 

lícsultnndo: 

( J ue> ta adora inani fiesta (pie el año 1!»25 siendo rectora 
del Liceo Nacional de Señnrilas núm. 1 de la Capital, y desem- 
peñiiiulo- además doce horas de Ciencias y Letras, pidió una 
amplia Intróuffftejon CíUdo colcirin la que lerminó con un 
decreto «leí II de enero de ll'U'íi por el cual se declara vacante 
pI rectorado del mencionado Liceo y se diapone su pase a la 
Inspección Gem-ral ú> Enseñanza "para <pie le as¡>cne ta- 
rca*... r , 116 OÚlaill* rei-onwiWle en el decreto aludido, ilus- 
tración, capacidad profesional y virtudes privadas''. 

(•niño del sumario levantado en dicho Liceo no se le co- 
rriera vista, a pesar de su solicitud, cuando cesó el gobierno 
del doctor Alvear volvió a insistir en su pedido pero, no obs- 
tante labórale ella «cordado, 110 le fu» resucito el pedido de 
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reintegro que hiciera a los caraos docentes que anteriormente 

Por vilo, i-namlii so inició el nuevo goltforfifl el año 1932 
reclamó nueva inenie jusiicia para sus indisciriililes derechos 
lesionados, obteniendo un ¡ul'omic « J * *| Ins|R-ct(ir Gfilfónú de 
Enscñau/a i*I i'ii.il !l'".'a. ctilre ni m*. ¡i |¡i> »i<;iiientes couctu- 

siones; a) que el nituuirin no ¡tícela su conccplo profesional; 
bj que i's tic justicia r.-ioir-fiiai la a la» funciones directivas y 

docentes; e) que pOTi**|*ii¿de reasuma .-l rectorado <l-l Uw$ 

Nacional de .Sfíioriías uñió. 1 y (toce huras de Ciencias y tetras, 
en el misino csialaVcmnViiii». Sin ••nil>ar_'i>. ¡i pisar de un rn- 
fonue tan cal e-».'- rico, onda se resuelve ni respecto. 

Felizmente, asume la cartera en ej IVpatiamcuto (le Justi- 
cia e Instrucción Pública CÍ artiutl V ice-Pre-odenlc de la Nuciúu 
en ejercicio del rowr Ejecutivo, doetur Uautóti S. Castillo, 
quien dieta una rcsplucfíiii reparadum que dispone que so le 

diera ubicación en el primer eai't» dtrcvtivo que vacara, corno 
así también w le rcijiie»rara las doce horas .Ir- Ciencias y luirás 
que dpMcni| icñara. 

Ku cumplijiiiciilo ile (lidia resolución ojü* lleva fecha del 
17 de fvbrer» de lí ,: fv. meo liempu después ge hi "lesiona di- 
rectora de la K.scue¡a -S'orittal núm. (i de la t'aphid y se le 

otorgan las (lucí huras «le Ciencias y Loira*. Y tal acto repa- 
rador, fifi i-oinplela dcspin's eon su inisladii cantó rectora al 
Liceo Nacional de SeiWilas .V 2 de la {'api tal y el ejercicio 
de las doce hora* di' cátedra. 

Antes de eiiíritr en )<■* Cuniláiactiioft que refirmarán el 
indiscutible derecho qiH' tiene ii la demanda, (pie promueve, 
quiere dejar eaastaucjá <pi<í la Ius.peeeióu Gcueral de Ense- 
ñaii/ji encargada \»>r la rextiltteíón (fija luí citado, dé asignarle 
tareas, en t-i lapso Ac diex años, sololn eitcarapú por feries 
dfax el des-nipcnn de nl<>iuia* horas de cnseñaum 

Agrega q»u- jama» «Vil lo* anales (leí dercvho administrativo 
haliráse vísio un acto tan in.ius.lo Como' fu-'- la dispouilHlidHd 
dispuesta por el decreto •!«■ I U de enero rt# lf »!»*:. pues s¡ í.|o 
la inve*.f¡¿a.cí'*'n predicada no surgía uin-rún cargo praVé id 

Icvp contra elht .cómo pudó flfejílbjfcr mi decreto ojito se de- 
clarara VÜcailtC el redorad. i qin* de-<euq icñaha y sí- .•.laMiH'ie- 

ra sh pane a tfisiiopieión de la Ihsc «iánl Xo «útr ni en la 

ley ni bii decreios .¡«-I IV C. .-n I» doctrirjn 4I.-I ih-recho 
adniinistirativo. inii trniii* dkSpoÁiciua que autorice a que -*>c 
cs-lablezca l:i dispon-iliíliilad de un funcionario. Los Funciona- 
rios y l«s empleados nacii.niiles «egnn "n sus car^oá de confor- 
Biiiínd con Jas ilispoísicionefi leirali-s fifí ve.'nr por las aigliicáteB 
causas; renuncia. eAoiicraei.'.n, ecsa))€Ífl o siipn-sión del pues- 
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to, y SolíiOPiile se les puede Bplicur como sanción por faltas 
eometirias i'ü él ilcsíiuiwüu de sus funciones, a inás dé la «o- 
noración o cesantía, las penas administrativas siguientes: lla- 
ttiadas de ¡tteiición. ajK&ifai mirtilo, mullas y suspensión*-* que 
tamlm-ií pueden limitarse ••sin* últimas ;.l sueldo, pero TOO 
ciu-jío ué prestnr servicio. 

Es elocuente 11! respecto el decreto del P. K., «.Helado en 
acuerdo unioral do núnistros, ef que no lia sido doropado. Se 
rclieiv al «NI líi di enero «te 1913. til ¡m. 22 del mismo dis- 
pon.-. ¡iara el «aso de su*|Ben»ión, que el lime ioDa rio o em- 
pleólo suspendido, que compnwbe su inocencia tiene derecho 
a percibiréis baheros durante el tiempo (le la siispensión, por 
U» que, ciiánta mayor razón liene. para que se le abonen sus 

haberes iluraiito i-| tiempo en *hp estovo cu disponibilidad y 
sobro inda, si se tiene, en cuenta que. el decreto del II «le ene- 
ro de l!r_l¡. un wláñieiltfi no cst aMcri/t nin-rinm ranclón puní- 
toria pura ''Un. sino qué so le reconoció "' ilustración y ca- 
pacidad profesional y virtudes privadas". 

Yo eswliiee para que se le pa»u.-ii los sueldos que ha deja- 

«Jo de pi reihil-, ya que [ionír un derecho iMcneslioiinWi», el liech-O 

de que no haya pregad» «servicio* por rucante ajenas a su 
vnlimtad. piiosin que en el propio decreto en qw so estableció 
SU disponibilidad se díspiiMi asimUmo ojue la Inspección Ge. 
neral de Knscñnnxa le asigiiaru tarea. 

rita Incgo alj-ttiiei fallos de h, Corte Suprema favorables 

a esto último. 

A fs. *2.s amplía la demanda para rebatir prolija menle los 
fundamento* que informa o| decreto del 1 1 de enero de 1926 del 
I*. E. y haca hincapié ea que e( decreto del lí* de marzo de 1ÍÍ36 
resolvió si( n*fihti-i¿H éüui lo que resulta equivocado el criterio 
dé aquel doerrlu Qué la da como l* incorporada. 

V en mérito de iodo lo. expuesto, solicita se declare que 

la Xuoii.n oMa olilijrada a alionarle los haberes que lia dejudo 
fle pcreihir como rectora ilel Liceo Nacional de Señoritas 
nfln. 1 do la Capital y doce |¡»r;i* de tVneias y letras, desde 

que los dejú de peucibir al ser declarada en disponibilidad, 
liasia que fué r.-ini.-»rada en mis funciones, más: los interese* 
y las ensta* del juieio. 

Que el señor [¡■•pre-sentniite «le la Nación al contestar la 
demanda quien* ante todo dr>staeai\ con el objeto de rectificar 
afirmaciones de la actora, que por decreto del I*. fi, dej Jl de 
enero do Idüli se declaró vacante el redorado del Liceo Nacio- 
nal do .Señoritas tuiin. 1 (art. fe l's. 535 expediente adminis. 
trativo) que desempeñal-n la misma. Por ose mismo decreto 
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(art. 4») se disponía que la Inspección General de Knseüanza. 
acomseje la tarea docente que le asi-rnaría. 

El significado y alcance del art. '-i" del decreto mcneio- 
mado, «i lo que se refiere a la penuinii que desempeñaba el 

rectorado — ía adora — efl terminante Equivale a su separa- 
ción, a BÚ waanrffl, Xo wodificji esta e<.ndu<¡um la eirvimsi un- 
cía de que hace Wrilo In il.-manda. que el decreto del l.s do 
marzo di* id'iü, al nombrar a la «clora directora «le 1h escuela 
Normal «le maestras, hable di» "restitución de funciones". |>or- 
que precisamente en el considera mío primero de dicho decre- 
to, se reconoce osprr-»amrnie gue fué "separada" iíjfl *n eargo 

anterior. concordando rn esto Cotí la resolución ministerial de. 
fecha 17 do febrero de 1936, tantas veces citada en la demanda 

Y si asi como deja «'xpresado, trilito la resofcuciú-n minis- 
terial como el subsiguiente decreta «leí P, K., establecen y con- 
firman que fu«- '* separada" dr su cargo anterior, es indudable 
que la adora estuvo cesante durmite ese período de tiempo jr 

sin derecho, por consecuencia, a percibir babera. 

IX- lo expuesto se deduce que el acuerdo de ministros del 
año 1913 invocado |*»r la misma, en inaplicable (WrqÜO no ha 
estado Suspendida, sino csante por disposición expresa del 
P. E. De ellti se sigue también, que el fallo ífó lit Corte Supre- 
ma citado, resolta inoperante para sus pretensiones, 

Análogas considerar iones caben con respecto a las lio raí- 
de cátedras, porque o) Poder Kjeniiivo dispuso i|iie lu InxjH'c- 
ción Oeneral de Kiwñanza aconsejara la tarea docente que 
>w le asignaría. Y dentro de esla, disposición, se le asignó ta- 
rea», como se expresa en la demanda, y la ¡ictnra rebosó su 
desenliólo. 

Sir) perjuicio de lo SÓSt«nidO pwedentcaieute y para c¡ 
supuesto qué la |*»& de la actora prosperara, «pone en subsi- 
dio la prescripción autorizada por el arl. 1027 del Contigo 
Civil, al cobro de los sueldos que pudieran corres jtonder ante- 
riores n los cinco años tic la inieiarióu de este juicio, 

Kn raxóu de todo lo expuesto, pide el rechazo de la ación, 
con costas. 

Y Coiisiilcrando: 

<¿m de los antecedentes expuestos si- establece que la ae- 
tora demanda el pairo de los lia Utos correspondientes al carpo 
de Rectora del HccO Nacional (fe ftefiontna mira, 1 y a dos 
cátedras anexas (doce horas de Cieneian y Letras), en que de- 

vcnjjaba un lialwr de mil trescientos peana ¡ los periodos que so 

pretenden adeudados y qUÍ de ta demandn surgen confusos, 
deben tenerse por tales los que se expresan eu el escrito iní- 
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cial do la reclamación administrativa desde que ps esto lo <¡OT 
noce-snrimnciitc impone la exteiisitm de aquí Ha. o sea, loa p?~ 

rfedcB mensuales ^tü> «Riten tófc él 11 de enero de 11)26 

hasta e| 1H de marzo de VXH\ i|in> es lo estrictamente recla- 
mado apto H Poder Kjwiilivi» w^iin consta a f*. 15 de «utos, 
por ambos conceptos; rcelnrad» y cátedra*. 

Para determinar \¡, procedencia o íiupnived encía del co- 
bro redamado, corresponde *e determine, previaunente si la 
msolueión administrativa de fecha 11 de enero de li*2ti (exp. 1* 
30. 5)25. rs. 535), por la que « dwlnra varante el rectorado 
del Liceo y sé pide ji la InspeéeSoil General aconseje la tarea 
docente que- ní- ¡ísiínuní a |;i ai'tor;*. comporta O no- un cese 
de funcione* eói¡ derecho a los lea be res i|iu- se han devengado 
hastá la rensuiu-i.'.n dé inneioties dispuesta por el decreto de 
manso IS de 1!U1(¡. en que la nctora fu«r designada directora 
«le b l'-eii'-la Wirmnl m'liri. ti. 

<¿uo eoatrariaipéflte a lo s listen indo por la «clora en sn 
escrito <lc alefato. Ut i«'soliiciún de enero 11 (I* l!»'it¡. no es 
HUI mera decisión ministerial, si no un itwrrUi del P. K. dic- 
tado- con airihucián privativa-, autorizada por el art. 86, inc. 10l 
di- Isi Constitución Nacional. 

La decatlón -del !*. K. de producir una separación del car- 
jro con el aleante «le cesantía de las funciones «3esem peñadas 
por la aetora, sur»e ehiro. na solamente del arl. ¡I* del decretó 
■le 1 1 de enero de in^fi. en qüé se» declara vacante el rectorado 
del Wwv, Orí que Itn.sla rotantes era su titular ln adora, HÍno 
de los considerandos 2* y 3" «le dieiio decreto |fs. 555 exp. 
adin.) en que W alude ti raMne* «le ñiconduetn e indisciplina 
administrativa, en los si H uient«>s términos: "2* Que en su 
escrrlo «te nulnlad y apelación dicha BeuOM < la nctoraí insiste 
en inexacta* actoaciom-s y las agravo con otras nneVM y con 
manifestaciones i rrcspet nosas para superiores funcionarios de 
instrucción pnbtieft: =f que todo ello evidencia la imposibilidad 
de que la señora doctor» Matilde K la i roto de Ciampi pueda 
wr remleiírada ul R*clorado del Lifeo Nacional de Señoritas, 
a pesar de su ilnstraeión, de su capacidad profesional y de sus 
Mrltidi's privadas"'. 

Tales términos e«m *pic se califican lieeltos lesivos y por 
tanto -naves para d orden administrativo v la disciplina 
jerárquica, no pueden sino traducir «1 la dec'isii'm del P. B., 
el propósito elar« y ejcmplarizadoT. de una -sanción de cesantía, 
ron la emisión jen le vaianeia de los varircn dosempeñadoa en 

dieiio e<t!aIilee¡mÍenIo. 

Kste alranw csijiilía que traduce el referido decreto 
ha sido rearado en las distintas solicitudes interpuestas por 
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la actor», sofeK) restitución del carió, resueltas por lw «ueeai- 

vos ministros que en ellas euíendierou; son dichas rt-solucio- 

ne* ministeriales, i» «i*- junio tu d> 1931, «n que se desestima 

ln petición |Mir trillarse dé un asnnt» definitivamente resuelto 
(fs. 752 exp. adm). ía de dleicíobre 1- dé 1933, por b «ue 
«e ||¡iw saber a lii adora inte debe optar al earjío «pie pide, 
mediante concurso (f*. 7»i¡ efip. citO , la <te abril 11 Je li>:J4, 

en que >*• le líace safer que (fetee- atíflCWB en cnanto a *n aspi- 
ración al carao directivo <pw pido, a los concursos respectivos 
y Ia í 1»* febrero 17 de Vxtfi en q'irá áf liaffí Mwer a la artnra, 
1» íün ftosl Üi!¡d«d ile re-intiirrarla a las fuiwiuncs que desempe- 
ñaba, dado él távipo transcurrido y por un encontrarse va- 
cante es.- carpí», mandándose tenerla presente para abordármele 
ubicación dC acuerdo a los títulos y antecedentes (fs. B42 
eap. mira.). 

Que no obstante esta situación qw demuestra con toda 
evidencia la pérdida de empleo, hi wíóra pretende encontrar 
el Andamento de stt ac-íón en los decretos «fe sus nurvos 
nombramientos, do foéJia marzo IH de ÍÍMU y junio 12 ílc 1037, 
en razón de qué en loa misinos se expresa. res|H'cti\aniemte. que 
el nombramiento de reiujrreso a la administración en el cargo 
de directora dí 1» Rseneln Normal de Maestras núm. 6. lo W 
"en carácter de restitución «le funciones" y el traslado al 
rectorado del Laceo Nacional de SéAoriiás ín'ttn. lí. lo era "cu 
carácter de reintegro". 

La ¡.lea de «nihrtiiidad de funcione* t\w se pretende en- 
eontrjir en las expresiones, referidas. con el alcalice de enervar 
los efectos dé la cesantía lisa y llana dispuesta por el decreto 
de enero 11 (t« 1926, no puede interpretarse sino tomo la 
realización del propósito niaiiil*e».lado en la resolución minis- 
terial de tc'Tern 17 de l!J:tt¡. (R 4Í2), en el sentido de acor- 
darle ubicación ¡i ... stilora en la oportiuiidad de vae.-uite. no 
por razones de continuidad de ítinetuiies sino "de acuerdo. 
& sus títulos >- anieceo1ente^ r> ion» allí se cxpr«aa eon elarídad. 

t.¡\ cesación «le f uncirme* di! la aeiora ha sido confirmada 
también por la designación de iwmpirtaiirte para sus caraos, 
pui* así lo cnnsiirna ox presa mente? la resolución niinisl erial ci- 
tada tíe febrero 17 (le lo qué deternaiüH la imposibilidad 

de uue subsistan dos titulan* paira un sido car«o y sueldo. 

(C. S. t. lH-lnT». tinas, 

Que la Hitiia«íó» de disponibilidad con derecho al earjw y 
al sueldo pretendida por la artora. es situación qtie en nuestro 
dereeho administrativo carece de asidero jurídico, pues los 
puesto* v sueldos existen por virtud de la Ley de Presupuesto, 

sin que '"l P. E. tenga facultades pura imputar reincorpora- 
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clones con efecto retroactivo a fondos «pie no existan, por Ha- 
berse pululo al ftincinmirio reemi-iazuiiie. o por haberse cesado 
de f ¡i i ■ i ■ ■ . i n : ■ 1 1 1 <* en la función. 

I«A causa general de todo nombramiento de un funcionario 
es la reí i Junción di» una función pnMica prévifrtai por el plan 
de gastos, sin servicio al cuaJ referir el inmd«rainiento por ha- 
llan*- el cargo coi! liluhir efeeJiV'p <pu- U) desempeña, o por lia- 
bersv revocado H nombramit'nio por cesantía, dicho nombra- 
miento carece de causa. (Biklsa . !h r. Aihu. t. En rale 
principio se justifica precisamente, «•! hecho de (pie en nues- 
tra práflieji administrativa nn pueda existir el empleado en 
dis|ionil>ÍIÍrl¡id con góec de sueldo, y de que no puedan dictarse 
decretos de nombramientos o,ÜC> acuerden reí neo r [Miraciones 
con poce de siicUI» * por los [wríodos de cesantía. Tal es el único 
alcance «nie pncclen tener los decreta* di- mayo ls de 1936 y 
junio i-' de 1937, cuando aluden n reintegracióa y restituo .-: 

de funciones. Si ha mediado un decreto de cesantía, mal puede 
ol P. E. después do más de diez anos, reemioeei' continuidad 
de funciones extimrnidas por imperte de la propia cesantía y 
ulterior nombramiento de nuevo litnlar. Aun euanclo dichas 
expresiones pudieran tener el alcance de una reparación moral 
para la adora en homenaje a la ilustración, capacidad profe- 
sional y virtudes privadas («Je la «clora ) (pie el mismo decreto 
de cesantía «leja ra a salvo (ta. 555) r nunca pwdcn tener en 
derecho, el palrimmiial a sueldos inexistentes. 0n decreto con 
semejante eferto. por cnanto importa el ejercicio de una facul- 
tad discrecional y arbitraria por el \*. K.. contraría a la ley de 
gastos y de eniitnb ¡li-dad de la Nación, sólo sería un acto admi- 
nistrativo viciado de nulidad absoluta y por tanto inexistente. 
Como eonseeuencia «le la inexistencia de todo vinculo adminis- 
trativo en loa casos de cesantía, semejantes al sub-Ule, la Corte 
Suprema, luí dcrlarmln inaplicable- el art. 23 del decreto de 
enero l(i de 1 í» I :_f . invocado por la actora, (pie sitio se refiere a 
la suspensión do empleados y no a su separación definitiva, 
como ocurre en el sub-HI?. (C. .S.> t. 174-307 consid. 6'). PoT 
esta misma razón, cabe declarar para los casos de jtinspni- 
denc-ia invocados |Wr la aelora. tales como los de los ts. 173-121 ; 
181-236, ele. (pie carecen de aplicación al sub-fiti. pues en 
ellos se trataba de sÉisponSHNHy ron rcteiición del cargo, lo qne 
evidenU-inente justificó el reconocimiento de los sueldos deja- 
dos tic percibir sin culpa de sais respectivos titulares. Así lo re- 
conoció la Corté en easo similar al xub-lttr de improcedencia del 
cobro de sueldos por cesantía, declarando que la justicia sólo 
puede acordar este derecho a los sueldos devengados y no co- 
brados, cuando *e trata :le sueldos anteriores a la remoción del 
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empleo, «1 sea. en casos en quo no pretiarcin los servicios por 
causas ajenas « mi voluntad y siempre que ño haya mediado 
cesantía (C S. t, iT8, ;U»7_ cónsul. 5'). 

La cesantía rn el empleo un puede servir ¡Jp bnsq a una 
demanda tendiente ¡i obtener la ^uenFlkOía'eifin y «'I eonsi- 
gáfente papo .I- 1 «ii-ldo* de*de «(it.- se p«-.».lujo I.» wsntitift. tiene 
decidido étia reiieraciún musirá ('orto Suprema iC s. i. 182- 
8&'í). por lo que cabe admitir • pie café doctrina, en un lodo es 
aplicable ni caso d«* auto», 

(¿ue e-n el caso especial de la ni'jora. tvlcwido p«r I»* dw> 
taviiduK IttÜlOS (pa* inli*!íraii SÜ foja de mtvíi'Í<k y mi ciipaeulad 
docente y que él propio P. Iv. lia I .*ni*l«i en cuenta al d''cl;u*ar 
sa cesantía y ¡il ordenar sil rem«*reso a la domiria- ni liis unii- 
sicmis que haya ¡>< kIUIo conieter el I*. K. ñaí» hi n-moi-ión. no 
pueden eii fweitu alguna ser rlenicnlos de juiria capuces tío 
enervar 1a_n|.!i.wi.'n <ie los principios di* .J-n .-ii.. admmi*t ra- 
livo enunciados en los tton>tdcrnn<!o-. precedentes, desde íin* por 
imperio iU' los minan*. I;i jmtieui CftnW de pnteOail P'ini 

TCVt'r O inli'rpri'lar los eíevlo-, de mi <|ecr<-to (|o cesan! ía. 

í>«'a que ste trate d« una ■ ) •siiiiirión o <!•■ una simple Cesan- 
tía por i»i -r va iv^u*ridos los (surVieio?* del empicado, ha 
dU'li" la ("f»r'''. la ímesiióli en ira oii la órl>í la (Ce l»y alrrhtu-io- 

ues propias *M I*. K . ;"iu en el ( -¡n> quv tw aleara la Iraii 1 *- 
presión de leyes <pic reirían el iiroeediuiicnin para "r_*ani/ar la 
Ríltn'm Hiriieii'.ii. porque wlniido rtíul pftilrr noiulira, Kniiteve n 
declara uiiii cesantía, procede eolun entidad pública, encardada 
d<« dnr las directivas q¡ue pipe» eónvrtiiií'fttM a !•« liepaejíM «leí 

Estado, y Un IÍOIIHÍ ptTSAflá) jtll'nlii'Ji ti *-nl¡ilad «li* tlm-elit. pri- 
vado. 

Na hay ni re>aiirías i||if! a fli.irio se d'-elarau rn la 
Adniin¡str;iei-ÍM por raxoiiev de iftt<?rís páldíf" o >Ie mpjor WT- 
vú-in, un nvto 'PN 1 iin porta la Urafái ifrl ilereelm privado qoe 
pueda ntjiH'rir el nmpant ití '¡i juslteia, |ionpie •"sla »-n lales 
CASOS, no tiene una ovision I nielar n^pectn al I'. M. pu <'l ni:in«'jo 
dft la e.^i 1 >ál.liea. (IV s. i. 2T&275 I'. 

l'or lüiiif y l<» i'^ini-'-'o fitllo: dWáw Biar la diniiaiitln de- 
ducida en roalra ile la Naetón \*>r tloiia ^Ialidli* Teresji Kl ¡li- 
roto do Ciainpi. solif ■cobro de sueldon. rroi eos-las i'ii el orden 
causado, atenía U !ialili'id<'ía ilel eriiso r<'sU' , llo. — K. 1,. V,im- 
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BuVttdS Aires, uuvieinhrv 14 de 1ÍM1. 
Y vistos; Considerando; 

Kn rítanlo al recurso d<- nulidad: QtM no ha sido susten- 
tado en esta iiiKíniiciji y. por ñfrii naetc. Iji sentencia incurrida 

un ;<pan-c- ilada enn v mi ación d«* I;is formas y soEemilidad que 

pK&fibmi L¡M leyes i. i p| prot-i-díum-nto aJolew de victo alguno 
do los -ni.- por eSiirww disposieiou »le derodio anulen las a«tna- 
«umta iari. 233 4<í i» |.y tf ~M). Poé Pife se lo desestima. 

Kn .-ii.inI" al «le n.iHwfó.nj *Í I'' 1 '" l<w lériiiitios del 
d.-m-to riel l'. E, de íeeha II de Miera tic 10261 i fs, 535 del exp. 
«^'ri'ir.iilii} son ambiguo* resuelto do l:i mi uaeinii itdmiinsrra- 
liva (|o Iji ai'ior;». puerta qn<* d«'lej;a Cii In In^pn-i-iún O en '«ral 
iju* «eoH'wji' el ifertíño d«- la Dra. Cíampí, .mi cambio son explí- 
cito* :n*** t-fii del «vrir*. que di-x-mpi-ñiioa. Cuya vacancia se re- 
mii'Ivc expfeSatne?iit«, 

Ni, r?j |K.,tli!'- sositnrr .1 derecho i| sueldo de mi tfarjrn vá- 
rame, ■■ i es admitióle que 1'iiiida.mlo-e en la It'rininolojrín del 
(IiTflo ipii' ibriiliñ es» viu-aijeia pueíla subsistir un ilercelio a 
la remuneración estfiblcvidá paira el injKUO. 

há tliwpjisición ;ji'<TcJ) d(! quv al dispuii.-i 1 *' reingreso a 
olro eargo dm-etiv... la] cxpivsmii sivnih'ea la ratificación de 

que no u> *ríi MjT,'un h I» p'TM.na (lutigimtia, ftorqíúe dte no «t 

uní se habría iiisjaUeiilá mi '•r.-iiu-orpora.-ión", carece ¿(c la eon- 
9l9tci|CM jurídica ipn- la BpeJnulC le «tribuye 

Vorniítura tid'pH COllCftptOS el lalln recluito de la Corle Su- 
prema incinlrn- al i.pdo.i eñ el ras»»- de bruiieisoO Dvsi.'-rano 
contra el (inltiiM'iiri dé l:i Xaeióu. refiriéndose » una suspen- 
sión <lis|ni'-sia mientras fié praciicaha una investigación, en el 
(|U.- *e sostiene que si no se rsulilvce nada re.-peein al goce de 
sueldo es puntué ello va iniplícil.t «i el earácter á¿ Iji nietlida 
desilc que, e« toa) t-uiilnirio. ser», una simeión d<? Ih-nefieio y 
□o <jff ensiif.1» — sfllvo la parte moral iMluralnwulo^ ( |.-Ndi; que 
se ol>drgfl:rian i-iiinlinaenl.is sin el irahajo i|«c lo stipoue y jiw- 
I ifie». i 

l'or oirá parii-, no -v»* ha. dimos! fAdo «-ii autos, eomo hu- 
biera eoVNspOnílidó, qllé la díanoililñliilail imporie el derecho 
a la pern-pei/m ili- los vinolunieiitos con que reirihnven los 
eara»s ailifiiuisIrativoN o dófOUteK, cohio ocurra en ntrais aelivi- 
ilades dentro ile la ailiiiiiiistnieióii n^íonál y euya aplicación 
analóci'-a no está autorizada en el pjvs-iili- cjí-o \xtr preeerpto 
lepd alffiino. 
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Por «Uo v BUS fnndaim*ntr>s. SÉ Confirma la Wiitcncifl ape- 
lado «i-* f». *"í <l« c UeseaiiBW la doiojwwla deducido contra la 
Nación por doím MalilÁ» Toresji Pía i ro lo «!■■ (,MUU|>1, *»»re eo- 

bro de sueldos. \m costa* <t- i«istBB«a larabifiu en el W&o 
causado atenta la natanifcaa d* l¡> MU»a, ,™* 

í<¡ s í.Víti.;/..- it'i'niiin, -- Wiw »m (jmptttv. I ««rr«> 

Í CC Í , _ y. .1. f¡>iw4lc9 C«Wtótó». 

l AU-O ÓR LA roUTK Slí'UF.MA 

Bueno* Aires, mayo 20 de 

V vista la apelación y nulidad «Irtlui-nlus por la se- 
ñora Matilde Torosa Flairoto -<U- CSampí «"nlra la *«;n- 
tenein do la rúutau. IVJeral «le tk tti&j mi juicio (ion- 
tru elíseo Na.M'.nal; v 

Consíde ramio: 

Que la npulanío no lia flustonlado en s» ewerita (fe 
expresión tfe MirravioK el .-.-curso .1- llÚüilHíl swlalaiitlo 
Iilrt tlflnSgl»«¡0«eS dC |iroee.litui«-uto o *ie forma de o,uc 
pueda adolecer la aeaWñclo recurrida, para que el re- 
curso ptelteril prosperar; rawm por la cual u» puedo 
ser lomado en coiisid' ración. 

Qu« un lo que r&pectQ 1)1 4° ,!l e** 8 ** 011 * es 

del easo recordar la doctrina muchas vcc<-s eapiKSta en 
fallos de esta Corte según la cual, las rej|teioiies entre el 
empleado p41>líco y .4 GofeíorAo n<> «e r%ui por la» re- 
glas del dbíOCho íí vil «iplienM-s 1( la lo-aciú-n de servi- 
cios, sino por principios qfle tofailrtri el del echo admi- 
nistrativo «M R»W, consignadas o-U el estatuto constitu- 
cional, en l«-vcs M <*< >ngr<£0 o o« las prfu-lnus de fc'O- 
hionio. Así, el Tiilmmil, resojvíeiylo mi caso quC 
cíeria (inalo^lfl CUV) el acUial, dijo njUC estas n-ia. iones 
no nacen de un contrato r-ivil. "sino de un acto .1.- im- 
perio o de mando, en virtud del cual, &ÍD ningún ue«er- 
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tío previo, el Estado inviste al empleado nombrado de 
la función pública, reglamentada por leyes, decretos y 
disposiciones del superior que le marean sus deberes, 
atribariunes y dercvlios y que constituyen en su con- 
junto el dereeho administrativo" —Fallos: 16G, 264—. 
Y refiriéndose a palabras éi Tuntún que explicaba cu 
Qttíg sentida consideraba el Consejo do Estado de Fran- 
citt tul'-s relaciones, decía "A diferencia de lo que ocu- 
rro en dereelm |>i-í\-adí), las partea no tratan en un 
raíanlo plano. El Estado señala a su gustó, y on vista 
del mejor funcionamiento pOsitMC fiel .servido público, 
la» diversas cláusulas del contrato. Fija los sueldos, las 
ventajan, las pensiones, las líemelas, las correcciones 
disciplinarias, por mera decisión de stt voluntad. Y no 

solamente le eóFrcaponiíe determinar l*s condieiones del 

empleo, sino que aun se reserva el derecho de modifi- 
carlas... Finalmente, posee también »■! di- suprimir o! 

servicio >% i>or consiguiente, el eargQ H > 

I*a Corte Suprema, desde sus primeros fallos, sos- 
tuvo la iiiisina dactrÍM condensa.!» en los siguientes 
términos: "el nombramiento de los empleados adminís- 

trutivo*, la conservación de sus em|»leos y la jubilación, 
son materias ajenas al derecho común y 110 constituyen 
un contrato cutre la Nación y dichos emplead**^. Ajus- 
tada o no a la ley ana resolueum sobre la materia, "no 
importa un luche o *»<*'<) jurídieo de los representantes 
de la Xarión en la estera del dereebo privado, que pue- 
da servir de base a una aeeión civil de las previstns «n 
la lev mim. 3!Ki2", —Fallos: !W, 30!), concordante con 
el L'Í, 37. 

Que el cargo de que se traía depende directamente 
del P. K. Nocional, como rpie está comprendido en el 
personal administrativo. Kl nombramiento de quien lo 
desempeña, así como su destitución o cesantía, es atri- 
bución propia y privativa del mismo, con arreglo al 
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principio de la división de los poderes (urt. S<¡, ines. 1* 
y 10 de la Constitución). Aun en el caso do fflW se ale- 
gara la transgresión do re-jlanienlos o |u*;íciicas esta- 
blecidos para la or-ranización di?l personal, u que se 
haya incurrido en la mayor mjustina, no piu-d.- «lar lu- 
gar a la ¡nterveneífin (te ios jiiééo*, qo¡ü Wpseüíi de facul- 
tades Iniciares soltre el olrti pmler, el cual, en lodo caso, 
respondería de sus artos en el juicio político que puede 
promovérsele pt>r nial desempeño de siis fundones. 

Cuando uoitiUra •< rvuiiK-ve a loá fc'Hitóio^ritj.s de su de 
pendencia ¡Irorcd^ como entidad públíen. em-aiyado 
de dar a su avV'irJo la- dire«-l¡Víis para el manejo de 

los negocios del Bstaflo, y no ooiuo persona jurídica. 

Bajo esle punto de visfa, tales actos no lesionan ni pue- 
den lesionar no derecho privado, snaeípfíble do npa- 
raeionantc la j«st«<-,a —Fallos: 174. :!<i7; Í7< frff; tfcí. 
36.1; 178, 80; 

Qu« el decreta del 11 de enero de V,*'2t\ del I*. K. 
Nacional, declarando vacante el caryo de Uc-lora del 
Colegio de sefionhis nano. I. rjijj£ lo desempeñaba la se- 
ñora do í'iampi, eompuiln la ■ , \oiirniciúii o cuntía de 

la misma y, como eonseemnein directa, |¡i privaejón de 
sus emolumentos, desde rjue é>tos llevan como condición 
necesaria <■ implícita el ejerei.-io de la función. L«s re- 
servas «pie en este documento se hacen de Ui ¡fit.<Jni'-ióii, 
ciipiril'liul ¡¡r'-f, s'mn.il ¡t rirlii'lrs ¡>ri'''ul,is do la señora 
ríe Oiampi, no le quitan el enraet&i" drástico de la me- 
dida tai ñachi a raí*/, de nh sumario ¡idiniiiistralívo. I.o 
evide ncia el licelm mismo «le que, dado ese decreto, la 
interesada cesó de inmediato en el ejercicio ilc su cargo, 
reemplazándola ¡nlcrinameiilc el inspector .latine que 

instruyó el quinario por orden del I*. K. Que aquella 
reserva hecha en los. considerandos del decreto, tica- 
tínado a salvar el concepto de la profesora en home- 
naje a la verdad y a la justicia, no es contradietoiria eon 
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Ih apreciación hecha de su paite dispositivrt, porque bien 
¡Mido e Gobierno, después ilo mi maduro estudio hecho 
del estado del csUdúVcimieuto a través 4** ' flS constan- 
cias del sumario, hnlrer Helado ¡i la eonvicción dé que 

la señora de Ciunipi no era la reetorn que convenía a 
la buena marcha del mismo o tal vez «|tio bahía incu- 
rrido en su dirección en errores qtio ía ín habilitaban 
¡iai:i continuar a sil frente. 1.a separación habría ve- 
llido como arbitrio- de mejor .irohierno, sin <pic ello acá 
obstáculo a QUÉ so- salve «1 concepto do la profesional 
y fia la coloque en condiciones oV ocupar en adelante* 
«Iro eartro dii'H linK Xo otra cosa importa la recomen- 
dación que el decreto liace a la inspección de que le bus- 
que «tro destino 4110 considere adecuado. 

Qflfi las ri'soliH'iuiii s posteriores del Ministerio po- 
niéndola cu disponíbiíidad e incitándola a concurrir a 
concursos para nuevos caraos, son una consecuencia de 
la situación creada por el decreto de referencia, las míe 
pueden juzgarse más 6 michos ajustadas o extrañas a 

las pnieticiis administrativa*, más o menos justas, o 
acaso POCO consideradas con la profesional, dado su* 
largos y buenos servicios prestados a la enseñanza, pero 
que de ninguno manera deslíala rail -/a n la medida to- 
mada ai modifican sus efectos. Ui cesantía estaba pro- 
ducida COI! toileis sus efectos jurídicos, y ella solamente 
pudo ser reparada por una revocatoria exprosa de parte 
del poder público -que la produjo en uso de faeullndea 

privativas, excluventes do todo otro poder. 

(¿nc> lo misino puede deci rsc de] informe de la lus- 
l»ceeióu de Justicia, expedido diez años después, muy fa- 
vorable a la actuación de la profesional y que dio* lugar 
al decreto del IT de febrero de 1ÍK¡(¡, en que, recono- 
ciendo sus méritos, se recomendada se le diera un cargo 
de la categoría del que bahía desempeñado, ya que no 

era posible reponerlo en el ratono. 
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Que el nombramiento que rceiliierji el 1S do marzo 
de 1936, de Redora de la Escuela N'ormal núni. <> y 
después, en 12 do junio de 10:17, del Liceo de Señoritas 
lllím. 2, e>H l<«s eitales ée «lijo que era en rctJttryro de 
fimcioncs, no (Hieden Uner In fuerza do una revoca- 
toria de! decreto del 11 tío OlU-ro de 1936, tanto por<|9io 
nú resulta df sil texto i-uaulu porgue se lialalia de un 

toebo d^finiíiVtiitientc eonMinunló y eoiielnído. 

Qoe «.lesde el momento en que ce dictú uate último 

decreto. <leehi rundo vaejinfe el earyo que ocupaba la 
señora di- (lampí, <pie<ló rst;i sttparaáa ■ I* -I personal 
rentado dependiente d-l Manislorio de Justicia his 

truecíón I'úMiea, y sus eniolumoatos debían! ir al dos- 
lino qiie !st ley d¡i a BoS suelilus. de U« pueblos vnentitrs. 
Xo podría a los diez años inoili ptópñti vtdver el I*. K. 
Bobre ese lieelio concluido I»ara crear una nueva situa- 
ción, sin viola r ! leves de contabilidad y (le presupues- 
1« que no permiten cri'KJi-i»iiis eqino la <¡ne lióbría att- 
junado. 

(¿nc H hecho (|.- ijue ia señora de Ciainpi haya se- 
guido peri'ihicnÜp sus sueldos liastn une se dieló la re- 
solución ijiie la jiasaFia a * 'disponibilidad '% no dormios- 
tm que continuare en su ear^n despué* di I decreto del 

11 (le enero, parque pmlo y debió ser oejtsinnndo por 
un error de las oficinas encargadas de hacer la I i* i iai - 
dación de los haberes del personal. 

Yin su mérito y por los fundamentos «xpuestus ex- 
tensamente en las setlteneias de primera y segnndn ins- 
taneia, se í-oníimia ésta wi todas sus parles. S-ín costas 
en eatfl instancia por la naturaleza ¡do la cuestum deltíi- 

t¡dn, Notíííqaese y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

ROBKliTO IiKI'KTI"*' — Kt is téíSA- 
RKá — lí. A. ¡C.^ÜAU AnviIO- 
rkxa — R Hamos MkjÍa. 
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S. A, ÍIKIIMKS DE PA«£S v. IIERMfiS, SOCIEDAD DE 
liKSI'O.NSAlílLIIMD LIMITADA 

Procede i"l rectjrsn t-xtr;utrilin¡irio rontra la semencia ijuc 

itescslilllñ el dcrcelin fllltdmli» CU la Iry federal 3975. 

JtKcruso i:.x/i;A(Ji;i>JXAHto.- jfafcr/d «>*». CmutUum de fc*- 
!•*'> */ j.ruthn. 

l.;is em--.tii.iK-s .!.- h'i'liri y (truel .¡i qiu> Sirven ili> lias.- a llis 

sentencias «le pdtoora y segunda instancias no pueden ser 
revisada* par la Cwíé ¡Suprema en el reírte extraor- 
dinario. 

SlAilGA$ DE FABBWA: 0pfls«r«W. — KtifóftNt. 

ím -oeiedmles exinuij-ra* <p.", sin tenor sucursal o npen- 
.'i¡i eMaldccida en la Ificpúblíen Argentina, ¿Wieróíáñ con 
fofa y Mnu|niMú'aiiit'nii' eonocfcnw eñ ía minina. tienen tlc- 

i'ivIki íi la proM-vinn d* SU nombre, a «pniu-rsc ji su rejíis- 
tro como marra por <|UÍ«1 ñO 1" Ú«tf aillerinymenU' OH d 
país y a obtener la nulidad de la qfté se hubiese conce- 
dido en esas toad¡i-¡ones. 

Si;nti:nci.\ i>ix .Iri:/. Kedekal 

P nonos Aires. diciembre :tl «le 1M0. 

Y Visto* E8Í03 autos caratulado* "S. A. Ili-rmes «lo París 
contra Swiedad Ileniies de lt"s.|>i..usal»il¡dad Limitada sobre 
uso iiulehitlo do nombre primereia!. nulidad de marta y oposí- 
ni re;»istrt> <Ip marra". de euyp estudio resulta: 
1* Que a fs. :t so pr.senta Enrique T. I.ara. par la acto- 
ra. mirian-lo demanda : a) ]">r USO indebido (w nombre comer- 
cial y di-nominación social U/muís y i^impetenvía desleal ; li) 
por nulidad «je la marea /frrmr.í nina. 177.í!«l «le In clase 16; 
e) por oposición ¡itdvbida a las sol ¡«-i ludes <J¿ las mareas actas 
wim. 20IU51 y 2W.IÓ4. efáw 16,- y actas, núm. 210.455 y 

210.4 "><>. clase 19. Todo con cosías. Estima lot «laño-* y perjui- 
cios causados por la com|"'I»'iicia desleal en la suma de 9 20.000. 

2* ITabla sobre los aotWerteritcs «omerómleá de su re- 
presentada en Francia, y en el país, donde sus actividades se re- 
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montan al año 1917 y en el que tUVÓ reKistradus las marcas 
Hemws núm. 105.426 y 105.427 «n las .¡ases lis ¡p 19 resistí- 

viniente, I»» que estuvieron en vigebeia a punir el*- 1927. cadn. 

canil» vii lfl.'t" sil no ser renovadas. «Ctil it> I <|nr se debió ai creer 
que el rejNsiro duraba én la Ucpúbliea Árítf-ttlina t.\ años conio 
en Prniicia. y .1 ipae estando ••niisiiini.Li la marta pur el 800- 
llido de l.i actorá no »■ la podría M'«istriir por nlro — eonlraria- 
nipntr' a lo que suf-clió — sin "U autorización **xpr«!í«l, 

Afirma «¡ijo la eUthltelfl (le la easfl llermes de I'aris es en 
la hVpúhlira Arc-'itiiiiii muy numerosa y calificada: indica que 
como mi lieilc si»*iir>al. las ñ\WT»taanva las réalizi* directa nn-n te, 
"wttndQ finíeftBietttfi iintorí/udo el «fior itondgotoi para pre- 
sentar sus i-r-vn-ani.* a los «•Ü.-nics. con ocasión de mis viajes 
a Sinl Amvrieñ", líeitcva que ii>i„us es la denominación *o- 

eial de su r.-pr-st-ntadn y e| pfl I roininico «I.- los aiil.-v.-M.n-s de 

ésta. m> pndiendo |K»r tal circunstancia apropiarse cualquiera 
de tal dcnoiitiiiáeíáii .sin la auinri/.-iniín y coitíra lit voluntad 
expresa deJ (¡i triar y CUn >•! sól« propósito aif beneficiarse con 
Una reputaeióu in.liisi riiil y comercial ya sÓÜdamenle- cons- 
tituida'. 

Relata que PaMo S'asiii.-. es con mis lujos Hub<-rtu y ("Hr- 
lo8, los únii'ns sucios de la sociedad tbimindáda. «¿ue el primero 
vivió en l';irís deil icud*> al «oOieVeiu de si-das, lana--, vestidos 

etc., ni» pudimdo por Mn«o, iirni'iiir la ex i si rucia de la casa 
llermes, ni su importancia, ni d lut-lt.i de que iif^oeinbn con la 
Arpen* ina. M A« dewoiiiwín que- rhhim era el nombre pul ron í- 
lateo de saa propietario»... . *. Pie. tM« élio, sesiím él. lo in- 
dujo a constituir [a so.-i.-dad Hfrtitfít «pie inscribió e» ••! 12c- 
pisln' Público de í'omfH'éró y csivo nombre rc<:istró; y por ¿ií- 
tioio registró' como marea la inisuia denominación Herma que 
mis mandantes tuvieron respirada y que un renovaron por !¡is 
razones ya indicadas, linee notar njúc fftriue» no va «omlire 
prtTsislonte dH eslaiili'riinieitlm adipiirido pnr la deai¡iii>i:i(Ui, 
ni nnmiire pntronfauieo de «'lia. ni aulorixado mi u'ho p«r los 
tilulaM». .Sostiene M Ue «Ú «l K-livro e<doea«Io al fnmtc ile su 
e*labie<-imU*n'<t. ad.'inás del iioinbn* lirrmc* de. con^ruan |ás 
deñominaciouets frtrís, Bmnos Aires, las qa« también ptiliaa -en 
la propaganda que Itaee en la prensa diaria, |ó.do Rffl i'l deli- 
berado propósito de iiuluvir en .rror. Kxpxme «pie «-lio obligó 
a su nrprvH'uinila n dirigir una eirmlar a sllS rlirme*. expre- 
sando «pie nada tenía ipie ver eon la e'rtsa qfté bajo el mismo 
nombre s.* había alnOrN» *-n ÚdéiUM Aires. I >ie." que eon todos 
estos aetos la deniAndada buscú taraban impedir otw I" easa 
Ilerme^ de l'arjs pm-tia s>i:inr comerciando ron la liepúbliea e 
introduciendo sus artirulos. 
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insiste en ni*- la marca lltrmts 177.290 «*s absolutamente 
aula: al paraje su registro lia sido acordado eon violación del 

art, 4* de- la ley Sfffi» ¡ ti > imniite el praraalfó ilf su titular ni 
registrarla no fitg .-I rin lícito de trabajar eon ella, sino el de 
trabar la libertad (Ir orártelo, impidiendo oite la easa Herraea 
comercia con el país deWte baicé muchos «ños. pueda con- 
tinuar liacñ'udoln t'ii bj l'iiinro. Cita a éste rWHpeetó el art. 053 
Cód. Civil v la jurisprudencia de la Suprema Corte ín re 
. A, P. A. ('. e. (."«ujímt"; c) por cuanto 3a denominación 

U' i'it< f eonaCitiiyfB el nombre mmcrr'id pwwufelcntc ffé su re- 
presentada, muy conocido en la U-públiea Arín-niina. Su con- 
cesión romo marea aparece viiilaloria tic los nHS¡ 42. 45 y eun- 
cwrduulcs ile la ley :\'I73. 

Kx plica «pie siendo nula la nutren I"7.tfíKI en la une la 
demandada Fundó mis oposiciones » las Marcas pedidas |ior la 
actorn en las clases P¡ y 1!». deben taU-s apoitoiónft» revhaznrse 
píftr falta w fundamento leyat. 

Invoca eiiiuo ai'iruim-utos cu defensa del nmalnv do su 

mandante los arls. ÜS5 y 300 del Cád. de Comcrcin y 4.» de 1h 

ley ;i;»7">. Sostiene (pto «*>* ;t ley n» linee d¡-stin«its entre los co- 
merciantes, sean pelmas de existenciri visible o sociedades es- 
lían.' eras o del país, siempre qíie ftartéJIoá realicen neinw de co- 
mercio en la República, como es el (¡aso ele su re presentalla. "Por 
tanto uo pueden registrar*' 1 mareas c"n1'niidihles eon su* 
nmnhivs [mnpie el hecho de comerciar e» el ¡tais les confiere 

tlern- hos exclusivos sobré l(W ini>nm«'\ l "i 1 íi la jurisprudencia 
y los nutor-s (pie defiemb-n la tesis ipie ha venido sosten iemlo. 

W Sustanciadas y resueltas en definitiva las excepciones 
ipie eon «'I enráeler de previas fueron! opucsln 1 * n f*. Sfi, se 
evacúa el traslado de la di-manda per intermedio de do» Miguel 
Pazieuza, a í*, 4:i, pidiendo el ivch.-i/o .(,- |;i misma en t«da* sus 
partas eon imposición de cosí ;ts. N'ii-ja todos los hechos y el 
derecho, iloi-trma y jurisprudencia afirmados en rl escrito di" 
demanda. Sostiene une es iui|>osililc <ptc la existencia di* una 
sociedad t«tt el extranjero, "sin arruino, sin pria lítelos, sin 
uoml-re, sin sucursales til aaenies ni repn>s4'ntanteti en el país", 
sirva di' liase pora iniriar una demanda como la presente, con 
el propósito lie ''prohibir el uso del nombre coinereial y sox-ial 
<le una sociedad constituida y registrada de acuerdo a las leyes 
«Ic I» Keimhlüa: menos para pedir Ib nulidad tli 1 nnn mnrea 

refiislrada con todos los reipiisítits y ¿0 pleno visor; y nien'is 

aún pretender registrar iinnvas. wm A notidnv y la marea ya 
registrada de mi mándame''. Kxprcsji qne los. motivos en que 
M' funda la imlíilad de la marea |ieilida earoeen de asidero: 
a) por cuanto m» puede i-stnr ni en la letra ni en el espíritu 




PAI.MIS I»"P IA CORTE RUPREMA 



deja ley. el amparo :il noinliroik» jimwwihk rstablecidag eti CuoI- 

quier lugar il<* i-t l ierra; y p-mpie los derechos i-oiisau'rmlns en 
La í'mtshí lición y en las leyes .le I;i liepúbl u-ji sólo pueden ínvo- 
cfirlo-s lialuimites «Jcl país; '>> porijite Jlirtu-s .-s el nombro 

COlKK'iiUsilliO «leí «liüs ili'l roini'i witi'i i) la in¡Ioi«i;í¡i yi'Ñ'Kl* 

sii'inrn «liMinin traer \\w pedir iiUtúnsadálí a n;n lit- para inv 
cribirln ruino, tal. o ¡sea, cblaó n mlir<- d? fantasía ; el pójhjtW 
la marea que powyó l.i nelum n .un. 105.426. wului'ó iiidefeeli. 
blcmviite al tío s.-r renovada, lutbiemio m mandante .-olieii.-ulo 
la suya núiii. I77.¿íii>. seut lüesfcj* después de babor wiirído y 
«adujado la referala marica del eíor. 

lian* pn-senle que. la marea 'adiirnda 110 estaba registrada 
h imniNiv de la aclura. sfiw ilrl W*fior Emilí Maiirice Heniles, 
y ((lie Iti Mtliciiii Ja \itiv < l no es i»íi*iii ii*a ti la anl-TÍor sino so 
reduce al 

Iiqib'lia O-Olllcnfa. Kn eiiaiilti n las i i«ni«'s <pu- tiene dilu- 

cidas a las mareas pedidas por la aelora. ñé fundan ra los ¡iris. 

»>, 23 y 4- y ¡afluientes do la ley, lia*-- préseme que »m Man- 
dante* bar visto obligado* a «im-rvllnr crimina Itacate a la 
«tora y ¡i »u a^nre dr ventas por fahfilte'iüiii imiiariún y 
HMir]UH'i..u de marea. 

Considerando : 

l v <¿uo '-II «•! |>r<"-nt*' jnvio limi quedadú involucradas 
varias t-ufslÍMii*'s <|hc eá ineiKwU'r aii.Jizar separada y sucesiva- 
niente en el orden siguiente; ti) «•! uso mdclmln ifci nombro iso- 
oBercíal s M la nulidad do la marca íJ-run* re-ristrada por la 
(J.'niauda.la bfljn <-l hmki. 177 -Jf»0 (le la lia» Itf; e) la oposktón 
deducida por la demandada al regbjt.rf) d.<* las uiarcas tni*' l»aj«» 
acias tníin. 203;4BI t 'JUH.'ií. •_mm.4.'i.'i y '■M.-.Tni. taene Solícita- 
das la actora para las t-l;t«s \<i y l't ; «ti «■! r^surciinn-ui» tW 
l«s dalias t|ii.> la HtóOM |»h ! i-u,1. ■ IuiInt sul'iido «OtOO COlMO- 
ciit'Uda de la conduela de l¡i «. mandada y «un* « siinaa en la 
suma de * 

2' He ;ieiK'i di' a lo 9«e tVuqinÑe. i'l nM. d- la ley :¡íf?á, 

"el nottllbrc il*'l re_'ri*-nlli-i-, e-omerifUlllle «> t*al»rí<':iiili' y el ile 

1» nuén soeiill, uunMra p deví'_*ii:ii'iúii iie una casa i) eslaldi'ei- 

IliífUfo (|ll<< Hi^gOCia "'ii arlirul-'s «» pro. Ule los ilelertililiados. cons> 
liluvi' una prop¡éda<1 para ks éfeeiOá d»* esta li-y". T>e esln 
premisa se ilisjtrt'iuli* In^icaiiiealt* la eoni'Iusii>n iiue «fklaUleoc 
el nrt. -lit. al t'\¡L'ir fl ipiieii «pti'-ra <|ii<' «l.-wr ejercPI' una ¡mlus. 

tria o eíunerrin ya explotado baju el íbnüBO nouiUrc por otra 
persona, el édOptar una hkhü íicari.'.u <|iu> haira VSe áolHbro vi- 

Nibli'iHonie diüUnta fie) utilizada éa el pslahleoiaiionío pnvxis- 
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tente Ello aparte, el ut -14, m-uenla a las aacictlmlvs aiwni- 
mas el derecho ai nombre como enalojuier particular v sujeta a 
la* mismas iimil aciones, y el »rt, 47, separándose de lo estable- 
eid« ni materia do marea* disiwne que "no es necesurio el re- 
t'Wtró del n.uiilir.- para ejftwer Jos derechos aern-dados por la 
ley". Píenle a csia* ilisposiciom-s i.TiuiiiiinN's. )ji dnnandada 
en su defensa ¡nípula a la uctnni -ver escrito de fa. 44 — e-I 
Iieclin de que -vs una sociedad extranjera,, . , sin ninguna 
vinculación en ]¡¡i Kcpáblica d<»nde no se lu conoce siquiera y 
dtmilf un lícne surliniiib 1 ». ni ¡ícenles ni riqHvseiitiiutes'*. Kll 
esie punto, es necesario formular una i ripie advertencia, a) 

lodos ios Hrtífiilca citados w» niaterin <\<- nombre, coim-mal. n» 
hacen distinción alguna entre sociedades extranjeras y argen- 
tinas; |>W ende, donde la lev no disliniMie, un puede el juez, 
usando na criterio más políiú-o «pie jurídico — defensa «te lfl« 
sociedades argentinas fre-nle a las esf raujeras — introducir una 
disunraiu «i»"' "i él Iwtfl ni el iwfiWlri de nuexira leyislaeión 
annirizaji; U) aun desde el punto <te v-isia del legislador, ya que 
no lli'l juez, lo» interésame eonlO la d.-l'ensa en justicia del pro- 
ductor « come:ciíiit!e argentino. iIcIk- ser la d«-l consumidor ar- 
gentino, a quien n ;ul!e- veda la adquisición do artículos impor- 
tados y a| que debe evitarse en lo posjblo las confusiones sobre 
el orqj.-n o pioredencía de los producios; e) ,4 art. 285 del 

(YmI. t|e t'oineivii» ¡juit'ri/.¡t « las socKtlaitrs extranjeras léffal* 

méate cmistiluídas en sil país y que no luviiTcn en la ttepú- 

b!ii-a asiento, sucursal " Caalfjttuv e«i««w de iv'pivwiiEíieión so- 
cial a "jirartienr en i'-shi los respectivos actos de comercio <|UC 
no oran coulrarios a la ley nacional". ''Los ivspeciivos actos do 
comen- h» *' s'ui imies que na. la los propios del objeto de cada 
sociedad, lisio eípiivide n autorizar, sí» condición (lo recipro- 
cidad v si), i,i:ís i-eqitjsih.. f|ite la legitima vetiNtitm-iún ni el país 

de ori-jen. la actuación eiiiiiei'cial ile las sociedades extranjeras. 

Ksn actuación deberá iiacci\o por eierlu bsijn su prapin nombre 

.V éste por talilo debe ser protegido; se léala en electo úe al- 
jíineii, que como dice <4 arl. Kl. ejerce una índnsiria o comercio. 
■Si si- armimi'niüra que la acinra no Im da<ln eiuopliniicnto a lo 
•pie dis|M>ne el art. lí-s" del «le Comercio., cabría «bservar. 
•pie la siiueb'm d<» ese ineumpl ¡míenlo no le ( -rcq incilpilCÍdftd. lll- 
íriuui para actmir en defensa de siW tleiiH-luis e inter.^ses, ni 
pncáe bonaficiár a u-reero». gjno que reside fínieanieiiie i»n la 

disposición del art. *.NS «leí rHWíito éfidfgO — ver Sibnru, t. IV, 

júi!. 'J(ín. A.Eemás. («wpotfú ^ a r¡a de apKención al presente, por 
iiuprisibilidafl maleriiil d«- lieinpi» para cumplirlo. e| requisito 
i\e \n ley SSli?. por cnanto •' llermes'* soeieila«l anónima, eoni» 
continnaJora de Bfflilo Maurice iieriuvh. ivi-cén «jued.» con.sti. 
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tu ida como tul le-raln-enN* en. Francia el 1* de junio de 1938, 
KgÚn dotlIMettto de f*. 78, y AMó ¿I '-'0 (le diciembre det 
mismo año otorgue el \k> I*t i|ite corre n i's. 1. ello unido ti que 
e4 señor lioiiiljroiist n» cni representante pi'miaiiciite sino via- 
jero, y que <¡l viaje a<iua| iniwdiajto interior a |a constitución 
de hi sociedad anónima, Kivo liiií;ir ron |M><ilrrioridad a la ini- 

ciaciún del pri'wiitt* — ver punió f) del informe de f*. 218 pro- 
Uuciclo a requisición de l;i demandada. 

>íi c*min lo iiliriuu la demandada, la nrtora no tuviera 
rfprcs.'iii¡iii:t's ni «gentes ni fn< m conocida en el país, es tógieo 
que «-areeería de ¡nierés y por lafíío de acción para l¡i defensa 

en éfc di« su non.lnv. Si la ...,-Í.'.Li. I :irp-iii¡na huliii-ra usado tal 
iiomfcitv ton aiiivrinridad rn «'I país, también es b'i<*Íeo ((lie la 
extranjera no pmlriit prrvídrr-»r del iis<> del suyo fuera del 
país, para pretender concurrir ron ella o eiuiiíiiarta en el 
tliclui lis». IVro sá la soeiivlad extranjera, aún un teniendo sit- 
t'ursnl hubiera actuado con su nombre coil Jiutcrioritbid man- 
teniendo un irOiocreíó de rc-*nlur constancia — mi un aeu> ais- 
lado — haeii-rido propaganda, elC.¿ el Miscriio enre ifiift mi etill- 
dieiún de extranjera no la inhabilitaría para invocar lo* de- 

recheá )|uc en resguardo del nombre comercial consA^ra la ley 

«rgeniiun. Ni> debe lámimeo perde/rsc di* vista que lauto en ma- 
teria de mareas e»mó tfc nombres, la ley. aliarle- del derecho 
del Ulular ■ !- - tina u M.ro, tiende a tutelar el interés del publico 
eouMuniñJor. 

4" a) Fia presunción <b? ein-outrarse- leaíiiinaineiite cons- 
tituida, juega a favor tU- la Mieirdad aetora, y aparU* de t«I[n 
lia aroinpa ruido, lende-iidn a jiiM ifitrarl», los domínenlos ilc 
fs, «SO y s7 ; b) las cartas y fai-lnríi-. d«' fs. til a "ti, demues- 
tran qúo la rasa lleiwi de Paría inilujaba con clícíitólá ar- 
K<')it>iia; C) « I pi«it|>io l'ablt» XnMiic lo ivcoimer abicrtaim-nle al 
contestar a I's. l'Jl« lii 4* y t¡* posieiniM-s, del pliego d«? I". 124, 
reeonorit'iidi» laiubiéú — ver iwisit'ión IV — la caria de fs. 5!*, 
cuya lcé*ÍlHíi!Íw« obra a Es, :;i:¡. en la cual exprés que adoptó 
para su eouivreiif el nombre «!<• títr/ar?, • , v*rto nombre <j/ ruol 
úitifttti iwtt biiptirtitpeíá m u» fkéía tiüwnla n /< >s í/c f'raii- 
ríff. (.v irtifíí rtnwrhf& tu¡ir¡. tkmv los priiuen» <lft» lUluieríKsaa 
]>ersonas. lian vrnidn a pedir YUPSfrpS artieuUis. que natural- 
mente yo ha lenta .« inf.trmaiw feta eni una fflicñrRnl de viwb- 

Ini easji. , . "". l'ila asiiaisnid i»n i sji i-arla la visita qm* ret'iliierji 
de un señor l '*kIi'II i» ri'p»resi'nlaiiU' de llerim*s de l*ai"ís t'il el 
año 11112. quien dice lli/<« COB «riló — ex«;i'|eiites negneins. Kll 
la |i¡irt«' firml ib' la t-ari» dé fs. (11 étiya traducei/m ubra a f». 

:ti;i vía., t'« fiaí. H señor Nasute ühnir a "vnéfltra popularidad 

— la de la ems» llenues de l'aris— cu la ArKentina"; d) los 
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testigos Federico de Alvuar, Alfredo Zenoorain, Eduardo Bul!- 

rieh y Juan Vilaseca, todos liábiles y calificados, deponen a ta. 
127 vta., 12!'. ISO y 130 vía., reconocen en general las factura* 
acompañada* por In «elora — tu. 64 a 76 — , afirman la aelua- 
ción comercial de la misma en la Argentina desdo hace muchos 
años, fapwialmi'itle por intermedio de su c><ri™oiisal viajero 
señor Marcelo BoiHlMost, quien recibe los pedidos y concerta 
m >" » posílnli.iiul de confusión dada la similitud d- 

los arríenlos, que ambas «tsas — Hermca de París y ffírwes de 
Ilnenos Aires— venden; confusi-ín en la que los'tres últimos 
manifií^r-m expresamente hnlier incurrido; c) los dtKUlueutOT 
do _rs. i:u y ¡37 acompañados por la demandada y trad'-cidos 
n f*. 153 y r.:> <¡onfiruian también caá «dilación comercial en 
la República de In actora, que se remonta a muehoa años, es 
decir, con uótabfe .'iiiteriori(ind sil uso del nombre por la de- 
mandada, constituida según resulta de la publicación que obra 
a f«. !»í. recién e) 24 de junio de 1938 —ver también sobre el 
particular fs. 22S y 229..-. r> «t informe de f¿ 218 del Hotel 
I- rascan, requerido asimismo |>or el demandado comprueba los 
repetidos viajes de) corresponsal de la adora. 

Toda esta prueba lleva ni ánimo del suscrito la convicción 
de (pie la as-tora ha comerciado en la líepúbliea con la regu- 
laridad necesaria para que nu nombre pueda ser considerado 
aquí, según lo dispone la ley, una propiciad, susecptii.lc de 
ampara y no una rrs nullius. No habrá tenido sucursal pero 
sí un mandatario (pie tn su nombre y de su cuenta — arta 1860 
del Cód. Civil y 222 del Cód. de Comereio— ha recibido en- 
cardas y roniratudo, y ennio según lo establee? el art. 213 del 
Cód. de Comercio, "el coiisenlimienlo manifestado a nn man- 
datario, o emisario para un aelo de eonu rcin, obliga a quien 
lo presta aún «ules de trasmitirse al que mandó el mensajero'*, 
resulta que los contratos concluidas por ésre tuvieron como lu- 
Kar de celebración y ejecución la República Argentina. Todo 
lo que se lin venido exponiendo «n este considerando 4» de- 
muestra el tlerceno y el interés de la adora para actuar en de- 
fensa d' 1 su nombre. 

;V Ello supuesto, basta considerar los artículos con los 
cuales trabajan una y otra uwo, pava advertir que se trata del 
mismo ramo de comercio o industria a qué alude el art, 43 do la 
ley de marcas, como condición para la protección del nombre. 
Por parte de la aetora aparecen los artículos detallados en los 
folletos de fs. 58. 82, 63, Kl, Kfi. en el art. 2» do los estatutos 
de Ta, «7, las mareas de fábrica de fs. 91 y í»2 (francesas) ; loa 
que se encontraron en poder «leí señor Ito'udjfoust en oportuni- 
dad del embargo tratado en el juicio criminal —ver testimonio 
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107; ver también wnwxtaeióii del «estibo Alvear a la pre- 
gunta ampliatoria li) a fa. 128 »«■ Vor parle de I» «lci..»iuiu.la, 
aparecen las artículos detalladla vil ¿I BVÍsó del .llano "Ln lia- 
tón", que obra ii £*. 179; en la lisia del « lespac hiaile de Aduana 
MÜor 1'alnia, Je fs. 215; ver también nrt. I* del contrato, U'rfi- 
moniado a U. 229 ; avisos dfe fs. 257 y ITS. 97, etc. 

6» Dado el derecho «j« la áetora a s» nombre «'ii la lte- 
póblicft y ln aimiBlnd fie loa iieirncios. «ampie mialiaair *i los 
nombre* di* una y otra parte, ai>aiveeii eoiríumliblcs. Ksn con- 
lüíióil W evidente, piwslo tfW lo dfcl iiil ivo .leí nombre «ti cons- 
tituido por la id.-niieii un ambos, no mipor- 
tnndo en cambio a la» referida* efeclO* f}U* un caso si- trate 
de una sociedad nnóiti mu y cu Otro á* "ii.i sorinlatl tle rCSpoñ- 
MbilidaJ limitada, puesto que ella ño influye puní nada >'» 
público consumidor, <c iu' no presla «!<■ ordinario ninguna aien- 
ciu» sobresté partirijlnr. Además, intentíonaluítiite « no— no - 4 
es el caso d* averiguarlo ni de resolverlo en vi prtv-cntc juicio — 
la pronairamin hf$tf* l*»r <-l demandado lia comribuúlo a acen- 
tuar, si f?llo era iH.sil.lc. la coitfusiiín. Ku cf«to, en el *ya» «w 
f». i»». W hablu «I"-' «nívulo .1- París en la rasa 'Mlernies de 
Bueno» Aires; en lo* piAíKMi del fíente de Ifl easa acompañados a 
fr, 177, se lee ipualiuenle la palabra FarSfi a pesar de que el 
demandado oh nionn-nlo alv'uno ha pretendido tener casa al>ierl« 
actualmente en díelU ciudad — ver también pregunta 4" del 
interroga torio de K ¡30v» T*a. 

Jrt demandada bao- hincapié en t>l uso dff la iiatanrn /(> 
por otras sociedades y en otros productos, awimpaítando ¡ii e 
|a prueba de fs, 1*1. *-Ütí, 'JO*, y siguientes, 228 «ta., ele- 
pero soh re el particular cala- ten** presente une ninguna de esa* 
¡aso* se dedica n un mino tan *imilar al de la ncl»ra como la 
deraaixladn. y mejor dicho, (.« las se (ledKia a r:ain»s maéifif»' 
tamentc distinlOH; y además qttó ernao el suscrito ln licnc re- 
atH-ltn íií re " Mora 'liantes e. Kmx-ii .Morjrairs Sons i'o." —ver 
Pat, y Marcas l!Ktl», páe. -V>2 <considcrJinilo- 1*) ; "I." otra 
persona hÜO, no Iiíío o tu iteiiiud que áiuAtlér* cllt* <■ alquila 
de la» partes con relacen a «lia, <-< altro .pie m» |mede inflinr 
en la sotaciún del presente, la petaetufl de dereeho entre lias 
portes q.ue SC diserimiiia en el juicio no depeihlc del derecho quo 
otra u otraa persona* er.-an o no tener, liaban o no valer — 
Ter coneirniatoria déla Excma. " amara, .pie insiste en el nintu 
punto en 1». y M. 1!»40. p«|. 161. _ 

En mérito de loilo lo CxpriMtO en los considerando* 4». ^/ 
6* y de acuerdo con lo dKpueMO i^r el art. 43 (le la ley 
remelvo «te primer punto «le acuerdo con !o solicilado por la 
actora, condenando a la demandada a abstenerse d>l nombre 




comercial que «tili/a y a emplear otro vmbhmtntc distinto 
del ik- la demandante. 

7» El segundo punto planteado en esta demanda eousmte 
en la nulidad <te lu nana Uirtnci rcsisir«iia por In demanda- 
da bajo vi ínim. Ii7.:SIU «i la clase lii. Esa nulidad se íumta: 

a i en mif !<i man-a m- lia cunmlitíu tu eoiimivtm-ióu al «i. 4 o 
de la ley 3975| l>> en quv al twÍBlrttrfa el Beftc* Kaeo-te, lm obra- 
do ÜieMwneníe contraria mío la* bwnoa owlumbrc* * lo» dere- 
chos di* tfMvro* ; se invoca «'ti una Útil 11 ffito el tirl. íKKt del Cód. 
Civil y la jurisprudencia de la Suprema Corte i» re "S. A. F, A. 
C- v. Ohixíit": e) v» yMe I» d'-itoutiii tetáfl //< r«ií.v constituye 
el untiibtv eninereial preexistente de In avlora. 

A» IV íoé informe* de la Oficina «Ir Marca* que obran a 
ftt. 1W y efe li» lteHimoiiio& de ís, ll¿ y lili, resulta qUC Emito 
fcfiurlec Mermes solicitó y obtuvo el 16 de diéSemb» «U? 1927, 

i mareas titmes niíais. lfcU3i y kió.-ijí. ni las rlawa 16 y 

19. que ¡nvGluérnbau ambas ton» eiviRettia e^tiMBMi)*! dis- 
tintivo su nombre iwiiwiiiuivo, ha prtitevtrión que si art. 4* de 
la ley SOTfi disfftatai al nombore d» la* peTSmúa abarca, tw^rini lo 
turne ya rtwuclte la jurisprudencia, lauto ej mimbre como el 
a|iolliiio. «•! nombre civil mino H cmnerrial, d de fcas perdonas 
f i-iicas cniaii el dr In» jtirídírns, pi-ro siempre i'ttamlo e¡saa per- 
Honat vivan. residan o actúen ch la Keqmbliea Argentina, s*'RÚn 
la general dis[iflsie¡i>ii drl nrt, 1* del Código t'ivil. \ Tur exten- 
sión ha di» mtorpr«»l.vso «tu- la persona jurídica "'Imbita" el 
territorio do la Itepúliliia manda «o n-prtítentiufea autoría»- 
ám acidan en pila, ""habitación" que se produce al efecto de la 
aplicación de \m leyes >- 04 al de 1¡i dclsrirthtacftto del duipivilio 

y que un duro otá, exclusivo de In rcsUVm'in que al mismo 
tiempo pueda tener en «tros punios y ntlil en el •extranjero). 
Como el señor Mermes no se lia demostrado ■»«; habite tú la 
República, no imeiU- Admitirse fiflc demande la nulidad de una 
marea constituida |>or mi nombre-; adenitis^ .'•! misaio, n non per- 
eoiiiiliiieiitp y mi un tercero, como es la soeiodnd afutnimn lícto- 
rn, debía haber adundo pb el juicio para peilir inl nuli-dad, se- 
gún lu linar resneltn la Ksci«a. Cámara enlpa niros taso», de mi 

niutlo espreso en el de '"(¡aríield Tea c. PnHcS Daiiiel". Páten- 

lea y .MarcaA ü'lí. |»tig. 4W. l\r ello, lia de recliazarw osta 
causal de müidad, 

15) Si el re^islro de imircaH es de por flt ima actividad 

licita, ello no implica el que. cuando jo <k*mucMtreiL las circnn»- 

Uneias, no te &en aplieable al acto jurídico (art« Vi-l del Código 

("ivit) ile lu concesión de la marca. .-I principio Rcneral <lel art. 
953 del Bnanft código, tal como lo declaró la Suprema Corta 
ta re "Sociedad Auxiliar, Fabril, Agrícola y Comercial c. Cou- 
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rier y Cía/' — W Fallos; t. 177. páp. 91, confirmando ln*¡ wn- 
telinas de 1' v 3» infancia que «• rriristrau lajulnm publicólas 
en -J. A.. lomo 54, péjr, 72". En «*a Oportunidad hizo asimismo 
lB Suiirvuia Corto, aplicación de. la rt-pla maffliU *?«'«»■• *•* 
eti imdulfrMium. K» fe wnlcnc¡« ifc !• intfanria a* analizo 
también la cnosUin. v« flefiatit wwuelt». & pw"»» 

ría inwwrin pañi o|ton*r*¡* ni registro (le üné marea —y por 
mde para Obtener ta anuliieióii de uña >¡» ngnirada— resol- 
viéndoso r-on amplitud •!<• fundamentos «|iic ,,u •? w 
sea el oimiiriiiv fiínlar de otro, '!•»<' lit,,s tf* "I** 1 *** 1 
quien actiia. «frjHdií d« «m» el wgitflá» * '' r Um ' 

bifli FíHW df l« S-v-ma <¿m t »■ ■22- 362 y t. 1.3. i«a?. 
5 v fallo in r* "Jalifcw v. Dolía Valle ", Patenta y Mareas, 

1319, pfe.:3U ? .... 

La pru. l-ii producida «i autos ha llevad» al animo «ki juez 

la wavicciún de euc rt *frieft princi^d, |*n^* g Ia 

demandada al Obten** cl r*fn*I» d" la marea enya nulidad se 
demanda, ba Mido el de tener un anua vén I» «mi podía PK" 
Hioiiar n ta fletera para conseguir de ella que le otorgase la 
rcpri**tiliirí"U tfü nn«-Mro pai* pa#« |,-ll, " r JW 1 **' ''"" ,0 

él mismo le luí reconocido, (pie el ffi-nM l'aMo \asnte. ger-'lite 
>- SM-il». lliwñ» dr Vi<*i Na* accione* -ver pM«l*ae»0 de 
f Sf 94 vivíú vario* sflos 0ñ Portó deutinido al inmemo de 

sedería v HKXftJJ y confrontar luego el íes» <k las e*rta*vw 
obran a'lV 9$ CO y Óí, reconocidas n fs. l-t* --é^teaiaewn * 
U 1.V pWickín— V Cl I» qí* fuera presentada en la «pioreim 
criminal euvo t.'st imonio obra a fs. 109 vta. y <i»<'- Bf» de 
mismo rmi'.tn, fñ« n|>i>rniiia»»'me recmioeida. para Ojié lw 
c.mvicci<"ii fundada, a pesor de la pi«tcsta ipio en eou- 

trario fonnuln la demnndmln. 

En la carta de ís. 39, escrita el 23 de setiembre (fe U| 
en la. míe el srñvr No«W atribuye n la c-asliulidod "j ai elimsi 
a tout hastird" la ebn-.-íón del nombre d.' Urrmc* pide en t-*r- 
IBUloa corlea la reprewnl ación de la casa de l'ans. r.n esa 
carta «óln haea nu-nniín del noiubrn de su establerimrentrt, no 

ob8i<inie que ya «-i> 1!rJS — wr rs - ,,:| "" m \ v ¡' 

tado cl registro «k la palafaá eomo Marea. la cual le 

T>abiü sido Hfi^M p * 10 '''' siMiembre del lajaiiw. B" octObre 
12 Je 1»38 y al tener noiicia* de la falta de éxito en tale» 
Gestiones E9CrÍb« «•!> términos miís firme» insistiendo — t*. *1— 
« informando que se lia ivpslrado el nombr.- Htfn«« para el 
rttablwimivnlQ J I«ira todm k« ar( .culos m vonde por ffltt 
hecho. estamoH en lo oblittneión da opnnernos n li solicitud 
<iuo acaban do presentar ustedes para repist- i vuestro nombre 
aquí, para lo* artículos de la ¿tase l«- . . ". V biMt ™B«* 
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tiras palabras: ,J a fin «le protcj-or ¡tutstrm posibles relaciones 
acabamos «!•• solicitar la ai.>eripciÚn de la misma marca paro lo* 
artículos la •■la**' 10. . . frcemos que leñemos IocSo el interés 
• pn iMrtUTtto-í de acuerdo- Si mic*ira ¡mqi tiesta no les hitervsfl 
e-jiim para darnos vuestra roprcM>ntaeuni y usfetlts ven alguna 
otra ¿olfirfón faturable, estamos a vuiMra disposición para 
examinarla, a la hiwcd;id poj-ilde..."; mía toda esperanza de 
un tewn.tó, ví-mio líi terwra y úHíhui carta de fecha noviembre 
3 do 1!-:'N. en li'-nniiio* |M*eft enrdiaSos — ver Fs. 109 vía. — 
j* i>n i-iiy:i parte final mí contiene la intimación de no ex- 
pedir n ta Ari-i'iiliiia. iiíngiin producto de la clase 16t ¡tlili- 
viduali/adi. con la mana Jl'rn«s, "ya ipic- c*c Inveho nos 
pendrín i-ri la durn necesidad de proceder al inmediato ern- 
b¡ir;*o de la im»re;i.I« ría ;»sí inlrodncidi* pÓW» estos mismos tér- 
minos iiiij-tii-ati un m'MiKM'iliiii'iitit siquiera índin-clo de «jtrf 
»• imroihu'ia efceisvauHiUo lal men-aderui en la Arsontíiia. 
Esie prOCfSo de un noto ador — IJ-ruvi Mvicdnd itumuma no 
contesta hi> éaurfart — primero amolde «I |»edír. Iih'sí° n.cnos al 
nJ vertir y finalmente imperativa al inlimar. os el une por 1 $1 
sólo produce la convicción expresada al Wm|»ua> «leí eoiiside- 
nindo v nm ella el juicio de que la atarea so ha obtenido coniO 
medio de rniiMnriiir mut reprcseniacióu comercial. Ks>to sólo 
sería ya causal raPfclriifce pura «Jeclitriir su nulidad.. 

C) Que líe rutes en ol nombre comercial «lo I» actora pro* 
existente n la mared de la demandada, e-s rnsii que residía do 
1» (lile? hasta aquí w lia venido expon icndíi, como también, que 
esa cim-sÍm encía es Misceptible de producir confusiones y tras- 
tornos en atención a hi wmilitml de lo* ortículos éóa los qu* 
tina y <dra casa comercian, l'roiitc a esta situación la detnnit- 
dji.la haeo valer: «J la eirciinslancia de qu» la ai-tnra es una 
sociedad extrañara; h) que la palabra ümnes es nombró le 
fililí asín eii eiiaiiln desigual ¡vo del dios del coniorek. en la míto- 
l«ír.« enega, a cuyo efecto y a pe-.ar de Irailnrs.- de una elreunt*- 
tmicia do piiblieo dominin. aeoiin>aña las copias foto*rráf¡oas 
qiio nl-nin a l's. 1«) y tdfrUipl.left. 

t. En oiiiint» al primer pniiin. iutorM y j»risprudonoia 
han reconocido uniiuímt'nH'tite el derecho de los cmiorelanlcs 
tío residen ies¡ en el país y «pie cjccQlcñ en el mismo netos do 
ctmi'-rrio para impcítir ol rc*Ísiro de ninroaX c"i«Mindililes cotí 
Km nmnhrr*. "porque el hecho iW eotiietei ar di el pnít* los c-nn- 
fíero dereplias i-xclusivos «obre sus iiombriV. IIiícci» MoitKXo, 
Mareirs rfí féíbrwti. ñfiff. í&lii H mfeuta autor 011 m oiira sobro 
El nunhrr eotuerd'iK se exprc-a sivbre H niismo panto 011 tír- 
miiKw niót explícitos, ver bnáw. 138, l.W y HUI. afírniandn ol 
ckrocbo do los «OfáoraahlcH y sociedades cslran jorá*. lálítO pflrfl 
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oponerse como pfirt "itolicitaT la nulidad de una marea ya re- 
gistrada que fuera confundible con el nombre". Ver también 
opitiiotkM concordantes sisera y Sivav, amores amprtcauos 
citados por la Stipn-ina (Vric en Fallos: t. VJ-. pus. 

En ttiáhtá u la jneh.prii.leiieiu. m el owt rilado (lo * * < ¡íir* 
fíeld e. Furo*", la Kxcniu. 1 Vuiki iu. I'nlcuift y Mmtaa. 1912, 
púfe\ 4<¡4, «U j.'. va <-¿IubUerdo <jtte «•! Ért. I' ? -I-' la l*y 3GH3 se 
refi.-rt' a las personas i|(H luibiinn mi Ipirrilprío nacional o 
fea van ejercido fH Li I¡ejn'i!ilic;i 1111 ramo de enniercio o iiuius- 
tria. i«>r sí o pnr Jipndi-i-aiK >" " "^VaíiMg e. • '¡iti'*» F. Al- 

v--r l'.-it. ni. > > M»n- «s. 1912, i«v?. 595 y Pi y M.. Km, 

pátf. Vi'*, iti'-f. > eáit.an» r.-.'ilvi. rt-ii , t u.- l.i ley 130 hité? ta c-ii¡»ii- 

to al liombiu» ilii'.-nMi.-ia phW las üAi«fc(Ui«!<K itáeloiiatoK y ' ns 

extranj-ra*. ela.ni e>la. ciiainti» .t*»t oaii'n.iintrciutt mi la lívpriblira, 
iu re " KoHWnati) A. 'filirlinfi Í*Í «'X par»''". W Talfiiii-s y Mar- 
cas. 1IM L l'l. el jitcSS il'-ii- iít* -I i-.'i¡i-u-" do tniii marea por 
esinr coii.'itiiMa |«r vi BO*ü|«f <Ip Him s-viediid t-iei r:.n jitii ; 
ver Inhibió it cu **« «'lllíilu "So-'ióló Aun lílilériiw l.:il¡ij*'lie 

e ivh KiOúÜY', \K y AI.. 'JTi» y 1*2. donde vi juei 

dwlaró ipi- d.ii 1 i»;;-...;a |»r la (Wturil l¡i introduc-aón y venta 

de sos pnwlntto?, w»h ttilcrióridad al iviriniro de la ibmm p»r 
el demandad". jn-i;.-i í| ¡n !. tí $ la b-y :c»7.V *n el ( -ual. "110 *e 
distiiiRti* Mil» a»ieiía4«i-0 ncwoutw orirpMtíBí» o «'Xiraii jeras. 
'Conjura n«¡ sin di-iitu-ión .-n nusnln?.. .-I derecho ni noriibre 
leeptidn |''»v o! ra* ^¡Stwirattt, y w» i'l HMl el ciwierno inlrr- 
nacienal Milriría frve¡ieiil<s _v irraves liiisloinos", •'Fnbnques 
Natioiaale* de Anu-s e. Ar&1td« Castró' 1». y Al., laia. p:t|í- 
414¡ ' C SWM»<] «l'-ti- r¡il l'iíi m;it..i:r;iíii-:i \: M;i.\ Glüekvanan» ' 

sol.rí r>xúm\ «lp ta iuawa ,4 Homi Film". I*, y M. IM7, i»íB. 

321. allí «• dcelaró la IHÍlidatl rt) viftud de qiK la mam; cslaba 
eo»s'.;in»la por el nombro dp ima soei^uliul prmluetoni (le 
"films". cuviiH i*lí«-u!us im|«'rlnl>.-i l¡» «clora al país. Si un im- 
portador tüíiw <lT.H-hn u pfilii- tal nulidad. i'nn mayor rozón 1,1 
de leñarlo en el caso de aninrs el propio pro.Inrlor <|m- a su vez 
hH do «Wnsíeiar en la Krpíiblie.-] con kiis proilucto»: esa viilrn- 
cía de 1* inxtancia i|»ieiló tóiwérjlídai ver p&g, 513 del auaiAQ a»o 
do la n'v¡>ta dtnda, 

Kl jn«v. fóutobfir ot J 1 *' "L.-U-liiver v. Memlel. J. A., t. 3T, 
p£fr. 8.03 ^"c..ns¡.I.^MH.Io .m pás. ftúSifti wniviieia coiiFirnia. 
da p«r la EÍtcÑM. (Vnnara. Iii/-» tambi«'-u aplicación »lc estos 

prineipios. íhvAMdW íui&iiuÉfl i" R "8endiii y Monlaciil 
«arle*', -T. A., t. SP. pfi¿ Sí* v«-r en especial resolución del 
Oomiurio de »«rCflé v «li.'ianwn del promindoi 1 Kwal Ofl 
Céraa™ v <lon«le sé d-iieuó ^1 registro .!<• la marca "C'lianvl 
l>or «m^iiuir im nombre ntiuta en i*l comercio en Francia y 



0& JUSTICIA PP W NACIÓN 461 

conocido en el país. El suscrito en el caso "sociedad anónima 
Cirio v. Cipriota y Cía.", ver P. y M„ 1930, páp. 365, expuso 
cu el primer considerando que de acuerdo o las leyes argentinas 
no es m-ci'sijrifl, paro que muí I'irinn extranjera pueda comer- 
ciar en tí \>¡m o comparecer en jníi'io con motivo de ene comer- 
cio, la inscripción de su* estatutos y documentos habilitantes 
en el Réjjíai r« l'úldico <!«■ Comercio. 

Asimismo el suscrito v ln Excma. Oáiunra i» re "Maison 

Rolssicr Sotü¿i¿ Pail'y e. R. F«l>«n4« M , wr I*. y M. 1932, 
píiy. -117, ;elinÍ(Í'T»n la <.¡>osii.-ióii foniinlitda |i»r la adora, so- 
ciedad 11) i-»"ii;md¡!ii iloiiiiciliiidn en l'iirí*, contra el rejristro 
de una marea eonstiuiidji por la palabra Hois¡*i>r iiiteprant* 
«le su nombre enmereial y ello aun cumulo la citada actora no 
tenía entahlreimieutn o siu-iirsul en la Sícpiíulica. 

Finalmente en el e¡hti di- "Mwa (tfBlU* r. Eiinrh Mnrpan'a 
Kons l'-..". .1. A., t. 70, jtijr. 71. »» sostuvo Csta misma tcsia en 
el comMrraiido 3" *■ ln «•iiH'iivía. de Wiíuwra instancia, expo- 
niendo la Rxeinn. í .Temara al confirmarla qm "resuitn estraño 
que la a|ielainle ge queje de t|iir el juez de I a instancia fnaskkre 
que a las sociedades extranjeras íes alcance la protección del 
derex-liu que 1) *ti nombre lif» ¡leuetila hi ley...". 

II. Aon cuando la puUilmi íltrmtt lenfta el significado 
mitolótftt'o sabido, elte no quha que al musiimir la ñusna el 

nombre/ comerei.-d de una sociedad deba ser resjietada intepra- 
nieide. 1)4' lo contrario todo apellido qi» tuviera un otro sig- 
nificado no> podría »* Acreditado como nmubre (te comercio 

sin correr el peligra qró íl litó «'<' manaría un competidor lo 

utilice asimismo como nombre- o ln rtgñtK como marca preva- 
lido de- H* secundo sijfliifieado, lo cual iniportnriu lanío como 
la burla de] derecho al nombre en buen número de casos, y el 

fomenta de la mala f* eomereial. Por eso BREÓIA MOBEKO!, en su 
riMfmlo de Hirr», núm. Mi. dando por preexistente un nom- 
bro enmereu-l. afirma que itna marra no será re K i8trablc si e* 

confundible con él "aunque el nombre comercial sea una deno- 

tniñ&cUtt fantastíc»". 

Por todo lo expuesto en este considerando 7» resuelvo esto 
punto declarando la mdidad d«? la UAtt» mita. 177.290 
el demandado tiene reiristrada para la cla.se 16. 
8» El tercer punto de la titít consisto en la demanda por 
oposición indebida al registro de Ira marea* actas nnme 209.451 
v 210.454 para la clase 16 y 210.455 y '¿10,456 para la clase 19. 
Y debe indudablemente prosperar también ya que la oposición 
secón resulta tlel capitulo V] del escrito de contestación de I» 
demanda -ver fa. se funda en el derecho qne al nombre 
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y • la marva ticrmt * po'li'iuK' tener la demandada y que como 
se ha rcsin-ll". Do l<- t'>rrv*|»uiid«\ 

Además la Kxi-ntu. iC'áwAf* liom- ya e-stal»l»' ( -Ídu. ver J. X-, 
t. 52, pii«. 7tlí¡ T qúe no«*s iip*e*ario para obtener i'l nirástro de 
marcas en iim-slro i»a¡>. qm* una M«ei«'dad ¡iinmínia coiishlliída 
en el exlrRíyero ¡hmtjI>;i ru v\ lícgiítro l'úblii-o di- ('«niereio. 

:r» Kn anuencia Jé i«>il" pruelra sulir»- 1» «¡remediuu-ia d* 
la iiro<!iicvi»n da |«'rjni"-i»s y su launlú, <•! eñwriifl .-mi.-iide que 
esla partí 1 He la demanda «l«'lh* «t nvha/ada. 

Por todo lo expuesto, íallu hacHíHikt hijíar a hi demanda 
eondelinmln a la tK-in nidada abstenerte drl iiojnb:» rmiiert-íal 
que utiliPii y a emplear otro vÍHiileiiiciilo distinto del de la de- 
mandante, a cny>» cfCcto> f !•* fij* un plazn í[p «* l i-""'-" , » , ¡« y eilteó 
días % contar *íe«l-* la ín-hi <'ii que la presente quedo firme ; 
declarando la nulidad de ln matea 17T.1"»I re»i<> Irada *'U III 
clase 10; ili't'biram !<■ indebida la ufHisicirni deducida |»>r lu 
demandada al registra dr ln* marcas qué l>aj<> Iwfas 20M-&1, 
210, 2KU-V. y L'HM.>lÍ ha wdíeilndo I» adora, y recbazaii- 
d© U demanda fin cuanto «• refiero a EtUteattu&ifóiúi) de perjui- 
cio*. Ln mitad d« li» «islas de la netnra ;i car*!» de la deman- 
dada. — K-lwini; Shumú uto. 



S,i:\TENVU Di: LA C'ÁlMIíV KlUtEKM. 

Himnos Aire-., mayo 12 ile IÍM1. 
Y Vi~1<«; Considerando : 

Que una cHUKtahie jitris¡trn<li i n*-Í!i rv-wmnw h lat soeioda- 
dea residentes en el eMraiijem •)<>«■ >oiucreÍ;ui en el |M¡h el 
dmclio il-' solicitar la miniara u« dr mineas ««» fundible» coil 
sus Mmbrrá CGartiSnirUiclil v, Busto» Catira, "PalciWMi y 
Marcas". I'H'J. |np- !»7: Gnnlc* v./ Knorli É, PlÍCBt« y Mar- 
ca»". 1M9. pfi|f. 5S2 y •'. A., i- tfl. |kík. "I. emr»' otww>. *'» 
ííüé «a HÍweúria el rvgMlM «l*'l iviuiniln toeial iSlmncli y 
Cía. v./ DrojniCrÍB de la RstreltA. "I'ai-ni-s y Mnr«»s". año 
L9I9. imir. ©5: IVrfUBiert* Kl-.i'áliii S. A. \: Mí-ndw i'. M., 

"Patcnt'-s y Muren-*". aj>0 ,fl:t ''. 1"'=- TTJ). 

De lat eonilaneia*! .le aiitW royiHfl Qiie ln (li'imminnt'ión 
/f<-r»if!i rPtrisimdn |«r la demandada para dKtÍW»UÍr produc- 
tos dr la ela-x- llí. r» «0 linrtihre eOBiereinl de ln Bt'torn eon f'l 
que s* 1 designa su ^atablMlñáientÓ en París, rumiado hace más 
de un «¡sin y awpliflmwte érüUÑÜÁ en in»-«Iro país, dondp 
oomereia sin inlcrriipeión <le*K> ha« muelios años (declara- 

ekaen de fc. 127 y ni y fartunw y curias de f*;. H2 y 76). 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN «S 

El iiembre eonsiltuye muí propiedad (art 42 de la ley 
ÍH>".'>| >- no es iicc-c»arí" su regían o paru ejercer los derechos 
que t'Ni U-y le acuerda {aH. 47f y siendo 1 1 no lus sociedades 
anónimas (arl. 4i>j trt'ii.'H lo* misinos derechos que Im par- 
(¡cnl¡an-i. en euÁiita al uso (Id nombre que levo», es evidente 
Cl ik'reclio ile la adora para demandar l;i nulidad lio Ulia mar- 
ca cout'illldililc mn sil noitcbrc comercial rnn el ((lie comercia 
C» •*! paí* y s"brv el que licué un «leivclio esc luyen le, 

cSft I.jiv itiniruua «liul.i qii>- es este nombre comercial el 
rojfisTrado por Xnsuro iiiil<-ccsor de la Jtnianl y a quien 
transfirió mis derechos y lio el immíire firuw del dios miloló- 
pjico .Merc-uriíi n nt)k>u no se ¡ilude en la descripción lié la 
m i 'Día \ 117), I ¡eslilla hm'. jmr iilrii varíe, de l¡ii* manifes- 
taciones de la demandada al expresar a fs. -1G que el dios i/er- 
■ars vñ siempre unido til caduceo y rjiie i'l no lo lia registrado, 
litii¡(rjitdn:sc a inscribir mi noliiUrc social : HttiiUK. 

Las ranas ile ís. y líl imdm-idas n fs. :tl-t. en las que 
pide lü re>|»tv»"iit,ur¡rin juna !a Argentina y eti las que se mues- 
tra •*"!•( »r<in lulo de l:i popularidad .le la cusa do Tarín y de 
que nuiin'r«Ka* |N'rsi>iia* pidiernii sus articulos. creyendo que 
se trillaba di- una siiciir-:ii. revelan claramente, el propósito 
perv-yuidn |i«i" la demandada y restan valor a su afirmación 
ele que la d> ii"iitinac¡ón íui* lomada al axar y con el propósito 
exclusivo ile evitar ennfnsuincs con el negocia de su hermano- 

l'ern aun aditiitiendo i|ii<> así «en v que Vasiitc, no oli- 
fante mi Ibrgfi residencia en Kraneia. donde ejerció el comer- 
cio, ík'iioi-ara cuando -vilícitó el re-íístru. la osktencia (i* la 
cn.«a Itrnuti ríe Purís, vendedora de producto similares, y que 
por extraña coincidencia W enterara de ello iimn-diatauieiite 
después ite ohti'iwrln, tal t ireiiilstmieia nr> modif icaria, d-esde 
t*l pinito de visla lepa), mi posición en el pleito, pues lo cono- 
ciera .0 iw». /Ithhs era y es el nombre coiaereial de la aeLora 
conocKÍo »■« «-I d-oiuk- eoitieri'ui can ais productoa y la 
marea ocoi^ladn al uet4r ln l»i *uU> eon violaeiúii de lo dis- 
pUedo «•» el iirl. 1' V la ley mito. :»7.» siendo, en eonsecwn- 
<-ia. nula, romo 1.. r«*iielvt- acerladanienle la sentencia en re- 
cu rao. 

La e«ndeii¡iei.'n i-*-caid« si.lir.- el ust» ¡mlebido del nombre 
coiiierciiil no pfreer \n menor dificultad de interpretación y 
ha sido impuesta de conformidad con lo -dispuesto en el art. 43 
■lo la ley niiiii. :t'l7f). eorreviaiiwiite aplicatlo y en cuanto a la 
petición que contiene el punto 7;» del rseriio de expresión de 
«jfravion su improcedencia resiilla dé) ileen-lo de: fs. 342. 

Tor e^tas eoiisideraeiisnes y por h» fiindamente* de la 
sentencia apelada, se lo confirma ei> todas sus parles, con cós- 
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tas. Devm'lvflw.'. — Jf. Uonz<íltz fraiiiain. — Curios d<l Cam- 
pi¡Jo. — //. l'i'W ¡'alacio. — J. A. UffMxof"* Calderón. — Ez4- 

Di! rAMEX DEL I'miCCWADOR (¡KNKRAL 

Suprema Corte: 

A partir dfll iwrtto le fs. 408 en nne se interpuso 
rocuiso extraordinario, la cuestión a resolver por V. Ti. 
lia <|iUHÍ;ii!i» shnplil'iuida til In *¡i**uirhU' 1'onnn. Kl re- 

cúrrenle, liiiiifr <(>' iti lunrea n-nins, admite que ron 

urrejrlo ji íits nrts y cMiienrdauh's de |¡i [ry núm, .'>!'"■), 

no- lm hiera |»íhIí<Io rciíitflrnrla ca«> de CfttMíídir ello 

con él íii»riiliri- roia^n-inl de olru neirwío rndiCnwO ni 
el pms, o si se Indase «le casas extranjeras, puhlien- 
niente cóDüeidiBs romo di*lint¡v«i de atia ^■iirui'-'iili's, re- 
presentantes, o agencias, umií cstnhK'«'¡dos; y el fallo, 

materia dé apelaeu'm (fs. 4(»¡), estaWeee que aun sin 

existir esas repr<-scnt;irinnos locado*, sí el recua-rento 
conocía la existencia «le la casa "Mermes'* (le París, 
como uenulitaila on In venia (le los articulan materia lio 
la marea y además dicha casa era púhliramonte rano- 
cilla en I» Ar»enlina, no tuvo aquél el dereeho «le re- 
gistrarla, o sea de aprovechar eso nombre ajeno, 

A mi juicio la Cámara Kodrral es ti* en lo cierto. 
Las constancias de nulos llevan al espíritu la certidum- 
bre do quo la mama Éermeé, registrada a nombre <lo 
dicha casa parisién hasta pocos meses antes de solici- 
tarla el reeurreiile, fué gestionada por éste calculando 
la posibilidad de obtener, por tal procedimiento, la re- 
presentación comercinl de a<piclln. Median, pues, en el 
suh-jit'lirr, sul'ii'ii'iilrs motivos para Que V. K. nplupie 
una vez más el eriterio sustentado en S.A.fr'.A.C v. 
Coazitr (177: !>1). Doy por reproducido a tal efecto el 
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detenido estudio que hizo el señor Juez a-qao en bu 
¿entonela do t"s. 343. 

Corresponde, en consecuencia, desestimar las pre- 
tensiones del recurrente. — Buenos Aires, agosto 5 de 
— Juan Mvanz. 



PALLO PE LA CORTE SfPliEMA 

Buenos Aires, mayo 22 de 1942- 

Y vistos ; Los del rwwrso extraordinario concedido 

a fs. 4i«« vía. en l«s artos S. A. Hornius de París *, So- 
ciedad] II orino.-* de líesiimisaliilidad Limitada, suhro uso 

¡wlehitfo dr nombro wiinCrtial, nulidad de marca y opo-. 

sicion Si registro de marca*, venidos do ln Cámara Fe- 
deral de I» Cupil:il. 

Considerando: 

Que H reeuroo concedido es procedente por haberse 
rw&líonaclo por ln parle driiiutidinln ln interpretación 
de la ley nocional de inartfas de rábfioñ nínn. 3975 y »er 
la Sentencio definitiva contraria ni derecho fitndndo «B 
diclia ley ínrts. 14, ÍEC, 'f, loy 48 y tí ley 4055). 

Y en cnanto ¡d fondo del pleito: 
Que las enes I iones de hecho y |>ru<-lwt que sirven 
use a las sentei'cnis de primera y segundo instan- 

*, que la recurrente nlworva on su inemorinl de fs. 
417, no pueden ser revisadas por esta Corto duda la 
naturaleza del recurso concedido. 

Y respecto a la cuestión federal: 

Por los fundamentos aducido» «n la causa regis- 
trada en el t. pfig. 315, relativa n la nulidad de la 
mareo Alate Human, los concorda ote» espresados en 
la sentencia apelada y en la primera instancia que 
la Cámara confirma, y do acuerdo a lo dictaminado por 
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el señor Procurador General, se confirma la sentencia 
de fs. 406 cu cuanto lia podido ser Batería del recurso. 
Notifíquese y dcvui'tvanM-, dcbifiulo ri'iíoaerse el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

líont:i;Ti> Repiuto — Antonio Sa- 
f&üeta — Lie» Libares — B. 
A. X.vzai: AxcuoitK.YA — F. 
EaUOS Mkjía. 



PABLO N'AHI'TK v. M.\l!<T.Lí> EOUDOOÜST 

M AUCAS DE FABRICA'- SulM — DeÜtoi. 

I«a ninn-n constituida |»»r i-l nombre de una noeii-dnd ex- 
tranjera que comervia con la ISi-púMica Arf-.-ntinu. don- 
de es públicamente ivKKR'ida y en la cual «lacho nombro 
no ha sido llnu•^!"rm»llh , Mide por i>l terv>'r«i que lo re- 
gisin'i cu «-lia coiné marca, es nula y ué haliilitu a ésle 
paira iK-raej-uir usurpaciones de In misma. 




Vistos y Considerando: 

1» Que Pablo Kas^te sieu«a ¡i Mareólo rtr>udi-mm por \(t% 

delitos de imitacian. falsificneion y usurpación de su rnnrea «le 

comercio núm. 177.2W IftnRÜ con que cltstiii«ue confecciones 

y demás articulo* <!<-■ In diM lñ. myo título nmnrtft » fy. 1 

y pide *e te condene al máximum de la pona establecida en 

el «t, 48 de la lev núm. S97& papo de IndeinníHeMiii y costa* 
del juicio (fs. 10 y 001. 

W Que constituido el oficial de justicia en la habitación 
de un hotel donde *e alojaba el acusado — ij«e no tiene en el 
país «asa d> liefTWio. Ófieini a aceneia. ni nsid^nein perma- 
nente — comprobé la existencia de cuarenta carteras de diver- 
sos tipoc pnrn atnbrw spím. jpbipIík de enero, porta-retrato» de 
cuero, cinturone* «1c enero y pinero para mujeres, llevando 
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todos estos artículos la palabra Ilerme* y una dirección en la 
ciudad! Ht» Purí*. ooji*timyemlii In iiu'Jw*iona(ia palabra la nur- 
cu registrada por el actor, según puede verse a f». 3. El sujeto 
acusado, gUc w eiuiuiirjibn en «ti pieza cu el acto del allana- 
miento, ¿fijo sor representante viajero de la casa Uermct de 
r¡ri-. y ¿;iip la ím'reailtTia ln tenía allí en exhibición para to> 
niur poluto? y que siilo realizaba por excepción, alguna venta 
directa do talos artículos lis. S/9). 

tí* el aettsido no compartió nun-ca ante el Jua- 

p .■:■!'■-. habiendo la 1'olk-ía comprobado su ausencia del país, al 
requerirlo para la información de mi temientes, la qne fué sú- 
plala con fotografías dr su prontuario pora cédula de identi- 
dad ( fs. 5 . I..' Iiizo en cambio su letrado defensor y 
apoderado, quien reprodujo la explieneión ofrecida brevemen- 
te por aquel en el a«*to del seenest re. ampliándola en los siguien- 
tes términos: qw la mercadería secuestrada e inventariada no 
pertenece a su defendido, sino une corresponde Mi pfceno do* 
minio a la sociedad anónima Jlirnirn, de París, de quien es 
apodi-ra<lo contó lo eom pru<-ba ton el documento de f*. 15, en 
virtud del cual ejerce un mandato comercial para la realize- 
eión de acto* Je comercio en esta Ko|iública, cuyo eumpliraien- 
tu no puede constituir como ilícito ningún acto suyo, conforme 
al art. 10*1 del Código Civil. No n^oeia a su nombre propio, 
ni por mi cuenta, ni lucra ron la mercadería inventariada. Que 
en bu calidad de mandatario. tetda* los acto* de comercio los 
ejecuta a nombre de mi mandante. nl>lit*audo n éste, de acuer- 
do a! poder y lo «Impuesto por e| art. ¡gSi del Código de Co- 
nuercro ívev fs. 17 vta.. punto IV). 

í¿ne rara el C$S0 de no acepiar-e las explicaciones ofre- 
eídn* «pie acabo de reproducir, opone como defensas, la cir- 
cunstancia de haber sido titular Ifl á. llorínes -i- parís 
y usado la marea llermts antea que Nasulo la registrara, apro- 
vechando el descuido de su mandante eii renovarla a su venci- 
miento, y además, que el título del ¡ictor es nulo por haberlo 
obtenido (ron un f'ti ¡lícito —cual es el de* obligar a la. sociedad 
extranjera a conferirle una representación en cate país que 
no ijUieren otorgarle — . y por ser la palabra Herma el apellido 
del presidente de 3a citada sociedad anrmínia, que Xasute re* 
gistró s¡i| su «*on sentí miento, violando así el art. 4" (|e la ley 
nútn. ;l!)7*» (fs. 17.191. ludas estas defensas fueron reprodu- 
cida* cu la oportunidad lejral (f«. 84/S9). 

f Que corre spon do ante codo, analizar las explicaciones 
ofrecida* por rt reo. Kn primer luirtir. el mamlalo para reali- 
zar actos de comercio en esta líepiiblicu, no está acreditado. 
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I* autorización de f«. 1¿ no so refiero para nada a este país 
ni n ningún otro del exterior ele Francia, ni 011 términos vago», 
ni insinuado. X» está debidamente autenticado ni legalizado, 
al Üene más fecha cierta que la de su iircseutaviú» al escriba- 
na Leiguarda, posterior a la mieiacióu de esta querella. La 

«tuca visación que ■parees en el documento — que no es un 

poder conferido ante notario— , sería la do uii eomUario de 
Policía de Parto. lo que iicrmite siijMjner que la autorización 
ha sido otorgada para utilizarla en Francia, pero nunca en 
el exterior. 

No existe, pues, el mandato rpie invoca lioiidpoust. Pero 
ann cuando mediara mi inúndalo otorgado con todos los re- 

qnisitoa legales, él au eximiría jamás al m»mlati. ,, io de respon- 
labilidad ¡tersona). por Ins delitos que pueda cuiuetvr cu» mo- 
tivo de su ejercicio, por cuanto no pueden ser objeto de seme- 
jante contrato les actos ilícitos, que no pueden producir algu- 
na adquisición, modificación o estineióu de derechos; y por 
ello el mandato de acto ilícito o inmoral, otorgado con viola- 
ción de- esta: norma inflexible, no da aceita al mandante contra 
el mandatario, iki obliga a éste en manera alguna, ni lo exime 
de respoiiaflbilidad iwr acto» dolosua cometidos en su ejecu- 
ción (Código Civil, arta. 1880 y líiülj. El cumplimiento de 
una oblijract('m le«al nao menciona el art. 1071 del mismo 

código — invocado erróneamente |>or la defensa — se refiere 

al funcionario o empleado i\w cumple ton mis deberes olí- 
cíales, es decir, a todo el qw obra <-n c uní |>1 ¡miento de un deber 
o en el legítimo ejercicio do su derecho, autoridad o cargo, 

que eonrordante con el art. 34. iiie. 4* del Código Penal, exi- 
me de responsabilidad |-t el daño rnuwido. no mediando ex- 
ceso en ta acción o extraliniitaeiún de facultades (Machado, 
t 3, pug. 351). 

El procesado Houdgoiwt se atribuye la representación de 
la sociedad anónima Mniwn Hermes de París y mis tentigon 
de fs. 181. lfS5 y 167 — eseoffidos entre la redueiila pero selec- 
ta clientela de tita Capital— afirman al contestar la quinta 

pregunta del i¡:ti-rrognlcirio de fs*. qm* ha ¡mío efectiva- 

mente el único, aunque esporádico, representante de dicha 
empresa comercial en nuestro país. El es quien vende, pone 
en venta o «e presta a vender o circular en el territorio de la 
República la mercadería incriminada, que sería, de acuerdo 
eon el art. 48. ine. 6» de la ley núm. 3975 el delito compro- 
bado en auto*, y en consecuencia, es contra ó! que debe di ri- 
ftirae la acción criminal emergente, conforme a la norma esta- 



blecnla por H **** 43 del Código Civil, cuyos fundamento* ex- 
puestos ai pie por el codificador, doy por reproducidos, a fin 
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■ 

jar definitivamente fijada la mpornubílidad personal 



6* t¿ue en mérito de lo expuesto, no es posible aceptar 
las explicaciones oírevklaH por el acusado a fs. 17, la» que por 
otro parte par* que pudieran eximirlo «le responsabilidad, 
deberían permitir al nelor dirigir kii ¡tecírtn eontra la persona 
hacia quíoi pretende- hacer derivar dicha responsabilidad por 
la usurpación comprobada a fs. H. Esto es, contra el adminis- 
trador dekuado de la sociedad anónima Jlermes, que según 
el dicho del acusado, seria quien lo envió a vender en el paja 
la tuereaüTfa incriminada. 

Semejante acción no puede existir y el pretendido descar- 
go eajrfceó lEe todo valor. El empleo de la pnlab*a Hermes 
— que constituye la marea rejitstríida pot el actov — , para dis- 
tinguir la mercadería confeeetimada y vendida en otro país do 
puede ser juzgado como delito en el nuestro. Parece iiinece- 
gario (leer rio. El delito de marea recién se consuma y perfec- 
cUmn, cuando la mercadería incriminada llega al paí» y es 
de-apachada a pinza por ta Aduana, entrando en circulación 
comercial, bajo la re.s|niiisabil idad de su ejecutor. Este, wpiln 
las constancias de ñutos, es Itoudgoiiat, y en la única persona 
contra quien puede accionar el actor en defensa de sus dere- 
chos ante los Tribunales de la República, Xo es exacto, eomo 
afirma la defensa a f*. 17 vta., gas Rouclgoust no lucra con 
la mereadt ria incríirnuada, porque aunque no eonsta en autos 
cuál o cuánta es su participación o retribución por las ventas 
que realira en ma-siro país — ya sea por nwrcadcría a remitir 
o entregada en el acto de su venta como también lo hace Kgiin 
confesó en él acto del secuestro ( fs. 8 vta.)—. resulta de aos 
propias manifestaciones <)ue es m rntuius eiivadi, siendo Óe 
la miiyor evidencia qoc realiza su gestión a título oneroso, y 
por lo tant'i. es obvio que lucra con su tráfico comercial que 
viola derechos amiuirados por la ley iiünu. 3975 y que ésta 
reprime como dclictunl. 

SÍ prosperara la teoría de la defensn de quo un poder 
comercial otorgado al introductor y vendedor en el país de 
mercadería en infracción n la ley do marcas lo exime de col- 
pabilidad. debiendo resuonnbit ¡ame al mandante que la fa- 
brica y envía desde el extranjero, se llegaría, cutre otros so- 
puestos absurdos, al de la absolución del autor material da! 
delito, copartícipe de su* beneficios, y a la sola condena del 
instigador. Esto ultimo suponiendo también que pudiera ser 
sometido a la jurisdicción de los tribunales argentinos. Por 
de pronto, la combinación de la sociedad Hermes y Boudgoust 
sería la impunidad absoluta praetieada desde las repúblicas 
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«ciña, firmante del T»la<lo da De wcho ; Penal Inttn¡MÍ«- 
nal de Montevideo, porque st'Rlm su «rt. 2», no bc «inga « 
BU ¿oto «cunado de ílüliio coy» pena sea menor de <toa a«ea ae 
priaióo. y la ley nú». 3975 sólo inpouc como máximum la de 
un año> de dieta a pena. . . . . 

Cualquiera *ca la laaturalea» de ta representacum otor- 
gada por la Atetad Hétm al querellado pan W»^r^- 

produeioa en la Af«entÍ«. olla caree* en ataul.it» de m por- ■ 
¡.acia ni puede hacer» valer en forma alguna ante m £££ 
ñatea ooniue si los fabricante, fn».cescs no pueden hacer 
£5.?«?5 p*í* W marca, quo no pota * Ibh gnwtm qve 
acuerda el art -II de la ley >.úm. 3!í75. med.ando opos.cH>n 

del comerciante que la lime aquí Bja«wfcft-»;jB ^gg! 
w e* obvio que ao pueden facultar . nadie para hacerlo, 
porW »■! I»»'*™ trasmitir a olroa , «a derecho *j ' ««• 
£n ellos mismos (Corte Suprema. Lemomcr v./ Smw.lev.ch, 
Patentes y Mareas, año 1931, paRiiui 5HJ. . _ 

& Que descartada!* por su total i iu procidencia, las ex- 
plicaciones «freíala* por el reo, coiresponde uiial.«ir »« "P?" 
¡os opuestos como defensa de fondo a ka valide* del I trio 

«o fo 1, a bu» .le esta «maulla. Se tiM&gg** g*¡gt 
insanable, de la marca de Xasutc núm. 177.290 «ent o por lo 
tanto inhábil para qu^llar y su* 

mente concretados a fs. 8fi vta.. punto 111. a) por afflgtwjfc 
tituída por el nombre patronímico de un 
don Emilio Mauricio ÜtraM, propietario de la Manon ller- 
Parí* v prudente del tonar jo de admunatrMio». de 
Ebriedad anónima Hern.es, de Tari*. Y licitada y obtcn.da, 
^tr^t«u?or¡a^0 ÍM titear del «k l¡4o, pera ser 
uido como marca <«rt. A" de la ley «»m. 39?;») ! b) po»W 
SS la denoiniiwmón comercial y dea^Km social, de m» 

entablecimieulo preexistente, la "Maison Merme*", que comer- 
ala en el ivaia. dearte baee 41 años. Ella «nwwuye m p«- 

nledad sin necesidad de regiair. (afj* 42 y • % >* MÉ 
núm. 3975 y art.. 283 y 300 del C de Comercio); «) P«Tqn« d 
propóaito ittrxctruido p« el querellante al re*wtrar la marca 
S-r-T*. fui rf «le pregonar a la Mxiedad Wmm Merme*, 
do Parta, pa« obtener la representación de I» »»»J. 
República bajo amenaza de impedirle la introducción <ie emw 
en el futuro, en caso de aerle denegada. 

Ante todo, la marea nitrada por gpMP «"Pa- 
tronímico, es la palabra de fantasía Hcraaef. Aai reta su aoh- 
cltud (fa. 155) r la descripción del lituio que le tué acordado 
J¡¡? la rOftóni V 3). U afirmación que hace el actor * 
comprueba eon cualquier diccionario o enciclc-pedie, ea el nom 
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bre d* orifttn Rricgo de Mercurio, dios del comercio. Todo 
«1 mundo lo sobe, Esto por sí polo baota para la legitimidad 
dVI registro no niei Hundo otro anterior de Id misma palabra, ys 
■ea en tal carácter o como apellido, si» que pueda pretender- 
se que la coincidencia tic ser una palabra de fantasía, —cono 
es el nombre de un dio» mitológico, que está en ''. diccionario 
de la lengua del pala j- a disposición de quieü quiera utilitar- 
{,, — y también un patronímico. ohlipue a requerir el consen- 
timiento que prescribe el ttft. 4' de la ley núm. 397i>, que ao 
refiere al nombre completo de una persona, o usado al menea 
en forma que « pueda individualizarla en la marea adoptada- 
Nadie que se apellide Hermes en el pata, que no haya regis- 
trado au propio apelat i vo tomo marea, puede oponerse t que 
lo hniía otro ea ráete rizando la palabra como la de*ijrnaeión de 
fantasía del dios mitológica. E* descabellada, entonce*, la pro* 
tensión de que deba requerirse el conxnl ¡miento de la per- 
sona o persona* de apellido homónimo que residan fuera de la 
República, en difercutea patees del mundo. En el nuestro, 
donde el actor ha reftiatrado su marea y que es el único donde 
¿uejra la protección de la ley argentina núm. 3975, no ea cono- 
cido el apellido Hermes, y pira comprobarlo, basta revisar la 
pula de la Unión telefónico, que para la industria y el comer- 
cio es la fruía mi» completa e importante. En *1 juicio que 
sigue la sociedad anónima Hermes de Parte a Nasute ante el 
Jusrndo del doctor Sarmiento, acreditado por la defensa eon 
el testimonio de fs. 98/133, —autos que he compulsado antes 
de dictar eate fallo-, ohftk au informe de la Oficina de Mar- 
cas que enumera diversos repistros de la palabra Herma para 
proteger mercaderías de dri remita claws. «meedtdoa lin que 
«o haya otorgado ni exigido el conaeni ¡míenlo de los señores 
Hermes que inteRran la mencionada suciedad de París cono 
directores o uccioníalas o heredero» de su fundador. Y no se 
arenmente que tale» rcfriatrea eorrwponden a clases distintas 
de las que explota aquélla, porque la prohibición del art. 4» 
de la ley níim. 3975 no establece distingo atguno. 

El único fundamento aparente de esta cnestión planteada 
por la defensa. consiste en qu* la sociedad Hermes de Paría 
ya tuvo reftistradn la mixta* marca, como apellida de s* /**- 

<f*fcr, aate* qtie Xarnite lojrwra el título do fs. 1. Nuda mái 
inexacto, tá se examinan los antecedentes de tal rejtiatro. Ixa 
títulos de marca nfln-s. 105.42* y 105.427. fueron concedidos 
a favor de Emile Maurice Herraés — (y no a la sociedad anó- 
nima, como erróneamente afirma el reo que s* dio* su represen- 
tante)— con fecha 16 de diciembre de 1927 (ver fs. U7). 
Vencieron el mismo día d. ! año 1937 y como no fueron reno» 
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vadaa, j>or esta «ola circunstancia, huelga decirlo, perdió «a 
titular absolutamente todo derecho a cualquier reclamo Ulte- 
rior por su adopción y registro a favor do otro comerciante 
o industrial. Pero si sé esfeanuiwii cuidadosamente los testimo- 
nio» de *sa* mareas (.fe, l&i y 1M) y muy es|>eeial mente las 
solicitudes de inacripcíoii y actuaciones de sil trámite, apor- 
tadas por el actor a fs. 133-9, se «un probará que m Kmilic 
M. Herrné* ni su apoderado unte la Oficina, hm ktthá WH/l 
soto mención ih su aullido. El que registra como ilenmoiiia- 
eión marearía su apellido, está obligado a manifestarlo »l for- 
mular la minuciosa <keseri|ieióii que exige el arl. 17 de la ley 
y hu decreto reglamentario, máxime sí es necesario u¡ stirtg Hir- 
ió de una palabra igual que forma parte del K-xico común y 
cwtiH). No se encontrará un solo título de maPífl de «ta Bit» 
raleza, sin que so hap;a constar en el mismo que la denomina- 
ción registrada esta constituida ñor el aullido de SU propie- 
tario o cedente. 1.a redacción de las solicitudes y la desenp- 
eión de las marcas del señor Hermes no contienen mención 
expresa, ni insinuación algnnu $1 - permita atribuirle el pro- 
pósato de registrar su apellido, y ¡»or ello **l HrJfUaWnte do la 
defensa es del todo inconsistente, y el informe de la Oficina 
da #8. 1*7. punto 3*. absolutamente i'ncrdtflo. 

Kn cambio, en ambas marcas —que en realidad son una 
miama registrada para dos sjaftea distintas (Ib' y 19) Ifl 
palabra Rente» está acompañada por una figura que repre- 
senta eL etxtvceo o*e Mercurio, es decir, el alritiutn. el distin- 
tivo, del dios mitológico cuya nombre constituye en reulidad 
la denominación marcan», y* no el apellido de H) propietario, 
que probablemente no ha pensado punca repistrario. Hay 
un antecedente por demás HutftratiTft c íntareatíte, y qtM abo- 
na esta afirmación. Me refiero n las nuevas solicitudes de 
inscripción presentadas jxir In sociedad Herme* a la OfWUW. 
despu^ de enterarse del registro de la marca de Nasute ( is. 1), 
v que i>or oposición do ísto, han sido cavadas a resoltiotun 
del Juez Federal doctor GoaUalt» (secretaría (lon/alez Bo* 
norino), poro que han sido involucradas on la demanda radi- 
cada ante el Juez doctor Sarmiento, con» puede ver»- en «1 
testimonio de fs. 98. Son cunlro: acias «úm». 21<M;»4. ría- 
te 16 y 2Í0ATAI, clase lí>. ¡SWlea entre sí y exaetas a lus 
MBcidaa núms. ia r i.42€427 ; y fletan núas. 209.451 y 210.451, 
clase» 16 v 19. constituidas Tínicamente por la palabra litrmet 
(réase diseño* de fs. lttl vta.J. Se dirá íjue esta vez preten- 
den registrar el apellido por separado, pero no es asi, como 
puede constatarse leyendo las solieitudoR, que lie Unido a la 
Tirta para este pronunciamiento. Dicen; "la marea esta con* 
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M tituída por la df«owÍKnrí<ÍM "Jlermes" la que si bien forma 
" parle ¡n legrante del noml.ro a*' Ifi pcticifliiMllO te COnslitttye 
" como </e fantasía a la* efectos de ale registro'*. 

7° Que la invalidez atribuida también al título efe f «. 1 
en base a que la palabra Jleratet constituye la denominación 
comercial y designación social de un establecimiento preexis- 
tente, la "Maison Ucrmes". chvb mercadería vendo en nuestro 
país el procesado, tampoco puede prosperar. La defensa paite 
de un. error fundnnientni : la preexistencia del establecimiento, 
lia quedado plenamente comprobado en autos que la sociedad 
licrim-s no tiene, ni ha- tenido naara, casta do negocio de nin- 
guna naturaleza «««blccida en la llepública Argentina, y en 
consecuencia, carece de todo derecho a invocar la protección 
que la ley níim. 3á?5 dispensa n lo* industriales y comeíciantea 
que, con' arreglo a sus arts, 42 y 4*. desarrollan ana activi- 
dades en territorio argentino. Conforme a esa* dis|>c*»ieioucS 
legales, para tener tales derechos sobre mi nombre comer- 
cial, basta adoptarlo y usarlo nhriendo un cstahieeimiientfl, y 
mantener ese uso t-n forma continuada, pues el derecho ex- 
clusivo a ese nombre se extingue con el cierre o deaapariciofl 
de la misma casa de comercio (art. 46). iCúoio pretender «1 
derecho alegado por la defensa cuando el establecimiento dtt- 
tinpuido por el nombre invocado, no ha existido nunca en el 
país» Ya he resuello en el caso Art Metal Construetion Co. 
<S. A.) v. .Irían T. Kerrin —confirmado por el Superior—, 
que no tiene acción ante nuestros tribunales, quien carece aé 
mixicio establecido en ta República, que ostente la enseüa euyo 
u*o se Incrimina (Pat. y Marcas, aüo 1926, pág. 117). Cena- 
dero de todo plinto de vista inaceptable acordar un derecho 
de prioridad al comereianii' establecido en el cxlranjfro, c*n 
respecto al preexistente eu el país, con arreglo a lodaa sus 
leyes, corno está probado en autos que ha realizado ííaeute, 
explotando la casa que aparece en la fotografía de fa_ 82 
abierta na<1a menos que en la clásica ealle Florida, nuffitra 
vía comercial por excelencia. 

•Agregare-, finalmente, que la mercadería secuestrada e in- 
ventariada a Boudgoust, no lleva la mención de la "Manon 
Henees" o de Ib "sociedad anónima Hermes*' sino simple- 
mente y en forma desiacada, la palabra ií<rmci, sobre la que 
la defensa alega derecho de marca, y que aplicada en e» 
forma sobre el producto es marra y no nombrt comercial. 
Aunque la casa extranjera use en su país amóos en forma coin- 
ctdenle no pnede hacerlo en esta RepúbJica, tú la misma deno- 
minación marcaría está registrada aquí p*f otro comerciante 
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y «lia, «o cambio, no lo ha efectuado con arreglo al art 41 
dt la ley núm. 3975. 

8* <Jue el tercero y último reparo opuesto a la validez 
de la marea ■«■». 177.290 de Nasiite, es el más inconsistente 
de todos. Se atribuye su registro al único propósito 6 'princi- 
pal finalidad de extorsionar a la sociedad a mínima llermes, 
de París i abocarlo h la disyuntiva de otorgar a Nasute su re- 
presentación anuí o a no poder introducir s»w productos en el 
nata. Nada mas inexacto, aegáñ los propósitos «¡tertonzadtti 
por Nanite y acreditados en autos, que non los único* que 
debo jutgar. 

Considero ante lodo. que un reparo de esta nat «ralea» 
•ólo puede oponerlo la sociedad anónimu alertada, y no BoiM- 
foust, que como lia quedado demostrado en el considerando 
cuarto, no tiene m representación legal. En oíros U-munos, 
U aociedad anónima Hermes de Parí*, no es parte en este 
jateío. Ella tiene su juicio de nulidad de marta contra Na- 
lUte, en el que ha planteado esta cuestión y allí será debida- 
mente resuelta. El título de t*. 1 ha sido «toreado o/»rt arréalo 
a laa di». posiciones de la ley de marcas 3975 — paca ya he 
desestimado en considerandos anteriores las únicas objeciones 
fundada» en su articulado—, y ésta, haiwla exclusivamente en 
lu normas del art. 933 del CAI. Civil, de nata ratatt tan in- 
trínseca y ajena al derecho de mareas, no puede hacerla valer 
Boudgoust, que es un tercero, sino la sociedad anónima que 
ea La única j>ersonn de derecho cuyo iiatrimonio se preteutle 
que ha cambiado, modificado o afectado el acto jiirídieo dw- 

' ''■Bul embargo, el carácter penal de esta eattaB me decide 
a examinar toda» las defensas que ba esgrimido el reo. KI pro- 
posito exteriorizado y acreditado en autos jwr Nasal* al crear 
enjnnio de 193S la Sociedad Argentina de Res|Kais«biltdiid 
Limitada Hermea (contrato de fs. 158, inscripto en el Kt Ris- 
tra Público de Comercio a fs. 161 ), ha sillo cstnblecer la «« 
de comercio de calle piorida 9S1 (ver fs. 82). para desarrolla* 
con ana lijos, las actividades mercantdes que ante» ejerció con 
ara hermano*, anticuas comerciante* del ramo en esta Capital, 
sepún constn en el informe de fs. 161 y declaraciones de 
H. 169. 169 Tt*- 171. 1T3 y 174 do leí eomewinnteB que 
deponen al tenor del ¡nter rogatorio de fs. 16*. También resulta 
de la dilatación de los teatifras de la defensa a fs. 181. 185 
y 187. en au eontestaeifo a la 4» preiranita del pliego de ta. 180. 
Actualmente, do» años y medio después de su instalación, la 

1 Hermes de Niante sigue abierta. En cambio, el proee- 

, Boudgorat ha desaparecido y no se sabe si la weiídad 
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anónima Herntes de París también. N'asute continúa sos acti- 
vidades en el mismo ramo, sin haber obtenido la representa- 
ción de U casa francesa, pero parece no necesitar para ll 
marcha Je su establecimiento ubicado en nuestra calle comer- 
cial múa pr-osilgiosa, difundido por lina importante; y Costosa 
propairnndn, acreditada a fs. 22. 24, 121, 122, 123, 12*, 130, 
141, 142. 152 y 163. 



„ probado en autos |>-»r las carta» «le fs. 70 y i2, tra- 
ducidas n fs. 20íí y 20». y c<mipsi<'n de Xasute de fs. 134, 
que ¿ate, 9¿ríeá ñus?» deitjiUf* de establecida^ .su «'ana de la 
calle Florida, irató Sí ulitencr la represeulaciún Ac la *'MuÍ- 
«ota IleriW»*' de l'nrís, qiu- no tenía aqui swcnr»ul,_ajíeii«ia, m 
representación de nintrmia clase. Lo hizo en términos que TIO 
importan coerción alsunit, como residía evidente de las cartaa 
presentadas por la defensa a cuyos términos me remito, ofre- 
ciendo «n arrollo ventajoso i«ara ambas partes, enviando a uuo 
de sus hijos para en t raí- en nepwlacíonc*. uue anticipa coa 
compres «preciables de merca derío», etc. Lo corrobora la carta 
intima de fs. 74, cuya posesión y empleo por la defensa ttO 
tiene explicación en autos, con fi mirando prima fmie el _ delito 
previsto por el art. liW del Cálibo Penal, circunstancia qu« 
debo (Misar por alto en mérito de lo dispuesto por el art. 73, 
inc. 3° del mismo código, tía iwsoei aciones no tieníH íxito, 
y Nastite continúa su actividad comercial que no esté, eviden- 
temente, encaminada a la sola finalidad de impedir la de la 
casa extranjera, que- dice representar el procesado, ni podría 
lofrrarlo, porque ésta, adoptando otra marca que no está regis- 
trada en este país, puede seguir enviando su mercadería ain 
tropiezo a¡¿im¡i v si ademis la refriará, tendrá a mi favor ll 
protección de In ley argentina 3975 <art. 41), de que ahora 
no disfruta. Toda la arjnuiieutaciíii de la defensa en favor del 
derecho de Boadgcust a vender anuí la legítima mercadería 
"Hermrs" francesa. cstA desahuciada por la* conwidcraeionM 
del fallo dictado por la Corte Suprema en causa Lemonier v. 
Simsilevich. que ya he citado. ; 

Tampoco es posible encuadrar el iMo-jadie*, como lo pre- 
tende la defensa en el caso S. A. P. A. C. v./ Coaiwr y Cía., 
resucito por la Corte Suprema <l'i*. y Marcas, año 1937, 
pajr. 75). No existe analogía. En dicha «Atina Ib fletara que 
no se dedicaba a I» producción o venta de yerba, ni mercade- 
ría*, sino a especulaciones comeréiálcft. entre las que fiptiraba 
la adquisición w venid de ¡narcos de fábrica, pidió «1 registro 
de la marca "La Guarany 1 ', ir ti día* d 



... „ marca "La Ouarany", Irt* días despula de wnsidá su 
última renpvac.ón, y trató de impedir con ello qne. Couiev 

U renovara nn *ne* después, a pesar de haberla tenido y usado 
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durante treinta años, y continuar en la esplataeién de la misma 
yerba mato con que la había protegido. Ln sociedad anónima 
BO tenía el produeto (listitstruido por li> vieja y prestigiada 
mares, simplemente quería adueñarse d** ésta pitra venderla 

a bttfn prreio. cumpliendo ?ti proKMUw de v*pwulae¡p"es d« 

orto pinero, Katuralnietite que los tribunales federales no po- 
dían smcionnr «ta maniobra, nnc anticue ajustada a al»nnas 
disposiciones de la ley :¡973 (arts. 13 y 14. irie. 2»), violaba 

ubierta mente su espíritu y principal finalidad. "Va ln Corte 
Suprema había desahuciado la rapwulaeioni gqn títulos de 
marea. «1 dictar año* ¡mira el fuilo SeJawc-, Pe*h< ><>»>>* y 
Cía. v./ Cruz Snuchci (Par. y ¿larauc año ÜBl, pfi*. 417), 
t yo, a nú vcí. bnsidn en Ife* principios contenidos en talca 
fallos resolví e-I juicio I>vy v. miuicim- —invocada rrnWa- 
memo por la defensa—, en el i|iic el iicior confesó ]>«l«dina- 

mente «pie bahía adquirido mi título de marca "I-a Hrasíl-v 
fia" ni un remate judicial c«m el 6w*fl objeto de venderlo a 
elevado precio n ma querellados, que habían reabierto el co- 
me reí o «le Cató desaparecido, fundado por su padre. 

íja Kiluaciím de Nasiite, es fundamentalmente distinta. 

Es un ontlguo rnmerciantr en su ramo, que lia (oriundo lu»« 

dos año¡* y medio su última sociedad comercial, abriendo nn 
neyocio que h« adoptado como i-nscfi» el mismo nombre de la 
sociedad, la denominación de fantasía ¡termes, que e* n ln vez 

U marea con «,»■ tlistiiicue r proles* lt» proiltietm que vende. 
Al solicitar su registro en Junio 3 de 1033 (tu. 155). barí» ya 
s*i<¡ meses que liabíun caducado la» marca* que Emilio Mauricio 
Ilernií» (y no la wciedad anónima I termos) había tenido regis- 
tradas bajo lo* mínis. 105.426- 1. durante un solo período de 
diez años (f*. 157). La sociedad citada interno un nuevo 
registro con mayor retardo aun y sólo despiró de Advertirle 

Nasutc itor carta que poseía dicha marea. Cuando el actor 
rejíirttró la muren de fs. 1 en condíeion*** legales n mi jinete 
inobj-ctnMcs va hacia mucho tiempo que la denominación mar- 
caría Itermá había caído en el ¿minio pUti<v (pira las cla- 
ses tfi y li*t cono i''s huIHua, esto es. coni de nadie y a dis- 
posición riel primevo qw W '« ■pnpK« conforme a la ley de 
la materia. *n doctrina y jurisprudencia (juicio Levy v./ 

Dllnieqne eitndo, Pat. y Marcas, año 1P3S, pég. 470 y aQo 
1939. páff. 122). 

El fnlln de excepción dado por la Corte Suprema en el 
caso S A. F. A. C. v./ Conrier, mediando para uua ruaría 
ríiwrorron de la íimrra "l^i Oraran?'', una leve r.ej¡li¡ie«cia 
de escasos día» v otras circunstancias de qne he hecho mérito 
y que no juegan en el sab-judicc, no puede «en eral izarse eo 
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la forma que pretende la defensa porque ello importaría la 
«opresión lisa y llana de los arts. 13 y 14 de la ley 3975, 
reemplazando el sistema de renovación legal por el aimple uso 
de la marca a los fines de conservar el derecho de bu exclu- 
sividad, una vrz registrada por un período de diez años. 

La protección dispensada por los tribunales federales a 
comereilintcK «le arraigo en nuestro país — caso Couaier y 
Cía.— , y que el procesado Homlgoust reclama para sus prin- 
cipales de Francia, es a mi juicio improcedente, inmerecida. 
El comercio que ha realizado en la República la "Maison Her- 
mes" de Parla, según prueba itjwrtada por la defensa del 
procesado, su vendedor arnbnlante, la bn sido siempre en 
forma subrepticia, al margen de todas las leyes, evadiendo en 
es|>ccial modo las impositivas, con cuyo producido el Fisco 
subviene al mantenimiento de la administración pública. Ni 
siquiera se ha podido comprobar cómo entra al país su mer- 
caderín. wgiin informe de Aduana de fs. 96. La sociedad 
anónima llenan, <lc Tari» —cuya existencia no está acredi- 
tada como tal en autos — sólo se baila vinculada a una decena 
de familias pudientes que acostumbran radicarse accidental- 
mente en Europa, y cuando no lo hacen, comercia con ella» 
desdé la pieza de un holel a sus respectivo* domicilios, sin 
cumplir con ninguna de las leyes argentinas. Kl actor, en eam- 
bio, ha constituido sn empresa comercial y la ha registrad* í 
inscripto con arreglo a nuestras leyes y reglamentos, como 
consta en autos, ha cumplido con la ley de mareas, y con casa 
abierta en la calle Florida ¡ es innecesario decir como deberá 
afrontar toda» la* cargas impositivas qne inciden sobre un 
negocio do esto naturaleza. Tiene derecho a reclamar la pro- 
tección de los poderes del Estado. Este aspecto del litigio, «f 
para mí, fundamental y decisivo. 

9* Que sólo resta considerar la última defensa, el nao 
de la marca por el querellado con anterioridad a bu registro 
por el actor. Se ha resuelto o.ue excluye la imputación de 
voluntad criminal, pero ello sólo acontece cuando se ignora 
tal regátro. Si el que ha obtenido la propiedad de la marca 
con arreglo a las disposiciones de la ley nfim. 3975, lo hace 
saber al q;ue la uaa sin tfttdo legal y le intima que cese en 
su empleo, ya no es posible alegar ausencia de dolo, bnena fe. 
Si persiste en su propósito y vende o trata de vender merca- 
dería con marca imitada, usurpada, lo hace a sabiendas. La 
definición del delito queda integrada y la condena se impone. 
Es el caso de Boudgoust, cuyo completo conocimiento de loa 
derechos alegados por el actor surge evidente de m exposición 
de fs. 17 a 19, que imi»rta una verdadera confesión, corrobc- 
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rada por la información y documentación suministrada a ra 
defensor, en particular modo la carta de fs. 79-80, reconocida 
por el actor a fx 125. 

Por ralos fundamontM y oilns líenlos, falto condenando 
a Marcelo Iloiidpons-t a ]n pena de tres meses <!«? prisión, que 
*e deja en suspense en im-rito a su falta dé antecedente* 
(fs. 231-6), conforme al art. 2fi del CÓd. Penal, a oMar mis, 
multa de trescientos pesos moneda nacional, y a pajrar al nclnr 
una iniU' mn izacU'ui <iue fijo en mil pesos de la m^uin moneda, 
eoii arréalo al art 29, ínc. V del código vitado, \ lüs eosias 
del juicio. 

Publique*? esta sentencia una sola vez a cosía del inte- 
raudo en un dinrio de ruta Capital y destruyase la mercade- 
ría incriminada. — Migud i- </<'«'«.«. 



HtNTE.vru di; la CMMaS* FHCa&b 

Buenos Airea, mayo 12 <le 1941. 

Y vistos: Considerando: 
En cuanto al recurso de nulidad : 

La sentencia recurrida no lia sitio dada con violación de 
las forman del procedimiento, ni éste adolece di 1 vicio nlfiino 
d* lo» que por expresa disposición de derecho aniden la» aetua- 
«ones — art. 509 del Código de Proeds. en materia penal, por 
«lio, ae lo rechaza. 

En erntnto al de apelación: 

Por la* consideraciones que formula el Tribunal en la 
sentencia que dicta en la fecha, en el juicio sejruido por socie- 
dad anónima Ilerwes, de París, contra la sociedad Herme*. de 
responsabilidad limitada, aplicables al tu o jiulice por tratarse 
de la misma marca de comercio Dúm 177.2ÍW, se hacr luwur 
ala defensa de nulidad del título en que se furnia esta acusa- 
ción, y en cnnaetuienein se deelarn que dieha nmrea no habilita 
al querellante para peraepuir usurpaciones de la misma. 

ello se revoca la sentencia arlada y se absuelve de 
carpo a Maréelo Itnudcnust. Costas de ambas in^tan- 
eñ el orden causad» por no existir mérito para imponer- 
la, — González íramain. — Carlos «V/ Campillo. — R. 
VtO*r Palacio. — A. Vamálci Catabrón, — Ezrquiet 8. 
*~ Ohuo. 
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DlOTAMKS" DEL PROCURADOR ObNERAL 

Suprema Corte: 

Doy |)or reproducido el dictamen que aenbo do ex- 
pedir en el expediente H. 15, L. IX, seguido entre las 
mismas partos^ ya que el recurrente finida n fs. 255 sn 
recurso en motivos análogos a los que allí invocara;.' 

riantra.se ai|uí además, otru cuestión para el caso 
de que V. E. confirme el fallo de la Cámara quo anula 
el registro do In marca Hermcs, concedida a favor de 
don páblo Xasutc bajo el numero 17T.200 en 10 de sep- 
tiembre do lí»3$. Hela aquí: jteudrá dicha anulación 
efecto retroactivo, o lia de regir sólo en cuanta se refiera 
al futuro, esto es, no afectará al proceso sub-judice, ini- 
ciado mucho antes de dictada diclia sentencia? El art. 
H de la ley 3975, establece que el derecho de propiedad 
de mía marea se extin^ae, entre otros caaos, "cuando 
promovida cuestión sobre la validez de una marca rf 
fallo laya sido declarando que ella no pudo ser con- 
cedida". 

Como precisamente eso es lo que lm ocurrido en 
estos *ut<)*i n o creo que pueda motivar dificultades la 
interpretación del texto legal transcripto. ¿Cómo podría 
la sentencia de la Cámara condenar al acusado al mismo 
tiempo que niega al acusador títulos para iniciar que- 
rella? Hay en el argumento del recurrente algo así como 
ti ti juego de palabras; y no veo su objeto, ya que se 
ordena pagar en el orden cousado las costas de arabas 
instancias. 

Por lo expuesto, corresponde desestimar las pre- 
tensiones del recurrente. — Buenos Aires, agosto 5 do 
1941. — Jttan 




MI.L08 DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 22 de 1942- 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 256 vta. en Ion autos "Xasute Pablo c. Boudgoust 
Marcelo sobre imitación, falsificación y usurpación de 
marca", venidos di» la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que el recurso es procedente por haberse cuestio- 
nado la interpretación de la lc> nacional mím. 3Í»?5 y 
ser Ja sontem'ia definitiva contraria al derecho fundado 
en dicha ley (art. 14 f me. 3% ley 48 y (i* do la ley 4005). 

Y en cnanto ni fondo de la cuestión : 

Que la sentencia apelada que rechaza la querella 
y absuelve al acusado, se funda en las consideraciones 
bocha» en la causa "Sociedad Hermcs de París contra 
la Sociedad líennos de Resp. Ltda. por nulidad do 
marca etc.", aplicables al caso en examen por tratarse 
de la misma marea de comercio "Hcrmos" en que se 
apoya la querella. 

En su mérito, por los fundamentos aducidos en esa 
causa y de acuerdo a lo dietaminado por el señor Pro- 
curador General, so confirma la sentencia apelada en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. NoUfiqucae 
y devuélvanse. 

BOBKBTO Re^ETTO AXTOXSO 

Saoaiina — Luis Linares — 
B. A. Nazab Anchobena — 
P. Rauob Mejía. 
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RAUL C. FACCIOTTI Y LEON MTVISKY 

EXTRAORDINARIO: Principios genérale*. 

El recurso extraordinario sólo procede respecto de re*»- 
Uicion.'s emanadas de tribunal» de justicia, y, «xeepoo- 
nalmentc, conlrn las dictadas por organismos admimatra- 
tivos en ejercíate de ÉMuJtades judieialea atribuidas por 
ley, sin recurso para ante los primeros, a los euales ha- 
llante equiparadas a los efectos del recurso extraordinario. 

BECVJtSO EXTRAORDINARIO: Principio* genérale». 

No procede el recurso extraordinario contra decisiones pu- 
ramente administrativa.. 

CORTE Sl'é'REMA. 

JURISDICCIOS: Principio* generales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Principio* 

Las cuestiones referente» a la invalidez de la »terv«n- 
cit'm <lc una municipalidad decretada por el gobernador 
de un lierritorio nacional, es ajena a la jur.sdiceiÓD de la 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, mayo 22 de 1942. 

T vista, la precedente queja caratulada " 
de hecho deducido por los recurrentes en los autoa Fae- 
eiotti Raúl C - Litivsky I-cón 9. I>ecreto Gobernador 
declarando intervenida la Municipalidad de Formosa" 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Qne el recurso extraordinario sólo es procedente 
respecto «Je resoluciones dictadas por los tribunales de 
justicia, llenadlos además, loa requisitos qne al efecto 
establece ej art. Ü de la ley núm. 48 y 6» de la ley 
Búra. 4055. 



«M FALLOS DE LA CORTE SDFHMA 

Que si bien se lo ba declarado procedente en casos 
de excepción, respecto de resoluciones dictadas por or- 
ganismos administrativos — Fallos: 191, 85 y 514, y los 
allí citados— cuando fotos lian actuado en uso de facul- 
tades judiciales atribuidas por ley, sin revisión para 
ante los tribunales, ello da ol»ededdo a que, en tales 
circunstancias, las decisiones de aquéllos pueden equi- 
pararse a las de órganos pennanentes de la administra- 
ción de justicia, n los efectos del ejercicio de la juris- 
dicción de apelación extraordinaria do esta Corte. 

Que nunca se lia entendido que osa jurisprudencia 
autorizara a ocurrir directamente ante esta Corte en 
queja referente a decisiones puramente administrativas 
—Fallos : 190, 539 y los allí citados. 3ío podría tampoco 
hacérselo sin olvida <U? que el recurso extraordinario 
Importa el ejercicio de la jurisdicción apelada de esta 
Corte — Fallos: 191, 458 — lo quo supone necesariamen- 
te nn pronunciamiento judicial anterior que en supues- 
tos como el de auton falta. 

Que a lo expuesto cabo aún agregar que la cuestión 
que plantea la queja — invalidez de la intervención de la 
Municipalidad de la Capital de Formosa, decretada por 
el gobernador del territorio— se balín al margen de la 
potestad jurisdiccional do la Corte Suprema — Fallos: 
177, 390; 189, 135. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 
Hágase saber, repóngase el papel y archívese. 

Roberto Rkpetto — Astosio Sa- 
<urxa — B. A. Nakar Aw- 
ohorena — F. JU*os MbjÍa, 
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S. A. TRANSPORTADORA AUTOMOTRIZ v. PROVINCIA 
DB BUENOS AIRES 

FALTA DE ACCION. 

La defensa de folla de acción sólo puede ser considerada 
al dictar la sentencia dftfinitffl <le la causa ('). 



EXCEPCIONES: Falta de personería. 

La excepción dilatoria de falta de personería no> pu+de 
fundarle en la falta de acción, sino tan sólo en la carencia 
o el defecto del poder dp| procurador o en la incapacidad 
de la parte para estar en juicio ( a ). 

JURISDICCION; Jurisdicción originan*. Cautas t» ana m P**f 

una ptotinciú. Causas civilei. 

La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer 
originariamente de la demanda contra uno provincia so- 
bre repetición de multas, fundada en que éstas han tado 
cobrada* con violación de la Constitución Nacional y de 

las notáis locales (»>. 



FRANCISCO E. PUPPO v. PROVINCIA DE BUENOS 



JURISDICCION; Futro federal. Por la» pertona». Prñumpiot 9+ 
neraU». 

La juriHliceiúu por razón de la* personas es validamente 
renttneiable por aquel a favor de quien ha sido estaMe- 
eida, sin qne a ello w oponga consideración alguna de 
orden público. 



JURISDICCION: Jurisdicción originaria. Causal m qus r$ parU 
provincia. Cant** ciciler. 

La jurisdicción originaria de la Corte Suprema en ona 

causa civil contra um provincia es improcedente cuando- 



(i) T#m del fallo: mayo 22 do 1M2. Ver TuWtm: 16, 3W; K, Mf » 
24 8SQ v ■ '! 

' (*) Kan**: «fl, 3»; 130, 404; 163, M¡ 1», J43 jrl*. 

(«) íafo*: 176, 315; 180, ST{ 4M; 169, m> 190, US 7 Í99. 
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en *| contrato cuestionado fizura una cláusula por la cual 
«1 actor fija su domicilio en la provincia demandada, para 
el cumplimiento de las obligaciones (»). 



ARNO DE BODRIK Y SEÑORA r. JULIO SZOLLOSY Y 
ELENA KOVACS DE PSIIIAL 

JÜBISDICCIOS: Jurisdicwm originaria. Embajadores, ministro!, 
ttcálera. 

La Corte Suprema carece de jurisdiceión para conocer ori- 
pinar ¡amenté en las causas de naturaleza criminal en qoo 
no interviene efcctivain-cute como adora o> demandada, 
una persona con carácter diplomático. 

JURISDICCION ; Jurisdicción originaria. Embajadores, ministros, 
midiera. 

Batiendo cesado en sus funciones diplórnáticas f! quere- 
llante por injurias, la Corte Suprema caree© de jurisdic- 
ción para continuar entendiendo en la causa. 

Dictamen DEL Puoccuadob General 
Suprema Corte: 

Don A rnó de Bóbrik y su esposa iniciaron, querella 
por calumnias e injurias ante V. E. contra D. Julio 
Szollosy y í>a. Elena Koyaes do Psihál, a guiones atri- 
buían lñ remisión de un telegrama ni Ministerio de Re- 
laciones fcxteriores dé IFuiiRría imputando al señor íle 
Bóbrik frecuentar círculo» judíos, ayudar a éstos y, con- 
juntamente con *n esposn, haber distribuido do su des- 
tino ropas y otros efectos reunidos con c! fin de ayu- 
dar a búuíraros pobres. 

La causa radicó originariamente ante V. E- por 
ser el señor de Bóbrik Enviado Kxtraordinarío y Mi- 

(i) Fecha itl falto; na/o 22 do IMS. V, Falla.: 142, 330; 167, 10». 
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rustra Plenipotenciario del Reino -le Hungría os naes- 
iro país, conforme lo acreditaba el informe de fs 10. 
Así lo resolvió a fs. 11 ka Corte en cuanto hubiere lugar 
por derecho. Para esa techa los (¡ucrellantes habían 
limitado su acción al delito de injurias (fs. 8). 

En la audiencia do conciliación (fs. 30) S zoilos y 
manifestó no- haber tenido propósitos de injuriar al 
señor de líóhrik, si bien no podría dejar sin efecto el 
telegrama motivo de la querella, porque el mismo había 
sido remitido en cumplimiento de lo resuelto por la So- 
ciedad Húngara local de la que era presidente. 

Atenlo el resultado negativo de ene comparendo 
siguió 1 adelante la causa y a fs. 39 el defensor de los 
querellados opuso excepción de incompetencia, fundado 
en que: a) La Corte carecía de jurisdicción para cono- 
cer en (os delitos, imputado» al señor de Bóbi ik en cuan- 
to ellos importasen violar las leyes de Hungría relati- 
vas a los judíos; b) la comunicación telegráfica ee diri- 
gió a Budapest y era allí donde debía producir y pro- 
dujo su efecto, que fué ol llamamiento del señor de Bó- 
brik a Hungría, dando por terminadas sus funciones 
de representante de diebo país; y e) ol señor Bóbrik 
al dejar «le ser Ministro de Hungría perdió el derecho 
que su carácter diplomático le acordaba para tener por 
«meo juez a Ja Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

A mi entender los dos primeros argumentos care- 
cen de base legal, puesto que si el delito aparece come- 
tido en territorio de la RepúMica, a sus autoridades 
judiciales compele reprimirlo con prescindoneia de toda 
otra autoridad o legislación extranjera. No ocurre lo 
propio con ol tercero. La circunstancia de haber cesado 
en sus funciones diplomáticas el querellante, y su ausen- 
cia del país, — hechos reconocidos a fs. 40/45 — consti- 
tuyen motivo suficiente para que- V. E. so aparte del 
conocimiento de esta querella, toda vez que la iaterven- 
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dón de la Corto Suprema deriva únicamente de lo dis- 
puesto en los artá. 100 y 101 de la Constitución, o sea, la 
circunstancia de tratarse de Kml>ajadorcs, Ministros 
y Cónsules extranjero», carácter «me no inviste ahora 
don Arnó de Bóbrik. — Buenos Aires, mayo 8 do 1042. 
— Juan Altane. 

FALLO PE LA CORTE SUPltEUA 

Buenos Airea, mayo í¡2 de 1942. 

Y vista la procedente causa caratulada "Ból>rik 
Amó de y señora contra Szollósy Julio y Paihál E. 
Kovacs d¿ sobre injurias" para resolver la excepción 
de falta de jurisdicción opuesta a fs. 37. 

Y considerando : 

Que según es jurisprudencia de esta Corte, no son 
de SU conocimiento originario tas causas de naturaleza 
criminal que se pretenden referentes a embajadores., 
cónsules u otras personas con carácter diplomático, til 
no resulta de los autos que efectivamente interviene en 
los misinos, en carácter de actor» o demandada alguna 
de aquéllas — V. Fallos : 190, 353 y 440 y causa Sanche» 
Doria Medina y Rioboo Kaúl Ricardo —Sumario— fa- 
llada en 3 de diciembre de 1941. 

Que, en consecuencia, habiendo cesado eu sus fun- 
ciones diplomáticas cL querellante —nota de fs. 47— 
esta Corte carece de jurisdicción para continuar enten- 
diendo en los presentes autos. 

En EU mérito >* por los fundamento* del precedente 
dictamen del señor Procurador General se declara la 
incompetencia del tribunal pora seguir entendiendo en 
esta causa, la que deberá ser archivada. 
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Sin costas, por no encontrar mérito el tribunal para 

imponerlas. 

Hágase sabor y repóngase el papel. 

ro Repetto — Antonio Sa- 
garxa — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchorena. — P. 
Ramos JIejía. 



ABUNDANCIA FALMIERO I>E PETftlELLA v. LUIS 
BOZZIXI E HIJO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión feJeral. CáM». Tratados. 

Procede el recurso exlraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho fundado por el recurrente en el art. 
4 del tratado celehrailn el 26 do marzo de 1020 entre la 
República Argentina y el Reino de Italia, aprobado por 
la ley 11.12G. 

ACCMES'TEg DEL TRABAJO: indemnización. 

El tratado celebrado el 26 de marzo de 1920 entre la Re- 
pública Argentina y el Reino de Italia, aprobado por la 
ley 11.126, no tuvo otra finalidad! que nwfiifaar la ultima 
parte del art. 14 de la ley 9688 para hacer extensivos loa 
beneficios de &ta a Ies sucesores residentes «n Italia, mu 
acordarles un dexecho mejor que el reconocido a los resi- 
dentes en el país ni. por lo tanto, fitit ornarles pura eobrar 
directamente la indemnización prescindiendo del 
establecido por el art. 9 de la citada ley Ü658- 



ENCARNACION JACA DE FERNANDEZ v. NACION 
ARGENTINA 

ACCIDENTES DEL TRABAJO; Rtlacii* entre el timettra y -ti 
trabajo. 

I,a muerte del obrero ocurrida al dejar ans tareas y ocasio- 
nada por el desequilibrio producido a consecuencia de su 

(i) Fwfc* del fallí»; mayo 20 de 1942. Falln: 339, 42; 141, 1W. 

■ 
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estado (te ^i!»'¡ y fle, las coiT&icwnijs del tsafeajo chic* re* 

Kzáha, debe w-r "considerada un iw-tidrnle trabajo iu- 

demnuabli' conforem' a l«i dispuesto ni la ley l'ütíS. 



Y vistos: lícsnllJin«l->: ;i) (¿uose presunta l\uc;irua«r¡ón -la- 
ca de Fynrtiidezi por drrwlio propio y por sus hijos inrnnrrs 
Ríñanlo Ernesto. <¡;da Bl«á y Mario A., entablando demanda 
contra el 06' Vrwu de la Naci.'u |»or eobro de 1» eaM iililil BO 
$ fiion. en e&nccpto de iiHtcmnixaeióii. b^wáiMlosc en la* fB- 
fruientes circunstancias; Su esppnfc Primitivo Fernández. Ira- 
bañ(i en calidad de operarlo cntaerero en 1«* Tatlpnw (Jom-ralcs 
del Mhnslerio de Marina, de*l* wt libré 20 di? 1021. Ra n ando 
un jornal *lo $ S dinrin*. Bí din 19 de prliihre. ¡i tas IfUiO horas, 
en MHwbfhros <•« ¡riiíe tni esposo* desenipefía'ba sus tarcos en un 
biwuie do ta armada, ÍSlfcfiio a ceHHMURncifl oé un sínwpp ear- 
díneo. Atribule su a la naturnleza a>| trabajo, ni am- 

biente en que i&tff se efectuaba y. sobro todo, ni liechn- dé 
quo de-*de mi mes y medio ante» del día do sai fallecimiento, 
trabajara so esposo vari» horas es*ra« por día, para n*dc* tefc 
minar la larra rpie se le iMU'o¡ii>T.'.l;ira a la brevedad posible; 

no pudiendo ínlpill arsi- mi imierte a las condiciones de mi subid, 

ya ana jamás habíji experimentado dotenein a!Én»»Wl a) 
"Funda su denvhn mí ják díspos^ónes de la ley 0*683 y e« varios 
casos jnmpnMÍeñ*intrá; y pido se condene a la parle deiiiim- 
dada al pftffO de la indeniiii/aeión rcehimnda. con más los inte- 
reses y ÍS8 COStaa del .inieio. 

b"* <?u« COnicslA la domando «'1 procurador nwa.1 del j>i^- 
pado. TV. Duilio Catalano, éii r*pw^tñeJon del Gobierna de 
la NVión. Manifiesta que carpiendo de anto'frntra sribw el 
easo. niesn los hechos cu que se funda ra dcMálíun k-ualmente 
el derecho invocado. r^-rvandA n favor de su p»Pf* I.B nMiilíad 
de formular en la estación oportuna del juicio. UMlas las «m?n- 
deraeMuies oin* juzgué noéésnríos sobre» los hechos y el derecho 
debatidos. Pide, en coiiseenenem. fpio rao comprobándose los he- 
chos ni bí procedencia de| derecho, invocado, se rechace l;i ae- 



Considera noto ; 1* Que en el anb*jtí4i&i «e reclama una in- 
demni/aelon por líi innorb" (voasir.iiada por ni) nctítlcnte de tra- 
bajo al obrero I'rimilivo F<'i-n¡'inde7. <tne falleció en el exiorior 
de la sulntsina mira. 2 de la liase Naval *le Puerto Ilel(rrano. 
el 19 <3c octubre de VXl'J, a cuiu<ecnt*nvia de un síncope card íaco 



Sí:nti:.vi ia dEíÍ Jjrtóí I**í:i>¡-bm. 



Banf-i Blanca, junio 2á tic i-Ml. 
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'2« Que luí fundamento de la age&n ha sh& írpetidaiuení'' 

ratificado Olí aut-is l vente alegato (*él BCtOÍ) ex|m-s¡iiid»se que 
Ib muerte por síncope del cpfazon, producida •durQMtt y «m 
motivo (leí trabajo que mitigaba «I obrero, c* Mj neeideuie m- 
demuinable ác loa amparados por la ley íhíss. 

;}> Que n este respecto el ¡nfran-riio comparte la tesis 
del Mtor; Cuando el Irabajo, mm KÍn exigir éshicW08 rxlraor- 

dinarlos, omsíobb la muerte del obrero, el casi ni ira en W 
estera ¿te la lev 'X.ss. pues el concepto <le xeeidentí so lia am- 
pilado con el tiempo y ya no exi<?.* el hwho «ubüáneo y vio- 
lento en Mié a«M se fincaba su «lefiiiacióii. ^ 

4» QliP si bien ello es cierto, esa iimpliactoa «U-l concito 
del an-i dente no lia |K«Ud« «icudersc la» latauient* que «loba 
comprenderse cu él a luda muerto ocurrida jurante el tra- 
bajo, l'or lo cerní nrin fritando el requisito Ofi violencia es ne- 
cesario que el IiccIk» de la muerte so derive en forma directo e 
¡mncl¡¡3tu del trabajo «P>e cumplía <'l obrero fallecido, «le m¿> 
ñera que i» fleje tafear O duda.-. I'or e*t«*, en rasos como, el 
que se üoiitemnla, la regla preseriptri por el art. 1* ley . «o 
que "el accidente »->. v « ocurrido durante i*l lo-nipo de ta pres- 
(«ei.'.n «le los servicios, ya ebn motivo y en cjercM-m de ta Wi- 
papión. recobra toda su riirnro*a irapnnaueia. _ 

5* (¿tic. por lo liinlo. presen laudóse el caso $uh-ju<t¡cc 
como un accidente, es neet-sario analizar la prueba rendida para 
resolver ¡i través d-c la i..isii:a. m el SÍlicopk' cardiaco que pro- 
dujo la muerte fie Fernández, le nenrri.' "cOft motivo y en 
ejercicio M trabajo" que d^wmpenaba. X juzpar por los pe- 
ritajes midióos de fs. G;i y la niuerlc se produjo debido «1 
desfallecimiento del corazón ISrfBjaente someüdo a la sobre- 
carga que representa una enfermedad crónica de loa pulmones, 
ocasionada por la inhalación di 1 atinmlVra raimada de polvillo 
carbonoso, como diré el perito Dr. Poverene, o. en otras pala- 
bras, como lo afirma el perito Dr. Ma Helia, por rn complejo 
de ejiusiis. reveladas jdtmmis por I' 1 autopsia e inducidos otras 
por el perito (^rterioesclerosis) como ser: un corazón inrofi- 
tiente. trafiíÜO cn'aln'lósfera viciada y enrarecida, exceso «Je 
horas de trabajo, «-le.. productores del sincope: ademas «lo la 
cansa tmncipal aducida pnr los perito* pomo razón de In inSQ- 
fici'-nc in cardíaca, o sea las lesiones pn.trjwA«ciw reveladas por 
la autopsia. T.ns «los informes cilados *»n eoneordaiitos entre 
BÍ v. en definilivn. establecen que la muerte «$C l-Vrnfíndej: se 
prínlujo por aínCOPC debido ni desfallecimiento del er»rn7Ón 
lanramentf SOrtWtiQo a In s*»breearpa que represx-nta una enfer- 
medad prAnica de los pulmones, ocasionada |w>r la inhalación 
de almósfera eanrada de polvillo carbonoso íl>r. rovercaíc). 
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Como, en cambio, el protocolo de autopsia de fs. 11 (sumario 
aprepado) fijaba la causa fiel síncope en la lesión oríficial 
«ártica revelada a los autopsiadort*, «4 («fraseriplo decreté la 
medida para mejor proveer de qu« se ha hecho mención, que 
evacuada por el Dr. Nicolás I». Muxzio. aclara la no correspon- 
dencia «pie el Infrascripto eneonlró entre el certificado de 
autopsia y los peritajes .le los 0w& Poverefté y Martilla. La 
autopsia reveló una lesión orifícial aórtica y sobre esta com- 
probación los dos peritos módicos citados recién, apenas hacen 
referencia en sus iliríáiueiLcs, Povercjie no habla en absoluto 
de ella, limitándose a Mencionar genéricamente un aumento 
do volumen tM corazón (¡hec.hc también comprobado en lo 
autopsia v que se refiere al estado exterior del órgano y no del 
que presenta al corte) o a gt*v© iuMfiweneía enrdínca; y Mar- 
tella. si bien es máá cscniteito y se refiere expresamente a lo 
lesión aórtica, no estnblfce ln debida discriminación de ísta 
como agente letal ¡BUípeMtíííniejwnw del estado «ntracosko. 
Ambos perito», en forma máab menos implícita, dejan entrever 
una relaeiú» direcla cutre <'l síncope, la ciitemicdatl del cora- 
zón v las lesiones «I» antraeoñs halladas en el pulmón de Fer- 
nández, pero oiúíteú dar al jugador la es plica ció n ck-mífica 
necesaria ¡«ira «pie pitecia formarse una opinión propia sobre el 
«aso. (ln peritaje no traduce simplemente una opinión perso- 
nal, SÍ así fuera, v los jueces debieran aceptarlo ciepn mente, 
el verdadero fallo seria dado por el perito y no por el mapls- 
Irado que lien** ese imjierU», v ealfli n» ti posihie dentro de la 
organización judicial que nos rige, • Por el contrario, el peritaje 
debe ilustrar al jusgattar, informarle on términos IwOá y sen- 
cillos, sobre los pontos eientífiexw en debate, sin que los peritos 
puedan ¡eüef en cMisiíEcraeiÓH que el juzgador eaMée de cono- 
cimientes -spetiiales «obre el punta para omitjr la cjndieaeión 
técnico, (le su opinión. Antes bien, él perito debo imponerse 
seriamente de c*a pesada re«po-ii8aí«líd*d contraída al aceptar 
el carpo y. por ln mulo, no debe escatimar esfuerzo alguno l»»ra 
que el magistrado pueda fortúáree hub opinión propia, (lew 
"razonar en alta voz**, establece rsé aü mismo todas las posibi- 
lidades coiitraríás « ln tesis sostenida y llegar a la verdad por 
la semla ele la discusión y dé la razón. Ks cansí dé esta disqui- 
sición el hecho de que. como lo pone cu evidencia el peritaje 
del I)r. Nicolás P. Mnzzie», la anlraeosiB ha j usado un papel 
bien insignificante en la muerte «leí obrero Fernandez y. en 
cambio, la misma debe atribuirse a la lesión aórtica que aquel 
padecía, en consecuencia con lo que expreso el protocolo de 
autopsia v el certificado ú> definición existentes en autos. Si 
M tiene presente ta diferencia de principios entre las reglas 
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jurídicas Aplicables a los Casos de enfermedades profesionales. 

(Ib antraeosis lo es) y los atvidentes de trabajo propiamente 
dichos (síncope, en el caso) en especia) las referentes al desi- 
gual de lo que en doctrina se denomina "concausa", 
que existiendo excluye la indemniznciím en los casos de enfer- 
medades profesionales (la enfermedad lia tic sor declarada vina 
consecuencia exclusiva del tñbajo) y no la excluye en loa 
casos de ¡u-cíd^iiles: »* tendrá de. inanifieslo la importunéis de 
un punto que debiendo resaltar a los ojos de los peritos Po- 
verem- y Marlella en virtii-1 de estar expresamente manifes- 
tado en el protocolo <Ie autopsia y en el certificado de defun- 
ción, lia sido pasado por alio pttr los misinos. Que, por las 
razones científicas en que abunda el peritaje, del Dr. Nicolás 
P. Mux/.Ío. el infrascripto lo acepta en todas sus partes y de- 
Clara, en condene neta, que Iji causa del síncope ha sido la 
lesión orificial aórtica, puesta de manifiesto por la autopsia, 
que padecía Fernández, facilitada por la Condición de art-erio- 
cseleroso. como probablemente debía ser dada su edad. 

(¿uc de conformidad con lo que se ha dicho ut supra. falta 
establecer si las condiciones dvl trabajo que üvma peñaba Fer- 
nández han podido tener la influencia que el perito Muzzio 
atribuye «I trabajo en general, siibri» todo ni que exige un 
considerable esfuerzo, sobre los aórticos. Que. a este respecto, 
corresponde en primer luyar dejar sentado (pie el obrero Fer- 
nández trabajó en los talleres de la Buso Xe ni de Puerto Bel- 
grnuo desde asusto de li)21. en calidad de ayudante ealdercro 
y désele 11.KÍ3 como oficial del mismo oficio; y después que c! 
trabajo que desempeñaba en el periodo de tiempo innudiata- 
nwnte anterior n su muerte, fué normal durante el mes de 
setiembre (1!I7 % horas) y ligeramente superior a lo normal 
basta el ID de octubre, inclusive la mañana (cu total, durante 
19% días, horas 171 U. de las cuales 14»/ a corresponden a 
horas suplementarias, véase a f. 44; ligeramente diferente en 
cuanto al horario, al informe de f. 78, pero concordante en 
cuanto al salario percibido a razón de $ 1 la hora. 

Que, conrorditnle ron las declaraciones testimoniadas exis- 
tentes en mitos, el informe de f. 45 establece que durante el 
tienipfl anterinr a su muerte. Fernández «si aba ocupado en el 
refutado de los torpoderos "Tueumán" y "Jujuy", opera- 
ciones! que consisten, negiin se desprende de dicha informe, en 
el cambio de nminnto y de los tubos que existen en las caldera» 
de los buques, lo que si bien no requiere mayor esfuerzo, se 
practica rn condiciones bastante difíciles en lo referente «1 
prado- de cabtr allí existente y a la atmósfera viciada que w 
respira, debido al polvo y hollín que »e desprende de los mate- 
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ríales objeto de la labor. Es así que, luego de unas horaa 
de trabajo, fl obrero ainhioiunn sal.r a lomar airr. smt.en- 
done cansado y «orno acolado. Esta clase de trabajo se reali- 
i¿ sesún M ha dicho, durante el mes de setiembre y loa 
19 «tías del nif* de octubre que precedieron a la muerte, y . 
a juicio del infrascripto, isa earneterfemw apuntadas son su- 
fieientemonte importantes y pavea como para presumí < vero- 
símilraente que hayan podido tcopr una influencia oí™» 
¿Obre el deficiente a,«.rato circulatorio de Fernandez les.ón 
aórtica orificia) v estado artcrinr-selcroso, según W ba dicho), 
provoeaiido el síutope. No cuerva la conclusión a que ha 
arribado ni la preeXistenc-ü do la aortitis «n virtud del prin- 
cipio de In •'maiferwteia da la éOBeatísa tfeUC CISC en materia 
de accidentes dH trabajó, ni que falta <-n autos la prueba de la 
clase de trabajo* .,.«' ron anterioridad haya |tOíK0¡ vrwlar 
Fernandez <si a bordo de los buques, como durante los meses 
de setiembre y oc\.bre, ocupado ta el rélubádo de «Ideras, 
o en livs talle» s propiflutente dichoa. donde p^imiWcmeiltt 
las condiciones del trabajó eran distintas* porouc anuí se ha 

hecha derivar Pl Kíneope rfé la intlücüeia del Iwf ¡www 

atirante aquel lapso, y n» del prestado con anterioridad. 

Óuc está suficientemente probado el vinculo de patrón y 
Obrero, el salario diario de **(* 1 la h«ra durante Sha*** 
diaria^. segtín ni reffimén de la jamada lejral del Mabujo-, a 
defunción dí FernÉn^ y el raráeter de esposa Ircitima de 
la recnrrcnle como asimismo de rclprew^anté. en ejércelo de 
la patria potestad, de los menores Gula BU*. Mano Alberto y 
Eduardo Ernesto, hijos l-jitiimw del ma irim»n in l'rimittvo 
Fernández y Encarnación Jaca. 

Por esens tundo mentes los eoneordmites del actor y lo «lis- 
puesto por el art. & ley fallo esta causa hacendó hipar 

en todas sus parles a la demanda y. por lo tanto, condeno n la 
Nación a pasar a Encarnación -Taca de Fernandez, por si y 
por su--- hijnn menores mencionados en el nlnmo eons^rando, 
(a cantidad de £ fi.000 como indemnización y la de $ 101) por 
trastos de luto v entierro- i-ant'dad epte d.-Vrá. »r depositada 
en la Caía de' jubílacionea y pensiones civiles .le In Nación 
a sus Acebos, dentro «M plazo de ID día»; y wleTinfts n pagar 
lo* interese* desde el día -!r la notiCcacion de la <lemaiula. y 
las costas del juicio. — Pedro &Mtt£l; 

Sentencia de i.a C.vmara Feokral 

Bahfn Blánce selirmnre 21 de 1<U1 — Considerando : 
Que el obnro ral.ter.-rf) Primitivo Fernández prestaba sus ser- 
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vicios en los talleros M^j del Ministerio de Marina en (Am 
Base Nava] de Puerto Bclprano y trabajaba m las calderas 

del destructor "Jujuv", entonce» en reparaciones, cuando so- 
frió un síncope cardíaco que determinó SU muerte, en circuns- 
tancia» e» q» 1 *, habiendo salido del trabajo a las U horas del 
día 1!» de octubre de 193», transitaba de a pie a una distancia 
de 60 metros de Iba talleres (íftítigOB Mffrtm<-Hi y constancia» 
del sumario de prevención agregado por cuerda) mediando jO 
metros desde et logar donde estaba atruendo el barco al taller 
de motores a «plosión (declaración del lug. maquinista Go- 
me/.), lo me significa que liabía recorrido muy poco trecho. 
Kwiiccto. de las condiciona de su trabajo consta que se oc«- 
naba de sacar eiisquillos de las cableras, o SM craRmentos de 
tubo que se adhieren a la- nú*™* y «£K son desprendidas a 
sol pea empleando un martillo o instrumento especial; que ese 
trabajo se realizaba rn un lus-'itr carente de ventilación, en una 
atmósfera carnada; «pie esa mañana el obrero Fernandez huno 
de salir 2 ó 3 vocea a lomar ñire y lo mismo hacían otros obre- 
ros que debía la tarea de esa especio realizarse concentra- 
ción artificial, pero ósla no funcionaba; qiw a la snzon no SG 
cumplía en torna PKU'ar la distribución, de leche a los obreros 
y nno existía recargo de trabajo y horario extra por razones de 
Wncia. El nombrado Ing. Untura, encargado de la inspección 
de lo» trabajos que se practicaban en el destructor ;>«J»y 
v en el acorazado •'Moreno", declara que los trabajos más 
intensivos de calderería eran los de maudnlar tubos y quitar 
cosquillas y «i bien sostiene que Fernández no haela ese tra- 
bajo, no pñ-'dc determinar cuál era la tarea a que este ( estaba 
destinado y su dicho en esto cstíi en contradicción con el de lo» 
com pañeros más inmediatos de trabajo del difunto, recono- 
ciendo nqm'd que él no ero qnien distribuía la tarea si no el 
canato*. Kl protocolo de autopsia de f. 11. del sumario de 
nreveneión verifica qnc el pulmón del extinto presentaba leaio- 
iich de antraeosis, lo mismo que Ifis pleuras (adherencias de 
polvillo de carbón o partículas de otra especie), que el cora- 
ion se encontraba con un volumen superior al normal y 
existía una lesión orificia! aórtica, ^"^r™?* *VTZ\dn 
la dilatación de! corazón, de su estado en dióstole y de la lesión 
orifieial. muerte por síncope cardiaco. 

Que si bien puede observarse, después de leídas las peri- 
cias producida* en autos. In posible- relación de cansa a efecto 
entre el peñero de trabajo y la lesión ontracosiea, ya que « 
trata de no obrero que desdé bacía 16 años prestaba sus ser- 
vicios en los mismos talleres, no puede aseOTraTse. en vista de 
las conclusiones de la pericia del Dr. Nicolás P. Mozzio, pento 
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tercero, que la antracnsis sea el factor preponderante y, per 
lo tanto, menos el exclusivo, del fallecimiento de Fernández, 
riendo dicho dictamen el que pre-senta pura el tribunal mejo- 
res elementos de asesara miento. 

Que, como el <t-quo lo hace notar, lo dicho hasta para ex- 
cluir flUP se trate de un caso en goe la indemnización procede 
por causa de muerte ocasionada por enfermedad profesional, 
puesto que el apartado a) del art. 2*J. ley %S8. exige OTO ¡S 
enfermedad debe ser declarada efecto exclusivo de la clase de 
trabajo que reali»'. ta víctima durante el año precedente. Sin 
erubartn». deb¿ contemplan» asimismo el caso para establecer 
g¡ se trata de un accidente de trabajo en el concepto legal y 

por lo tanto generador de imlenmi/ariún. 

Quen este respecto debe decidirse s¡ el deceso hn ocurrido 
con motivo y en ejercicio de la OeUpaci.'.ii dcseni pe liada por 
Fernández y constituye accidente. Tocante a lo primero no 
es nee-sario que el heelio determinante de la acciún haya ocu- 
rrido en el trascurso del trabajo, |>oro sí es preciso que las 
condiciones del trabajo sean la causa ocasional del daño; que 
esté íntimamente relacionado coi» el trabajo y trimiile con ól 
estrecha relne-íón. seirún ías palabras del miembro informante 
de la comisión de letíislaeión diputado Mitren ('•Diario de Se- 
siones", ("úiu. de diputados. 1918, t. :t, p. 580). En este punto 
el dietnm-en d¿l perito tercero tan üusiiativo en la demostra- 
ción de la falta de vinculación aparente entre la antraeosis y 
el síncope, no se ha extendido, por euanto el auto de i. 93, 
orientó el cuestionario <*» olro sentido, pero contiene aprecia- 
ciones útiles cuando dice que tiene importancia al atribuir a la 
lesión orifieifll aórtica la causalidad del 'síncope (conjuntamente 
con In dilatación del eorazón) como se hace en el protocolo de 
autopsia y cuando agrega: "En efecto, la influencia del tra- 
bajo en ohreros con lesiones cardiacas, o aórticas o de artritis 
latentes, sin sentirse enfermos, como causa product-va de sín- 
cope, es un hecho conocido, especial mente cuando se lia catado 
sometido 8 un considerable esuerzo' 1 . 

Que en un t'twisi iteran do ¡interior ce han concretado Ira re- 
Bullados de la prueba testimonial acerca <le las condiciones del 
trabajo, suficientes secón puede juzgarse para determinar re- 
percusiones perjudiciales en un orjranismo deficiente corno el 
de Fernández, a pesar de ta apariencia de sanidad- que sólo era 
apariencia según resulta de las comprobaciones de la autopsia. 
El informe de f. 44 y la planilla de f. 78. por otra parte, re- 
velan o bien que el causante trabajó sin descanso inclusive los 
domingo* durante las 18 y '-¡ jornadas trascurridas en el mes 
de su fallecimiento o que, descontados domingos, tuvo joma- 
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das mocho más recargada», porque eu efecto 15 joma- 
das do $ Y» liorna hacen 131 % hs. du trabajo y al liquidársele 
al obrero Í71 Yz boras quiero decir que lia trabajado 39 % ho- 
ras mi plentent arias. Si el informo dice 14 Vi o la planilla que 
»t es porque lia herho rl promedio incluyendo a los domingm 
como (Has de trabajo. El do fs. 45 expresa que el género de tra- 
bajo era cambiar el amianto y retubndo de calderas y )a última 
de estos tareas puede coincidir con una de las que el Ing. Góntex 
reputó como intensivas. aunque, como se lia dicho, los demás 
testigos afirmiin qu-e Fcrnútidcx trabajaba en "sacar casqui- 
flos" (también tarea penosa, para el testigo técnico). Retubar 
calderas "ra La larra de conjunto que se estaba hacimilo. 

Que, por lo tanto, los informes oficiales, lejos do reatar 
valor a lo manifestado pOf lo« teatÍRM, contienen elementos 
demostrativos de que el obrero Fernánde« ha estado recar- 
gado de- tanas en el último periodo de su trabajo y que el 
género de trabajo era penoso por un conjunto de condiciones 
especiales. Kn cuanto al informe de fs. 75, punto 3», no declara 
sino que se cumplen ciertas precauciones er- \i talleres en 
julio de 104», poro qué lo que interesa y residía de la prueba 
testimonial era que no 96 «nm pifan en octubre do 1939. Lo 
único que afirma ron rclac-ión precisa a esta época última ea 
que se permitía: a los obreros y entre ellos a Fernández salir 
a tomar aire a cubierta por tumo: precisamente también lo 
afirman lo» testigos y, desdo luego, es demostrativo de la ne- 
cesidad de que tomaran aire y de la atmósfera perjudicial del 
local donde trabajaban. 

(Jiip. en conclusión, hay la suficiente demostración, por 
prueba cireunsrancial, de ln relación entre el trabajo y el de- 
ceso de Fernández. Este debe reputarse accidente porque es un 
evento de <les«|MÍIibrio que- se ha produeido por un conjunto 
de condiciones, unas dependientes del oslado orgánico del obre- 
ro, otros lie las condicione* del traliajo y porque para el con- 
cepto legal no se requiere la causalidad exclusiva del trabajo 
en *>l siniestro, tratándose de accidente, no «le enfermedad pro- 
fesional. 

Por ello y ñor los fundamentos do la sentencia apelada, se 
la confirma, eon cortas. — Ementó SoarrouiUc. — Benjamín de 
la Vega. — luis González Warcalde. 
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Buenos Aire% ">»>*<> 38 ¿© I 942 - 

Y Visto*: el reeurso ordinario de apelación dedu- 
cido en él juitio que Encarnación .Jaca de Fernández 
o hijos menores sigue contra la Nación, sobre indemni- 
zación de In ley m'tm. t'GSíi. 

Por sns fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de fojos 122. Hágase saber y devuél- 
vanse al tribnoal de su procedencia. 

líilItKKTO Rf.PKTTO ANTONIO Sa- 

OAttXA -- Í#ÍS I-IXAliKS — B. 
A. SÍÁZAH AsN'HOURSA — F. 

RaMOS Mk-h'a. 



